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Social Watch es una red internacional de organizaciones ciudadanas que luchan para erradicar la pobreza y las causas de la pobreza, para poner fin a todas 
las formas de discriminación y de racismo, para asegurar una distribución equitativa de la riqueza y para la consecución de los derechos humanos. Nuestro 
compromiso es para con la paz, la justicia social, económica y de género, y ponemos el acento en el derecho de todas las personas a no ser pobres.

Social Watch hace responsables a los gobiernos, al sistema de Naciones Unidas y a las organizaciones internacionales del cumplimiento de los compromisos 
nacionales, regionales e internacionales para erradicar la pobreza.
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En todas partes, las crecientes desigualdades y la 
desregulación de las finanzas están despojando a la gente 
de  lo que por justicia le corresponde de los beneficios de 
la prosperidad mundial. Nuestros niños heredarán la carga 
de la deforestación, desertificación, pérdida de 
biodiversidad y del cambio climático. Para revertir esta 
tendencia la promesa de dignidad universal que comportan 
los derechos humanos tiene que ser puesta en práctica 
y los derechos de las futuras generaciones deben 
ser reconocidos y defendidos a carta cabal.

El derecho a un futuro

UN INFORME DE ORGANIZACIONES DE SOCIEDAD CIVIL EN 66 PAÍSES
Incluye las conclusiones sobre desarrollo sustentable del Civil Society Reflection Group.

 

UN INFORME SOBRE EL PROGRESO EN LA ERRADICACIÓN DE LA POBREZA  Y  EL  LOGRO DE  L A  EQUIDAD DE  GÉNERO EN  EL  MUNDO

ESTADOS UNIDOS: El país alberga al 5% de la población 
del planeta, pero consume el 25% de la energía producida 
globalmente y es responsable del 22% de las emisiones 
de CO2 de origen industrial.

MALASIA: La tasa de deforestación anual aumentó casi un 
86% entre 1990 y 2005, con una pérdida completa de co-
bertura forestal de 140.200 hectáreas por año desde 2000.

VIVIENDA: Unos 1.600 millones de personas viven ac-
tualmente en condiciones de infravivienda, 100 millones 
carecen de hogar, y se estima que una cuarta parte de la 
población mundial está sin tierra.

VIETNAM: Entre 1958 y 2007 la temperatura promedio 
de Vietnam aumentó unos 0,5-0,7 °C y el nivel del mar 
subió 20 cm. 

TAILANDIA: Casi 74.640 hectáreas de bosques de man-
glares han sido usadas para acuicultura, especialmente 
granjas de camarones.

TANZANIA: Se necesitan 63.501.000 kg de alimentos para 
que el distrito de Chamwino pueda cubrir sus necesidades 
básicas, pero la producción obtenida en 2008-2009 fue 
de solo 12.178.000 kg.

ESLOVENIA: Cerca del 25% de los jóvenes que no están en 
el sistema educativo formal, están desempleados.

PANAMá: La cobertura boscosa alcanzaba un 70% en 1970 
y se ha visto reducida a aproximadamente el 35% en 2011.

NIGERIA: Todos los años se pierden casi 350.000 hectá-
reas de tierras cultivables ante el avance del desierto.

ITALIA: Se encuentran en situación de riesgo el 68% de 
sus vertebrados terrestres, el 66% de sus aves, el 64% 
de sus mamíferos y el 88% de sus peces de agua dulce.

HONDURAS: En 2010, la tasa de asesinatos en Honduras 
fue de 77,5 cada 100.000 habitantes.

GUATEMALA: El ritmo de deforestación anual ronda las 82,000 
hectáreas, lo que significaría que para 2040, de continuar 
esta tendencia, habrían desaparecido todos los bosques.

ERITREA: La totalidad de los adultos, hombres y mujeres, 
hasta la edad de 45 años están sujetos a lo que equivale 
a la esclavitud.

ECUADOR: La explotación del yacimiento de cobre de Mi-
rador generará al menos 326 millones de toneladas de 
desechos, el equivalente a cuatro cerros como El Panecillo 
de Quito, y un volumen cercano a la recolección de basura 
de Guayaquil durante 405 años.

CANADá: Una de cada tres personas indígenas o que 
no integran la población blanca viven en la pobreza, 
del mismo modo que una de cada cuatro personas con 
discapacidades, inmigrantes y mujeres que encabezan 
familias monoparentales.

CAMBOYA: El 64% de las madres y niñas están reduciendo 
su ingesta de alimentos para que quede más para los otros 
miembros de la familia.

BIRMANIA / MYANMAR: Durante la construcción del 
gasoducto de Yadana, soldados del Gobierno y represen-
tantes de grupos militares proporcionaron seguridad obli-
gando a civiles a cortar árboles, a servir de porteadores, 
y a construir infraestructura militar. Los que se negaron 
fueron golpeados, violados, torturados y asesinados.

AZERBAIYáN: La industria petrolera de la época soviética 
creó enormes lagos de petróleo que literalmente destru-
yeron toda la biomasa circundante. 

ARGENTINA: Entre 1998 y 2006 desaparecieron 250.000 ha 
de bosque por año, lo que equivale a 1 ha cada dos minutos.

ICB: Con emisiones de dióxido de carbono de 3 toneladas 
per cápita por año, Costa Rica y Uruguay han logrado 
reducir su mortalidad infantil al mismo nivel que un país 
que emite veinte toneladas al año: Estados Unidos.

GÉNERO: La economía feminista ha revelado que más del 
50% de las horas de trabajo no son remuneradas.
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Social Watch en el mundo

ORGANIZACIONES QUE PROMUEVEN Y DESARROLLAN LA INCIATIVA SOCIAL WATCH:

Coaliciones Nacionales 
de Social Watch

•	 AfgHAnISTán:
Coordination of Humanitarian Assistance 
(CHA), admin@cha-net.org,  
hameedy@socialwatchafghanistan.org, 
www.cha-net.org; Sanayee  
development Organization (SdO),  
sdokabul@gmail.com,  
www.sanayee.org.af; Watch  
on Basic rights Afghanistan Organization 
(WBrAO),  
sami@socialwatchafghanistan.org;
Organization of Human Resource 
Development (OHRD); Saba Media 
Organization (SMO)

•	 ALBAnIA:
Human development Promotion Centre 
(HdPC), hdpc@hdpc.al

•	 ALEmAnIA:
Social Watch germany,  
jensmartens@globalpolicy.org,  
klaus.heidel@woek.de,  
www.social-watch.de;
Asienhaus; Deutscher Caritasverband; 
DGB-Bildungswerk; FIAN Section 
Germany; Friedrich-Ebert-Stiftung; Global 
Policy Forum Europe; IG Metall; INKOTA 
Netzwerk; Ökumenischer Trägerkreis 
Armut/Reichtum – Gerechtigkeit; Pax 
Christi; Philippinenbüro; Pro Asyl; Terre 
des hommes Germany; World Economy, 
Ecology & Development (WEED); Werkstatt 
Ökonomie

•	 ArgEnTInA:
Centro de Estudios Legales y Sociales 
(CELS), lroyo@cels.org.ar,  
www.cels.org.ar;
Abogados y Abogadas del Noroeste 
Argentino en derechos humanos y 
estudios sociales (ANDHES); Centro de 
Participación Popular Monseñor Enrique 
Angelelli; Equipo Latinoamericano de 
Justicia y Género (ELA); Fundación 
Ambiente y Recursos Naturales (FARN); 
Foro Ciudadano de Participación por la 

Justicia y los Derechos Humanos (FOCO); 
Observatorio del Derecho Social de la 
Central de Trabajadores de la Argentina 
(CTA)

•	 ArmEnIA:
Center for the development of Civil 
Society (CdCS), svetaslan@hotmail.com, 
www.cdcs.am;
“Sociometr” Independent Sociological 
Research Center, Social Policy and 
Development Center (SPDC)

•	 AzErBAIyán:
Public finance monitoring Center 
(PfmC), kenan@pfmc.az, www.pfmc.az;
Environmental Law Center “Ecolex” (ELC); 
National Budget Group (NBG)

•	 BAHrEIn:
Bahrain Human rights Society (BHrS), 
bhrs@bhrs.org, anhalekry@gmail.com, 
www.bhrs.org/arabic;
Bahrain Sociologists Society; Bahrain 
Transparency Society (BTS); Bahrain 
Women’s Renaissance Society; Bahrain Awal 
Women Society; Bahrain Women Union

•	 BAngLAdESH:
Unnayan Shamannay,  
shamunnay@sdnbd.org,  
www.shamunnay.org; EquityBd,  
www.equitybd.org; COAST,  
www.coastbd.org;
Action on Disability and Development 
(ADD); Bangladesh Adivasi Forum; 
Campaign for Good Governance 
(SHUPRO); Community Development 
Library (CDL); Education Watch (CAMPE); 
Ganoshastho Kendro; Manusher Jonno 
Foundation; People’s Health Movement 
(PHM); Steps Towards Development

•	 BéLgICA:
Plateforme belge pour le travail décent 
coordinado por el Centre national 
de Coopération au développement 
(CnCd), cncd@cncd.be, www.cncd.

be, and 11.11.11 (north-South flamish 
Cooperation), www.11.be

•	 BEnín:
Social Watch Benín,  
swbenin@socialwatch-benin.org,  
www.socialwatch-benin.org;
Art-Culture Tourisme Sans Frontière (ACT-
SF); Action Jeunesse (AJe); Association 
de Lutte contre le Régionalisme, 
l’Ethnocentrisme et le Racisme (ALCRER); 
Association des Bonnes Volontés pour 
l’Excellence (ABOVE Espoir); Association 
des Femmes Analphabétiseures du Bénin 
(AFA-Bénin); Association Femmes et Vie 
(AFV); Association des Instituteurs et 
Institutrices du Bénin (AIIB); Association 
des Jeunes pour le Progrès et le 
Développement (AJPDE); Association 
de Jeunes Déterminés et Unis pour 
un Idéal (AJeDUI); Association pour la 
Promotion de l’Action Sociale et des 
Initiatives Communautaires (APASIC); 
Association des Personnes Rénovatrices 
des Technologies Traditionnelles 
(APRETECTRA); Association pour la 
Promotion et le Développement de la 
Femme, la Lutte contre le Trafic des 
Mineurs (AProDeF-LTM); Assistance à la 
Promotion de la Femme et de la Jeune Fille 
(APROFEJ); Association pour la Promotion 
des Initiatives Locales (ASSOPIL); 
Association Vinavo et Environnement 
(ASSOVIE); Association Béninoise pour 
la Promotion de la Qualité de la Vie & de 
l’Environnement (ASPRO-VIE Bénnin); 
Abeilles Volontaires du Progrès (AVP-
Afrique); Association Villes Propres Bénin 
(AVP-Bénin); Bénin Alafia; Caritas-Bénin; 
Centre Afrika Obota (CAO); Centre Béninois 
pour l’Environnement et le Développement 
Economique et Social (CEBEDES); Cercle 
d’Autopromotion pour le Développement 
Durable (CADD); Comité Inter-Africain sur 
les pratiques traditionnelles ayant effet 
sur la santé de la femme et de l’enfant 

(CI-AF); Centre de Réflexion et d’Action sur 
le Développement Intégré et la Solidarité 
(CeRADIS); Cercle de Réflexion et d’Action 
pour la Prévention des Conflits (CRAPC); 
Enfants Epanouis du Bénin (EEB); Eglise 
Protestante Méthodiste du Bénin (EPMB); 
Espace & Vie ONG; Espoir Plus; Forces; 
Nouvelles pour un Développement Humain 
Durable (FNDHD); Femme Entraide et 
Développement (FEDe); Fondation Faragel 
Corp; Flourished Youth Association (FYA-
Bénin); Groupe d’Action pour l’Amour du 
Bien-être Familial (GABF); Groupe d’Appui 
au Développement Durable et à l’Auto 
Promotion des Populations (GADDAP); 
Groupe de Recherche et d’Action pour 
la Protection de l’Environnement et 
la promotion de l’Assainissement et 
de l’Hygiène (GRAPEAH); Groupe de 
Recherche et d’Action pour le Bien-
Etre au Bénin (GRABE Bénin); Groupe 
d’Action pour la Justice et l’Egalité 
Sociale (GAJES); Groupe de Recherche 
et d’Action pour le Développement de 
la Femme au Bénin (GRAD-FB); Groupe 
d’Appui à l’Éducation et à la Santé de Base 
(GRAPESAB); Groupe de Recherche et 
d’Action pour la Promotion de l’Agriculture 
et le Développement (GRAPAD); Groupe 
de Recherche et d’Appui aux Initiatives 
de Base pour un Développement Durable 
(GRAIB); Groupe de Recherche et d’Action 
pour le Développement Durable (GRADED); 
Groupe de Sécurité Alimentaire pour Tous 
(GSAT); Initiative des Communicateurs 
pour la bonne Gouvernance au Bénin 
(ICOG Bénin); Institut de Développement et 
d’Echanges Endogènes (IDEE); Initiatives 
pour le Développement Intégré Durable 
(IDID); Jeunesse Sans Frontières Bénin 
(JSF); L’OEil d’Aujourd’hui; Le Bureau 
d’Appui Conseils d’Afrique pour les 
Réalisations (Le BACAR); Le Jour utile; 
Le Rural; Laboratoire d’Analyse Régionale 
et d’Expertise Sociale (LARES); Nabouba; 
Nouveau Défi pour le Développement 
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(NDD); Nouvelles Perspectives Afrique 
(NPA); Organisation Communautaire pour 
la Santé, l’Education et le Développement 
(OCSED); Organisation pour le 
Développement Economique et Social 
(ODES); Projet d’Appui aux Producteurs 
Agricoles du Bénin (PAPA Bénin); ONG 
chrétienne SINAÏ

•	 BIrmAnIA:
Burma Lawyers’ Council,  
hkuntan1@yahoo.com,  
www.blc-burma.org

•	 BOLIvIA:
Centro de Estudios para el desarrollo 
Laboral y Agrario (CEdLA),  
cedla@cedla.org, www.cedla.org; 
Unión nacional de Instituciones para 
el trabajo de Acción Social (UnITAS), 
direccionunitas@redunitas.org,  
www.redunitas.org;
Fundación Acción Cultural Loyola 
(ACLO); Centro de Asesoramiento 
Multidiciplinario “VICENTE CAÑAS”; Centro 
de Comunicación y Desarrollo Andino 
(CENDA); Centro de Estudios Jurídicos 
e Investigación Social (CEJIS); Centro 
de Promoción Minera (CEPROMIN); 
Centro de Estudios Regionales para el 
Desarrollo de Tarija (CER-DET); Centro de 
Servicios Agropecuarios (CESA); Centro de 
Investigación y Apoyo Campesino (CIAC); 
Centro de Información y Desarrollo de la 
Mujer (CIDEM); Centro de Investigación 
y Promoción del Campesinado (CIPCA); 
Defensa de Niñas y Niños Internacional 
(DNI-Bolivia); DESAFIO; Fundación Social 
Uramanta; Instituto de Investigación 
y Acción para el Desarrollo Integral 
(IIADI); Instituto de Investigación y 
Capacitación Campesina (IICCA); Instituto 
de Investigación Cultural para Educación 
Popular (INDICEP); Instituto Politécnico 
Tomás Katari (IPTK); Investigación 
Social y Asesoramiento Legal Potosí 
(ISALP); Apoyo al Desarrollo Sustentable 
Interandino (KURMI); Mujeres en Acción, 
Oficina de Asistencia Social de la Iglesia 
(OASI); PIDEP; Centro de Comunicación 
y Educación Popular PIO XII; Promoción 
de la Mujer Tarija (PROMUTAR); Servicios 
Múltiples de Tecnologías Apropiadas 
(SEMTA); Taller de Educación Alternativa 
y Producción (TEAPRO); Centro de 
Promoción y Cooperación (YUNTA)

•	 BrASIL:
grupo coordinador: Instituto Brasileiro de 
Análises Sociais e Econômicas (IBASE), 
observatorio@ibase.br, www.ibase.br; 
Centro feminista de Estudos e Assessoria 
(Cfemea); Centro de Estudos de 
Segurança e Cidadania da Universidade 
Candido mendes (Cesec/Ucam); 
Criola-rio; federação de Órgãos para 
Assistência Social e Educacional (fase); 
Instituto de Estudos Socioeconômicos 
(Inesc); rede dawn;
Ação pela Tributação das Transações 
Especulativas em Apoio aos Cidadãos 
(Attac); ActionAid; Articulação de 
Mulheres Brasileiras (AMB); Articulação de 
Mulheres Negras Brasileiras; Assessoria 
Jurídica e Estudos de Gênero (Themis); 
Associação Brasileira de Organizações 
Não-Governamentais (Abong); Associação 
Brasileira Interdisciplinar de Aids (Abia); 
CEN/Fórum de Mulheres do Piauí; 
Centro de Articulação de Populações 
Marginalizadas (Ceap); Centro de 
Atividades Culturais, Econômicas e 
Sociais (Caces); Centro de Cultura Luiz 
Freire; Centro de Defesa da Criança e do 
Adolescente/Movimento de Emus; Centro 
de Defesa dos Direitos Humanos Bento 

Rubião; Centro de Estudos de Defesa 
do Negro do Pará; Centro de Mulheres 
do Cabo (CMC); Centro de Pesquisa e 
Assessoria (Esplar); Cidadania Estudo 
Pesquisa Informação e Ação (Cepia); 
Comissão Pastoral da Terra (CPT/Fian); 
Comitê Latino-Americano e do Caribe para 
a Defesa dos Direitos da Mulher (Cladem); 
Comunicação, Informação e Educação 
em Gênero (Cemina); Comunidade Baha’í; 
Conselho Estadual dos Direitos da Mulher 
(Cedim); Fala Preta; Fórum da Amazônia 
Oriental (Faor); Fórum de Mulheres de 
Salvador; Fórum de Mulheres do Rio 
Grande Norte; Grupo de Mulheres Negras 
Malunga; Instituto da Mulher Negra 
(Geledés); Instituto de Estudos da Religião 
(Iser); Instituto de Estudos, Formação e 
Assessoria em Estudos Sociais (Pólis); 
Instituto de Pesquisa e Planejamento 
Urbano e Regional (Ippur/UFRJ); Instituto 
Patrícia Galvão; Laboratório de Análises 
Econômicas, Sociais e Estatísticas das 
Relações Raciais (LAESER); Movimento 
Nacional de Direitos Humanos (MNDH); 
Nova; Rede de Desenvolvimento Humano 
(Redeh); Rede Mulher de Educação; Rede 
Saúde; Ser Mulher – Centro de Estudos 
e Ação da Mulher Urbana e Rural; SOS 
Corpo; SOS Mata Atlântica

•	 BULgArIA:
Bulgarian gender and research 
foundation (Bgrf), office@bgrf.org, 
www.bgrf.org;
BGRF Sofia; BGRF Plovdiv; BGRF 
Haskovo; ATTAC Bulgaria; Bulgarian-
European Partnership Association (BEPA); 
Confederation of Independent Trade Unions 
in Bulgaria (KNSB); “Demetra” Association 
Burgas; Ecoforum for Sustainable 
Development Association (ESD)

•	 CAmBOyA:
SILAKA, silaka@silaka.org,  
www.silaka.org;
NGO Committee on CEDAW; NGO Forum 
on Cambodia; Gender and Development 
for Cambodia GAD/C; Women for 
Prosperity (WFP); Committee for Free and 
Fair Election in Cambodia (COMFREL); 
Cambodia Development Research Institute 
(CDRI); Cambodia Women for Peace 
and Development (CWPD); Neutral and 
Impartial Committee for Free and Fair 
Election in Cambodia (NICFEC); Women 
Media Center; CEDAW

•	 CAmErún:
fédération des Organisations de la 
Société Civile Camerounaise (fOSCAm), 
mballamballa2001@yahoo.fr,  
andelac@yahoo.com, www.foscam.org;
AGROFOR; AJESO; ASAD; CADPEN; 
Centre de Recherche et d’Appui pour 
le Développement intégré de la Femme 
(CRADIF); Collectif des ONG pour la 
Sécurité Alimentaire et le Développement 
Rural (COSADER); Centre Régional 
Africain pour le Développement Endogène 
et Communautaire (CRADEC); Centrale 
Syndicale du Secteur Public (CSP); 
CIPI; CIPRE; COMINSUD; DJ/DJPSC; 
FENASATTRACAM; Fondation Conseil 
Jeune (FCJ); INTERACTION; Jeudi de 
Cotonou; Ligue des Droits et Libertés 
(LDL); NWADO; RACED; ReachOut; SAADI; 
SNAEF; SWCSON; SYDEV; Un Monde 
Avenir; UNCAAD

•	 CAnAdá:
Canadian Centre for Policy Alternatives 
(CCPA), ccpa@policyalternatives.ca, 
www.policyalternatives.ca; Canadian 
feminist Alliance for International Affairs 
(fAfIA), kate@fafia-afai.org,  
www.fafia-afai.org; The north-South 

Institute (nSI), nsi@nsi-ins.ca, www.nsi-
ins.ca; Women in Informal Employment: 
globalizing and Organizing (WIEgO), 
www.wiego.org

•	 CHILE:
ACCIOn, Asociación Chilena de Ong, 
info@accionag.cl, www.accionag.
cl; Centro de Estudios nacionales 
de desarrollo Alternativo (CEndA), 
mpascual@cendachile.cl,  
www.cendachile.cl

•	 CHIPrE:
Centre for the Advancement of research 
and development in Educational 
Technology (CArdET),  
pambos@cardet.org, www.cardet.org;
KISA - Action for Equality Support and 
Antiracism in Cyprus; Mediterranean 
Institute for Gender Studies

•	 COLOmBIA:
Plataforma Colombiana de derechos 
Humanos, democracia y desarrollo – 
Secretaría Técnica fundación  
para la Educación y el desarrollo – 
fEdES, fedes@etb.net.co,  
plataformaco@colomsat.net,  
www.plataforma-colombiana.org

•	 COrEA, rEP.:
Citizens’ Coalition for Economic Justice 
(CCEJ), iccej@ccej.or.kr, www.ccej.or.kr

•	 COSTA rICA:
red Costarricense de Control Ciudadano, 
Centro de Estudios y Publicaciones 
Alforja (CEP Alforja), ciudadania@
cepalforja.org,  
www.cepalforja.org;
Agenda Cantonal de Mujeres de 
Desamparados (ACAMUDE); Agenda 
Política de Mujeres; Asociación Centro de 
Educación Popular Vecinos; Asociación 
Centroamericana para la Economía, 
la Salud, y el Ambiente (ASEPESA); 
Asociación de Profesores/as de 
Segunda Enseñanza (APSE); Asociación 
Madreselva, Derechos Humanos y Salud 
Integral; Asociación para el Desarrollo 
del Trabajo; Capacitación y Acción 
Alternativa (PROCAL); Centro para el 
Desarrollo y Capacitación en Salud 
(CEDCAS); Colectiva por el Derecho 
a Decidir; Comisión de Derechos 
Humanos (CODEHU); Coordinadora 
de Organizaciones Sociales para la 
Defensa de los Derechos de la Niñez 
(COSECODENI); Defensa de Niñas y 
Niños Internacional (DNI); Dirección de 
Extensión Universitaria de la Universidad 
Estatal a Distancia; Federación 
Costarricense de Organizaciones de 
Personas con Discapacidad (FECODIS); 
Fundación Pedagógica Nuestra América; 
Fundación Promoción; Liga Internacional 
de Mujeres por Paz y Libertad (LIMPAL); 
Movimiento Diversidad; Mujeres Unidas 
en Salud y Desarrollo (MUSADE); Redes 
Comunitarias de Salud de la Provincia de 
Puntarenas (Pacífico Central); Servicio 
de Paz y Justicia (SERPAJ); Sindicato 
de Empleados/as del Banco Nacional 
(SEBANA); Unión Nacional de Empleados 
de la Caja Costarricense de Seguro Social 
(CCSS, UNDECA)

•	 ECUAdOr:
Centro de derechos Económicos y 
Sociales (CdES), cdes@cdes.org.ec, 
www.cdes.org.ec

•	 EgIPTO:
The Egyptian Association for Community 
Participation Enhancement (EACPE), 
cpe_eg@yahoo.com, www.mosharka.org;
National Association for Human Rights; 

New Woman Centre; Research and 
Resource Centre for Human Rights

•	 EL SALvAdOr:
Asociación Intersectorial para el 
desarrollo Económico y el Progreso Social 
(CIdEP), cidep@cidepelsalvador.org, 
www.cidepelsalvador.org;
Comité de Familiares de Víctimas de 
Violaciones a los Derechos Humanos 
de El Salvador “Marianela García Villas” 
(CODEFAM); Fundación Maquilishuat 
(FUMA); Centro para la Defensa de los 
Derechos Humanos “Madeleine Lagadec”

•	 ErITrEA:
Eritrean movement for democracy  
and Human rights (EmdHr),  
danielrezene@gmail.com

•	 ESLOvAqUIA:
Slovak-European Cultural Association 
(fEmAn), director@feman.sk;
University of Pavol Jozef Šafárik in Košice

•	 ESLOvEnIA:
Humanitas, info@humanitas.si,  
www.humanitas.si

•	 ESPAñA:
Plataforma 2015 y más, 
coordinacion@2015ymas.org, 
www.2015ymas.org; Intermón Oxfam, 
info@intermonoxfam.org,  
www.intermonoxfam.org;
ACSUR-Las Segovias; Asamblea de 
Cooperación por la Paz; Asociación de 
Investigación y Especialización sobre 
Temas Iberoamericanos (AIETI); Comisión 
Española de Ayuda al Refugiado (CEAR); 
Cooperacció; Economistas sin Fronteras; 
Fundación CEAR; Instituto de Estudios 
Políticos para América Latina y África 
(IEPALA); Instituto de Promoción y Apoyo 
al Desarrollo (IPADE); Instituto Sindical de 
Cooperación y Desarrollo (ISCOD); Liga 
Española de la Educación; Movimiento por 
la Paz, el Desarme y la Libertad (MPDL); 
Observatorio DESC; Paz y Solidaridad; 
PTM-Mundubat; Solidaridad Internacional

•	 ESTAdOS UnIdOS dE AmérICA:
global-Local Links Project, tanya.
dawkins@gmail.com; Institute for 
Agriculture and Trade Policy (IATP), 
iatp@iatp.org, www.iatp.org;
Action Aid USA; Center of Concern; Hunger 
Notes

•	 ESTOnIA:
Estonian roundtable for development 
Cooperation, info@terveilm.net,  
www.terveilm.net

•	 fILIPInAS:
Social Watch Philippines,  
sowatphils@gmail.com,  
info@socialwatchphilippines.org,  
www.socialwatchphilippines.org;
Action for Economic Reforms (AER); 
ALAGAD-Mindanao; Albay NGO-PO 
Network; Alliance of Community 
Development Advocate; Alliance of 
Community Development Advocates 
Provincial NGO Federation of Nueva 
Vizcaya; Alliance of Concerned 
Teachers(ACT); Alternate Forum for 
Research in Mindanao (AFRIM); Alternative 
Community-Centered Organization for 
Rural Development (ACCORD); Asian NGO 
Coalition for Agrarian Reform and Rural 
Development (ANGOC); Bantay Katilingban; 
Banwang Tuburan; BAPAKA; Bataan 
NGO-PO Network; Bisaya Alliance Growth 
and Sustainable Sugar Estate (BAGASSE); 
Bohol Alliance of Non-Governmental 
Organizations (BANGON); Broad Initiative 
for Negros Development (BIND); CARET 
Inc.; Caucus of Development NGO 
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Networks (CODENGO); Caucus on Poverty 
Reduction; CCAGG; CCF Reconciliation 
Center; Center for Migrant Advocacy 
Philippines (CMA - Phils.); Center for 
Policy and Executive Development (CPED); 
Centro Saka, Inc.; Civil Society Network 
for Education Reforms (E-Net); CMLC; 
COMPAX - Cotabato; Co-Multiversity; 
Convergence; Daluyong Ugnayan ng 
mga Kababaihan (National Federation 
of Women’s Group); DAWN-Southeast 
Asia / Women & Gender Institute; Earth 
Savers Movement; Ecowaste Coalition; 
ELAC - Cebu; Emancipatory Movement 
for People’s Empowerment; Focus on 
the Global South – Philippine Program; 
Freedom from Debt Coalition (FDC); 
Global Call to Action Against Poverty – 
Philippines; Health Care without Harm; 
IBASSMADC; Iloilo Code of NGOs; 
Indicative Medicine for Alternative Health 
Care System Phils., Inc. (INAM); Initiatives 
for International Dialogue (IID); Institute 
for Popular Democracy (IPD); Institute for 
Social Studies and Action (ISSA); Institute 
of Public Health Management (IPHM); 
Integral Development Services, Phils. 
(IDS-Phils); Jaro Archdiocesan Social 
Action Center; Jihad Al Akbar; Justice for 
Peace and Integrity of Creation-Integrated 
Development Center (JPIC-IDC); KAMAM; 
Kaisampalad; Kalipunan ng Maraming Tinig 
ng Manggagawang Inpormal (KATINIG); 
Kasanyagan Foundation Inc. (KFI); 
Kinayahan Foundation; Kitanglad Integrated 
NGO’s (KIN); Konpederasyon ng mga Nobo 
Esihano para sa Kalikasan at Kaayusang 
Panlipunan; La Liga Policy Institute; Labing 
Kubos Foundation, Inc.; Lubong Salakniban 
Movement; Management & Organizational 
Development for Empowerment (MODE); 
Medical Action Group (MAG); Micah 
Challenge; Midsayap Consortium 
of NGOs and POs; Mindanao Land 
Foundation (MLF); Mindanawon Initiative 
for Cultural Dialogue; Multi-sectoral 
organization of CSOs for environmental 
and development in Marinduque 
(KASAMAKAPA); Nagkakaisang Ugnayan 
ng mga Manggagawa at Magsasaka sa 
Niyugan (NIUGAN); National Council 
of Churches in the Philippines(NCCP); 
NATRIPAL; NEGRONET; Negros Oriental 
Center for People’s Empowerment 
(NOCFED); NGO-PO Network of Quezon; 
NGO-PO of Tabaco City; Oxfam Great 
Britain; Paghiliusa sa Paghidaet-Negros; 
Panaghugpong sa Gagmayng Bayanihang 
Grupo sa Oriental Negros (PAGBAGO); 
Participatory Research Organization of 
Communities and Education towards 
Struggle for Self Reliance (PROCESS 
Bohol); Partido Kalikasan; Partnership 
for Clean Air; Peace Advocates Network; 
Philippine Alliance of Human Rights 
Advocates (PAHRA); Philippine Center for 
Investigative Journalism (PCIJ); Philippine 
Human Rights Info Center; Philippine 
Network of Rural Development Institutes 
(PhilNet-RDI); Philippine Partnership for 
the Development of Human Resources 
in Rural Areas -Davao; Philippine Rural 
Reconstruction Movement (PRRM); 
Phil-Net Visayas; Piglas Kababaihan; 
PIPULI Foundation, Inc.; Positive Action 
Foundation Philippines, Inc. (PAFPI); Public 
Services Labor Independent Confederation 
(PSLink); Research and Communication for 
Justice and Peace; Rice Watch and Action 
Network (RWAN); Rural Development 
Institute of Sultan Kudarat (RDISK); Rural 
Enlightenment & Accretion in Philippine 
Society (REAPS); SAMAPACO; SARILAYA; 
Save the Ifugao Terraces Movement 
(SITMO); Silliman University; Social 

Action Center of Malaybalay Bukidnon; 
Southeast Asia Regional Initiatives for 
Community Empowerment (SEARICE); 
Student Council Alliance of the Philippines 
(SCAP); Sustainability Watch; Tambuyog 
Development Center; Tanggol Kalikasan; 
Tarbilang Foundation; Task Force Detainees 
of the Philippines (TFDP); Tebtebba 
Foundation, Inc.; Technical Assistance 
Center for the Development of Rural and 
Urban Poor (TACDRUP); The Community 
Advocates of Cotabato; Third World 
Studies Center (TWSC); U.S. Save the 
Children; Unity for the Advancement of 
Sus Dev and Good Governance; Unlad 
Kabayan; UPLift Philippines; Womanhealth 
Philippines; Youth Against Debt (YAD)

•	 fInLAndIA:
Service Centre for development 
Cooperation (KEPA), info@kepa.fi,  
www.kepa.fi

•	 frAnCIA:
Secours Catholique-Caritas france, 
gregoire.niaudet@secours-catholique.org, 
www.secours-catholique.org; 
Coordination SUd,  
dupont@coordinationsud.org,  
www.coordinationsud.org

•	 gHAnA:
network for Women’s rights in ghana 
(nETrIgHT) – Convenor of Social Watch 
ghana, netright@twnafrica.org;
Third World Network Africa; ABANTU 
for Development (ROWA); Ghana 
Trades Union Congress (GTUC); General 
Agricultural Worker’s Union of GTUC 
(GAWU); Gender Studies and Human 
Rights Documentation Centre (Gender 
Centre); Women’s Initiative & Self 
Empowerment (WISE); The Coalition on 
the Women’s Manifesto for Ghana (WMC); 
Integrated Social Development Centre 
(ISODEC); Foundation for GrassRoots 
Initiatives in Africa (GrassRootsAfrica); 
Centre for Democracy and Development 
(CDD); Civic Response; National Coalition 
Against Water Privatisation (NCAP); 
Institute for Democratic Governance 
(IDEG); Save the Children Ghana; Ghana 
Association of Teachers (GNAT); Ghana 
Association of the Blind; Consumers 
Association of Ghana; Christian Council 
of Ghana; Ghana Registered Nurses 
Association (GRNA); University of Ghana 
Students Representatives Council; 
National Union of Ghana Students (NUGS); 
Ghana Federation of Labour; Ecumenical 
Association for Sustainable Agricultural & 
Rural Development (ECASARD); Fataale 
Rural Foundation; Civil Society Coalition on 
Land (CICOL)

•	 gUATEmALA:
COngCOOP – Coordinación de Ong y 
Cooperativas, congcoop@congcoop.org.gt, 
www.congcoop.org.gt;
Asociación de Desarrollo Defensa del 
Medio Ambiente y Recursos Naturales 
de Guatemala (ACCION ECOLOGICA); 
Asociación de Desarrollo para América 
Central (ADEPAC); Asociación para el 
Desarrollo Integral (ADI); Alternativa para 
el Desarrollo Ambiental (APDA); Centro 
de Documentación y Educación Popular 
(CIEP); Centro de Investigación, Estudios 
y Promoción de Derechos Humanos 
(CIEPRODH); Coordinadora Cakchiquel 
de Desarrollo Integral (COKADI); 
Coordinadora Mesoamericana para el 
Desarrollo Integral (COMADEP); Consejo 
Cristiano de Agencias de Desarrollo 
(CONCAD); Federación de Cooperativas 
Agrícolas de Guatemala (FEDECOAG); 
Fundación para el Apoyo Técnico en 

Proyectos (FUNDATEP); Fundación para 
el Desarrollo Comunitario (FUNDESCO); 
Asociación (IDEAS); Instituto de 
Enseñanza para el Desarrollo Sustentable 
(IEPADES); Proyecto de Desarrollo 
Santiago (PRODESSA); Servicios y Apoyo 
al Desarrollo de Guatemala (SADEGUA); 
Servicios de Capacitación Técnica 
(SERCATE)

•	 HOndUrAS:
Centro de Estudios de la mujer Honduras 
(CEm-H), cemhhonduras@yahoo.es, 
anmfech@yahoo.es, www.cemh.org.hn;
Articulación Feminista de Redes Locales; 
Centro de Estudios y Acción para el 
Desarrollo de Honduras (CESADEH); 
Centro de Hondureño de Promoción para 
el Desarrollo Comunitario (CEHPRODEC); 
Marcha Mundial de la Mujeres - Capítulo 
Honduras; Mujeres Sindicalistas (Sindicato 
de la Educación SIEMPE), Red de Mujeres 
Colonia Ramón Amaya Amador, Red de 
Mujeres Colonia Cruz Roja, Red de Mujeres 
del Municipio de La Paz, Red de Mujeres 
Jóvenes del Distrito Central, Red de 
Mujeres Positivas de Honduras, REDMUNA

•	 HUngríA:
ATTAC Hungary, benyikmatyas@gmail.com, 
http://attac.zpok.hu;
Foundation for the Hungarian Social Forum 
Movements; Hungarian Antifascist League; 
Karl Marx Society; Worker’s Free Time 
Association of Ferencvaros

•	 IndIA:
national Social Watch Coalition 
(nSWC), info@socialwatchindia.com, 
nationalsocialwatch@yahoo.co.in, www.
socialwatchindia.net;
Adivasi Sanghamam; Agragati; Asian 
Development Research Institute; 
Association for Democratic Reforms 
(ADR); Centre for Community Economics 
and Development Consultants Society 
(CECOEDECON); Centre for Policy Studies 
(CPS); Centre for World Solidarity (CWS); 
Centre for Youth and Social Development 
(CYSD); Community Development 
Foundation (CDF); Dalit Bahujan Shramik 
Union (DBSU); Ekta Parishad; Forum of 
Voluntary Organisations (West Bengal, 
Kolkata); Gene Campaign; Gramin 
Yuva Abhikram (GYA); HOPE; Institute 
of Development Studies; Institute for 
Motivating Self Employment (IMSE); 
KABIR; Karnataka Social Watch; Kerala 
Social Watch; LJK; Madhya Pradesh 
Voluntary Action Network (MPVAN); 
Mayaram Surjan Foundation (MSF); 
National Centre for Advocacy Studies 
(NCAS); Oxfam Novib; People’s Campaign 
for Socio-Economic Equity in Himalayas 
(PcfSEEiH); Pratham; PRS Legislative 
Research; Rejuvenate India Movement 
(RIM); RTDC- Voluntary Action Group 
(RTDC- VAG); SAFDAR; Samarthan 
Centre for Development Support; South 
Asian Network for Social and Agricultural 
Development (SANSAD); SPAR, Swaraj 
Foundation; Tamilnadu Social Watch 
(TNSW); Uttar Pradesh Voluntary Action 
Network (UPVAN); Vidyasagar Samajik 
Suraksha Seva Evam Shodh Sansthan, 
Vikas Sahyog Pratisthan (VSP); Youth for 
Voluntary Action (YUVA)

•	 IndOnESIA:
Women Headed Household 
Empowerment Program (PEKKA), naniz@
centrin.net.id;
Alfa – Omega; ASPPUK; FITRA; Formasi 
Indonesia; Forum Keberdayaan Masyarakat 
Bengkulu; Forum LSM DIY; Forum 
Perempuan; Kalimantan; INFID; LP2M 
Padang; Nurani Perempuan; PCSSF 

– Papua; Peningkatan Keberdayaan 
Masyarakat (PKM) Sultra; Perekumpulan 
Sada Ahmo, Perkumpulan Panca Karsa; 
PERSEPSI; PKBI Bengkulu; PKM Nasional; 
Seknas Walhi; Swara Parangpuan Sulut

•	 IrAq:
Iraqi Al-Amal Association,  
baghdad@iraqi-alamal.org,  
www.iraqi-alamal.org;
Iraqi Council for Peace and Solidarity; Iraqi 
Women Network; REACH org

•	 ITALIA:
Social Watch Italian Coalition, info@
socialwatch.it, jason.nardi@socialwatch.
it, www.socialwatch.it;
Amnesty International - Italy; Associazioni 
Cristiane Lavoratori Italiani (ACLI); 
Associazione Ricreativa e Culturale Italiana 
(ARCI); Campagna per la Riforma della 
Banca Mondiale (CRBM); Fondazione 
Culturale Responsabilità Etica; Lunaria; 
Mani Tese; Sbilanciamoci; Oxfam Italia; 
World Wildlife Fund – Italy (WWF)

•	 JOrdAnIA:
Jordanian Women’s Union,  
jwu@go.com.jo, www.
jordanianwomenunion.org;
Jordanian Association to Combat Illiteracy

•	 KEnIA:
Social development network (SOdnET), 
sodnet@sodnet.org, www.sodnet.org;
Kenya Human Rights Commission (KHRC); 
Kituo Cha Sheria; Huruma Social Forum; 
SEATINI; Daraja-Civic Initiatives Forum; 
Kenya Organization for Environmental 
Education (KOEE); Sustainability 
Development Watch (SusWatch-Kenya); 
Migori Clan; Social Watch/Futa Magendo 
Chapters; Bunge La Mwananchi; Kenya 
Debt Relief Network (KENDREN); Undugu 
Society; Reality of Trade (Kenya); Haki 
Elimu; Makueni Residents Association; 
Logolink; Kenya Land Alliance; KETAM; 
Child Fund Africa; Rarieda Social Watch; 
Nyeri Social Watch; Release Political 
Prisoners (RPP); BEACON; Kenya-Cuba 
Friendship Association; Mazira Foundation

•	 LíBAnO:
Arab ngO network for development 
(Annd), annd@annd.org, www.annd.org;
Ecole Sociale-USJ; Lebanese Development 
Forum; Lebanese NGO Network; Lebanese 
Physical Handicapped Union (LPHU); 
Najdeh Association; Secours Populaire 
Libanais

•	 LITUAnIA:
Centre for Civic Initiatives,  
girvydas@pic.lt, www.pic.lt

•	 mALASIA:
Third World network (TWn),  
twnkl@twnetwork.org,  
www.twnside.org.sg; Consumers 
Association of Penang,  
meenaco@twnetwork.org,  
www.consumer.org.my;
Cini Smallholders’ Network; Penang Inshore 
Fishermen Welfare Association; Sahabat 
Alam Malaysia (Friends of the Earth, 
Malaysia); Teras Pengupayaan Melayu

•	 mALTA:
Koperazzjoni Internazzjonali (KOPIn), 
info@kopin.org, jmsammut@gmail.com, 
www.kopin.org

•	 mArrUECOS:
Espace Associatif,  
contact@espace-associatif.ma,  
www.espace-associatif.ma;
Association Démocratique des Femmes 
du Maroc (ADFM); Association Marocaine 
des Droits Humains (AMDH); Organisation 
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Marocaine des Droits Humains 
(OMDH); Union Marocaine du Travail 
(UMT); Transparency Maroc; Réseau 
pour le droit à la santé; Association de 
Développement Local Rabat (ADL); 
Association Professionnelle des Tapissiers; 
Association Chantier Jeunesse; Association 
Marocaine pour l’Education de la Jeunesse; 
Confédération Démocratique du Travail; 
Organisation Démocratique du Travail; 
Forum des Economistes Marocains; 
Centre d’Etudes et de Recherches Aziz Blal 
(CERAB); Coordination contre la cherté de 
la vie; Said SAADI; Abderrahim DIAB

•	 mAUrITAnIA:
réseau des organisations  
de la société civile pour la Promotion  
de la Citoyenneté (rPC),  
resrpc@gmail.com, dogoli56@yahoo.fr;
Association pour la Promotion de la 
Démocratie et l’Education Citoyenne 
(APDEC)

•	 méxICO:
dECA Equipo Pueblo,  
pueblodip@equipopueblo.org.mx, www.
equipopueblo.org.mx; ESCr Civil Society 
Coalition (Espacio dESC);
DECA Equipo Pueblo; Casa y Ciudad de 
Coalición Hábitat México; Cátedra UNESCO 
de Derechos Humanos de la Universidad 
Nacional Autónoma de México; Centro de 
Estudios Sociales y Culturales Antonio de 
Montesinos (CAM); Centro de Derechos 
Humanos Miguel Agustín Pro Juárez 
(PRODH); Centro de Investigación y 
Promoción Social (CIPROSOC); Centro de 
Reflexión y Acción Laboral (CEREAL) de 
Fomento Cultural y Educativo; Comisión 
Mexicana de Defensa y Promoción de los 
Derechos Humanos (CMDPDH); Consultoría 
Especializada en Justiciabilidad de los DESC 
(CEJUDESC); Defensoría del Derecho a 
la Salud; FIAN Sección México; Instituto 
Mexicano de Democracia y Derechos 
Humanos (IMDHD); Instituto Mexicano 
para el Desarrollo Comunitario (IMDEC); 
Liga Mexicana de Defensa de Derechos 
Humanos (LIMEDDH); Oficina Regional para 
América Latina y el Caribe de la Coalición 
Internacional del Hábitat; Radar-Colectivo de 
Estudios Alternativos en Derecho

•	 mOLdOvA:
national Women’s Studies and 
Information Centre “Partnership for 
development”, cpd@progen.md,  
www.progen.md

•	 mOngOLIA:
democracy Education Centre (dEmO), 
demo@magicnet.mn, www.demo.org.mn;
Center for Sustainable Development; 
Mongolian Federation of Disabled Persons’ 
Organizations

•	 mOzAmBIqUE:
Liga moçambicana dos direitos 
Humanos, cnesta@gmail.com,  
www.ldh.org.mz;
Grupo Moçambicano da Divida; Associacão 
dos Parlamentares Europeus para Africa 
(AWEPA); Rede de Organizações Contra 
Sida (MONASO); Sociedade Aberta; 
Jornalistas Para os Direitos Humanos

•	 nEPAL:
rural reconstruction nepal (rrn),  
rrn@rrn.org.np, akarki@rrn.org.np; www.
rrn.org.np;
National Alliance for Human Rights and 
Social Justice; Campaign for Climate 
Justice Network, Nepal (CCJN); Child 
Workers Concern Centre (CWIN); NGO 
Federation of Nepal; General Federation of 
Nepalese Trade Unions; South Asia Alliance 

for Poverty Eradication (SAAPE); LDC 
Watch; Jagaran Nepal; Children-Women 
in Social Service and Human Rights 
(CWISH); Right to Food Network (RtFN)

•	 nICArAgUA:
Coordinadora Civil (CC),  
voceria@ccer.org.ni, www.ccer.org.ni;
Acción Ciudadana; Asociación de Mujeres 
Nicaragüenses Luisa Amanda Espinoza 
(AMNLAE); Consejo de la Juventud de 
Nicaragua (CJN); Coordinadora de ONGs 
que trabajan con la Niñez y la Adolescencia 
(CODENI); Federación de Organismos No 
Gubernamentales (FONG); Federación 
de Organizaciones por la Rehabilitación 
e Integración (FECONORI); Foro de 
Educación y Desarrollo Humano (FEDH); 
Mesa Agropecuaria y Forestal (MAF); 
Movimiento Comunal Nicaragüense 
(MCN); Movimiento Pedagógico 
Nicaragüense (MPN); Red de Mujeres 
contra la Violencia; Red Nicaragüense de 
Comercio Comunitario (RENICC); Red 
Nicaragüense por la Democracia y el 
Desarrollo Local; Red de Vivienda; Unión 
Nacional de Agricultores y Ganaderos 
(UNAG)

•	 nIgErIA:
Social Watch nigeria: Socio Economic 
rights Initiative (SrI),  
onyegur@yahoo.com;
Africa Youth Growth Foundation; Campaign 
for Child’s Right and Survival (CCRS); 
Care and Action Research (CaRE-NGO); 
Chiamaka Cooperative Union; Christian 
Foundation for Social Justice & Equity; 
Community Conservation Initiative; 
Community Health and Development 
Advisory Trust (COHDAT); Community 
Life Advancement Project (CLAP); 
Conscientizing against Injustices and 
Violence (CAN); Credit & Thrift Society; 
Daughter of Virtue and Empowerment 
Initiatives (DOVENET); Destiny Daughters 
of Nigeria (DEDAN); Federated Ebonyi 
Women Association (FEWA); Friendly 
Environment and Human Development 
Foundation (FEHDF); Initiative 
Development Now (IDN); International 
Centre for Youth Development (ICYD); 
Kanewa Women Group; Life Intervention 
Project (LIP); Methodist Diocese of Enugu; 
Mindset and Community Advancement 
Operations (MICADO); National Council 
of Women Societies (NCWS Abia State 
Branch); National Productivity Centre 
Coop; Natural Resources Development 
Motivators; Nigerian Concerned Group for 
Environment, Population and Development; 
NOB Movement for the Less privileged; 
Oasis of the Elderly, Youth & Family 
Development (OEYFAD); Osa Foundation; 
Otia Development Foundation; People’s 
Rights Organization (PRO); Rural Life 
Improvement Foundation (RULIF); 
Safe Motherhood & Child Survival 
Organization of Africa (SMACS); Safe 
Motherhood Ladies Association (SMLAS); 
SEDAFRICA; Survival Foundation Network 
(SUFON); Volunteer Societies of Nigeria 
Organization on AIDS (VOSONOA); Women 
Empowerment and Poverty Alleviation 
(WEPA); Women in Nigeria (WIN); Women 
in Nigeria (WIN), Imo State; Women of 
Virtue; Women Survival and Development 
Association; Women United for Economic 
Empowerment (WUEE); Youth Resource 
Development Education and Leadership 
Center for Africa (YORDEL AFRICA)

•	 PAíSES BAJOS:
OxfAm nOvIB netherlands,  
www.oxfamnovib.nl;
National Committee for International 

Cooperation and Sustainable Development 
(NCDO), 

•	 PAKISTán:
Civil Society Support Programme (CSSP), 
csspsindh@yahoo.com, soonharani@
yahoo.com;  
Indus development foundation,  
qureshiaijaz@yahoo.com

•	 PALESTInA:
Palestinian ngO network (PngO), 
pngonet@pngo.net, www.pngo.net;
Arab Association for Human Rights; Bisan 
Center for Research and Development

•	 PAnAmá:
Centro de la mujer Panameña (CEmP), 
mujeres_panameas@yahoo.es,  
http://www.fotolog.com/cemp_panama

•	 PArAgUAy:
decidamos, Campaña por la Expresión 
Ciudadana, direccion@decidamos.org.py, 
www.decidamos.org.py;
Educación Comunicación y Tecnología 
Alternativa (BASE - ECTA); Centro de 
Documentación y Estudios (CDE); 
Centro de Estudios Paraguayos Antonio 
Guasch (CEPAG); FE Y ALEGRÍA 
Movimiento de Educación Popular 
Integral; ÑEMONGUETARA Programa 
de Educación y Comunicación Popular; 
Servicio de Educación y Apoyo Social 
(SEAS - AR); Servicio de Educación 
Popular (SEDUPO); Servicio Paz y 
Justicia Paraguay (SERPAJ - PY)

•	 PErú:
Comité de Iniciativa, grupo de Acción 
Internacional de la Conferencia nacional 
sobre desarrollo Social (COnAdES), 
cedep@cedepperu.org,  
hecbejar@gmail.com,  
www.conades.org.pe;
Asociación Nacional de Centros de 
Investigación; Promoción Social y 
Desarrollo; Centro de Estudios para el 
Desarrollo y la Participación (CEDEP); 
Grupo de Economía Solidaria; Grupo 
Género y Economía; Plataforma 
Interamericana de Derechos Humanos, 
Comité Perú; Red Jubileo 2000

•	 POLOnIA:
Social Watch Poland,  
social.watch.polska@gmail.com,  
social_watch_pl@yahoogroups.com;
Amnesty International Poland; Association 
for Legal Intervention; ATD Fourth World 
Poland; Campaign Against Homophobia; 
Democratic Union of Women; Feminist 
Think Tank; KARAT Coalition; Panoptykon 
Foundation; SOS Children’s Villages 
Association in Poland; The Network of 
East-West Women (NEWW - Polska)

•	 POrTUgAL:
Oikos - Cooperação e desenvolvimento, 
jjfernandes@oikos.pt,  
Pedro.krupenski@oikos.pt, 
catarinacordas@gmail.com,  
www.oikos.pt;
Portuguese Network of Local Development 
Associations (ANIMAR); Portuguese 
National Platform of Development NGOs 
(Plataforma Nacional de ONGD)

•	 rEPúBLICA CEnTrOAfrICAnA:
groupe d’Action de Paix et de 
formation pour la Transformation 
(gAPAfOT), crosiribi@yahoo.fr, 
gapafot@yahoo.fr, www.grip.org/rafal/
membres/gapafot.htm

•	 rEPúBLICA CHECA:
Ecumenical Academy Prague, 
ekumakad@ekumakad.cz,  

tomas.tozicka@educon.cz,  
www.ekumakad.cz;
Gender Studies; Forum 50 %; Economy 
and Society Trust; NESEHNUTÍ; 
Masarykova demokratická akademie; 
Eurosolar.cz

•	 rUmAnIA:
Civil Society development foundation 
(fdSC), fdsc@fdsc.ro,  
valentin.burada@fdsc.ro, www.fdsc.ro;
Asociatia pentru Dezvoltarea Organizatiei 
(SAH ROM); Asociatia Specialistilor in 
Resurse Umane (AUR); Confederatia 
Caritas Romania

•	 SEnEgAL:
Association Culturelle d’Auto Promotion 
Educative et Sociale (ACAPES), 
acapes@orange.sn, www.acapes.org; 
Association pour le développement 
économique Social Environnemental 
du nord (AdESEn), adesen@yahoo.
com; Environnement et développement 
du Tiers monde (EndA Tiers-monde), 
enda@enda.sn, www.enda.sn; 
Action Jeunesse Environnement (AJE); 
Coalition des Associations de jeunes contre 
la Faim (AYCAH Sénégal); Democratic 
Union Teachers (UDEN); Enda Graf Sahe; 
National Association of Invalid persons 
in Sénégal (ANHMS); Sénégal’s Union 
teachers (SYPROS)

•	 SErBIA:
Association Technology and Society, 
mirad@eunet.rs,  
www.tehnologijaidrustvo.org; 
victimology Society of Serbia,  
vds@eunet.rs, www.vds.org.rs

•	 SOmALIA:
Somali Organization for Community 
development Activities (SOCdA), socda@
globalsom.com;
Banadir University; Baniadam relief and 
development organization; Civil society in 
Action; Elman Peace And Human rights; 
Hamar University; Islamic University; 
HINNA; Horn relief; Humanitarian 
Agency for Relief and Development; 
IIDA Women Development Organization; 
Iiman women Development Organization; 
Indian Ocean University; Iniskoy Human 
Rights Organization; Isha Human 
Rights Organization; Kalsan Voluntary 
Organization For Women; Mogadishu 
University; Coalition of Grassroots 
Women Organization (COGWO); Network 
for Somali NGOs; FPENS; North and 
South Somali Women Widows Group; 
Community for Relief and Development; 
Peace Action Society Organisation for 
Somalia; Peace and Human Rights 
Network; Somali Pen Network; Resource 
Management Somali Network; Saacid 
Voluntary Organization; Schools 
Association for Formal Education; Sifa 
Women Voluntary Organization; SIRWA; 
Somali Women Business Association; 
Somali Consultant Association; Somali 
Engineering Union; Somali Health Care 
Organization; Somali independent 
Newspaper Association; Somali Institute 
of Management and Administration 
Development; Somali Journalists Network; 
Somali Law Society; Somali National 
Network of Aids service Organization; 
Somali Peaceline; Somali Rehabilitation 
Relief And Development Organization; 
Somali Scout Organisation; Somali Young 
Women Activist; Somali Youth Council; 
Somalink for Relief and Development 
Organization; SSWC; Subiye Development 
Volunteer Organization; Tadamun Social 
Society; Talawadag Network; Ummo 



IXSocial Watch

Ruman Women Organization; Umul 
Kheyr; Wanle Weyn Human Rights and 
Development Organization; We are Women 
Activist; Women care Organization; Youth 
Anti AIDS/HIV; Youth Movement for 
Democracy; Dr. Ismael Jumale Human 
Rights Organization; Somali Women 
Journalist; Network for Somali NGO

•	 SrI LAnKA:
movement for national Land and 
Agricultural reform (mOnLAr), monlar@
sltnet.lk, www.monlar.net;
Law & Society Trust (LST)

•	 SUdán:
national Civic forum,  
h_abdelati@hotmail.com;
Al Amal Social Association

•	 SUrInAmE:
Equality & Equity,  
gitanyaligirja@hotmail.com;
Foundation Double Positive; Ultimate 
Purpose; ProHealth; The Network of 
Marroon women; Women’s Rights Centre; 
Culconsult; Institute for Public Finance

•	 SUIzA:
Alliance Sud - Swiss Alliance of 
development Organisations,  
pepo.hofstetter@alliancesud.ch,  
www.alliancesud.ch
Bread for All; Caritas; Catholic Lenten Fund; 
Helvetas; Interchurch Aid; Swissaid

•	 TAILAndIA:
Social Agenda Working group (Social 
Watch Thailand), suiranee@yahoo.com
Chulalongkorn University Research 
Institute; Foundation for Labour and 
Employment Promotion (HomeNet 
Thailand); Drug Study Group; Focus on 
the Global South Thailand; Foundation for 
Children’s Development; Foundation for 
Women; Peace and Conflict Study Centre; 
Peace and Culture Foundation; Political 
Economy Centre; Women Network for 
the Advancement and Peace; Sustainable 
Development Foundation

•	 TAnzAnIA:
Southern Africa Human rights ngO 
network (SAHringOn) -Tanzania 
Chapter, sahringontz@yahoo.com,  
info@sahringon.or.tz,  
www.sahringon.or.tz;
Ekenywa Poverty Eradication Foundation; 
Laretok – Le-Sheria Na Haki Za Binadamu 
Ngorongoro (LASHEHABINGO); Kituo 
Cha Maadili Kwa Jamii (CENTRE FOR 
SOCIAL ETHICS); Action For Relief And 
Development Assistance (AFREDA); 
African Youth Development Foundation; 
Association For The Prevention Of Torture 
(APT); Campaign For Democracy And 
Human Rights; Campaign For Good 
Governance (CGG); Centre For Widows 
And Children Assistance (CWCA); Chama 
Cha Walemavu Tanzania (CHAWATA); 
Chiara Children’s Centre (CCC); Children’s 
Diginity Forum (CDF); Children’s Education 
Society (CHESO); Counselling And Family 
Life Organization(CAFLO); Development 
Peace And Human Rights Centre; Disabled 
Organization For Legal Affairs And Social 
Economic Development (DOLASED); 
Environmental Human Rights Care And 
Gender Organization (ENVIROCARE); 
Environmental & Human Rights 
Organization (ENVIROHURO); Hakielimu; 
Helpage International; Human Rights 
Centre For Disabled Persons; Journalists’ 
Environmental Association Of Tanzania 
(JET); The Leadership Forum; Legal And 
Human Rights Centre (LHRC); Mocuba 
Community Devlopment Foundation; 

National Organization For Legal Assistance 
(NOLA); PCNW; Social Economic, And 
Governance Centre (SEGP); Taaluma 
Women Group (TWG); Tanzania Centre 
For Conflict Resolution; Tanzania Citizen’s 
Information Bureau (TCIB); Tanzania 
Gender Networking Programme (TGNP); 
Tanzania Home Economics Association 
(TAHEA); Tanzania Self Development 
Association (TSDA); Tanzania Media 
Women’s Association (TAMWA); Tanzania 
Women Of Impact Foundation (TAWIF); 
Tanzania Women For Self Initiatives 
(TAWSEI); Tanzania Women Lawyers’ 
Association (TAWLA); Tanzania Women 
Volunteers Association (TAWOVA); 
Tanzania Women And Children Welfare 
Centre (TWCWC); Tanzania Network Of 
Women Living With Hiv/Aids; Tanzania 
Youth Awareness Trust Fund (TAYOA); 
Tanzania Girls Empowerment And 
Training Centre; Trainning For Sustainable 
Development (TSD); United Nations 
Association Of Tanzania (UNA – Tanzania); 
Upendo Women’s Group; Winners 
National Association (WINA); Women 
Advancement Trust (WAT); Women And 
Children Improvent Agency (WOCHIA); 
Women In Action For Development 
(WADE); Women In Law And Development 
In Africa (WILDAF); Women’s Legal Aid 
Centre (WLAC); Women’s Research And 
Documentation Programme; Centre For 
Human Rights Promotion (CHRP); Women 
Wake Up (WOWAP); The Community 
Support And Development Network 
(CSDN); Biharamuro Originating Socio-
Economic Development Association 
(BOSEDA); Community Participation 
Development Association (COPADEA 
TZ); Matumaini Mapya; Kigoma-Kasulu 
Non Governmental Organization Network 
(KIKANGONET); Kigoma And Ujiji Non 
Governmental Organization Network 
(KIUNGO-NET); Free Ambassadors 
Women And Children Mission Tanzania 
(FAWACM); Health And Medicare 
Foundation For The Albinism (HEMFA); 
Kikundi Cha Wanawake Kilimanjaro Cha 
Kupambana Na Ukimwi (KIWAKUKI); 
Kilimanjaro Women Information Exchange 
And Consultancy Company Limited 
(KWIECO); Moshi Paralegal Organization; 
Huruma Social Development Action; 
Lindi Womens’ Paralegal Aid Centre 
(LIWOPAC); Nachingwea Organization For 
Social Development (NASODE); Babati 
Paralegal Centre (BAPACE); Tanzania 
Mineworkers Development Organization 
(TMDO); Community Volunteers 
Development Support (CVDS); Wasaidizi 
Wa Sheria Na Haki Za Binadamu Serengeti 
(WASHEHABISE); Ileje Enviromental 
Concervation Association (IECA); Mbozi 
Biogas Energy And Environmental 
Protection Association (MBEPA); 
Tushiriki; Morogoro Paralegal Centre; 
Kivulini Women’s Rights Organization; 
Kuleana Center For Children’s Rights 
Profile: Kuleana; Mwanza Women 
Development Association (MWDA); 
Woman And Child Vision (WOCHIV); 
Centre For Environment And Health 
(CEHE); Community Development For All 
(CODEFA); Development Vision And Mision 
Group (DEVMI);Kibaha Paralega Centre; 
Youth Partinership Countrywide (YPC); 
Vijana Vision Tanzania; Economic And 
Social Organisation (ESO ORGANISATION); 
Tanzania Disabled Persons Movement; 
Wazee Na Ukimwi Singida (WAUSI); 
Mategemeo Group Mlalo (MGM); 
Muungano Wa Vikundi Wa Wafugaji Kanda 
Ya Korogwe Magharibi (MVIWAKOMA); 
Orphans And Vulnerable Children Care 

Centre (OVCCC); Paralegal Aid Scheme 
For Women And Children; Society For 
Women And Aid In Africa Tanzania Chapter 
(SWAATKORO); Tanga Aids Working Group 
(TAWG); Umoja Wa Walemavu Zanzibar 
(UW

•	 TúnEz:
Tunisian League for Human rights, 
sjourchi@yahoo.fr; Tunisian Association 
for democratic Women,  
bochra.bhh-avocate@voila.fr

•	 UCrAnIA:
Liberal Society Institute,  
okisselyova@voliacable.com, 
okisselyova@yahoo.com

•	 UgAndA:
development network of Indigenous 
voluntary Association (dEnIvA),  
info@deniva.or.ug, www.deniva.or.ug;
Acoke Rural Development Initiatives 
(ARDI); Action Aid Uganda; Action for 
Development (ACFODE); Action for Slum 
Health and Development; Action for Youth 
Organization Uganda; Action Line for 
Development (ALFORD); Action to Positive 
Change on People with Disabilities; Adult 
Education Centre; Adyaka Orphan 
Development Initiatives (AODI); Africa 
2000 Network Uganda; Africa for Christ 
International; African Child Care 
Foundation; African International Christian 
Ministry (AICM); Agency for Promoting 
Sustainable Development Initiative (ASDI); 
Agriculture and Rural Development 
Programme; Akiika Embuga Women’s Self 
Help Association; Akwata Empola Women 
Development Association; Anaka 
Foundation Gulu; Anthony Youth 
Development Association (AYDA); Anti 
Corruption Coalition Uganda (ACCU); Arua 
District Farmers Association; Arua District 
Indigenous NGO Network (ADINGON); 
Awake Bushenyi; Bagya Basaaga Orange 
Freshed Potato Growers and Processors 
(BBOFPGAP); Bahai Faith International 
National Spiritual Assembly of The Bahai of 
Uganda; Bakatawamu Information and 
Development Empowerment (BIDE); 
Bakonzo Culture Association; Balyalwoba 
Rehabilitation and Development Agency 
(BARDEA); Banyo Development 
Foundation; Basic Needs UK in Uganda; 
Bedmot Child and Family Programme; 
Benevolent Support Child Programme 
Kampala; Bidhompola Community 
Development Association Mayuge 
(BICODA); Bileafe Rural Development 
Association (Arua); Blessings Christian 
Rehab Ministries; Blind But Able Self Help 
Project; Budde Women’s Development 
Association; Budongo Forest Community 
Development Organization (BUCODO); 
Bugiri District Literacy and Adult Education 
Network (BLAEN); Bugisu Civil Society 
Forum (BUCINET); Build Up Again Ex 
Prisoners Association (BAP); Bukogolwa 
Widows and Orphans Care Centre; 
Bundibugyo Association of the Disabled; 
Bundibugyo District NGOs/CBs Forum; 
Bunyoro Youth Development Network; 
Bushenyi District Civil Society Organization 
Forum (BUDCOF); Buso Foundation; 
Buwagi Rural Development Foundation; 
Ceazaria Complex Public Library; Centre 
for Community Enterprise; Centre for 
Conflict Resolution (CECORE); Centre for 
Environmental Technology and Rural 
Development (CETRUD); Centre for Peace 
Research (CPR); Centre for the Integrated 
Development; Child Aid International 
Lyantonde; Christian Children’s Network 
International; Community Action for Rural 
Development Association (CARD); 

Community Based Rehabilitation Alliance 
(COMBRA); Community Development 
Resource Network (CDRN); Community 
Effort for Women Development Concerns 
(CEWDCO); Community Empowerment 
Partnership; Community Health and 
Development Association-Uganda 
(COHEDA-Uganda); Community Integrated 
Development Initiatives; Concern for the 
Girl Child; Cultural Agency for Social and 
Environment Development (CASRDEN); 
Development and Rehabilitation 
Organization (DABO); Development 
Training and Research Centre (DETREC); 
Ebnezer Rural Ministries Uganda (ERIMU); 
Engabu Za Tooro Tooro Youth Platform for 
Action; Enhance Abilities Initiatives (EAI); 
First African Bicycle Information Office 
(Fabio); Forum for Women in Democracy; 
Foundation for Development and 
International Links (FODILI); Foundation 
for Human Rights Initiatives (FHRI); 
Foundation for Rural Development 
(FORUD); Foundation for Rural/Urban 
Poverty Alleviation (FORUPA); Foundation 
for Urban and Rural Advancement (FURA); 
Foundation for Young Orphans (FYO); 
Fountain of Hope Ministry Pader; Friends in 
Need Association (FINA); Friends of 
Orphans Pader; Friends Orphanage School; 
General Community Development 
Association; Genesis Microfinance Bureaux 
Ltd (Genefina); German Development 
Services; Goal Uganda; God’s Mercy 
Uganda (Traditional Herbs); Good Hope 
Foundation for Rural Development; Gospel 
Pace-Setting Ministries (GPM); Grass Root 
Women Development Organization 
(GWODEO); Green Pasture Christian 
Outreach; Gukwatamanzi Farmers 
Association Ltd; Gulu Community Based 
Management Network Project (GCBMNT); 
Gulu District NGO Forum (GDNF); Gulu 
Foundation Community Based 
Rehabilitation; Gulu Women Empowerment 
Network; Gwosusa Emwanyi Women’s 
Association; Habitat for Humanity; 
Hamukungu Women Association Group; 
Hewasa Health through Water and 
Sanitation Programme; HIV/AIDS Care and 
Support Project; Holistic Services for 
Uganda; Hope after Rape; Hope 
Association; Huys Link Community 
Initiative; Ibanda Rural Development 
Promoters; Ibanda Zero Grazing 
Association (IZGA); Iganga District NGO/
CBO Forum; Ikongo Rural Development 
Association; Initiative for Women Equation 
(IWE); Integrated Care and Development 
Initiative; Integrated Environmental 
Defence (INED); Integrated Family 
Development Initiatives (IFDI); Integrated 
Rural Development Initiatives; International 
Anti Corruption Theatre Movement; 
International Child Welfare Organization; 
International Institute for Cultural and 
Ethical Development; Jamii Ya 
Kupatanisha; Jinja Diocesan Coordinating 
Organization (JIDDECO); Jinja Mothers’ 
Savings and Credit Scheme; Joint Energy 
and Environment Project (JEEP); Joint 
Energy to Save the Environment (JESE); 
Jonam Development Foundation; Kabaale 
District Civil Society Organizations 
Network; Kabale Civil Society Forum 
(KACSOF); Kabale Farmers Networking 
Association; Kabarole Intergrated Women’s 
Effort in Development (KIWED); Kabarole 
NGOs and CBOs Association (KANCA); 
Kabarole Research and Resource Centre 
(KRC); Kabbo Women’s Assistance Finance 
and Project; Kabongo Women’s Group / 
Dodoth Community Based Development 
Association; Kakuuto Network of 
Indigenous Voluntary Associations 



(KANIVA); Kamengo Business Institute; 
Kamuli Lutheran Church; Kamuli Lutheran 
Church HIV/AIDS Care and Support 
Project; Kamuli Network of NGOs 
(KANENGO); Kamwenge Bee Keepers 
Cooperative; Kamwenge District 
Indigenous Voluntary Development 
Organizations Network (KADIVDO); 
Kanyenze Rural Women’s Organization; 
Kapchorwa Civil Society Organizations 
Alliances (KACSOA); Karambi Women’s 
Association; Kasangati Orphans Fund 
Society; Kasawo Namuganga Development 
Association; Kaserengethe Rural 
Development Initiative Women Group; 
Kasese District Development Network; 
Kasilo Christian Youth Association; Katakwi 
Evangakinos People Living with AIDS (HIV/
AIDS (KEPLWA); Kayunga District Farmers 
Association; Kibaale District Civil Society 
Network; Kibuku Multipurpose Cooperative 
Society Ltd; Kicwamba Nyankuku Rural 
Development; Kigezi Health Care 
Foundation; Kigulu Development Group; 
Kiima Foods; Kiira Adult Education 
Association; Kinawataka Women Initiative; 
Kinyamaseke United Women Club; Koboko 
Civil Society Network; Koka Women 
Development Programme; Kumi Network 
of Development Organizations; Kumi 
Pentecostal Assemblies of God; 
Kyakulumbye Development Foundation; 
Kyebando Associates Club; Lira 
Community Development Association; 
Literacy and Adult Basic Education; Little 
Sister of St. Francis; Makindye 
Multipurpose Youth and Vendors Group-
CBO; Malukhu Youth Development 
Foundation; Masindi District Education 
Network; Matilong Youth Mixed Farming 
Organization; Mbarara District Civil Society 
Organizations Forum; Mengo Child and 
Family Development Project Ltd; Mpigi 
Widows Entrepreneurs (MWEA); Mpigi 
Women Development Trust (MWODET); 
Ms Uganda; Mt. Rwenzori Initiative for 
Rural Development; Mukono Multipurpose 
Youth Organization (MUMYO); Musingi 
Rural Development Association; 
Nabinyonyi Development Group; 
Namutumba District Civil Societies 
Network; Nangabo Environment Initiative 
(NEI); National Community of Women 
Living with HIV/AIDS (Nacwola) Kamuli; 
National Foundation for Human Rights in 
Uganda (FHRI); National Union of Disabled 
Persons in Uganda (NUDIPU); National 
Women Association for Social & Education 
Advancement; Ndiima Cares Association 
(NDICA); Network of Ugandan Researchers 
and Research Users (NURRU); Ngeye 
Development Initiative (NDI); Nile 
Vocational Institute (NVI); Northern 
Uganda Rural Association; Northern 
Uganda Vision Association; Ntulume 
Village Women’s Association; Ntungamo 
District Farmers Association; Ntungamo 
District Local Government CBO; Ntungamo 
District NGOs/CBOs Forum; Ntungamo 
Rural and Urban Development Foundation; 
Nyabubare United Group; Nyio 
Development Association; Organization for 
Rural Development; Osia Integrated 
Farmers’ Cooperative; Palissa Development 
Initiative; Pallisa District NGOs/CBOs 
Network; Pamo Volunteers; Participatory 
Initiative for Real Development (PIRD); 
Participatory Rural Action for Development; 
Peace Foundation; Plan International 
Kampala; Poverty Alert and Community 
Development Organization (PACDO); 
Poverty Alleviation Credit Trust; Prayer 
Palace Christian Centre Kibuye; Protecting 

Families against HIV/AIDS (PREFA); Rakai 
Children Trust; Rakai Community Strategy 
for Development (RUCOSDE); Redeemed 
Bible Way Church Organization; Riamiriam 
Moroto Nakapiripiriti Civil Society Network; 
Ruhama Bee Keeping Group; Rural 
Initiative for Community Empowerment; 
Rural Initiatives Development Foundation 
(RIDF); Rural Productivity for Development 
Africa; Rushenyi Youth Drama Actors; 
Rushooka Orphans Education Centre; 
Rwenzori Agriculture Diversification 
Promotion Organization; Rwenzori 
Information Centre (RUCNET); Rwenzori 
Organization for Children Living Under 
Difficult Circumstances; Rwenzori Peace 
Bridge of Reconciliation; Rwoho Bakyara 
Twimusyane Tukore; Samaritan Partners 
for Development; Saving and Credit 
Society; Single Parents Association of 
Uganda; Small World Counselling Health 
Education Association; Soroti District 
Association of NGOs/CBOs Network; Soroti 
Rural Development Agency; South Eastern 
Private Sector Promotion Enterprise 
Limited; Spiritual Assembly of Uganda; St. 
Francis Tailoring Helper Programme; 
Sustainable Agriculture Society of Kasese; 
Sustainable Agriculture Trainers Network; 
Talent Calls Club; Tecwaa Child and Family 
Project Bweyale-Masindi; Temele 
Development Organization (TEMEDO); The 
Aged Family Uganda; The Forestry College 
at Nyabyeya; The Modern Campaign 
against Illiteracy; The Organization for the 
Emancipation of the Rural Poor; The 
Uganda Reach the Aged Association; The 
United Orphans Association; The Youth 
Organization for Creating Employment; 
Tirinyi Welfare Circle; Tororo Civil Society 
Network; Tororo District NGO Forum; 
Trinita Rural Integrated Community 
Development Association; Tripartite 
Training Programme; Triple B Kasese 
Community; Tukole Women’s Group; 
Tusubira Health and Research Foundation; 
Twezimbe Rural Development Organization; 
Uganda Change Agent Association; Uganda 
Christian Prisoners Aid Foundation; 
Uganda Church Women Development 
Centre; Uganda Coalition for Crisis 
Prevention (UCCP); Uganda Development 
Initiatives Foundation; Uganda 
Environmental Education Foundation; 
Uganda Environmental Protection Forum 
(UEPF); Uganda Gender Resource Centre; 
Uganda Human Rights Activists; Uganda 
Indigenous Women’s Club; Uganda Joint 
Action for Adult Education; Uganda Martyrs 
Parish; Uganda Media Women’s 
Association; Uganda Mid Land 
Multipurpose Development Association; 
Uganda Mid Land Multipurpose 
Development Foundation; Uganda National 
Action on Physical Disabilities (UNAPD); 
Uganda Orphans Rural Development 
Programme; Uganda Project 
Implementation and Management Centre 
(UPIMAC); Uganda Restoration Gospel 
Churches Organization; Uganda Rural 
Development and Training Programme; 
Uganda Rural Self Help Development 
Promotion (SEDEP); Uganda Support for 
Children and Women Organization; Uganda 
Women Foundation Fund; Uganda Women 
Tree Planting Movement; Uganda Women’s 
Finance and Credit Trust Limited; Uganda 
Women’s Welfare Association; Uganda 
Women’s Effort to Save Orphans; Uganda 
Young Men’s Christian Association; 
Uganda Youth Anti AIDS Association; UN 
Association of Uganda; United African 
Orphanage Foundation; United 

Humanitarian Development Association; 
United Orphanage School; Urban Rural 
Environment Development Programme; 
Victoria Grass Root Foundation for 
Development; Voluntary Service Team 
Mubende; Voluntary Services Overseas; 
Voluntary Services Trust Team; Volunteer 
Efforts for Development Concerns; 
Vredeseilanden Coopibo-Uganda; Wakiso 
Environment Conservation and 
Development Initiative; Wera Development 
Association; Women Alliance and Children 
Affairs; Women Together for Development; 
World Learning Inc; World Light Caring 
Mission Initiative; Youth Alliance in 
Karamoja (YAK); Youth Development 
Foundation; Youth Development 
Organization - Arua; Youth Initiative for 
Development Association; Youth 
Organization for Social Education and 
Development

•	 UnIÓn EUrOPEA:
European Solidarity Towards Equal 
Participation of People (EUrOSTEP), 
admin@eurostep.org, sstocker@eurostep.
org, www.eurostep.org

•	 UrUgUAy:
Secretariado de Social Watch 
socwatch@socialwatch.org,  
www.socialwatch.org;
Centro Interdisciplinario de Estudios sobre 
el Desarrollo (CIEDUR); CNS Mujeres 
por Democracia, Equidad y Ciudadanía; 
Instituto del Tercer Mundo (ITeM); Instituto 
Cuesta Duarte PIT-CNT; Mujer y Salud en 
Uruguay (MYSU)

•	 vEnEzUELA:
Programa venezolano de Educación-
Acción en derechos Humanos (PrOvEA), 
provea@derechos.org.ve, www.
derechos.org.ve

•	 vIETnAm:
vUfO-ngO resource Centre,  
director@ngocentre.org.vn,  
www.ngocentre.org.vn;
Animals Asia Foundation; ActionAid 
Vietnam; Agricultural Cooperative 
Development International / Volunteers 
in Overseas Cooperative Assistance; 
Adventist Development and Relief 
Agency in Vietnam; Aide et Action 
International in Vietnam; Academy for 
Educational Development; Australian 
Foundation for the Peoples of Asia and 
the Pacific; Aida Ayuda, Intercambio 
y Desarrollo; Allianz Mission e.V; 
American Red Cross; Union Aid Abroad 
APHEDA; The Atlantic Philanthropies; 
Australian Volunteers International; 
Bread For The World; BirdLife 
International in Indochina; Bremen 
Overseas Research and Development 
Association; CARE International in 
Vietnam; Caritas Switzerland; Christian 
Blind Mission; Centre for International 
Studies and Cooperation; Center for 
Educational Exchange with Vietnam 
of the American Council of Learned 
Societies; CESVI Fondazione Onlus; 
CHF - Partners in Rural Development; 
Children’s Hope In Action; ChildFund 
in Vietnam; Compassion International; 
Clear Path International; Catholic 
Relief Services; Challenge to Change; 
Church World Service; Danish 
Demining Group; DKT International 
in Vietnam; Development Workshop 
France; Enfants&Developpement; Eau 
Agriculture Santé en milieu Tropical 
au Vietnam; Eye Care Foundation; 
Education for Development; East Meets 

West Foundation; Environment and 
Development in Action; Friedrich Ebert 
Stiftung; The Fred Hollows Foundation; 
Family Health International; Foundation 
for International Development/
Relief; Fundacion Promocion Social 
de la Cultura; Global Community 
Service Foundation; Good Neighbors 
International; German Red Cross - 
Vietnam Country Office; Research and 
Technological Exchange Group; Glocal 
Ventures, Inc.; Habitat for Humanity 
Vietnam; Hagar International in 
Vietnam; HealthBridge Foundation of 
Canada (formerly PATH Canada); Heifer 
International Viet Nam; HELVETAS, Swiss 
Association for International Cooperation; 
HUE HELP; Holt International Children’s 
Services; Handicap International 
Federation; Handicap International 
Belgium in Vietnam; Helen Keller 
International-Vietnam; International 
Development Enterprises; Institute of 
International Education; Lien Aid; LCMS 
World Mission; Loreto Vietnam Australia 
Program; Mines Advisory Group; 
Maryknoll; Mennonite Central Committee; 
Medical Committee Netherlands Vietnam; 
Medecins du Monde France; Medical, 
Education, Development Resources, 
International Exchange; Malteser 
International; Management Sciences 
for Health; Marie Stopes International 
in Vietnam; Nordic Assistance to 
Vietnam; NGO Fontana; The Norwegian 
Mission Alliance Vietnam; Norwegian 
People’s Aid; Oxfam Great Britain; Oxfam 
Hong Kong; Oxfam Quebec; ORBIS 
International; Operation Smile Vietnam; 
Oxfam Solidarity Belgium; Pact; Partage; 
Program for Appropriate Technology in 
Health; Population Council in Viet Nam; 
Prosperity Initiative C.I.C; Pathfinder 
International Vietnam; Plan in Vietnam; 
Pearl S. Buck International Vietnam; 
Population Services International, 
Vietnam; PeaceTrees VietNam; Rosa 
Luxemburg Stiftung; Room to Read; 
Rutgers WPF; Save the Children in 
Vietnam; Saigon Children’s Charity; 
Netherlands Development Organisation 
SNV; Samaritan’s Purse International 
Relief; Spanish Red Cross; The Asia 
Foundation; Terre des hommes 
Foundation - child relief (Lausanne, 
Switzerland); Triangle Generation 
Humanitaire; Vredeseilanden - VECO 
Vietnam; Volunteers for Peace Vietnam; 
Volunteers In Asia; Vietnam Assistance 
for the Handicapped; Voluntary Service 
Overseas in Vietnam; Vietnam Veterans 
of America Foundation; Vietnam Veterans 
Memorial Fund; Vets With A Mission; 
World Concern Vietnam; Woolcock 
Institute of Medical Research Vietnam; 
The William J. Clinton Foundation; World 
University Service of Canada; World 
Vision International - Vietnam; Worldwide 
Orphans Foundation; Xin Chao Kinderhilfe 
Vietnam; Youth With A Mission, Mercy, 
Relief and Development Asia.

•	 yEmEn:
Human rights Information and Training 
Center, hritc@y.net.ye, www.hritc.net

•	 zAmBIA:
Women for Change (WfC),  
wfc@zamnet.zm, www.wfc.org.zm;
Basic Education Teachers Union of Zambia 
(BETUZ); Zambia Institute of Environmental 
Management (ZIEM); Non-Governmental 
Coordinating Council (NGOCC); 2410; 
Gallant Youth of Zambia
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Desde el número 0, publicado en 1996, a la presente 
edición, la número 16, el Informe de Social Watch ha 
reunido más de 670 informes de organizaciones de 
la sociedad civil, todos ellos compartiendo el objetivo 
de recordar a los gobiernos los compromisos asu-
midos y rastrear de manera independiente su imple-
mentación, país por país y en el plano internacional.

La presente edición, que contiene contribuciones 
de más de 65 organizaciones nacionales, mantiene la 
llama encendida en el momento de la creación de la 
red en 1995: la necesidad de generar herramientas 
y estrategias que corrijan la falta de mecanismos de 
rendición de cuentas y aseguren el cumplimiento de 
los compromisos internacionales relacionados con 
las políticas sociales y los objetivos de desarrollo.

En la década en que se creó Social Watch, una 
serie de conferencias de alto nivel de Naciones Unidas 
– comenzando por la Cumbre de los Niños en 1990 
y concluyendo con la Cumbre del Milenio en 2000 
– redefinió la agenda social internacional. En 1995, 
la Cumbre Social (en Copenhague) y la Conferencia 
de las Mujeres (en Beijing) definieron por primera vez 
la erradicación de la pobreza y la igualdad de género 
como objetivos universales en común y fijaron metas 
y cronogramas concretos para alcanzar la meta que la 
Carta de la ONU formulara vagamente en 1946 como 
“dignidad para todos”. Para fomentar la voluntad 
política necesaria para convertir esas promesas en 
realidad, Social Watch fue creada como “un punto 
de encuentro de organizaciones no gubernamentales 
preocupadas por el desarrollo social y la discrimi-
nación de género” (Social Watch No. 0, 1996), por un 
grupo de organizaciones de la sociedad civil.

Así, el Informe de Social Watch se formuló como 
una poderosa herramienta para la presentación de in-
formación estadística disponible internacionalmente, 
que a la vez diera cuenta del aspecto cualitativo de los 
problemas abordados mediante el análisis realizado por 
organizaciones sociales que trabajan directamente con 
diversas problemáticas a nivel nacional. Desde entonc-
es, Social Watch ha publicado informes anuales sobre 
los avances y retrocesos en la lucha contra la pobreza y 
en favor de la igualdad de género, dos objetivos en gran 
medida superpuestos, ya que la mayoría absoluta de las 
personas que viven en la pobreza son mujeres.

Los informes anuales de Social Watch, al 
tiempo que agregan una dimensión internacional a 
los esfuerzos y campañas locales, se convirtieron 
en la primera iniciativa sustentable de monitoreo a 
nivel nacional dedicada al desarrollo y la equidad de 
género, y la primera en combinar ambos enfoques 
dentro de una perspectiva internacional.

Social Watch: la promoción de la responsabilidad 

Social Watch, una red que hoy cuenta con miembros en más de 70 países de todo el mundo, fue creada en 1995 como un “punto de 
encuentro de organizaciones no gubernamentales preocupadas por el desarrollo social y la discriminación de género”, respondiendo a la 
necesidad de promover la voluntad política requerida para hacer realidad las promesas de las Naciones Unidas. Desde entonces, esta red, 
que crece continuamente tanto cualitativa como cuantitativamente, ha publicado 16 informes anuales sobre los avances y los retrocesos 
en la lucha contra la pobreza y a favor de la igualdad de género, que han sido usados como herramientas de incidencia a nivel local, regional 
e internacional.

XISocial Watch

mEmOrAndO dE EnTEndImIEnTO EnTrE LOS grUPOS 
nACIOnALES y LA rEd SOCIAL WATCH

1. Las coaliciones deben tener su sede en el país y tener participación activa en los temas del de-
sarrollo social de ese país (no exclusivamente como académicos o en labores de consultoría).

2. El compromiso básico de cada coalición con la red internacional es monitorear e informar 
sobre los compromisos y obligaciones acordados internacionalmente en torno a la justicia 
social y la igualdad de género, según sus propias prioridades y sacando sus propias conclu-
siones. La red internacional, a su vez, se compromete a aumentar la visibilidad y el alcance 
de estos informes, mediante su inclusión en el informe anual de Social Watch, su página web 
y a través de otras herramientas disponibles.

3. Se espera que las coaliciones nacionales utilicen sus informes nacionales y los informes 
globales para sus actividades de cabildeo y activismo y otras formas de acción pública a nivel 
nacional. También se espera que informen al resto de la red sobre aquellas de sus actividades 
relacionadas con Social Watch como parte esencial del intercambio de experiencias y de 
aprender unos de otros de los éxitos, los retos e incluso los fracasos o dificultades.

4. Deben estar abiertas a incorporar a otras organizaciones y a trabajar activamente para ampliar 
el conocimiento sobre Social Watch y promover la participación de otras organizaciones en 
las actividades de la red y su incorporación a la coalición nacional.

5. Son responsables de recaudar fondos para sus actividades. Las coaliciones nacionales no 
dependen del Secretariado ni de otro organismo internacional de Social Watch para obtener 
sus fondos, y tampoco están obligadas a rendir cuentas de su situación financiera.

6. Cada coalición determina su propia estructura organizativa. Nombra a uno de sus miembros 
u organización participante como punto focal a fin de facilitar la comunicación con el Secre-
tariado Internacional y los demás órganos de la red.

7. La participación en una coalición de Social Watch y el ejercicio de las funciones gubernamen-
tales son absolutamente incompatibles. Sólo las organizaciones sin fines de lucro pueden 
ser parte de la red de Social Watch.

8. Se fomentará la cooperación con otras plataformas nacionales a nivel subregional, regional 
y global.

9. Cuando se plantee un conflicto entre los miembros u organizaciones participantes de una 
coalición nacional en cuestiones relacionadas con Social Watch (por ejemplo, la elección del 
punto focal, la contribución al Informe de Social Watch, el nombramiento de los delegados a 
la Asamblea de Social Watch) todas las partes implicadas deben demostrar su voluntad para 
resolver los problemas a nivel nacional. Si, en casos excepcionales, no se puede alcanzar un 
acuerdo, el Comité Coordinador puede tomar las decisiones necesarias.

10. A fin de demostrar su afiliación a la red se alienta a todas las coaliciones a utilizar el logotipo 
de Social Watch para las actividades nacionales relacionadas directamente con las metas y 
objetivos de Social Watch. Se les solicita que informen al Secretariado Internacional sobre 
estas actividades. En otros casos, deberán pedir permiso con antelación al Secretariado 
Internacional o al Comité Coordinador para otros usos del nombre y el logotipo de Social 
Watch.

NOTA: El Memorando de Entendimiento se adoptó durante la I Asamblea General, realizada en Roma en 2000, y fue 
actualizado por última vez en octubre de 2009.



El número 0 del Informe, publicado en 1996, in-
cluía las contribuciones de 13 organizaciones; desde 
entonces, la red ha crecido de forma constante. Ac-
tualmente, Social Watch tiene miembros (“watch-
ers”) en más de 70 países en todo el mundo, y su 
membresía crece todos los años.

Lo local, lo global y el Informe
Cada año Social Watch analiza en profundidad un tema 
distinto a través del Informe, por lo general relacionado 
con los temas en discusión en la agenda internacional 
que pueden abordarse desde una perspectiva local. 
Expertos de distintos orígenes y disciplinas aportan 
visiones alternativas a los problemas a través de los artí-
culos temáticos. Esta perspectiva internacional se com-
plementa con la elaboración de los informes nacionales 
y regionales en los que las organizaciones que forman 
parte de la red aportan la visión local, informando sobre 
el estado de situación en sus países en relación al tema 
específico de cada año.

Además, Social Watch produce índices y tab-
las estadísticas con información comparable a nivel 
internacional que presentan una perspectiva macro 
de la situación en determinadas dimensiones del de-
sarrollo, pero a la vez habilitando la lectura a nivel 
nacional. Social Watch ha desarrollado indicadores 
alternativos para medir los avances y los retrocesos 
en la equidad de género y en la satisfacción de las 
capacidades humanas básicas, usados actualmente 
como referencia tanto por la sociedad civil como por 
instituciones internacionales. Estos son el Índice de 
Equidad de Género (IEG) y el Índice de Capacidades 
Básicas (ICB).

Si bien los miembros utilizan el informe para in-
cidir en distintos ámbitos, tanto los lanzamientos del 
informe como los lanzamientos de los índices son 
oportunidades clave para la difusión de sus conte-
nidos, y tienen lugar no sólo en espacios relevantes 

del debate internacional sino también en cada uno 
de los países. El Secretariado publica el informe en 
varios idiomas: español, inglés, francés, árabe y ruso. 
Algunas coaliciones nacionales también publican sus 
propias versiones del informe: España, Italia, Repú-
blica Checa, Alemania, Polonia, Europa, India, Brasil y 
Filipinas. Otras coaliciones publican una selección de 
materiales. Las coaliciones checa e italiana, por ejem-
plo, publican el Índice de Equidad de Género, mientras 
que la coalición de Social Watch en Ghana ha publi-
cado una compilación de sus informes nacionales y 
Social Watch Benín edita una publicación trimestral, 
Social Watch Bénin. Por otra parte, en 2011 se lanzó 
el informe europeo Time for Action – Responding to 
Poverty, Social Exclusion and Inequality in Europe 
and Beyond.

También se han publicado Cuadernos Ocasion-
ales, principalmente con el objetivo de contribuir a la 
capacitación de las coaliciones miembros, se han re-
alizado varios talleres de capacitación a nivel regional 
y se han producido varios documentos de referencia1. 
Por ejemplo, en 2011 Social Watch publicó un sépti-

1 El primer Cuaderno Ocasional, Los dientes del león, de Mirjam 
Van Reisen, aborda el contexto político que dio origen a la 
creación de Social Watch. El segundo, Control ciudadano desde 
la base de Ana Ma. Arteaga, realiza un análisis de la experiencia 
de democratización de los instrumentos internacionales de 
derechos humanos realizada en Chile en 1997. La tercera de 
estas publicaciones, compilada por Patricia Garcé y Roberto 
Bissio, introduce la experiencia de monitoreo de las metas de 
Copenhague a través del ejemplo concreto de Social Watch. Los 
Cuadernos 4 y 5, coordinados por el equipo de Investigación 
de Social Watch, abordan la pobreza y desigualdad en América 
Latina y los vínculos entre pobreza y derechos humanos. El 
cuaderno 6, Más allá de Beijing – La hora de la economía de 
género, se lanzó en la revisión de la Comisión de la Condición 
de la Mujer al conmemorarse 15 años desde la adopción 
de la Declaración de Beijing y su Plataforma de Acción. 
Los Cuadernos Ocasionales están disponibles en: <www.
socialwatch.org/es/taxonomy/term/459>.

mo Cuaderno Ocasional, Centroamérica y la sociedad 
civil – Desafíos en común – Derechos humanos, de-
sarrollo sustentable, el cual ofrece informes temáticos 
sobre problemas que aquejan a la región y además 
reportes nacionales de cada uno de los países.

Asimismo, a través de su página web, su bo-
letín electrónico y su página de Facebook, Social 
Watch también está utilizando nuevas herramientas 
multi-media para divulgar información sobre temas 
relacionados con género, desarrollo y derechos 
humanos, fomentar discusiones entre integrantes 
de la sociedad civil y transmitir ideas a políticos y 
periodistas. Las estrategias de cabildeo, comunica-
ciones y campaña se complementan mutuamente 
para alcanzar sus objetivos.

En varias oportunidades, voceros de Social 
Watch han hablado ante la Asamblea General de la 
ONU y otros organismos intergubernamentales en 
representación de la red o de sectores más amplios 
de la sociedad civil. La red ha mantenido a las coa-
liciones nacionales informadas sobre procesos de 
toma de decisiones a nivel global, y habilitado a sus 
miembros para participar en los mismos.

Una red flexible
El “punto de encuentro” ha crecido y se ha transfor-
mado en varios aspectos, pero manteniendo siempre 
las ideas y objetivos que acompañaron su fundación. 
En el proceso preparatorio de la Cumbre Social de 
Copenhague, las organizaciones de la sociedad civil 
adoptaron formas ad hoc flexibles de organizarse 
como red. No se crearon estructuras formales ni se 
estableció un comité de dirección o grupo coordina-
dor estable. Las organizaciones no gubernamentales 
(ONG) prefirieron coordinar las acciones en espacios 
horizontales y abiertos, lo que para algunos analistas 
sentó un precedente para el formato organizativo 
que asumiría luego el Foro Social Mundial. Varias de 
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XIIIEl derecho a un futuro

Vicepresidente de Filipinas, Jejomar Binay, junto a miembros de la red de Social Watch en la inauguración oficial  
de la Asamblea Mundial de Social Watch, Manila, Julio 2011.

estas organizaciones formaron, y aún conforman, 
la espina dorsal de Social Watch, lo que hace que 
la estructura y funcionamiento de la red mantengan 
gran parte de la flexibilidad y apertura originales.

Además de las coaliciones nacionales, la 
estructura de la red tiene tres componentes cent-
rales: la Asamblea General, el Comité Coordinador 
y el Secretariado Internacional. En los últimos años 
también se establecieron estructuras de coordi-
nación regionales y subregionales, como un espa-
cio de coordinación pero no necesariamente como 
una instancia intermedia para vincular lo local con 
lo global.

La red Social Watch no es una entidad consti-
tuida con personería jurídica y su punto de partida no 
fue la redacción de sus estatutos de funcionamiento. 
En cambio, se creó un Memorando de Entendimiento 
básico (ver recuadro) entre las coaliciones nacion-
ales y la red, que funciona como marco, donde se 
establecen las expectativas para el trabajo en con-
junto, respetando la autonomía de los miembros 
y la toma de decisiones democrática y horizontal. 
Uno de los principios fundamentales que distingue 
a Social Watch de otras redes internacionales de la 
sociedad civil es que no existe una estructura central 
que provea de fondos a sus miembros. Esta lógica 
de funcionamiento evita no sólo las tensiones aso-
ciadas a una relación de tipo donante/receptor al in-
terior de la red, sino también la pérdida de energía en 
discusiones sobre fondos, presupuestos, informes y 
procedimientos, lo que ha fortalecido el sentimiento 
de pertenencia de los miembros.

Cada una de las Coaliciones Nacionales de-
cide la manera en que se organiza, de acuerdo a las 
condiciones en cada país. La membresía de Social 
Watch es muy diversa, incluyendo desde institutos 
o centros de investigación, organizaciones no gu-
bernamentales, organizaciones de base, sindicatos, 
grupos de mujeres, organizaciones rurales y otras.

Asamblea General
La Asamblea General es el órgano máximo de direc-
ción de la red. La discusión política y planificación 
estratégica de largo y mediano plazo se realiza en este 
espacio, que sirve como un foro para la toma de de-
cisiones pero también como un espacio para reforzar 
el sentido de pertenencia y fortalecer la identidad y 
unidad de la red. Además de establecer prioridades 
a medio y largo plazo e identificar posibles alianzas 
en la estrategia del cabildeo, la Asamblea elige a los 
miembros del Comité de Coordinación quienes son 
los encargados de la coordinación y el liderazgo polí-
tico. Esta instancia tiene lugar cada tres años y hasta 
ahora se ha realizado cinco veces: en Roma en 2000, 
Beirut en 2003, Sofía en 2006, Accra en 2009 y más 
recientemente en 20112, en Manila. La asamblea de 
Manila concluyó que el actual modelo orientado al 
crecimiento económico es ineficiente, injusto desde 
el punto de vista social, peligroso para el medio am-
biente y políticamente insustentable, a la vez que se 
comprometió a hacer frente a este paradigma a nivel 

2 Los informes finales, documentos de base y otros materiales 
de estas cinco Asambleas están disponibles en: < www.
socialwatch.org/es/node/66>.

mundial. Social Watch también apoyará las actuales 
negociaciones para el cambio climático y abogará 
por nuevas fuentes de financiación para erradicar la 
pobreza y promover la equidad de género.

Comité Coordinador
El Comité Coordinador (CC) es el organismo político 
central en el trabajo “cotidiano” de la red, con una 
estructura que necesita de una comunicación fluida 
y se instrumenta principalmente a través de una lista 
de correo electrónico, además de las reuniones pre-
senciales realizadas dos veces al año y conferencias 
telefónicas regulares para abordar temas específicos.

Dado que el CC tiene la tarea de “asegurar la 
visibilidad política y la participación de la red en 
espacios y procesos relevantes”3, su integración 
busca la representación geográfica y el equilibrio de 
género pero también considera el aporte en términos 
de experiencia y capacidades que sus miembros 
pueden brindar al conjunto de la red. En general, las 
decisiones del CC han sido adoptadas por consenso, 
y las mismas son oportunamente informadas a los 
watchers. La participación constante de integrantes 
del Secretariado como miembros ad hoc del CC ase-
gura la coordinación entre los dos organismos. Al 
Secretariado le corresponde apoyar y llevar adelante 
las decisiones tomadas en este espacio.

Secretariado Internacional
El Secretariado es el principal organismo ejecutivo 
de Social Watch. La primera evaluación externa de 
la red (1995-2000) ya destacaba que “de los varios 
roles al interior de la red, el del Secretariado es el que 
más ha cambiado” (Hessini y Nayar, 2000). En sus 
inicios la tarea del Secretariado se limitaba a garan-
tizar la producción del Informe, pero evidentemente 

3 El documento que describe la naturaleza y el mandato del 
Comité Coordinador se acordó en la II Asamblea General de 
Beirut en 2003. Disponible en: <www.socialwatch.org/es/
node/9389>.

ha ido incorporando una serie de nuevas funciones 
resultantes del crecimiento de la red, incluyendo ac-
tividades de investigación, capacitación, promoción 
de campañas, y representación de la red en varios 
foros internacionales.

Promoviendo la responsabilidad
La Asamblea de Accra, que tuvo lugar en octubre de 
2009, suscribió el concepto de “responsabilidad mu-
tua” entre los miembros y entre los diferentes cuerpos 
de su red (secretariado, CC, miembros). Social Watch 
cree que la acción fundamental para alcanzar la erradi-
cación de la pobreza, la equidad de género y la justicia 
social pasa en primer lugar a nivel local y nacional y, 
por lo tanto, sus actividades y estructuras internacio-
nales deben ser responsables y estar al servicio de las 
instancias nacionales y locales, y no al revés.

Social Watch alcanzará sus objetivos mediante 
una exhaustiva estrategia de apoyo, concientización, 
monitoreo, desarrollo organizacional y trabajo de re-
des. Social Watch promueve un desarrollo sustent-
able centrado en la gente. La paz es una precondición 
para la realización de los derechos humanos y la er-
radicación de la pobreza. Pero al mismo tiempo la po-
breza y la falta de respeto por los derechos humanos 
están en la base de muchos conflictos armados. Por lo 
tanto el impacto devastador que tienen las situaciones 
de conflicto y posconflicto sobre las personas es de 
particular preocupación para Social Watch. n
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EL rOL CLAvE dE SOCIAL WATCH

Juan Somavía1

Como muchos de ustedes saben, soy un gran defensor de Social Watch. Considero 
que este movimiento promotor de la rendición de cuentas que fue iniciado durante 
y con posterioridad a la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social en Copenhague 
ha sin dudas demostrado su valía y mi espíritu en cuestiones de la sociedad civil 
está plenamente con ustedes. Gracias por el magnífico trabajo que han realizado 
al supervisar los compromisos de los gobiernos. Al igual que organizaciones 
internacionales, empresas y ONG, les han recordado permanentemente acerca de 
la necesidad de actuar en consecuencia.

Las grandes conferencias de la década de 1990 definieron agendas para una 
transformación desde la ONU. Era un momento en el que los gobiernos comenzaban 
a cuestionar los dogmas dominantes desde la perspectiva del desarrollo sustentable. 
Muchos gobiernos estuvieron listos en ese entonces para liderar la configuración de 
estos nuevos enfoques. Pero los compromisos de la década de 1990 fueron quedan-
do cada vez más subordinados a las exigencias de un modelo de globalización sin 
regulación que se ha vuelto cada vez más desequilibrado, injusto y, en mi opinión, 
políticamente insustentable. Hoy en día, el coraje, la determinación y el espacio para 
pensar y actuar de manera diferente son mucho, mucho más débiles. Por lo tanto, 
esto le otorga un valor agregado al papel de la sociedad civil y de los movimientos 
sociales como agentes del cambio. Y hoy Social Watch es más necesario que nunca.

Estimados amigos, no obstante lo tentador que resulta mirar atrás, debe-
mos analizar la realidad actual y seguir adelante. La razón: las crisis financieras y 
económicas son claras manifestaciones de un patrón de crecimiento ineficaz que 
ha creado niveles de ingreso y una concentración de la riqueza indecente. No es de 
sorprender que se haya registrado un marcado debilitamiento del enfoque basado 
en los derechos humanos. Sabemos que las transformaciones que deseamos ver 
en nuestras sociedades deben ser guiadas por la fuerza de los movimientos sociales 
y de la lucha social. El progreso social exige una vigilancia constante y un activismo 
constante. Los Objetivos de Desarrollo del Milenio ayudaron a establecer un cierto 
foco y un mecanismo para medir el progreso y podemos marcar algunos éxitos en 
materia de reducción de la pobreza absoluta desde 1990. Pero al mismo tiempo, los 
hechos muestran que 3.500 millones de personas perciben globalmente el mismo 
ingreso que las 61 millones de personas más ricas.

Incluso aquí, en la dinámica Asia, observamos un rápido crecimiento en materia 
de producción pero uno lento en materia de trabajos y sueldos dignos. Además, más 
de 200 millones de personas están oficialmente desocupadas en todo el mundo, 
incluyendo casi 80 millones de mujeres y hombres jóvenes, y las tasas de desempleo 
juvenil son en algunos casos de siete a 10 veces mayores que para otros grupos. Y 
el número de trabajadores con empleos vulnerables es de 1.500 millones, y los que 
trabajan pero sobreviven con menos de dos dólares al día, unos 1.200 millones, están 
al alza nuevamente. En efecto, este no es el camino para lograr un desarrollo sustent-
able. Las personas exigen con todo derecho más justicia en cada aspecto de sus vidas. 
En tres cuartas partes de los 82 países con información disponible, la mayoría de los 
individuos se está volviendo cada vez más pesimista acerca de su futura calidad y nivel 
de vida. Muchos se sienten apretados, incluso las clases medias. Al mismo tiempo, 
advierten la existencia de muchos gobiernos con muy poca fortaleza o voluntad de 
prevalecer sobre el poder inexplicable de los operadores financieros que han venido 
a ejercer tan negativa influencia en nuestras sociedades. Por un lado, contamos con 
instituciones financieras que se consideran demasiado grandes para fracasar, y por el 
otro hay muchos que se sienten tratados como si fueran demasiado pequeños como 
para que a alguien le importe. Esto no puede seguir así.

Las crisis financieras y económicas sacudieron de tal modo al mundo que 
éste advirtió que el cambio era esencial. Sin embargo, hay muchos, demasiados 
indicios de un retorno a la receta de lo mismo de siempre, y esta es una receta para 
el desastre. Entonces, ¿cómo podemos seguir adelante? En primer lugar, poniendo 
al trabajo digno y a la protección social como objetivos clave de los patrones de 
crecimiento del desarrollo sustentable. Muchas, quizás la mayoría de las tensiones 
que experimentamos tienen lugar en el mundo del trabajo. El trabajo digno y pro-
ductivo es esencial para la dignidad humana, para la estabilidad de las vidas de las 
personas y sus familias, para la paz en nuestras comunidades, así como en nuestras 
sociedades y para un desarrollo económico sustentable y fuerte. Permítanme 
citar: “la pobreza, en cualquier lugar, constituye un peligro para la prosperidad en 
todas partes”. Este principio de la constitución de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) refleja el derecho de la gente a no ser pobre. Y todos los que viven en 
la pobreza saben que el trabajo para salir de la pobreza, un trabajo productivo, es la 

* Mensaje del Director-General de la Organización Internacional del Trabajo (OIT),  
en ocasión de la Asamblea General de Social Watch, Manila, Julio 2011.

mejor chance que tienen de llevar una vida digna. El trabajo no es una mercancía, 
el trabajo es un elemento central para la dignidad humana; si uno quiere paz debe 
cultivar la justicia social. Y el mercado laboral es una puerta de acceso a la justicia 
social cuando respeta la dignidad humana, guiado por nociones de libertad, equidad 
e igualdad. La OIT y su agenda están en el centro mismo de los procesos sociales 
reales. Nacimos como institución en 1919 como resultado de las luchas sociales de 
fines del siglo XIX. Durante el despliegue de la rebelión y revolución árabe hemos 
escuchado enardecidos reclamos por empleo y justicia social, libertad y democ-
racia, todos encarnados en el trabajo digno. Pasar a un patrón de crecimiento con 
justicia social es técnicamente posible, aunque políticamente difícil. Y ahí es donde 
ustedes son clave.

Social Watch puede desempeñar un papel importantísimo en el manejo de 
esta agenda. Se requiere, por ejemplo, una nueva combinación de políticas que 
genere mayores niveles de inversión en la economía real, en particular, en las 
pequeñas empresas, y no en productos financieros que no generan valor ni em-
pleos; que derive en una relación más justa entre los incrementos de productividad 
y los salarios; que produzca un crecimiento en base al ingreso y logre un equilibrio 
entre las estrategias basadas en las exportaciones y la demanda interna; que permita 
la participación de todos mediante una importante capacitación y oportunidades 
educativas; que otorgue equilibrio y sinergia mediante la coherencia en materia 
de políticas – por ejemplo, en la creación de empleos ecológicos; que coloque 
los derechos laborales y el diálogo social en el centro de las decisiones políticas, 
y esta combinación de políticas debe estar guiada por el objetivo de compartir los 
beneficios de la globalización equitativamente en un contexto en donde florezcan la 
voz, la participación y la democracia.

Este año en la Conferencia Internacional del Trabajo hicimos dos impor-
tantes avances que pueden ser elementos significativos en el nuevo paradigma 
de crecimiento con justicia social. Primero, el nuevo convenio para trabajadoras y 
trabajadores domésticos. Las trabajadoras y trabajadores domésticos hace tiempo 
que se vienen movilizando para obtener la protección y el respeto que se merecen 
y debemos asegurarnos de que este convenio sea ratificado e implementado. Y 
segundo, estamos trabajando para la aprobación de normas de la OIT basadas en 
la protección social universal para promover estrategias de seguridad social que 
sean protectoras y fortalecedoras, productivas y sustentables, y que estimulen la 
demanda agregada. Hoy 80% de los trabajadores carecen de acceso a la seguridad 
social. Esto se incluye dentro del marco de estrategias nacionales más amplias 
orientadas a reducir la pobreza y formalizar el empleo informal. Estos son bloques 
sólidos para la construcción de justicia social y vuestro esfuerzo será invalorable. 

Todos hemos sido inspirados por el coraje, la claridad, la energía de la juventud 
árabe, pero convertir los sueños en realidad es una tarea que nos incumbe a todos. Y 
la dirección del cambio nunca se halla garantizada. Tenemos que orientar el cambio 
hacia resultados justos y equilibrados. El actual modelo de desarrollo que ha venido 
evolucionando desde comienzos de los ’80 se ha tornado económicamente inefi-
ciente, socialmente inestable, ambientalmente nocivo y políticamente insustent-
able. Por lo tanto debe ser cambiado. Pero lograrlo probablemente conducirá a un 
mayor conflicto social. La historia nos dice que el cambio positivo puede resultar de 
la lucha social. Y como ustedes saben, cuando uno elige desafiar los dogmas domi-
nantes, defender los derechos humanos, la igualdad de género y otros valores que 
están siendo atacados, cuando uno quiere mejorar las sociedades, también hace 
otra elección: la elección de nadar contra la corriente de los intereses atrincherados. 
Por lo tanto, es difícil y siempre será difícil. Y por eso es que el compromiso, la 
convicción, la persistencia, la energía positiva a no ser desalentada, resultan tan 
esenciales. Y todos ustedes los tienen. Y ese es el espíritu de Social Watch. Lo que 
ustedes hacen es vital. Les deseo la fortaleza y la imaginación para seguir realizando 
vuestro invalorable trabajo con miras a una nueva era de justicia social.
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3El derecho a un futuro

roberto Bissio
Secretariado Internacional de Social Watch

La Asamblea General de las Naciones Unidas ha 
convocado una conferencia cumbre a celebrarse 
en junio de 2012 en Río de Janeiro, Brasil, la ciu-
dad que hace 20 años fue sede de la histórica Con-
ferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo. La conferencia de Río 
de 1992, comúnmente conocida como la Cumbre 
de la Tierra, avaló el concepto de desarrollo sus-
tentable y aprobó los convenios internacionales 
sobre cambio climático, desertificación y diver-
sidad biológica.

En ese momento la Comisión Brundtland1 defi-
nió el “desarrollo sustentable” como el conjunto de 
políticas que “garantiza las necesidades del presente 
sin comprometer la capacidad de las generaciones 
futuras para satisfacer sus propias necesidades”. 
Esto se ha entendido generalmente como la satis-
facción de las necesidades sociales (mediante la 
erradicación de la pobreza) al tiempo que se favore-
ce el crecimiento económico y se respeta el medio 
ambiente.

La cumbre de Río de 1992 no dio una definición 
exacta de las “necesidades del presente”, pero las 
posteriores conferencias de la ONU en la década de 
1990 definieron varios de los compromisos sociales, 
entre los cuales erradicar la pobreza y lograr la igual-
dad de género, y se identificaron varios indicadores 
y metas. Cada país debería decidir las políticas ade-
cuadas para alcanzar estos objetivos y metas acep-
tados universalmente. Sin embargo, después del 
derrumbe del Pacto de Varsovia y la desintegración 
de la Unión Soviética, pareció haber un acuerdo ge-
neralizado de que el libre comercio y la liberalización 
económica eran el camino indicado.

Así, la Organización Mundial del Comercio, 
creada en 1995, anuncia en su portal que “la aper-
tura de los mercados nacionales al comercio inter-
nacional […] fomentará y favorecerá el desarrollo 
sustentable, mejorará el bienestar de las personas, 
reducirá la pobreza y promoverá la paz y la esta-
bilidad”. De la misma manera, el primero de los 
Convenios Constitutivos del Banco Mundial, con 
sus modificaciones de 1989, establece como un 
fin principal: “Promover el crecimiento equilibrado 
y de largo alcance del comercio internacional, así 
como el mantenimiento del equilibrio de las balan-
zas de pagos, alentando inversiones internaciona-
les para fines de desarrollo de los recursos produc-
tivos de los miembros, ayudando así a aumentar la 

1 La Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo, conocida por el nombre de su presidenta, la ex 
primera ministra de Noruega Gro Harlem Brundtland, emitió 
el informe llamado Nuestro Futuro Común que sirvió de 
inspiración para las deliberaciones de la Cumbre de la Tierra.

productividad, elevar el nivel de vida y mejorar las 
condiciones de trabajo en sus territorios”2.

Estas dos poderosas instituciones internacio-
nales han determinado las políticas económicas de 
los países en desarrollo a lo largo de los dos últimos 
decenios a través de sus decisiones sobre el co-
mercio internacional y por medio de las condiciones 
que imponen a sus préstamos para las economías 
endeudadas. Ambas coinciden abiertamente en que 
el comercio y el crecimiento económico son los ob-
jetivos fundamentales de sus políticas y las contri-
buciones fundamentales al desarrollo sustentable 
de sus países miembros.

Y han alcanzado los siguientes objetivos: las ex-
portaciones mundiales totales se multiplicaron casi 
cinco veces en 20 años, creciendo de un valor total 
de 781 mil millones de USD en 1990 a 3,7 billones en 
2010. En el mismo lapso, el habitante promedio del 
mundo más que duplicó sus ingresos, de 4,08 USD 
por año en 1990 a 9,12 USD por año en 2010.

El déficit en dignidad
Estos indicadores apuntan a una abundancia mun-
dial de recursos, que son suficientes para cubrir las 
necesidades fundamentales de los 7.000 millones 
de habitantes del mundo. Sin embargo, demasia-
dos padecen hambre. Según el informe 2010 de la 
Organización para la Alimentación y la Agricultura, 

2 BIRF, Convenios Constitutivos (16 de febrero de 1989), <web.
worldbank.org/WBSITE/EXTERNAL/BANCOMUNDIAL/QUIEN
ESSOMOS/0,,contentMDK:20440513~menuPK:950571~page
PK:64057863~piPK:242674~theSitePK:263702,00.html>.

850 millones de personas del mundo sufren subnu-
trición, y esa cifra está creciendo por el aumento en 
el precio de los alimentos.

A fin de monitorear las tendencias en materia de 
necesidades insatisfechas en todo el mundo, Social 
Watch ha desarrollado un Índice de Capacidades 
Básicas3 que combina las tasas de mortalidad in-
fantil, el número de partos atendidos por personal 
especializado y las tasas de matriculación en la es-
cuela primaria. Tomados en conjunto estos indica-
dores de bienestar básico dan nociones de lo que 
debería ser considerado un “piso social mínimo”. 
Sumados deberían llegar al 100%, lo que significa 
que ningún niño dejaría de estar matriculado en la 
escuela, ninguna mujer debería dar a luz sin atención 
profesional y ningún niño nacido vivo – o menos del 
1% – debería morir antes de su quinto cumpleaños, 
pues la causa principal de esas muertes evitables es 
la malnutrición y la pobreza.

Los indicadores computados en el ICB son 
parte de metas acordadas internacionalmente, que 
reflejan un piso social mínimo que debería lograrse. 
Por debajo, hay un déficit de dignidad. La Carta de 
las Naciones Unidas y la Declaración Universal de 
Derechos Humanos tenían la meta de lograr dignidad 
para todos y ese fue el compromiso que asumieron 
los líderes mundiales en la Declaración del Milenio.

Pero el mundo está muy lejos de lograr estos 
objetivos básicos. El ICB solo subió 7 puntos entre 
1990 y 2010, lo que es un avance muy pequeño. 

3 Véase más sobre el Índice de Capacidades Básicas en las 
páginas 45 a 49 de este informe.
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En ese período el progreso fue mejor en la primera 
década que en la segunda, ya que aumentó cuatro 
puntos porcentuales entre 1990 y 2000, y apenas 
tres puntos porcentuales entre 2000 y 2010. Esta 
tendencia es opuesta a la que mostraron el comercio 
y los ingresos, pues ambos crecieron más rápida-
mente después de 2000 que en la década anterior 
(ver la gráfica). Esta desaceleración del progreso en 
los indicadores sociales después de comenzado el 
nuevo siglo, y a pesar del crecimiento sostenido de la 
economía mundial y de los compromisos mundiales 
para acelerar el progreso social y alcanzar los ODM, 
es sorprendente. 

Esta situación solo puede empeorar, en la medi-
da en que la mayor parte de los países desarrollados 
enfrentan una severa crisis financiera y económica, 
que se ha propagado por todo el mundo. Las polí-
ticas fiscales de austeridad, que recortan el presu-
puesto social, comenzaron a ser implementadas en 
los países afectados por deudas, y ahora se disemi-
nan incluso a países que no sufren de problemas 
de deudas o déficit fiscal. Según un estudio� de la 
división de Políticas y Planificación de UNICEF, la 
organización de las Naciones Unidas para la infancia, 
de un total de 128 países en desarrollo relevados, 
más de 90 implementaron medidas de austeridad 
en 2011, o planeaban implementarlas en 2012. En 
al menos un cuarto de ellos, la contracción fue con-
siderada “excesiva”, lo que significa que los gastos 
fueron reducidos por debajo de los niveles previos a 
la crisis. Esto tendrá un impacto directo en el bienes-
tar de los niños y sus familias.

La razón evidente de este mal desempeño de 
los indicadores sociales, incluso cuando la econo-
mía muestra tendencias positivas, es la creciente 
desigualdad en el seno de los países, y entre ellos 
mismos. Según el ejemplar de septiembre de 2011 
de “Finanzas y Desarrollo”, una publicación del Fon-
do Monetario Internacional: “En 2010, el ingreso 
real per cápita era 65% y 77% superior al de los años 
ochenta en Estados Unidos y el Reino Unido, res-
pectivamente. En el mismo período, la desigualdad 
aumentó de 35 a 40 o más puntos Gini en Estados 
Unidos y de 30 a aproximadamente 37 puntos Gini 
en el Reino Unido, debido a fuertes fluctuaciones 
negativas en la distribución del ingreso. En general, 
de mediados de los años ochenta a mediados de la 
década de 2000, la desigualdad subió en 16 de los 
20 países ricos de la OCDE”. El coeficiente Gini es el 
indicador de desigualdad más usado, y varía entre 0, 
cuando todos tienen ingresos iguales, y 1, cuando 
una sola persona recibe toda la riqueza de una so-
ciedad. Brasil es uno de los pocos países donde las 
desigualdades han disminuido en la última década, 
desde más de 60 hasta casi 55 puntos. El mundo en 
su totalidad es más desigual que cualquier país, con 
un Gini de casi 70. 

De esta manera, cifras fidedignas demuestran 
que la prosperidad no se “derrama”. Solía ser de 
sentido común pensar que el crecimiento econó-
mico beneficia a los pobres, que cuando sube la 
marea todos los barcos flotan, o que es necesario 
agrandar el pastel para poder repartirlo, pero las 
tendencias de los indicadores sociales parecen 

mostrar lo contrario. Y muchos miembros de la red 
Social Watch en todo el mundo informan exacta-
mente lo mismo.

Crecimiento a cualquier costo
El crecimiento económico es una prioridad de todos 
los gobiernos. Algunos lo consideran una prioridad 
fundamental de sus políticas porque el crecimiento 
fue tan bajo o incluso decayó durante la crisis finan-
ciera global que empezó en 2008. Otros lo tienen en 
abundancia, incluso varios países africanos como 
Zambia y Camerún, gracias al aumento de los pre-
cios de los productos básicos. Pero ese crecimiento 
no beneficia a la mayoría de la población. En Zambia 
y Mozambique, y también en países tan distintos 
como Armenia, Azerbaiyán, Bolivia, Chile, Ecuador y 
Vietnam, el principal motor del crecimiento son las 
industrias extractivas. En un esfuerzo por atraerlos, 
se ha exonerado a los inversores de los requisitos 
de seguridad y rendimiento, y el resultado ha sido 
el deterioro ambiental sin beneficios sociales. La 
descripción de la situación en Vietnam se repite en 
países de todas las regiones: “El rápido crecimiento 
económico (…) produce claros impactos ambien-
tales, pero pese a que la legislación que protege el 
ambiente es fuerte, su implementación es a menudo 
débil”. 

“A medida que crecen la economía, la población 
y la urbanización”, continua el informe de Vietnam, 
“las principales amenazas para el medio ambiente 
son, entre otras, la sobreexplotación de los bosques, 
la pérdida de tierras cultivables, la contaminación del 
agua y el aire, la erosión del suelo por formas de uso 
no sustentables, la pérdida de biodiversidad por los 
cazadores furtivos en los parques nacionales y otros 
factores como la degradación de las zonas costeras 
y el impacto de la minería

Lo mismo sucede en otros lugares. En Tailan-
dia, por ejemplo, los esfuerzos sin tregua por lograr 
crecimiento económico han producido que en las 
aldeas se esté produciendo un corrimiento desde 
la agricultura de subsistencia a un creciente inte-
rés por el ingreso monetario. De esta manera, los 
tailandeses ahora enfrentan “la rápida degradación 
de los recursos marinos y costeros y las diversas 
consecuencias de la urbanización y el desarrollo de 
la industria y el turismo”.

Y en Mozambique: “Los beneficios del creci-
miento económico no han llegado a quienes más los 
necesitan en tanto los pobres siguen empobrecién-
dose más y más.”

No puede sorprender que los integrantes de la 
red estén alarmados. En Argentina, por ejemplo, les 
parece “paradójica” la promoción de las inversiones 
“a cualquier costo” para garantizar el crecimiento, al 
tiempo que se aprueban políticas de protección am-
biental. Los miembros de la red en Finlandia van más 
lejos y sugieren que: ”Se ha vuelto impostergable un 
debate franco sobre las cuestiones fundamentales 
del bienestar, la igualdad y el desarrollo, que incluya 
la necesidad de renunciar a la búsqueda permanente 
del crecimiento material.”

A pesar de todas las teorías y los modelos, la 
desigualdad es el motivo por el que la pobreza no re-

trocede, o lo hace muy lentamente, aun en países con 
rápido crecimiento económico. Al darles mas dere-
chos a las grandes empresas sin las obligaciones 
correspondientes, la globalización ha exacerbado las 
desigualdades en el seno de los países y entre ellos.

La desigualdad es la preocupación dominante 
en los informes de Hungría y la República Dominica-
na, pero el mismo problema aparece en la mayoría de 
los aportes nacionales para este informe mundial de 
Social Watch 2012. Tanto en los países ricos como 
en los pobres, solo una pequeña mayoría se benefi-
ció del excelente desempeño económico del mundo 
hasta la crisis financiera de 2008. Y en ese momento 
se pidió a quienes no se beneficiaron del auge que 
ayudaran a pagar el rescate financiero de los bancos 
de los países más ricos, que se habían vuelto “dema-
siado grandes para fracasar.”

Como era de esperar, la crisis económica y sus 
costos sociales y ambientales son un problema fun-
damental en la mayoría de los informes europeos, 
especialmente los de la República Checa, Polonia 
y Eslovenia.

El crecimiento económico requiere energía, y 
la energía está en el centro de muchos de los pro-
blemas que denuncian en este informe las coali-
ciones nacionales de Social Watch. Se identifica la 
extracción de petróleo con la contaminación, pero 
varios testimonios sugieren que fuentes de energía 
supuestamente “más limpias”, como las represas 
hidroeléctricas, tienen sus problemas. 

En Malasia, donde el objetivo nacional oficial es 
alcanzar la condición de país desarrollado para 2020, 
se está inundando toda una zona de selva tropical y 
por lo menos 15 comunidades han sido trasladadas 
para construir una enorme represa hidroeléctrica. 
Los integrantes de la red en Malasia consideran que 
esto es insostenible e “irresponsable”, a la vez que 
advierten sobre la “pérdida de especies endémicas 
y (el) aumento del descontento social” En Brasil y 
México se trabaja en la planificación o construcción 
de inmensos megaproyectos hidroeléctricos. En Ca-
merún la represa Lom-Pangar desplazará a miles de 
personas y destruirá uno de los ecosistemas más 
ricos del mundo.

Los biocombustibles, frecuentemente consi-
derados “verdes”, son una causa importante de al-
teración ambiental en Colombia, donde el gobierno 
apoya el monocultivo agroindustrial (fuente de los 
biocombustibles) que está llevando al desplazamien-
to de poblaciones enteras de pequeños agricultores. 
Como si esto fuera poco, la situación ni siquiera es 
consecuencia de la demanda local sino que responde 
a las necesidades de los Estados Unidos, subsidia-
das por préstamos de los bancos multilaterales de 
desarrollo.

En Guatemala el monocultivo es la caña de azú-
car, también fuente muy importante de biocombus-
tibles, y su cultivo industrial también ha producido 
desplazamientos de población, violaciones de dere-
chos humanos y deforestación.

En Nicaragua el culpable es el café. El país ne-
cesita exportarlo para obtener efectivo y el desarrollo 
de este cultivo está agotando la fertilidad del suelo, 
contaminando los recursos hídricos y promoviendo 
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la deforestación, al tiempo que los campesinos se 
ven desplazados de las tierras que siempre ocu-
paron.

En Sri Lanka la deforestación es otra conse-
cuencia del conflicto armado; y en la República Cen-
troafricana se ha constatado la pérdida de 30.000 
hectáreas de selvas tropicales vírgenes por la pre-
sión de los agricultores, a su vez producida por se-
quías en las regiones norte, noreste y este que antes 
eran conocidas por su producción agrícola.

La desertificación aparece reiteradamente en 
los informes como un problema fundamental, espe-
cialmente en África. En Nigeria casi 350.000 hectá-
reas de tierra laborable se pierden anualmente ante 
el avance del desierto, como resultado de las sequías 
y la sobreexplotación humana, el pastoreo excesivo 
y la irrigación insuficiente, prácticas que se originan 
en las condiciones socioeconómicas durísimas en 
que vive la población.

El cambio climático también es la causa fun-
damental del desastre opuesto, las inundaciones 
catastróficas que asolaron América Central en 2011 
y Benín en 2008 y 2010, produciendo destrucción 
de cultivos y brotes de cólera, meningitis y fiebre 
amarilla.

En Ghana, los integrantes de la red describen el 
impacto del cambio climático como: “condiciones 
meteorológicas más cálidas, precipitaciones esta-
cionales reducidas o aumentadas, cambios en los 
patrones de precipitación, inundaciones, marejadas, 
olas de marea y un aumento del nivel del mar que 
causa inundaciones y erosión de la costa. Su resul-
tado es una disminución de la seguridad alimentaria, 
un aumento de enfermedades transmitidas por el 
agua o por vectores, pérdidas económicas impor-
tantes a causa de las crisis climáticas y el desplaza-
miento de la población”.

Hasta los gobiernos que han sido pioneros 
en reconocer el problema tienen dificultades para 
mantener políticas coherentes. Bolivia, paladín 
entre los países en desarrollo de la lucha contra 
el cambio climático, depende fuertemente de la 
producción de petróleo y gas para financiar sus 
estrategias contra la pobreza. En Alemania, como 
parte de las estrategias para contener la crisis fi-
nanciera europea, se está reduciendo el subsidio 
para la energía solar, y la partida para compen-
sar económicamente a los países afectados por el 
cambio climático ha desaparecido del proyecto de 
presupuesto para 2011.

Carbón y espacio
Uno de los países más afectados por el cambio cli-
mático es Bangladesh, donde las precipitaciones 
e inundaciones ya están produciendo escasez de 
alimentos y millones de personas están en riesgo de 
volverse “migrantes climáticos.”

Paradójicamente, Bangladesh es uno de los 
países que menos ha contribuido al problema, pues 
sus emisiones de carbono per cápita están entre las 
más bajas del mundo.

La gráfica en la página 46 muestra, precisamen-
te, la clasificación de países según las emisiones de 
CO2 procedentes de combustibles fósiles en su eje 

horizontal, y su Índice de Capacidades Básicas en 
el eje vertical.

Esta gráfica muestra que mientras el 13% de 
la población produce el 50% de las emisiones de 
carbono, 45 países con una población total de 1.200 
millones de personas han logrado alcanzar indica-
dores sociales mejores que el promedio mundial 
con emisiones de CO2 (per cápita) procedentes de 
combustibles fósiles inferiores al promedio mun-
dial. Ninguno de ellos está clasificado como país de 
“ingreso alto”. Sin embargo, los miembros de ese 
grupo de los “limpios y virtuosos” no reciben reco-
nocimiento ni compensación por este logro. Al con-
trario, en forma semejante a otros países de ingresos 
medianos y los considerados “menos adelantados”, 
con frecuencia sucede que el espacio en que pueden 
hacer opciones de políticas nacionales para alcanzar 
un desarrollo sustentable se ve comprimido por de-
mandas externas, condiciones e imposiciones que 
los empujan a tomar medidas como el recorte de 
tasas impositivas y del gasto en servicios sociales.

La gráfica también muestra que no hay rela-
ción directa entre más progreso en los indicadores 
sociales y las emisiones de CO2. Con emisiones de 
dióxido de carbono de tres toneladas per cápita por 
año, Costa Rica y Uruguay han logrado reducir su 
tasa de mortalidad infantil al mismo nivel que un 
país que emite 20 toneladas al año: Estados Unidos. 
Al mismo tiempo y con el mismo nivel de emisiones 
que Noruega, Sudáfrica tiene indicadores sociales 
similares a los de Indonesia, que consume cinco 
veces menos combustibles fósiles.

Entre 1990 y 2000 el índice mundial de capa-
cidades básicas mejoró cinco puntos (de 79 a 84) 
en tanto las emisiones mundiales per cápita de CO2 
procedentes de combustibles fósiles en realidad 
disminuyeron de 4,3 a 4,1 toneladas equivalentes 
de carbón. En la primera década del siglo XXI, las 
emisiones mundiales de CO2 aumentaron a 4,6 to-

neladas per cápita pero los indicadores sociales solo 
subieron tres puntos.

La cantidad de gases de efecto invernadero en 
la atmósfera, causantes del calentamiento global, 
llegó a su máximo registrado en 2010, y la tasa de 
aumento se ha acelerado, según informa la Orga-
nización Meteorológica Mundial. Los científicos 
atribuyen el aumento continuado de los niveles de 
dióxido de carbono, responsable de las dos terceras 
partes del calentamiento global, a la quema de com-
bustibles fósiles, la deforestación y los cambios en 
el uso de la tierra.

Los países con emisiones de CO2 muy por 
debajo de los promedios mundiales y una clasifi-
cación baja en los indicadores sociales sostienen 
que necesitan más “espacio” para producir una 
mayor cantidad de emisiones y así garantizar que 
mejore el bienestar de sus pobladores. Si bien este 
argumento es sólido, especialmente porque los 
países de la OCDE ya han utilizado más de la justa 
porción que les corresponde del “espacio atmos-
férico” para emisiones. Sin embargo, la evidencia 
empírica muestra que algunos países han logrado 
llevar sus indicadores sociales a niveles compara-
bles con el promedio de los países de la OCDE pro-
duciendo menos de la mitad del promedio mundial 
de emisiones. A su vez, los miembros de la OCDE 
no solo consumen mucho más que el promedio 
mundial sino que han contribuido históricamente 
a la acumulación de gases de efecto invernade-
ro en la atmósfera y por tanto ya han agotado su 
porción del espacio atmosféricSi el logro de un 
nivel de dignidad en el disfrute de los derechos so-
ciales, económicos y culturales es compatible con 
la sostenibilidad y puede hacerse con los recursos 
existentes, no realizarlo es una falta ética y además 
una amenaza al sistema mundial, que cada vez más 
se percibe como injusto y diseñado para crear más 
y más desigualdad, y por tanto ilegítimo.
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FIGURA 2

Promedio mundial de emisiones de CO2 procedentes de combustibles fósiles  
y el índice de Capacidades Básicas
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Los derechos como fundamento  
del desarrollo sustentable
Cuando faltan los derechos civiles y políticos bási-
cos, la sociedad civil no puede organizarse de forma 
pacífica, las personas no logran hacerse oír, y las po-
líticas gubernamentales pierden calidad. En Eritrea, 
“el infierno de Africa”, y Burma, es explícita la nece-
sidad de gobernanza democrática como condición 
previa para el desarrollo, mientras que en Palestina 
no se puede ignorar que el desarrollo es imposible 
mientras dure la ocupación extranjera, y en Yemen 
es evidente que “poco puede avanzar el país hacia 
un desarrollo sustentable mientras se mantenga su 
situación actual, al borde de la guerra civil, la ham-
bruna o la catástrofe social.”

Sin embargo, la sociedad civil es extraordi-
nariamente resistente y demuestra su creatividad 
en cuanto tiene la menor oportunidad. En Irak las 
manifestaciones que sacudieron el país en febrero 
de 2011, reclamando la eliminación de la pobreza, 
el desempleo y la corrupción, muestran que los ciu-
dadanos iraquíes están empezando a desempeñar 
un papel nuevo en una sociedad donde antes se re-
primía violentamente la participación democrática, o 
se la silenciaba totalmente. A pesar de que persiste 
el marco de inseguridad y con libertades civiles muy 
insuficientes, las organizaciones de la sociedad civil 
crecen y desempeñan un papel cada vez más impor-
tante en el desarrollo del país y con su participación 
en el levantamiento democrático regional de la “pri-
mavera árabe”.

En Kenia, después de muchos años de esfuer-
zos por lograr la soberanía y la ciudadanía plenas, 
los ciudadanos por fin lograron negociar una consti-
tución innovadora en 2010. Su enfoque de los dere-
chos fundamentales, la participación y la responsa-
bilidad ante los ciudadanos sienta las bases para de-
finir el papel del Estado como decisivo para construir 
una economía que pueda cumplir con la promesa de 
equidad, y derechos sociales y económicos básicos. 
La nueva constitución también representa un paso 
adelante en términos ambientales pues establece el 
derecho de todos los kenianos a un medio ambiente 
limpio y saludable.

En Bolivia y Ecuador, procesos de reforma 
constitucional apoyados por amplias mayorías han 
fortalecido los derechos de los pueblos indígenas 
y, en lugar de usar el lenguaje del “desarrollo sus-
tentable”, se han inspirado en su propia cultura para 
consagrar los derechos de Pachamama (la Madre 
Tierra) en la constitución. Sin embargo, como ex-
plican los integrantes de nuestra red, es necesaria 
una lucha continua para proteger esos derechos de 
los estragos causados por la búsqueda incesante del 
crecimiento económico. Los asuntos ambientales 
fueron muy importantes en la lucha de Bulgaria por 
la democracia, según recuerdan los integrantes de la 
red en ese país. Ahora, después de años de creciente 
apatía, más y más gente se está ocupando de los 
asuntos ambientales. La introducción de organis-
mos modificados genéticamente (OMG) en el merca-
do y varias fallas en la implementación del programa 
NATURA 2000 para la conservación de las áreas na-
turales se han vuelto dos temas fundamentales para 

el debate político y la movilización de los ciudadanos. 
En Italia, aun cuando el desarrollo sustentable nunca 
integró las prioridades del gobierno Berlusconi, la 
sociedad civil promovió referendos exitosos (contra 
la energía nuclear, la privatización forzosa del agua 
y otros servicios públicos y contra la inmunidad del 
Primer Ministro frente a la justicia) que llevaron a 
casi 27 millones de italianos a las urnas y lograron 
orientar el país hacia una dirección más sostenible.

En algunos países, entre ellos Serbia y El Salva-
dor, organizaciones de la sociedad civil se hacen oír 
en apoyo de políticas de desarrollo sustentable que 
han contribuido a formular por medio de consul-
tas públicas. Sin embargo el éxito no es un hecho, 
pues depende de “la implementación, supervisión 
y aplicación, la concientización y el logro de apoyo 
político”.

desarrollo sustentable: ¿objetivos  
o derechos?
Con su monitoreo de los esfuerzos contra la pob-
reza y las estrategias de desarrollo a nivel nacional e 
internacional, Social Watch ha observado, tal como 
hemos resumido, que no hay una correlación entre 
los indicadores económicos y los de bienestar social. 
Por lo tanto urge revisar las estrategias económicas 
para alcanzar los objetivos de desarrollo sustentable 
pactados internacionalmente y lograr que los dere-
chos humanos sean una realidad para todos.

Hace veinte años, los líderes del mundo reuni-
dos en Río en la Cumbre para la Tierra afirmaron eso 
mismo al declarar que “las causas principales de que 
continúe el deterioro del medio ambiente mundial 
son los patrones insostenibles de consumo y pro-
ducción, particularmente en los países industrializa-
dos […] que agravan la pobreza y las disparidades”. 
Esto es tan cierto hoy en día como lo fue en 1992.

Los bienes públicos mundiales no pueden ser 
producidos por un solo Estado actuando en forma 
independiente, e incluyen la conservación de las fun-
ciones de la atmósfera y los océanos como soporte 
vital (amenazadas por el cambio climático mundial) 
o la fiabilidad y estabilidad del sistema financiero 
mundial que es indispensable para el comercio y el 
desarrollo pero está amenazado por la especulación 
descontrolada, la volatilidad de las divisas y las crisis 

de la deuda. El fracaso en brindar esos bienes públi-
cos tiene efectos sobre los medios de vida de miles 
de millones de personas en todo el mundo y pone en 
riesgo el único bien público que inspiró la creación 
de las Naciones Unidas: la paz mundial.

 Además, a pesar de las recomendaciones for-
muladas por la Cumbre de la Tierra para la elabo-
ración de indicadores del desarrollo sustentable y 
de todo lo que se ha trabajado en este tema desde 
entonces, la comunidad internacional todavía carece 
de los indicadores acordados que permitan medir 
la sostenibilidad de los bienes públicos que debe 
vigilar.

El informe de la Comisión Stiglitz-Sen-Fitoussi4 
sugiere claramente que los indicadores de bienestar 
y sostenibilidad tienen una naturaleza diferente y los 
compara con el tablero de un automóvil, que muestra 
la velocidad y el combustible restante por separado. 
Uno informa sobre el tiempo que se necesita para 
llegar a un destino, el otro se refiere a un recurso 
necesario que se va consumiendo y que puede ter-
minarse antes de llegar al destino.

El marco de los derechos humanos fija obje-
tivos claros para los indicadores de bienestar. Los 
derechos a la alimentación, la salud y la educación 
imponen la obligación de lograr la asistencia de to-
dos los niños a centros de enseñanza, la disminución 
de la mortalidad infantil a menos de 10 por 1000 
nacimientos vivos (pues toda cifra de mortalidad 
superior está vinculada a la malnutrición y la po-
breza), la atención de todos los partos por personal 
especializado, el acceso universal al agua potable y el 
saneamiento e incluso el acceso universal a servicios 
de teléfono e Internet5. Básicamente los primeros 
seis objetivos de los ODM pueden ser interpretados 
como un llamado a cumplir con los derechos que 
existen en virtud del Pacto Internacional sobre Dere-

4 Informe de la Comisión sobre la Medición del Desempeño 
Económico y el Progreso Social, 2009. Disponible en <www.
stiglitz-sen-fitoussi.fr>

5 Artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos: Todo individuo tiene derecho a la libertad de 
opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser 
molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir 
informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación 
de fronteras, por cualquier medio de expresión.

Hay dos ciencias modernas cuyo nombre contiene la palabra griega oikos (casa). La ecología 
es la ciencia que estudia las relaciones de los seres vivos entre sí y con su medio ambiente. La 
ecología puede establecer los límites por encima de los cuales una actividad determinada puede 
causar daños irreversibles. La ciencia que se ocupa de la relación entre los recursos limitados 
y los deseos humanos ilimitados es la economía. En 1932 Lionel Robbins definió la economía 
como “la ciencia que analiza el comportamiento humano como la relación entre unos dados y 
medios escasos que tienen usos alternativos”.

Lo novedoso no es el concepto de límites. La “novedad” – y la urgencia – radica en que 
las actividades humanas han llegado a límites globales, y que por eso se necesitan estrategias 
pactadas mundialmente.

ECOLOgíA y ECOnOmíA
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chos Económicos, Sociales y Culturales (los DESC). 
Y los derechos humanos requieren el cumplimiento 
de otros objetivos no incluidos en los ODM, como 
el derecho a la seguridad social (artículo 22 de la 
Declaración Universal), que hoy se reconocen como 
la base de un “piso social mínimo”.

El discurso del desarrollo nacional e internacio-
nal no debería versar sobre la elección de algunos 
objetivos como prioritarios, pues todos ya han sido 
acordados, sino sobre cuándo se los irá alcanzando. 
Según el Pacto sobre los DESC, la realización de esos 
derechos es una responsabilidad de los gobiernos 
“tanto por separado como mediante la asistencia y 
la cooperación internacionales, especialmente eco-
nómicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos 
de que disponga”. El establecimiento de prioridades 
para el “máximo de los recursos de que [se] dis-
ponga” también se aplica a la ayuda internacional. 
Para cumplir la tarea de vigilar el uso eficiente de 
los máximos recursos disponibles (incluso los que 
surgen de la cooperación internacional) se debería 
fortalecer el mecanismo de Examen Periódico Uni-
versal del Consejo de Derechos Humanos. Además, 
se debería ratificar la Protocolo Facultativo del Pacto 
sobre DESC, a fin de que los ciudadanos puedan 
reclamar sus derechos ante la justicia, y es preciso 
que las agencias bi y multilaterales de desarrollo 
sean responsables por sus impactos sobre los de-
rechos humanos.

En cambio, los indicadores de sostenibilidad 
se refieren al agotamiento de ciertas reservas o 
bienes no renovables. Cuando integran el patrimo-
nio natural de la humanidad se necesitan acuerdos 
internacionales para garantizar la sostenibilidad. A 
diferencia del bienestar humano, que se puede for-
mular en términos de objetivos, es preciso abordar 
la sostenibilidad en términos de límites. Los límites 
pueden ser formulados como una prohibición ab-
soluta de ciertas actividades, como la prohibición 
de capturar ballenas o la de emitir gases que agoten 
el ozono (Protocolo de Montreal), o pueden esta-
blecer cuotas para asegurar el no agotamiento de 
recursos, asignándolas a los actores económicos 
por medio de mecanismos propios del mercado o 
ajenos a él y que respeten los principios de equidad 
y solidaridad.

Se debe trabajar más en el ámbito internacio-
nal, por ejemplo, sobre el tema de los pesqueros, 
para evitar un mayor agotamiento de especies que 
son imprescindibles para alimentar a millones de 
personas. Pero sobre todo se necesita un acuerdo 
ambicioso para un segundo período de compromiso 
del Protocolo de Kyoto que limite el aumento de la 
temperatura a bastante menos de 1,5º a fin de evitar 
un cambio climático catastrófico y garantizar que 

la drástica reducción de las emisiones se comparta 
de forma justa, en función de las responsabilidades 
comunes pero diferenciadas y la responsabilidad 
histórica.

Cualquier formulación de “objetivos de desa-
rrollo sustentable” que no incluya metas adecuadas 
sobre el cambio climático o deje de abordar los as-
pectos de derechos humanos y de sostenibilidad de 
manera simultánea y equilibrada, corre el riesgo de 
hacer descarrilar el programa de desarrollo susten-
table sin beneficios compensatorios.

En lugar de establecer nuevos objetivos, lo que 
se necesita es un sistema de vigilancia y responsa-
bilidad que pueda lograr que todos los gobiernos, 
del Norte y del Sur, estén sometidos a una revi-
sión de sus obligaciones en el ámbito nacional y 
al mismo tiempo genere el derecho a pedir apoyo 
cuando se cumple con esas obligaciones naciona-
les pero los recursos disponibles siguen siendo 
insuficientes.

El principio del “trato especial y diferenciado” 
para los países en desarrollo está consagrado en 
los acuerdos de la OMC por los mismos motivos, 
pero en la práctica rara vez se aplica. El concepto 
de “responsabilidad histórica” mencionado en el 
preámbulo de la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre Cambio Climático va más lejos.

En el sistema actual de comercio internacional, 
cuando un país no cumple con sus obligaciones, 
el país afectado no puede imponer un cambio en 
los aranceles o subsidios que lo perjudican (pues 
eso sería una violación de la soberanía) pero puede 
tomar represalias hasta el nivel que determine un pa-
nel de árbitros. Puede imaginarse una construcción 
parecida, en la que un país que no pudiera obtener 
mediante “la asistencia y la cooperación internacio-
nales” los recursos adicionales que necesita para 
cumplir con sus obligaciones de derechos humanos, 
pudiera obtener exoneraciones de sus obligaciones 
comerciales y de inversiones al nivel necesario, por 
ejemplo, elevando los aranceles para el comercio in-
ternacional más allá de los que permitirían los acuer-
dos de la OMC, imponiendo obligaciones adicionales 
a los inversores extranjeros sin correr el riesgo de 
juicios en función de los acuerdos de inversión, pos-
tergando los pagos de la deuda, o cualquier otra 
medida que le pareciera necesaria. Estas fórmulas 
de arbitraje no difieren totalmente de las que se pro-
ponen para los países que tienen dificultades con los 
pagos de su deuda externa.

De hecho, el ex Secretario General de la ONU, 
Kofi Annan, ya enunció este principio en su informe 
de 2005, “Un concepto más amplio de la libertad”, 
al proponer que se definiera la sostenibilidad de la 
deuda como el nivel de deuda que permite a un país 

lograr los ODM y llegar a 2015 sin que aumente su 
relación de endeudamiento.

La asistencia financiera y técnica es un solo aspec-
to de las obligaciones de los países desarrollados (y de 
hecho de todos los países, incluso los de ingreso me-
dio, una vez que han logrado un nivel aceptable de cum-
plimiento de las obligaciones en materia de DESC). Los 
países también tienen la responsabilidad internacional 
colectiva de asegurar que la gobernanza de la economía 
global sea consecuente con los derechos humanos. 
Por ejemplo, Cambodia recibe en la actualidad unos 
USD 700 millones por año en AOD, pero ha acumulado 
reservas de USD 2,5 mil millones en los últimos años, 
la mayoría en Bonos del Tesoro estadounidense, lo que 
equivale a que un PMA le haga un préstamo blando a 
uno de los países más ricos del mundo.

¿Puede por esto culparse al Gobierno de Cam-
bodia de desviar recursos muy valiosos en lugar 
de destinarlos a servicios sociales esenciales? Si 
bien esto es una descripción de lo que en realidad 
sucede, esas reservas son necesarias como seguro 
contra los riesgos aún mayores que proceden de la 
especulación y la volatilidad financiera. Los gobier-
nos del G7 y tal vez incluso del G20 tienen mucha 
más responsabilidad por haber creado esos riesgos, 
al liberalizar los flujos financieros y flexibilizar las 
normas del sector financiero. Al no cumplir con su 
responsabilidad de crear un sistema financiero mun-
dial sostenible, los países más poderosos también 
impiden que los gobiernos de los países pobres usen 
los recursos disponibles de manera adecuada.

Es necesario establecer nuevos derechos y me-
canismos institucionales con relación a la sostenibi-
lidad. El Grupo de Reflexión de la sociedad civil sobre 
desarrollo sustentable, constituido por miembros 
de Social Watch, Friedrich Ebert Stiftung, terre des 
hommes y el Global Policy Forum ha identificado 
este déficit de forma incisiva y propone un reconoci-
miento explícito de los derechos de las generaciones 
futuras y los mecanismos para defenderlos (ver pá-
ginas 9 a 16 de este reporte). 

Este “derecho a un futuro” es la tarea más 
urgente del presente. Se trata de la naturaleza, sin 
duda, pero también se trata de nuestros nietos y 
de nuestra propia dignidad, de las expectativas del 
99% de los 7 mil millones de hombres y mujeres del 
mundo, de niñas y niños a quienes hace dos décadas 
se les prometió sostenibilidad, y que en cambio han 
visto que sus expectativas se transforman en fichas 
de un casino financiero mundial que no controlan.

Los ciudadanos de todo el mundo reclaman un 
cambio, y este informe es solo una vía más para que 
se oigan sus voces. El mensaje no puede ser más 
claro: las personas tienen derecho a un futuro, y el 
futuro comienza hoy mismo. n
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declaración de la Sociedad Civil1

A más de tres años de iniciada la crisis financiera 
mundial, la economía planetaria se enfrenta a un 
escenario incierto. 

El mundo no estuvo en ningún momento cerca 
de una “recuperación” del costo en términos de dere-
chos humanos de la crisis financiera. La pobreza 
y la desigualdad han aumentado, y el crecimiento 
económico, en los lugares en los que existió, ha sido 
en gran parte sin trabajo, sin salario y distribuido de 
manera desigual hacia los sectores más pudientes 
de la sociedad.

Mientras el mundo se prepara para lo que 
parece ser una nueva crisis económica, los países 
y los hogares que apenas pudieron hacer frente a 
la última recesión se encuentran ahora en una sit-
uación aún peor, con consecuencias negativas para 
los derechos humanos fundamentales en países ri-
cos y pobres por igual.

Las obligaciones de los Estados acerca de lo 
consagrado en la Carta Internacional de Derechos 
Humanos exigen que los gobiernos evalúen cuida-
dosamente sus respectivas elecciones y cursos de 
acción contra las consecuencias sobre los dere-
chos humanos en lo que respecta a transparen-
cia, formas de participación, no discriminación y 
rendición de cuentas. Únicamente un compromiso 
perdurable de respetar, proteger y cumplir a cabali-
dad con las obligaciones jurídicamente vinculantes 
consagradas en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y los principales tratados inter-
nacionales puede servir de base para las reformas 
que aseguren una economía mundial más sustent-
able, resistente y justa.

Las disminuciones a gran escala de los dere-
chos humanos derivadas de las crisis financieras y 
económicas no son fenómenos inevitables o natu-
rales. La agenda del G-20 en Cannes, de hecho, ofrece 
varias oportunidades viables para los gobiernos – 

individualmente o en concierto con otros – de elegir 
alternativas, caminos centrados en los derechos hu-
manos para una recuperación económica sustentable.

Cuestiones y recomendaciones
La gravedad de los problemas que amenazan hoy 
en día a la economía mundial justifica una respuesta 
coherente y coordinada del Grupo de los 20 para 
estimular sus economías. El prematuro corrimiento 
hacia políticas que buscan mayor austeridad, y la 
consecuente caída en la demanda de productos y 
servicios comerciales, han sido las principales ra-
zones por las que el mundo va a volver a caer en 
una crísis. Las políticas de austeridad amenazan 
con continuar privando a las personas de acceso a 
rentas, empleo y servicios, mientras que la mayor 
parte de sus gobiernos se niegan a establecer un 
sistema justo con el sector privado para compartir 
la carga de la reestructuración de la deuda pública.

Las normas y principios de los derechos hu-
manos ofrecen un marco para el diseño e implement-
ación de estímulos económicos que sean participa-
tivos, transparentes, responsables y no discrimina-
torios, y por lo tanto el G-20 debería implementar 
disposiciones dentro de ese marco. Introducir medi-
das de estímulo sin evaluar adecuadamente sus efec-
tos no es deseable, especialmente cuando puedan 
agregar nuevas cargas al presupuesto público para 
beneficio de empresas de riesgo privadas.

Programas de infraestructura pública que con-
sideren género y medio ambiente están entre las 
medidas que deberían adoptarse para asegurar y 
que cualquier recuperación de beneficios llegue a 
los más necesitados.

Las obligaciones gubernamentales de tomar 
medidas para cumplir con sus responsabilidades 
sobre derechos económicos y sociales no pueden 
ser respaldadas sin una evaluación completa de la 
contribución que el sector financiero hace a los pre-
supuestos públicos a través de los impuestos. En 
general, la liberalización del capital en las últimas 

dos o tres décadas ha significado más impuestos 
indirectos y retrógrados, elevando desproporcion-
adamente la presión fiscal sobre los hogares más 
pobres y sobre los de ingresos medios.

La escala y complejidad de las instituciones 
financieras es otro problema acuciante. Grandes 
firmas financieras, algunas de ellas operativas en 
docenas de áreas de competencia, han resistido con 
éxito las peticiones para que redujeran su compleji-
dad o tamaño. Estas firmas son capaces de obtener 
ganancias de las desarticulaciones regulatorias e 
impositivas que su posición hace posibles, mientras 
que su complejidad y tamaño limitan las posibi-
lidades de que los riesgos resultantes puedan ser 
aliviados sin interrumpir actividades esenciales de 
la banca en caso de un colapso. El G-20 debe tomar 
medidas para solucionar este problema ya que se 
relaciona con instituciones financieras de importan-
cia sistémica, inclusive a través de intervenciones 
regulatorias directas que desarmen grandes em-
presas. Resulta especialmente importante que los 
miembros del G-20 se pongan de acuerdo acerca 
de la aplicación de una tasa a las transacciones fin-
ancieras, y que asuman el claro compromiso de 
utilizar este nuevo ingreso para cumplir con sus 
obligaciones relativas a los derechos humanos. Los 
gobiernos deben tomar medidas decisivas para co-
operar a nivel internacional con el fin de garantizar 
la transparencia y la responsabilidad mutua en la 
movilización de capitales internos.

Además, los gobiernos deberían hacer cumplir 
las regulaciones bancarias que reconocen plena-
mente el deber de los Estados de prevenir, proteger 
de y proporcionar soluciones eficaces para las in-
fracciones a los derechos humanos cometidas por 
actores particulares, incluyendo el sector financiero. 
En el corto y mediano plazo, los gobiernos deben 
verse plenamente facultados para considerar las 
regulaciones de los servicios bancarios como una 
herramienta esencial para la mejora de los derechos 
humanos de todos. n

Los derechos humanos deberían estar en el corazón  
de la recuperación económica

1 Extraído de la Declaración de la Sociedad Civil para los 
Líderes del Grupo de los 20 sobre la Incorporación de 
los Derechos Humanos en el Reglamento Financiero 
(Octubre, 2011). Para la declaración completa y la lista 
de organizaciones firmantes ver: <www.coc.org/rbw/
g20-asked-uphold-human-rights-responsibilities-finance-
november-2011>.

El mundo aún padece las consecuencias de la crisis financiera de 2008, sin tener a la vista una recuperación real. Únicamente un compromiso 
perdurable por respetar, proteger y cumplir cabalmente las obligaciones jurídicamente vinculantes de lo consagrado en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y en los principales tratados internacionales, puede servir de base para las reformas que aseguren 
una economía mundial más sustentable, resistente y justa. Los líderes del G20 deben aplicar reformas dirigidas a prevenir que la actividad 
especulativa en los mercados financieros socave el disfrute de los derechos humanos. También deberán ponerse de acuerdo en aumentar la 
presión fiscal en el sector bancario, y  cooperar para promover la transparencia y la mutua rendición de cuentas en la movilización de ingresos. 
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Civil Society reflection group on global development1 

El mundo necesita un cambio fundamental. Vivimos 
en un mundo en crisis. Demasiadas personas están 
siendo sacudidas por los altibajos globales, un ca-
sino mundial que apuesta nuestros medios de vida, 
nuestra seguridad, nuestro futuro y nuestro planeta.

Vivimos en un mundo donde el 20% de la pob-
lación disfruta de más del 70% de los ingresos totales 
y aquella población del quintil más bajo recibe solo el 
2% del ingreso mundial. Las ganancias provenientes 
del crecimiento económico y la globalización han 
sido compartidas de manera desigual. En la mayoría 
de los países, los ricos se han vuelto más ricos a 
expensas de la clase media y de los grupos de bajos 
ingresos. El crecimiento económico sin restricciones 
ha aumentado aún más las desigualdades sociales, 
habiéndose inclusive generado los recursos para 
que suceda lo contrario y para financiar el acceso 
más equitativo a los servicios públicos y esenciales. 
La persistencia de la pobreza, el desempleo, la ex-
clusión social y de mayores niveles de desigualdad 
representan una amenaza para los sistemas de aten-
ción, cohesión social y estabilidad política.

Vivimos en un mundo en el que el 50% de las 
emisiones de carbono son generadas por el 13% de 
la población. La rápida propagación de modelos de 

producción y consumo no sustentables, está vincu-
lada al rápido agotamiento de los recursos naturales, 
incluyendo el agua potable, así como también a la 
desigual distribución de los “beneficios” del crec-
imiento económico que habían sido prometidos y 
de la expansión del comercio. Estos modelos han 
conducido al calentamiento global que provoca el au-
mento en los niveles del mar, una mayor frecuencia 
de condiciones climáticas extremas, desertificación 
y deforestación. Para la biodiversidad, la pérdida 
de patrimonio medioambiental es permanente. He-
mos superado los límites ecológicos e ignorado los 
límites planetarios. Debido a la amenaza del cambio 
climático, ya estamos viviendo en un tiempo pres-
tado. Sin embargo, nos negamos a reducir las emi-
siones y a asignar los escasos recursos a quienes 
aún no han sido beneficiados por su explotación.

Demasiado a menudo las políticas nacionales 
e internacionales han dejado de apuntar a reducir las 
desigualdades. Su esmero en estimular el crecimiento 
económico ha facilitado los incentivos para explotar la 
naturaleza, descansa en el uso de combustibles fósiles 
y agota la diversidad biológica, socavando la prestación 
de servicios esenciales en la medida en que los países 
entran en una carrera a la baja ofreciendo como incen-
tivos bajos impuestos y mano de obra barata.

La persistente discriminación aherroja a las mu-
jeres a la labor reproductiva en condiciones precarias 
y a la violencia. Las mujeres, especialmente las po-
bres, continúan siendo socialmente discriminadas 
y en numerosos lugares se encuentran privadas de 
sus derechos corporales, reproductivos y sexuales. 
Esto las vuelve más vulnerables a la explotación y 
a la violencia dentro y fuera de sus hogares. Los 
trabajos de cuidado a menudo son realizados por las 
mujeres en los hogares y no goza de reconocimiento 
ni valoración. Los medios de vida y las actividades 
productivas de las mujeres que incluyen todas las 
formas de trabajo del cuidado de la salud suelen 
quedar desprotegidas y sin apoyo. Todo esto se torna 
más angustioso en tiempos de crisis económica y a 
causa de políticas que favorecen la ganancia sobre la 
prestación de servicios sociales.

La biodiversidad y la generosidad de la naturale-
za, si bien preciosas, no son respetadas, protegidas 
ni apreciadas. Las comunidades y poblaciones que 
buscan vivir en armonía con la naturaleza descubren 
sus derechos ignorados y en peligro sus medios de 
vida y sus culturas.

¿Por qué ha ocurrido esto? Ciertamente no se 
debe a una falta de conciencia ni atención de los ac-

tores políticos al más alto nivel. El peligro del cambio 
climático, citado en la década de 1980 en una confer-
encia de la OMM, fue trasladado al centro del esce-
nario en 1987 por el Informe Brundtland, al igual que 
lo fue la urgencia de la pérdida de biodiversidad. El 
impulso condujo a la conferencia de Río en 1992, que 
puso en marcha los convenios marco sobre cambio 
climático y biodiversidad, así como también sobre 
desertificación. Asimismo adoptó los principios de 
la Declaración de Río, los Principios Forestales y 
un plan de acción, la Agenda 21. Las conferencias 
mundiales de la década de 1990 se centraron en los 
temas de derechos humanos y de equidad social 
y adoptaron anteproyectos para hacer frente a las 
injusticias de la exclusión social y la discriminación 
de género. En la Declaración del Milenio de 2000, los 
Estados miembro se comprometieron a “defender 
los principios de la dignidad humana, la igualdad y 
la equidad en el plano mundial” como “un deber a 
cumplir respecto a todos los habitantes del planeta, 
en especial los más vulnerables y, en particular, los 
niños del mundo, a los que pertenece el futuro”.

En los últimos 20 años, sin embargo, los ideales 
y los principios de Río se han visto ensombrecidos, 
debido a que en su mayoría no han sido implementa-
dos. Del mismo modo, no se ha cumplido con una se-
rie de compromisos internacionales sobre derechos 
humanos y justicia de género. El producto mundial 
per cápita se ha más que duplicado en las últimas 
dos décadas, aunque con disparidades cada vez 
mayores. La globalización ha generado millones de 
puestos de trabajo de baja calidad. La especulación 
financiera y de mercancías ha socavado la seguridad 
alimentaria y hecho que millones de hectáreas de 
tierra fueran retiradas de la producción de alimentos 
y dedicadas a usos no sustentables. Se ha hecho 
poco para cambiar los patrones de producción y con-
sumo que contaminan y erosionan la biodiversidad 
y conducen inexorablemente al cambio climático. 
Cuarenta y cinco países con una población total de 
1.200 millones de personas han logrado alcanzar 
indicadores sociales que son mejores que la me-
dia mundial de emisiones per cápita de CO2 a partir 
de combustibles fósiles por debajo del promedio 
mundial. Y ninguno de ellos está etiquetado como 
de “ingresos altos”. No obstante, al igual que otros 
países de ingreso medio y de aquellos considerados 
“menos desarrollados”, a menudo encuentran su 
espacio para tomar decisiones de política interna 
que ahorcan el desarrollo sustentable, presionados 
por demandas externas, condicionalidades e imposi-

1 Esta declaración ha sido elaborada por el Civil Society 
Reflection Group on Global Development. Esta es una 
declaración preliminar y todavía no ha sido plenamente 
discutida por la totalidad de los miembros del grupo. Se 
trata de un “trabajo en curso”. Por lo tanto, no todas las 
recomendaciones en esta declaración fueron apoyadas 
de manera explícita por cada miembro del grupo. Pero la 
declaración captura las ideas y el consenso fundamental, que 
fueron formuladas en las reuniones anteriores del Reflection 
Group (Grupo de Reflexión). El informe final más completo 
del Grupo se publicará en la primavera de 2012. Los 
miembros del Reflection Group son: Alejandro Chanona, 
Universidad Nacional Autónoma de México; Bárbara 
Adams, Global Policy Forum; Beryl d’Almeida, Abandoned 
Babies Committee Zimbabwe; Chee yoke Ling, (Red del 
Tercer Mundo); Ernst Ulrich von Weizsäcker, International 
Resource Panel; danuta Sacher, terre des hommes 
Germany; filomeno Santa. Ana III, Action for Economic 
Reform, Philippines; george Chira, terre des hommes India; 
gigi francisco, Development Alternatives with Women for a 
New Era; Henning melber, Dag Hammarskjöld Foundation, 
Sweden; Hubert Schillinger, Friedrich-Ebert-Stiftung, 
Alemania; Jens martens, Global Policy Forum Europe; Jorge 
Ishizawa, Proyecto Andino de Tecnologías Campesinas, 
Perú; Karma Ura, Centre for Bhutan Studies; roberto Bissio, 
Social Watch; vicky Tauli-Corpuz, Tebtebba Foundation; yao 
graham, Third World Network Africa.

río+20 y más allá: sin justicia no hay futuro

En los últimos 20 años, poco se ha hecho para cambiar los patrones de producción y consumo que contaminan y erosionan la biodiversidad 
e inducen el cambio climático. Entre tanto, los compromisos para con los derechos humanos y la justicia de género no han sido cumplidos. 
Confrontamos una catástrofe social y ecológica. El Estado puede responder con prontitud si se basa en la legitimidad democrática y la 
rendición de cuentas. En tiempos de creciente interrelación global entre las sociedades, las economías y las personas, los principios 
acordados universalmente son la precondición para que vivamos con justicia, paz y armonía con la naturaleza. Proponemos ocho principios 
como base para un nuevo marco de derechos de sustentabilidad.
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ciones que los presionan para que tomen medidas 
como recortar las tasas impositivas y el gasto en 
servicios sociales.

Las políticas económicas en numerosas oca-
siones contradicen los compromisos asumidos con 
los derechos y la sustentabilidad dado que estas 
políticas y sus instituciones afines, nacionales e in-
ternacionales, ocupan el ápice de los dominios de 
gobernanza. Estas políticas han confiado demasiado 
en los mercados para asignar recursos de las socie-
dades y distribuir su riqueza, señalando el crecimien-
to del PIB como la última medida de bienestar. El 
resultado ha sido el incremento de la concentración 
y el aumento de las tasas accionarias de unas pocas 
corporaciones transnacionales, en particular en los 
sectores de alimentos y medicinas.

Esta deliberada elección política de no inter-
vención alcanzó un punto crítico en el momento en 
que, encendida la mecha en EE.UU., explotó la crisis 
financiera global en 2008, que intensificó aún más 
las desigualdades como resultado de pérdida de 
puestos de trabajo y de recortes en los ingresos que, 
en forma desproporcionada, afectaron a los grupos 
de bajos ingresos. Sin embargo, sin descanso, las 
respuestas políticas oprimieron aún más a las so-
ciedades y a las comunidades, apoyándose en los 
mismos actores de mercado que antes se habían 
equivocado, prestando poca o ninguna atención a 
los ya frágiles sistemas humanos y ecológicos, y 
empujando a las sociedades y a las comunidades a 
un punto de ruptura.

Si bien queda claro que las políticas anticíclicas 
actuaron como amortiguadores eficaces y aumen-
taron la resiliencia, numerosos gobiernos han sac-
rificado el gasto social a la ortodoxia neoliberal y a 
una fuerte dependencia de los mercados financieros. 
Los costos de la inacción y la mala práctica de seguir 
haciendo lo mismo de siempre vienen acumulando 
una montaña de deudas sociales y ecológicas. El alto 
desempleo, especialmente entre los jóvenes, el au-
mento de los precios de los alimentos y la injusticia 
generalizada han creado un clima de tensión social y 
política y disturbios en numerosos países. En países 
de todo el mundo, desde El Cairo pasando por Man-
hattan hasta Nueva Delhi, las personas salen a las 
calles para expresar su enojo con el status quo y su 
nula voluntad de aceptar esto por más tiempo. Sus 
motivos y objetivos pueden variar de acuerdo a las 
circunstancias únicas en que estas personas viven, 
pero sus demandas son similares: mayor justicia y 
más libertad de la presión de los “mercados” y sus 
fieles agentes.

¿Por qué la gobernanza nos está fallando 
tanto? Los Estados han renegado de sus valores 
democráticos y los gobiernos se han vuelto menos 
responsables ante la gente. Las normas universales 
y los estándares están siendo ignorados o evitados 
por nuevas normas que favorecen a los mercados. 
Los riesgos están siendo asumidos por aquellos 
que no tenían ningún papel que asumir en esos 
riesgos mientras una nueva clasificación de “de-
masiado grande para dar quiebra” ha reordenado la 
distribución de recursos públicos. Nos enfrentamos 
a una jerarquía de derechos en la que la protección de 
los sistemas humanos y ecológicos ha sido relegada 

a los peldaños más bajos. Esta situación encuentra 
su paralelo en la gobernanza a nivel nacional e in-
ternacional. Además, la fragmentada gobernanza 
mundial ha llevado a perder la visión global y a es-
tablecer bajas demandas que tratan los síntomas y 
no las causas.

Décadas de políticas equivocadas y el impacto 
de los múltiples fracasos de planificación han inevi-
tablemente hecho resaltar el papel e importancia del 
Estado. Las respuestas al fracaso del sistema finan-
ciero revelan que el Estado puede actuar y actuará 
con rapidez en caso de percibir un desastre con el 
dinero y la política. Sin embargo, este más fuerte y 
necesario papel del Estado debe estar basado en la 
legitimidad democrática y en la rendición de cuentas 
y debe ser equilibrado mediante la participación efec-
tiva de la sociedad civil.

Estamos viviendo en un período de agitación, 
enfrentando desastres sociales y ecológicos. Ex-
igimos que los Estados actúen ahora con rapidez y 
eficacia frente a este desastre.

reafirmar los pilares de la sustentabilidad: 
el marco de los principios universales  
y los derechos

La necesidad de principios universales. Cada con-
cepto de desarrollo, bienestar y progreso de las 
sociedades se basa en un conjunto de principios y 
valores fundamentales. Estos valores están profun-
damente arraigados en nuestra cultura, nuestras 
ideologías y nuestros sistemas de creencias. Es-
tamos convencidos de que existe un conjunto de 
principios y valores universales que es compartido 
por la mayoría de nosotros. Los principios y valores 
comunes sientan las bases de las sociedades. Reco-
nocemos la diversidad de las expresiones culturales 
como un valor en sí mismo que tiene que ser pro-
tegido y promovido. En tiempos de globalización y 
creciente interrelación planetaria entre sociedades, 
economías y personas, los principios universalmen-
te acordados son la condición previa para que con-
vivamos en justicia, paz y armonía con la naturaleza.

Un conjunto de principios pre-existentes como 
común denominador. No hay necesidad de inventar 
principios y valores de este tipo. En las constitu-
ciones nacionales, así como en diversos tratados 
internacionales, declaraciones y declaración de in-
tenciones de las Naciones Unidas, los gobiernos 
han convenido en ciertos principios fundamentales 
que resultan esenciales para las sociedades y para 
las relaciones internacionales. Proponemos el sigu-
iente conjunto de ocho principios como base para 
un nuevo marco de sustentabilidad de los derechos:

•	 Principio de solidaridad. La solidaridad es un 
principio ampliamente aceptado en numerosas 
constituciones nacionales para regir la relación 
entre los ciudadanos de un país. Este concepto 
resulta cardinal para la igualdad de los ciudada-
nos y para su responsabilidad compartida por 
el bien común. En la noción de solidaridad, la 
ayuda no es un acto de caridad, sino un derecho 
de cada mujer, hombre y niño. La solidaridad 
difiere radicalmente de la caridad y la filantropía. 
En tiempos de globalización, este concepto se 

ha trasladado a nivel internacional. En la Decla-
ración del Milenio, los gobiernos alistaron a la 
solidaridad como uno de los valores centrales: 
“Los problemas mundiales deben abordarse 
de manera tal que los costos y las cargas se 
distribuyan de manera justa, conforme a los 
principios fundamentales de la equidad y la jus-
ticia social. Los que sufren, o los que menos se 
benefician, merecen la ayuda de los más bene-
ficiados”. Hoy en día, la noción de solidaridad 
se acepta como un principio clave en diversos 
acuerdos internacionales como la Convención 
de las Naciones Unidas de Lucha contra la De-
sertificación de 1994.

•	 El principio de no causar daño. Originalmente 
un principio fundamental de la ética médica se 
refleja en la promesa del juramento hipocrático 
de “abstenerse de hacer daño”, este principio 
se ha convertido en relevante en otras áreas. 
Por ejemplo, se ha incluido en los principios 
humanitarios de UNICEF desde 2003 y ha sido 
adoptado en un código de conducta de las 
principales organizaciones humanitarias. En 
esencia, el compromiso de aplicar políticas de 
una manera que no hagan ningún daño a las 
personas o a la naturaleza debe ser considerado 
como un principio rector en la totalidad de los 
ámbitos y en la totalidad de los niveles.

•	 El principio de responsabilidades comunes pero 
diferenciadas. Este principio marca una de las 
metas de la Declaración de Río de 1992. Su 
principio número siete señala: “En vista de que 
han contribuido en distinta medida a la degra-
dación del medio ambiente mundial, los Estados 
tienen responsabilidades comunes pero dife-
renciadas. Los países desarrollados reconocen 
la responsabilidad que les cabe en la búsqueda 
internacional del desarrollo sustentable, en vista 
de las presiones que sus sociedades ejercen en 
el medio ambiente mundial y de las tecnologías 
y los recursos financieros de que disponen”. Por 
primera vez en la historia, los gobiernos reco-
nocieron su contribución diferencial presente e 
histórica a la degradación del medio ambiente y, 
por lo tanto, su obligación diferencial de solven-
tar la reparación y mitigación. Mediante incluir la 
dimensión histórica que va más allá del principio 
de un “trato especial y diferenciado” basado en 
las capacidades económicas y en las necesida-
des, tal como figura en los Acuerdos de la OMC. 
El principio es un elemento clave del Protocolo de 
Kyoto, pero su aplicación no debe limitarse a las 
negociaciones sobre el clima.

•	 Principio de que quien contamina paga. El sim-
ple mensaje de este principio es que los costos 
de la contaminación han de ser sufragados por 
aquellos que lo causan. Este principio ha sido 
parte del derecho internacional del medio am-
biente desde la década de 1970, y se reafirmó en 
la Declaración de Río, Principio 16: “Las auto-
ridades nacionales deberían procurar fomentar 
la internalización de los costos ambientales y 
el uso de instrumentos económicos, teniendo 
en cuenta el criterio de que el que contamina 
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debe, en principio, cargar con los costos de 
la contaminación (...)”. Aunque este principio 
es ampliamente reconocido en el derecho in-
ternacional medioambiental, también debe ser 
aplicado en otras áreas. En el contexto de la 
reciente crisis financiera, varios preguntaron 
por los “contaminadores”, es decir, los bancos 
y la industria financiera, a fin de que se hagan 
cargo de los gastos de la crisis. Como señaló el 
Comisario Europeo Michel Barnier: “Creo en el 
principio de “que quien contamina paga”. Tene-
mos que construir un sistema que garantice que 
el sector financiero pagará en el futuro el costo 
de las crisis bancarias”.

•	 Principio cautelar. Este principio establece que, 
en ausencia de un consenso científico, si una 
acción o política tiene un supuesto riesgo de 
causar daño a las personas o a la naturaleza, la 
carga de la prueba de que no es perjudicial recae 
sobre los autores de esta acción o política. Tam-
bién se establece en la Declaración de Río, que 
dice en el principio 15: “Con el fin de proteger 
el medio ambiente, los Estados deberán aplicar 
ampliamente el criterio de precaución confor-
me a sus capacidades. Cuando haya peligro 
de daño grave o irreversible, la falta de certeza 
científica absoluta no deberá utilizarse como 
razón para postergar la adopción de medidas 
eficaces para impedir la degradación del me-
dio ambiente”. Después de Río este principio 
ha sido incorporado en numerosos acuerdos 
internacionales, como el Protocolo de Carta-
gena sobre Bioseguridad de 2000 con respecto 
al movimiento transfronterizo de organismos 
vivos modificados y sus productos.

•	 Principio de subsidiaridad. De acuerdo con 
este principio, las decisiones políticas siempre 
deben ser tomadas en el nivel administrativo y 
político más bajo posible, y lo más cerca posi-
ble de los ciudadanos, a fin de garantizar que 
mujeres y hombres participen plenamente en 
la toma de decisiones. Esta idea es un elemento 
básico de los conceptos de federalismo y uno 
de los principios centrales en los tratados de la 
Unión Europea. Los pueblos indígenas consi-
deran este principio una herramienta esencial 
para preservar su identidad, su diversidad y 
sus culturas. El principio reconoce el derecho 
democrático inherente a la autodeterminación 
de las personas, comunidades y naciones, 
pero solo siempre y cuando su ejercicio no 
infrinja los derechos similares de otros. Por 
lo tanto, no debe ser desaprovechado como 
un argumento contra la acción del gobierno 
central a nivel nacional o internacional, pero 
siempre debe ser aplicado en combinación con 
los otros principios, en particular el principio 
de solidaridad.

•	 Principio del consentimiento libre, previo e in-
formado. De acuerdo con este principio, las 
comunidades tienen el derecho de dar o negar 
su consentimiento a los proyectos y acciones 
propuestas por los gobiernos o corporaciones 

que pueden afectar sus medios de subsistencia 
y las tierras que de alguna manera usan, ocupan 
o utilizan tradicionalmente. Este principio es un 
elemento clave de la Declaración de las Nacio-
nes Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas de 2007 y reconocido en el Convenio 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países In-
dependientes de la OIT (169/1989). No obstante, 
este principio no se limita a los derechos de los 
pueblos indígenas. También se establece en el 
Convenio de Rotterdam sobre el Consentimiento 
Informado Previo aplicable a ciertos productos 
químicos peligrosos y pesticidas en el comercio 
internacional desde 1998. Este convenio prevé, 
inter alia, que los países importadores reciban 
información acerca de un producto químico que 
está siendo exportado desde un país que lo haya 
prohibido o severamente restringido por razones 
sanitarias o medioambientales.

•	 Principio de solución pacífica de controversias. 
Este principio es un elemento central de la Carta 
de las Naciones Unidas, que señala en su artícu-
lo dos: “Todos los miembros de la Organización 
arreglarán sus controversias internacionales 
por medios pacíficos de tal manera que la paz 
y la seguridad internacionales, y la justicia, no 
estén en peligro”. En la Declaración de Manila 
de 1982 los gobiernos volvieron a confirmar 
que la solución pacífica de las controversias 
debe representar una de las preocupaciones 
centrales de los Estados y de las Naciones Uni-
das (A/RES/37/10, 15 de noviembre de 1982).

Estos ocho principios construirán los principios 
básicos de un marco de derechos universales de 
sustentabilidad. Están interconectados y no deben 
ser aplicados de forma aislada.

Los valores esenciales de libertad, igualdad, 
diversidad y respeto por la naturaleza. En añadidura a 
la serie central de principios universales, son valores 
fundamentales, los que son también esenciales para 
las relaciones internacionales. Los gobiernos refi-
eren a algunos de ellos en la Declaración del Milenio. 
Estos incluyen, entre inter alia: 

•	 Libertad. Hombres, mujeres y niños tienen de-
recho a vivir sus vidas con dignidad y libres del 
hambre y del temor a la violencia, la opresión o 
la injusticia. La gobernanza democrática y parti-
cipativa, basada en la voluntad de las personas, 
es la mejor forma de garantizar esos derechos. 
Pero hay límites a la libertad – es decir, cuando 
se toca la libertad de nuestros pares. “La libertad 
es siempre la libertad de los disidentes” (Rosa 
Luxemburgo). Y la libertad tiene sus límites en el 
principio de “no hacer daño”.

•	 Igualdad. A ninguna persona ni nación o grupo 
se le debe negar la oportunidad de participar 
y beneficiarse del desarrollo. La igualdad de 
derechos y oportunidades de mujeres y hom-
bres debe ser asegurada. La igualdad incluye el 
concepto de justicia intergeneracional, es decir, 
el reconocimiento de que la generación actual 
solo satisfaga sus necesidades de una manera 

que no comprometa la capacidad de las gene-
raciones futuras para satisfacer sus propias 
necesidades.

•	 Diversidad. Los seres humanos se deben res-
petar mutuamente, en toda su diversidad de 
creencias, cultura, idioma, apariencia, orien-
tación sexual y género. Las diferencias dentro 
y entre las sociedades no deberían ser temidas 
ni reprimidas, sino fomentarlas como un bien 
preciado de la humanidad. Una cultura de paz 
y de diálogo debe ser promovida activamente.

•	 Respeto por la naturaleza. Es necesario actuar 
con prudencia en la conducta hacia todos los 
seres vivos y en el uso de los recursos natura-
les. Solo de esta manera las inconmensurables 
riquezas que nos brinda la naturaleza pueden 
ser conservadas y transmitidas a nuestros des-
cendientes. Los modelos actuales no sustenta-
bles de producción y consumo deben cambiar 
en el interés de nuestro bienestar futuro y el 
de nuestros descendientes. El respeto por la 
naturaleza significa mucho más que una buena 
gestión del medio ambiente: significa que todas 
las especies vivas tienen derechos intrínsecos. 
Las especies no deben ser consideradas como 
objetos de interacción humana, sino como su-
jetos con un valor que va más allá del uso y del 
intercambio. Esta comprensión de la naturaleza 
como un sistema vivo es reflejada en el pen-
samiento y en el sistema de creencias de los 
pueblos indígenas, por ejemplo, en el concepto 
del Buen Vivir.

La incapacidad de traducir los principios en la prác-
tica. Mientras que la totalidad de los gobiernos es-
tán de acuerdo con estos principios, en general, en 
su mayoría fracasan en trasladar las obligaciones 
exigibles y las políticas específicas. Si los gobiernos 
hubieran tomado en serio el principio de solidaridad, 
la pobreza y el hambre hubieran podido ser drásti-
camente reducidas, si realmente hubieran aceptado 
el principio de las responsabilidades comunes pero 
diferenciadas, la cumbre del clima de Copenhague 
no hubiera terminado en un desastre, y si hubieran 
cumplido con el principio de precaución, catástrofes 
nucleares como la de Chernobyl y Fukushima po-
drían haber sido evitadas.

Transformar los principios en derechos. Con el 
fin de garantizar el funcionamiento de una sociedad 
y crear salvaguardias contra la tiranía, los valores 
tienen que ser traducidos en leyes, derechos y obli-
gaciones con fuerza jurídica vinculante. A nivel inter-
nacional, el sistema de derechos humanos juega un 
papel clave en la transformación de valores morales 
en derechos legales. De particular importancia es 
la Carta Internacional de Derechos Humanos que 
incluye la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Igualmente im-
portantes son la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer y la Convención de las Naciones Unidas sobre 



12 Social Watch

los Derechos del Niño. Más recientemente, estos 
documentos clave han sido complementados con la 
Convención sobre la Protección y Promoción de la 
Diversidad de las Expresiones Culturales (2005) y la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas (2007). Junto con la 
Declaración sobre el Derecho al Desarrollo (1986) 
y complementada por el conjunto básico de prin-
cipios que hemos mencionado anteriormente, estos 
documentos pueden servir de marco normativo de 
un concepto integral de sustentabilidad, bienestar y 
progreso de la sociedad.

Reequilibrar los derechos. Mientras que las 
normas del sistema internacional de derechos hu-
manos son generalmente aceptados y ratificados 
por la mayoría de los países del mundo, todavía 
existe una enorme brecha en su implementación. 
Peor aún: mientras los Estados y sus órganos a nivel 
nacional e internacional con frecuencia no respetan, 
protegen ni cumplen los derechos humanos, en los 
últimos dos decenios se han fortalecido los derechos 
corporativos y los derechos del capital. Los Estados 
han promovido la libre circulación de capitales, pero 
han restringido la libre circulación de las personas; 
han fortalecido los derechos de los inversionistas 
transnacionales, pero debilitado los derechos de 
las personas afectadas por estas inversiones. Las 
empresas transnacionales hoy en día pueden de-
mandar a los gobiernos en los foros internacionales 
por cualquier cambio en las reglas, incluyendo las 
regulaciones de la salud, que afectan sus ganancias 
actuales o previstas, pero la gente se ve impedida 
de demandar a las empresas por la contaminación 
y otras prácticas perjudiciales que se les inflige. Ex-
iste urgente necesidad de reequilibrar los derechos, 
es decir, de reclamar los derechos humanos como 
fundamento normativo de la política, y rebajar los 
derechos del capital en relación con los derechos 
de las personas.

Llenar las lagunas en el sistema de derechos. 
No existen diferencias solamente en la aplicación 
de los derechos sino también lagunas en el sistema 
internacional de derechos en sí mismo. Ciertos prin-
cipios y valores, tales como el principio de justicia 
intergeneracional y el respeto por la naturaleza no es-
tán todavía explícitamente traducidos (codificados) 
en derechos. Resulta necesaria una intensificación 
del debate y la investigación sobre la manera de in-
cluir los conceptos de los derechos de la naturaleza y 
la justicia intergeneracional en el sistema normativo 
internacional y convertirlos en la práctica.

De la teoría a la práctica: traducir los principios 
y derechos en estrategias, metas y políticas. Tra-
ducir los principios fundamentales en derechos 
y obligaciones acordados a nivel internacional es 
solo el primer paso. El siguiente es formular ob-
jetivos políticos y estrategias para implementar 
estos derechos. Aquí, las políticas públicas juegan 
un papel crucial. Las autoridades públicas legitima-
das democráticamente, en particular los gobiernos 
y los parlamentos, tienen la principal obligación 
de aplicar un enfoque basado en los derechos de 
sustentabilidad, bienestar y progreso de la socie-
dad. No deben transferir esta obligación al sector 
privado o a la sociedad civil.

redireccionar las políticas  
hacia la justicia presente y futura
Consecuencias de no traducir los principios y dere-
chos en políticas. En las últimas décadas los gobier-
nos acordaron formalmente una serie casi completa 
de principios de sustentabilidad y derechos huma-
nos, pero fracasaron al alinear efectivamente sus 
políticas con ellos. En cambio, las políticas siguen 
siendo demasiado a menudo sectorialmente frag-
mentadas y equivocadas, excesivamente confiadas 
en el crecimiento económico y la autorregulación 
de los “mercados”. Nuevos conceptos como “cre-
cimiento verde” son el mejor intento de tratar los 
síntomas de los problemas sin abordar sus causas 
profundas. Lo que se necesita, por lo tanto, son cam-
bios fundamentales en tres niveles:

•	 Cambios en la mentalidad, en los conceptos 
rectores y en los indicadores de desarrollo y 
progreso.

•	 Cambios en las políticas fiscales y regulatorias 
(a nivel nacional e internacional) a los efectos de 
superar con eficacia las desigualdades sociales 
y la degradación de la naturaleza y para fortale-
cer las economías sustentables.

•	 Cambios en las instituciones y los mecanismos 
de gobierno (a nivel nacional e internacional).

Cambiar la mentalidad dominante. La mentalidad de 
numerosos líderes de opinión y de dirigentes políticos 
a nivel mundial continúa centrada en el crecimiento 
económico y en las soluciones impulsadas por el mer-
cado como la panacea para la totalidad de los proble-
mas económicos, sociales y medioambientales del 
mundo. Los gobiernos no están (y no deben estar) 
en condiciones de cambiar la mentalidad dominante 
de mando y control. Pero están obligados a extraer 
lecciones de los fracasos del pasado y a reformular los 
objetivos generales de sus políticas y los conceptos 
y medidas que los guían. En vez de subordinar sus 
políticas con el objetivo primordial de maximizar el 
crecimiento del PIB, el tema central de sus políticas 
debería ser maximizar el bienestar de las personas 
sin comprometer el bienestar de las generaciones 
futuras, respetando los límites planetarios.

Nuevas formas de medir la sustentabilidad y 
el progreso social. En consecuencia, los gobiernos 
deben reconocer la necesidad de nuevas formas de 
medir la sustentabilidad y el progreso de la sociedad 
más allá del PIB para orientar sus políticas. Se debe 
promover activamente la investigación y el debate 
sobre mediciones alternativas a nivel nacional e in-
ternacional, en un plazo determinado, y con amplia 
participación de la sociedad civil. El discurso debe 
basarse en iniciativas existentes, por ejemplo, el in-
forme de la Comisión Stiglitz-Sen-Fitoussi, Measur-
ing Australia’s Progress, MAP (Cuantificando el Pro-
greso de Australia) y el Índice de Felicidad Nacional 
Bruta de Bután. También se debe tener en cuenta la 
actual revisión del Sistema de Cuentas Medioam-
bientales y Económicas (SEEA, por sus siglas en 
inglés), coordinado por la División de Estadística de 
la Secretaría de las Naciones Unidas.

Objetivos de desarrollo sustentable. En 1992, 
la Cumbre de Río exigió continuar trabajando en la 

definición de los indicadores de desarrollo sustent-
able que serían la base tanto para definir el concepto 
como para establecer los objetivos internacionales 
comunes. Dos décadas más tarde, se debería haber 
logrado un mayor progreso. Deben ser establecidos 
vínculos en el marco de los derechos humanos que 
establezcan objetivos claros, por ejemplo, sobre los 
derechos a la alimentación, la salud y la educación. 
Por lo tanto, el debate no debería centrarse en estos 
objetivos, dado que ya han sido acordados, sino 
sobre “cuándo” y sobre el “máximo de recursos dis-
ponibles” (incluidos los recursos de cooperación in-
ternacional) para asegurar su progresiva realización. 
Cualquier formulación de objetivos de desarrollo 
sustentable que no aborde adecuadamente los as-
pectos de los derechos humanos y los aspectos de 
sustentabilidad de forma simultánea y de una man-
era equilibrada corre el riesgo de descarrilar de la 
agenda integral de desarrollo sustentable sin ningún 
beneficio compensatorio.

Compromiso con la coherencia de las políticas 
para la sustentabilidad. A los efectos de traducir el 
marco de sustentabilidad universal de los derechos 
descritos anteriormente en políticas prácticas a nivel 
nacional, los gobiernos y parlamentos deberían 
adoptar compromisos vinculantes para la coher-
encia de las políticas para la sustentabilidad, así 
como también estrategias para la implementación 
y el monitoreo. Basados en el conjunto medular 
de los principios universales, como el principio de 
precaución, el de “no hacer daño”, y el principio de 
solidaridad, la totalidad de las políticas públicas debe 
reorientarse hacia los derechos humanos y estar 
subordinadas a la sustentabilidad y a valoraciones 
del impacto sobre los derechos humanos.

Una nueva Carta sobre el Derecho al De-
sarrollo Sustentable. Con el fin de agrupar el con-
junto medular de los principios fundamentales y 
los derechos humanos en un marco normativo de 
sustentabilidad, bienestar y progreso de la socie-
dad, se propone la adopción de un nuevo Estatuto 
sobre el Derecho al Desarrollo Sustentable. Este 
Estatuto también debe referirse, entre otras cosas, 
al Estatuto Mundial para la Naturaleza de 1982 y a 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas de 2007, y ac-
tualizar y mejorar la Declaración sobre el Derecho 
al Desarrollo de 1986. El nuevo Estatuto debería 
hacer hincapié en el compromiso de los gobiernos 
para con la coherencia política de los derechos hu-
manos y la sustentabilidad. Debería reconfirmar la 
obligación de la progresiva realización de los dere-
chos humanos usando el máximo de los recursos 
disponibles y ampliarla al derecho al desarrollo 
sustentable y a los derechos de las generaciones fu-
turas. Debería reconocer el concepto de los límites 
planetarios. Y, por último, debería confirmar el prin-
cipio de reparto justo y equitativo de la carga per 
cápita de los derechos adquiridos respecto a los 
bienes comunes globales y a la emisión de gases de 
efecto invernadero, teniendo plenamente en cuenta 
las responsabilidades históricas de las sociedades.

Reorientar las políticas fiscales hacia la sus-
tentabilidad. La política fiscal es un instrumento 
clave para que los gobiernos viertan en la práctica el 
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enfoque basado en los derechos de sustentabilidad, 
bienestar y progreso de la sociedad. Las prioridades 
vigentes de los gobiernos se ven reflejadas más 
claramente en los presupuestos públicos que en las 
declaraciones y programas de acción gubernamen-
tales. Además, la composición de los presupuestos 
del Estado permite inferencias que derivan de la in-
fluencia política de los diferentes grupos de interés: 
¿Son las fuerzas armadas las dominantes? ¿Los in-
tereses comerciales empujan para abrirse paso? ¿O 
el gasto público está centrado en las necesidades de 
la mayoría de la sociedad y en corregir los desequi-
librios de género? En los últimos decenios, hemos 
sido testigos de la erosión de las finanzas públicas 
en gran cantidad de países, lo que resultó en una cre-
ciente incapacidad de los gobiernos para suministrar 
los bienes y servicios públicos necesarios para apo-
yar el bienestar de las personas y los sistemas de 
atención, por lo tanto al no responder con eficacia 
a agravado los problemas sociales y medioambi-
entales. Por lo tanto, existe urgente necesidad de 
reforzar y reorientar las finanzas públicas.

Tomar al pie de la letra las cuatro “R” de la políti-
ca fiscal. La política fiscal puede tener básicamente 
cuatro objetivos: el aumento de los ingresos con 
el fin de proporcionar los bienes y servicios públi-
cos necesarios, la redistribución del ingreso y de la 
riqueza de los ricos hacia los sectores más pobres de 
la sociedad, la revisión de precios de bienes y servi-
cios con el fin de internalizar los costos ecológicos y 
sociales y desalentar comportamientos no deseados 
(como la especulación de divisas); y la justificación 
de los ciudadanos para exigir representación de-
mocrática (“no a los impuestos sin representación”), 
y rendición de cuentas. Desafortunadamente, los 
gobiernos rara vez han aprovechado estos aspec-
tos de una política fiscal proactiva. Por el contrario, 
a menudo han participado en una carrera a la baja 
del impuesto global (en particular con respecto a 
los impuestos corporativos). Los gobiernos han 
dado preferencia a los impuestos indirectos, como 
un impuesto indiferenciado al valor agregado, que 
tienen efectos regresivos y han aumentado las desi-
gualdades, y han dudado en introducir impuestos 
efectivos sobre el consumo perjudicial de los recur-
sos medioambientales. Necesitamos avanzar hacia 
reformas fiscales eco-sociales específicas para cada 
país, tomando en cuenta, inter alia, los siguientes 
aspectos:

•	 Hacer hincapié en los impuestos progresivos: 
Un requisito básico para el fortalecimiento de 
los ingresos públicos es un sistema amplio 
basado en los impuestos progresivos. En 
línea con el principio de responsabilidades 
comunes pero diferenciadas los impuestos 
deberían basarse en la capacidad de pago, los 
individuos ricos, las corporaciones transna-
cionales y los grandes terratenientes deberían 
ser gravados en consecuencia. Un impuesto 
plano e indiferenciado al valor agregado es 
regresivo, carga a los pobres, y por lo tanto no 
debería constituir la pieza central del sistema 
tributario. Cualquier forma de impuesto indi-
recto debe ser diseñada de manera tal que sea 

sensible al bienestar de los pobres mediante la 
introducción de la progresividad (por ejemplo, 
gravando el consumo de lujo) y mitigando los 
elementos regresivos.

•	 Un sistema tributario más verde: Un elemento 
clave de cualquier reforma fiscal ecológico-
social debería ser el cambio, de la fiscalización 
al trabajo, a la fiscalización al consumo de re-
cursos. Siguiendo el principio de quien conta-
mina paga, un sistema de impuestos ecológicos 
debería sobre todo aumentar el “precio de la 
contaminación”, el uso de combustibles fósiles 
y otras energías no renovables, y la emisión de 
gases de efecto invernadero.

•	 Tributación efectiva a las corporaciones: Un 
elemento esencial de un sistema tributario efi-
ciente incluye la carga impositiva efectiva a las 
corporaciones. Las exenciones o los incenti-
vos fiscales para las corporaciones transna-
cionales, especialmente en las zonas francas 
de exportación, son contraproducentes y un 
instrumento ineficaz para atraer la inversión 

extranjera directa. Las mismas deberían ser 
eliminadas, de ser posible de una manera coor-
dinada internacionalmente.

•	 Iniciativas contra la evasión fiscal y los flujos 
financieros ilícitos: En numerosos países, los 
flujos financieros ilícitos, la evasión fiscal y la 
corrupción continúan impidiendo el estableci-
miento de un sistema sustentable de finanzas 
públicas. Resulta necesario un paquete de me-
didas nacionales e internacionales para forta-
lecer las autoridades fiscales, cerrar los vacíos 
legales fiscales y evitar la fuga de capitales. 
Estas medidas incluyen: Apoyo a los gobiernos 
para crear estructuras fiscales más eficientes y 
justas y autoridades fiscales; medidas eficaces 
contra la manipulación de los precios de trans-
ferencia; información obligatoria país por país 
de las normas para las corporaciones transna-
cionales, con la estadounidense Reforma Dodd-
Frank de Wall Street y el Acto de Protección al 
Consumidor (Acto Dodd-Frank) de EE.UU. de 
julio de 2010 como paso inicial para las indus-

La Cumbre de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo Sustentable, Río 2012, debe cambiar la 
mentalidad dominante por medio de:

La restauración de los derechos públicos  
sobre los privilegios de las empresas;
después de treinta años de fortalecimiento del 
poder de los inversores y de las grandes cor-
poraciones a través de la desregulación, la lib-
eralización comercial y financiera, los recortes 
y exenciones de impuestos, y el debilitamiento 
del papel del Estado, y después de la crisis fin-
anciera impulsada por el mercado.

Los principios y valores de la Declaración 
de Río y la Declaración del Milenio de la ONU, 
aprobados por los jefes de estado y de gobierno, 
están amenazados y necesitan urgentemente 
ser restablecidos. Estos principios incluyen los 
Derechos Humanos, la Libertad, la Igualdad, 
la Solidaridad, la Diversidad, el Respeto de la 
Naturaleza, y la Responsabilidad Común pero 
Diferenciada. Los intereses empresariales no 
promueven estos principios y valores.

Tomar en serio la equidad;
después de treinta años de políticas que ensan-
charon aún más la brecha entre ricos y pobres 
y han exacerbado las inequidades y desigual-
dades, incluso con respecto al acceso a los 
recursos.

Las fuerzas desenfrenadas del mercado 
han favorecido a los fuertes, ensanchando así 
la brecha económica. Esto requiere que el Es-
tado corrija el desequilibrio, elimine la discrimi-
nación, y asegure medios de vida sustentables, 
empleo decente e inclusión social. La justicia 

intergeneracional requiere moderación y re-
sponsabilidad por parte de la generación actual. 
Es urgente establecer derechos más equitativos 
per cápita hacia el patrimonio común mundial 
y la emisión de gases de efecto invernadero, 
teniendo plenamente en cuenta la responsabi-
lidad histórica.

rescatar la naturaleza;
después de más de sesenta años de calentami-
ento global, pérdida de la biodiversidad, deser-
tificación, agotamiento de la vida marina y de 
los bosques, una crisis del agua que se acelera 
y muchas otras catástrofes ecológicas.

La crisis del medio ambiente está afectan-
do a los pobres mucho más que a los ricos. 
Existen soluciones basadas en el conocimiento, 
incluyendo tecnologías para restaurar los sis-
temas naturales y reducir drásticamente las 
presiones sobre el clima y el medio ambiente, 
mejorando al mismo tiempo el bienestar hu-
mano. Una “economía verde” es alcanzable, 
pero debe estar integrada en un concepto holís-
tico de la sustentabilidad. Lo que necesitamos 
es un cambio de estilo de vida.

La Cumbre de Río de 1992 adoptó instru-
mentos jurídicamente vinculantes y asimiló a la 
Sociedad Civil. La Cumbre de Johannesburgo 
2002 celebró las asociaciones basadas en 
un Sector Privado autorregulado. La Cumbre 
de Río 2012 debe reafirmar al Estado como 
el actor indispensable que establece el marco 
legal, hace cumplir las normas de equidad y los 
derechos humanos, y fomenta el pensamiento 
ecológico a largo plazo, basado en la legitimi-
dad democrática.

LLAmAdO UrgEnTE A CAmBIAr LA fOrmA dE PEnSAr
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trias extractivas; normas vinculantes en mate-
ria de intercambio automático de información 
fiscal entre agencias estatales; apoyo efectivo 
para la recuperación de activos robados como 
se describe en la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Corrupción; prohibición de las 
transacciones financieras en paraísos fiscales y 
jurisdicciones secretas.

•	 Aplicación del principio de quien contamina paga 
en el sector financiero - la introducción de un 
Impuesto a las Transacciones Financieras: Las 
demandas planteadas durante muchos años 
para la introducción de un impuesto a las tran-
sacciones financieras han cobrado importancia 
adicional a través de la actual crisis financiera 
mundial. Este tipo de impuesto puede contribuir 
a una distribución más justa de las cargas me-
diante el involucramiento del sector financiero, 
que es el que provocó la crisis, en la cobertura de 
los costos de hacer frente a la crisis. El impuesto 
debería ser aplicado a la negociación de accio-
nes, bonos, derivados y moneda extranjera en el 
mercado cambiario, en los centros de comercio 
y sobre las transacciones del mercado extra-
oficial. La imposición del impuesto debe ser 
coordinada y realizada internacionalmente por 
las autoridades fiscales nacionales responsa-
bles, pero individualmente los países o grupos 
de países deberían ser alentados a comenzar a 
aplicarlo incluso antes de que se vuelva mundial. 
A los efectos de asegurar que el ingreso fiscal no 
sea utilizado exclusivamente para subsanar los 
déficits presupuestarios sino también invertido 
en el medio ambiente, el desarrollo y para pro-
pósitos de derechos, una parte sustancial de los 
ingresos deberían ser asignados y distribuidos 
a través de un fondo bajo el auspicio de las Na-
ciones Unidas.

Reasignación del gasto público. Paralelamente a los 
cambios necesarios por el lado de los ingresos del 
presupuesto, cualquier reforma eco-fiscal efectiva 
requiere cambios fundamentales también por el lado 
del gasto. Con demasiada frecuencia, el dinero público 
se ha gastado para propósitos dañinos o al menos 
cuestionables. Redefinir las prioridades de la política 
del gasto público puede convertirse en una poderosa 
herramienta para reducir las desigualdades sociales y 
eliminar la discriminación, y para apoyar la transición 
hacia modelos de producción y consumo sustenta-
bles. Esto incluye los siguientes pasos:

•	 Abolición de los subsidios perjudiciales: Mien-
tras que los subsidios pueden ser temporal-
mente un mecanismo útil para compensar las 
distorsiones inesperadas de los sectores vul-
nerables o para promover actividades desea-
bles, cada año los gobiernos gastan cientos 
de miles de millones de dólares en subsidios 
perjudiciales, particularmente en los sectores 
agrícolas, del agua, la energía, la silvicultura y 
la pesca. El dinero público es utilizado en casa 
y en el extranjero (a través de los bancos mul-
tilaterales de desarrollo) para reducir el precio 
de los combustibles fósiles, para apoyar las 

exportaciones agrícolas, o para subvencionar 
las inversiones transnacionales. Este tipo de 
subsidios no solo tiene efectos perjudiciales 
sociales y medioambientales; reduciendo ar-
tificialmente los precios, sino que a menudo 
reduce la rentabilidad de las industrias locales 
y la producción de energía renovable. En esen-
cia, los efectos negativos de los subsidios son 
de tres tipos. Absorben una parte sustancial de 
los presupuestos estatales que podrían ser uti-
lizados para mejores propósitos, contribuyen 
al deterioro medioambiental, generando ini-
ciativas de consumo y producción engañosas, 
y tienen efectos distributivos negativos. Por lo 
tanto, los gobiernos deberían tan pronto como 
les sea posible comprometerse a metas con 
plazos concretos para eliminar progresiva-
mente todos los subsidios que apoyan mode-
los de producción y consumo no sustentable 
o que de algún otro modo violan el principio de 
no causar daño.

•	 Fortalecimiento del gasto público para estimu-
lar la producción y el consumo sustentable: 
No todos los subsidios son perjudiciales. Por 
el contrario, los subsidios pueden desempeñar 
un importante papel apoyando las incipientes 
industrias locales y la introducción de tec-
nologías medioambientalmente amigables. 
Los subsidios bien orientados pueden tener 
efectos redistributivos y medioambientales 
positivos. Los gobiernos deberían fortalecer 
sustancialmente las subvenciones públicas 
en áreas tales como la energía renovable, los 
sistemas de transporte público sustentable y 
asequible, la vivienda eco-eficiente, la infraes-
tructura social y los subsidios al consumo de 
los hogares pobres.

•	 Recorte del gasto militar: Los gastos militares 
absorben una parte significativa de los ingre-
sos del Estado en la mayoría de los países. En 
2010 se alcanzó un máximo histórico total de 
USD 1,630 billones. Al reducir los presupues-
tos militares, grandes sumas de dinero po-
drían ser liberadas para financiar programas 
medioambientales y sociales. Un prerrequisito 
para esto, sin embargo, es fortalecer el apoyo 
a la prevención de conflictos, a la resolución 
pacífica de conflictos, y si es necesario, al 
mantenimiento y consolidación de la paz. Al 
mismo tiempo, los países que son los mayores 
productores de armas (en especial los cinco 
miembros permanentes del Consejo de Segu-
ridad) tienen la responsabilidad de mejorar el 
control y regulación de sus exportaciones de 
armas y de apoyar un Tratado Internacional 
sobre el Comercio de Armas.

•	 Un piso de protección social universal para 
todos: El acceso a la seguridad social es un 
derecho humano (Art. 22 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos). Pero es 
también una necesidad económica y política, 
para un sistema de trabajo de seguridad social 
que reduzca la pobreza, fortalezca el poder 

adquisitivo de la gente y, por lo tanto, la de-
manda interna, y prevenga tensiones sociales 
y conflictos sociales. En todos los países debe 
existir un conjunto mínimo de financiación 
pública para la seguridad social básica. Sería 
una condición necesaria para evitar que las 
personas caigan en la pobreza como resultado 
de la crisis económica. Por lo tanto, los gobier-
nos deberían implementar el concepto de un 
piso de protección social universal, promovido 
por la OIT. Este piso debería basarse en los 
siguientes cuatro pilares: Acceso universal a 
la sanidad pública para todos; subsidios es-
tatales garantizados para todos los niños; una 
pensión básica universal proporcionada por el 
Estado para las personas de edad avanzada o 
con discapacidad; que el Estado garantice el 
apoyo a los desempleados y subempleados 
que viven en la pobreza.

•	 Provisión pública de servicios esenciales: Des-
pués de años de tendencia mundial hacia la pri-
vatización y la desregulación, las autoridades 
públicas tienen que reivindicar la responsabi-
lidad de proporcionar servicios esenciales para 
la totalidad de los ciudadanos, incluido el sumi-
nistro de agua dulce, el saneamiento, la educa-
ción, la salud, la vivienda, el transporte público, 
la comunicación y el acceso a la energía. Los 
gobiernos deberían aumentar considerable-
mente el nivel de gasto en estas áreas. Con los 
paquetes de estímulo sustentable los gobiernos 
deberían invertir en programas de infraestruc-
tura específicos a fin de aumentar la energía y la 
eficiencia de los recursos. Siguiendo el princi-
pio de subsidiariedad, se debería dar prioridad 
a la promoción de modelos descentralizados 
de suministro de agua y de energía renovable, 
con una enérgica supervisión pública, y para 
reducir el poder de mercado de oligopolio de 
proveedores públicos o privados. Con el fin de 
prestar atención a los derechos e intereses de 
los pueblos indígenas y comunidades locales, 
autoridades públicas y empresas privadas de-
ben respetar el principio del consentimiento 
libre, previo e informado en todos los proyectos 
de infraestructura.

•	 Fortalecer la participación, y las iniciativas pre-
supuestales de género y de derechos humanos: 
El libre acceso a la información presupuestaria, 
así como también el control efectivo, son esen-
ciales para aumentar la rendición de cuentas 
de los gobiernos a sus ciudadanos en el uso 
de fondos públicos. Los gobiernos por lo tanto 
deberían velar por la efectiva participación de la 
sociedad civil en la planificación presupuesta-
ria. Cómo y en qué medida los gobiernos estén 
promoviendo activamente la equidad de género 
en sus presupuestos debería determinarse con 
la ayuda de los enfoques de presupuestos sen-
sibles al género. Del mismo modo, los gobier-
nos deberían evaluar si los presupuestos cum-
plen con su obligación de promover, proteger y 
garantizar los derechos humanos económicos, 
sociales y culturales.
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•	 El uso de políticas de contratación pública para 
promover la sustentabilidad: Las autoridades 
públicas a nivel local y global tienen un enor-
me poder de compra. Hasta el momento han 
sido guiadas principalmente por criterios de 
costo-efectividad. Sin embargo, más y más 
operadores de adquisiciones públicas tratan 
de influir en los métodos de producción y en 
los productos de sus proveedores a través 
de la introducción de estándares medioam-
bientales, sociales y de derechos humanos. 
Además, las políticas de adquisición pueden 
ser utilizadas para fortalecer específicamente 
la economía local apoyando a los proveedores 
nacionales.

•	 Utilizar los fondos de riqueza soberana para 
financiar la inversión sustentable: Los activos 
bajo gestión de los fondos soberanos aumen-
tó a USD 4,7 billones en julio de 2011. Hubo 
un adicional de USD 6,8 billones contenidos 
en otros vehículos de inversión soberana, 
como los fondos de reserva de pensiones, 
los fondos de desarrollo y los fondos de las 
corporaciones de propiedad estatal. Existe un 
enorme potencial para invertir estos activos 
de acuerdo con los objetivos específicos de 
sustentabilidad. Los gobiernos deberían auto-
rizar a los órganos de toma de decisiones de 
estos fondos a introducir criterios de susten-
tabilidad vinculantes para guiar sus políticas 
de inversión.

Un nuevo sistema mundial de distribución de la 
carga financiera más allá de la AOD. Incluso con 
un sistema de finanzas públicas esencialmente 
fortalecido con el aumento de los ingresos pro-
cedentes de los impuestos y con la reasignación 
del gasto público, en numerosos países el máxi-
mo de recursos disponibles es insuficiente para 
cumplir con los derechos sociales, económicos, 
culturales y ecológicos de la gente. Por lo tanto, 
todavía se requiere el financiamiento externo. El 
sistema actual de las transferencias financieras 
se basa en el concepto de ayuda (Ayuda Oficial al 
Desarrollo - AOD). Esta ayuda se caracteriza por las 
relaciones paternalistas entre los contribuyentes 
ricos y los “socios” pobres. A pesar de todos los 
intentos por aumentar la “propiedad” y la “eficacia 
de la ayuda”, estos flujos financieros a menudo son 
imprevisibles, inestables, vinculados a productos 
y servicios de los contribuyentes y sujeto a con-
diciones. Este concepto de ayuda es engañoso, ya 
que su justificación es la caridad y no los derechos. 
Los gobiernos tienen que superar este concepto 
de ayuda y establecer un nuevo marco normativo 
de distribución de la carga entre los países ricos 
y pobres, basado en el principio de solidaridad, 
por ejemplo bajo la forma de un esquema univer-
sal de igualación fiscal. Modelos de este tipo de 
compensación o igualación ya existen a nivel na-
cional y regional. En Alemania, por ejemplo, las 
desigualdades regionales deben ser compensadas 
mediante un concepto de ajuste financiero entre 
los estados federativos. La cohesión y ecualización 

económica de la Unión Europea están financiadas 
con el apoyo de una política estructural compensa-
toria. Este tipo de modelo sería compatible con el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales (DESC). El ejercicio de esos dere-
chos es una responsabilidad de los gobiernos “de 
forma individual y mediante la asistencia y cooper-
ación internacionales, especialmente económica y 
técnica, hasta el máximo de los recursos disponi-
bles”. La priorización de los recursos para los DESC 
también se aplica a la ayuda internacional.

Un plan de compensación para pagar la deuda 
climática. El segundo pilar de un nuevo sistema 
normativo de transferencias financieras debería ba-
sarse en el principio de que quien contamina paga 
y en el principio de responsabilidades comunes 
pero diferenciadas. Esto es particularmente rele-
vante a los efectos de asignar los costos del cambio 
climático. De acuerdo con estos principios, aquel-
los países que son responsables de los daños que 
causa la emisión excesiva de gases de efecto inv-
ernadero – y que los causarán en el futuro – tienen 
que compensar los costos. Ellos han acumulado 
una deuda climática que tendrán que pagar en los 
próximos años y décadas por venir. Los esque-
mas de compensación deberían guiarse por los 
principios del reparto justo de la carga y por los 
derechos equitativos per cápita, teniendo plena-
mente en cuenta las responsabilidades históricas 
de las sociedades.

Más allá de la meta del 0,7%. Los cambios 
en el marco normativo de las transferencias finan-
cieras también afecta el denominado objetivo del 
0,7%. En 2010, el objetivo del 0,7% experimentó 
su 40º aniversario de incumplimiento, ya que los 
gobiernos en la Asamblea General de la ONU esta-
blecieron el objetivo en 1970. La decisión se basó 
en el concepto entonces dominante de la mod-
ernización. Se consideró que era necesario un 
“gran impulso” al capital extranjero para permitir 
que los países denominados en vías de desarrollo 
“despegaran” hacia un crecimiento económico 
duradero. En ese momento, los expertos del Ban-
co Mundial estimaron la brecha de capital en alre-
dedor de diez mil millones de dólares, equivalente 
a alrededor de un uno por ciento del PIB de los 
países denominados industrializados. En 1969 
la Comisión Pearson recomendó otorgar a los 
denominados países en vías desarrollo un 0,3% 
del PIB bajo la forma de capital privado y un 0,7% 
bajo la forma de AOD. Esto marcó el nacimiento 
del objetivo del 0,7%.

Hoy en día, esta cifra del 0,7% tiene solo una 
importancia política simbólica, como un “indica-
dor de solidaridad”. El objetivo del 0,7% no puede 
explicar lo que el cumplimiento del marco de sus-
tentabilidad de los derechos va a costar en realidad, 
cuánto podrían contribuir los respectivos países y 
la cantidad de capital externo que sería necesario 
para llenar el vacío. La totalidad de las estimaciones 
de las necesidades financieras externas junto con 
los recursos nuevos y adicionales requeridos para 
las medidas de mitigación del cambio climático y 
para la adaptación al cambio climático revelan, sin 

embargo, que las transferencias financieras nec-
esarias van más allá de la marca del 0,7% del PIB. 
La crítica justificada acerca del contexto original 
en el que se baso el objetivo del 0,7% de ninguna 
manera legitima alejarse de las obligaciones inter-
nacionales.

Necesitamos cambiar las perspectivas de las 
finanzas públicas externas; alejarnos de un enfoque 
basado en la ayuda hacia un enfoque basado en los 
derechos. Un mayor desarrollo de la resolución de 
la Asamblea General de la ONU de 1970 es suma-
mente necesario para ajustar el marco normativo 
de las transferencias financieras a las realidades del 
presente. Esto puede tener lugar en el contexto de 
la planteada Carta sobre el Derecho al Desarrollo 
Sustentable.

Las propuestas para nuevas y más predecibles 
formas de transferencias financieras no son nuevas. 
El informe Norte-Sur: Un Programa para la supervi-
vencia, publicado en 1980 por la Comisión Brandt 
internacional propuso aumentar los ingresos para el 
desarrollo mediante mecanismos ‘automáticos’, que 
pueden funcionar sin las repetidas intervenciones de 
los gobiernos. “Creemos que con el tiempo el mundo 
debe pasar a un sistema financiero que progresiva-
mente permita una participación cada vez mayor de 
este tipo ingresos acumulados por estos medios. El 
hecho de que los ingresos se eleven de forma au-
tomática no implica, por supuesto, que su traslado 
debe ser automático, por el contrario, deberían ser 
canalizados a través de una agencia internacional 
apropiada o agencias (...)”. Más de 30 años después 
de este informe visionario, es hora de convertir estas 
ideas en realidad.

El fortalecimiento del imperio de la ley para 
promover la sustentabilidad. El establecimiento de 
normas y estándares es una tarea central de los go-
biernos responsables y un instrumento clave de la 
toma activa de decisiones. En los últimos 30 años, 
sin embargo, los gobiernos demasiado frecuente-
mente se debilitaron a sí mismos debido a políticas 
de desregulación y liberalización financiera. En 
cambio, confiaron en el voluntarismo corporativo 
y en la auto-regulación de “los mercados”. La fi-
jación de normas públicas y la regulación a menudo 
han sido denunciadas como políticas de dominio y 
control. Pero solamente los mercados financieros 
sin restricciones han hecho posible la sobrecarga 
financiera actual, las débiles leyes antimonopóli-
cas permitieron que los bancos transnacionales 
se vuelvan demasiado grandes para caer, y la ina-
decuada traducción del principio de precaución en 
las evaluaciones obligatorias tecnológicas llevó a 
las catástrofes de Fukushima y de otros lugares. En 
respuesta a la reciente crisis financiera y de alimen-
tos, los gobiernos comenzaron a introducir nue-
vas reglas y normas, como en octubre de 2011 la 
Commodity Futures Trading Commision de EE.UU. 
estableció normas modestas para limitar la espe-
culación excesiva en los productos. Pero todavía 
queda mucho por hacer para restaurar los derechos 
públicos sobre los privilegios de las corporaciones 
y para fortalecer el mandato de la ley en interés de 
las generaciones presentes y futuras .
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Hacia una gobernanza inclusiva,  
que rinda cuentas

La necesidad de superar la fragmentación. Hasta la 
fecha el enfoque de la gobernanza para el desarrollo 
sustentable ha sido uno de los tres pilares que go-
biernan el desarrollo sustentable en su propia zona, 
complementado por la coordinación a través de 
ellos. Esto se intenta en todos los niveles – mundial, 
regional, nacional y subnacional – y en coopera-
ción con los actores no estatales, principalmente 
la sociedad civil, los pueblos indígenas y el sector 
privado.

El desarrollo sustentable ha sido visto como 
un concepto vinculante diseñado para facilitar un 
diálogo entre aquellos cuyas principales preocupa-
ciones se relacionan con el medio ambiente y entre 
aquellos que ven su papel como la promoción del 
crecimiento y del desarrollo. Este enfoque ha he-
cho hincapié en la coordinación y el diálogo, pero 
no tiene una base institucional sólida para la toma 
de decisiones y para cambiar la política a través de 
los tres pilares. Tampoco ha abordado los derechos 
humanos, las inequidades y la exclusión social. En la 
práctica, el pilar medioambiental domina el diálogo, 
el pilar económico domina el impacto y el pilar social 
ha sido ampliamente descuidado, aparte de la limi-
tada forma en que se lo aborda a través de los ODM.

La toma de decisiones y la formulación de 
políticas se ven gravemente obstaculizadas por 
esta jerarquía entre los tres pilares de gobernanza 
económica mundial que no adhiere a los manda-
tos del régimen de los derechos humanos ni a las 
exigencias del desarrollo sustentable. La jerarquía 
entre los tres pilares también se ve reflejada en las 
medidas utilizadas para las prescripciones políti-
cas y la asignación presupuestaria. Estas medidas 
tienen un bajo nivel en lo que respecta a los objetivos 
sociales; las métricas de progreso solo se cuentan 
en dólares y exteriorizan los costos sociales y me-
dioambientales. Estas métricas favorecen al sector 
privado y perjudican las arcas públicas. Nosotros 
no estamos midiendo el desarrollo sustentable, sino 
principalmente el crecimiento económico.

Para superar la fragmentación de la gobern-
anza para el desarrollo sustentable y garantizar la 
coherencia política, es esencial volver a organizar 
y reconfigurar los mecanismos institucionales que 
cubren la totalidad de los aspectos del ciclo de la 
política: establecimiento de la agenda, análisis y for-
mulación de políticas, toma de decisiones, ejecución 
y evaluación.

Hacia un Consejo de Desarrollo Sustentable. 
Adoptar el desarrollo sustentable como un concepto 
mundial requiere de una institución cúspide que 
subsuma la totalidad de las demás nociones de de-
sarrollo y pueda infundir la esencia de los derechos 
y de la sustentabilidad en la agenda de la totalidad de 
los organismos de desarrollo y medioambientales.

Esta configuración institucional del desarrollo 
sustentable debe guiar el trabajo de las instituci-
ones mundiales en la gestión integrada de toma de 
decisiones, acción política, implementación y re-
visión. No se puede abandonar el ECOSOC (siglas 

en inglés del Consejo Económico y Social). Varios 
recomiendan un Consejo de Desarrollo Sustentable 
que informe directamente a la Asamblea General 
sobre la orientación del Consejo de Derechos Hu-
manos. Este Consejo tiene un mandato que se ex-
tiende a los tres pilares del desarrollo sustentable – el 
medio ambiente, el desarrollo económico y social.

La competencia del consejo se extenderá a to-
dos los organismos multilaterales, incluyendo las 
instituciones financieras internacionales. El nuevo 
consejo se encargaría de supervisar el proceso de 
información con el apoyo de un mejorado Examen 
Periódico Universal (EPU).

Un examen periódico universal sobre la sus-
tentabilidad. El nuevo Consejo de Desarrollo Sus-
tentable debe estar equipado con un mecanismo de 
Examen Periódico Universal a fin de que todos los 
países informen sobre las medidas para obtener el 
desarrollo sustentable, abarcando la totalidad de los 
temas pertinentes relacionados con los derechos 
humanos, el comercio, la política macroeconómica, 
el medio ambiente, el financiamiento y la partici-
pación política. El concepto del EPU debería ser me-
jorado para considerar la información proporcionada 
no solo por los gobiernos, sino también por otras 
partes interesadas, como la sociedad civil y el sec-
tor privado. La información de los informes de los 
resultados del Examen Periódico Universal deberá 
tener una amplia difusión a través de los canales de 
información activamente dirigidos a la totalidad de 
las partes interesadas.

Poner al día la Comisión de Política de Desarrol-
lo. Tal como está constituido, el Comité de Políticas 
de Desarrollo (CDP) es un órgano subsidiario del 
Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 
(ECOSOC, por sus siglas en inglés). Proporciona 
insumos y asesoramiento independiente al Consejo 
sobre los nuevos temas intersectoriales de desarrol-
lo y de cooperación internacional para el desarrollo, 
centrándose en los aspectos de mediano y largo 
plazo. Los 24 miembros del Comité son designados 
por el Secretario General de las Naciones Unidas a 
título personal, y son nombrados por el Consejo por 
un período de tres años. La membresía está orien-
tada a reflejar una amplia gama de experiencias de 
desarrollo, así como también el equilibrio geográfico 
y de género. El CDP debería ser actualizado para 
realizar una investigación y para proporcionar aseso-
ramiento independiente sobre políticas de desarrollo 
sustentable que integren plenamente los tres pilares 
y sobre los nuevos temas que requieren la atención 
y la acción inter-gubernamental. Se deberían esta-
blecer grupos de trabajo ad hoc o grupos de trabajo 
para profundizar y complementar su trabajo e in-
cluir a miembros de organizaciones con un probado 
compromiso y trayectoria en los temas pertinentes, 
incluidos los temas de la sociedad civil y de los pue-
blos indígenas.

Defensor del Pueblo internacional y Relatores 
Especiales. Existen algunas áreas clave del desarrol-
lo sustentable y de la justicia intergeneracional en 
las que el sistema internacional de gobierno carece 
de estándares normativos y de supervisión adecua-

dos. Apoyamos la recomendación de establecer la 
institución de un Defensor de la justicia intergenera-
cional para las futuras generaciones. Además, la fun-
ción de los Relatores Especiales se debe utilizar para 
examinar, monitorear, asesorar e informar pública-
mente sobre problemas como los derechos sobre la 
tierra, el acceso y uso de la tecnología, y la pesquería, 
y para desarrollar recomendaciones no solo en casos 
específicos sino también para nuevas o mejoradas 
normas. Este puede ser un procedimiento especial 
del Consejo para el recién constituido para el De-
sarrollo Sustentable.

La superación de las brechas de gobernanza a 
nivel nacional. Un gran desafío para una gobernanza 
más efectiva a nivel mundial es la falta de coherencia 
a nivel nacional. Los acuerdos internacionales efec-
tivos no pueden ser determinados ni fortalecidos sin 
los compromisos y la coherencia a nivel nacional, y 
en la totalidad de los países. La reestructuración del 
ECOSOC o la creación de un nuevo Consejo será un 
ejercicio inútil si no es “propiedad” efectiva de las 
contrapartes nacionales y se coloca en una posición 
influyente de gobernanza vis-à-vis otros ministerios 
e intereses. El nuevo mecanismo de gobernanza a 
nivel nacional puede incluir, por ejemplo:

•	 Un nuevo “sherpa para la sustentabilidad”. La 
responsabilidad debe ser tomada por el jefe de 
Estado o de Gobierno para aumentar la cohe-
rencia de las políticas de la sustentabilidad. Él o 
ella deben establecer una función “sherpa” para 
la sustentabilidad. Esta posición / función debe 
tener rango ministerial para asegurar la coordi-
nación entre los ministerios y las autoridades.

•	 Una Comisión Parlamentaria sobre la Cohe-
rencia Política de la Sustentabilidad. Para ase-
gurar la supervisión y la rendición de cuentas 
pública, una Comisión Parlamentaria sobre la 
Coherencia Política de la Sustentabilidad debe 
complementar la función “sherpa”. Estas insti-
tuciones de alto nivel en los poderes ejecutivo 
y legislativo del Estado proporcionarán la nece-
saria presencia nacional y la representación en 
los foros pertinentes de gobernanza mundial 
para el desarrollo sustentable. Sus posiciones 
y perspectivas deberían ser preparados por un 
proceso de consulta permanente y significan-
te con una amplia participación que refleje las 
dimensiones multisectoriales del desarrollo 
sustentable.

•	 Un Defensor del pueblo para las Generaciones 
Futuras. El nombramiento de Defensores del 
Pueblo para las Generaciones Futuras puede lle-
var la agenda de la sustentabilidad directamente 
al corazón de los gobiernos y a la formulación de 
políticas. El Defensor del Pueblo podría participar 
directamente en el proceso de formulación de 
políticas y evaluar desde una perspectiva integral 
los efectos a largo plazo de las políticas. Solo a 
un organismo independiente que no requiera ser 
re-elegido por los votantes actuales le es dable 
centrarse íntegramente en el análisis a largo pla-
zo y representarlo sin ninguna duda. n
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Las expectativas para el documento final de Río+20 
están inextricablemente ligadas a los compromisos 
y promesas no cumplidos de la Conferencia de Río 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, 
y los convenios y planes de acción posteriores. El 
compromiso de cambiar el paradigma de un mo-
delo de crecimiento económico no sustentable a 
uno de desarrollo sustentable fue asumido a los ni-
veles políticos más altos, pero hasta la fecha no se 
ha cumplido.

Hoy en día están generalizadas las desigualda-
des de ingresos entre Estados y dentro de ellos. Las 
exportaciones mundiales han aumentado casi cinco 
veces mientras que el ingreso per cápita mundial se 
ha más que duplicado. Sin embargo, el 20% superior 
de la población disfruta más del 70% del ingreso 
total y quienes se encuentran en el quintil inferior 
solo reciben el 2% del ingreso mundial.

Esta distribución distorsionada de la riqueza 
económica es el resultado de un sistema financiero 
internacional desregulado y desestabilizado, y un 
sistema multilateral de comercio caracterizado por 
reglas que no son equilibradas y cuyo funcionamien-
to perjudica a los países en desarrollo. Cuando llegan 
las crisis financieras y económicas, las mayorías 
– especialmente los pobres – cargan con efectos 
totalmente desproporcionados.

Los países desarrollados también acordaron en 
Río 1992 tomar la delantera en el esfuerzo por ale-
jarse de los patrones de consumo no sustentables. 
Pero estos han cambiado muy poco, y en cambio se 
han extendido a los países en desarrollo donde los 
ricos adoptan estilos de vida similares mientras la 
erradicación de la pobreza es difícil de conseguir. A 
medida que las desigualdades de ingreso aumentan 
en todos los países, el consumo excesivo e insus-
tentable domina las opciones de producción (con 
consecuencias en la utilización de recursos naturales 
y la asignación de recursos financieros) mientras los 
pobres y marginados no pueden acceder a un nivel 
de vida digno.

reafirmación de los principios de río 1992
Ya se han adoptado los principios y marcos para 
el desarrollo sustentable, primero en 1992 en Río 
y posteriormente en planes de acción, programas 
y medidas acordados en reuniones anuales de la 

Comisión sobre el Desarrollo Sustentable (CDS). 
También han sido aceptados en todos los tratados y 
convenios pertinentes.

Desde 1992, los resultados de las Cumbres y 
Conferencias de la ONU también contienen los com-
ponentes del programa de desarrollo sustentable. 
Asimismo, hay abundantes precedentes del estable-
cimiento de los derechos humanos como dimensión 
transversal del desarrollo sustentable, a partir la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos 
adoptada por la Asamblea de la ONU en 1948. Por lo 
tanto Río+20 debe centrarse en su implementación.

Hoy en día se acepta ampliamente que el pro-
grama de desarrollo sustentable tiene importantes 
brechas en su ejecución. Por lo tanto es decisivo que 

Río+20 reconozca las causas fundamentales de este 
fracaso en la implementación. Entre ellas:

•	  El reemplazo del programa de desarrollo sustenta-
ble por una globalización marcada por la liberaliza-
ción económica que ha generado crisis ecológicas 
y sociales, ha concentrado la riqueza en un puñado 
de grandes empresas del mundo de la industria y 
las finanzas y ha socavado la autonomía política y 
el lugar de los Estados. La propia existencia de la 
globalización ha generado crisis económicas, ha 
exacerbado las tensiones y conflictos sociales y la 
falta de estabilidad política.

•	  El debilitamiento del multilateralismo que es 
decisivo para el desarrollo sustentable.

río+20: implementar es la clave

La marginación social e incluso la exclusión aumentan en todo el mundo. El desencanto de los jóvenes, las mujeres, los pueblos indígenas, los 
pobres urbanos y rurales y otras poblaciones marginadas, y también de la clase media que ahora se siente amenazada, constituye  un desafío 
sin precedentes para los gobiernos y la ONU. La crisis ecológica ha empeorado desde 1992, desde el agotamiento de los recursos hasta la 
contaminación y el cambio climático. Los Derechos Humanos brinda una dimensión transversal del desarrollo sustentable: por lo tanto Río+20 
debe centrarse en la implementación del desarrollo sustetntable. Hay una necesidad imperiosa de fortalecer los planes institucionales de acuerdo 
con los principios de Río.

La ONU es el foro primario donde acordar un 
Marco Institucional para el Desarrollo Susten-
table (MIDS) que integre los tres pilares del 
desarrollo sustentable y la implementación del 
programa de desarrollo sustentable. En este 
contexto, hay una necesidad imperiosa de for-
talecer los planes institucionales de acuerdo 
con los principios de Río, especialmente el que 
establece la responsabilidad compartida pero 
diferenciada.

Para lograr esta integración de los tres 
pilares y llevar a cabo un desarrollo sustenta-
ble, el MIDS debería cumplir por lo menos las 
siguientes funciones:

•	 Identificar las medidas concretas para cum-
plir el programa de desarrollo sustentable.

•	 Apoyar las estructuras regionales y los me-
canismos nacionales para que desarrollen 
e implementen sus estrategias nacionales 
de desarrollo sustentable.

•	 Apoyar a los países en desarrollo para que 
tengan una participación significativa en 
la toma de decisiones a nivel regional e 
internacional.

•	 Brindar orientación mundial sobre las 
medidas concretas que son necesarias 
para cumplir el programa de desarrollo 
sustentable.

•	 Monitorear los avances hacia la ejecución del 
programa, entre los cuales los compromisos 
para trasladar conocimientos y tecnología 
para la implementación, y recomendar me-
didas para corregir y enfrentar los desafíos.

•	 Evaluar la incorporación equilibrada de los 
tres pilares en el sistema internacional, y 
establecer los mecanismos necesarios para 
hacer el seguimiento de los compromisos 
y la identificación de brechas o debilidades 
que afecten la plena implementación del 
programa de desarrollo sustentable.

•	 Promover la participación de la sociedad civil 
en el programa de desarrollo sustentable.

El MIDS necesita que el Secretariado realice 
lo siguiente: (a) proporcionar investigación, 
análisis e informes y recomendaciones para 
alertar a los gobiernos y al público sobre las 
nuevas tendencias y problemas; (b) brindar 
asistencia técnica y asesoramiento en general; 
(c) organizar la celebración de reuniones, la 
divulgación de sus informes y el seguimiento 
de los resultados. Es importante que a todos 
estos efectos tenga en cuenta las consecuen-
cias para los tres pilares, de manera que cada 
uno de ellos tenga un desarrollo parejo de los 
conceptos, resultados y acciones.

mArCO InSTITUCIOnAL PArA EL dESArrOLLO SUSTEnTABLE
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•	  La influencia desproporcionada de las institu-
ciones económicas mundiales, entre las cuales 
la ONU, y su falta de responsabilidad pública.

•	  La falta de medios de implementación (financie-
ros, tecnológicos, de desarrollo de capacidades) 
que fueron una parte esencial del pacto de 1992 
para el desarrollo sustentable y que los países 
desarrollados se comprometieron a aportar.

•	  La falta de integración de los tres pilares del 
desarrollo sustentable (desarrollo económi-
co, desarrollo social y protección ambiental) a 
todos los niveles de políticas y gobernanza, a 
pesar de los esfuerzos iniciales realizados en la 
década de 1990.

Hay una urgente necesidad de:
Primero, reafirmar los principios aceptados 

internacionalmente que establece la Declaración de 
Río de Janeiro sobre el Medio Ambiente y el Desa-
rrollo de 1992, especialmente el principio funda-
mental de las responsabilidades compartidas pero 
diferenciadas como marco político del desarrollo 
sustentable.

Segundo, renovar el compromiso político para 
implementar el programa de desarrollo sustentable 
acordado, apoyándose en los conocimientos y expe-
riencias acumulados en los últimos 20 años.

Tercero, emprender una “asociación mundial 
revitalizada para el desarrollo sustentable” basada en 
que los Estados vuelvan a asumir su papel de respon-
sabilidad y que afirme la autonomía política como 
contrapartida a las fuerzas irrestrictas del mercado 
que causan inestabilidad a todos los niveles.

Cuarto, en toda colaboración entre el sector pú-
blico y el privado, garantizar que las políticas públicas 
y la gobernanza queden a salvo de cualquier influencia 
indebida del sector privado, especialmente las socie-
dades transnacionales y las grandes empresas.

Quinto, en atención a la importancia de contar 
con tecnología adecuada para el desarrollo susten-
table, establecer un organismo intergubernamental 
que facilite la transferencia de tecnología y la inno-
vación (y se ocupe de obstáculos tales como los 
derechos de propiedad intelectual) y desarrolle la ca-
pacidad de evaluación de la tecnología. En su primera 
sesión la CDS ya subrayó la necesidad de evaluar las 
tecnologías en función de su salubridad, seguridad e 
impactos ambientales, económicos y sociales.

restablecer la confianza
Es necesario fomentar la confianza pues la mayo-
ría de los países desarrollados ha dejado de lado 
sus compromisos internacionales con el desarrollo 
sustentable y algunos han descartado el principio 

de responsabilidad compartida pero diferenciada. El 
proceso preparatorio y numerosas discusiones rela-
cionadas con el tema han dejado claro que todavía 
no hay una definición universalmente aceptada ni un 
entendimiento común del concepto de “economía 
verde”. Si bien algunas partes del sistema de la ONU 
como la CESPAP han ayudado a los países miembros 
a lograr un entendimiento común del crecimiento 
verde, la mayoría de los gobiernos siguen sin com-
prender sus detalles y forma de puesta en práctica.

A nivel de los gobiernos nacionales y locales, las 
comunidades y empresas y organizaciones de la so-
ciedad civil, se desarrolla y ejecuta una amplia gama 
de políticas, programas, proyectos y medidas que 
todos los involucrados consideran “verdes” según 
sus respectivas interpretaciones y descripciones.

Sin embargo, también surge claramente del 
proceso preparatorio, especialmente de las reunio-
nes regionales, entre las cuales el reciente Simposio 
de Alto Nivel sobre Río+20 en Beijing y el Diálogo Mi-
nisterial de Delhi sobre Economía Verde y Crecimien-
to Inclusivo, que cada vez hay más consenso para 
que se reafirmen los principios de Río y el marco de 
desarrollo sustentable a nivel internacional y a la vez 
se permita la formulación de estrategias nacionales 
para afinar los tres pilares en función de los mejores 
principios, enfoques y prácticas. n 



19El derecho a un futuro

Arab ngO for development (Annd)1

Durante los últimos treinta años, las economías de 
los países árabes se han construido según un en-
foque que prioriza un modelo de crecimiento que 
desatiende los objetivos de desarrollo y los dere-
chos económicos y sociales de la población. Los 
diseñadores de políticas han dado prioridad a lograr 
la integración en la economía mundial por medio 
de la liberalización del comercio y de la inversión, 
los préstamos, la expansión de la privatización y 
las alianzas público-privadas, la desregulación 
económica general y un énfasis desmedido en la 
estabilidad macroeconómica2. Los poderes políticos 
y los grupos dirigentes han abandonado el proyecto 
del Estado como actor principal en la promoción y 
elaboración de un proyecto de desarrollo para sus 
países. Las líneas divisorias entre las élites dirigentes 
políticas y los poderes económicos han mermado, a 
la vez que los grupos se robustecen unos a otros. 
Al mismo tiempo, las capacidades productivas 
nacionales se han visto marginadas, junto con los 
proyectos nacionales de desarrollo en general, lo 
que incluye el abordaje de las desigualdades, el 
empoderamiento de las personas por medio de la 
generación de empleos y salarios, y el desarrollo de 
planes sociales integrales con enfoque de derechos3. 
En consecuencia, hemos visto que los países han 
logrado alcanzar el crecimiento económico, mien-
tras que la pobreza, el desempleo y las inequidades 
continúan en aumento, lo que ha debilitado a estos 
países aún más, aumentando su dependencia en la 
importación de alimentos y agudizando su vulnera-
bilidad a los impactos externos. En consecuencia, 

1 Este documento está basado en la respuesta de la ONG 
Árabe Red para el Desarrollo a la consulta de la ONU para 
la elaboración del primer borrador del documento de 
resultados, disponible en: <www.uncsd2012.org/rio20/
index.php?menu=115>, así como en las recomendaciones 
resultantes de la convocatoria regional organizada por la 
ONG Árabe Red para el Desarrollo en Cairo (mayo de 2011), 
titulada: Hacia un nuevo contrato social: declaración de 
principios fundamentales por organizaciones de la sociedad 
civil en la región árabe, <www.annd.org>. 

2 Se trata de un paquete de reformas políticas neoliberales 
conocidas como el Consenso de Washington; ver: <www.cid.
harvard.edu/cidtrade/issues/washington.html>.

3 Ver: informe titulado “Desafíos para el desarrollo en los 
estados árabes: un enfoque basado en el desarrollo humano” 
por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo y la 
Liga de Estados Árabes (diciembre de 2009).

hemos visto que los países han logrado alcanzar el 
crecimiento económico, mientras que la pobreza, el 
desempleo y las inequidades continúan en aumento. 

Las revoluciones populares de la región árabe 
pusieron de manifiesto las deficiencias de este en-
foque. De hecho, las políticas económicas y sociales 
impuestas desde arriba y en función de los intereses 
de unos pocos privilegiados por lo general solo han 
servido para acentuar las desigualdades, la pobreza 
y el desempleo. Las exportaciones de petróleo han 
inflado las cifras del crecimiento económico, sin 
que existan políticas redistributivas adecuadas ni 
mecanismos para el empoderamiento local. 

Es evidente en la actualidad que los países en 
desarrollo, incluidos los árabes, deben alejarse del 
enfoque que se centra solamente en el crecimiento 
económico, para apuntar hacia la implantación de 
proyectos de desarrollo que se basan en una per-
spectiva de derechos más amplia. Es evidente que 
es necesario reconsiderar el proceso de revertir el 
papel de los gobiernos en los asuntos económicos 
y sociales, para lograr un equilibrio eficaz entre 
el papel del Estado como regulador y facilitador y 
el papel de los grupos de interés del mercado. Tal 
forma de repensar el papel del Estado, del mercado 
y del diseño de políticas económicas en general es 
crucial para los procesos de desarrollo sustentable, 
que comprenden los tres pilares interconectados de 
políticas ambientales, económicas y sociales. 

En este documento se esclarecen estos de-
safíos en el marco de los cambios que se han visto en 
la región árabe como resultado de las revoluciones 
y revueltas populares que han sacudido la región 
desde finales de 2010. Se destaca la ruta recorrida a 
partir de la Cumbre de la Tierra (1992) hacia Río+20 y 
los desafíos que enfrenta el desarrollo sustentable en 
la región árabe, así como la necesidad de replantear 
el papel del estado, lo que incluye además abordar el 
concepto de la ‘economía verde’ y la viabilidad de las 
alianzas público-privadas. Por otra parte, el docu-
mento analiza además la necesidad de fortalecer las 
alianzas mundiales para el desarrollo sustentable. 

de la Cumbre de la Tierra a río+20 
Durante la Cumbre de la Tierra celebrada en 1992 
se afirmó que el logro del desarrollo sustentable de-
pende en gran medida de la relación entre tres pilares 
fundamentales: el medio ambiente, la economía y las 
políticas sociales. Se subrayó por un lado la impor-
tancia de adoptar modelos diferentes de consumo 
y producción, y por otro, la necesidad de fortalecer 

la cooperación internacional basada en el principio 
fundamental de la “responsabilidad común pero 
diferenciada”. Ocho años más tarde la Declaración 
del Milenio reafirmó la importancia de las alianzas 
mundiales para el desarrollo. 

La Agenda 214, uno de los productos princi-
pales de la Cumbre de la Tierra (1992), subrayó la 
relación entre el desarrollo sustentable y la gober-
nanza democrática en la protección de los derechos 
humanos, la promoción y la protección de la ciu-
dadanía y la construcción del estado de derecho. Las 
revoluciones y revueltas populares árabes reflejan tal 
conexión entre el desarrollo sustentable, la gobern-
anza democrática y la libertad. 

Es más, la Agenda 21 y la Declaración del Milen-
io confirman en forma explícita la relación entre de-
sarrollo sustentable, paz y seguridad, como requisito 
previo para garantizar los derechos económicos y 
sociales. Sin embargo, la región árabe sigue siendo 
testigo de guerras, crisis y conflictos como resultado 
de la persistente violación de las leyes internacional-
es y la incapacidad de implementar las resoluciones 
internacionales acordadas. Es evidente que no será 
posible lograr una paz justa y sustentable en la región 
árabe, si no se respeta el derecho a la libre determi-
nación del pueblo palestino. 

Los desafíos que enfrenta el desarrollo 
sustentable en la región árabe y el 
replanteamiento del papel del Estado
La Comisión Económica y Social de las Naciones Un-
idas para Asia Occidental (ESCWA en inglés), la Liga 
de Estados Árabes (LAS en inglés) y el Programa de 
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNU-
MA) han identificado una serie de desafíos a los que 
se enfrentan los procesos de desarrollo sustentable 
en la región árabe y que se describen en un docu-
mento de referencia titulado “La economía verde en 
la región árabe: conceptos generales y alternativa 
disponible”5. Según este documento, entre estos 
desafíos se cuentan las dificultades y limitaciones 
políticas, la creciente escasez de agua, los problemas 
del sector energético, las amenazas a la seguridad 

4 La Agenda 21 es un plan de acción integral a adoptarse 
en forma mundial, nacional y local, que fue aprobado por 
más de 178 gobiernos en la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (CNUMAD) 
celebrada en Río de Janeiro, Brasil, del 3 al 14 de junio de 
1992. Por más información, consultar: <http://www.un.org/
esa/dsd/agenda21/> 

5 Ver: <css.escwa.org.lb/sdpd/1570/PaperEn.pdf >.

El desarrollo sustentable y el renovado papel  
del Estado en la región árabe
Las economías de los países árabes han sido impulsadas por  un modelo de crecimiento que desatiende los objetivos de desarrollo y 
los derechos sociales y económicos. El proceso de Río +20 ofrece una oportunidad para volver a activar el debate en torno al desarrollo 
sustentable iniciado en 1992, y reforzar el impulso para reformar los paradigmas de desarrollo y adoptar estrategias coherentes que 
reactiven los sectores y capacidades productivos. Esto es esencial para asegurar que el objetivo de una “economía verde” no sea utilizado 
para re-empaquetar y promover los mismos modelos económicos y sociales que han desatendido  los derechos de la gente.
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alimentaria, el cambio climático y los fenómenos 
meteorológicos extremos, el consumo y los mod-
elos de producción no sustentables, así como el 
crecimiento de la población y el marcado aumento 
de la población joven6. Se propone el concepto de 
la ‘economía verde’ como un camino y una solución 
para asegurar el proceso de desarrollo sustentable 
en la región árabe, en donde “la transición ofrece 
una gama completa de estrategias, medidas y her-
ramientas sociales y económicas, que los tomadores 
de decisiones de los países árabes podrían usar en 
forma selectiva”7. Asimismo, se sugiere que tal 
“camino” se podría lograr por medio de una estrate-
gia de “crecimiento verde” (aumentar la inversión 
en los sectores verdes y aumentar la demanda de 
productos verdes) y de “transformación ecológica” 
(reestructurar los sectores existentes para que sean 
más respetuosos del medio ambiente). Según este 
documento, el éxito de tal estrategia depende de las 
“alianzas público-privadas”8.

En un momento histórico como el que atravie-
san muchos de los países árabes en la actualidad es 
muy importante asegurarse de que el concepto de 
la ‘economía verde’ no se utilice para volver a em-
paquetar y promover los mismos modelos económi-
cos y sociales que no supieron atender los derechos 
económicos y sociales de la población durante los 
regímenes anteriores. 

Análisis del concepto de ‘economía verde’
Es aconsejable enfocar el concepto de la ‘economía 
verde’, que se ubica en el centro del proceso hacia la 
Cumbre de Río+20, solo en el contexto de definiciones 
y principios de ‘desarrollo sustentable’ aceptados y 
consensuados en la Cumbre de Río de 1992. El con-
cepto de ‘desarrollo sustentable’, según surgió de la 
conferencia de la ONU que tuvo lugar en Río en 1992, 
comprendía un amplio programa que iba “más allá de 
los acuerdos ambientales y más bien constituyen ac-
uerdos vinculantes que requieren cambios en el para-
digma de desarrollo, de acuerdo con el principio de las 
responsabilidades comunes pero diferenciadas que 
se basa en la equidad y en la responsabilidad histórica 
de los países desarrollados”9. Sin embargo, desde 
entonces el concepto se ha visto restringido, a medida 
que el compromiso político con respecto al desarrollo 
sustentable también ha decaído. Al mismo tiempo, 
han surgido nuevos procesos que alegan cumplir con 
el espíritu de la Agenda 21. 

En vista de este marco, es necesario garantizar 
que el concepto de la ‘economía verde’ no se convi-

6 “La economía verde en la región árabe: conceptos generales 
y alternativa disponible” (mayo de 2011); un documento 
elaborado por la Comisión Económica y Social de las 
Naciones Unidas para Asia Occidental (ESCWA), la Liga de 
Estados Árabes (LAS) y el Programa de las Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente (PNUMA). 

7 Ibíd. p.12; <css.escwa.org.lb/sdpd/1570/Paper_En.pdf>.

8 “La economía verde en la región árabe: conceptos generales 
y alternativa disponible” (mayo de 2011); p. 13.

9 Red del Tercer Mundo; respuesta a la consulta de la ONU 
para la elaboración del primer borrador del documento de 
resultados para Río+20, <www.uncsd2012.org/rio20/index.
php?page=view&type=510&nr=446&menu=20>. 

erta en un retroceso con respecto a los compromisos 
iniciales de la Agenda 21, en el momento mismo en 
que se intenta abarcar un nuevo enfoque para pre-
sentar la problemática mundial de sustentabilidad. 
Ello no se podrá lograr sin una comprensión más 
amplia del desarrollo sustentable, que abarque una 
revisión de las tendencias generales de producción 
y consumo de la actualidad, y que derechos como 
equidad, justicia y responsabilidades comunes pero 
diferenciadas sigan siendo centrales. Sería necesario 
reorientar las inversiones, el comercio y las políticas 
financieras para que apuntaran a estos objetivos, 
además de aprovechar la cooperación regional en es-
tas áreas para aumentar la producción y la demanda 
a niveles nacionales y regionales.

Tal enfoque es esencial en lo que se refiere a 
trabajar para la recuperación de las crisis financieras 
y económicas mundiales de la actualidad, incluyendo 
la restauración del crecimiento de los mercados lab-
orales y la generación de trabajo decente, así como 
la estabilidad de los mercados de productos básicos. 
De hecho, el alejamiento del camino del desarrollo 
sustentable y de los compromisos adquiridos está 
contribuyendo al debilitamiento de la economía 
mundial en su totalidad. Es necesario afrontar estas 
inquietudes al tiempo que se considera la urgencia 
de la situación a la que se enfrenta la sustentabilidad 
del mundo, así como las responsabilidades diferen-
ciadas y las capacidades en el marco actual, tanto 
en el mundo, entre los países desarrollados y en 
desarrollo, y en lo nacional, entre las comunidades 
acomodadas y las marginales y empobrecidas. 

Tal enfoque es también fundamental en el 
marco de la región árabe, en donde las revoluciones 
populares buscan un renovado papel para el Estado 
que incluya el replanteamiento de los modelos de 
desarrollo, lo cual es crucial para la sustentabilidad 
de los procesos democráticos del futuro. 

¿Por qué las “alianzas público-privadas” 
(APP) no constituyen una respuesta 
acertada?
En este contexto, es necesario analizar el concepto 
de las “alianzas público-privadas” (APP) y evaluar 
los beneficios para el desarrollo derivados de expe-
riencias en esa área. Son demasiadas las ocasiones 
en que las APP no suelen ser más que privatizaciones 
disimuladas o medidas en régimen de concesión, so-
bre todo cuando los marcos legales e institucionales 
son débiles. Sin un consenso válido acerca de lo que 
constituyen, las APP se enfrentan a resultados muy 
inciertos y que pueden depender de los procesos 
económicos, derechos sociales y objetivos de de-
sarrollo sustentable, lo que tiene especial importan-
cia en momentos en que las APP se están promo-
cionando en países en donde la corrupción y la mala 
gestión son evidentes. Por ejemplo, en las últimas 
décadas, varios países árabes han sido testigos de 
sonados ejemplos de transferencia de bienes públi-
cos a la propiedad privada, de concesiones de la ex-
plotación de recursos naturales y de la adjudicación 
de contratos de servicios públicos a firmas privadas, 
que fueron implementados con escasas exigencias 
en cuanto a la rendición de cuentas. De hecho, las 

recientes revueltas en la región árabe han dejado 
expuesta la corrupción desenfrenada existente en 
los negocios de privatización y en los procesos de 
APP que benefician a un pequeño grupo de indi-
viduos mientras que se perjudica a la mayor parte de 
la población, al tiempo que disminuye la calidad de 
los servicios ofrecidos y que aumentan los precios. 
La situación se torna aún más difícil cuando las com-
pañías privadas son extranjeras, ya que a menudo no 
rinden cuentas al sistema judicial nacional.

El problema es que estos acuerdos otorgan 
a actores privados las ventajas de un monopolio 
estatal, si bien sus objetivos se limitan a sacar 
provecho propio y no actúan en beneficio del bien 
común. Existen ejemplos de fracasos que han tenido 
resultados sociales y económicos trágicos, incluso 
en los países desarrollados. Es así que el estudio de 
las posibilidades de asumir una APP exige el análi-
sis adecuado de los mecanismos para garantizar la 
transparencia; medidas para la rendición de cuentas, 
medidas y capacidades reglamentarias robustas, 
así como sólidas instituciones gubernamentales de 
contraparte. 

El replanteamiento del papel del Estado  
en el desarrollo sustentable 
Los enfoques políticos que no solo comprenden el 
crecimiento económico sino también consideran el 
desarrollo sustentable hacen necesario replantear 
el papel del Estado en estos procesos. El desarrollo 
sustentable es clave para mantener un crecimiento 
económico equilibrado y a largo plazo, enraizado en 
los derechos económicos y sociales de la población. 
Ello significa abordar el modelo de crecimiento; in-
cluso cómo se logra dicho crecimiento y a qué fines 
apunta, así como qué lugar se le asigna a los dere-
chos en este modelo.

Una de las metas auténticas y centrales de 
las revoluciones populares de la región árabe y un 
complemento natural y fundamental de los derechos 
civiles y políticos ha sido el logro de los derechos 
económicos y sociales. Tales metas hacen necesario 
que las políticas incluyan más que el crecimiento y 
los ingresos y que aborden la implementación de la 
distribución igualitaria de la riqueza.

En este marco, el Estado cumple dos fun-
ciones; por un lado, como regulador de las fuerzas 
de producción y de relaciones de mercado, y por 
otro, como protector de los intereses nacionales, 
así como garante y defensor de los derechos de 
grupos vulnerables. Es responsabilidad del estado 
garantizar la oferta equitativa y el acceso a servicios 
de calidad en áreas como el transporte, la salud, la 
educación, la energía, el agua y la vivienda, así como 
la protección social y todos los derechos sociales y 
económicos. Es responsabilidad del Estado garan-
tizar el equilibrio y las buenas relaciones entre los 
tres pilares del desarrollo sustentable – las políti-
cas económicas, sociales y ambientales. Es más, 
también es responsabilidad del estado asegurar la 
implementación de procesos democráticos y partici-
pativos que incluyan a múltiples grupos de interés en 
el diseño de políticas para el desarrollo sustentable, 
y en los que se asegure la inclusión de las voces de 
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los grupos de la sociedad civil que representen a la 
multiplicidad de comunidades a nivel nacional. 

Por otra parte, replantear el papel del Estado ex-
ige restablecer el papel de instituciones fortalecidas 
que operen en coordinación y cooperación temática 
y regional, enfocadas en los procesos participativos 
y de gobernanza. Se debe empoderar a las instituci-
ones para que apunten a la promoción del desarrollo 
sustentable por medio de la integración equilibrada 
de sus dimensiones económicas, sociales y ambien-
tales, sin comprometerse con programas “estableci-
dos por donantes”. Este proceso habrá de apoyarse 
en instituciones gubernamentales fortalecidas que 
sean transparentes y que rindan cuentas a múltiples 
grupos de interés centrales. 

revigorizar las alianzas mundiales  
para el desarrollo sustentable 
La economía mundial ya sufre los resultados de los 
modelos de producción y consumo que explotan los 
recursos naturales de manera no sustentable, lo que 
deriva en problemas ambientales y ecológicos serios 
y agudiza las desigualdades entre los pueblos del 
mundo. Este saqueo sigue prevaleciendo hoy en día y 
han surgido problemas tales como el cambio climáti-
co, la degradación de los suelos y la escasez de agua, 
constituyéndose en amenazas mundiales a la biodi-
versidad, la soberanía y la seguridad alimentarias, los 
medios de subsistencia de diversas comunidades en 
todo el mundo y el derecho general al desarrollo. En 
este marco, los procesos de desarrollo sustentable 
hacen necesario replantear las políticas de agua y 
energéticas, las políticas alimentarias y agrícolas, 
así como las políticas ambientales, comenzando a 
nivel nacional y continuando en la región y el mundo. 

La situación se torna aún más peligrosa de-
bido a las políticas energéticas no sustentables y mal 
administradas que solo han agudizado la amenaza 
mundial del cambio climático, además de poner en 
peligro la seguridad alimentaria y del agua, por me-
dio de tecnologías tales como la primera generación 
de biocombustibles, que generan rivalidad entre la 
energía y los alimentos de manera innecesaria. Es 
fundamental lograr una adaptación mayor de las 
tecnologías sustentables y ecológicas, como la en-
ergía eólica o solar, que incluya la inversión pública y 
privada en estos sectores. 

Por otra parte, de todos los recursos naturales, 
el agua es el más estratégico y su mala adminis-
tración amenaza la población mundial. La eficiencia 

energética, así como la seguridad alimentaria y la 
del agua se encuentran estrechamente vinculadas y 
no se pueden analizar de manera separada. El tema 
es acuciante en la árida región árabe, en donde el 
abastecimiento de agua de la mayoría de los países 
depende de procesos costosos que demandan el uso 
intensivo de energía, lo que deriva en un mayor gasto 
de recursos debido a la falta de pericia básica o de 
supervisión a niveles regionales y locales. La gestión 
de recursos solo puede mejorarse si se garantiza 
que el acceso al agua potable se mantiene como un 
derecho humano básico. Al afianzar los derechos 
básicos de los más vulnerables, se les puede empod-
erar para que sean más eficientes con los recursos 
y contribuyan en forma activa a los procesos de de-
sarrollo, al tiempo que se garantizan los medios de 
subsistencia locales y tradicionales.

Resulta así fundamental evaluar las políticas 
existentes del uso del agua y de la generación de en-
ergía, para garantizar que los recursos no renovables 
se utilicen de manera justa y sustentable. Promover 
las inversiones y la cooperación interregionales en 
este campo es esencial. Es más, para lograr el éxito, 
son cruciales las alianzas regionales y mundiales en 
estas áreas. 

Para revigorizar las alianzas mundiales para 
el desarrollo sustentable es necesario realizar una 
nueva evaluación de las políticas financieras, comer-
ciales y de inversión existentes, así como de los ac-
uerdos que controvierten el concepto de ‘desarrollo 
sustentable’. Ello implica afrontar las formas en que 
las relaciones comerciales, de inversión y financieras 
existentes a menudo benefician a los países ricos 
a expensas de los medios de subsistencia de los 
países pobres y desvían recursos de los objetivos 
enfocados en el desarrollo y los derechos. Por ejem-
plo, la reglamentación comercial internacional no se 
debería usar como una herramienta para limitar el 
apoyo público otorgado al desarrollo de fuentes y 
tecnologías energéticas alternativas, ni para el pro-
teccionismo comercial, ni para restringir el uso de 
las nuevas tecnologías ‘ecológicas’ por los pueblos 
de los países en desarrollo. Estas medidas son bási-
cas para abordar el desequilibrio estructural de la 
distribución de poder de la economía mundial, que 
favorece en forma excesiva a unos pocos. 

Por otra parte, es fundamental revisar las regla-
mentaciones nacionales para enfrentar la ausencia o 
la debilidad de políticas que enmarquen o apoyen el 
desarrollo sustentable, lo que incluye, por ejemplo, 

normas nacionales en torno a la seguridad y sober-
anía alimentarias, así como las relacionadas con las 
nuevas tecnologías y su transferencia. Este tipo de 
revisión ayudaría en tales temas como la amenaza 
a los ecosistemas y a la biodiversidad que suponen 
la degradación de los suelos y la contaminación del 
agua. En cuanto a las nuevas tecnologías, es esencial 
hacer cumplir el “principio de precaución” para evitar 
los riesgos y desafíos que implican las tecnologías 
cuya eficacia no ha sido comprobada10.

Es más, la cooperación internacional para el de-
sarrollo tiene un papel importante en torno al apoyo 
prestado a procesos de desarrollo sustentable que 
definan los actores nacionales estatales y no es-
tatales. La ayuda y el desarrollo eficaces, que puedan 
reforzar y no debilitar los procesos de desarrollo 
sustentable, no deben estar vinculados a objetivos 
políticos o procesos de militarización extranjeros, ni a 
condiciones políticas extranjeras que distorsionen el 
contexto económico y social en pro de intereses espe-
cíficos o modelos económicos ortodoxos. La ayuda y 
el desarrollo eficaces, que atiendan a los objetivos de 
desarrollo sustentable deben enfocarse en la propie-
dad nacional democrática y la participación significa-
tiva y sistemática de la sociedad civil, fortalecida por 
medio de múltiples sistemas de rendición de cuentas. 

Conclusiones
El proceso Río+20 y de la Cumbre proporcionan una 
valiosa oportunidad para reavivar el enfoque sobre el 
desarrollo sustentable, lo que fortalecerá el empuje 
iniciado en 1992 con respecto a la reforma de los 
paradigmas de desarrollo. Ello integra estrategias 
coherentes para revigorizar las capacidades y los 
sectores productivos en los países en desarrollo, 
incluyendo la agricultura y la industria, así como sec-
tores competitivos de servicios muy especializados. 

Este proceso también podría fomentar la partic-
ipación pública en la formulación e implementación 
de políticas de desarrollo sustentable por medio de 
estructuras de coordinación a niveles nacionales y 
locales. De hecho, toda implementación requiere la 
existencia de políticas y mecanismos que garanticen 
la inclusión de grupos de interés locales, represen-
tados por diversas formas de grupos de la sociedad 
civil y otros grupos de actores, incluyendo a mujeres, 
pueblos indígenas y personas con capacidades es-
peciales, a quienes se empodere para tomar e im-
plementar decisiones que a menudo las afectan de 
manera fundamental.  n

10 Sin orientaciones claras ni mecanismos de adopción, las 
economías en desarrollo se arriesgan a convertirse en 
vertederos de tecnologías contaminantes y no sustentables, 
subsidiando así la marcha del mundo desarrollado hacia 
economías más sustentables. Sin las instituciones 
adecuadas para la evaluación de tecnología, los países 
en desarrollo corren el riesgo de convertirse en banco de 
pruebas de tecnologías cuya eficacia no ha sido comprobada, 
con consecuencias inesperadas. 
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La dificultad para alcanzar las metas de desarrollo 
y bienestar humano radica en el fracaso del para-
digma económico dominante, lo que nos plantea el 
problema de cambiar el capitalismo desde dentro 
o desde fuera. Nuestra respuesta es que debe ser 
desde dentro. Las crisis económicas recurrentes han 
puesto de manifiesto la debilidad de los principios en 
los que se apoya el modelo neoliberal. Sin embargo, 
se sigue imponiendo estos principios como el único 
camino hacia el desarrollo.

En los dos últimos decenios la economía mun-
dial ha sido golpeada por reiteradas crisis con un 
denominador común: la especulación en los mer-
cados financieros que lleva a inversiones en instru-
mentos especulativos y de alto riesgo. A la larga, 
los excedentes de capital y las normas poco riguro-
sas generaron burbujas y un recalentamiento de la 
economía que desembocaron en crisis.

La brecha entre el discurso y los actos
A partir de la publicación del informe de la Comisión 
Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo (la 
Comisión Brundtland) en 1987, la expresión “de-
sarrollo sustentable” se volvió un punto de referencia 
para la comunidad internacional. Tomando como 
precedentes la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Humano de 1972 y el Informe de la 
Comisión para Cuestiones de Desarrollo Interna-
cional (Comisión Brandt), la Comisión Brundtland 
definió el desarrollo sustentable como “aquel que 
garantiza las necesidades del presente sin compro-
meter la capacidad de las generaciones futuras para 
satisfacer sus propias necesidades”.

El concepto recibió un impulso definitivo en 
la Cumbre de la Tierra de 1992, con la adopción de 
la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y De-
sarrollo y el Programa 21. En estos dos documentos, 
los países firmantes se comprometieron a procurar el 
crecimiento económico ciñéndose a directrices para 
el desarrollo sustentable. Más adelante, en el seno del 
Consejo Económico y Social de la ONU se estableció 
la Comisión sobre el Desarrollo Sustentable como or-
ganismo encargado del seguimiento de los acuerdos.

El concepto de sustentabilidad examina la rel-
ación entre el desarrollo económico, la calidad am-
biental y la equidad social. Incluye una perspectiva 
de largo plazo y un enfoque integral de la acción, 

con el reconocimiento de que es necesario que to-
dos participen en el proceso. Según la Comisión 
Brundtland: “el desarrollo sustentable es un proceso 
dinámico de cambio en el que la explotación de los 
recursos, el destino de las inversiones, la orientación 
del desarrollo tecnológico y el cambio institucional 
se hacen considerando las necesidades del futuro 
además de las del presente”.

Sin embargo, un balance del progreso de este 
paradigma muestra una gran brecha entre el discur-
so y los actos. Una revisión de los documentos que 
surgieron de las diferentes cumbres de la ONU sobre 
el desarrollo muestra que desde la Cumbre de Río 
se ha mantenido el discurso a favor del desarrollo 
sustentable, acompañándolo de conceptos como el 
desarrollo humano y la seguridad humana.

Esto no significa un fortalecimiento del con-
cepto ni que sea prioritario en los programas inter-
nacionales. Al contrario, la promoción de este para-
digma ha sufrido importantes altibajos por factores 
que van desde las diferentes percepciones del Norte 
y el Sur con relación a prioridades y financiamiento, 
o la reducción de las metas a “un mínimo aceptable 
para todos”, hasta el predominio del programa tradi-
cional de seguridad a partir de los ataques terroristas 
del 11 de setiembre de 2011 a Washington y Nueva 
York en 2001.

Al mismo tiempo, los países desarrollados han 
dejado de lado el concepto de “sustentable” para 
favorecer su crecimiento económico y el manten-
imiento de los patrones de consumo excesivo de 
sus pobladores. Mientras tanto, en los países en 
desarrollo, la protección del medio ambiente no 
siempre ha sido una prioridad, en tanto se ha im-
puesto la lógica de buscar primero el crecimiento y 
solo después, el desarrollo. De este modo, aunque 
en el marco de las Naciones Unidas los estados se 
han declarado a favor del desarrollo sustentable, no 
ha existido la voluntad política de llevar adelante un 
programa integral que permitiera implementarlo en 
todo el planeta.

Por otra parte, la amplitud, mutidimension-
alidad y alcances en materia económica, social y 
ambiental del paradigma del desarrollo sustent-
able, aún están lejos de ser entendidos, tanto por 
los tomadores de decisiones de los Estados, como 
por la población en general. Si bien desde Naciones 
Unidas se ha insistido en los tres pilares del proceso 
y diversas ONG trabajan para promover su carácter 
multidimensional, la idea de sustentabilidad se ha 
asociado fundamentalmente con la protección del 
medio ambiente. Este enfoque ha tomado un reno-

vado impulso en los últimos años debido a los desas-
tres naturales, el calentamiento global y los retos de 
la transición energética. Así, por ejemplo, el tema de 
la economía verde se ha posicionado dentro de las 
prioridades de la agenda del desarrollo sustentable.

Es preciso comprender estas circunstancias 
en el marco del sistema internacional que incorporó 
los postulados neoliberales como paradigma para 
el desarrollo. Según este enfoque, la democracia 
electoral y la libertad de mercados traerían el biene-
star tan deseado y, por ello, los estados deberían 
limitar sus funciones y dejar actuar las fuerzas del 
mercado. Este modelo muy pronto demostró sus 
límites con la reiteración de crisis económicas y las 
brechas sociales cada vez más grandes que puesto 
a la globalización frente a una verdadera crisis ética.

de río a la declaración del milenio: buenas 
intenciones, malos resultados
Los antecedentes del movimiento a favor del de-
sarrollo sustentable y la ubicación de la persona en el 
centro de los esfuerzos por el desarrollo se remontan 
a las décadas de 1970 y 1980 cuando se estableció 
la Comisión Independiente para Cuestiones de De-
sarrollo Internacional, la Comisión Independiente 
sobre Cuestiones de Desarme y Seguridad y la ya 
mencionada Comisión Brundtland.

Sería a mediados de la década de 1990 que los 
problemas del desarrollo tomarían una importancia 
especial, que se reflejó en la serie de reuniones cum-
bre mantenidas y el surgimiento de los conceptos 
de desarrollo humano y seguridad humana, íntima-
mente ligados a la idea del desarrollo sustentable. 
El final de la Guerra Fría permitió ampliar la agenda 
internacional e incorporar los llamados “nuevos te-
mas” que incluían los programas tanto de desarrollo 
como de seguridad.

De hecho, estos fenómenos existían desde 
decenios atrás, pero la lucha ideológica bipolar los 
había relegado a un segundo plano. En la perspec-
tiva del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD), la brecha entre el Norte y el Sur 
se había profundizado a causa del paradigma que 
consideraba que el crecimiento económico traería 
automáticamente más beneficios para la sociedad 
y que enfatizaba el ajuste estructural por encima del 
tema del desarrollo.1 De esta manera desde las Na-
ciones Unidas se impulsó una nueva agenda para el 

1 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
“Orígenes del enfoque de Desarrollo Humano”, <hdr.undp.
org/es/desarrollohumano/origenes>. 

Un cambio de paradigmas: la única salida

Los esfuerzos por implementar un desarrollo sustentable han fracasado sobre todo porque no se ha modificado el paradigma económico 
predominante y el capitalismo desenfrenado está reñido con cualquier modelo sustentable. Corresponde al Estado ser el principal impulsor 
de la sustentabilidad, fomentando una amplia alianza con la sociedad civil y el mundo de los negocios para promover con decisión un 
modelo de desarrollo viable. 
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desarrollo que tenía la meta de enfrentar las grandes 
desigualdades que se reflejaban, por ejemplo, en 
las crisis humanitarias en África y el legado de “la 
década perdida” en América Latina. Lo curioso es 
que a pesar de estas críticas el modelo neoliberal 
se fortaleció aún más, y fue en ese marco que se 
trató de implementar el paradigma del desarrollo 
sustentable.

En 1990 se celebraron la Conferencia Mundial 
sobre Educación para Todos y la Segunda Conferencia 
de las Naciones sobre los Países Menos Adelantados. 
Ese mismo año, con un grupo de especialistas como 
Mahbub ul Haq y Amartya Sen, el PNUD propuso un 
concepto alternativo: el enfoque de desarrollo hu-
mano, que se define como un proceso de ampliación 
de las opciones de las personas y mejora de las ca-
pacidades humanas (la diversidad de cosas que las 
personas pueden ser o hacer en la vida) y las liberta-
des, para que las personas puedan vivir una vida larga 
y saludable, tener acceso al conocimiento y a un nivel 
de vida digno, y participar en la vida de su comunidad 
y en las decisiones que afectan sus vidas.2

El concepto de desarrollo sustentable tomó im-
pulso definitivo en 1992 con la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el De-
sarrollo (CNUMAD) en Río de Janeiro. Con la pres-
encia de 108 jefes de estado, la conferencia culminó 
con la adopción de tres documentos generales (la 
Declaración de Río, el Programa 21 y los Principios 
sobre Bosques); el establecimiento de la Comisión 
de Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sustentable; 
y la firma de los convenios sobre cambio climático, 
diversidad biológica y desertificación.

La Declaración de Río incluye 27 principios para 
las acciones relativas al desarrollo sustentable, que 
tocaban temas de tanto peso como las políticas de 
prevención, las responsabilidades comunes pero 
diferenciadas y el principio de que “quien contamina 
paga”. Asimismo, la inclusión por primera vez del 
principio del derecho al desarrollo (Principio 3) sig-
nificó afirmar ese derecho en un instrumento inter-
nacional aprobado por consenso. Por su parte, los 
40 capítulos del Programa 21 brindan un amplio 
marco de acción para lograr la transición al desarrol-
lo sustentable y medir los avances hacia esa meta3.

Debe señalarse que uno de los aspectos más 
importantes de la conferencia fue la decisión de pro-
mover un movimiento social de amplia base a favor 
de este modelo. La cumbre fue pensada para tener 
impacto en las instituciones internacionales, los go-
biernos nacionales y locales, el sector privado y la 
sociedad civil organizada de todo el mundo. De esta 
manera, la CNUMAD fue la primera conferencia inter-
nacional que permitió pleno acceso a una cantidad de 
organizaciones sociales y contribuyó al desarrollo de 
una cumbre independiente.4

2 Ibid.

3 Cfr Naciones Unidas, Rio Declaration on Environment and 
Development: application and implementation Report of 
the Secretary-General, (E/CN.17/1997/8), Commision on 
Sustainable Development, Fifth sesión, (7-25 April 1997).

4 La cumbre brindó acceso total a una amplia gama de 
organizaciones no gubernamentales y propició el desarrollo 
de una Cumbre de la Tierra, independiente, en un local 
cercano.

Siguiendo con la tendencia a situar a las personas 
como eje del desarrollo, en su Informe sobre Desarrollo 
Humano 1994, el Programa de Desarrollo de la ONU 
propuso una nueva visión de la seguridad que desafiaba 
a la perspectiva tradicional centrada en los estados y 
su componente militar. La seguridad humana significa 
estar libres de las constantes amenazas del hambre, la 
enfermedad, […] y la represión [...y] protección contra 
perturbaciones repentinas y perjudiciales en la pauta 
de nuestras vidas cotidianas.5 El concepto se funda en 
la lógica del desarrollo humano y abarca la seguridad 
económica, política, alimentaria, sanitaria, ambiental, 
personal y comunitaria.

Ese mismo año se llevó a cabo en Bridget-
own, Barbados, la Conferencia sobre el Desarrollo 
Sustentable de los Pequeños Estados Insulares en 
Desarrollo (PEID). Fue la primera conferencia que 
trasladó el Programa 21 a un plan de acción para un 
grupo de países. El Programa de Acción de Barbados 
((BPoA, en inglés) y la Declaración de Barbados es-
tablecieron las acciones y medidas específicas que 
debían llevarse a cabo a nivel nacional, regional e 
internacional para apoyar el desarrollo sustentable 
de los PEID.6

De esta manera emergió en el seno de las Na-
ciones Unidas, a principios de la década de 1990, un 
movimiento para el desarrollo centrado en el bienestar 
y la dignidad de las personas. El interés de la comuni-
dad por estos asuntos se demostró con la realización 
de varias reuniones internacionales sobre los alimen-
tos (la Conferencia Internacional sobre Nutrición en 
1992 y la Cumbre Mundial sobre la Alimentación en 
1996), derechos humanos (la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos en 1993), población (la Confer-
encia Internacional sobre la Población y el Desarrollo 
en 1994, y la CIPD+5 en 1999), vivienda (en 1996, la 
Segunda Conferencia de la ONU sobre los Asentami-
entos Humanos, o Hábitat II) e igualdad de género (la 
Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer en Beijing 
en 1995 y Beijing+5 en 2000).

Entre los aspectos destacados de las declara-
ciones y planes de acción que surgieron de estas 
conferencias, todos comparten: a) la insistencia 
en la importancia de colocar a las personas en el 
centro del proceso de desarrollo; b) la necesidad de 
impulsar un programa integral para satisfacer las 
necesidades humanas básicas; c) el compromiso de 
reducir las desigualdades y facilitar modos de vida 
sustentables; y d) la promoción de la sostenibilidad 
ambiental, especialmente en las cumbres sobre la 
población y la vivienda.

En este sentido, por ejemplo, la declaración em-
anada de la Cumbre de Copenhague sobre Desarrollo 
Social reconoce que: “el desarrollo económico, el 

5 PNUD, “Nuevas dimensiones de la seguridad humana”, 
Informe de Desarrollo Humano, (1994). 

6 Ambos documentos detallaban quince áreas de prioridad para la 
acción: cambio climático y alza del nivel de los mares; desastres 
naturales y ambientales; gestión de desechos, recursos 
marinos y costeros; agua dulce; recursos terrestres; energía; 
turismo; biodiversidad; instituciones nacionales y capacidad 
administrativa; instituciones regionales y cooperación técnica; 
transporte y comunicaciones; ciencia y tecnología; desarrollo 
de recursos humanos; e implementación, monitoreo y análisis. 
(“BPoA: Programa de Acción de Barbados”)

desarrollo social y la protección del medio ambi-
ente son componentes del desarrollo sustentable 
interdependientes y que se fortalecen mutuamente, 
lo cual constituye el marco de nuestros esfuerzos 
encaminados a lograr una mejor calidad de vida para 
todas las personas”.7

En 1997, en cumplimiento del acuerdo logrado 
en la Cumbre de Río, se celebró en Nueva York el 
período extraordinario de sesiones de la Asamblea 
General de la ONU (Cumbre para la Tierra + 5).8 La 
función de la sesión era evaluar los avances desde 
la Cumbre de Río y fijar prioridades para el futuro. 
Sobre la base de los informes preparados para el 
período de sesiones, los gobiernos reconocieron 
que después de aquella cumbre el medio ambiente 
global se había seguido deteriorando, los recursos 
renovables se seguían usando a un ritmo claramente 
insustentable, la cantidad de personas que vivían 
en la pobreza había aumentado y las brechas entre 
los ricos y los pobres se habían ensanchado, tanto 
dentro de los países como entre ellos.

Además, las diferencias entre Norte y Sur dom-
inaron las discusiones. No se cumplieron los com-
promisos que los países donantes asumieron en Río 
de incrementar la ayuda oficial al desarrollo (AOD) 
y transferir tecnologías ecológicamente racionales. 
Más bien, la AOD había disminuido de un promedio 
del 0,34% del producto nacional bruto de los países 
donantes en 1991 a un 0,27% en 1995.9

A consecuencia de estas divisiones, el documen-
to final de la sesión (Plan para la Ejecución Ulterior del 
Programa 21) incluyó una cantidad mínima de nuevos 
compromisos para la acción. Si bien no se asumieron 
compromisos financieros concretos, los gobiernos 
acordaron una declaración general que manifestaba 
que los países desarrollados deberían cumplir con los 
compromisos asumidos en Río con relación a la AOD y 
que se debería “intensificar los esfuerzos” para revertir 
la tendencia descendente observada desde 1992.10

Al final de la década de 1990, la crisis ética de la 
globalización económica neoliberal resultó más evi-
dente. Las desigualdades sociales cada vez mayores, 
tanto entre Norte y Sur como dentro de los países, 
el debilitamiento del estado como garante del bien 
común y la reiteración de crisis económicas se volvi-
eron el nuevo Leviatán.

Junto con las crisis llegaron los movimientos 
de justicia social que sostenían que “otro mundo es 
posible”. Realizaron sus primeras grandes manifesta-
ciones públicas en Seattle en el marco de la Ronda del 
Milenio de la Organización Mundial del Comercio en 
noviembre de 1999. A partir de ese momento, todas 

7 Declaración de Copenhague sobre Desarrollo Social, 
adoptada en la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social, 
(Copenhague: 1995), <www.un.org/documents/ga/conf166/
aconf166-9sp.htm>.

8 Asamblea General de la ONU, Plan para la Ejecución Ulterior 
del Programa 21, adoptado en el período especial de 
sesiones de la Asamblea General, Cumbre para la Tierra + 5, 
(Nueva York: 19 de septiembre de 1997).

9 Departamento de Información Pública de la ONU, Earth 
Summit Review Ends with Few Commitments (La Cumbre 
para la Tierra culmina con pocos compromisos), comunicado 
de prensa, (Nueva York, 27 de junio de 1997).

10 Ídem
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las cumbres de las grandes potencias económicas 
mundiales, así como a las instituciones financieras, 
se convirtieron en el objetivo de las manifestaciones 
del movimiento. Su presencia en las cumbres interna-
cionales, como la de Bangkok y la Cumbre del G7 en 
Okinawa en 2000, hizo conocer al movimiento por la 
justicia social como un nuevo actor en un escenario 
internacional nuevo y complejo.

En 2000, las 189 naciones reunidas en la Cumbre 
del Milenio hicieron reiteradas declaraciones sobre la 
desigualdad mundial, la pobreza, la salud y la nutrición. 
También mencionaron temas fundamentales como 
la reforma de la ONU, la lucha contra el VIH/SIDA, la 
educación, la protección del ambiente, la seguridad 
internacional, y concretamente, las guerras entre et-
nias en África. La propia declaración final de la cumbre 
manifestaba la crisis ética de la política internacional y 
la economía del nuevo milenio. Según la Declaración 
del Milenio, los líderes mundiales no escatimarían es-
fuerzos por liberar a la humanidad de la guerra, la po-
breza extrema, la amenaza de desastres ambientales, 
y en promover la democracia y el estado de derecho.

En teoría los ocho Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM) y sus 21 metas obedecen a la lógica 
de fomentar el desarrollo humano. En los hechos, 
se redujeron las metas a “mínimos aceptables para 
todos”. Es el caso de la reducción de la pobreza sobre 
la base del ingreso, al considerarse que una persona 
ya no es pobre si vive con USD1,25 por día; o la edu-
cación, al limitar la meta para que solo abarque la 
educación primaria.

El séptimo ODM es “garantizar la sustentabili-
dad del medio ambiente”. Sin embargo, la incorpo-
ración de los principios del desarrollo sustentable en 
las políticas y los programas nacionales, y la reduc-
ción de la pérdida de recursos del medio ambiente 
(Meta 7A) son compromisos que ya se habían establ-
ecido en la Cumbre de la Tierra de 1992. Asimismo la 
Meta 7B, que entre otras cosas se refiere a la pérdida 
de diversidad biológica, deforestación y emisiones 
de carbono, no definió compromisos sobre niveles 
de reducción concretos.

de Johannesburgo a río+20: entre la guerra 
al Terrorismo y la calamidad ambiental 
En 2001 se llevó a cabo en Porto Alegre, Brasil, el 
primer Foro Social Mundial, que congregó al mov-
imiento mundial por la justicia social. Se trató de un 
ejercicio en paralelo al foro “Por una construcción 
del mundo por los ciudadanos” en París. En ambos 
casos la meta era analizar la situación actual y pro-
poner alternativas a las formas predominantes.11 La 

11 A través del Foro Social Mundial el movimiento por la 
justicia social ha logrado definir las metas de su activismo 
traduciéndolo en “el modelo de una sociedad alternativa, 
cuyos fundamentos sean el respeto por la dignidad de 
cada ser humano; la defensa del patrimonio común de la 
humanidad; la promoción de la democracia, la sostenibilidad 
ambiental, el ejercicio de la no violencia, el respeto por la 
identidad y la diversidad; el poner la economía al servicio 
de los seres humanos; la defensa del derecho a la cultura; 
la solidaridad entre los pueblos y las personas; y la creación 
de estructuras sociales que permitan a las personas vivir en 
condiciones de libertad, igualdad y fraternidad. “Carta de 
Principios del Foro Mundial Social” en Foro Social Mundial, 
(8 de junio de 2002), <www.forumsocialmundial.org.br/
main.php?id_menu=4&cd_language=4>.

sociedad civil ha hecho contribuciones decisivas a la 
promoción del desarrollo sustentable. El intercambio 
de ideas y conocimientos permite unir esfuerzos a 
nivel internacional al tiempo que estos movimientos 
alientan cambios desde el nivel local porque trabajan 
directamente con las personas.

Los ataques terroristas del 11 de setiembre en 
Washington y Nueva York significaron el regreso 
de la realpolitik a la agenda internacional. La lucha 
contra el terrorismo se convirtió en la prioridad, 
no de Estados Unidos sino de todos los progra-
mas internacionales, y eclipsó a los programas de 
desarrollo.

El mundo se polarizó en función de la lógica de 
la administración Bush: “conmigo o contra mí”. Es-
tados Unidos reconfiguró sus sistemas de seguridad 
y defensa, y, con ayuda de las Naciones Unidos, em-
prendió la guerra contra Afganistán. De esta manera, 
a la crisis ética de la globalización neoliberal se unió 
la crisis coyuntural de la seguridad.12

Un año después se celebró en Monterrey, 
México, la Conferencia Internacional sobre la 
Financiación para el Desarrollo. El Consenso de 
Monterrey hace un llamamiento a los países de-
sarrollados para que adopten medidas concretas 
a fin de canalizar el 0,7% de su PIB como ayuda 
oficial al desarrollo (AOD) para los países en de-
sarrollo, y destinar entre el 0,15 y el 0,20% de su 
PIB para los países menos adelantados; estos obje-
tivos fueron reafirmados en la Tercera Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre los Países Menos 
Adelantados. El documento no establecía objetivos 
claros en lo que refiere a la cantidad de recursos 
que deberían usarse para fomentar el desarrollo 
por medio de la inversión extranjera directa y otros 
flujos de capitales privados.13

Por su parte, la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas reconoció que los avances en ma-
teria de desarrollo sustentable durante la década 
de 1990 habían sido decepcionantes. La pobreza y 
la exclusión social aumentaron al igual que la de-
gradación del ambiente. Por este motivo, además 
de hacer su habitual balance de los progresos del 
Programa 21, la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo 
Sustentable (Río+10) celebrada en Johannesburgo 
fue pensada como una “cumbre centrada en la apli-
cación de medidas”.

Sin embargo, otra vez fue imposible lograr ac-
uerdos concretos sobre nuevos tratados ni renego-
ciar el Programa 21. Se establecieron algunas metas, 
como por ejemplo reducir a la mitad el número de 
personas que no tienen acceso a servicios básicos 
de saneamiento para 2012, y lograr una reducción 
importante en la pérdida de diversidad biológica para 

12 Alejandro Chanona, “El sistema internacional: viejos dilemas 
y nuevos retos. La crisis de septiembre de Estados Unidos y 
su gran oportunidad”, en José Luis Valdés-Ugalde y Diego 
Valadés, comps., Globalidad y Conflicto. Estados Unidos y la 
crisis de septiembre, Editorial UNAM, CISAN, IIJ, (Ciudad de 
México, 2002), pp. 65-73.

13 Naciones Unidas, Proyecto de documento final de la 
Conferencia Internacional sobre Financiación para el Desarrollo, 
Conferencia Internacional sobre la Financiación para el 
Desarrollo, (Monterrey, México, 18-22 de marzo de 2002), 
<www.un.org/spanish/conferences/ffd/ACONF1983.pdf>. 

2010. Mientras tanto, los temas relacionados con 
la AOD y la transferencia de tecnología del Norte al 
Sur siguieron generando grandes divisiones entre 
los países.

Ese año en la Cumbre del Grupo de los Ocho 
(G8) en Gleneagles, Escocia, los países más de-
sarrollados del mundo se comprometieron a aumen-
tar los fondos para AOD de USD80 mil millones en 
2004 a USD 130 mil millones (a precios constantes 
de 2004) para 2010, equivalente al 0,36% de su pro-
ducto interno nacional.

Aunque hubo continuos claroscuros en las re-
uniones sobre desarrollo, y la agenda tradicional de 
seguridad unida a problemas de terrorismo y delito 
organizado internacional fueron prioritarios, espe-
cialmente por la agudización de la guerra en Afgan-
istán y la desastrosa guerra en Irak, las diferentes 
crisis del sistema empezaron a confluir.

Por un lado, la crisis ecológica empezó a ser 
cada vez más visible con el aumento de desastres 
naturales y conflictos por los recursos como el de 
Darfur, todo ello producto del calentamiento glo-
bal. En 2007, a iniciativa de Gran Bretaña, el Con-
sejo de Seguridad de las Naciones Unidas discutió 
el asunto, que tomó una importancia destacada por 
estar irremediablemente asociado a los problemas 
de seguridad a todos los niveles. A esto debemos 
agregar los desafíos de la transición energética – 
desde el agotamiento de los combustibles fósiles 
hasta la necesidad de fomentar los combustibles 
alternativos para no seguir dañando el ambiente – y 
la crisis alimentaria, vinculada no solo al acceso a los 
alimentos sino también a su calidad y sus precios, 
que nivel mundial aumentaron considerablemente 
a partir de 2005.

Finalmente, puede decirse que estamos vivien-
do la peor crisis económica desde la Gran Depresión 
de 1929. La crisis actual se originó en el mismo cen-
tro del capitalismo con la burbuja de las hipotecas 
y el colapso de instituciones financieras como el 
emblemático Lehman Brothers. Pronto se extendió 
al mundo entero, lo mismo que sus repercusiones 
sociales. Sin embargo, dado que se originó directa-
mente en el centro de la economía mundial, generó 
una importante reflexión sobre la necesidad de re-
definir la relación entre el estado y el mercado, y 
también reglamentar la economía. Al compararla 
con las crisis económicas de los decenios anteriores, 
puede verse que la salida de la crisis y las respuestas 
a los desafíos planteados han surgido nuevamente 
del estado.

Debe señalarse que además de llevar a mil-
lones de personas del mundo entero a la pobreza 
y el desempleo, la crisis económica tuvo efectos 
sobre las ya maltrechas cifras de AOD. En 2009 la 
cantidad destinada para AOD por los 23 miembros 
del Comité de Ayuda al Desarrollo de la OCDE era 
USD120 mil millones, lo que significa una caída 
del 2,2% nominal con relación a 2005. En conse-
cuencia, el déficit para 2010 con relación a la meta 
de Gleneagles fue de USD18 mil millones. Solo 
cinco países (Dinamarca, Luxemburgo, Noruega, 
los Países Bajos y Suecia) tienen una proporción de 
AOD a ingreso nacional bruto que supera la meta de 
ayuda de la ONU del 0,7%.
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Conclusiones
La falta de ética de la economía internacional, es-
pecialmente los mercados financieros, también se 
alimenta de la falta de normas y reglamentaciones, 
que a su vez alimentan la especulación. El modelo 
neoliberal favorece la búsqueda de ganancias fáciles 
y de corto plazo. Esta situación también está en la 
raíz de las diferentes crisis económicas, la desigual 
distribución de la riqueza y el aumento del número de 
personas que viven en la pobreza extrema.

El modelo socioeconómico predominante en el 
mundo actual ha desembocado en una visión más 
estrecha del desarrollo humano; esta sin duda era 
más rica cuando se inició en la época del Informe 
Brundtland y las metas de la Cumbre de la Tierra. Hoy 
en día se ha encogido a un mínimo que se parece más 
a un pretexto moral que a una verdadera voluntad de 
solucionar los problemas.

Por eso, los progresos en la agenda del de-
sarrollo sustentable han sido graduales y limitados. 
Dependen directamente de la voluntad política de los 
estados, no solo en cuanto al logro de acuerdos sobre 
objetivos, recursos y cronogramas, sino también para 
su ejecución, evaluación y seguimiento. Los países 
desarrollados han apostado a objetivos y metas míni-
mos, al tiempo que evitan establecer objetivos, metas 
y compromisos más concretos y ambiciosos.

El crecimiento económico y la estabilidad 
monetaria no equivalen por sí mismos a menos 
pobreza. En tanto no se solucionen los problemas 
estructurales de la distribución poco equitativa 
de los ingresos y la riqueza, será muy difícil hacer 
progresos en la lucha contra el hambre y reducir la 
pobreza, y se reduce la capacidad de cumplir con los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio o cualquier otro. 
Debe señalarse también que si en realidad queremos 
reducir las desigualdades actuales es imprescindible 
aumentar la AOD, y que se necesitan indicadores 
más precisos para medir la pobreza en el mundo. El 
problema radica en que todo el sistema de monitoreo 
e indicadores es parte del actual paradigma de crec-
imiento económico y acompaña su discurso.

La comunidad actual y su visión de la economía 
mundial han generado un discurso en el que las per-
sonas interpretan su entorno y adjudican significa-
dos a sus condiciones de vida individual y social. Es 
por ello que importa cambiar ese relato de manera 
que los líderes mundiales, jefes de estado o de go-
bierno, puedan reformular su interpretación de la 

realidad y por tanto su forma de diseñar y evaluar las 
políticas públicas.

Por este motivo se debe acompañar el cambio 
de paradigma con un nuevo marco discursivo-con-
ceptual, y también nuevos indicadores para medir el 
bienestar social. Cualquier cálculo de los progresos 
en materia de desarrollo y bienestar social debe ir 
más allá de la metodología encerrada en una versión 
económico-monetarista que reduce los fenómenos 
complejos y multidimensionales como la pobreza a 
una construcción conceptual estrecha de la cual se 
derivan indicadores mínimos. Por ello debe contin-
uar la discusión sobre la definición de nuevos obje-
tivos de desarrollo, para que puedan ir más allá de las 

categorías del crecimiento económico. Se necesita 
un nuevo conjunto de indicadores de la pobreza y 
otros problemas, lo que significaría una profunda 
redefinición de la sociedad internacional, el estado y 
la propia humanidad.

La crisis actual del sistema internacional en su 
totalidad abre la posibilidad de repensar la relación 
entre estado y mercado, y el paradigma neoliberal 
que ha predominado por varios decenios. Como 
señaló en su momento el Informe Brundtland: “En 
última instancia el desarrollo sustentable dependerá 
de la voluntad política de los gobiernos ya que deben 
tomarse decisiones económicas, ambientales y so-
ciales críticas”. n

Edward Oyugi
Social development network, nairobi, Kenia

Nigeria ha sido bendecida con numerosos recur-
sos naturales como bauxita, oro, estaño, carbón, 
petróleo, bosques, tierras irrigadas, etc. Posee el 
bosque de manglares más grande de África, el 
tercero del mundo, cubriendo un total de 1.000 
Km2 a lo largo de la costa occidental atlántica 
de África (por temas medioambientales del país, 
ver el informe nacional). Sin embargo, el 70% 
de los nigerianos están sumidos en la miseria. 
En 2002, el Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD) clasificó a Nigeria como la 
nación Nº 26 entre las más pobres del mundo, y 
la situación no ha variado.

Los factores y causas de esta situación son 
múltiples, incluyendo las inadecuadas políticas 
macroeconómicas, el crecimiento económico 
negativo, los efectos de la globalización, la cor-
rupción, la carga de la deuda, la baja productivi-
dad y los bajos salarios en el sector informal, el 
desempleo o las deficiencias del mercado laboral, 
la alta tasa de crecimiento de la población y el 
escaso desarrollo de recursos humanos. Otros 
factores implicados son el aumento de las ta-

sas de criminalidad y violencia, la degradación 
medioambiental debida al cambio climático, la 
reducción del número de trabajadores, el de-
bilitamiento de las redes de seguridad social y 
los cambios en la estructura familiar. La familia 
tradicional, en particular, es muy importante en la 
cultura nigeriana .

Esta multiplicidad de desafíos no se puede 
afrontar con soluciones simplistas o reduccioni-
stas. Para hacer frente a la pobreza es importante 
empoderar a los pobres y brindarles una oportu-
nidad en la administración del medioambiente y 
los recursos naturales. Según lo explicado por el 
Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola: “El 
empoderamiento se define como la capacidad 
de las personas, en particular, la de las perso-
nas menos privilegiadas, a: (a) tener acceso a 
recursos productivos que les permitan aumen-
tar sus ingresos y obtener los bienes y servicios 
que necesitan; y (b) participar en el proceso de 
desarrollo y en las decisiones que las afectan. 
Estos dos aspectos están relacionados; si falta 
uno de ellos no hay empoderamiento” . Con esto 
en mente, es claro que las estrategias y políticas 
mundiales para una reducción sustentable de la 
pobreza deben integrar los aspectos económicos 
y medioambientales.

nIgErIA: LAS CLAvES PArA UnA SUSTEnTABLE  
rEdUCCIÓn dE LA POBrEzA
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El camino hacia la Conferencia sobre Desarrollo 
Sustentable de las Naciones Unidas (ONU -CDS) 
que se celebrará en junio de 2012 en Río de Ja-
neiro, 20 años después de la célebre Cumbre de 
la Tierra de 1992, es construir una “muy excitante 
oportunidad para una edificante confluencia de la 
mejor producción científica, la teoría y las prácti-
cas dedicadas al desarrollo sustentable”. En estos 
20 años se ha ido profundizando y consolidando 
la investigación sobre el Cambio Medioambiental 
Mundial (CMM), el tema central de la totalidad de 
las ciencias del sistema de la Tierra y sus prestigi-
osos programas de investigación (convergiendo 
en la Asociación Científica del Sistema Terrestre1, 
patrocinada por la organización científica más 
grande del mundo, el Consejo Internacional para 
la Ciencia (ICSU, por sus siglas en inglés2. La 
Ciencia de la Sustentabilidad también está siendo 
forjada, con dos conferencias internacionales que 
ya han sido realizadas y que han reunido la con-
fluencia de numerosas disciplinas avanzadas (que 
van desde la Economía Ecológica y la Ecología 
Industrial para la Restauración Ecológica y la Bi-
ología de la Conservación, hasta la ciencia del 
Sistema de la Tierra3.

Por otra parte, la valiosa colaboración entre 
los científicos de los sistemas naturales y los es-
tudiosos de los sistemas sociales ha generado im-
portantes relaciones internacionales, patrocinadas 
por las Naciones Unidas, como la Evaluación de los 
Ecosistemas del Milenio4 y la Economía de los Eco-
sistemas y la Biodiversidad (TEEB, por sus siglas 
en inglés5), que han evaluado el estado de salud de 
los ecosistemas de la Tierra, los servicios que estos 
ecosistemas proporcionan al bienestar humano y a 
la economía, la evaluación del capital natural, etc. 
También han sido realizados cuatro informes por 
parte del Panel Intergubernamental sobre Cambio 
Climático6, que inventariaron el conocimiento de 
nuestro sistema climático, los efectos de nuestras 
acciones sobre él, en futuros escenarios, las políti-
cas necesarias para la mitigación y la adaptación al 
cambio climático, etc.

1 <www.essp.org>.

2 <www.icsu.org>.

3 <www.sustainabilityscience.org>.

4 <www.maweb.org>.

5 <www.teebweb.org>.

6 <www.ipcc.ch>.

¿Cuáles son los indicadores  
de riqueza y bienestar?
El producto interno bruto (PIB) es la medida más 
conocida de política macroeconómica. Fue formu-
lado en la década de 1930 por economistas como 
Simon Kuznets, y se convirtió luego en un indica-
dor real de la riqueza y prosperidad de un país. Ha 
sido utilizado por responsables políticos de todo 
el mundo para indicar los rendimientos positivos 
o negativos de las políticas en general y para de-
terminar la clasificación entre los distintos países.

La reflexión y las acciones que tienen como 
meta la revisión de nuestros indicadores de 
riqueza y prosperidad están ahora en marcha, 
desde que ha sido demostrado que los que se 
utilizan en la actualidad son claramente incapaces 
de “fotografiar” la realidad de la humanidad, así 
como también por el hecho de que, desafortu-
nadamente, hacen caso omiso a la salud de los 
ecosistemas y a la biodiversidad del planeta. Por 
último, parece haber llegado el momento de in-
tegrar la contabilidad económica clásica con la 
contabilidad ecológica. Por otra parte, existe un 
vasto proceso para definir una nueva economía, 
que también formará parte de la discusión en la 
ONU-CDS de Río de Janeiro.

En estos temas de vital importancia para el 
futuro de todos nosotros, las instituciones ofi-
ciales, como las Naciones Unidas, la Comisión 
Europea, Eurostat, la OCDE han producido nu-
merosos análisis. Las organizaciones no guber-
namentales también han estado involucradas, 
como el Club de Roma y el Fondo Mundial para 
la Naturaleza (WWF, por sus siglas en inglés) con 
la publicación del informe “Tomar en cuenta la 
naturaleza” (1995) y la organización de la pri-
mera gran conferencia con el mismo título, en 
Bruselas en 1995, conjuntamente con la Comisión 
Europea y el Parlamento Europeo y posteriores 
iniciativas, incluyendo la última gran conferen-
cia con la Comisión Europea y el Parlamento Eu-
ropeo en Bruselas en 20077, que desencadenaron 
vigorosos esfuerzos políticos y económicos a 
nivel mundial para realizar una transición hacia la 
contabilidad medioambiental, en conjunción con 
la actividad económica. Desde luego, fueron pro-
porcionadas también importantes contribuciones 
mediante el informe solicitado por el presidente 
francés Sarkozy al comité de cinco Premios Nobel 
de Economía y coordinado por Joseph Stiglitz, 
Amartya Sen y Jean Paul Fitoussi8 y el trabajo de 

7 <www.beyond-gdp.eu>.

8 <www.stiglitz-sen-fitoussi.fr>.

la OCDE sobre el proyecto mundial de los nuevos 
indicadores de progreso para la sociedad9.

Además de todo esto, y del trabajo que es-
tán realizando la OCDE, la ONU, la Unión Europea 
y otras instituciones internacionales y organiza-
ciones para crear un marco y un conjunto de pro-
puestas, otras iniciativas internacionales y experi-
encias prácticas están siendo realizadas mediante 
el trabajo de investigación y desarrollo madurado 
en los últimos años. En Canadá (con el Índice Ca-
nadiense de Bienestar) y en Australia (a través del 
trabajo de la Oficina Australiana de Estadísticas), 
se han producido avances concretos utilizando 
indicadores de bienestar y complementando el PIB.

Entre los numerosos indicadores utilizados, 
se encuentra el IBES (Índice de Bienestar Sustent-
able), que calcula los costos medioambientales y la 
distribución del ingreso: el que ya ha sido adoptado 
en varios contextos nacionales y locales. Las prác-
ticas sociales presupuestales, la auditoría de gén-
ero y evaluaciones similares se están extendiendo 
cada vez más en las áreas locales (si bien existen 
ejemplos de un gobierno central, como el de Nueva 
Zelanda), y cubren cientos de municipios y gobier-
nos locales de todo el mundo.

En algunas de estas experiencias locales, los 
indicadores específicos como la huella ecológica 
o la Calidad de Desarrollo Regional (QUARS, por 
sus siglas en inglés) se utilizan como una her-
ramienta para abordar las políticas económicas y 
financieras. En Italia, éste es el caso de regiones 
como el Lacio y la Toscana. En particular, la 
QUARS10 con la identificación de siete dominios 
y 41 indicadores de dimensiones sociales, me-
dioambientales y culturales, se ha convertido en 
una herramienta cada vez más popular para la 
evaluación de los efectos e impactos de políticas 
específicas. Es utilizado en la ciudad de Arezzo, en 
provincias como Trento, Ascoli Piceno y Roma, 
donde es tomado como referencia para la imple-
mentación del plan estratégico de desarrollo de 
la provincia11. En Italia también hay numerosas 
autoridades locales que están trabajando en la 
implementación de políticas públicas sobre la 
base de los indicadores de bienestar territorial, 
como la Red de Municipios Virtuosos12 y la Red 
para un nuevo municipio13.

9 <www.oecd.org/progress>.

10 <www.sbilanciamoci.org>.

11 <capitalemetropolitana.provincia.roma.com>.

12 <www.comunivirtuosi.org>.

13 <www.nuovomunicipio.org>.
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Ciudades en red que utilizan los nuevos 
indicadores en sus políticas públicas
Muchas experiencias concretas han sido llevadas 
a cabo por parte de los municipios y los gobiernos 
locales – y también a nivel internacional – dentro 
del marco de la Agenda 21.

Entre las capitales europeas, existen ejem-
plos significativos - inspirados por la Agenda 21 
- de Dublín y Helsinki14. El movimiento “Convenio 
de los Alcaldes” también debe ser mencionado: 
este movimiento se ha comprometido a traducir 
las políticas locales en materia de eficiencia en-
ergética y de uso de las energías renovables en 
compromisos concretos, de acuerdo con los ob-
jetivos del 20/20/20. Estas redes conectan a más 
de 2.600 alcaldes, quienes representan a más de 
126 millones de personas15. Estos son solo unos 
pocos ejemplos, algunos vinculados a una apli-
cación orgánica de los indicadores de bienestar, 
otros limitados a ciertos sectores, que reflejan la 
creciente importancia del debate y la elaboración 
de métodos prácticos usando indicadores para la 
formulación de políticas públicas. De esta manera, 
de un uso limitado en tanto representación estadís-
tica más amplia y articulada y de bienestar, estos 
indicadores se están convirtiendo en instrumentos 
que imponen restricciones, objetivos, auditorías 
de las políticas públicas, al mismo nivel de otros 
indicadores de tipo macroeconómico.

El PIB aún hoy es considerado un indicador 
que representa el desarrollo global de la sociedad y 
el progreso en general. Sin embargo, dada su natu-
raleza y finalidad, el PIB no puede ser la clave para 
entender los temas sujetos a debate público. En 
particular, el PIB no mide la sustentabilidad medio-
ambiental o la inclusión social, y estas limitaciones 
deben ser consideradas cuando se utiliza el PIB en 
el análisis o en los debates políticos.

Desde este punto de vista, se recopilan impor-
tantes políticas en la Unión Europea. No es casu-

14 <www.un.org/esa/dsd/agenda21>

15 <www.eumayors.eu>

alidad que el Comunicado de la Comisión Europea 
para el Consejo y el Parlamento Europeo fechado 
el 20 de agosto de 2009 y titulado “PIB. Evaluación 
del progreso en un mundo cambiante”, prevé que 
para 2013 estarán disponibles para todos los país-
es de la UE las cuentas medioambientales físicas, 
junto con las cuentas económicas clásicas.

El intento que está realizando la Comisión es 
el de también resumir en un indicador el estatus 
de salud medioambiental a nivel mundial para ser 
sumado al PIB. Se cree que los indicadores que 
resumen aspectos importantes en un solo dígito 
son herramientas esenciales de comunicación 
que activan el debate público, permitiendo que la 
gente aquilate si el progreso ha sido realmente 
alcanzado. El PIB y las tasas de desempleo y la 
inflación son ejemplos significativos de este tipo de 
resumen de indicadores, pero su propósito no es 
realizar un balance de la situación en temas como 
el medio ambiente o las desigualdades sociales.

Cuatro líneas de intervención europea

En conclusión, en los últimos años hemos tratado 
de traducir los indicadores de bienestar en políticas 
públicas y buenas prácticas. En lo relativo a la rel-
ación entre los indicadores y las políticas, existen 
cuatro líneas que podrían ser seguidas por los go-
biernos, los parlamentos y las autoridades locales 
a escala europea. La primera es la adopción de las 
indicaciones formulados por la “Comisión Stiglitz”, 
que podrían ser usadas apropiadamente en leyes 
financieras, presupuestales y en los documentos 
de planificación económica y financiera.

La segunda es la definición de un pacto de 
estabilidad “económica, social y medioambien-
tal”, estableciendo objetivos y limitaciones a las 
políticas públicas que estén relacionadas con los 
indicadores seleccionados.

La tercera es el uso de indicadores de biene-
star en la Planificación Económica y Financiera: 

dependiendo de los países y los territorios, existen 
varias herramientas, áreas y campos de aplicación 
que pueden útilmente ser una referencia para ay-
udar a construir los indicadores identificados.

Por último, está el tema de las denominadas 
“cuentas satélite”: con presupuestos medioambi-
entales, sociales y de auditoría de género es posi-
ble construir instrumentos para medir el bienes-
tar y para evaluar los efectos y el impacto de las 
políticas, y cuáles de ellas son capaces de ayudar 
a indicar las opciones y verificar los resultados.

Un tema que surge en el debate entre los 
indicadores y las políticas públicas es la legiti-
midad de la elección de los indicadores16. En este 
contexto, el proceso público de construcción de 
indicadores participativos y compartidos con 
todas las partes interesadas se convierte en un 
punto crucial para la definición de un conjunto de 
dimensiones e indicadores que tengan legitimi-
dad institucional y social.

En este contexto, un ejemplo es el progreso 
en Italia, donde por iniciativa de la agencia nacional 
de estadísticas (ISTAT) y el Consejo Nacional para 
la Economía y el Trabajo (CNEL), un “comité de 
manejo sobre la iniciativa interinstitucional para el 
desarrollo de indicadores de progreso y prosperi-
dad” inició sus trabajos en 2011 y los concluirá en 
2012, con el objetivo de “desarrollar una definición 
compartida del progreso de la sociedad italiana, 
para expresar las principales áreas económicas, 
sociales y medioambientales (...) Además, ten-
emos la intención de seleccionar un conjunto de 
indicadores estadísticos de alta calidad y repre-
sentativo de los distintos ámbitos (...) estos in-
dicadores se darán a conocer a los ciudadanos a 
través de una amplia distribución de la evolución 
de estos indicadores17.

Para Italia, éste podría ser un paso decisivo 
hacia el uso generalizado de indicadores en las 
políticas públicas a nivel nacional y local. 

16 En la dimensión de la relación entre indicadores y políticas 
públicas, una importante referencia es el documento 
“Health and solidarity” de la campaña Sbilanciamoci 
(<www.sbilanciamoci.org>) que opera en Italia. 

17 Ver: <www.cnel.it/19?shadow_comunicati_
stampa=3090>.
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Las prácticas hoy en uso ponen en jaque 
nuestra existencia
El camino de desarrollo que siguen los países más ricos hace estragos en los recursos naturales del planeta. Se necesita un cambio 
radical de este sistema económico que sigue produciendo marcadas desigualdades económicas y sociales en todo el mundo. Para 
poder enfrentar los desequilibrios estructurales con éxito es decisivo introducir mecanismos de regulación y control gestionados 
democráticamente, capaces de fomentar y proteger los derechos humanos en lugar de los privilegios de las empresas. Los pilares y 
metas fundamentales de la estrategia deberían ser la erradicación de la pobreza, la disminución de las desigualdades, la realización de 
esfuerzos por lograr una sociedad más justa e inclusiva y el respeto por el medio ambiente.  

EUrOSTEP

El futuro del mundo, sus 7 mil millones de personas y 
las generaciones venideras quedará determinado por 
las respuestas que demos a los importantes desafíos 
que enfrenta el planeta. Nuestras prácticas actuales 
ponen en peligro nuestra misma existencia.

En la Cumbre de la Tierra 1992 en Río, la comu-
nidad internacional adoptó una serie de principios 
y obligaciones para respaldar el desarrollo sustent-
able. Por desgracia, estos principios han sido poco 
implementados. Los países industrializados no han 
proporcionado los medios necesarios (recursos fin-
ancieros y transferencia de tecnología) para aplicar 
los acuerdos de la Cumbre de la Tierra, y tampoco han 
ofrecido el liderazgo que se requiere para cambiar los 
modelos de producción y consumo, especialmente 
en sus propios países.

La actividad humana ha sido la principal causa de la 
degradación ambiental y el cambio climático. El camino 
de desarrollo que siguen los países más ricos del mundo 
ha explotado de modo desproporcionado los recursos 
naturales no renovables del planeta, y sigue haciénd-
olo. Es necesario emprender acciones para lograr una 
transición de gran alcance hacia modelos de desarrollo 
sustentable, y esto exige una transformación radical 
y urgente del enfoque del crecimiento y la estabilidad 
económica, y de los modelos de producción y consumo.

Los países tienen una responsabilidad compartida 
pero diferenciada por su contribución a las prácticas 
insustentables de la actualidad y por las consecuen-
cias del uso insustentable de los recursos naturales del 
mundo. Las naciones industrializadas son quienes más 
han contribuido con sus acciones a generar los prob-
lemas ambientales globales que todos enfrentamos, 
por lo que deberían tomar medidas para ayudar a los 
países en desarrollo a mitigar los efectos negativos que 
ahora enfrentan.

Los límites de la economía “verde”
Las medidas para implementar mecanismos eficientes 
de gestión sustentable de los recursos naturales y de 
capital tendrán inevitablemente fuertes efectos sobre 
los actores económicos. Es probable que la creación de 
una economía verde genere nuevos “empleos verdes”, 
pero también destruirá muchos empleos “marrones”. 
De esta manera, en el proceso de transformación a una 
economía verde, algunas personas, grupos, comuni-
dades y países se verán perjudicados, en tanto otros se 
verán beneficiados. El desarrollo sustentable significa 
mejorar el bienestar de las generaciones presentes y 

también las futuras, y se preocupa no solo de la justicia 
ambiental sino también de la social, económica e inter-
generacional: una economía más verde por sí sola no 
alcanzará para producir desarrollo sustentable.

Los pilares y metas fundamentales de cualquier 
estrategia de desarrollo sustentable deberían ser la 
erradicación de la pobreza, la disminución de las desi-
gualdades, la realización de esfuerzos por lograr una 
sociedad más justa e inclusiva, junto con el respeto 
del medio ambiente y la obligación de rendir cuentas. 
Una economía verde, aunque dependa menos de los 
recursos naturales, seguirá propiciando la desigual-
dad si no hay otros cambios fundamentales.

En su posición para la Cumbre de la Tierra Río+20, 
la Unión Europea ha previsto una reconsideración del 
modelo tradicional de progreso económico pero, a pe-
sar de propuestas valiosas en lo que hace a políticas 
y estrategias, se apoya mucho en la innovación tec-
nológica como medio para lograr una utilización más 
eficaz de los recursos. Es cierto que innovaciones como 
las técnicas de geoingeniería, la nanotecnología o la 
biología sintética tienen la posibilidad de contribuir al 
desarrollo sustentable, pero es imprescindible someter-
las a evaluaciones de impacto rigurosas y sistemáticas.

El desarrollo sustentable es un concepto que va 
más allá de la utilización eficaz de los recursos: se 
necesitan reformas radicales en modelos de produc-
ción y consumo, derechos sociales y políticos y prácti-
cas económicas para poder enfrentar adecuadamente 
las múltiples dimensiones de la sostenibilidad.

Equidad, empoderamiento, derechos 
humanos y participación democrática
El primer principio de la Declaración de Río sobre el Me-
dio Ambiente y el Desarrollo establece que: “Los seres 
humanos constituyen el centro de las preocupaciones 
relacionadas con el desarrollo sustentable”. Según 
esta perspectiva, la promoción de la equidad social, de 
género, económica y ambiental, la reducción de la des-
igualdad y el cumplimiento de los derechos humanos 
deberían ser la base de cualquier estrategia para el de-
sarrollo. Esto solo puede lograrse con la participación de 
los ciudadanos en los procesos de cambio necesarios 
para asegurar la sostenibilidad; y el camino hacia esos 
cambios debe transitarse con plena transparencia y 
responsabilidad. La garantía de acceso a la información, 
la concienciación sobre los problemas del desarrollo 
sustentable y la mayor participación de ciudadanos e 
interesados en los procesos de toma de decisiones son 
elementos clave para el desarrollo sustentable.

No es posible lograr una economía sustentable 
sin participación de todos los sectores de la sociedad. 

Es preciso extender la protección social, no solo para 
quienes tienen empleos en la economía formal, sino 
como derecho de todos los integrantes de la socie-
dad. Se debe adoptar un enfoque de lucha contra la 
pobreza basado en los derechos humanos y financiar 
estrategias para el desarrollo que se centren espe-
cialmente en la mujer. Por ejemplo, con relación a 
la seguridad alimentaria, es necesario reconocer el 
papel de las mujeres (que producen entre el 60 y el 
80% de los alimentos en las sociedades agrícolas).

financiación para el desarrollo sustentable
Los países desarrollados deberán aportar importan-
tes fondos para permitir la ejecución de estrategias 
globales eficaces. En este contexto también deberá 
asumirse el compromiso de suministrar fondos nue-
vos para enfrentar el cambio climático.

Las modalidades de financiamiento innovador que 
se están discutiendo hace más de un decenio también 
pueden ser un aporte importante para la implement-
ación de estrategias de desarrollo sustentable. Debería 
llevarse adelante la propuesta de un impuesto sobre 
las transacciones financieras (ITF); la mayoría de los 
sistemas locales y nacionales de tributación deberían 
ser revisados para que fomenten la sostenibilidad. Los 
nuevos sistemas deberán basarse en el principio de que 
quien contamina debe pagar, y deberán eliminarse todos 
los subsidios que socaven el desarrollo sustentable.

Conclusiones
Las recientes crisis han mostrado los límites de los 
modelos económicos actuales. Una mayor libera-
lización no producirá desarrollo, si lo entendemos 
como un concepto multidimensional que abarca el 
progreso económico, ambiental y social. Este mode-
lo ha llevado a mayor inestabilidad, el surgimiento de 
numerosas crisis, una preocupación exagerada por 
la acumulación de riqueza personal, más desigualda-
des sociales y degradación ambiental.

Los desequilibrios estructurales del sistema 
económico global que perpetúa estas desigualdades 
y atrapa a millones de personas en ciclos de pobreza 
deben ser enfrentados. Es necesario redistribuir el 
poder y establecer mecanismos de regulación y con-
trol gestionados democráticamente. Las personas 
deberían estar en el centro de cualquier estrategia 
que tenga por finalidad garantizar la seguridad social, 
económica y ambiental. Río 2012 es una oportunidad 
importante para construir sobre la base de compromi-
sos anteriores y asegurar su ejecución. El objetivo final 
debe ser la adopción de compromisos internacionales 
vinculantes con plazos y estrategias consensuados. n
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Un elemento esencial para garantizar la implemen-
tación sustantiva de cualquier acuerdo internacional 
es un adecuado apoyo financiero y político. Las or-
ganizaciones de la sociedad civil han comenzado a 
dar seguimiento no solo a los compromisos políticos 
para abordar el cambio climático, sino también a los 
recursos financieros que los suscriben1. La brecha 
entre los fondos prometidos y los fondos existentes 
es en sí misma una medida clave para la durabilidad 
de los compromisos políticos. Dar seguimiento al 
dinero, sin embargo, no es suficiente para asegurar 
que los fondos para el cambio climático estén siendo 
administrados de una manera equitativa y sustenta-
ble. Los fondos para el clima deben integrar también 
un enfoque presupuestal de género en el diseño y 
desembolso de esos fondos a los efectos de abordar 
y mitigar el impacto diferencial del cambio climático 
sobre las mujeres. Por otra parte, la administración 
y diseño de los fondos deben realizarse de manera 
equitativa entre géneros, incluyendo la participación 
de las mujeres y las organizaciones de derechos de 
las mujeres en cada nivel de la toma de decisiones.

El proyecto Climate Funds Update (Puesta al 
Día de Fondos Climáticos), apoyado por la Funda-
ción Heinrich Böll Stiftung y por el Instituto para el 
Desarrollo de Ultramar, ha liderado el camino en el 
seguimiento y análisis de la financiación en esta área. 
El proyecto mapea:

•	 el apoyo financiero que ha sido prometido por 
los donantes para los mecanismos de financia-
ción climática, 

•	 el dinero que verdaderamente ha sido deposita-
do en los fondos para el clima,

•	 el dinero que ha sido aprobado para proyectos 
climáticos de adaptación y mitigación y

•	 el dinero que ha sido desembolsado2.
A lo ancho de 23 mecanismos de financiación cli-
mática, las brechas son significativas: USD 31.896 
millones han sido comprometidos, USD 13.199 
millones han sido depositados, USD 6.569 millones 
han sido aprobados y USD 2.162 millones se han 
dispersado. La brecha entre la cantidad de apoyo 

1 Ver: <www.climatefundsupdate.org>; <www.faststartfinance.
org>; <www.climatefund.info>; <www.globalclimatefund.org/>.

2 “Chart: Pledged v deposited v approved v disbursed,” Climate 
Funds Update, (2011), <www.climatefundsupdate.org/
graphs-statistics/pledged-deposited-disbursed>.

prometido y el importe efectivamente entregado 
a los fondos climáticos demuestra una falencia en 
la voluntad política que tiene el potencial de dañar 
aún más la credibilidad del proceso de negociación 
en curso entre los actores estatales. Esto sugiere 
que no solo existe una brecha entre los compromi-
sos de los distintos actores estatales, en particular, 
entre los países de altos ingresos y los países de 
bajos ingresos, sino que también existe una brecha 
entre los compromisos financieros enunciados y 
los compromisos existentes de los actores en la 
práctica.

La Alianza Global de Género y Cambio Climático 
reúne actores multilaterales y de la sociedad civil 
“para asegurar que las políticas de cambio climá-
tico, la toma de decisiones, y las iniciativas a nivel 
mundial, regional y nacional tengan sensibilidad de 
género”3. Sin embargo, los análisis han demostrado 
que sigue existiendo una significativa brecha entre 
los compromisos enunciados por administradores 
de fondos como el Banco Mundial para el desarrollo 
equitativo de políticas de género, y una casi total au-
sencia de análisis basado en el género sobre políticas 
de financiación para el cambio climático, así como y 
de programación, por parte de esos administrado-
res4. Las consecuencias de esta carencia son impor-
tantes no solo para cerrar la brecha entre el bienes-
tar de las mujeres y los hombres, sino para el éxito 
global de cualquier estrategia de cambio climático5. 
Esto se debe a que hombres y mujeres desempeñan 
papeles distintos en la economía, particularmente en 
áreas como la producción de alimentos, el consumo 
de combustible, la gestión de recursos y la respues-
ta ante los desastres. Como resultado, hombres y 
mujeres se ven afectados de manera distinta por el 
cambio climático y cada género se encuentran en 
condiciones de realizar contribuciones singulares a 
los esfuerzos de adaptación y mitigación.

Las mujeres constituyen la mayoría de los 
productores de alimentos a pequeña escala. Están 
mucho más propensas que los hombres a ser res-
ponsables del cultivo, la preparación de alimentos 
y la gestión de la distribución de alimentos en sus 
familias y comunidades. Por ejemplo, en Filipinas, 

3 Global Gender and Climate Alliance, Welcome, <www.gender-
climate.org>.

4 A. Rooke, et al. Doubling the Damage: World Bank Climate 
Investment Funds Undermine Climate and Gender Justice. 
Gender Action and Heinrich Böll Foundation North America, 
(2009).

5 Ibid.

representan el 70% de la fuerza laboral agrícola 
dedicada a la producción de arroz y maíz6. Como 
en otros lugares, los agricultores de Filipinas ahora 
deben dar respuesta a los cambios en los patrones 
del clima y al aumento de los costos de producción 
de los alimentos. Sin embargo, en Montalban, Rizal, 
las mujeres han respondido al impacto de los patro-
nes cambiantes del clima y al aumento de los costos 
de los fertilizantes, modificando sus métodos de 
cultivo y la variedad de arroz que cultivan– lo que ha 
redundado en bajas emisiones de gases de efecto 
invernadero, en un menor uso de fertilizantes y en 
cultivos que están mejor adaptados a los cambios 
en los patrones climáticos7. Como demuestra este 
ejemplo, los fondos de cambio climático descuidan 
el rol de la mujer en la producción de alimentos, 
desaprovechando una oportunidad de generar 
un impacto significativo tanto en la seguridad ali-
mentaria como en los esfuerzos de adaptación y 
mitigación.

Presupuestos climáticos atentos a género
Loa fondos de cambio climático deben también abor-
dar las más amplias estructuras de desigualdad, o 
corren el riesgo de ahondar la brecha entre mujeres 
y hombres. A pesar de que las mujeres constituyen 
la mayoría de los pequeños agricultores, y que están 
mejor posicionadas para responder a la inseguri-
dad alimentaria, tienen considerablemente menos 
probabilidades de obtener la propiedad formal de la 
tierra que cultivan. También tienen menos probabili-
dades de obtener derechos de propiedad, incluyendo 
derechos de herencia. La investigación también ha 
demostrado que, en tiempos de escasez de alimen-
tos, las mujeres suelen asignar más alimentos a los 
miembros masculinos de la familia que a los femeni-
nos. Una evaluación de los fondos de cambio climá-
tico sensible al género debe tomar en cuenta no solo 
cómo se distribuyen los fondos, sino hasta qué punto 
éstos son asignados para abordar los impedimentos 
estructurales para la plena participación de las mu-
jeres en los esfuerzos de adaptación y mitigación. 
Para volver al ejemplo de Filipinas, no es suficiente 
asegurarse simplemente de que los fondos lleguen 
tanto a las mujeres como a los varones agricultores;, 
también es necesario asegurar que las campesinas 
tengan el control sobre los recursos que intervienen 

6 A. Peralta, Gender and Climate Change Finance: A Case 
Study from the Philippines, Women’s Environment and 
Development Organization, (New York: 2008).

7 Peralta, op.cit.

verde e igualitario: financiación para el desarrollo  
sustentable y equitativo 
Hombres y mujeres desempeñan funciones vitales y diferentes en la producción de alimentos y el manejo de los recursos, por lo que 
los fondos para el desarrollo y el cambio climático que pasan por alto el papel de la mujer pierden la oportunidad de tener un impacto 
significativo en la agenda del desarrollo sustentable. Se necesita una mejor conexión entre la financiación para el desarrollo y los tres pilares 
del desarrollo sustentable, y es necesario además un sistema de carga distribuida acordado internacionalmente y capaz asegurar que el 
desarrollo sustentable se convierta en una realidad para todos.
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en la producción de alimentos y que los alimentos 
producidos beneficien tanto a las mujeres como a 
los hombres.

Un análisis de género de la financiación de 
cambio climático también debe estar atento a la 
división del trabajo remunerado y no remunerado. 
Es ésta un área en la que los presupuestos de géne-
ro pueden hacer una contribución particularmente 
significativa a la comprensión de cómo mejorar la 
financiación para el cambio climático. Las mujeres 
continúan llevando a cabo una cantidad despropor-
cionada de trabajo no remunerado, gran parte del 
cual se ve directamente afectado por el cambio cli-
mático. Esta labor incluye el cuidado de los miem-
bros de la familia y la comunidad, quienes pueden 
experimentar mayor cantidad de efectos negativos 
sobre la salud debido al cambio climático. Incluye 
el trabajo realizado en el cultivo y preparación de 
los alimentos y del agua, que se torna más difícil 

debido a la sequía y a otros cambios en los patrones 
climáticos. Incluye la recopilación y el uso de com-
bustible para limpiar, cocinar y esterilizar. Todas 
estas cargas se ven incrementadas por el impacto 
negativo del cambio climático. Sin embargo, gran 
parte de este trabajo no forma parte de la economía 
monetizada. Por lo tanto, los mecanismos de finan-
ciación del cambio climático que miden el impacto 
en términos de trabajo remunerado y PIB o PBN no 
captan correctamente la creciente carga de trabajo 
no remunerado de las mujeres o el impacto de las 
estrategias de mitigación para disminuir esa carga. 
Por ejemplo, un estudio del uso de la energía de las 
trabajadoras rurales en India permitió a las mujeres 
identificar sus prioridades para reducir el consumo 
de energía. Sus prioridades estaban directamente 
relacionadas al uso del tiempo. Las mujeres identi-
ficaron fuentes más sustentables de producción de 
energía. Una mayor eficiencia energética reduce su 

carga de trabajo no remunerado, lo cual, a su vez, 
proporciona más oportunidades para la participa-
ción en actividades generadoras de ingresos8. El 
financiamiento de este tipo de programación espe-
cífica de género tiene un efecto multiplicador. Re-
ducir las cargas de trabajo no remunerado no solo 
aumenta la capacidad de las mujeres para participar 
en el trabajo remunerado y, por tanto, de aumentar 
potencialmente su independencia económica; una 
menor carga de trabajo no remunerado también 
puede aumentar las oportunidades educativas 
para mujeres y niñas. El aumento de los niveles 
educativos para las mujeres, a su vez, ha arrojado 
resultados positivos en su salud y la salud de sus 
familias. Ninguno de estos impactos, sin embargo, 

8 Power Surge: Lessons for the World Bank from Indian 
Women’s Participation in Energy Projects, Bretton Woods 
Project, (2011).

Las mujeres del mundo trabajan más cantidad 
de horas, su participación en el sector formal 
del mercado laboral es menor que la de los hom-
bres y reciben menos ingresos y tienen menos 
beneficios de protección social que estos. La 
economía feminista exige un nuevo paradigma 
de desarrollo que no esté  basado exclusivamente 
en el crecimiento económico y cuyo indicador no 
sea el PIB medido per capita –que torna invisible 
la mitad de la economía no monetaria. 

En el modelo clásico, las actividades que 
son esenciales para la vida de la familia y la comu-
nidad son ignoradas en la medida en que toman 
su lugar fuera de los mercados. Estas incluyen 
mantener un hogar, criar niños, atender a los an-
cianos y una gran porción de la producción de co-
mida y el cuidado de los cultivos. Dado que todo 
esto es llevado a cabo informalmente, sin con-
tratos ni intercambio de dinero, se lo considera 
“actividades no-económicas”, no sólo desde los 
libros de texto de economía sino también desde 
el Sistema de las Naciones Unidas de Cuentas 
Nacionales.

Para el paradigma dominante, crecimiento 
es igual a desarrollo económico y el Producto 
Bruto Interno (PBI) es el indicador más usado 
para medir la “riqueza” generada. Sin embargo, 
la economía feminista ha revelado que más del 
50% de las horas de trabajo no son remune-
radas y, por lo tanto, no son registradas en el 
PIB. Si se contabilizara este trabajo invisible 
resultaría que cerca de dos tercios de la riqueza 
es generada por mujeres. Las divisiones tradi-
cionales de tareas según el género como la 
“especialización” de las mujeres en el trabajo 

doméstico y de atención, no toman en cuenta 
que esta “especialidad” es una construcción 
social basada en relaciones de poder de género 
que inciden en la economía. Por lo tanto, es nec-
esario redefinir la macroeconomía y reconocer 
que los abordajes basados meramente en lo 
económico implican tomar en consideración 
apenas la punta de un iceberg que se apoya en 
una extensiva economía del cuidado, en la que 
la principal fuerza laboral es de las mujeres, que 
además abarcan la mitad de la fuerza laboral.

En respuesta a la crisis económica, dado 
que muchos países han enfatizado la necesidad 
de estimular el empleo como elemento central de 
la recuperación económica, los programas re-
sultantes han sido típicamente “ciegos” a las dif-
erencias de género, en referencia tanto al empleo 
remunerado como el no-remunerado. Proveer 
sustento a los hogares pobres a través de pro-
gramas de transferencia condicional de efectivo  
(ingresos garantizados de manera condicionada 
a que los niños concurran a la escuela y reciban 
atención médica), si bien es importante a la hora 
de ayudar a las familias a sobrellevar el golpe de la 
pérdida de empleo e ingresos, no tiene en cuenta 
el impacto que este tipo de medidas puede tener 
en el tiempo que las mujeres dedican a trabajar, 
incluso cuando su éxito  dependa en ese factor. 

Dado lo ya aprendido en crisis anteriores, 
está claro que el mantenimiento del gasto social 
público es vital en tiempos de crisis, pero también 
sabemos que los indicadores sociales tardan en 
recuperarse el doble de tiempo que los económi-
cos, dejando atrás a gran cantidad de personas. 
Esto significa que se pierde capital humano, y 

que no resulta válida la ecuación que reza que 
“cuando se recupere la economía, se recuperarán 
los indicadores sociales”.

Las mujeres, en sus estrategias para hacer 
frente a la crisis, típicamente se colocan a sí mis-
mas en segundo lugar a los efectos de garantizar 
la sobrevivencia de sus familias: aceptan trabajos 
de medio tiempo –usualmente en el sector in-
formal de la economía– y salarios más bajos, y 
realizan más cantidad de horas no remuneradas. 
Es importante conocer los distintos sectores de 
la economía en los que trabajan las mujeres, y no 
caer en generalizaciones que las ubican en su to-
talidad dentro de una categoría uniforme denomi-
nada “trabajadores”. Por ejemplo, las reducciones 
de los gastos gubernamentales van a tender siem-
pre a aumentar el trabajo no remunerado.

La discriminación de género no solo es un 
tema de pobreza, es también un tema de equidad 
y ciudadanía, y los problemas que emergen de la 
desigualdad pueden ser resueltos solo con estos 
Programas de Transferencia Condicionada de 
Ingresos. Para avanzar necesitamos sistemas de 
protección social universales y holísticos.

Un desarrollo sustentable, inclusivo e iguali-
tario requiere un cambio en la teoría económica 
que debe ser reflejado en la práctica. No se trata 
de apuntar al crecimiento y formular algunas 
políticas destinadas a las mujeres, sino de dis-
eñar e implementar un nuevo paradigma de de-
sarrollo con iguales derechos y oportunidades 
para todos, sin forma alguna de discriminación.

Fuente: Social Watch Cuadernos Ocasionales, Más allá de 
Beijing. La hora de la economía de género, (2010), 

< www.socialwatch.org/node/11571>.

IgUALdAd dE génErO En EL COrAzÓn dEL dESArrOLLO
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puede ser medido sin medir la naturaleza y el efecto 
del trabajo no remunerado sobre las mujeres y sus 
comunidades.

El ejemplo del trabajo no remunerado plan-
tea una tensión más fundamental en los esfuerzos 
de monitoreo del fondo del cambio climático. Los 
presupuestos de género y del clima están basados 
en la premisa de que los presupuestos represen-
tan declaraciones de valores, no meras respuestas 
mecánicas al mercado y a otras dinámicas eco-
nómicas. Los presupuestos de género y climáti-
cos suponen que el gasto es una oportunidad de 
cambio para mejor – para una macroeconomía que 

sea sustentable y equitativa, que mida el progreso 
en términos de bienestar, no de PIB, que tome el 
cambio en la calidad de vida, no solo en la economía 
monetizada. Como tal, este tipo de monitoreo y 
análisis es un replanteamiento radical de la teoría 
económica neoliberal. En la práctica, sin embargo, 
los proyectos presupuestales sobre el género y el 
clima a menudo invocan tanto las ideas de equidad 
o justicia y los argumentos económicos tradiciona-
les relativos a la rentabilidad y el crecimiento. En 
tiempos de crisis económica mundial resulta difícil 
argumentar que no se deba prestar atención a los 
costos y a la productividad. Sin embargo, cuando 

comienzan a distanciarse de los compromisos in-
ternacionales para el cambio climático y la equidad 
de género, los agentes estatales a menudo lo hacen 
citando el costo de cumplir esos compromisos. 
Frente a la tesis de que la justicia y la igualdad son 
enormemente caras, quienes proponen los valores 
que suscriben proyectos presupuestales climáticos 
y de género deben enfrentarse a la contradicción 
inherente a sus propias tácticas – deben tomar en 
cuenta si están o no dispuestos a realizar reclamos 
de justicia e igualdad, incluso cuando los objetivos 
finales sean antagónicos al crecimiento del merca-
do y a la productividad. n

Barbara Adams
global Policy forum

En lo que respecta a una fuente de finan-
ciamiento para el desarrollo – AOD, resulta claro 
que en este momento pocos países dependen de 
la AOD y los contribuyentes tradicionales se están 
volviendo cada vez más explícitos acerca de ase-
gurar sus propios intereses como contribuyentes 
– a través del comercio, los derechos de propie-
dad y el apoyo a sus propios actores económicos 
en el sector privado. La situación ahora resulta 
más complicada debido a la aparición de nuevas 
fuentes de financiación para el desarrollo, tanto 
públicas como privadas. La cambiante situación 
financiera desafía a la totalidad de los actores a 
indagar si el desarrollo sustentable requiere un 
enfoque completamente nuevo – yendo más allá, 
de financiación para el desarrollo (FPD) a finan-
ciación para el desarrollo sustentable (FPDS).

Que haya transparencia respecto a los flujos 
de ayuda e inversión ha sido algo largamente so-
licitado por los grupos de mujeres y por las OSC 
que monitorean quién se beneficia de los flujos 
de AOD y de los procedimientos, y abogan por 
una mayor equidad. Su incidencia ha contribuido 
a obtener mayor cantidad, aunque de forma limi-
tada, de financiación para sectores socialmente 
excluidos y cuyos derechos han sido identifica-

dos a través de procesos de la ONU y promovidos 
en instrumentos legales. 

El área internacional y multilateral ha sido de 
gran valía para impulsar los derechos de la mujer 
y ha generado compromisos legales, programas 
de acción y apoyo institucional para trasladar la 
lucha a los dominios de la gobernanza nacional.

El proceso, que se ha venido dando a lo largo 
de los años desde 1975, el Año Internacional de la 
Mujer y la 1ª Conferencia de las Naciones Unidas 
para la Mujer en la Ciudad de México, han gen-
erado también una serie de desafíos, no siendo el 
menor de ellos cómo hacer operativo el enfoque 
de los derechos humanos y la universalización 
de los derechos de las mujeres, cómo ir más allá 
de la promulgación de comunicados y de la leg-
islación a resultados y objetivos específicos, a la 
implementación y financiamiento.

La política fiscal es un instrumento clave 
que tienen los gobiernos para llevar a la práctica 
el enfoque basado en los derechos. Las priori-
dades de los gobiernos se ven reflejadas más 
claramente en los presupuestos públicos que 
en las declaraciones gubernamentales y en los 
programas de acción. Los activistas pro igualdad 
de género han marcado en el proceso de FpD la 
importancia de la gestión de las finanzas públi-
cas y de la política fiscal en lo que respecta a la 
igualdad de género para establecer un piso de 
protección social universal.

Incluso con un sistema fortalecido de fi-
nanzas públicas, con aumento de los ingresos 
fiscales y reasignados al gasto público, el 
máximo de los recursos disponibles no será su-
ficiente para cumplir con los derechos sociales, 
económicos, culturales y ecológicos de numer-
osos países. La financiación externa continuará 
siendo necesaria y esto requiere un nuevo sis-
tema mundial de distribución de la carga. El Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (DESC) ofrece un modelo para de-
sarrollar un régimen mundial de financiación, 
dado que la realización de esos derechos es una 
responsabilidad de los gobiernos “individual-
mente y a través de la asistencia internacional y la 
cooperación, especialmente económica y técni-
ca, hasta el máximo de los recursos disponibles”.

Hoy en día no solo somos económicamente 
interdependientes, sino que también estamos 
conectados ecológica y socialmente. La capaci-
dad de un gobierno para proporcionar a su gente 
seguridad económica, a través de un trabajo digno 
y a través de la protección social tiene que ser ne-
gociada, y negociada a través de una multitud de 
normas que muy a menudo no rinden cuentas a 
los procesos políticos nacionales. La AOD debería 
ser gobernada por un proceso de restauración que 
rinda cuentas a la gente. No eligiendo ganadores y 
perdedores ni colocando los derechos de algunas 
personas por encima de los de otras.

dE LA EfICACIA dE LA AyUdA A LA JUSTICIA fISCAL
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La búsqueda de justicia es tan antigua como la propia 
civilización. Esta búsqueda se ha vuelto cada vez 
más inclusiva a lo largo de los siglos. De la lucha 
por los derechos de los oprimidos como esclavos, 
se ha progresado hasta incluir a la totalidad de los 
sectores de la humanidad sin distinción de casta, 
género, raza, religión o edad. La Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño (CDN) 
de 1989 es la última convención de derechos huma-
nos orientada a garantizar un trato justo y equitativo 
a todos los niños y es actualmente ratificada por la 
casi totalidad de los países que incluye también a 
las futuras generaciones. En el proceso de puesta 
en práctica de la CDN, la comunidad internacional 
ha reafirmado su compromiso para con las futuras 
generaciones. Este compromiso, sin embargo, aún 
está lejos de ser el adecuado.

Conceptos generales 
El concepto de justicia intergeneracional que subya-
ce en las diversas teorías de justicia fue propuesto en 
1974 por el economista James Tobin, quien escribió: 
“Los administradores de las instituciones donan-
tes son los guardianes del futuro en contra de las 
pretensiones del presente. Su tarea es administrar 
lo que se dona para preservar la equidad entre las 
generaciones”1. El uso no sustentable de los recur-
sos naturales lleva a la injusticia intergeneracional.

Si nos percibimos a nosotros mismos como un 
todo colectivo, es fácil argumentar que estamos obli-
gados a estar preocupados por la suerte de las perso-
nas de las futuras generaciones. Pero la pregunta es 
cómo y en qué medida nuestras presentes acciones 
y decisiones deben estar orientadas hacia el futuro. 
Las discusiones teóricas sobre estos aspectos han 
sido principalmente una preocupación de la era pos-
terior a la declaración de los derechos humanos, 
como dejó en claro el filósofo político John Rawls. 
Rawls consideraba las constituciones políticas y los 
principios de los acuerdos económicos y sociales 
como instituciones principales y definió la justicia 
como la forma en que estas instituciones distribuyen 
los derechos y deberes fundamentales y regulan la 

1 J. Tobin, “What Is Permanent Endowment Income?” 
American Economic Review 64, May 1974. 

distribución de los beneficios de la cooperación so-
cial. Habiendo aceptado los principios de libertad, 
igualdad y fraternidad, los combinó con el principio 
de justicia. La igualdad se convierte, entonces, en la 
igualdad de oportunidades justas y la fraternidad en 
el principio de la diferencia2. Sin embargo; ¿qué tan 
esencial es un acuerdo sobre “las acciones adecua-
das de distribución”?: “Los principios de justicia 
son simplemente los principios de reputación de la 
distribución a ser elegidos por los miembros de una 
sociedad donde rigen circunstancias de justicia.”

¿Se extiende este principio a las futuras gen-
eraciones? Cada generación debe dejar a un lado 
una adecuada cantidad de capital a cambio de lo 
que recibió de las generaciones anteriores, que per-
mita a esta última disfrutar de una vida mejor en una 
sociedad más justa. “Es un hecho natural que las 
generaciones se separen en el tiempo real y que los 
intercambios de hecho entre ellas se realicen en una 
sola dirección. Podemos hacer algo para la posteri-
dad, pero no podemos hacer nada por nosotros. Los 
únicos intercambios recíprocos entre generaciones 
son virtuales”3.

redefiniendo la posteridad
¿Es esta reciprocidad intergeneracional práctica o 
real? Puesto que solo la posteridad puede llevar a 
buen término nuestros proyectos o nuestras con-
tribuciones, esto no puede hacerse sobre la base de 
relaciones contractuales. Mientras que la generación 
presente puede obligarse a hacer algo para el futuro, 
el futuro aún no está allí para ser parte del contrato. 
Aquí es donde se vuelve útil la idea de comunidad. 
Una comunidad está constituida por miembros de 
un colectivo que se entienden a sí mismos como po-
seedores de cierta continuidad en el tiempo y que ven 
“sus propios intereses ligados a los de los futuros 
miembros de ese colectivo”4. Es en una comunidad 
donde los miembros de un colectivo encuentran “un 
sentido de identidad que se propague a través del 
tiempo”. Dado que esta comunidad existe a nivel 

2 J. Rawls, A Theory of Justice (Cambridge, MA: Harvard 
University Press, 1971).

3 Ibídem., citado en V. Muniz-Fraticelli, “Achieving Inter-
Generational Justice Through Education.” Disponible 
en: <www.scribd.com/doc/26475623/Achieving-Inter-
Generational-Justice-Through-Education>.

4 J. O’Neill, Ecology, policy and politics: human well-being 
and the natural world (London: Routledge, 1993), citado en 
ibídem.

local, nacional, regional y mundial, la preocupación 
por sus futuros miembros también debe existir en 
todos estos diferentes niveles.

Por lo tanto, las consideraciones de justicia se 
aplican a relaciones que van más allá de las actuales. 
Esto es particularmente cierto en el caso de la justicia 
distributiva. En cierto sentido, la presente generación 
ejerce poder sobre la futura, y tiene la posibilidad de 
utilizar los recursos de una manera que niegue los 
derechos de las generaciones venideras. El futuro 
no tiene forma de controlar el presente. Además, la 
presente generación tiene incluso el poder sobre la 
propia existencia de las futuras. Esto podría ser una 
influencia aún mayor que sobre la presente gener-
ación, donde la influencia afectaría como máximo 
la supervivencia de las personas. Esto es suficiente 
motivo para reclamar los derechos para las futu-
ras personas, aunque podría haber argumentos en 
contra.

Otro intento de definir a las futuras genera-
ciones se ha hecho en la Universidad de IDWA en 
un intento de conciliar los intereses humanos de la 
naturaleza, que son distinguibles, pero no separa-
bles. La socióloga Elise Boulding ha propuesto que 
“las futuras generaciones” pueden ser definidas en 
términos de “los presentes 200 años”, es decir un 
período de tiempo que comienza a partir de 100 años 
en el pasado y terminacon 100 años en el futuro, 
desde cualquier punto de la presente:

“Un momento en continuo movimiento, 
siempre llega a cien años en cualquier direc-
ción desde el día en que estamos. Estamos 
vinculados con los límites de este momento a 
través de las personas que están en medio de 
nosotros, cuyas vidas se inician o terminan en 
uno de esos límites, tres generaciones y media 
en cada sentido del tiempo. Es nuestro espa-
cio, uno en que podemos movernos en forma 
directa en nuestras vidas, e indirectamente por 
contacto con la vida de las personas vinculadas, 
jóvenes y ancianos, que nos rodean.5”

Este enfoque hace más real y concreta la compren-
sión e idea de comunidad. Si uno vive en cualquier 
momento está continuamente en relación directa o 
indirecta con un período de 100 años de tiempo en los 

5 E. Boulding, “The Dynamics of Imaging Futures“, World 
Future Society Bulletin 5, Setiembre-Octubre 1978, p.7.

Justicia intergeneracional: la satisfacción  
de las necesidades y no de la codicia 
La justicia intergeneracional es parte integral de conceptos como desarrollo sustentable, justicia social, derechos de niños y jóvenes, 
calentamiento global y cambio climático. Es el concepto de equidad o igualdad de derechos entre generaciones de niños, jóvenes, adultos 
y sobrevivientes y también entre generaciones presentes, pasadas y futuras. Río 2012 debe reiterar que el desarrollo sustentable basado 
en el crecimiento económico social y equitativo y en la preservación del medio ambiente está en contradicción con el basado únicamente 
en el crecimiento económico. El desarrollo sustentable solo puede lograrse a través de una gobernanza y una regulación transparentes – y 
no a través de un régimen de libre mercado.
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dos sentidos del pasado y del futuro. Este concepto 
de tiempo y espacio ayuda a entender la herencia 
del pasado y las relaciones o interconexiones con el 
futuro. No cabe duda de que estamos esencialmente 
vinculados a otras generaciones, pasadas y futuras, 
ya que estos vínculos son en el ámbito de nuestras 
experiencias personales. Un enfoque similar ayuda a 
ver los vínculos con los niños, ya que necesitan que 
sus derechos sean representados, lo que se convier-
te en obligación de los adultos (los responsables). 
Así también los derechos de las generaciones futuras 
se vuelven la obligación de la actual.

nuestro legado: pobreza medioambiental 
La idea de las consideraciones intergeneracionales 
fue retomada por los líderes políticos en Estocolmo 
en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Ambiente Humano (UNCHE, por sus siglas en 
inglés) de 1972 y ha sido debatida desde entonces 
en varias ocasiones, a menudo llegando a un acuer-
do. Pero en la práctica, el progreso no ha sido tan 
constante; más bien lo contrario. En 1972, el UNCHE 
presentó 26 principios y 129 recomendaciones, pero 
no hubo resultados legalmente vinculantes.

El informe de la Comisión Mundial sobre Me-
dio Ambiente y Desarrollo (Informe Brundtland), 
“Nuestro Futuro Común”, de 1987, marcó un hito, 
ya que introdujo el concepto de desarrollo sustent-
able, definiéndolo como el “desarrollo que satisface 
las necesidades del presente sin comprometer la 
capacidad de las generaciones futuras para satis-
facer sus propias necesidades”6. De acuerdo con 
este informe, la búsqueda del desarrollo sustentable 
es un importante objetivo para todas las naciones en 
beneficio de las generaciones futuras.

La Cumbre de la Tierra de Río de 1992 adoptó 
varios tratados medioambientales con fuerza jurídica 
obligatoria, en particular el Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) y el 
Convenio sobre la Diversidad Biológica de 1992. En 
cierto sentido, la Cumbre de la Tierra fue un punto 
de partida. A la misma asistieron 108 jefes de Es-
tado, 172 gobiernos y unas 2.400 personas de ONG 
y reflejó las preocupaciones de la década de 1980, 
en particular los del informe de la Comisión Mundial 
sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1987, antes 
mencionado.

Esta Cumbre ddestacó la justicia intergenera-
cional o la equidad en tanto principio fundamental 
de toda inquietud medioambiental y de desarrollo. 
Esto fue aceptado por todas las naciones par-
ticipantes. Se reconoció que los derechos de las 
generaciones futuras tienen que ser respetados 
mientras se da seguimiento a las necesidades de la 
actual. Estos reconocimientos fueron introducidos 
dentro del ámbito político y legislativo concedido 
por las naciones.

El tercer principio, “el derecho al desarrollo 
debe ejercerse en forma tal que responda equitativa-
mente a las necesidades de desarrollo y medioambi-
entales de las generaciones futuras”, resumió el es-

6 Brundtland report to Rio 2012: Sustainable development 
forum. Disponible en: <www.rio2012/ trademarks.org/
node/3423A>.

píritu del compromiso con el futuro. El principio 21, 
“la creatividad, los ideales y el valor de los jóvenes 
del mundo deben movilizarse para forjar una alianza 
mundial con el fin de lograr el desarrollo sustentable 
y un mejor futuro para todos”7 exige un plan de ac-
ción que involucre a los jóvenes hacia la creación de 
un futuro mejor para todos.

Mucha ha corrido bajo el puente desde Río de 
Janeiro, cuya esencia radicaba en alcanzar compro-
misos obligatorios y crear las obligaciones consigu-
ientes para las naciones de todo el mundo. El mismo 
espíritu prevaleció en las deliberaciones de Kioto 
cinco años después y en la adopción del Protocolo 
de Kioto en diciembre de 1997. El protocolo, que 
finalmente entró en vigor en febrero de 2005, ha sido 
firmado por 195 países. Bajo el protocolo 37 países 
acordaron reducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero y otros gases a los niveles prescritos. A 
pesar de las disposiciones jurídicamente obligato-
rias sobre la reducción, la eficacia de la medida fue 
neutralizada a través de mecanismos flexibles.

En el análisis final el protocolo y los mecanismos 
relacionados han tenido un efecto marginal en la re-
ducción de las emisiones globales de gases. La ausen-
cia de niveles de consolidación de la reducción para 
los países en vías de desarrollo fue utilizado como la 
razón para que EE.UU. no ratificara este Protocolo. 
Australia, a pesar de que ratificó el tratado, no lo ha 
implementado. Por otra parte, las responsabilidades 
de las prácticas con obligatoriedad jurídica y el papel 
de los gobiernos nacionales se han visto severamente 
erosionadas por las nuevas políticas económicas ba-
sadas en la liberalización del comercio en un Estado 
pobre. Esto se vio aún más acentuado debido a las 
preocupaciones acera de la seguridad geopolítica de 
la primera década del nuevo siglo.

Las reuniones posteriores, como la de Johan-
nesburgo de 2002 y la de Copenhague en 2009, 
no han inspirado mayor confianza entre la gente 
a lo largo ya ancho del mundo. La última confer-
encia, en Cancún, incluso corriendo el riesgo de 
negar cualquier ganancia, se mantuvo fuera de los 
acuerdos del Protocolo de Kioto. Estos acuerdos 
incluían objetivos obligatorios a ser alcanzados por 
los países en vías de desarrollo en relación con las 
emisiones de gases de efecto invernadero (GEI), en 
base al servicio climático. También se tuvo en cuenta 
el hecho histórico de que los países desarrollados 
han agotado gran parte de la capacidad de absorción 
de carbono de la biosfera y son por lo tanto más 
responsables de la reducción en comparación con 
las economías pobres.

La última conferencia sobre el Cambio Climáti-
co en Cancún fue visto por la mayoría de los partici-
pantes y medios de comunicación como una mejora 
con respecto a Copenhague. A pesar de que adoptó 
un documento final, que es considerado como algo 
positivo para el sistema climático multilateral, hizo 
poco por allanar el camino para salvar al planeta del 
cambio climático. En su lugar, le pasaron la carga 
de la mitigación del cambio climático a los países 

7 Disponible en: <www.unep.org/Documents.multilingual/
Default.asp?DocumentID=78&ArticleID=1163>.

en desarrollo, amenazando con abandonar el “pro-
tocolo y sistema de Kioto, jurídicamente vinculante 
y jerárquico para reemplazarlo por un sistema de 
compromiso voluntario”.8

Sin embargo, resulta urgente lograr una rel-
ación sustentable entre la naturaleza y los seres hu-
manos en beneficio de las generaciones futuras, in-
cluidos los niños. Como lo señaló Secretario General 
Sha Lukang en la Conferencia Río+20, dos decenios 
no han acercado al mundo a la erradicación de la 
pobreza; por el contrario, el mundo ha estado mov-
iéndose hacia la crisis medioambiental y el cambio 
climático. Ésta es la pobreza medioambiental que las 
generaciones futuras van a heredar.

desafíos a la vista 
Rio 2012 debe reiterar la convicción de que el de-
sarrollo sustentable basado en la equidad social, el 
crecimiento económico y la preservación del medio 
ambiente está en contradicción con el desarrollo basa-
do únicamente en el crecimiento económico. A menu-
do se dice que Río 92 radicó en conducir a la sociedad 
civil y al sector empresarial hacia la sustentabilidad. 
Río 2012 debe ahora volver a traer a los gobiernos a la 
acción. El desarrollo sustentable, incluyendo los dere-
chos de las generaciones futuras solo puede lograrse 
a través de una gobernanza mundial transparente, no 
a través de un régimen de libre mercado.

Durante el mismo período ha surgido una in-
quietud por la justicia intergeneracional en otros 
instrumentos internacionales de derechos humanos, 
en particular en la Convención de la ONU sobre los 
Derechos del Niño (CDN), que entró en vigor en 
1990 y actualmente tiene 194 Estados parte. La de-
claración de ese año sobre la supervivencia, protec-
ción y desarrollo de los niños, acordada en la Cumbre 
Mundial en favor de la Infancia concluyó: “Hacemos 
esto no solo para la presente generación, sino para 
todas las generaciones por venir. No puede haber 
una tarea más noble que darle a cada niño un futuro 
mejor”9.

Doce años más tarde, la declaración de la Ses-
ión Especial de Asamblea General de las Naciones 
Unidas (UNGASS, por sus siglas en inglés) sobre la 
Infancia en mayo de 2002 reitera que las naciones 
tienen obligaciones con las generaciones futuras: 
“Debemos defender nuestro medio ambiente natural 
con su diversidad de vida, belleza y recursos, todo lo 
cual mejora la calidad de vida para las generaciones 
presentes y futuras”10. El plan de acción acordado 
por 190 líderes mundiales reconoció la urgencia de 
actuar sobre diversos problemas medioambientales 
y de propender a asegurar el bienestar de los niños 
y se comprometió a tomar medidas para gestionar, 
proteger y conservar nuestro medio ambiente de 
manera sustentable: “Una serie de problemas y 
tendencias medioambientales, como el calentami-
ento global, el agotamiento de la capa de ozono, la 
contaminación del aire, los residuos peligrosos, 

8 Ver: M. Khor, “Complex Implications of the Cancun Climate 
Conference,” Economic and Political Weekly XLV, no.52. 

9 Disponible en: www.unicef.org/wsc/declare.htm>.

10 Declaración de UNGASS, “A World Fit for Children,” Nueva York, 
2002. Disponible en: <www.unicef.org/specialsession/wffc>. 
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la exposición a sustancias químicas peligrosas y 
plaguicidas, el saneamiento inadecuado, la falta de 
higiene, agua potable y alimentos y la vivienda ina-
decuada, necesitan seer abordados para asegurar la 
salud y el bienestar de los niños”.11

La riqueza de conocimiento y experiencia que 
ha surgido desde la CDN necesita ser entendida en 
el contexto de los derechos de los niños. Los tan 
debatidos fenómenos del calentamiento global an-
tropogénico y del cambio climático, agravado por 
la pérdida de biodiversidad, amenazan la tierra a un 
grado sin precedentes, y afectará directamente a 
las generaciones futuras, incluidas las que viven en 
la actualidad y las que están por nacer. Esto exige 
instrumentos mundiales obligatorios y orientados a 
la defensa de los derechos ecológicos de las genera-
ciones presentes y futuras. E incluye la solicitud del 
reconocimiento de los derechos ecológicos de los 
niños y mucho más.

Resulta pertinente citar un memorándum de la 
Reunión de Expertos de Alto Nivel del PNUMA sobre 
el Nuevo Futuro de los Derechos Humanos y del Me-
dio Ambiente presentado por Burns H. Weston el 30 
de noviembre de 2009:

“El calentamiento global antropogénico y el 
consecuente cambio climático que, junto con 
la aceleración de la pérdida de biodiversidad en 
todo el mundo, representa ahora una amenaza 
para la vida en la Tierra tal como la conocemos, 
y en un grado sin precedentes desde el tiempo 

11 Ibídem., p 23.

de los dinosaurios. Basándose en el trabajo pi-
onero de la profesora de derecho Edith Brown 
Weiss, de la Universidad de Georgetown, el 
proyecto se propuso responder a intrigantes 
e incluso generalmente inexplorados temas 
jurídicos: ¿Es posible para la ley de EE.UU., 
la ley de otros países, la ley de los pueblos 
indígenas, y / o para el derecho internacional 
definir los derechos de las generaciones futu-
ras a un medio ambiente limpio, saludable y 
sustentable?”12.

Oportunidades en río 2012 
Mientras las inquietudes acerca de la sustentabili-
dad y el compromiso con las generaciones futuras 
han sido una parte integral del avance de la justicia 
y la comprensión de los derechos humanos du-
rante dos décadas, esto no ha sido igualado por 
las acciones necesarias. Así que el reto ahora no 
es solo reiterar estos compromisos para con las 
generaciones futuras desde una posición de la jus-
ticia, sino también equilibrar las preocupaciones 
económicas y sociales. Reequilibrio significa hacer 
que el Estado vuelva a las esferas sociales y nor-
mativas de la acción política, mediante la asunción 
de sus responsabilidades, tanto para hacer que los 
servicios estén disponibles de manera equitativa 
como para regular los enfoques del libre mercado. 
Los mercados son inherentemente competitivos 
y seguir la lógica de la supervivencia de los más 
aptos resulta contrario al concepto de equidad, que 

12 B.H. Weston, “Recalibrating the law of humans with 
the laws of nature: Climate change, human rights and 
intergenerational justice,”2009. Disponible en: <www.
vermontlaw.edu/cli>.

es una condición necesaria para la sustentabilidad. 
La afirmación de Mahatma Gandhi de que “la tierra 
proporciona lo suficiente para satisfacer las necesi-
dades de cada hombre, pero no la codicia de cada 
hombre” continúa siendo válida. Por lo tanto, re-
sulta urgente la regulación de la economía de libre 
mercado y la gobernanza transparente. Reequilibrio 
implicaría llegar a un consenso sobre el desarrollo 
como medida del bienestar de todas las personas. 
Esto exige un nuevo tipo de planificación económica 
centrada en el bienestar de las personas más pobres 
de la tierra, como imaginó Mahatma Gandhi, y no 
se basa en el altruismo sino en los derechos y la 
justicia. Si Río 2012 contribuye a esto se dará un 
paso adelante13.

Además cualquier medida que se tome debe 
ser seguida a través de instrumentos vinculantes. 
El futuro necesita ser habilitado, según declaraba 
Antoine de Saint-Exupéry: “En cuanto al futuro, su 
tarea no es predecirlo sino hacerlo posible”14. Este 
hacer posible solo puede ser alcanzado a través de la 
creación de mecanismos adecuados y, en este sen-
tido, la propuesta del Consejo para el Futuro Mundial 
de nombrar a una “representación legal o un tutor” 
resulta interesante15. Algunos países ya cuentan con 
instituciones de ese tipo. La creación de un defensor 
del pueblo internacional o la convocatoria a acuerdos 
nacionales pueden ser un resultado concreto de Río 
2012 hacia la sustentabilidad y la habilitación del 
futuro, lo que equivale a garantizar la justicia inter-
generacional. n

13 Ver: Rio 2012, Another opportunity to making progression in 
climate change. Disponible en: <www.stakeholderforum.org/
st/outreach/index.php/day9item6>.

14 Antoine de Saint-Exupéry , Citadelle (The Wisdom of the 
Sands), París, 1948.

15 Cited in World Future Council, “Guarding our future: How to 
include future generations in policy making,” Disponible en: 
www.worldfuturecouncil.org/fileadmin/user_upload/PDF/
brochure_guardian3.pdf
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En octubre de 2011 los indignados de Madrid fueron 
a Bruselas para compartir sus inquietudes y plantear 
serias interrogantes. A ellos se unieron personas 
de otros países europeos que fueron también ins-
piradas por el libro de Stéphane Hessel ¡Indignaos! 
(Indignez-vous! en el original francés). Hessel, un 
hombre de 93 años de edad, que participó de la re-
sistencia durante la Segunda Guerra Mundial, insta a 
sus lectores a defender los valores de la democracia 
moderna y a rechazar el “egoísta” poder del dinero y 
los mercados1. Estos valores encarnan en la creación 
de las Naciones Unidas como una vía de mediación 
en los conflictos, la proclamación de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y el estableci-
miento de la Unión Europea.

Los indignados han venido a demandar lo que 
Europa les tenía para ofrecer. Con uno de cada dos 
jóvenes desempleados en España, era natural que 
estuvieran buscando respuestas. El Presidente de 
la Comisión, José Manuel Barroso, reconoció en 
su alocución de 2011 sobre el Estado de la Unión 
ante el Parlamento Europeo que los tiempos eran 
especialmente difíciles, expresando: “Ahora nos en-
frentamos, según creo, al mayor desafío que nuestra 
Unión haya visto jamás en su historia”2. Barroso 
advirtió que los países pueden abandonar la UE y 
que puede existir un retorno al nacionalismo. Dos 
semanas antes, el ministro de Hacienda polaco había 
advertido al Parlamento que un colapso de la Euro-
zona probablemente conduciría a la desintegración 
de la Unión y a una real perspectiva de guerra en 
Europa en 10 años3.

A los indignados los asiste razón al cuestionarse 
si nuestros líderes están haciendo las preguntas cor-
rectas o si las están haciendo de la manera correcta.

1 J. Lichfield, “The little red book that swept France,” The 
Independent, 3 de enero de 2011. Disponible en: <www.
independent.co.uk/news/world/europe/the-little-red-book-
that-swept-france-2174676.html>.

2 J. M. Barroso, Presidente de la Comisión Europea, “State 
of the Union Address 2011”, 28 de setiembre de 2011. 
Disponible en: <ec.europa.eu/commission_2010-2014/
president/state-union-2011/index_en.htm>.

3 L. Phillips, “Poland warns of war ‘in 10 years’ as EU leaders 
scramble to contain panic”, 14 de setiembre de 2011. 
Disponible en: <euobserver.com/18/113625>.

Atrapada en discursos conservadores
Europa está atrapada entre dos discursos funda-
mentalmente conservadores. Uno de ellos deriva de 
la ansiedad de ciudadanos y líderes nacionales que 
consideran que la UE ya no redunda en su beneficio y 
quieren retornar a la primacía de la identidad nacional 
y el marco normativo. El segundo, dirigido por un 
sector corporativo que necesita de manera urgente 
una UE que pueda competir a nivel mundial, teme las 
devastadoras consecuencias que una desintegración 
puede plantear.

Lo que falta en estos dos discursos es un con-
cepto de una Unión Europea que beneficie a sus 
ciudadanos y contribuya a una mayor comprensión 
entre los países de la región y a la paz y prosperidad 
para todos. A pesar de que la UE estuvo basada en 
un enfoque que integró las dimensiones económicas 
y sociales, la dimensión social ya no forma parte de 
un discurso dominado por el “interés propio”, por 
las “necesidades” y la “capacidad competitiva” de 
Europa. El énfasis en los beneficios a corto plazo 
en lugar de en la sustentabilidad económica a largo 
plazo traiciona el corazón y el alma de Europa. Tam-
bién sacrifica el objetivo de una política económica 
que pueda sustentarse y beneficiar a todos.

El desarrollo económico de Europa ha venido 
siendo alimentado de manera creciente por el con-
sumo y el agotamiento de los recursos mundiales4, lo 
que redunda en generación de riqueza para la región, 
pero también en degradación medioambiental inte-
rior y exterior. Gran parte de este desarrollo se ha 
basado en la adquisición de recursos en terceros 
países y en actuar para el interés propio en térmi-
nos de negocios y comercio. La Estrategia de Lisboa 
fue adoptada en 2000 con la enunciada aspiración 
de convertir la UE en “la economía más competi-
tiva y dinámica del mundo, basada en la gestión del 
conocimiento, capaz de un crecimiento económico 
sustentable con más y mejores puestos de trabajo y 
mayor cohesión social” para finales de la década5. Se 

4 WWF (World Wildlife Fund /Fondo Mundial para la 
Naturaleza), señaló que la UE y otras regiones de altos 
ingresos están utilizando cinco veces el monto de recursos 
naturales que los países de bajos ingresos (“WWF 
contribution to public consultation on the EU position 
for the 2012 United Nations Conference on Sustainable 
Development,” abril de 2011).

5 ESIB – The National Unions of Students in Europe, “The 
Lisbon Agenda: An Introduction,” Bruselas, 2006. Disponible 
en: <www.esib.org/documents/publications/official_
publications/lisbonhandbook.pdf>.

buscó impulsar el crecimiento económico a través 
de mejores políticas para la sociedad de la informa-
ción, la reforma estructural para la competitividad 
y la innovación e incrementando la inversión en in-
vestigación y desarrollo. También se establecieron 
como objetivos la modernización del modelo social 
europeo, invirtiendo en las personas y en la lucha 
contra la exclusión social.

No obstante, hacia finales de la década el cre-
cimiento económico se había reducido aún más, y, 
si bien las tasas de empleo fueron ligeramente más 
altas que al principio, estuvieron muy por debajo 
del objetivo de una tasa de empleo global del 70%. 
En términos generales fue ampliamente reconocido 
que la estrategia había fracasado. La crisis financiera 
mundial de 2008 fue un factor que colaboró, pero 
incluso antes de la crisis financiera estaba claro que 
la estrategia de Lisboa no había cumplido con su 
ambición de convertir a la UE en la economía más 
competitiva basada en el conocimiento.

Si bien la Comisión Europea sostuvo que la 
Estrategia había preparado el terreno para la con-
secución de las necesarias reformas económicas 
estructurales, por entonces el medio ambiente 
mundial era significativamente más desafiante de 
lo que lo fuera 10 años antes. La regeneración de la 
economía de la UE se volvió aún más urgente, sobre 
todo en vista de la competencia de las economías 
emergentes. Fue en este contexto que la UE adoptó la 
estrategia Europa 20206 en 2010 como una segunda 
etapa de la Estrategia de Lisboa. Europa 2020 tam-
bién coloca el crecimiento económico en el centro, 
dando prioridad al crecimiento inteligente (cono-
cimiento e innovación), al crecimiento sustentable 
(eficiente, más ecológico y competitivo) y al crec-
imiento inclusivo (empleo, cohesión social y ter-
ritorial). Esta estrategia será implementada a través 
de siete iniciativas o “buques insignias”, incluyendo 
promover la eficiencia de recursos y centrarse en la 
pobreza. La nueva estrategia busca “movilizar plena-
mente” la totalidad de los instrumentos de la UE para 
lograr sus objetivos, incluyendo las herramientas de 
la política exterior7, y este ha sido un tema central en 
las actuales revisiones de las políticas de la UE.

6 Comisión Europea, “Communication from the Commission: 
Europe 2020 – A strategy for smart, sustainable and inclusive 
growth,” 3 de marzo de 2010. Disponible en: <eur-lex.
europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2010:2020:F
IN:EN:PDF>.

7 Ibid, “Executive Summary.” 

Los indignados hacen las preguntas correctas 
sobre el futuro de Europa
Las preguntas que los indignados están planteando deben ser tomadas en serio y cambiar el discurso de la UE. La importancia 
otorgada en los negocios y el comercio al llamado “interés-propio” debe cambiar a temas que realmente importan como el futuro de 
nuestro planeta. El desarrollo necesita ser llevado a cabo para y por las personas; los derechos humanos tienen que ser colocados 
en el centro de cualquier estrategia de desarrollo. Las condiciones de vida y el bienestar general tienen que ser mejorados de 
manera sustentable. En este sentido el énfasis debe colocarse en promover la igualdad de género, avanzando en los derechos y el 
empoderamiento de las mujeres.
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Políticas de desarrollo sustentable
En términos relativos la UE ha estado en la avanzada 
en cuanto a política de desarrollo sustentable, ge-
nerando el Tratado de Lisboa nuevas obligaciones 
legales que deben ser plenamente cumplidas en sus 
relaciones con terceros países8. Además de hacer 
de la erradicación de la pobreza el objetivo principal 
en sus relaciones con los países en vías de desa-
rrollo, la UE también tiene el deber de fomentar el 
desarrollo sustentable en la región y de contribuir 
al de los países en desarrollo según lo establecido 
en las Disposiciones Generales relativas a la Acción 
Exterior de la Unión (Título V) del Tratado9. Por otra 
parte, la base legal para el principio de Coherencia 
de Políticas para el Desarrollo (CPD), que se puso 
en marcha oficialmente en 2005 en el Consenso Eu-
ropeo para el Desarrollo, resultó fortalecida en las 
modificaciones del Tratado. Esto asegura que las 
sinergias se ubican entre las 12 áreas políticas10 y 
los objetivos de desarrollo, incluidos los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (ODM).

El desarrollo sustentable también ha sido iden-
tificado como un objetivo fundamental y general de 
la UE, más concretamente en su Estrategia de De-
sarrollo Sustentable (EDS) de 2006 y la posterior 
revisión de la EDS de 2009. La EDS aspira incorporar 
los principios del desarrollo sustentable dentro de 
una amplia variedad de políticas de la UE, con un 
particular enfoque sobre cambio climático y energías 
renovables. Sin embargo, a pesar de estas promesas 
pueden ser identificadas una serie de incompatibili-
dades entre la legislación y la práctica.

La UE actualmente está revisando tanto estas 
políticas como sus planes de presupuesto y su plan 
de trabajo para 7 a 10 años a partir de 2014. Si bien el 
resultado de la crisis actual de la Eurozona tendrá un 
impacto significativo sobre el futuro de la UE, la natu-
raleza de su política futura está siendo impulsada por 
los objetivos económicos de la estrategia 2020. Si 
bien los trabajos de la Comisión para el análisis de las 
políticas en su totalidad están dentro del contexto de 
la sustentabilidad, la inclusión y la promoción de la 
igualdad, en el actual enfoque económico también se 
encuentran arraigados los beneficios a corto plazo. 
Se otorga más énfasis al acceso a la energía, a la 
inversión en agricultura y al papel del sector privado, 
pero las estrategias para obtener esto no están bien 
definidas.

Un ejemplo contundente del enfoque de benefi-
cios es el efecto perjudicial que ha tenido el objetivo 
de energía renovable de la UE en los países en vías 
de desarrollo, o más específicamente la política de 
biocombustibles. En abril de 2009 la UE adoptó la 
Directiva de Energías Renovables, que establece los 
objetivos individuales para cada país miembro con 

8 “Treaty of Lisbon Amending the Treaty on European Union 
and the Treaty Establishing the European Community”, (“El 
Tratado de Lisboa modifica el Tratado de la Unión Europea y 
el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea”), entró en 
vigor el 1 de diciembre de 2009.

9 Ibid.

10 Comercio, medio ambiente y cambio climático, seguridad, 
agricultura, acuerdos bilaterales de pesca, políticas sociales 
(empleo), migración, investigación / innovación, tecnologías 
de la información y transporte y energía.

el fin de alcanzar la meta del abastecimiento del 20% 
de las necesidades energéticas de la UE a partir de 
fuentes renovables, incluyendo los biocombustibles. 
No obstante, el objetivo ha sido extensamente criti-
cado debido a que ha dado lugar a la apropiación de 
tierras por parte de agro-negocios colosales, que no 
solamente desplazan a las comunidades locales sino 
que contribuyen también a la inseguridad alimentaria 
debido a que tierras que antes eran utilizadas para 
la producción de alimentos ahora se utilizan para 
garantizar la seguridad energética de la UE: en un 
caso, 20 mil personas estaban en riesgo de perder 
sus hogares y medios de subsistencia11. Las opin-
iones de las comunidades locales no son considera-
das y no se proporciona ninguna compensación. Es 
evidente que esto no está de acuerdo ni con el CPD 
ni con las obligaciones de la UE según constan en 
el Tratado de Lisboa. “Los líderes de la UE tienen 
una política equivocada. Bajo ninguna circunstancia 
las comunidades deben ser desalojadas para que 
sean generados combustibles que satisfagan las 
necesidades energéticas de la UE”, señaló reciente-
mente David Barissa, experto en biocombustibles de 
ActionAid Kenia12.

La Política Agrícola Común (PAC) de la UE ha 
sido también ampliamente criticada por fomentar 
relaciones comerciales inmensamente desiguales 
entre los agricultores en Europa y en el Sur global. 
En particular la dependencia de la UE de la comida 
importada para animales, especialmente la soja, ha 
contribuido a la creciente demanda de tierras en el 
extranjero, lo que ha llevado a la deforestación, al 
desplazamiento de las comunidades y a la expansión 
de la soja transgénica en América del Sur13 y, por 
lo tanto, conduciendo a efectos medioambientales 
y sociales negativos. Además, los subsidios a la 
exportación de la UE alientan la sobreproducción 
de algunos cultivos, lo que conduce a deshacerse 
del exceso de productos agrícolas en el mercado 
mundial; es decir, a vender a precios inferiores a los 
que prevalecerían en mercados no distorsionados 
y, en muchos casos, a precios inferiores al costo de 
producción. Esto ha contribuido durante las últimas 
décadas a la tendencia general a la baja de los precios 
del mercado mundial de productos agrícolas, gen-
erando escasas oportunidades para una inclusión 
equitativa de los agricultores en los países en vías de 
desarrollo en el mercado agrícola mundial.

La PAC se reformará en el próximo período, 
y los 5.600 documentos y comentarios recibidos 

11 ActionAid, “Fuelling Evictions: Community Cost of EU 
Biofuels Boom,” 2011. Disponible en: <www.actionaid.org/
eu/publications/fuelling-evictions-community-cost-eu-
biofuels-boom>.

12 Citado en M. Banks, “EU energy policy could push world’s 
poor ‘further into poverty,’ Parlamento, 9 de mayo de 2011. 
Disponible en: <www.theparliament.com/latest-news/article/
newsarticle/eu-energy-policy-could-push-worlds-poor-
further-into-poverty>.

13 Parlamento europeo, “Opinion of the Committee on 
Development for the Committee on Agriculture and Rural 
Development on the CAP towards 2020: meeting the food, 
natural resources and territorial challenges of the future,” 
13 de abril de 2011. Disponible en: <www.europarl.europa.
eu/sides/getDoc.do?type=REPORT&reference=A7-2011-
0202&language=EN#title2>.

durante el proceso de consulta revelaron una preo-
cupación generalizada por el medio ambiente, la 
biodiversidad, el cambio climático y la viabilidad de 
las comunidades rurales. La nueva política sobre 
biodiversidad de la Comisión Europea está abor-
dando de manera activa estos problemas en casa, 
pero destaca la necesidad a este respecto de una 
política europea global coherente. La competencia 
por invertir en tierras en África y en otros lugares, 
incluyendo seguridad en respuesta a la volatilidad 
financiera, está impulsando la producción del mer-
cado europeo hacia los países en vías de desarrollo 
y desplazando los medios de subsistencia de los 
pequeños agricultores. Recientemente, 300 mil 
hectáreas de tierras fueron adquiridas en Etiopía para 
la producción agrícola intensiva de exportación al 
mismo tiempo que las organizaciones humanitarias 
estaban recaudando fondos para luchar contra la 
creciente hambruna ocasionada por la pérdida de los 
medios de subsistencia en las zonas rurales. Resulta 
evidente que solo un enfoque integrado de políticas 
de energía, biocombustibles, agricultura, finanzas 
y clima puede revertir estas perversas tendencias.

El enfoque sobre la energía, enfatizando el au-
mento de fuentes renovables, coincide con la propia 
necesidad de la UE de garantizar el suministro confi-
able de energía desde fuera de la Unión. En la Aso-
ciación de Energía África-Europa son destacadas 
las metas que aumentan el acceso de Europa a la 
electricidad y al gas de África.

Una Comunicación de la Comisión reciente-
mente publicada establece planes para una Europa 
eficiente en recursos como una de las iniciativas 
recogidas en la Estrategia Europa 202014. Esta ini-
ciativa tiene como objetivo aumentar el rendimiento 
económico y reducir el uso de recursos, aumentar 
la competitividad y el crecimiento de la UE, garanti-
zar la seguridad en el acceso a recursos esenciales 
y reducir las emisiones de carbono. La iniciativa 
proporciona un marco a largo plazo para la acción 
en numerosas áreas, dando apoyo a cronogramas 
de políticas para el cambio climático, la energía, el 
transporte, la industria, las materias primas, la ag-
ricultura, la pesca, la biodiversidad y el desarrollo 
regional. La estrategia apunta a reducir el vínculo 
entre el crecimiento económico y el uso de los recur-
sos, reconociendo que la economía se encuentra en 
un camino no sustentable. No obstante, la Comisión 
reconoce que, a pesar de la amplia gama de políti-
cas instituidas que aspiran mejorar la eficiencia de 
los recursos, los objetivos de la UE no logran ser 
alcanzados.

Estrategias sobre exclusión social  
y protección
La Plataforma Europea contra la Pobreza y la Exclu-
sión Social, una de las iniciativas emblemáticas de 
la estrategia 2020, tiene como objetivo establecer 

14 European Commission, “Communication from the 
Commission to the European Parliament, the Council, 
the European Economic and Social Committee and the 
Committee of the Regions: Roadmap to a Resource 
Efficient Europe,” 20 de setiembre de 2011. Disponible 
en: <ec.europa.eu/environment/resource_efficiency/pdf/
com2011_571.pdf>.
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una “plataforma para la cooperación, la revisión en-
tre pares y el intercambio de buenas prácticas” que 
ayude a “fomentar el compromiso de los actores 
públicos y privados para reducir la exclusión social”. 
La iniciativa prevé “una evaluación de la adecuación 
y la sustentabilidad de los sistemas de protección 
social y de pensiones” y la identificación de “la ma-
nera de garantizar un mejor acceso a los sistemas de 
salud”15. La Red Europea de Lucha contra la Pobreza 
(RELP) acogió con satisfacción el enfoque multi-
dimensional para combatir la pobreza y la exclusión 
social, pero evaluó como una gran debilidad la falta 
de reconocimiento de los efectos negativos de las 
crecientes desigualdades16.

La RELP hace hincapié en que la pobreza y la 
exclusión social no pueden ser sustentablemente 
reducidas, ni puede ser alcanzado un crecimiento 
inclusivo, sin abordar la desigualdad y la discrimi-
nación. También señala que el empleo por sí solo 
no garantiza un camino para salir de la pobreza. Las 
necesidades prioritarias necesitan ser otorgadas 
para la construcción de una economía socialmente 
más responsable que proporcione acceso a em-
pleos decentes y defienda los derechos sociales y 
los servicios. La RELP hace un llamamiento a la UE 
para que la financiación de la pobreza y la exclusión 
social sean una prioridad obligatoria para garantizar 
un modelo de reparto más integral, incrementando 
el intercambio transnacional y habilitando la par-
ticipación de las partes interesadas y el acceso a la 
financiación de las ONG comunitarias17.

Empleos verdes sin justicia 
Desde el propio comienzo la implementación de la es-
trategia Europa 2020 ha sido golpeada por la profundi-
zación de la crisis de la Eurozona. Las políticas de aus-
teridad que están siendo presentadas en toda Europa 
están socavando los objetivos de la estrategia dado que 
los gobiernos reducen el gasto público y las prestacio-
nes sociales, despiden trabajadores del sector público 
y comprimen los ingresos. Si bien la Comisión se pro-
mociona como la más firme promotora de un enfoque 
económico social, existe una creciente preocupación 
de que sus tendencias liberalizadoras incrementarán 
las demandas a los gobiernos nacionales para imponer 
nuevos recortes en el gasto público como parte de la 
cada vez más estricta disciplina monetaria. Esto ha sido 
posible por las recientes decisiones apoyadas por los 
países miembros y por el Parlamento Europeo de dar 
mayores facultades a la Comisión sobre la gestión de 
las cuentas públicas nacionales.

La publicación de la posición de la UE previo a 
la Conferencia de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo Sustentable de junio de 2012 debe consider-
arse en este contexto. La UE deseará evitar contraer 
nuevos compromisos en Río de Janeiro a menos que 
fortalezca su propia capacidad de repartir. Esto es 

15 Comisión Europea, 2010, op. cit.

16 European Anti Poverty Network, “EAPN First Response to 
the European Flagship Platform against Poverty and Social 
Exclusion: A European Framework for social and territorial 
cohesion,” 17 de enero de 2011. Disponible en: <www.
europolitique.info/pdf/gratuit_fr/286638-fr.pdf>.

17 Ibid.

decepcionante, dados los anteriores compromisos 
de la UE para con el desarrollo sustentable en los 
foros internacionales. La propuesta economía verde 
en la Comunicación de la Comisión Europea “Río 
+20: Hacia una economía verde y una mejor gober-
nanza” no constituye la ruptura significativa con el 
modelo macroeconómico actual considerada nec-
esaria por numerosos críticos. La definición de una 
economía verde se centra en el crecimiento verde y 
en la creación de empleo18. Esto no necesariamente 
es una economía social de mercado19, lo que es prob-
lemático si es que la noción de justicia (que está en el 
centro del desarrollo sustentable) debe ser tomada 
en serio. Si el concepto es el de contribuir verdadera-
mente al desarrollo sustentable, la definición actual 
debe ser ampliada para poner en su núcleo las cara-
cterísticas de una economía social de mercado y la 
protección del medio ambiente.

La autorregulación del sector privado es también 
un enfoque adoptado y fomentado por la UE en común 
con otros países industrializados. Además existe una 
creciente tendencia a promover un papel más impor-
tante para el sector privado en la estrategia de desarrollo 
de la UE. Esto se debe a la necesidad de gravar la in-
versión fuera del dominio público, lo cual no es sor-
prendente dado el aire de austeridad que prevalece en 
estos momentos. Que esto es una crasa equivocación 
es advertible en los desastrosos resultados de tener 
un sector privado auto-regulado, que incluye ejemp-
los de picos de precios de alimentos, de ruina social 
y medioambiental como resultado de la actividad del 
sector privado en los países en vías de desarrollo y, por 
supuesto, de la crisis financiera de 2008. 

Por otra parte, no son establecidos demasiado 
a menudo regulaciones medioambientales y sociales 
adecuadas o sistemas tributarios en los países en 
vías de desarrollo (en fomento de los contribuyentes 
con el fin de estimular la inversión extranjera directa) 
lo que hace casi imposible para la población benefi-
ciarse del crecimiento generado por las actividades 
del sector privado. Los países en vías de desarrollo 
deben ser capaces de captar las ganancias de la ac-
tividad del sector privado dentro de sus fronteras, 
en lugar de padecer de forma desproporcionada de-
bido a las prácticas empresariales irresponsables. 
La reducción de las crisis (en sus diversas formas) 
requiere que la actividad del sector privado sea medi-
oambiental y socialmente responsable. Las actuales 
propuestas de un amplio impuesto a las transac-
ciones financieras (ITF)20 en la UE en este sentido 

18 La definición de la CE de una economía verde es “una 
economía que genere crecimiento, cree puestos de trabajo y 
erradique la pobreza mediante la inversión y la preservación 
del capital natural del que depende la supervivencia a largo 
plazo de nuestro planeta”. Ver: <ec.europa.eu/environment/
international_issues/pdf/rio/com_2011_363_en.pdf>.

19 Una economía social de mercado puede incluir la 
combinación de la iniciativa privada con la regulación del 
gobierno para establecer una competencia justa y mantener 
un equilibrio entre una alta tasa de crecimiento económico, 
baja inflación, bajos niveles de desempleo, buenas 
condiciones de trabajo y bienestar social.

20 PricewaterhouseCoopers, “Flash News: The EU Financial 
Transactions Tax Draft Directive and the Implications for the 
Global FS Industry,” 30 de setiembre de 2011. Disponible en: 
<www.pwc.lu/en/tax-consulting/docs/pwc-tax-300911.pdf>.

resultan alentadoras. Sin embargo, la mayor parte 
de un sector privado responsable no es estimulado 
en la estrategia de la UE.

Por otra parte la economía verde según se la 
delinea en la actual estrategia de la UE no aborda de 
manera decisiva los desequilibrios en la economía. 
Volver verde la economía, para la UE, es la inversión 
en y la correcta gestión del capital natural. El capital 
natural es esencialmente la reserva de los ecosis-
temas naturales que producen el flujo de bienes o 
servicios valiosos del ecosistema hacia el futuro. 
Sin embargo, colocar el capital natural en el sistema 
económico actual y, por lo tanto, bajo los mismos 
mecanismos de gestión económica, conducirá en úl-
tima instancia a que el poder permanezca en manos 
de unos pocos y a que miles de millones se vean 
desproporcionadamente expuestos a crisis finan-
cieras. Esto no va a lograr el desarrollo sustentable, 
al menos si nos atenemos a la definición de Brundt-
land21. Resulta alentador que la Comunicación de la 
CE reconozca la necesidad de replantear el modelo 
convencional de desarrollo económico22. Sin em-
bargo no está claro cómo la estrategia descrita en 
el resto del documento consiga tal replanteamiento.

Resulta sorprendente también observar que la 
Comisión no enfatiza en ninguna parte de la Comu-
nicación la especial vulnerabilidad de las mujeres 
frente a los desastres naturales o la necesidad de 
protegerlas y darles poder en contra de los mismos. 
Las mujeres tienen un papel crucial que desempeñar 
en el desarrollo sustentable y un especial énfasis 
debe ser puesto en fomentar sus derechos y pro-
mover la igualdad de género. En cualquier enfoque 
verdaderamente eficaz para el desarrollo sustent-
able, la discriminación estructural y social contra 
las mujeres debe ser eliminada e instaurados los 
instrumentos políticos necesarios para corregir es-
tos desequilibrios.

Conclusión
Para ser verdaderamente sustentable, el desarrollo 
necesita ser llevado a cabo para y por las personas; 
los derechos humanos tienen que ser colocados en 
el centro de cualquier estrategia para el desarrollo 
mientras que las condiciones de vida y el bienestar 
general tienen que ser mejorados de manera sus-
tentable. A medida que los indignados de Europa 
marchan a Bruselas, nuestra esperanza debe residir 
en que las preguntas que plantean sean tomadas 
en serio y cambien el discurso de la UE, de uno que 
se centra solo en el denominado “interés propio”, a 
uno que se centre en temas que realmente importan, 
como el futuro de nuestro planeta. n

21 El Informe Brundtland de la Comisión Mundial sobre 
el Meidomabiente y el Desarrollo define el desarrollo 
sustentable como significando que la humanidad “cubra las 
necesidades del presente sin comprometer la capacidad de 
las futuras generaciones para cubrir sus necesidades.” Ver: 
<www.un-documents.net/wced-ocf.htm>.

22 “Hay apremiantes razones para repensar de manera 
fundamental el modelo convencional del progreso 
económico: no será suficiente trabajar en los márgenes de un 
sistema económico que promueve un uso ineficiente de los 
recursos naturales”(EC, “Rio 20: towards the green economy 
and better governance”)
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miloon Kothari and Shivani Chaudhry1

Las organizaciones de la sociedad civil y los mov-
imientos sociales del mundo entero están articu-
lando el “derecho a la ciudad”, promoviendo la tierra 
como un derecho humano y resaltando la necesidad 
de recuperar la función social de la propiedad. Estos 
movimientos y campañas ofrecen los inicios del re-
planteamiento radical que se necesita para desafiar 
las políticas económicas neoliberales que se han ido 
institucionalizando en el mundo entero.

La adopción e implementación del enfoque de 
los derechos humanos resulta esencial para que el 
desarrollo sustentable se haga realidad para todos, 
especialmente para las personas marginadas del 
mundo. No abrazar este enfoque conducirá a que en 
todo el mundo haya más hambre, desposeimiento, 
falta de vivienda, falta de tierras y degradación me-
dioambiental. El impacto de las violaciones de los 
derechos será especialmente grave para las mu-
jeres, los niños, los pueblos indígenas, las comuni-
dades costeras, los habitantes de los bosques y los 
pequeños agricultores y los trabajadores sin tierra y 
los pobres urbanos.

desarrollo sustentable e indivisibilidad  
de los derechos humanos
La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Me-
dio Ambiente y el Desarrollo (CNUMAD) de 1992 
marcó un importante momento en la historia del 
derecho internacional y la política. Esta Conferencia 
afirmó los progresos obtenidos en la Conferencia 
sobre Medio Ambiente Humano de Estocolmo de 
1972 y estableció además, a través de compromi-
sos legales y morales, el vínculo indisoluble entre el 
hombre y su medio ambiente y entre las naciones y 
los pueblos. Utilizando el marco de principios clave 
como sustentabilidad, equidad intergeneracional, re-
sponsabilidad común pero diferenciada, el contami-
nador paga y el principio cautelar, la CNUMAD ayudó 
al lanzamiento de una campaña internacional para 
cumplir con nuestras responsabilidades respecto 
a la protección no solamente de los derechos de 
los menos afortunados y marginados sino también 
de los derechos de las generaciones futuras y del 
planeta. 

1 Miloon Kothari is the former UN Special Rapporteur on 
adequate housing, UN Human Rights Council; Shivani 
Chaudhry is Associate Director of the Housing and Land 
Rights Network, India. 

Un importante resultado de Río 1992 fue la 
afirmación de la indivisibilidad de los derechos hu-
manos y la inseparabilidad de derechos humanos 
y medioambientales. Al tiempo que destaca la inter-
conexión e interdependencia de las naciones y los 
pueblos, la Agenda 21 ayudó también a establecer 
las diferentes responsabilidades y obligaciones de 
las naciones más avanzadas, incluyendo el principio 
de cooperación internacional2.

El desarrollo sustentable a menudo es invo-
cado como un método para conciliar objetivos im-
portantes que incluyen el respeto a los derechos 
humanos, la promoción del crecimiento económico 
social y medioambientalmente sustentable y la 
protección y uso responsable del medio ambiente 
natural. La totalidad de las definiciones tradicionales 
de desarrollo sustentable comparten tres caracterís-
ticas: en primer lugar, alcanzar el desarrollo sustent-
able requiere integrar las políticas relacionadas con 
la justicia social, la protección medioambiental y el 
desarrollo económico; en segundo lugar, deben ser 
tomados en cuenta los intereses de las generaciones 
futuras; y en tercer lugar, la transparencia y la par-
ticipación pública son esenciales en todos los niveles 
de toma de decisiones desde lo local a lo mundial3.

El concepto de justicia medioambiental result-
ante resulta útil para integrar la equidad, la justicia 
social y los principios medioambientales en el marco 
del desarrollo sustentable. La justicia medioambiental 
ha sido definida como el derecho a un medio ambi-
ente seguro, saludable, productivo y sustentable para 
todos, donde el “medio ambiente” es considerado de 
forma íntegra, incluyendo las condiciones ecológicas 
(biológicas), físicas (naturales y creadas por el trabajo 
humano), sociales, políticas, estéticas y económicas4.

La degradación medioambiental y la negación 
de los derechos humanos exacerban la pobreza y 
desencadenan un ciclo de violaciones a los derechos 
humanos. Por otro lado la pobreza y la marginación 
impiden el acceso equitativo a los recursos y la re-
alización del derecho a un nivel de vida adecuado y 
a un medio ambiente limpio y saludable. La imple-
mentación de la indivisibilidad del enfoque de los 
derechos humanos es la única manera de garantizar 

2 Ver por ejemplo: <www.unep.org/Documents.Multilingual/
Default.asp?DocumentID=52&ArticleID=87>

3 “One Species, One Planet: Environmental Justice and 
Sustainable Development,” Center for International 
Environmental Law, (Washington, DC: 2002),  
< www.ciel.org/Publications/OneSpecies_OnePlanet.pdf>

4 Ibídem.

que se mantenga la salud y el bienestar del planeta 
y sus habitantes y que el desarrollo sustentable se 
vuelva una realidad para todos.

¿dónde estamos, a 20 años de río 1992?
Se han realizado avances significativos a nivel mundial 
desde Río 1992 en la articulación y profundización de 
los compromisos para con la protección del medio 
ambiente y la obtención del desarrollo sustentable. Las 
normas internacionales que han sido adoptadas incluy-
en la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático, el Protocolo de Kioto, la Convención 
de las Naciones Unidas sobre la Diversidad Biológica, 
la Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra 
la Desertificación, la Declaración de la ONU sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, la Cumbre Mundial 
sobre el Plan de Desarrollo Sustentable de Acción y una 
serie de directrices, declaraciones y principios.

ONU-Hábitat ha informado que la población de 
habitantes de marginados continúa creciendo en 
todo el mundo en torno al 10% cada año. En el peor 
de los casos el número de habitantes de barrios mis-
erables aumentará de mil millones en 2005 a 1.600 
millones en 2020. Según la Organización Mundial 
de la Salud, 884 millones de personas en todo el 
mundo carecen de acceso a una fuente de agua me-
jorada, mientras que se estima que 2.600 millones 
de personas carecen de acceso a un saneamiento 
mejorado (más del 35% de la población mundial). En 
2006, siete de cada 10 personas carentes de acceso a 
servicios de saneamiento mejorado eran habitantes 
rurales5. Se estima que más de una cuarta parte de la 
población mundial no posee tierras, incluyendo 200 
millones de personas que viven en las zonas rurales, 
y que aproximadamente el 5% de la población mun-
dial vive en la pobreza extrema6.

Esta grave situación plantea riesgos significativos 
para la vida y salud de una gran mayoría de personas 
en el planeta. También tiene impacto sobre una amplia 
gama de derechos humanos, incluyendo el derecho a 
un nivel de vida adecuado y el derecho a un medio am-
biente sano. Las políticas de globalización, incluyendo 
acuerdos comerciales e inversiones, han impactado 
de manera adversa a las personas pobres urbanas y 
rurales, especialmente a las mujeres y los indígenas.

5 A. Prüss-Üstün et al., Safer Water, Better Health: Costs, 
benefits and sustainability of intervention to protect and 
promote health, WHO (OMS), (Ginebra: 2008).

6 UN-Habitat and Global Land Tools Network, “Secure Land 
Rights for All,” (2008), <www.unhabitat.org/content.asp?cid
=5698&catid=503&typeid=24&subMenuId=0>

vivienda, tierra y desarrollo sustentable

Uno de los pilares del desarrollo sustentable es el derecho a una vivienda adecuada y a la tierra. Sin embargo, unas 1.600 millones  
de personas viven actualmente en condiciones de  infravivienda, 100 millones carecen de hogar, y se estima que una cuarta parte 
de la población mundial está sin tierra. En los países en vías de desarrollo 828 millones de personas viven marginadas, carentes en 
su totalidad de acceso a fuentes “mejoradas” de agua y saneamiento adecuado y viendo  en condiciones angustiantes, sin espacio 
suficiente ni  seguridad de la tenencia. A partir del año 2000, 60 millones de nuevos habitantes marginados fueron añadidos  a la 
población urbana mundial.
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Teniendo en cuenta el hecho de que el desarrol-
lo sustentable todavía elude a la mayoría de las per-
sonas, a pesar de la existencia de fuertes cláusulas 
jurídicas internacionales y de un creciente corpus de 
legislación no vinculante, resulta imperativo revisar 
la situación y proponer una alternativa radical a la 
forma en que estos temas están siendo abordados. 

El derecho humano a la vivienda  
adecuada y a la tierra
El Relator Especial de Naciones Unidas sobre vivi-
enda adecuada ha definido el derecho humano a una 
vivienda adecuada como: “El derecho de cada mujer, 
hombre, joven y niño a obtener y sostener un hogar y 
una comunidad segura y protegida en la cual vivir en 
paz y dignidad”7. La realización de estos derechos es 
crucial para obtener desarrollo sustentable, incluy-
endo la seguridad medioambiental y el derecho a un 
medio ambiente saludable. A menos que la totalidad 
de los ciudadanos del mundo tengan la posibilidad 
de vivir en una vivienda segura, asequible, ecológica 
que les permita vivir con dignidad, y a menos que 
se les reconozca legalmente los derechos a poseer, 
controlar y gestionar los recursos naturales de los 
que dependen para su vidas y medios de subsistencia, 
los principios del desarrollo sustentable no es posible 
que los derechos humanos alcancen su realización. 
Por tanto, resulta esencial no solo darse cuenta de la 
importancia del vínculo entre los derechos a una vivi-
enda adecuada y a la sustentabilidad de la tierra y del 
medio ambiente sino también asegurar que las leyes y 
políticas de protección de estos derechos se redacten 
e implementen con la indivisibilidad utilizando la indi-
visibilidad del enfoque de los derechos.

Los vínculos entre los derechos humanos
Los derechos a una vivienda y tierra adecuadas están 
integralmente vinculados a los derechos humanos a 
la salud, los alimentos, el agua, el trabajo/el sustento, 
el desarrollo y el medio ambiente. El acceso a una 
alimentación adecuada y nutritiva, a agua limpia y 
potable, a un medio de vida seguro y al más alto 
estándar posible de salud resulta decisivo para pro-
mover el desarrollo sustentable y mantener la salud 
y bienestar de las personas y el planeta.

La Observación General 14 (2000) del Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(CDESC) proporciona una interpretación integral 
del derecho a la salud8. Se ha reconocido que las 
condiciones de la vivienda tienen consecuencias di-
rectas para el disfrute de este derecho9. En términos 
medioambientales, el derecho a la salud implica la 
ausencia de contaminación y la protección contra 
los peligros naturales.

El derecho al agua está claramente articulado 
en la Observación General 15 (2002) del CDESC. 
A menos que este derecho esté garantizado y fa-

7 M. Kothari, “Report of the Special Rapporteur on adequate 
housing,” E/CN.4/2006/41, (21 de marzo de 2006). 

8 General Comment 14, ‘The right to the highest attainable 
standard of health,’ UN Committee on Economic, Social and 
Cultural Rights, (2000). Ver en particular el párrafo 11.

9 World Health Organization, Health Principles of Housing, 
WHO, (Ginebra: 1989).

cilitado, el derecho a una vivienda adecuada no es 
realizable. 

El derecho a una alimentación adecuada, nu-
tritiva y al alcance de todos resulta decisivo para 
garantizar el desarrollo sustentable y la protección 
medioambiental. Para los millones de ciudadanos 
del mundo que habitan en viviendas autoconstruidas 
y dependen de manera directa de los recursos natu-
rales para satisfacer sus requerimientos alimentarios 
y habitacionales (combustible, forraje, agua, materi-
ales de construcción, medicinas) la falta de un medio 
ambiente seguro (libre de la contaminación del agua y 
del aire), y de recursos medioambientales (bosques, 
masas de agua,) así como de medios de vida, amenaza 
los derechos habitacionales y alimentarios10. 

El derecho a un medio ambiente saludable es 
una expansión de la interpretación legal del derecho 
a la vida y, por lo tanto, es vinculante para la totali-
dad de los Estados. El medio ambiente debe ser en-
tendido como el amplio medio ambiente físico del 
que depende el bienestar humano. El derecho a un 
medio ambiente saludable enfatiza implícitamente 
el adecuado acceso a las “necesidades vitales”, 
que son aquellas que proporcionan las condiciones 
necesarias para alcanzar y mantener un estándar 
de vida digno11. Este derecho incluye también el 
derecho al alimento, al suelo, al aire y al agua libre 
de químicos y tóxicos. El vínculo entre el medio 
ambiente y el desarrollo resulta también evidente 
en el artículo 24 de la Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos, que establece: “La to-
talidad de las personas tendrán el derecho a un 
medio ambiente general satisfactorio favorable a 
su desarrollo” A lo largo de los años, el derecho al 
desarrollo ha sido establecido como significando el 
derecho que no perjudica al medio ambiente.

El derecho al trabajo es integral para la supervi-
vencia humana y para el derecho a vivir con dignidad. 
Las violaciones a los derechos humanos a la vivienda, 
la tierra y los recursos naturales violan a menudo el 
derecho al trabajo y resultan en la pérdida de oportuni-
dades de medios de subsistencia y desarrollo.

La participación significativa en las decisiones 
que afectan la vida del individuo un derecho humano 
así como también un medio para garantizar el disfrute 
de otros derechos humanos, incluyendo el derecho a 
una vivienda adecuada. Negar el derecho a la partici-
pación tiene efectos adversos sobre el derecho a una 
vivienda adecuada. Cuando está garantizada la par-
ticipación en el diseño, planes y políticas de vivienda 
resulta más probable que la vivienda cumpla de mejor 
manera los criterios de idoneidad y sostenibilidad12. 

Los principios medioambientales y de derechos 
humanos necesitan ser integrados e implementados 

10 Véase la declaración realizada por el Relator Especial de 
las Naciones Unidas sobre una vivienda adecuada, Miloon 
Kothari, en ocasión de los cinco años de la Cumbre Mundial 
sobre la Alimentación, (junio de 2002).

11 “One Species, One Planet: Environmental Justice and 
Sustainable Development,” Center for International 
Environmental Law, (Washington, DC: 2002),< www.ciel.org/
Publications/OneSpecies_OnePlanet.pdf>

12 Como se expuso en CDESC, “General Comment 4, ‘The right 
to adequate housing’ (Art. 11.1 of the Covenant),” (1991); ver 
también la sección sobre “Human right to adequate housing.” 

con una perspectiva de género que asegure que las 
mujeres son beneficiarias igualitarias y gozan de 
una protección igualitaria de sus derechos. A pe-
sar de que existen numerosas situaciones sociales, 
económicas y políticas que hacen que las personas 
estén inseguras, sin hogar y sin una fuente sustenta-
ble de subsistencia, las mujeres son particularmente 
vulnerables debido al bajo estatus socioeconómico 
que se les concede en la mayoría de las sociedades. 
El aumento de la pobreza, que es resultado de políti-
cas y proyectos de “desarrollo” injustas y dese-
quilibradas, ha tenido un devastador impacto sobre 
las mujeres y sobre sus derechos a una vivienda 
adecuada. La pobreza y la degradación medioambi-
ental las afecta particularmente dado que enfrentan 
los mayores riesgos en lo que respecta a la falta de 
vivienda, tierras, pérdida de medios de subsistencia, 
violencia e impactos adversos sobre la salud.

El derecho humano a una vivienda 
adecuada bajo el lente de la sustentabilidad
El alcance del derecho a una vivienda adecuada con-
sagrado en el artículo 11.1 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, fue 
definido por el Comité de DESC en su Observación 
General 4 (1991). Para que la vivienda sea adecuada, 
debe incluir como mínimo los siguientes siete el-
ementos cardinales: seguridad jurídica de arren-
damiento, disponibilidad de servicios, asequibilidad, 
accesibilidad, habitabilidad, ubicación y adecuación 
cultural13.

Cuando los elementos para una vivienda 
adecuada son proporcionados en consonancia con 
los principios medioambientales, la realización si-
multánea de los derechos humanos a la vivienda 
adecuada, la tierra, el medio ambiente saludable y 
el desarrollo sustentable está garantizada. Esto in-
cluye asegurar el acceso a los recursos naturales 
necesarios para la supervivencia y los medios de 
subsistencia de las comunidades; el uso de tec-
nologías “verdes” y la adhesión a los códigos de 
construcción ecológicos; construcción de viviendas 
resistentes a los desastres; ubicación de las vivien-
das en lugares medioambientalmente seguros con 
proximidad a lugares de trabajo, educación y salud; 
uso de materiales indígenas y culturalmente apropia-
dos y diseños para vivienda; provisión de seguridad 
en el arrendamiento y protección contra la violencia 
y el desalojo; y garantizar el consentimiento previo e 
informado de las poblaciones afectadas.

También es importante vincular los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (ODM) con el esfuerzo 
continuo por alcanzar el desarrollo sustentable y 
los derechos humanos. Por ejemplo, la meta 11 del 
ODM 7 demanda una mejora significativa en las vi-
das de 100 millones de habitantes marginados para 

13 Estos elementos de adecuación han sido también objeto de 
ampliación por las organizaciones de la sociedad civil, así 
como también por el Relator Especial de Naciones Unidas 
sobre vivienda adecuada, que incluye, entre otras cosas: la 
participación y la información, el acceso a la tierra, al agua y a 
otros recursos naturales, la libertad frente al despojo, daños 
y destrucción, reasentamiento, restitución, indemnización, el 
acceso a los recursos, la educación y el empoderamiento, y 
verse las mujeres libres de violencia contra ellas.
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2020. Una iniciativa mundial ha intentado lograr este 
objetivo mediante la creación de “ciudades libres de 
marginación”. Sin embargo, irónicamente el resulta-
do ha sido un aumento en el número de habitantes 
marginados desalojados en ciudades de todo el 
mundo. Los esfuerzos para mejorar las condiciones 
de vida de algunos no deben abusar de los derechos 
humanos de otros, como por ejemplo a través de 
desalojos forzosos o del desenfrenado fenómeno de 
acaparamiento de tierras.

Obstáculos para la realización de los 
derechos humanos a una vivienda 
adecuada y a la tierra

Dada la recíproca intextricabilidad de la totalidad de 
los derechos humanos, el actual fracaso en garanti-
zar el derecho a una vivienda adecuada y a la tierra 
ha resultado en un ciclo de pobreza absoluta que ha 
impedido el disfrute de diversos derechos humanos 
afines, incluyendo el derecho a la alimentación, agua 
y salud, que están vinculados de manera fundamen-
tal. Una serie de fenómenos mundiales estructurales 
y afines continúan actuando como obstáculos a la 
plena realización de los derechos a una vivienda 
adecuada y a la tierra en el contexto del desarrollo 
sustentable. Es difícil concebir la implementación 
de estos derechos para la mayoría de la población 
mundial sin confrontar estos temas.

Globalización económica

Las desigualdades en los ingresos y las oportuni-
dades entre y dentro de las naciones han llevado a 
un aumento en el número de personas que viven 
en condiciones inadecuadas e inseguras sin ac-
ceso a agua potable y saneamiento. Las políticas de 
globalización económica tienden a desvirtuar la ca-
pacidad de los Estados para proporcionar recursos 
adecuados, servicios y otras provisiones decisivas 
para el cumplimiento de los derechos económicos, 
sociales y culturales. Existe entonces una necesidad 
crucial de garantizar la coherencia de los acuerdos 
comerciales y de inversión con las obligaciones con 
los derechos humanos, tomando en cuenta la pri-
macía de la responsabilidad de los Estados de prote-
ger y promover los derechos humanos reconocidos 
en la Conferencia Mundial de Viena sobre Derechos 
Humanos14.

Los procesos para incrementar la integración 
económica han dado un nuevo impulso hacia la 
privatización de los servicios básicos15. Este fenó-
meno, unido a la incapacidad de los gobiernos de 
proporcionar a sus ciudadanos un acceso asequible 

14 Por una articulación de lo que la primacía de los derechos 
humanos significa para las obligaciones de cooperación 
internacional de los Estados ver Maastricht Principles 
on Extra Territorial Obligations, adopted at Maastricht in 
September 2011, <www.maastrichtuniversity.nl/web/show/
id=596286/langid=42>

15 Para una discusión más amplia sobre los derechos de 
la privatización y los derechos humanos, ver M. Kothari, 
“Privatizing human rights: The impact of globalization on 
adequate housing, water and sanitation,” Social Watch Report 
2003: The Poor and the Market, <www.socialwatch.org/sites/
default/files/pdf/en/privatisinghumanrights2003_eng.pdf>.

a los derechos humanos, como el agua y la vivi-
enda, tiende a impactar desproporcionadamente 
sobre los sectores más pobres y vulnerables de 
la sociedad. 

Especulación sobre la tierra
La especulación en espiral sobre la tierra y la 
propiedad está contribuyendo en todo el mundo 
al desplazamiento de las personas pobres urbanas 
y rurales. Además, la creciente competencia en-
tre las ciudades para atraer capital y negocios ha 
conducido a ampliar las desigualdades entre las 
ciudades, con las consiguientes discrepancias en 
la calidad de los servicios esenciales que se presta 
a los ciudadanos. En las grandes ciudades la cre-
ciente toma de los espacios centrales ha también 
atestiguado el aumento del aburguesamiento y la 
segregación residencial, polarizando aún más la 
sociedad y dando como resultado una nueva forma 
de “apartheid.” Junto con los valores en alza de la 
propiedad, los procesos de aburguesamiento con-
tinúan empujando a las familias de bajos ingresos 
a situaciones cada vez más precarias incluyendo la 
falta de vivienda.

La tendencia de los gobiernos de invocar po-
deres de “dominio eminente” para justificar la in-
cautación de bienes públicos y privados también es 
motivo de alarma y tiene graves implicancias sobre 
los derechos a la vivienda adecuada y a la tierra. Esta 
doctrina otorga poderes arrolladores y mal definidos 
al Estado para apoderarse de la tierra bajo el pretexto 
del “bien público”.

La pérdida de la propiedad comunal 
El fracaso por parte de los Estados de reconocer la 
importancia de los recursos de propiedad común en 
las zonas urbanas y rurales, así como también su fra-
caso en reconocer legalmente los derechos basados 
en la propiedad colectiva y comunitaria16 conduce a 
la desaparición de instituciones y patrones culturales 
que protegen y mantienen estos recursos. Esto se 
traduce también en la destrucción de la base de los 
recursos naturales de los que dependen los indíge-
nas y otras comunidades locales a través de cambios 
en la tenencia de la tierra y de los sistemas agrícolas, 
y a través del socavamiento de las economías lo-
cales, las habilidades y las identidades. Esta clase de 
asalto a los recursos locales impacta severamente 
la habilidad de las personas de las comunidades ru-
rales para mantener sus viviendas y sus condiciones 
de vida como una expresión de su identidad cultural.

La migración no planificada y forzosa. La falta 
de inversión adecuada para el desarrollo rural, vivi-
enda y medios de vida – junto al creciente despla-
zamiento y una aguda crisis agraria – representa una 
seria amenaza para la viabilidad de los medios de 
subsistencia rurales, obligando a las personas a emi-
grar para sobrevivir en una escala sin precedentes. 
Debido a una falta de vivienda asequible, de alter-
nativas de alquilar o invertir en vivienda social, una 
gran cantidad de estos migrantes terminan viviendo 

16 Para más información ver, O. Lynch and S. Chaudhry, 
“Community-based Property Rights: A Concept Note,” Center 
for International Environmental Law, (2002), <www.ciel.org>

rECOmEndACIOnES PArA UnA ACCIÓn UrgEnTE
Algunas políticas mundiales deben ser implementadas con urgencia a fin de mejorar inmediata-
mente las condiciones del hábitat de los miembros más desfavorecidos de la población humana. 
Las medidas más importantes para los Estados son las siguientes:

•	 Implementar los principios y compromisos legales de los derechos humanos y medioambientales; 

•	 Detener la apropiación de tierras, los desalojos forzosos y la especulación y propiedad y del suelo;

•	 Poner en marcha medidas de control contra el crecimiento desenfrenado del mercado y la 
privatización de la vivienda y los servicios básicos;

•	 Revisar el funcionamiento y la regulación de los mercados de vivienda y de arrendamiento y, 
en caso de ser necesario, intervenir para garantizar que las fuerzas del mercado no aumenten 
la vulnerabilidad para forzar el desalojo de los grupos marginados de bajos ingresos y de 
otros grupos;

•	 Armonizar las leyes locales y nacionales con las normas internacionales de derechos humanos 
y las normas medioambientales;

•	 Introducir las reformas urbana y agraria basada en los derechos humanos;

•	 Desarrollar planes de consolidación para garantizar el desarrollo simultáneo y colectivo de 
todos los grupos, enfocando de forma especial la realización inmediata de los derechos de 
los más marginados;

•	 Garantizar en las leyes, políticas y prácticas disposiciones enérgicas para la igualdad de género;

•	 Proporcionar a las comunidades y a los individuos el acceso equitativo a recursos legales y a 
otros recursos, incluyendo la reparación judicial, por la violación de los derechos humanos y 
daños medioambientales (mecanismos de queja eficaces pueden ayudar a promover la justicia 
medioambiental y desarrollo sustentable);

•	 Tomar seriamente los compromisos, según están establecidos en los instrumentos internac-
ionales de derechos humanos y medioambientales, para las obligaciones extra-territoriales.
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en condiciones precarias o inadecuadas, a menudo 
con poco o ningún acceso a servicios básicos como 
agua y saneamiento. Muchos otros se han quedado 
sin hogar, con acceso limitado a servicios sociales y 
cívicos. Esto tiene un impacto adverso en la salud y la 
seguridad económica de las poblaciones afectadas. 
La necesidad de los derechos humanos basados en 
la reforma agraria y de la tierra y en la redistribución 
de la riqueza en las zonas urbanas y rurales, es grave 
y requiere atención inmediata.

Desalojos forzados
La práctica de los desalojos forzados ha alcanzado 
proporciones alarmantes en todo el mundo. Un 
gran número de éstos tienen lugar en nombre del 
“desarrollo” y son desalojos debidos a renovación 
urbana, embellecimiento de la ciudad, grandes 
proyectos de infraestructura (incluyendo minería, 
carreteras, puertos y represas) y a la adquisición de 
tierras agrícolas para la industria. Cuantiosos casos 
de desalojos forzados derivan de situaciones de vio-
lencia como las que son resultado de los conflictos 
armados, lso desplazamientos civiles y políticos y la 
lucha comunitaria o étnica.

Cambio Climático
Los impactos del cambio climático global y las medi-
das adoptadas para mitigar o adaptar estos impactos 
ya están afectando a las personas y comunidades 
de todo el mundo, y “potencialmente tendrá conse-
cuencias para la totalidad del campo de acción de los 
derechos humanos”17. Los más afectados son las 
personas pobres que viven en los Estados ‘menos 
adelantados, las regiones áridas y semiáridas, las re-
giones árticas, y las pequeñas islas-Estados, donde 
el cambio climático tendrá un impacto más negativo 
y donde la capacidad de adaptación es baja18. 

Una forma práctica de avanzar
Dado el continuo fracaso de los actores estatales y 
no estatales de respetar, promover y hacer realidad 
los derechos humanos a una vivienda adecuada y a 
la tierra, existe urgente necesidad de repensar “el 
más de lo mismo” y trazar un nuevo camino a recor-
rer. Proponemos el desarrollo y la práctica de dos 
enfoques – el derecho a la ciudad y el derecho a la 
tierra y los recursos naturales – como bases concep-
tuales para la articulación de la indivisibilidad de los 
derechos humanos y la promoción de los derechos 
humanos a una vivienda adecuada, a la tierra, y al 
desarrollo sustentable.

Subyacentes a ambos enfoques deben estar 
los principios de los derechos humanos y medio-
ambientales. Entre ellos es crucial el principio de 
no discriminación, que exige protección especial a 
y priorización de los derechos de los grupos más 
marginados. 

17 Report of the Office of the UN High Commissioner on Human 
Rights, A/HRC/10/61, (Enero de 2009).

18  Ver M. Orellana, M. Kothari and S. Chaudhry, “Climate Change 
in the Work of the Committee on Economic, Social and 
Cultural Rights,” (2010), <www.fes-globalization.org/geneva/
documents/CESCR%20Climate%20Change_May2010.pdf>

El derecho a la ciudad
El desarrollo y articulación renovada del “derecho a 
la ciudad” presenta una oportunidad para una solu-
ción duradera, una solución que utiliza un enfoque 
holístico y sustentable para hacer realidad tanto los 
derechos humanos como los del medio ambiente.

El movimiento por el derecho a la ciudad ha 
sido puesto en marcha por parte de grupos sociales 
y organizaciones de la sociedad civil en un intento 
de garantizar un mejor acceso y oportunidades para 
todos los que viven en las ciudades, especialmente 
los sectores más marginados y desfavorecidos.

El derecho a la ciudad es “el usufructo equitativo 
de las ciudades dentro de los principios de sustenta-
bilidad, democracia, equidad y justicia social. Es el 
derecho colectivo de los habitantes de las ciudades, 
en particular de los grupos vulnerables y margina-
dos, que les confiere legitimidad de acción y organ-
ización, en base a sus usos y costumbres, con el 
objetivo de alcanzar el pleno ejercicio del derecho a la 
libre determinación y a un nivel de vida adecuado”19.

El derecho a la ciudad no debe ser visto como un 
nuevo derecho legalista sino meramente como una 
demanda para que múltiples derechos humanos se 
lleven a cabo en las ciudades, pueblos y aldeas. Es 
un medio para combatir el rampante paradigma de 
desarrollo excluyente, la distribución de beneficios 
selectivos, la marginación y la discriminación.

Mientras se implementa el derecho a la ciudad, 
el principio de responsabilidad mutua y la sustenta-
bilidad – especialmente en relación con el medio 
ambiente y el uso de la tierra, agua, electricidad y 
otros recursos básicos – resulta decisivo. Son nec-
esarios controles y sanciones aplicables para el uso 
excesivo. Esto podría incluir el impuesto al consumo 
de ciertos recursos esenciales como el agua y otros 
recursos energéticos más allá de un cierto nivel para 
establecer niveles mínimos de consumo para todos 
y para garantizar la seguridad del medio ambiente.

Este principio también requiere una gestión re-
sponsable y sustentable de los recursos naturales, 
incluida la energía. Las zonas urbanas no deben crec-
er a costa de las rurales o a costa de otras ciudades. 
El derecho a la ciudad debería ser ampliado para 
incluir el derecho de la aldea y del pueblo. También 
debería implicar el derecho a vivir en un medio am-
biente sustentable y saludable. Teniendo en cuenta 
la amenaza del cambio climático y el aumento de 
los desastres naturales, la mitigación de desastres, 
preparación y respuesta deben ser componentes de 
la planificación urbana y del desarrollo. Cuando las 
personas tengan que ser reubicadas con el fin de pro-
teger su vida y su salud, su derecho a la reubicación 
adecuada debe ser respetada y garantizada20.

El derecho a la ciudad debe ser definido como 
el derecho a un espacio inclusivo político, social, 
cultural y espiritual y con sensibilidad de género, y 
debe incluir un fuerte compromiso para con la re-
ducción de la pobreza. Esto incluye eliminar las dis-

19 “World Charter on the Right to the City.”Disponible en: 
<www.globalgovernancewatch.org/resources/world-charter-
on-the-right-to-the-city>.

20 M. Kothari y S. Chaudhry, “Taking the Right to the City 
Forward: Obstacles and Promises,” documento para UN 
Habitat, State of the World’s Cities 2010/2011. 

posiciones discriminatorias en las leyes y políticas 
que afectan negativamente a las personas pobres y 
económicamente débiles. Los incentivos financier-
os, los subsidios, el crédito, la tierra y la prioridad a 
la vivienda deben ser proporcionados a personas sin 
techo, sin tierra, y aquellas que viven en condiciones 
inadecuadas.

derecho a la tierra y a otros  
recursos naturales
El reconocimiento y protección legal del derecho hu-
mano a la tierra y a otros recursos naturales resulta 
esencial para promover el desarrollo sustentable 
y la justicia medioambiental. El derecho a la tierra 
necesita ser aprobado para garantizar la igualdad 
en la propiedad de la tierra y en el uso de la tierra y 
los espacios públicos. Esto incluye el derecho a la 
propiedad y gestión colectiva de tierras, propiedades 
y otros recursos naturales como bosques y cuerpos 
de agua. El reconocimiento legal de los derechos de 
propiedad basados en la comunidad es importante 
para ayudar a asegurar el uso sustentable y la gestión 
de los recursos naturales, así como también para 
proteger el derecho a un nivel de vida adecuado.

El derecho a la tierra también está íntimamente 
vinculado a la prestación de seguridad jurídica para 
la tenencia de vivienda y tierra. El reconocimiento del 
derecho humano a la tierra garantizará la protección 
contra los desalojos forzados y el despojo; el control 
contra el engrandecimiento de la tierra; permitir el 
desarrollo sustentable de los asentamientos; pro-
mover la reforma agraria; protección medioambi-
ental, agricultura colectiva y gestión comunitaria 
basada en los recursos naturales; y priorizar los usos 
sociales de la tierra como las viviendas públicas y los 
parques infantiles.

Las leyes sobre la tierra y las políticas deberían 
definir el “interés por el bien público” para evitar la 
toma de tierras para fines no democráticos y de-
berían revocar el principio de dominio eminente, ya 
que en gran mediada es mal utilizado por los Estados.

La función social de la propiedad
Tanto en zonas urbanas como rurales el principio de 
“la función social de la propiedad” debería guiar el 
planeamiento del uso de la tierra para asegurar que 
esa tierra no se desvíe para satisfacer los intereses de 
los ricos a expensas de los pobres. La función social 
de la propiedad debería asegurar el uso ecológico de 
la tierra y también implicar un límite al tamaño de la 
tenencia de tierras a fin de promover la igualdad en 
la propiedad de la tierra. Allí donde la tierra no esté 
cumpliendo con su función social, debería haber re-
glamentaciones disponibles o para redistribuirla – 
como sucede en constituciones nacionales como la de 
Brasil – o para instituir disposiciones de penalización. 
La promoción del principio de función social de la 
propiedad es esencial para el logro de un desarrollo 
medioambientalmente sustentable y equitativo.

El principio de derechos humanos de no-retro-
ceso debe ser propugnado. Los Estados, incluidos 
los gobiernos locales, no deben retroceder en sus 
compromisos con los derechos humanos, incluy-
endo el progreso para la mejora de las condiciones 
de vida y de vivienda. n
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El Índice de Capacidades Básicas (ICB) fue desarro-
llado por Social Watch como una forma alternativa 
de monitorear la situación de la pobreza en el mundo. 
La mayoría de los métodos disponibles para medir 
la pobreza se basan en la premisa de que la pobreza 
es un fenómeno monetario y miden, por ejemplo, 
cuántas personas viven con un ingreso inferior a un 
dólar por día. El ICB es una forma alternativa y no 
monetaria de medir la pobreza y el bienestar que se 
basa en capacidades clave que son indispensables 
para la supervivencia y la dignidad de las personas. 

Los indicadores que componen el ICB están en-
tre los más básicos de los que se usan para medir 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). (1) la 
capacidad de tener una alimentación adecuada; (2) la 
capacidad de reproducirse de forma saludable y segu-
ra; (3) y la capacidad de ser una persona educada e in-
formada. El índice se calcula como el promedio de tres 
indicadores: 1) la mortalidad de los niños menores de 
cinco años, 2) la salud reproductiva o materno-infantil 
(que se mide por el número de partos atendidos por 
personal especializado), y 3) la educación (que se 
mide con una combinación de la matrícula en la en-
señanza primaria, la proporción de niños que llegan 
a quinto grado y la tasa de alfabetización de adultos).

Todos los indicadores se expresan en porcenta-
jes y van de 0 a 100. La mortalidad de los menores de 
cinco años, que se suele expresar como el número de 
muertes por cada mil niños nacidos vivos, se expresa 
como 100 menos ese valor. De manera que, por ejem-
plo, 20 muertes por mil es el 2% y, cuando se lo resta 
de 100, da un valor del índice básico de 98. De esta 
manera, el valor máximo de la mortalidad infantil es 
teóricamente 100: eso significaría que todos los niños 
nacidos vivos sobreviven hasta los cinco años. La sa-
lud reproductiva tiene el valor máximo de 100 cuando 
todas las mujeres que dan a luz son atendidas por 
personal médico especializado. De la misma manera, 
el indicador de educación marca 100 cuando todos los 
niños en edad escolar están matriculados en la escuela 
y todos reciben cinco años de enseñanza. Luego se 
hace un promedio de estos tres indicadores, de mane-
ra que el valor total del índice varíe entre 0% y 100%.

Niveles de ICB
El Índice de Capacidades Básicas 2011 se calculó para 
aquellos 167 países con datos disponibles, del total de 
193 miembros de las Naciones Unidas. Los valores de 
ICB 2011 varían entre  47,9 y 99,5. Japón, Noruega, 
los Países Bajos e Islandia ocupan las primeras po-
siciones. Los países con mejor desempeño, con ICB 

más alto, son en su mayoría naciones desarrolladas de 
Europa, América del Norte y Asia Oriental y el Pacífico. 
En cambio los que tienen ICB más bajo se encuentran 
en su mayoría en el África Subsahariana y Asia Meri-
dional. Chad ocupa el último lugar, junto con Sierra 
Leona, Níger, Somalia y Guinea Bissau. 

Los países con un ICB de nivel básico han alcan-
zado un grado razonable de desarrollo humano y, en 
principio, han alcanzado las metas de los ODM mucho 
antes del plazo establecido en 2015. Los países con un 
ICB de nivel mediano han logrado cierto grado de im-
pulso para abordar los problemas clave del desarrollo 

INDICE DE CAPACIDADES BÁSICAS 2011

La prosperidad pasó de largo
Los valores de ICB 2011 varían entre 47,9 y 99,5, con Japón en la primera posición y Chad ocupando el último lugar. El ICB mundial progresó entre 
1990 y 2011, aunque en general el ritmo de progreso entre 2000 y 2011 es menor que entre 1990 y 2000. En la primera década del siglo XXI, las 
emisiones mundiales de CO2 aumentaron a 4,6 toneladas per cápita pero los indicadores sociales solo subieron 3 puntos. El comercio mundial y 
el ingreso per cápita crecieron más rápidamente en la primera década del siglo XXI que en la década anterior, pero los avances contra la pobreza se 
endentecieron. A pesar del compromiso expreso con la erradicación de la pobreza y los Objetivos de Desarrollo del Milenio, el año 2000 marcó un  
punto de inflexión a peor: el progreso social se desaceleró al tiempo que se aceleró la destrucción del medio ambiente.

EL muNdo sE vuELCa a La dErECha EN Lugar dE mEjorar

Con emisiones de dióxido de carbono de 3 toneladas per cápita por año, Costa Rica y Uruguay han 
logrado reducir su mortalidad infantil al mismo nivel que un país que emite veinte toneladas al año: 
Estados Unidos. Al mismo tiempo y con el mismo nivel de emisiones que Noruega, Sudáfrica tiene 
indicadores sociales similares a los de Indonesia, que consume cinco veces menos combustibles 
fósiles.

El concepto de que la erradicación de la pobreza y el logro de la dignidad básica para todos 
exigen un modelo de desarrollo que destruya el medio ambiente es erróneo. Hace veinte años, los 
líderes del mundo reunidos en Río en la Cumbre para la Tierra afirmaron eso mismo al declarar que 
“las causas principales de que continúe el deterioro del medio ambiente mundial son los patrones 
insustentables de consumo y producción, particularmente en los países industrializados […] que 
agravan la pobreza y las disparidades”.

Entre 1990 y 2000 el índice mundial de capacidades básicas mejoró cinco puntos (de 79 a 84) 
en tanto las emisiones mundiales per cápita de CO2 en realidad disminuyeron de 4,3 a 4,1 toneladas. 
En la primera década del siglo XXI, las emisiones mundiales de CO2 aumentaron a 4,6 toneladas per 
cápita pero los indicadores sociales solo subieron 3 puntos (ver gráfica 3). A pesar del compromiso 
expreso con la erradicación de la pobreza y los Objetivos de Desarrollo del Milenio, el año 2000 
marcó un punto de inflexión a peor: el progreso social se desaceleró al tiempo que se aceleró la 
destrucción del medio ambiente.

uNa déCada pErdIda EN La LuCha CoNtra La poBrEza

El comercio mundial y el ingreso per cápita crecieron más rápidamente en la primera década 
del siglo XXI que en la década anterior, pero los avances contra la pobreza se enlentecieron. 
La brecha se amplió por la distribución desigual de los beneficios de la prosperidad. Ahora los 
años de prosperidad parecen haber cedido el paso a una recesión. Las personas vulnerables no 
se beneficiaron con el crecimiento acelerado de la economía, pero serán quienes más sufran 
con una nueva contracción. El Índice de Capacidades Básicas 2011 muestra que el desempeño 
económico y el bienestar de las personas no van de la mano (ver gráfica 4). Los avances en 
educación, salud y nutrición ya eran demasiado lentos en la época en que el ingreso bruto crecía 
aceleradamente. Si bien el Índice utiliza las cifras más recientes que estén disponibles, no capta 
el impacto total de la crisis económica y financiera que comenzó en 2008 porque los indicadores 
sociales se recopilan y publican de manera más lenta que las cifras de la economía. Sin embargo, 
Social Watch está recibiendo señales de sus miembros sobre la manera en que la crisis pesa 
sobre quienes ya son los más vulnerables y de que la situación solo puede empeorar si los países 
industrializados entran en un estancamiento o recesión prolongados.
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humano y tienen una buena posibilidad de alcanzar las 
metas de los ODM para 2015. Los países con un ICB 
bajo todavía luchan para brindar los servicios básicos 
a sus ciudadanos y es probable que no logren las me-
tas de los ODM para 2015. Los países con niveles de 

ICB muy bajo y crítico no podrán alcanzar las metas 
de los ODM. La mayoría de esos países, especial-
mente los que tienen un ICB crítico, padecen penurias 
económicas, descontento social o guerras. Algunos 
recién salen de un conflicto armado y están haciendo 

la transición hacia normalizar el funcionamiento del 
gobierno y los servicios públicos.

El número de países con ICB de nivel medio au-
mentó de 44 en 1990 a 52 en 2011. Los países que han 
mejorado de un nivel de ICB bajo o muy bajo a medio 
son, entre otros: Argelia, Irán, Kuwait, Arabia Saudita, 
Siria y Túnez (Medio Oriente y Norte de África); Azer-
baiyán; Tayikistán, Maldivas y Vietnam (Asia Central, 
Meridional y Oriental); y Belice, Brasil, Colombia, El 
Salvador, México, Paraguay, Perú y Suriname (América 
Latina). El Salvador registró el mayor aumento del ICB 
del grupo, con un incremento de 17 puntos en el perío-
do de 1990 a 2011. En cambio, países como Ucrania, 
Bosnia y Herzegovina, y Tailandia han bajado de un ICB 
aceptable a uno de nivel medio (ver gráfica 1).

Diecinueve países tuvieron un ICB bajo en 2011. 
Países como Bolivia, Honduras y Nicaragua en Amé-
rica Latina, y Cabo Verde, Zimbabwe y Swazilandia 
en África Subsahariana lograron pasar de un ICB 
muy bajo o crítico a un nivel bajo. En este grupo de 
países con ICB de nivel bajo, Bhután en Asia Meridio-
nal tuvo el mayor aumento, de 28 puntos, que lo llevó 
de un nivel crítico a uno bajo.

El número de países en la lista con ICB crítico 
ha disminuido desde 1990, a solo 28 en 2011. Paí-
ses como Benín, Camerún, Eritrea, Ghana, Kenia, 
Malawi, Rwanda, Tanzania y Togo en África Subs-
ahariana; Guatemala en América Latina; Djibouti, 
Egipto, Marruecos y Yemen en Medio Oriente y Norte 
de África; Laos y Myanmar en Asia Oriental; y Bhu-
tán e India en Asia Meridional han logrado superar 
sus anteriores niveles críticos del ICB. Sin embargo, 
el número de países en la lista crítica sigue siendo 
importante, especialmente si se piensa que muchos 
países pobres que no cuentan con un sistema con-
fiable de recopilación de datos, lo que indica un mal 
funcionamiento de sus instituciones, muy probable-
mente tendrían niveles de ICB críticos.

El ICB mundial progresó entre 1990 y 2011, 
aunque en general el ritmo de progreso entre 2000 
y 2011 es menor que entre 1990 y 2000. En 1990 el 
valor promedio del ICB (ponderado por la población) 
para los países con datos disponibles fue de 79,4. En 
2000 el ICB aumentó 4,9 puntos para llegar a 84,3. El 
ICB aumentó a 87,1 en 2011, pero con un incremento 
menor: 2,8 puntos, que es menos que el incremento 
en la década anterior (ver gráfica 2).n
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Para calcular el Índice de Capacidades Básicas 
se utilizan los siguientes indicadores:

•	 Tasa	de	mortalidad	de	los	menores	de	cinco	
años. La tasa de mortalidad de los menores 
de 5 años se define como la probabilidad de 
un niño nacido en un año o en un período 
específico de morir antes de cumplir los 5 
años, si está sujeto a las tasas de mortalidad 
específicas para la edad en ese período, es 
decir, una probabilidad de morir que se deri-
va de una tabla de expectativa de vida y que 
se expresa como una tasa por 1000 nacidos 
vivos (Estadísticas sanitarias y sistemas 
de información sanitaria de la Organiza-
ción Mundial de la Salud, <www.who.int/
healthinfo/statistics/indunder5mortality/
en/>). Expresamos este indicador restan-
do x/1000 a 100, donde x es el número de 
muertes de menores de 5 por 1000 nacidos 
vivos.

 Los datos para este indicador se obtuvieron 
de UNICEf, Estado Mundial de la Infancia 
2011.

•	 Partos	atendidos	por	personal	médico	es-
pecializado.	Se define como el porcentaje 
de partos de nacidos vivos atendidos por 
personal especializado en un período dado 
de tiempo. Los datos para este indicador 
se obtuvieron principalmente de la Base de 
Datos del Observatorio Mundial de la Salud 
(Organización Mundial de la Salud), y en 
el caso de los países para los que no hay 
datos de la OMS disponibles, del sitio web 
oficial de la ONU para los indicadores de los 
ODM y UNdata 2003-2008 (<data.un.org/
Data.aspx?q=births+attended+by+skilled+
personnel&d=SOWC&f=inID%3a21>). Se 
imputaron datos para los países del primer 
mundo (como Alemania, Noruega, EE. UU., 
etc.) para los que no hay información dispo-
nible en las fuentes mencionadas.

•	 Educación. El indicador de salud se compo-
ne de tres subindicadores:

- Tasa	de	alfabetización	de	adultos. La 
tasa de alfabetización de adultos es el 
porcentaje de la población de más de 

15 años que es capaz escribir y leer, 
con entendimiento, una proposición 
breve y sencilla sobre su vida cotidia-
na. Se calcula dividiendo el número de 
personas (de 15+ años) que saben leer 
y escribir por el grupo etario corres-
pondiente de la población y multipli-
cando el resultado por 100 (Instituto 
de Estadística de UNESCO, Glosario, 
<glossary.uis.unesco.org/glossary/
en/home>).

- Tasa	neta	de	matrícula	en	Primaria	
(TNM).	Se define como el número 
de alumnos del grupo etario corres-
pondiente que están matriculados, 
expresado como porcentaje de la po-
blación total de ese grupo etario, lo 
que se calcula dividiendo el número de 
alumnos (o estudiantes) matriculados 
que tienen la edad oficial para el nivel 
primario por la población del mismo 
grupo etario y multiplicando el resul-
tado por 100 (Instituto de Estadística 
de UNESCO, Glosario, <glossary.uis.
unesco.org/glossary/en/home>). 

- Tasa	de	supervivencia	al	quinto	gra-
do.	Es el porcentaje de una cohorte 
de alumnos matriculados en el pri-
mer grado de un nivel o ciclo de edu-
cación dado, durante un año escolar 
dado, que se espera que alcancen el 
quinto grado (Instituto de Estadística 
de UNESCO, Glosario, <glossary.uis.
unesco.org/glossary/en/home>).

 La fuente principal de estos subindicado-
res es el centro de datos del Instituto de 
Estadística de la UNESCO (UIS), <stats.
uis.unesco.org/unesco/TableViewer/
document.aspx?ReportId=136&If_
Language=eng&BR_Topic=0>. Los pri-
meros datos disponibles de 1990 a 1995 
se usaron para 1990, los datos disponi-
bles de 1998 a 2002 se usaron para 2000, 
y los últimos datos disponibles de 2005 
a 2011 se usaron para el año 2011. Los 
datos para 1990 se obtuvieron principal-
mente del Informe de Seguimiento Mun-

dial (GMR) 2010 y la base de datos del 
Banco Mundial, pues solo había datos del 
UIS a partir de 1999, a excepción del indi-
cador de la tasa de alfabetización de adul-
tos. Los datos que no estaban disponibles 
en el UIS y el GMR se obtuvieron de la 
Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe (CEPAL): el Anuario Estadístico 
para América Latina y el Caribe, <www.
eclac.org/cgi-bin/getProd.asp?xml=/
publicaciones/xml/7/42167/P42167.
xml&xsl=/deype/tpl-i/p9f.xsl&base=/
tpl-i/top-bottom.xslt>, y de la División de 
Estadística de las Naciones Unidas, <uns-
tats.un.org/unsd/demographic/products/
indwm/tab5e.htm>. Dado que faltan mu-
chos datos para el indicador de la tasa de 
supervivencia hasta quinto grado, para 
los países sin datos se consideró la tasa 
de supervivencia hasta el último grado de 
la enseñanza primaria (que también se 
obtuvo del UIS).

Los datos para cada subindicador fueron re-
escalados de 0 a 100 utilizando una fórmula 
que se tomó del Informe de Desarrollo Humano 
(HDR). Después de hacer un re-escalamiento 
de todos los valores de cada subindicador, se 
computa el indicador de educación haciendo 
un promedio de los tres subindicadores ajus-
tados, si hay valores para los tres, o tomando 
el promedio de dos, si falta el valor de uno. 
No se atribuye ningún valor si falta más de un 
subindicador.

También se hizo el re-escalamiento de los 
otros dos indicadores: la tasa de mortalidad 
de los menores de 5 años y la salud materna. 
El valor bruto del ICB se calcula tomando el 
promedio de los valores re-escalados de los 
tres indicadores, si hay valores para los tres, 
y del promedio de dos indicadores, si solo hay 
valores para dos de ellos. No se atribuye ningún 
valor si falta más de un indicador.

Los valores del índice expresados de 0 a 
100 son entonces “re-escalados inversamente” 
para ubicarlos en el rango original de valores del 
ICB de manera que sea posible compararlos con 
los previos cálculos de ICB.

Notas téCNICas1

1 El Grupo Técnico para el ICB/IEG se compone del equipo de investigación de Action for Economic Reforms (AER) y Social Watch filipinas (SWP) - Rene Raya, Maria Luz Aniagan, Karla 
Machel Raya y Alvelyn Joy Berdan

ICB
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ÍNDICE DE CAPACIDADES BÁSICAS 2011
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afganistán 80

albania 99 99 88 96

alemania 99+ 99+ 95 99

angola 84 49 61 67

arabia saudita 98 99+ 85 95

argelia 97 95 82 92

argentina 99 99 96 98

armenia 98 98 91 96

australia 99+ 99 99

austria 99+ 99 99

azerbaiyán 97 89 92 93

Bahamas 99 99 90 97

Bahrein 99 97 94 97

Bangladesh 95 18 55 70

Belarús 99 99+ 97 98

Bélgica 99+ 99+ 92 98

Belice 98 95 94 96

Benín 88 78 56 76

Bhután 92 72 70 81

Birmania / myanmar 93 37 70 75

Bolivia 95 71 84 86

Bosnia y herzegovina 99 99+ 89 96

Botswana 94 95 80 90

Brasil 98 98 89 95

Brunei darussalam 99 99+ 93 98

Bulgaria 99 99+ 94 98

Burkina Faso 83 54 36 62

Burundi 83 34 69 66

Cabo verde 97 78 79 89

Cambodia 91 44 64 73

Camerún 85 59 73 73

Canadá 99 99+ 99

Chad 79 21 17 48

Chile 99 99+ 95 98

China 98 96 97 97

Chipre 99+ 99+ 96 99

Colombia 98 96 84 94

Comoros 90 62 73 78

Congo rd 80 74 40 64

Congo rep. 87 86 51 75

Corea rd 97 97 95

Corea rep. 99+ 99+ 98 99

Costa rica 99 99 92 97

Cote d'Ivoire 88 57 40 68

Croacia 99+ 99+ 94 98

Cuba 99 99+ 97 99

dinamarca 99+ 99+ 96 99

djibouti 91 93 30 75
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dominica 99 99+ 87 96

Ecuador 98 80 82 90

Egipto 98 79 80 90

El salvador 98 84 79 91

Emiratos Árabes unidos 99 99+ 89 97

Eritrea 95 38 72

Eslovaquia 99 98 98

Eslovenia 99+ 99+ 98 99

España 99+ 99 99 99

Estados unidos 99 99  99

Estonia 99 99+ 96 99

Etiopía 90 6 33 58

Filipinas 97 62 81 86

Finlandia 99+ 99+ 97 99

France 99+ 99 99

gabón 93 86 76 86

gambia 90 57 44 70

georgia 97 98 97 97

ghana 93 59 61 77

greece 99+ 99 97 99

guatemala 96 51 70 80

guinea 86 46 42 64

guinea Ecuatorial 86 53 66

guineaBissau 81 39 32 56

guyana 97 83 90 92

haití 91 26 67

honduras 97 67 79 86

hungría 99 99+ 94 98

India 93 47 62 76

Indonesia 96 73 87 88

Irak 96 80 76 87

Irán 97 97 89 94

Irlanda 99+ 99+ 97 99

Islandia 99+ 99+ 98 99

Islas mauricio 98 99+ 90 96

Israel 99+ 99 97 99

Italia 99+ 99 98 99

jamaica 97 98 76 92

japón 99+ 99+ 99+

jordania 98 99 91 96

Kazajstán 97 99+ 95 96

Kenia 92 44 78 77

Kirguistán 96 98 90 94

Kiribati 95 65 84

Kuwait 99 99+ 89 97

Laos rdp 94 20 61 71

Lesotho 92 62 62 77

Letonia 99 99+ 97 99
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Líbano 99 98 88 96

Liberia 89 46 47 68

Libia 98 99+ 97

Lituania 99 99+ 95 98

Luxemburgo 99+ 99+ 94 98

madagascar 94 44 59 75

malasia 99 99+ 92 98

malawi 89 54 57 72

maldivas 99 95 94 97

malí 81 49 46 61

malta 99 99+ 88 97

marruecos 96 63 67 82

mauritania 88 61 42 69

méxico 98 94 93 96

moldova 98 99+ 90 96

mongolia 97 99+ 91 96

montenegro 99 99 98

mozambique 86 55 51 68

Namibia 95 81 85 89

Nepal 95 19 46 68

Nicaragua 97 74 60 84

Níger 84 33 28 57

Nigeria 86 39 45 64

Noruega 99+ 99+ 98 99

Nueva zelanda 99 99+ 99

omán 99 99+ 83 95

países Bajos 99+ 99+ 99 99

pakistán 91 39 41 68

panamá 98 89 90 94

papua Nueva guinea 93 53 77

paraguay 98 97 83 94

perú 98 83 86 92

polonia 99 99 96 98

portugal 99+ 99+ 95 99

Qatar 99 99+ 91 97

reino unido 99 99+ 99
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rep. Checa 99+ 99+ 91 98

república Centroafricana 83 53 38 62

república dominicana 97 98 71 90

rumania 99 99 91 97

rusia 99 99+ 96 98

rwanda 89 52 57 71

senegal 91 52 44 70

serbia 99 99 95 98

sierra Leona 81 42 58

singapur 99+ 99+ 96 99

siria 98 95 87 95

somalia 82 33 57

sri Lanka 99 99 87 96

sudáfrica 94 91 81 89

sudán 89 49 49 69

suecia 99+ 99+ 96 99

suiza 99+ 99+ 99

suriname 97 90 80 91

swazilandia 93 74 75 83

tailandia 99 99 88 96

tanzania 89 51 76 76

tayikistán 94 88 98 92

togo 90 62 68 77

trinidad y tobago 97 98 94 95

túnez 98 95 87 94

turkmenistán 96 99+ 94

turquía 98 91 89 94

ucrania 99 99 93 97

uganda 87 42 62 69

uruguay 99 99 96 98

uzbekistán 96 99+ 93 95

venezuela 98 95 91 95

vietnam 98 88 89 93

Yemen 93 36 53 72

zambia 86 46 67 70

zimbabwe 91 60 87 82

NOTA: 99+ refiere a un valor que sobrepase 99,5. No se redondea a “100” dado que esto implicaría un cumplimiento perfecto que es imposible se dé en la realidad.
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afganistán 4 17 25 15

albania 94 57 13 55

alemania 100 78 62 80

angola 70 73 50 64

arabia saudita 93 4 15 37

argelia 86 44 16 49

argentina 100 68 53 74

armenia 100 74 36 70

australia 100 83 57 80

austria 100 68 54 74

azerbaiyán 98 64 32 64

Bahamas* 100 0 34 0

Bahrein 97 35 30 54

Bangladesh 81 65 18 55

Belarús 100 71 22 64

Bélgica 98 79 61 79

Belize 100 62 46 69

Benín 43 66 14 41

Bhután 72 41 9 41

Birmania/myanmar* 97 65 0 0

Bolivia 92 64 43 66

Bosnia y herzegovina 98 68 9 58

Botswana 100 78 41 73

Brasil 98 75 43 72

Brunei darussalam 99 78 39 72

Bulgaria 99 81 47 76

Burkina Faso 48 75 20 48

Burundi 69 91 47 69

Cabo verde 91 62 62 72

Camboya 71 73 21 55

Camerún 65 44 15 41

Canadá 100 83 57 80

Chad 13 52 12 25

Chile 99 60 56 72

China 95 76 21 64

Chipre 95 76 32 68

Colombia 99 71 21 64

Comoros 74 70 1 48

Congo, r 34 40 12 29

Congo, rd 40 55 12 36

Corea, r 84 68 26 59

Corea, rdp 0 0 0 0

Costa rica 100 61 60 74

Côte d'Ivoire 42 41 12 32

Croacia 99 79 44 74

Cuba 100 48 56 68

dinamarca 100 87 66 84

djibouti 59 64 14 46
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dominica* 100 0 60 0

Ecuador 97 57 58 71

Egipto 83 29 22 45

El salvador 98 55 34 62

Emiratos Árabes unidos 98 49 43 63

Eritrea 45 58 30 44

Eslovaquia 100 75 43 73

Eslovenia 100 79 47 75

España 99 71 73 81

Estados unidos 100 69 47 72

Estonia 99 80 52 77

Etiopía 37 71 25 44

Federación rusa 100 81 44 75

Filipinas 100 67 61 76

Finlandia 100 87 76 88

Francia 100 79 51 77

gabón 92 67 23 61

gambia 79 71 26 59

georgia 98 63 39 67

ghana 79 88 19 62

grecia 99 68 49 72

guatemala 89 50 6 49

guinea* 34 78 0 0

guinea Ecuatorial 92 28 7 42

guinea-Bissau 57 52 20 43

guyana 98 39 57 64

haití 84 45 16 48

honduras 100 52 39 63

hungría 98 82 40 73

India 66 33 12 37

Indonesia 93 57 36 62

Irak* 61 0 23 0

Irán 95 42 16 51

Irlanda 100 74 48 74

Islandia 100 82 80 87

Israel 100 81 44 75

Italia 99 66 45 70

jamaica 97 75 16 63

japón 93 65 14 57

jordania 97 39 11 49

Kazajstán 99 82 44 75

Kenia 86 75 14 58

Kirguistán 99 71 48 73

Kiribati 96 0 6 0

Kuwait 97 57 33 62

Laos, rdp 75 69 23 56

Lesotho 100 83 34 72

Letonia 100 81 51 77

ÍNDICE DE EQUIDAD DE GÉNERO 2012
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Líbano 95 42 28 55

Liberia 86 52 29 56

Libia* 0 0 0 0

Lituania 98 83 48 77

Luxemburog 100 75 30 68

madagascar 94 84 33 70

malasia 98 40 31 56

malawi 89 57 32 59

maldivas 97 60 31 63

mali 35 42 19 32

malta 100 58 31 63

marruecos 72 29 19 40

mauricio 98 59 42 67

mauritania 69 61 28 53

méxico 98 56 37 64

moldova 98 87 45 77

mongolia 99 94 50 81

montenegro* 0 0 0 0

mozambique 59 68 48 58

Namibia 100 76 54 77

Nepal 65 56 21 47

Nicaragua 100 58 64 74

Níger 21 38 18 26

Nigeria* 60 38 0 0

Noruega 100 90 78 89

Nueva zelanda 100 83 63 82

omán 94 13 27 45

países Bajos 100 82 56 79

pakistán 55 19 14 29

panamá 99 69 60 76

papúa Nueva guinea 89 88 2 60

paraguay 99 70 49 73

perú 96 69 43 69

polonia 100 75 52 76

portugal 99 78 55 77

Qatar 98 53 30 60

Ed
uc

ac
ió

n

ac
tiv

id
ad

  
ec

on
óm

ic
a

Em
po

de
ra

m
ie

nt
o

IE
g

reino unido 100 81 47 76

república Centroafricana* 26 69 0 0

república Checa 100 74 46 73

república dominicana 100 71 44 72

rumania 99 80 39 72

rwanda 84 72 74 77

senegal 63 57 28 50

serbia 98 75 51 75

sierra Leona 33 87 11 44

singapur 94 71 40 69

siria 89 38 24 50

somalia* 0 0 0 0

sri Lanka 97 58 31 62

sudáfrica 98 74 66 79

sudán 76 25 20 40

suecia 99 85 77 87

suiza 98 80 58 79

suriname* 98 62 0

swazilandia 93 73 31 65

tailandia 97 77 39 71

tanzania 71 68 42 60

tayikistán 74 67 13 51

togo 53 54 14 40

trinidad y tobago 99 72 64 78

túnez* 93 18 0 0

turkmenistán 100 73 13 62

turquía 83 34 19 45

ucrania 100 67 41 69

uganda 82 59 48 63

uruguay 100 72 51 74

uzbekistán 87 71 13 57

venezuela 100 65 28 64

vietnam 95 75 41 70

Yemen 30 40 2 24

zambia 78 49 18 49

zimbabwe 88 57 21 55

* No hay datos disponibles para el IEG.
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Si bien existen otros índices de derechos humanos, 
casi todos se centran en los derechos civiles y políticos, 
mientras que el nuevo Índice de Cumplimiento de los 
Derechos Sociales y Ecónomicos (Índice SERf) brinda 
un mecanismo para determinar en qué medida los paí-
ses están cumpliendo sus obligaciones de realizar cinco 
de los derechos humanos sustantivos enumerados en el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (PIDESC): el derecho a la alimentación, el 
derecho a la vivienda adecuada, el derecho a la salud, 
el derecho a la educación y el derecho al trabajo digno1. 
Lo que distingue la metodología del índice SERf es la 
elaboración de fronteras de Posibilidades de Realización 
(AfP, por sus siglas en inglés) que indican el nivel de las 
obligaciones de cada país para	la	realización	progresiva 
con relación a los diversos aspectos de cada derecho 
económico y social considerado.

Además, muchas mediciones de derechos huma-
nos y gobernanza se apoyan en información subjetiva 
ya que utilizan las opiniones de expertos para clasificar 
las condiciones en los países. Esto plantea ciertas dudas 
con relación a quién hace estos juicios, qué criterios se 
aplican, quién publica los índices y para qué fines, y la 
reproducción de las medidas por los grupos locales de 
promoción de derechos. En atención a estos peligros, el 
índice SERf utiliza series de datos cuantitativos basados 
en encuestas, publicados por organismos internaciona-
les que aseguren la comparabilidad entre países y a los 
que se puede acceder fácilmente en la Internet. 

La metodología sErF2

Los Estados son los principales responsables de la 
realización de los derechos de los ciudadanos y otras 
personas que residen dentro de sus fronteras. Tienen 
una responsabilidad triple: proteger, respetar y cum-
plir los derechos, y con relación a cada aspecto tienen 
obligaciones de medios además de obligaciones de re-

1 Naciones Unidas, Pacto	Internacional	de	Derechos	
Económicos,	Sociales	y	Cuturales	(	PIDESC),	(Adoptado el 16 
de diciembre de 1966, A. G. res. 2200 (XXI), U.N. GAOR, 21º 
Ses., Supp. No. 16, ONU Doc. A/6316 (1966), 993 U.N.T.S. 3, 
entrada en vigor 3 de enero de 1976).

2 Se puede acceder a un análisis completo del índice SERf y la 
metodología que se empleó para su desarrollo en los siguientes 
artículos, que están todos disponibles en el sitio web de la Economic 
and Social Rights Empowerment Initiative, <www.serfindex.org> : 
fukuda-Parr, Lawson-Remer y Randolph, “An Index of Economic 
and Social Rights fulfillment: Concept and Methodology,” Journal	
of	Human	Rights, 8: 195-221, (2009); Randolph, fukuda-Parr, y 
Lawson-Remer, “Economic and Social Rights fulfillment Index: 
Country Scores and Rankings”, Journal	of	Human	Rights,	9: 230-
61, (2010);	y fukuda-Parr, Lawson-Remer y Randolph, “SERf index 
Methodology Version 2011.1: Technical Note”. 

sultado. Las puntuaciones del índice compuesto SERf 
se componen de puntuaciones separadas para cada uno 
de los derechos económicos y sociales considerados. La 
metodología SERf recurre al derecho internacional –el 
PIDESC y además la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos (DUDH), las Observaciones Generales 
del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les (CESCR, por sus siglas en inglés), los informes de los 
Relatores Especiales y de los equipos de tareas, semina-
rios y grupos de trabajo correspondientes– para definir 
los aspectos pertinentes de los derechos económicos y 
sociales sustantivos garantizados en virtud del PIDESC y 
también las obligaciones de los Estados Partes del Pacto. 
Cuando se considera cualquier aspecto determinado de 
un derecho económico o social, se comparan dos datos: 
1) el nivel de realización de un indicador socioeconómi-
co que refleja el cumplimiento del aspecto del derecho 
socioeconómico en cuestión, y 2) el nivel de realización 
factible del indicador socioeconómico en cuestión en 
atención a la capacidad en recursos del país.

Los	indicadores	socioeconómicos	habituales	
miden	el	grado	de	disfrute	de	los	derechos
Las Observaciones Generales del CESCR destacan seis 
derechos sustantivos –alimentación, vivienda adecua-
da, atención de salud, educación, trabajo digno y seguri-

dad social– y desarrollan los aspectos más importantes 
de cada uno de ellos. La selección de indicadores del 
disfrute de los derechos para el índice SERf supuso 
convertir las descripciones que contienen los docu-
mentos legales en aspectos concretos de los derechos, 
cuyo disfrute puede ser medido cuantitativamente por 
medio de indicadores socioeconómicos. Además de 
asegurarse de que los indicadores reflejaran adecua-
damente el aspecto en cuestión de los derechos, se 
aplicaron una serie de criterios para elegir los indica-
dores que se usarían para construir el índice SERf. En 
primer lugar, los indicadores elegidos debían basarse 
en datos confiables, medidos con métodos objetivos, 
que se pudieran comparar válidamente en el tiempo y 
entre países, y que fueran accesibles para todos. Segun-
do, se eligieron indicadores que reflejaran los cambios 
actuales en el cumplimiento de un derecho determinado 
para el contexto en cuestión y no que abarcaran todos 
los aspectos de cada derecho. Se dio prioridad a los 
indicadores líderes que fueran sensibles a varios de 
los cambios relevantes sobre los múltiples indicadores 
individuales de cada aspecto relevante de un derecho. 
Además, se hizo hincapié en elegir indicadores capaces 
de distinguir claramente entre los diferentes grados 
de disfrute en el contexto en cuestión. Algunos de los 
indicadores significativos para los países de ingreso 

ÍNDICE DE CUMPLIMIENTO DE LOS DERECHOS SOCIALES Y ECONóMICOS (SERf)

un nuevo enfoque de derechos humanos
Los países tienen el deber de realizar los derechos económicos y sociales en forma progresiva hasta el máximo de los recursos disponibles. Esto 
significa que para evaluar la medida de la obligación de cada Estado es necesario determinar lo que es razonablemente factible lograr aplicando 
las mejores políticas y prácticas tecnológicas. Para medir el cumplimiento de los derechos económicos y sociales es necesario considerar tanto el 
punto de vista de las personas como de los gobiernos. Esto es lo que hace el índice compuesto SERf (por sus siglas en inglés), que se compone de 
puntuaciones separadas para cada derecho económico y social considerado, y calcula las obligaciones para una realización progresiva por medio 
de un enfoque novedoso que traza un mapa de la “frontera de posibilidades de realización”.

CUADRO 1

Indicadores de derechos básicos

derecho social/ 
económico

Índice sErF básico Índice sErF para países de ingreso alto 
de oCdE

Derecho a la  
alimentación

% de niños menores de 5 sin retraso  
del crecimiento

% de lactantes sin peso bajo al nacer

Derecho a la  
educación

Tasas de terminación de la escuela primaria
Tasas combinadas brutas de matriculación 
en  escuela

Tasas combinadas brutas de matriculación 
en  escuela
Puntuaciones PISA promedio en  
matemáticas y ciencias

Derecho a la salud Tasa de supervivencia de los menores de 
5 años (%)
Tasa de supervivencia a los 65 años
Tasa de uso de anticonceptivos

Tasa de supervivencia de los menores  
de 5 años
Tasa de supervivencia a los 65 años

Derecho a la  
vivienda adecuada

% de la población rural con acceso a una 
fuente de agua mejorada
% de la población con acceso a saneamiento 
mejorado

No hay datos disponibles

Derecho al  
trabajo digno

% con ingresos > $2 ($PPA 2005) por día % con ingresos > 50% de la mediana  
de los ingresos
% de desempleados que no son  
desempleados a largo plazo

Derecho a la  
seguridad social

No hay datos disponibles No hay datos disponibles



53Social Watch SERf

alto de la OCDE difieren de los que son significativos 
para los países en desarrollo. Por ejemplo, en los países 
de ingreso alto de la OCDE es mucho más relevante un 
indicador de la calidad de la educación que un indicador 
de la proporción de los niños que asisten a la escuela 
primaria o que la completan. Además, este último no 
discrimina entre los niveles de disfrute del derecho a 
la educación en los países de ingreso alto de la OCDE. 
En consecuencia, el Índice SERf en realidad son dos: 
el Índice SERf básico que se aplica a la mayoría de los 
países, y un índice complementario, el Índice SERf para 
los países de ingreso alto de la OCDE. 

Las	Fronteras	de	Posibilidades	de	Realización	
(APF):	cómo	identificar	el	nivel		
de	las	obligaciones	del	Estado		
El PIDESC compromete a los gobiernos a lograr la 
efectividad de los derechos económicos, sociales y 
culturales de	manera	progresiva. Su artículo 2.1. dice:

Cada uno de los Estados Partes en el presente Pac-
to se compromete a adoptar medidas, tanto por 
separado como mediante la asistencia y la coope-
ración internacionales, especialmente económicas 
y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que 
disponga, para lograr progresivamente, por todos 
los medios apropiados, inclusive en particular la 
adopción de medidas legislativas, la plena efectivi-
dad de los derechos aquí reconocidos.

La cláusula de “realización progresiva” es un recono-
cimiento de que los Estados tienen puntos de partida 
muy diferentes en lo que se refiere a su capacidad de 
lograr un disfrute pleno de los derechos económicos 
y sociales. La idea de la realización progresiva lleva 
implícito que la capacidad de un gobierno de lograr 
la efectividad de los derechos depende del nivel de 
recursos (financieros y otros) disponibles en el país. 
Por ejemplo, el disfrute del derecho al más alto nivel 
posible de salud no se puede lograr de la noche a la 
mañana, pues hay que construir instalaciones, capaci-
tar personal y establecer políticas con incentivos para 
empresas y hogares, a los efectos de que las personas 
puedan acceder a la atención de salud. Para esto son 
necesarios recursos financieros que pueden superar la 
capacidad de los gobiernos y los hogares.

En consecuencia, no se puede evaluar el cumpli-
miento de este derecho humano por los Estados sola-
mente por los resultados (el disfrute de los derechos 
por las personas). Por ejemplo, no se puede comparar el 
desempeño de Estados Unidos y Malawi en función de 
sus niveles respectivos de mortalidad materna debido a 
la enorme diferencia de capacidades entre esos dos paí-
ses. El desempeño de un país en cuanto al cumplimiento 
de sus obligaciones en materia de derechos económicos 
y sociales depende tanto de: (a) los resultados en tér-
minos de los derechos económicos y sociales que las 
personas efectivamente disfrutan, tal como surgen de 
las estadísticas socioeconómicas que permiten hacer 
estimaciones para los derechos concretos; y (b) la capa-
cidad de cumplimiento de una sociedad, tal como surge 
de la cantidad total de recursos económicos disponibles 
para el Estado portador de obligaciones.

El nivel de obligación de un Estado depende de su 
capacidad en términos de recursos y esto supone que 

para evaluar la medida de las obligaciones de cada Es-
tado es necesario determinar lo que es razonablemente 
factible lograr aplicando las mejores políticas y prácticas 
tecnológicas a sus recursos limitados. No es una tarea 
sencilla. Concretamente, ¿cómo se determina si un país 
ha comprometido “el máximo de los recursos de que 
dispone” a la realización de los derechos económicos 
y sociales? Como observa Audrey Chapman: “[eso] re-
quiere el desarrollo de una multiplicidad de estándares 
de desempeño para cada derecho en relación con los 
diversos  contextos de los países”3.

Las fronteras de Posibilidades de Realización brin-
dan los criterios de referencia para el nivel de obligación 
de cada país en un momento dado para cada aspecto de 
los derechos considerados. Para determinar las fron-
teras de Posibilidades de Realización (APf) se empezó 
por desarrollar un diagrama de dispersión de logros 
para un indicador concreto como función del PIB per 
cápita (medido en dólares de paridad de poder adquisi-
tivo, $PPA), nuestro indicador de recursos disponibles, 
usando datos de todos los países para el período 1990 
a 2008. En la nube de puntos se identificaron observa-
ciones de frontera y se utilizaron técnicas estadísticas 
para trazar una curva ajustada a esa frontera. La APf 
resultante muestra el nivel de realización con relación a 
un indicador que es factible cuando se usan las mejores 
prácticas a cada nivel del PIB per cápita, que es nuestro 
indicador de capacidad en recursos. Podría plantearse 
que estados con presupuestos más grandes, mayores 
ingresos o mejores instituciones tienen más capacidad 
para hacer efectivos los derechos económicos y sociales 
que aquellos que tienen el mismo ingreso per cápita pero 
presupuestos más pequeños o instituciones menos ade-
cuadas. Sin embargo, la capacidad de un Estado depen-
de de las opciones que haga en materia de políticas fisca-
les y estructura institucional. La obligación de realizar los 
derechos económicos y sociales de manera progresiva 
requiere que los estados reúnan y gasten recursos al 
nivel necesario para cumplir con sus obligaciones en 
relación con esos derechos. Por lo tanto corresponde 
medir la capacidad en recursos como la totalidad de los 
recursos que el estado tiene disponibles, no la porción de 
los mismos que resuelva utilizar. El uso de datos de un 
período reciente pero bastante prolongado nos permite 
trazar una frontera estable para el mediano plazo que 
facilita las comparaciones a través del tiempo.

Por ejemplo, el cuadro 1 muestra la APf para la 
tasa de supervivencia infantil, que es un elemento de 
nuestro índice del derecho a la salud. Cada punto negro 
es la tasa de supervivencia infantil (100% - el % de la 
tasa de mortalidad de los menores de 5 años) en un país 
determinado en un año determinado. La APf de la tasa 
de supervivencia infantil crece con el ingreso per cápita 
hasta que el ingreso per cápita alcanza los $ 6.350 ($PPA 
2005) y luego permanece constante (en meseta) lo que 
indica que aplicando las mejores prácticas se puede ga-
rantizar plenamente este aspecto del derecho a la salud 
una vez que el ingreso per cápita del país llega a$6.350. 
La forma de la frontera para niveles de ingreso per cápita 
por debajo de $6.350 muestra el ritmo al que se puede 

3 Chapman, Audrey. “The Status of Efforts to Monitor 
Economic, Social and Cultural Rights”, capítulo 7, en 
Economic	Rights:	Conceptual,	Measurement	and	Policy	
Issues, Shareen Hertel y Lanse Minkler (ed.), (Cambridge: 
Cambridge University Press, 2007), pp. 143-164

transformar recursos en una mayor mejoría de la tasa de 
supervivencia infantil. Las APf de los diferentes aspectos 
de los derechos tienen diferentes formas y se aplanan a 
diferentes niveles del ingreso per cápita lo que indica que 
es más fácil transformar recursos en ciertos aspectos del 
disfrute de derechos que en otros, y que es factible sa-
tisfacer algunos aspectos de ciertos derechos a un nivel 
de ingreso per cápita más bajo que para otros. El nivel 
de obligación de un país en un momento determinado 
con relación a cualquier aspecto concreto de un dere-
cho se determina entonces como el valor de la frontera 
de la apF al nivel del pIB per cápita de ese país.

Evaluación	del	cumplimiento	por	los	países		
de	sus	obligaciones	de	resultado
Un elemento llamativo de cada uno de los diagramas 
de frontera es la gran diferencia en el disfrute de los 
derechos entre países con niveles similares de PIB per 
cápita. Por ejemplo, tal como se observa en el diagra-
ma de frontera de la tasa de supervivencia infantil, esta 
tasa varía entre el 75% y el 98% en países con niveles 
de ingreso per cápita de $2.000 ($PPA 2005). Esta 
variación es sorprendentemente grande, aun en países 
con niveles de ingreso per cápita de $10.000 –desde 
aproximadamente el 80% hasta casi el 100%– aunque 
esta cifra supera ampliamente el nivel de ingreso per 
cápita necesario para realizar plenamente este aspecto 
del derecho a la salud. Estas disparidades indican di-
ferencias de la medida en que los países cumplen sus 
compromisos de hacer efectivo un aspecto concreto 
de un derecho.  

La puntuación del indicador de desempeño para 
un aspecto concreto de un derecho se calcula como el 
porcentaje del valor de frontera logrado para el indicador. 
De manera que, por ejemplo, si el país logra una tasa de 
supervivencia infantil del 72% pero el valor de frontera 
del indicador al nivel de PIB per cápita del país es 90%, 
entonces la puntuación del país en el indicador de des-
empeño referido a la supervivencia infantil es 80%, lo 
que indica que el país solo está logrando el 80% del nivel 
factible dado sus recursos4. En caso de que un país tenga 
ingresos más que suficientes para garantizar el disfrute 
pleno de un aspecto de un derecho pero no lo hace, su 
puntuación en el indicador de desempeño incluirá una 
penalización: la penalización será más alta, y por tanto la 
puntuación para el indicador de desempeño se reducirá 
más, cuanto más baja sea su realización del disfrute y 
cuanto mayor sea la proporción entre su ingreso per cápi-
ta y el nivel de ingreso per cápita necesario para garantizar 
el disfrute pleno de ese aspecto del derecho5.

4 El rango práctico de los indicadores es distinto. Por ejemplo, la 
tasa de supervivencia infantil más baja observada en cualquier 
país desde 1990 es del 68%, mientras que la tasa de supervivencia 
a los 65 años más baja observada es del 20%. En consecuencia, 
se modifica la escala de los indicadores para que refleje su rango 
práctico antes de computar las puntuaciones del indicador de 
desempeño. Para más detalles véase SERF	Index	Methodology	
Version	2011.1	Technical	Note, <www.serfindex.org/data>. 

5 La fórmula de la penalización se determinó en función de un 
conjunto de axiomas que definen las características deseables de 
una penalización de este tipo (véase fukuda-Parr, Lawson-Remer 
y Randolph, “An Index of Economic and Social Rights fulfillment: 
Concept and Methodology”, Journal	of	Human	Rights, 8: 195-
221, (2009)) y se sometió a revisión en numerosos seminarios y 
talleres. La fórmula definitiva adoptada para la penalización está 
explicada en “SERf Index Methodology Version 2011.1 Technical 
Note”, disponible en <www.serfindex.org/data>. 
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Se construye un Índice del Derecho para cada uno 
de los derechos económicos y sociales sustantivos y el 
Índice SERf agrega los Índices de los Derechos que lo 
componen. Los Índices de los Derechos Componentes 
se construyen como el promedio simple de las puntua-
ciones en los indicadores de desempeño pertinentes a 
cada derecho. Por ejemplo, el Índice Básico del derecho 
a la educación, es el promedio de las puntuaciones 
ajustadas del indicador de desempeño para la tasa de 
terminación de la escuela primaria y la tasa combinada 
de matriculación en la escuela. En los casos en que se 
usa un indicador único para medir el desempeño con 
relación a un derecho sustantivo, el índice del derecho 
sustantivo es simplemente la puntuación para el indica-
dor de desempeño en el indicador correspondiente. Por 
ejemplo, el Índice Básico del derecho a la alimentación, 
es la puntación ajustada del indicador de desempeño 
para el porcentaje de niños que no tienen retraso del 
crecimiento (baja estatura para su edad). El propio Índi-
ce SERf se construye como el promedio de los Índices 
de los Derechos Componentes6.

desempeño del país según el Índice sErF7

Se puede calcular el Índice SERf básico para 99 países, 
y el Índice SERf complementario para países de ingre-
so alto de OCDE, para 24 países más. Se puede calcu-
lar los Índices de los Derechos Componentes para un 
número mucho mayor de países. En el caso del Índice 
SERf básico, se puede calcular los índices del derecho 
a la alimentación, la educación, la salud, la vivienda y el 
trabajo para 123, 145, 131, 144 y 118 países respec-
tivamente. En el caso del Índice Complementario, se 
puede calcular para 28, 27, 28 y 25 países en el caso de 
los índices para el derecho a la alimentación, la educa-
ción, la salud y el trabajo, respectivamente.

La medida en que los países cumplen sus com-
promisos de garantizar la realización de los derechos 
económicos y sociales varía enormemente. Ninguno 
de los países para los que se puede calcular ya sea el 
Índice SERf Básico o el Complementario logra cumplir 
plenamente sus compromisos con relación a todos los 
derechos económicos y sociales al mismo tiempo. El 
país con mejor desempeño, el Uruguay, logra una pun-
tuación apenas por encima del 94% en el Índice SERf 
mientras que el país de la OCDE con mejor desempeño, 
finlandia, tiene una puntuación que prácticamente llega 
al 95%. Aunque varios países cumplen plenamente sus 
compromisos con relación a derechos económicos 
y sociales concretos, otros países están muy lejos de 
cumplir con cualquiera de sus compromisos con rela-
ción a cada uno de los cinco derechos económicos y so-
ciales. Guinea Ecuatorial tiene una puntuación del 20% 
en el índice SERf y sus puntuaciones para los índices de 
los derechos componentes varían entre poco más del 
3% a algo menos del 29%. La puntuación media en el 

6 Se puede utilizar otras formas de ponderación que atribuyan 
más peso a los derechos en los que el país tenga un 
desempeño más deficitario.

7 Los resultados presentados corresponden a la versión más 
reciente del conjunto de datos (International SERf Index Dataset 
Version 2011.1 ), disponible en <www.serfindex.org/data>. 
Es una versión retocada de la que se presentó en el artículo de 
Randolph, fukuda-Parr y Lawson-Remer, “Economic and Social 
Rights fulfillment Index: Country Scores and Rankings”, Journal	
of	Human	Rights,	9: 230-61, (2010). 

índice SERf básico es apenas inferior al 72%; es bastan-
te mayor, casi el 90%, en el índice complementario para 
países de ingreso alto de OCDE. La puntuación media 
presenta variaciones en los índices de los diferentes 
derechos componentes. Para los países principales, el 
rango va del 71% al 79% para el derecho a la alimenta-
ción y a la educación, respectivamente. Para los países 
de ingreso alto de OCDE el rango es mayor: del 62% a 
casi el 98% para el derecho al trabajo y a la educación, 
respectivamente. Queda claro que en la mayoría de los 
países todavía se puede mejorar bastante. El sitio web 
de la Economic and Social Rights Empowerment Ini-
tiative (Iniciativa de empoderamiento en derechos eco-
nómicos y sociales), <www.serfindex.org/data>, ofrece 
planillas para descargar con los datos del desempeño de 
cada país en el índice SERf y los índices de los derechos 
que lo componen.

un asunto político importante:  
los ciclos virtuosos y viciosos
El PIDESC compromete a los países a destinar “el 
máximo de los recursos disponibles” a mejorar el 
disfrute de los derechos económicos y sociales. Una 
pregunta clave es si los países que respetan este 
compromiso lo hacen en detrimento de la genera-
ción de recursos adicionales que podrían permitir 
un disfrute aún mayor de los derechos económicos 
y sociales en el futuro. Una aplicación reciente de la 
metodología del SERf, el Índice	SERF	Internacional	
Histórico	permite comprender este asunto (próxi-
mamente en <www.serfindex.org/data>). También 
identifica los países donde el disfrute de los derechos 
con relación a la capacidad en recursos ha venido 
creciendo a través del tiempo, lo que denota el cum-
plimiento de sus obligaciones en virtud del PIDESC, 

La FroNtEra dE posIBILIdadEs dE rEaLIzaCIóN:  
EL EjEmpLo dE La supErvIvENCIa INFaNtIL 
Se determina el nivel de obligación del Estado mediante el desarrollo de una frontera de Posibili-
dades de Realización que identifica el nivel más alto de disfrute logrado por cualquier país a cada 
nivel de ingreso per cápita. Para ello se empieza por desarrollar un diagrama de dispersión del valor 
del indicador en cuestión que se observa en cada país como función de su PIB per cápita en ese 
momento (ajustado para la inflación y las diferencias en poder adquisitivo usando $PPA 2005), y 
luego usando técnicas estadísticas para trazar una curva ajustada a las observaciones de frontera. 
A continuación se muestra la frontera de Posibilidades de Realización para la tasa de supervivencia 
infantil (menores de 5 años). Cada punto negro es una observación de un país determinado en un 
año determinado entre 1990 y 2008. La curva verde es la frontera de Posibilidades de Realización 
resultante para la tasa de supervivencia de menores de 5 años. El nivel de obligación de un país será 
la tasa de supervivencia de menores de 5 años que corresponda al nivel de PIB per cápita del país.  

Frontera: supervivencia menores de 5 = 100,895 – 7334.1/pIB per cápita 
máximo restringido al 99,74%
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y además los países que están violando el principio 
de no retroceso.

En general, el cumplimiento por los países de 
sus obligaciones de resultado está mejorando; el valor 
promedio entre países del índice SERf básico interna-
cional histórico aumentó del 60% al 75% entre 1975 
y 2005. El progreso más marcado fue con relación al 
derecho a la educación: en esos 40 años la puntuación 
media en el índice histórico para la educación aumentó 
del 35% al 72%. fue menos pronunciado, pero no 
despreciable, para los países de ingreso alto de OCDE. 
A pesar de estos adelantos, hay motivos de preocu-
pación. Primero, el progreso de los países principales 
fue más sólido entre 1975 y 1985; el ritmo de mejoría 
se enlenteció entre 1985 y 1995, y volvió a frenarse 
entre 1995 y 2005. Además, se observó una amplia 
variación en el desempeño, y con frecuencia se violó 
el principio de no retroceso durante un decenio o más. 
En la mitad de los países hubo retroceso con relación a 
alguno de los derechos en uno o más períodos.

Una forma de analizar si hay una disyuntiva entre 
la realización de los derechos económicos y sociales 

en el presente y el desarrollo de recursos para mejorar 
el disfrute de los derechos económicos y sociales en el 
futuro es comparar los resultados de los países en una 
década y en la siguiente. Para ello, empezamos por di-
vidir en cuatro grupos los países para los que se podría 
computar el índice SERf básico internacional histórico 
tanto para la década de 1990 como para la de 2000:

•	 Los países cuya puntuación en el índice SERf y 
la tasa de crecimiento del ingreso per cápita en 
la década fue inferior a los valores medianos: son 
los países que están atrapados en un ciclo vicioso.

•	 Los países cuya puntuación en el índice SERf y 
la tasa de crecimiento del ingreso per cápita en la 
década fue superior a los valores medianos: son 
los países en un ciclo virtuoso.

•	 Los países cuya puntuación en el índice SERf fue 
superior al valor mediano pero cuyo ingreso per 
cápita creció por debajo del valor mediano: los 
llamaremos de SERf asimétrico.

•	 Y los países cuyo ingreso por cápita creció por 
encima del valor mediano pero cuya puntuación 

en el índice SERf fue inferior al valor mediano: 
los llamaremos de crecimiento asimétrico.

Tomando el punto de partida de los países –ciclo vi-
cioso, ciclo virtuoso, SERf asimétrico o crecimiento 
asimétrico– se puede observar cómo terminaron la 
década siguiente. El cuadro 2 muestra los resultados. 
Los hallazgos del análisis revelan claramente que los 
países con crecimiento asimétrico rara vez se acerca-
ron al ciclo virtuoso y de hecho era tan probable que se 
acercaran al ciclo vicioso como que permanecieran en 
la categoría de crecimiento asimétrico. En cambio, era 
mucho más probable que los países de SERf asimétri-
co se acercaran al ciclo virtuoso, y, de lo contrario, con 
contadas excepciones permanecieron en la categoría 
de SERf asimétrico. En suma, era poco probable que 
los países que se esforzaron por cumplir sus compro-
misos en materia de derechos económicos y sociales 
tuvieran en consecuencia un menor crecimiento del 
ingreso per cápita. Al contrario, los resultados sugie-
ren que fomentar los derechos económicos y sociales 
es bueno para el crecimiento. n

El diagrama anterior marca el punto de partida de los países en 1995 y ubicación 
en 2005. Se consideran cuatro posiciones iniciales y finales posibles: 1) países 
con tasas de crecimiento del PIB per cápita y puntuaciones en el índice SERf 
inferiores a la mediana de la muestra: celda del ciclo vicioso. 2) Países con tasas 
de crecimiento del PIB per cápita y puntuaciones en el índice SERf superiores a 
la mediana de la muestra: celda del ciclo virtuoso. 3) Países con tasas de creci-
miento del PIB per cápita superiores a la mediana pero puntuaciones en el índice 
SERf inferiores a la mediana: crecimiento asimétrico. 4) Países con puntuacio-
nes en el índice SERf superiores a la mediana pero tasas de crecimiento del PIB 

per cápita inferiores a la mediana: SERf asimétrico. Los globos muestran el 
porcentaje de países que terminan en cada una de las cuatro posiciones según 
su punto de partida. Puede verse que los países que priorizan el cumplimiento 
de sus obligaciones en materia de derechos económicos y sociales por encima 
del crecimiento son los que tienen más probabilidades de terminar en la celda 
del ciclo virtuoso mientras que los países que priorizan el crecimiento del PIB 
per cápita por encima del cumplimiento de los compromisos en materia de 
derechos económicos y sociales muy difícilmente terminen en la celda del ciclo 
virtuoso y es bastante probable que vuelvan a la celda del ciclo vicioso.

FomENtar Los dErEChos ECoNómICos Y soCIaLEs Es BuENo para EL CrECImIENto 
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Uruguay 94,05 79,45 95,63 98,98 100,00 96,17

Jordania 93,65 96,27 84,57 93,76 95,27 98,37

Belarús 93,41 95,79 85,23 92,45 93,56 100,00

Moldova 92,15 100,00 88,69 85,42 89,83 96,82

Kirguistán 92,13 100,00 80,59 92,52 97,48 90,06

Cuba 92,07 98,16 97,15 87,72 87,98 89,32

Ucrania 90,69 76,61 83,00 98,62 95,24 100,00

Chile 90,59 100,00 87,60 86,64 79,43 99,30

Serbia 90,35 89,48 78,83 90,96 92,48 100,00

Jamaica 89,84 98,57 86,03 86,70 83,19 94,73

Guyana 89,25 91,02 68,95 98,24 94,68 93,33

Bulgaria 88,52 88,49 78,02 76,62 100,00 99,48

Argentina 88,34 88,33 87,31 97,78 77,58 90,69

Brasil 87,42 91,11 90,08 96,47 75,81 83,61

Georgia 86,62 92,35 80,15 92,41 96,86 71,31

Kazajstán 86,60 72,77 70,51 98,42 91,31 100,00

Túnez 86,11 91,11 86,84 84,04 81,58 86,97

Malasia 85,15 75,93 84,08 80,04 95,71 90,00

Tailandia 85,14 79,38 88,09 74,52 96,20 87,51

Armenia 84,98 83,58 83,14 89,34 91,17 77,65

Rusia 84,82 76,18 82,24 85,49 80,18 100,00

Albania 84,76 62,33 89,58 81,80 97,60 92,48

Irán 84,74 72,35 89,82 91,03 79,94 90,56

México 84,37 72,78 90,02 92,66 77,98 88,43

Turquía 84,24 75,29 88,80 78,96 88,96 89,20

Rumania 83,98 82,57 88,43 88,54 63,85 96,52

República Dominicana 83,85 88,15 86,59 78,50 80,13 85,87

Sri Lanka 83,81 85,61 91,14 88,29 91,05 62,97

Paraguay 83,78 83,82 92,97 86,56 68,59 86,99

Macedonia 83,54 82,92 68,08 80,10 91,45 95,18

Ecuador 83,51 58,51 90,56 95,13 88,10 85,24

Liberia 83,13 90,10 73,17 99,08 53,29 100,00

Argelia 82,67 79,77 83,78 90,41 85,48 73,91

Gambia 81,65 88,99 53,44 75,22 96,71 93,88

Belice 81,60 70,05 77,22 90,74 93,82 76,18

Nicaragua 81,55 93,29 94,09 76,23 67,04 77,09

Egipto 81,41 58,37 84,92 84,88 96,64 82,25

Venezuela 80,55 74,91 90,96 89,61 60,95 86,32

El Salvador 80,04 67,94 87,64 78,86 80,05 85,71

Tayikistán 79,91 71,17 73,86 93,60 84,65 76,25

China 79,73 90,43 94,82 83,58 65,83 63,98

Colombia 79,54 78,23 91,74 95,19 67,64 64,92

Vietnam 78,79 58,39 98,59 85,80 92,52 58,66

Uzbekistán 78,60 93,59 85,79 89,14 94,36 30,12

Trinidad y Tobago 78,56 92,96 68,18 66,58 84,06 81,05

Mongolia 77,79 73,34 81,47 92,20 52,46 89,46

filipinas 77,53 69,17 83,36 90,79 86,60 57,70

Suriname 77,42 86,89 74,24 74,87 80,03 71,07

Marruecos 77,33 77,42 87,12 68,34 65,93 87,85

Honduras 76,98 64,62 88,04 82,90 76,96 72,39

Togo 76,73 99,75 70,26 78,15 35,50 100,00

Azerbaiyán 76,38 63,03 76,95 91,85 50,05 100,00

Perú 75,89 57,34 88,72 96,88 58,04 78,46

Congo, Rep. Dem. 75,49 73,29 66,70 92,28 45,21 100,00

Malawi 74,39 31,40 69,14 77,11 94,31 100,00

Burundi 73,85 19,41 59,95 93,50 96,37 100,00

Timor-Leste 73,24 24,23 70,03 91,31 80,64 100,00

Bolivia 72,17 59,40 78,45 95,78 47,51 79,74

Ghana 71,95 86,59 60,01 78,67 52,25 82,22

Kenia 71,57 67,65 56,31 84,98 51,09 97,81

Rwanda 68,83 33,71 59,07 72,49 78,90 100,00

Nepal 67,91 37,96 86,58 79,01 72,99 63,02

Comoras 66,88 35,41 68,66 81,02 76,25 73,05

Guatemala 65,83 17,78 76,11 72,31 86,60 76,38

Indonesia 65,71 45,01 85,16 93,43 63,88 41,09

Bangladesh 64,18 50,90 87,27 58,28 83,42 41,05

Senegal 63,31 98,91 47,96 52,41 62,60 54,68

Sierra Leona 61,46 49,90 30,20 100,00 27,20 100,00

Mozambique 61,33 50,98 46,94 76,79 31,94 100,00

Mauritania 60,94 76,86 46,81 59,63 42,84 78,57

Lesotho 60,58 45,20 49,44 73,07 66,53 68,65

Botswana 60,36 52,64 59,63 86,67 63,08 39,79

Guinea-Bissau 60,15 52,51 44,91 49,81 53,53 100,00

Camboya 59,87 53,71 66,85 73,14 49,96 55,69

Bhután 59,78 32,70 65,16 71,16 77,30 52,59

Namibia 58,71 58,52 70,52 70,22 57,26 37,02

Etiopía 58,10 39,21 58,08 67,36 25,85 100,00

Camerún 56,92 59,19 47,31 67,97 57,13 53,02

Pakistán 56,73 48,55 65,94 49,06 74,09 46,02

Zambia 56,71 44,18 46,98 91,94 61,46 39,00

India 56,06 32,70 74,74 82,64 62,55 27,67

Cote d'Ivoire 55,76 54,52 51,14 46,03 54,45 72,65

Djibouti 55,59 54,52 52,37 31,72 63,01 76,33

Lao RDP 55,07 36,16 72,44 70,40 61,14 35,22

Malí 53,70 65,09 32,75 62,11 53,01 55,57

Guinea 53,52 64,18 52,26 63,10 51,53 36,53

Benín 52,50 45,81 58,51 68,76 48,59 40,81

Yemen 51,84 13,29 63,89 57,91 62,31 61,81

Níger 51,14 27,56 48,10 47,06 32,99 100,00

Swazilandia 50,54 61,76 50,69 63,89 57,81 18,56

Gabón 50,03 52,30 54,07 54,06 20,29 69,44

Congo, Rep. 48,35 61,86 53,70 66,61 33,27 26,31

Madagascar 47,87 29,91 66,44 81,89 25,98 35,14

Tanzania 47,70 49,33 57,12 76,75 43,73 11,60

Burkina faso 46,77 49,13 45,12 41,36 51,44 46,80

Nigeria 42,51 47,70 33,35 66,71 43,29 21,50

Chad 39,79 46,94 30,12 38,53 32,39 50,95

Angola 34,75 26,61 23,51 45,78 45,30 32,57

Guinea Ecuatorial 20,22 26,99 23,12 28,89 18,66 3,41

Índice sErF para países básicos

país

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r  
de

l Í
nd

ic
e 

sE
rF

 

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r d
el

 
ín

di
ce

 d
el

 d
er

ec
ho

  
a 

la
 a

lim
en

ta
ci

ón

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r  
de

l í
nd

ic
e 

de
l  

de
re

ch
o 

a 
la

 sa
lu

d

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r d
el

 
ín

di
ce

 d
el

 d
er

ec
ho

  
a 

la
 e

du
ca

ci
ón

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r d
el

 
ín

di
ce

 d
el

 d
er

ec
ho

  
a 

la
 vi

vi
en

da

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r d
el

 
ín

di
ce

 d
el

 d
er

ec
ho

  
al

 tr
ab

aj
o

país

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r  
de

l Í
nd

ic
e 

sE
rF

 

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r d
el

 
ín

di
ce

 d
el

 d
er

ec
ho

  
a 

la
 a

lim
en

ta
ci

ón

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r  
de

l í
nd

ic
e 

de
l  

de
re

ch
o 

a 
la

 sa
lu

d

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r d
el

 
ín

di
ce

 d
el

 d
er

ec
ho

  
a 

la
 e

du
ca

ci
ón

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r d
el

 
ín

di
ce

 d
el

 d
er

ec
ho

  
a 

la
 vi

vi
en

da

pa
ís

 b
ás

ic
o:

 va
lo

r d
el

 
ín

di
ce

 d
el

 d
er

ec
ho

  
al

 tr
ab

aj
o

países con datos completos



57Social Watch SERf

Aruba

Andorra

Afghanistán 13,13 24,32 59,10 51,13

Anguila

Antillas Holandesas

Emiratos Árabes Unidos 41,18 74,10 78,40 94,68

Samoa Americana

Antigua y Barbuda 86,64

Bahrein 71,16 86,45 86,38

Bahamas 82,33

Bosnia y Herzegovina 86,58 95,50 100,00

Bermuda

Barbados 100,00

Brunei Darussalam 85,58

Islas Vírgenes Británicas

República Centroafricana 59,75 50,38 61,01 100,00

Islas del Canal

Islas Cook 

Cabo Verde 87,70 85,28 72,20 67,70

Costa Rica 97,77 79,06 90,39 96,27

Islas Caimán 

Chipre 90,47 100,00

Domínica 70,01 84,45

Eritrea 57,65 60,70 56,31 49,50

Estonia 88,27 95,56 92,19 100,00

Guayana francesa

fiji 75,83 81,99 61,34

Islas feroe

Micronesia, Est. fed. 63,62

Guadalupe

Gibraltar

Granada 85,42 92,01 94,18

Groenlandia

Guam

Hong Kong (China) 85,21

Croacia 91,27 90,84 96,54 100,00

Haití 87,31 72,41 45,91 58,02

Isla de Man

Irak 71,13 68,31 68,30

Israel 92,99 100,00

Kiribati 96,39 48,71

San Kitts y Nevis 88,25 95,51

Kosovo

Kuwait 30,29 76,46

Líbano 74,47 83,87 73,89 98,46

Libia 60,51 76,45

Santa Lucía 79,72 86,75 91,00 49,06

Liechtenstein 88,39

Lituania 77,30 83,25 100,00

Letonia 78,46 86,60 77,48 100,00

Macao (China) 86,93

Mónaco

Maldivas 61,48 76,29 89,26 92,68

Islas Marshall

Malta 85,92 100,00

Myanmar

Montenegro 89,81 77,79 91,06 100,00

Islas Marianas del Norte

Montserrat

Mauricio 82,33 88,49 75,94 91,93

Mayotte

Nauru

Nueva Caledonia

Niue

Omá 75,00 75,08 51,64 68,53

Panamá 68,98 92,55 65,26 75,40

Palaos

Papúa Nueva Guinea 43,73 62,19 45,78 47,88

Puerto Rico

Corea, Rep. Dem.

Polinesia francesa

Qatar 77,19 100,00

Arabia Saudita 81,34 71,14 80,47 70,75

Sudán 57,68 47,83 43,43 50,03

Singapur 91,79 91,34 100,00

Islas Salomón 69,74 57,65 55,25

San Marino

Somalia

Santo Tomé y Príncipe 83,73 79,02 66,87 85,85

Eslovenia 94,60 88,11 98,98 100,00

Seychelles 95,82 100,00

Siria 64,74 88,80 88,31 91,53

Islas Turcas y Caicos 

Turkmenistán 80,65 70,43 66,27

Tokelau

Tonga 70,88 97,54 97,97

Tuvalu

Uganda 65,45 50,02 73,77 77,60

San V. y las Grenadinas 93,68

Islas Vírgenes (EE. UU.)

Vanuatu 75,60 68,85 67,23

Cizjordania y Gaza

Wallis y futuna

Samoa 77,58 92,77 95,45

Sudáfrica 57,58 71,39 70,22 46,60

Zimbabwe 97,62

Índice sErF para países básicos
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Índice sErF para países de ingreso alto de oCdE
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países con datos completos 

finlandia 99,75 98,43 100,00 80,38 94,64

Suecia 100,00 99,85 82,66 88,49 92,75

Corea, Rep. 99,56 97,76 95,65 76,22 92,30

Noruega 97,84 99,61 79,28 89,28 91,50

Dinamarca 97,13 96,30 87,53 84,86 91,46

Canadá 95,26 98,04 90,59 73,53 89,36

Países Bajos 96,78 98,76 92,07 67,71 88,83

Australia 94,41 99,05 92,23 68,31 88,50

Polonia 96,06 92,79 90,94 67,21 86,75

Austria 92,48 98,55 82,52 72,29 86,46

francia 93,73 98,90 83,09 62,05 84,44

República Checa 93,98 95,77 84,51 62,52 84,19

Suiza 93,19 99,23 82,46 60,18 83,77

España 92,95 99,30 83,61 57,88 83,43

Hungría 92,30 89,89 87,67 61,20 82,76

Reino Unido 91,81 97,45 81,44 59,65 82,59

Irlanda 98,03 98,72 86,71 43,99 81,86

Japón 86,80 99,72 86,46 53,94 81,73

Bélgica 91,04 98,12 86,93 48,36 81,11

Estados Unidos 88,58 94,44 75,81 57,55 79,09

Eslovaquia 94,19 91,83 81,30 48,44 78,94

Italia 93,87 99,50 76,04 43,44 78,21

Grecia 89,24 99,35 80,77 42,61 77,99

Luxemburgo 97,51 98,27 58,85 44,55 74,79

países con datos incompletos

Alemania 93,44 98,37 46,52

Islandia 100,00 99,85 83,70

Nueva Zelandia 96,42 98,15 93,77

Portugal 93,31 98,01 79,58
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No puede haber desarrollo sustentable sin paz ni seguridad

Décadas de conflicto armado y agitación casi han destruido las instituciones y el territorio de Afganistán. A pesar 
de que el país cuenta con un nuevo gobierno y una nueva Constitución, enfrenta grandes desafíos en términos 
de desarrollo sustentable. Uno de éstos es cómo garantizar el derecho a la educación tanto para las mujeres 
como para los hombres. Pese al notable progreso en la reconstrucción del sistema educativo, los esfuerzos del 
Gobierno han sido insuficientes y aún queda mucho por hacer. Otros desafíos incluyen abordar los problemas 
medioambientales y rehabilitar y administrar los recursos naturales del país.

AFGANISTÁN

Watch on Basic Rights Afghanistan Organization (WBRAO)
Coordination of Humanitarian Assistance (CHA)
Sanayee Development Organization (SDO)

Después de décadas de guerra y agitación civil Afga-
nistán enfrenta múltiples desafíos, entre los que se 
incluyen la pobreza y la falta de seguridad. Los conflic-
tos armados han dejado como resultado más de 1,5 
millones de víctimas y un sistema educativo práctica-
mente desmantelado. En septiembre de 2000, cuando 
fue celebrada la Cumbre del Milenio en la Asamblea 
General de la ONU en Nueva York, el país todavía se 
encontraba desgarrado por la guerra y no le fue posi-
ble participar. Posteriormente, el Gobierno suscribió 
el octavo de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(ODM) en marzo de 2004, pero tuvo que modificar el 
calendario mundial y los puntos de referencia debido 
a sus décadas perdidas y a la falta de información 
disponible. A pesar de que el resto de la comunidad 
internacional ha determinado que los ODM deben 
alcanzarse para 2015, contra una línea de partida de 
1990, Afganistán ha establecido sus objetivos para 
2020 y sus líneas de partida entre 2002 y 20051. El Go-
bierno también ha indicado que la paz y la seguridad 
juegan un rol decisivo en la obtención de los ODM y 
agregó: “mayor seguridad” como un noveno objetivo2; 
de hecho, la paz y la seguridad son componentes clave 
para el desarrollo sustentable y para cualquier clase de 
planificación a largo plazo.

Los avances en la educación
Durante largo tiempo, Afganistán ha tenido tasas 
extremadamente bajas de asistencia escolar y altos 
porcentajes de analfabetismo. Esta situación em-
peoró bajo el régimen talibán: las escuelas estaban 
cerradas y destruidas, los planes de estudios fueron 
restringidos y las mujeres tuvieron prohibido el acce-
so a la educación. Entre 1996 y 2001 las mujeres y ni-
ñas fueron excluidas de todos los aspectos de la vida 
educativa, desde la primaria hasta la universidad; de 
hecho, las escuelas para niñas fueron cerradas y a 
las maestras se les impidió trabajar3. La tasa bruta 

1 PNUD Afganistán, Afghanistan MDGs overview, <www.undp.
org.af/MDGs/index.htm>.

2 Ibid.

3 BBC World Service, Case study: education in Afganistán, 
<www.bbc.co.uk/worldservice/people/features/ihavearightto/
four_b/casestudy_art26.shtml>.

de matriculación de niñas en Kabul cayó desde el 
32% en 1995 hasta apenas el 6,4% en 19994. Los 
talibanes también impusieron numerosas restriccio-
nes en las instituciones educativas y exigieron que 
la religión se enfatizara a expensas de otros temas5.

Tras este colapso educativo y social el país se 
encuentra poco a poco en camino de recuperación, 
con una importante matriculación de estudiantes 
desde que el nuevo Gobierno asumió el poder. En 
los primeros años que siguieron a la caída de los 
talibanes, la educación fue una alta prioridad para 
el Gobierno, así como también para los contribu-
yentes, con el objetivo de que los niños regresaran 
a la escuela y un énfasis particular sobre el nivel pri-
mario6. El Gobierno está esforzándose además por 
alcanzar el ODM 3 (“promover la igualdad de género 
y empoderar a las mujeres”) y se ha comprometido 
a eliminar la disparidad de género en la totalidad 
de los niveles de la educación para 2020. La nueva 
Constitución establece que la educación debe ser 
gratuita para la totalidad de los ciudadanos afganos, 
sin discriminación en base a género.

La investigación realizada por 16 organizacio-
nes locales liderada por Oxfam Novib revela que, si 
bien todavía existen importantes obstáculos en la 
educación de las niñas, también ha habido avances 

4 American Institutes for Research with Hassan Mohammad, 
Education and the role of NGOs in emergencias, Afghanistan 
1978–2002, (Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo 
Internacional, 8 de agosto de 2006), <pdf.usaid.gov/pdf_docs/
PNADG858.pdf>.

5 BBC World Service, op. cit.

6 Oxfam Interancional, “High stakes: Girls’ education in 
Afghanistan,” Joint NGO Briefing Paper, (Oxford: Oxfam GB, 
24 de febrero de 2011), <www.oxfam.org/en/policy/high-
stakes-girls-education-afghanistan>.

desde 20017. La campaña “Vuelta al colegio” iniciada 
en 2002 aumentó significativamente la matrícula de 
la escuela primaria, se multiplicó por siete desde 
aproximadamente 900 mil en 2000 a 5 millones en 
2008 (ver también la gráfica 1)8. En el caso de las 
niñas, el aumento ha sido aún más espectacular: las 
cifras oficiales de matrícula se han incrementado, de 
un estimado de 5 mil bajo el régimen talibán, a 2,4 
millones de niñas a partir de 20109.

Según las cifras publicadas por UNICEF, entre 
2005 y 2009 la tasa de asistencia a la escuela prima-
ria fue de 66% para los varones y de 40% para las 
niñas, mientras que las cifras de educación secun-
daria fueron de 18% para los varones y de 6% para 
las niñas. La tasa de matrícula secundaria, por otra 
parte, fue de 41% para los varones y de 15% para 
las mujeres10.

Sin embargo, los esfuerzos realizados para 
mejorar la educación en Afganistán están empe-
zando a disminuir en la actualidad. El Ministerio de 
Educación, sin duda alguna, ha realizado progresos 
en la mejora tanto de la disponibilidad como de la 
calidad de la educación, pero dada la gran afluencia 
de estudiantes durante los últimos años se está 
luchando para mantenerse a la par con la demanda. 

7 The Human Rights Research and Advocacy Consortium, 
Report card: Progress on Compulsory Education grades 1–9, 
(marzo de 2004), <www.oxfamamerica.org/publications/
afghanistan-education-report-card>.

8 República Islámica de Afganistán Ministerio de Educación, 
1388 (2009–10) school attendance, (2010), reporte inédito.

9 Ibid., 1388 (2009–10) school enrolment by grade, (2010), 
reporte inédito.

10 UNICEF, Afghanistan: Statistics, <www.unicef.org/
infobycountry/afghanistan_statistics.html>.
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Con contribuyentes cada vez más enfocados en la 
estabilización y en la contrainsurgencia en lugar de 
en el desarrollo, y con el deterioro de la seguridad 
en numerosas zonas del país, los logros realizados 
para mejorar la educación de las niñas corren peli-
gro de perderse.

Los padres y los estudiantes están ansiosos 
por una educación de alta calidad, pero se ven cada 
vez más frustrados por la falta de progreso. Si no se 
realiza una inversión significativa en la educación 
post-primaria se corre el riesgo de que estos estu-
diantes “sean dejados atrás, posiblemente desco-
nectados, y se interrumpa su desarrollo personal, 
social y profesional”11.

La educación y la igualdad de género
De acuerdo con un informe de OXFAM publicado 
en 2011, solamente el 6% de las mujeres afganas 
de 25 años o mayores recibieron alguna educa-
ción formal y solamente el 12% de las mujeres de 
15 años o mayores saben leer y escribir12. De los 
entrevistados para el informe un 41,2% mencionó 
la pobreza como el mayor obstáculo para que las 
niñas accedan a la educación y el 39,4% indicó que 
el matrimonio precoz o forzado era otra barrera. 
Otros desafíos respecto a la igualdad de género en 
la educación son13

•	 La carencia de maestras para satisfacer la de-
manda. Más de una cuarta parte (26,4%) de las 
personas entrevistadas para la investigación 
mencionaron la falta de una maestra como un 
obstáculo importante para que las niñas acce-
dan a la educación. Más de dos tercios de los 
educadores (68,4%) informó que sus escue-
las no poseen suficientes docentes. De estos 
dos tercios, más de la mitad (54,6%) informó 
que solamente necesitaban más docentes fe-
meninas, el 27,3% manifestó que necesitaban 
docentes de ambos sexos, el 12,3% manifestó 
que solamente necesitaban maestros y el 5,7% 
no estaba seguro.

•	 La carencia de centros educativos para satisfa-
cer la demanda. Casi una cuarta parte (23,7%) 
de los entrevistados consideró la distancia a la 
escuela como un obstáculo importante para que 
las niñas accedan a la educación. La distancia, 
junto a la asistencia a clases mixtas o la inte-
racción con docentes varones, se vuelve cada 
vez más problemática a medida que las niñas se 
acercan a la adolescencia, momento en el cual 
las normas culturales que regulan su comporta-
miento se vuelven más restrictivas.

•	 Numerosas escuelas carecen de la infraestruc-
tura necesaria para brindar una educación de 
calidad. Los datos del Ministerio de Educación 

11 J.K. Intili y E. Kissam, “How to do more, faster: The current 
status of Afghanistan’s education system and a strategy to 
increase service capacity while improving learning,” (Aguirre 
Division, JBS International, setiembre de 2008), <www.
eurasiacritic.com/articles/how-do-more-faster-current-status-
afghanistan’s-education-system-and-strategy-increase>.

12 Oxfam Internacional, op. cit.

13 Ibid.

revelan que el 47% de las escuelas carecen de 
instalaciones adecuadas14. Éstas variaban de 
manera considerable de uno a otro de los sitios 
investigados y eran particularmente deficientes 
en las zonas rurales.

La falta de seguridad, la reclusión de la mujer, los 
prejuicios religiosos, las tareas del hogar y las ame-
nazas de los insurgentes son factores clave para que 
las niñas abandonen la escuela. Los ataques con 
ácido y gas a las estudiantes ocasionaron en 2010 
numerosos abandonos; no obstante, una nueva es-
peranza en el aumento de la matriculación de las 
niñas surgió después de que los talibanes realizaran 
el anuncio de que no iban a quemar escuelas o a crear 
obstáculos para la educación de las niñas15.

Temas medioambientales
Después de 30 años de caos político y de conflicto 
Afganistán enfrenta una crisis medioambiental se-
vera. Los principales desafíos son la degradación 
del suelo, la contaminación del aire y el agua, la 
deforestación, el sobrepastoreo, la desertización, 
la superpoblación en las zonas urbanas y la mala 
administración de los recursos de agua dulce16. Las 
facciones militares han utilizado hecho amplia utili-
zación de la madera como combustible y, además, 
han talado bosques para evitar que sean utilizados 
como escondite para las fuerzas de oposición17. La 
tala descontrolada de los bosques de coníferas del 
este está teniendo un severo impacto sobre las con-
diciones del área forestal18.

En la medida en que la masa forestal se pier-
de, el riesgo de degradación medioambiental se 
incrementa. La mala administración de los bosques 
conduce a la desertificación y a la erosión del suelo, 
lo que, inevitablemente, reduce la cantidad de tierra 
disponible para la agricultura19. Si esta tendencia 
no se revierte, y si el Gobierno no implementa un 
modelo de desarrollo sustentable, la pérdida de tie-
rras agrícolas afectará negativamente la seguridad 
alimentaria en el futuro cercano.

Los cambios meteorológicos extremos y los 
desastres naturales también han tenido un impac-
to negativo. La sequía de 1998-2003, por ejemplo, 
generó escasez de alimentos, lo que condujo a las 
principales zonas rurales a migrar a las urbanas20. 
En 2008, las condiciones empeoraron: fueron repor-
tadas pérdidas generalizadas de cultivos de trigo de 

14 República Islámica de Afganistán Ministerio de Educación, 
1388 (2009–10) schools infrastructure, 2010, (2010), 
reporte inédito.

15 Graeme Paton, “Taliban “abandons” opposition to girls’ 
education”, The telegraph, (14 de enero de 2011), <www.
telegraph.co.uk/news/worldnews/asia/afghanistan/8258146/
Taliban-abandons-opposition-to-girls-education.html>.

16 Afganistán en línea, Environmental facts and issues concerning 
Afghanistan, <www.afghan-web.com/environment>.

17 Wikipedia, Environmental issues in Afghanistan, <en.
wikipedia.org/wiki/Environmental_issues_in_Afghanistan>.

18 PNUMA, Afghanistan: Post-conflict environmental 
assessment, (Nairobi, Kenia: 2003), <postconflict.unep.ch/
publications/afghanistanpcajanuary2003.pdf>.

19 Ibid. 

20 Wikipedia, op. cit.

secano debido a una escasez significativa de preci-
pitaciones y a las nevadas de invierno y, por lo tanto, 
la producción de trigo cayó de manera significativa21. 
Las mismas condiciones han sido pronosticadas 
para 2011. Los bajos niveles de precipitaciones se 
traducen en que los cultivos no pueden ser sosteni-
dos y ocasionan el desplazamiento de la población, 
un escenario que está destinado a volver a repetirse 
si la precipitación – como está pronosticado – cae 
por debajo de los parámetros normales22.

Más del 80% de los recursos hídricos de Afga-
nistán se originan en las montañas de Hindu Kush, 
pero los glaciares más grandes de esa región y las 
montañas de Pamir se han reducido en un 30% y 
algunas más pequeñas han desaparecido23. Algo 
más de 2,5 millones de personas en el país ya están 
siendo afectadas por la sequía o son vulnerables a 
los efectos de la sequía recurrente y a la escasez de 
agua. Este número es probable que aumente debido 
al calentamiento global y a la creciente aridez24.

Conclusión
Hay una urgente necesidad de un nuevo enfoque tan-
to por parte del Gobierno como de los contribuyentes 
si es que se quiere mantener los logros obtenidos en 
materia de educación. La toma de decisiones en tor-
no a si las niñas deben o no ir a la escuela está basada 
en una diversidad de factores que difieren de una 
provincia a otra e incluso de hogar en hogar. Existe 
además una compleja relación entre los factores de 
demanda (por ejemplo, actitudes comunitarias y li-
mitaciones económicas) y los factores de oferta (por 
ejemplo, edificios escolares y docentes calificados). 
Todos estos temas deben ser abordados con el fin 
de aumentar la asistencia de las niñas a la escuela25.

La crisis medioambiental en Afganistán es mo-
tivo de gran preocupación. Hacer frente al desafío to-
mará décadas y este desafío no puede ser abordado 
solamente por el Gobierno. La asistencia financiera 
sostenida y el apoyo técnico también son necesarios 
de parte de la comunidad internacional26.n

21 Departamento de Agricultura de EE.UU., Servicio Exterior 
de Agricultura, Afghanistan: Severe drought causes major 
decline in 2008/2009 wheat production, (12 de agosto de 
2008), <www.pecad.fas.usda.gov/highlights/2008/08/
Afghanistan Drought>.

22 M. Ryan, “Hungry Afghanistan faces prospect of drought 
in 2011”, Reuters, (11 de febrero de 2011), <www.reuters.
com/article/2011/02/11/us-afghanistan-drought-feature-
idUSTRE71A2Y820110211>.

23 National Environmental Protection Agency of the Islamic 
Republic of Afghanistan (NEPA), Afghanistan’s Environment 
2008, (NEPA and UNEP, 2008), <postconflict.unep.ch/
publications/afg_soe_E.pdf>.

24 Ibid.

25 Oxfam Internacional, op. cit.

26 UNEP, Afghanistan’s environmental recovery: A post-conflict 
plan for people and their natural resources, (Geneva: UNEP 
Post-Conflict Branch), <postconflict.unep.ch/publications/
UNEP_afghanistan_lr.pdf>.
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Grandes expectativas, resultados limitados 

El desarrollo sustentable parece ser ampliamente aceptado en el país. Sin embargo, existen todavía retrasos 
intencionales y resistencia. El cambio climático no está siendo abordado adecuadamente y las fuentes de 
energía renovable todavía dependen de los subsidios del gobierno y de los consumidores. Por otra parte, se 
están reduciendo estos subsidios, en particular para la energía solar, a la vez que se extiende la vida operativa 
de las centrales nucleares. Además, el ítem que contemplaba la compensación económica para los países 
afectados por el cambio climático fue eliminado del proyecto de presupuesto para el 2011. Mientras tanto 
la brecha entre ricos y pobres no deja de crecer y las políticas sociales no son implementadas debidamente.

AlemANIA

Social Watch Alemania 
Uwe Kerkow

El concepto de sustentabilidad está firmemente in-
tegrado en la política, la ciencia y la investigación en 
Alemania. Por ejemplo, las principales tareas del Con-
sejo Alemán para el Desarrollo Sustentable1 son: con-
tribuir al avance de la estrategia de sustentabilidad 
nacional2, proponer proyectos y campos de acción, y 
ubicar al desarrollo sustentable como tema central de 
la preocupación pública. Además, una estrategia de 
sustentabilidad nacional adoptada en 2002 contiene 
numerosas referencias a las dimensiones sociales y 
las consecuencias de la sustentabilidad, pero no ha 
sido actualizada desde que se adoptó.

En 2009, el Consejo Alemán para el Desarrollo 
Sustentable llevó a cabo una evaluación que llegó a 
conclusiones algo ambiguas sobre la implementación 
del concepto de sustentabilidad: “En el plano de las 
ideas, el concepto de desarrollo sustentable ha sido 
ampliamente aceptado, en términos generales. Pero 
cuando se trata de asuntos específicos y a nivel secto-
rial parece haber mucha más reticencia, resistencia y 
desconfianza3”. Y agrega: “El mayor desajuste poten-
cial individual entre los objetivos para el 2050 y el es-
tado actual radica en el campo del cambio climático4”.

Una sección sobre “protección del clima, energía 
y medio ambiente” en el acuerdo de coalición entre la 
Unión Demócrata Cristiana (CDU), la Unión Social Cris-
tiana de Baviera (CSU) y el Partido Democrático Liberal 
(FDP) denota que la política está condicionada por el 
principio de sustentabilidad. Esto incluye un objetivo 
para “limitar el calentamiento global a un máximo de 
dos grados centígrados” y “ampliar continuamente el 
rol de la energía renovable” mientras se incrementa la 
“asistencia a los países en desarrollo para combatir el 
cambio climático y hacer frente a sus consecuencias5”.

1 Ver: <www.nachhaltigkeitsrat.de>.

2 Gobierno Federal, Perspectives for Germany: Our Strategy for 
Sustainable Development, (2002). 

3 Consejo Alemán para el Desarrollo Sustentable, Peer Review 
on Sustainable Development Policies in Germany, (Berlín: 
2009), p.15, <www.nachhaltigkeitsrat.de/dokumente/studien/
studien/peer-review-report-nov-2009>.

4 Ibid., p. 21.

5 Growth. Education. Unity. The coalition agreement between the CDU, 
CSU and FDP for the 17th legislative period, p. 17, <www.cdu.de/en/
doc/091215-koalitionsvertrag-2009-2013-englisch.pdf>.

La sustentabilidad en la práctica:  
el sector energético
El estado de la política de desarrollo sustentable en 
Alemania es más evidente en el campo de la política 
energética. Por un lado, la industria alemana tiene un 
papel destacado en el sector energético, especial-
mente en el diseño y la construcción de sistemas; 
por otro lado, las fuentes de energía renovable toda-
vía dependen de los subsidios del gobierno y de los 
consumidores. 

La decisión del Parlamento de extender la vida 
operativa de las centrales nucleares, tomada a fines 
de octubre de 2010, marcó un corte radical con la 
anterior política energética6. En 2002 el Parlamen-
to había votado eliminar progresivamente el uso de 
energía nuclear a largo plazo, limitar el resto de la vida 
operativa de las centrales existentes a un máximo de 
32 años y no construir centrales nuevas. La decisión 
del 2010 extendió la vida operativa de las centrales en 
un promedio de 12 años7 y fue implementada a pesar 
de que no se visualiza una solución para el almace-
namiento final de los residuos nucleares8 y de que 
la mayoría de los alemanes se ha opuesto sistemáti-
camente a las centrales nucleares durante décadas9. 

Al mismo tiempo, se reducen los subsidios para 
las fuentes de energía renovable, en particular para la 

6 Gobierno Federal, Energy policy legislation, (Berlin: 
2010), <www.bundesregierung.de/Content/DE/
Artikel/2010/10/2010-10-01-energiekonzept-bt.html>.

7 Ibíd., <www.bundesregierung.de/Content/DE/
StatischeSeiten/Breg/Energiekonzept/energiekonzept-final.
html>, p.18. 

8 Ibíd.

9 Ver Zeit Online, Schon wieder Ärger mit dem Volk, (2011), 
<www.zeit.de/2010/30/Atomausstieg>.

energía solar10, a pesar de la firme evidencia de que 
su uso reduce los costos de generación de energía11. 
El Consejo Asesor de Medio Ambiente de Alemania 
concluyó que un suministro de electricidad 100% 
renovable será posible en el 205012. A consecuencia 
del desastre nuclear de Fukushima en Japón a inicios 
del 2011, el Gobierno cerró siete reactores nucleares 
y anunció su intención de acelerar la eliminación pro-
gresiva de la energía nuclear13. Pero está por verse si 
esto determinará un cambio genuino de la política. 

La sustentabilidad en la práctica:  
la dimensión social
Una estrategia integral para la sustentabilidad tam-
bién debe tener en cuenta la dimensión social. En 
2010, el debate más significativo de la política social 
en Alemania fue consecuencia de una decisión de la 
Corte Constitucional Federal de febrero de 2010 que 
estableció que los beneficios de asistencia social 
deben ser calculados “de manera transparente y 
adecuada de acuerdo a las necesidades reales, es 
decir, adaptados a la realidad” y que “la evalua-

10 Tagesschau.de, Solarförderung wird weiter gekürzt, (2011), 
<www.tagesschau.de/inland/solarkuerzung100.html>.

11 Energie und Klima-News, Erneuerbare verbilligen den Strom, 
(2011), <www.heise.de/tp/blogs/2/149246>.

12 Consejo Asesor de Medio Ambiente de Alemania , Wege zur 
100 % erneuerbaren Stromversorgung 
Kurzfassung für Entscheidungsträger, (2011), <www.
umweltrat.de/SharedDocs/Downloads/DE/02_
Sondergutachten/2011_Sondergutachten_100Prozent_
Erneuerbare_KurzfassungEntscheid.pdf>.

13 Gobierno Federal, Energiewende beschelunigen, (2011), 
<www.bundesregierung.de/nn_1021804/Content/DE/
StatischeSeiten/Breg/Energiekonzept/07-energiewende-
beschleunigen.html>.
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ción de los beneficios debe justificarse sobre la 
base de cifras confiables y métodos de cálculo 
convincentes”. El criterio obligó a los diseñadores 
de políticas a revisar el sistema de beneficios de 
asistencia social14.

Un estudio de Diakonie, la organización de asis-
tencia social de la iglesia protestante, calcula que se 
necesita un incremento del 10 al 30% de los bene-
ficios de asistencia social para cumplir con lo dis-
puesto por la Corte15. En cambio, en febrero de 2011 
se tomó una decisión de aumentar los beneficios en 
aproximadamente un 1,5% con un incremento de 
menos del 1% previsto para el 201216.

Al mismo tiempo se ensancha la brecha entre 
ricos y pobres. Un informe de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE)17 
establece: “la distribución de los salarios brutos se 
amplió significativamente después de 1995” y “el 
porcentaje de hogares desocupados aumentó... al 
19%, el nivel más alto en el área de la OCDE”. Agrega 
que las transferencias sociales “están menos orien-
tadas a los grupos de más bajos ingresos en relación 
con otros países”.

La sustentabilidad en la práctica:  
la política de desarrollo 
De acuerdo con las cifras publicadas por la OCDE 
a principios de abril de 2011, en Alemania la Asis-
tencia Oficial para el Desarrollo (AOD) aumentó 
ligeramente en 2010, pero no lo suficiente como 
para alinearla con el programa de la Unión Europea 
de elevar la AOD al 0,56% del PIB.  En 2010, el país 
gastó el 0,38% del producto interno bruto (PIB) en 
asistencia para el desarrollo, por lo que se estancó 
en el nivel de 2008. Es más, en 2009 había dis-
minuido al 0,35%. En términos absolutos, el país 
cayó del segundo (2008) al cuarto puesto en la lista 

14 Diakonie, Sachgerechte Ermittlung des Existenzminimums, 
p.1, <www.diakonie-portal.de/presse/zum-herunterladen/
Kurzuebersicht%20Diakonie-Studie.pdf/at_download/file>. 

15 Ibid., p. 3.

16 Gobierno Federal, Bildungspaket für Kinder, (2011), <www.
bundesregierung.de/nn_774/Content/DE/Magazine/01Maga
zinSozialesFamilie/03/s-c-bildungspaket-fuer-kinder.html>. 

17 OCDE, Growing Unequal?, (2008), <www.oecd.
org/dataoecd/45/42/41527936.pdf; OECD, 
Country note Germany, (2008), <www.oecd.org/
dataoecd/45/27/41525386.pdf>. 

internacional de países donantes, después de los 
Estados Unidos, Francia y el Reino Unido, mientras 
que su gasto en AOD de tan solo 0,38% del PIB lo 
ubica en el puesto 13 de los 23 países donantes 
occidentales18.

No se espera que el Gobierno aumente sustan-
cialmente el gasto en desarrollo. De hecho, según la 
planificación financiera a mediano plazo, los gastos 
en AOD serán recortados en más de quinientos mi-
llones de euros hasta el 201519.

Además, un cambio de estrategia modificará la 
asignación de los fondos y la cooperación bilateral 
para el desarrollo superará a la cooperación multi-
lateral. También hay planes para recortar el apoyo 
presupuestal y reducir la cantidad de países aso-
ciados de 58 a 50. Sin embargo, el centro de esta 
reestructura política conservadora y liberal está en 
la creación de nuevos vínculos con el sector privado. 
Para ello, el presupuesto del Ministerio Federal de 
Cooperación Económica y Desarrollo (BMZ, por su 
sigla en alemán) destinado a las “asociaciones para 
el desarrollo con el sector privado” ya aumentó en 
un 25% en 2010 hasta la cifra actual de 60 millones 
de euros20.

También existen déficits en Alemania para la 
financiación del cambio climático. Según las orga-
nizaciones no gubernamentales Terre des hommes 
y Welthungerhilfe, Alemania debe aportar cerca de 
7,6 mil millones de euros para los costos de la miti-
gación del cambio climático y la adaptación del Sur 
global21. Esto significaría un aumento de más del 
triple del gasto oficial para la protección del clima 
global. Como anticipo de la Conferencia del Clima en 
Copenhague, el Gobierno prometió contribuir con 
420 millones de euros al año con el financiamiento 
de inicio rápido de la UE para el clima en los países en 
desarrollo, con un monto total de 2,4 mil millones de 

18 Terre des hommes, Trotz leichten Anstiegs verfehlt 
Deutschland erneut Entwicklungshilfeziel, (2011), <www.
tdh.de/content/presse/pressemeldungen/detail.htm?&view=
detail&id=343&year=2011>. 

19 Finance Ministry, Eckwertebeschluss zum 
Regierungsentwurf des Bundeshaushalts 2012 
und zum Finanzplan 2011 bis 2015, (2011),<www.
bundesfinanzministerium.de/nn_124500/DE/Wirtschaft__
und__Verwaltung/Finanz__und__Wirtschaftspolitik/
Bundeshaushalt/Bundeshaushalt__2012/16032011-Eckwert
ebeschluss,templateId=raw,property=publicationFile.pdf>.

20 Terre des hommes, welt hunger hilfe, The Reality of 
Development Aid, (2010), p. 6, <www.tdh.de/content/
materialien/download/download_wrapper.php?id=319>.

21 Ibid., (2009), p. 34, <www.tdh.de/content/materialien/
download/download_wrapper.php?id=305>. 

euros al año entre 2010 y 2012. Bajo las condiciones 
del Acuerdo de Copenhague, esto constituye un fon-
do “nuevo y adicional”. Sin embargo, Alemania no 
ha cumplido con esto y solo destinó 70 millones de 
euros en el presupuesto de 2010. Es más, el ítem fue 
eliminado por completo del proyecto de presupuesto 
de 201122.

La falta de voluntad para realizar una contribu-
ción importante a la protección del clima queda de 
manifiesto en la negativa del Gobierno a contribuir 
con la Iniciativa Yasuní23 de Ecuador en 2010, que se 
propone “dejar el crudo en tierra”, o sea no explotar 
las reservas de petróleo del Parque Nacional Yasuní 
en la cuenca del Amazonas. Ecuador solicita a cam-
bio una compensación de la comunidad internacio-
nal de cerca de USD 1,5 mil millones, aproximada-
mente equivalentes al 50% de los ingresos perdidos 
por la decisión de no perforar24. 

Perspectivas 
A consecuencia de la crisis económica y financiera 
global y como adelanto de la Conferencia Río+20 de 
2012, el debate por el desarrollo sustentable en Ale-
mania está tomando impulso. En noviembre de 2010 
el Parlamento estableció una comisión de estudio 
sobre crecimiento, bienestar y calidad de vida, como 
vías hacia la actividad económica sustentable y el 
progreso social en la economía social de mercado. 
Su propósito es “considerar el rol del crecimiento 
en la economía y la sociedad, desarrollar una me-
dida integral de bienestar y progreso y explorar las 
oportunidades y los límites para desvincular el cre-
cimiento, el consumo de los recursos y el progreso 
tecnológico”25. Aún está por verse si este grupo de 
expertos podrá impulsar en forma significativa el 
progreso hacia una mayor sustentabilidad, tan ur-
gentemente necesaria. n

22 Ibid., 2010, p. 23

23 Gobierno Federal, Regierungspressekonferenz vom 17 
September, (2010), www.bundesregierung.de/nn_774/
Content/DE/Mitschrift/Pressekonferenzen/2010/09/2010-
09-17-regpk.html>; ver: <www.klimaretter.info/umwelt/
hintergrund/6848-deutschland-kein-geld-fuer-yasuni>.

24 See: Amerika 21, (agosto 2010), <amerika21.de/
meldung/2010/08/7430/itt-yasuni-vertrag>.

25 Deutscher Bundestag, Enquete-Kommission "Wachstum, 
Wohlstand, Lebensqualität - Wege zu nachhaltigem 
Wirtschaften und gesellschaftlichem Fortschritt in der 
Sozialen Marktwirtschaft", (2011), <www.bundestag.de/
bundestag/ausschuesse17/gremien/enquete/wachstum/
index.jsp >.



Índice de Capacidades Básicas (ICB)

Empoderamiento

Actividad económicaEducación

Niños que llegan 
a 5º grado

Sobrevivencia de menores de 5Partos atendidos

Índice de Equidad de Género (IEG)

Informes nacionales 64 Social Watch

El largo camino hacia el desarrollo duradero

El país necesita adoptar un modelo de desarrollo sustentable, pero en el camino a lograrlo enfrenta grandes 
desafíos. Es necesario garantizar que la información sobre el ambiente llegue al público. Tanto el Gobierno como 
la sociedad civil deben asumir que los problemas ambientales de la Argentina se desprenden de una visión 
paradójica que promueve la inversión “a cualquier costo” a la vez que manifiesta la necesidad de políticas que 
protejan el ambiente. Pero la ausencia de estas ha tenido un impacto negativo en los grupos más vulnerables de 
la sociedad: campesinos, comunidades indígenas y los habitantes de las áreas marginales urbanas. 

FARN, Fundación Ambiente y Recursos Naturales

Según el informe del Fondo Mundial para La Natu-
raleza (WWF) Planeta Vivo 2010, Argentina ocupa 
el noveno lugar entre los 10 países que producen el 
60% de las riquezas naturales del planeta 1, posición 
que coloca al país en un rol estratégico como pro-
veedor de servicios ambientales a nivel mundial. En 
los últimos 40 años, sin embargo, el país se ha visto 
virtualmente estancado en cuanto a las mediciones 
del Índice de Desarrollo Humano (IDH). Se ha desa-
rrollado menos, de hecho, que países que en 1970 
tenían un IDH similar y estaban lejos de la Argentina 
en cuanto a abundancia de recursos naturales (por 
ejemplo España, Grecia, Irlanda e Israel)2. Es paradó-
jico que un país con recursos tan abundantes deba 
enfrentar indicadores inaceptables de desarrollo hu-
mano y distribución de la riqueza.

Pérdida de biodiversidad
Uno de los mayores desafíos ambientales para el 
país es la deforestación. Entre 1937 y 1987 se per-
dieron 2.355.308 ha (aproximadamente 23.553 km2) 
de bosques nativos, y en los últimos 17 años esta 
cifra ascendió a 5.321.001 ha (53.210 km2). De he-
cho, entre 1998 y 2006 desaparecieron 250.000 ha 
(2.500 km2) de bosque por año, lo que equivale a 1 
ha (10.000 m2) cada dos minutos. Entre las causas 
de este sombrío panorama se encuentran la explo-
tación forestal irracional, la expansión de la frontera 
agropecuaria y la ausencia de políticas públicas y de 
incentivos a los actores privados para la reforesta-
ción con especies nativas3. 

La deforestación, la pérdida de los bosques 
nativos y el cambio climático están íntimamente 
relacionados, y la adopción de mecanismos de pro-
tección ambiental podría ser un avance en dirección 
a una subsiguiente implementación en el país de 
los esquemas de la iniciativa de las Naciones Uni-
das para Reducir las Emisiones por Deforestación 
y Degradación de los Bosques (UN REDD por sus 
siglas en inglés). El Gobierno, de todas formas, no 
posee mecanismos adecuados para enfrentar estos 

1 Fondo Mundial para la Naturaleza, Planeta Vivo Informe 
2010: biodiversidad, biocapacidad y desarrollo.

2 UNDP, El desarrollo humano en la Argentina (1970-2010): 
una mirada más allá de la coyuntura, (Buenos Aires: 2010).

3 Greenpeace, Un arduo camino a la Ley de Bosques. 

problemas y además carece de la voluntad política 
para establecer marcos legales con miras al desa-
rrollo sustentable. 

Expansión de la frontera agrícola
La agricultura es uno de los pilares principales de 
la economía argentina. El aumento internacional de 
los precios de productos del sector ha favorecido la 
profundización del modelo de producción agrícola 
a escala industrial, en el que actualmente impera el 
monocultivo de soja y oleaginosas4.

Pero en el presente se han vuelto evidentes las 
consecuencias negativas de ese proceso. La agri-
cultura es la segunda fuente en importancia de emi-
siones de gases de efecto invernadero después del 
sector industrial. Las emisiones de CO2 per capita 
son casi el doble del nivel promedio en la región.5 
Además, el uso irrestricto de agroquímicos ha tenido 
un impacto negativo en el ambiente y en la salud de 
la población. El Atlas de riesgo ambiental de la niñez 
ha señalado que en Argentina “aproximadamente 
tres millones de niños viven en una situación de 
riesgo ambiental causada por los agroquímicos”6. 
De acuerdo al Informe Carrasco, el glifosfato –el 
agroquímico más usado en el país– puede causar 
deformidades y es peligroso para varias especies 
animales y vegetales7. 

4 Jorge E. Weskamp, “Soja: más allá de lo económico” (Buenos 
Aires: Clarín, 15 de julio 2006).

5 World Bank, Datos Argentina.

6 Defensoría del Pueblo de la Nación, Resolución sobre la 
clasificación de la toxicidad de los agroquímicos (Buenos 
Aires: 12 de noviembre de 2010).

7 Primicias Rurales, Andrés Carrasco, autor de un estudio 
controvertido, advierte sobre glifosfato para los humanos 
(5 de abril de 2009).

Mientras tanto, la producción agrícola ha ex-
tendido su frontera, invadiendo los bosques nativos. 
Esta invasión ha afectado a las comunidades cam-
pesinas y agrícolas, que se ven obligadas a incor-
porarse a esquemas de producción que contradicen 
sus costumbres y tradiciones, sin que exista forma 
alguna de consentimiento previo e informado8.

Para revertir esta situación, el país necesita un 
sistema de leyes que establezca los presupuestos 
mínimos ambientales para incorporar pautas de sus-
tentabilidad en el uso de agroquímicos. Asimismo es 
necesario avanzar hacia un proceso de ordenamiento 
ambiental del territorio y la imposición de buenas prác-
ticas agrícolas para revertir la situación imperante.

Avances legislativos
En los últimos 10 años – y aunque aún quede mucho 
por hacer – se han hecho importantes progresos en 
materia legislativa, sancionándose leyes que pro-
mueven el desarrollo sustentable y protegen el de-
recho de la población a un medio ambiente sano. De 
todas formas, existen numerosos obstáculos para la 
ejecución, implementación y control de cumplimien-
to de esa reglamentación. Las contradicciones en la 
ley y las regulaciones, a la vez que la presión ejercida 
por intereses económicos y políticos, han producido 
conflictos socio-ambientales persistentes.

El sector privado, la sociedad civil y el Estado 
parecen lograr consensos únicamente a través de 
situaciones de conflicto, como queda en evidencia 
ante los altisonantes casos – muchos de los cuales 
han alcanzado la instancia judicial – que han logra-
do de a poco colocar al desarrollo sustentable en la 

8 Ver la declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas.
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agenda pública. A modo de ejemplo cabe mencionar 
la causa judicial por el saneamiento de la cuenca 
hídrica Matanza-Riachuelo, el conflicto por las 
Pasteras en el Río Uruguay y, más recientemente, 
la discusión en torno a la aplicación de la Ley de 
Presupuestos Mínimos para la Preservación de los 
Glaciares y del Ambiente Periglacial en el marco de 
proyectos mineros de alto impacto socio-ambiental. 

A través de la incorporación del artículo 41 de 
la Constitución Nacional, que consagra el derecho al 
medio ambiente sano y el deber de preservarlo, se 
ha colocado la piedra fundamental para el desarrollo 
de un estatuto basado en el desarrollo sustentable. A 
partir del 2002 el Congreso Nacional ha sancionado 
una serie de normas que tienden a garantizar pre-
supuestos mínimos de protección ambiental; ello, 
sumado a la acción del Poder Judicial – que se ha 
destacado como un actor clave para exigir el cumpli-
miento de pautas ambientales – ha permitido colo-
car la problemática de la sustentabilidad ambiental, 
social y económica en la agenda pública y privada. 

Cabe agregar que, a fines del 2007, luego de un 
largo proceso de participación de organizaciones de la 
sociedad civil, el Congreso Nacional sancionó la Ley de 
Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental de los 
Bosques Nativos. La sanción de esta ley ha significado 
un gran avance para la protección de los bosques, pero 
lamentablemente aún no ha sido implementada en for-
ma eficaz. El estado actual de la cuestión sigue siendo 
crítico, por tanto. Por ejemplo, es clara la vulnerabili-
dad de las comunidades indígenas y de los pequeños 
productores locales ante la tala indiscriminada, lo cual 
se verifica en recientes causas judiciales en trámite9. 
Además, la ley establece que se destinará el 0,3% del 
Presupuesto Nacional al Fondo Nacional para el Enri-
quecimiento y la Conservación de los bosques nativos.

El caso de la Cuenca Matanza – Riachuelo 
Los recursos hídricos de Argentina presentan altos 
niveles de contaminación, causada en gran medida 
por la falta de control de los efluentes industriales, 
el nulo o defectuoso tratamiento de los efluentes de 
origen cloacal, el uso excesivo de agroquímicos y el 
desarrollo no planificado de las áreas urbanas. Entre 
las consecuencias sobre los recursos hídricos del cre-
cimiento urbano no planificado se encuentran la con-
taminación causada por los asentamientos precarios 
que se ubican en torno a corrientes de agua cercanas 
a las ciudades, la ocupación de los valles de inunda-
ción por basurales, la contaminación de acuíferos por 
desechos urbanos y agroquímicos sin evaluación, el 
volcado de aguas servidas sin tratamiento, y las mon-
tañas de residuos sólidos que taponan los desagües y 
permiten el rebalse de aguas contaminadas a lo largo 
de grandes superficies10.  

A la hora de abordar la problemática de la conta-
minación y la dificultad en la gestión de las cuencas 

9 Ver caso “SALAS, Dino y otros c/ SALTA, Provincia de y otro 
s/ Amparo”, en trámite ante la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación (CSJN). 

10 Matelucci, Silvia D. y Morello, Jorge, “Singularidades 
territoriales y problemas ambientales de un país asimétrico y 
terminal”, en Realidad económica N° 169 (Buenos Aires: 2000). 

hídricas en la Argentina no se puede omitir presentar 
el paradigmático caso de la Cuenca Matanza-Ria-
chuelo (CMR).

La CMR abarca aproximadamente 2.240 km2 
comprendiendo jurisdicciones de la Provincia de 
Buenos Aires, catorce municipios provinciales, la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires (C.A.B.A) y la 
jurisdicción del Estado Nacional. En el área de la 
cuenca habitan más de 3.500.000 personas, de las 
cuales el 35% no tiene acceso al agua potable y el 
55% no dispone de sistema cloacal. Asimismo se 
encuentran emplazadas más de 10.000 industrias 
que emplean tecnologías obsoletas y que contra-
dicen las normas existentes. Se contabilizan 171 
basurales a cielo abierto. Todo ello deja al 96,4% 
de la población de la CMR expuesta a al menos una 
amenaza de riesgo ambiental, siendo alarmantes los 
niveles de pobreza e indigencia de gran parte de los 
habitantes de la cuenca.11 

El conflicto de la cuenca Matanza-Riachuelo 
– que se cuenta entre los treinta lugares más conta-
minados del mundo12 – es un ejemplo de la falta de 
voluntad política y fortaleza institucional en el país. 
Esta problemática ha alcanzado la instancia judicial 
más alta, y es la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (CSJN), en su rol de último garante de la 
Constitución, el ente que ha debido tomar las riendas 
para el saneamiento y ordenamiento de la cuenca. 

La minería en conflicto 
Actualmente se detectan niveles particularmente al-
tos de conflictividad en torno a la minería extractiva a 
gran escala13. Nadie puede negar la enorme magnitud 
económica que representa la industria extractiva de 
minerales, de la misma manera que no se puede ig-
norar su huella ecológica y el impacto en la forma de 
vida de las sociedades directamente vinculadas con 
los yacimientos. En tal sentido, se ha dicho que “los 
conflictos mineros se han incrementado exponen-
cialmente en los últimos años, acompañando la curva 
de crecimiento de la inversión”14. 

Algunos patrones que se identifican en la con-
figuración de los diversos “conflictos mineros” son 
los siguientes: 

•	 La falta de acuerdo social previo respecto al 
modelo de desarrollo local y al ordenamiento 
ambiental del territorio a través de procesos par-
ticipativos amplios. 

•	 Deficiente funcionamiento de las entidades es-
tatales que deben cumplir y hacer cumplir el 
marco regulatorio de la actividad. 

11 Cfr Nápoli, Andrés, “Recomposición Ambiental De La Cuenca 
Matanza-Riachuelo” en María Eugenia Di Paola y Federico Sangalli 
(eds), Informe Ambiental Anual 2010, (Buenos Aires: FARN).

12 Ver: <www.blacksmithinstitute.org>.

13 Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) y 
Fundación Cambio Democrático, Ciudadanía Ambiental y 
Minería: herramientas para la transformación democrática de 
conflictos socioambientales, (Buenos Aires, 2010), p. 11-20.

14 Lumerman, Pablo et al, “Análisis de la conflictividad socio 
ambiental en Argentina. El conflicto minero: emergente de 
la nueva conflictividad socioambiental en Argentina”, en 
Informe Ambiental Anual 2009 (Buenos Aires: FARN, 2009). 

•	 La falta un sistema adecuado de acceso a la in-
formación pública. 

Proteger los glaciares
En octubre de 2010 se promulgó la Ley de Protección 
de los Glaciares y del Ambiente Periglacial, que estable-
ce los presupuestos mínimos para la tutela de dichos 
recursos. No obstante el logro que ello significó para 
los sectores sociales involucrados, el Poder Ejecutivo 
ha dilatado la reglamentación de la norma. Asimismo, 
el sector minero –con el aval de algunos gobiernos 
provinciales – ha interpuesto acciones judiciales pre-
tendiendo bloquear la implementación de la ley, argu-
mentando que su ejecución podría vedar el desarrollo 
de actividades extractivas en determinadas áreas15.

Consideraciones finales 
El camino que Argentina debe recorrer en pos de la 
adopción de un modelo de desarrollo sustentable es 
largo. Hasta tanto no se encare con seriedad y com-
promiso la ejecución, la adecuada implementación y 
un efectivo control de cumplimiento de la normativa 
existente resultará difícil –sino imposible- concebir un 
verdadero desarrollo sustentable y un genuino recono-
cimiento y materialización de los derechos humanos. 
En este camino será imprescindible la participación 
de la sociedad civil, el involucramiento del sector aca-
démico y una actitud activa por parte de la ciudadanía. 

Corresponde destacar que las falencias y au-
sencias en materia de políticas de desarrollo susten-
table impactan de manera más significativa sobre 
los grupos sociales en situación de mayor vulne-
rabilidad, quienes sufren graves afectaciones a sus 
derechos a la salud, a la alimentación, a la vivienda 
digna, al trabajo, al agua y a la tierra. 

Son los decisores públicos quienes tienen la 
suprema responsabilidad de incorporar en sus po-
líticas la temática ambiental y del desarrollo susten-
table, estableciendo un modelo que replantee los 
estilos de vida y de consumo. Por su parte, el sector 
privado debe tomar conciencia y asumir la respon-
sabilidad por sus actividades. 

Es necesario garantizar a la gente el acceso a la 
información ambiental, avanzar hacia las tan poster-
gadas transparencia, consolidación y articulación de 
las instituciones estatales dentro de los tres poderes 
de gobierno. Desde el Estado se deberá trabajar en el 
manejo y prevención de los múltiples conflictos am-
bientales que parecen surgir de una visión disociada 
de las autoridades, que plantean por un lado políticas 
de inversión “a cualquier costo”, y por otro las políticas 
ambientales. Una visión superadora implicará concebir 
que tal disociación no es condición necesaria, pues es 
factible la materialización del tan ansiado desarrollo con 
verdaderos criterios de sustentabilidad.  n

15 “Barrick Exploraciones Argentina S.A. y otro c/ Estado 
Nacional p/ Ordinario”; “Minera Argentina Gold S.A. c/ 
Esta-do Nacional p/ Ordinario”; y “A.O.M.A. y otras c/ Estado 
Nacional p/Acción de Inconstitucionalidad”, Juzgado Federal 
Nº 1 de San Juan. 
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Socavando el medio ambiente

A pesar del reciente crecimiento económico, Armenia continúa enfrentando desafíos económicos, sociales y 
medioambientales. El Gobierno ha puesto en marcha un programa de Desarrollo Sustentable, pero al mismo tiempo ha 
efectuado importantes inversiones en minería y en otras industrias extractivas. El proyecto minero de cobre y molibdeno 
de Teghut, en particular, representa una amenaza tanto para el medio ambiente como para el desarrollo sustentable. 
Como el Gobierno tampoco ha abordado la contaminación, la deforestación, la degradación del suelo u otros problemas 
medioambientales, se vuelve esencial la efectiva implementación y cumplimiento de las leyes medioambientales, así 
como también incrementar la transparencia y la participación pública en la formulación de políticas.

Center for the Development of Civil Society, CDCS Armenia
Dra. Svetlana Aslanyan

El “Programa de Desarrollo Sustentable (PDS) para 
el período 2009-2012”1, adoptado en 2008, incluye 
una serie de medidas destinadas a reducir la pobreza 
a través de: a) estimular el crecimiento económico y 
mejorar el entorno empresarial, b) aumentar el empleo 
y la promoción de empresas medianas y pequeñas, 
c) un mayor acceso a servicios de infraestructura, d) 
mejorar los programas de asistencia social para los 
pobres, e) ampliar el acceso y el consumo de cultura, f) 
programas más abarcadores de asistencia social para 
los jóvenes, g) una reducción de la corrupción dentro 
de la administración estatal, los sistemas de salud y 
educación, el sistema judicial y el gobierno local.

La implementación del PDS se vio retrasada por 
el impacto de la crisis económica mundial del período 
2008-09. La reducción de inversión en la construcción 
dañó a las pequeñas y medianas empresas, y la pro-
porción de la población que vive bajo la línea de pobre-
za aumentó del 27% al 47%. Mientras el PIB per cápita 
subió de USD 3.576 a USD 11.916 de 2004 a 20082, 
el impacto de la crisis económica fue negativo (ver 
gráfico), en particular para el desarrollo sustentable. 
A pesar de que el crecimiento económico continuó 
en 2009 y en 20103, en la mayoría de los casos esto 
ayudó a materializar solamente los objetivos económi-
cos a corto plazo. Las políticas establecidas para las 
esferas medioambientales y sociales han sido dejadas 
de lado4, y el Gobierno decidió dedicarse al desarrollo 
sustentable solamente en determinadas áreas.

Temas medioambientales
Una de las preocupaciones medioambientales más 
apremiantes del país es el limitado acceso al agua 
potable5. En un gran número de casos, el envejeci-

1 Texto completo disponible en: <www.nature-ic.am/res/pdfs/
documents/strategic/SDP_01_eng_20081030.pdf >

2 Index Mundi, Armenia GDP real growth rate (%), (2010), <www.
indexmundi.com/g/g.aspx?c=am&v=66>.

3 Ibid.

4 Edita Vardgesyan, The exploitation of the Teghut Copper-
Molybdenum Mining (Republic of Armenia) and the Concept 
of Sustainable Development, (2009), <www.cerdi.org/
uploads/sfCmsContent/html/323/Vardgesyan.pdf>

5 Policy Forum Armenia, The state of Armenia’s environment, 
(2010), <www.pf armenia.org/fileadmin/pfa_uploads/
PFA_Environmental_Report.pdf>.

miento y la corrosión de la infraestructura permiten 
que las aguas residuales se filtren en las tuberías 
de agua dulce. Ereván, la capital, carece aún de una 
planta de tratamiento de aguas residuales que fun-
cione apropiadamente. En la parte norte del país, 
los ríos como el Debed poseen alarmantes concen-
traciones de plomo, mientras que en lugares como 
el Valle Ararat la mayor parte de la contaminación 
del agua proviene de los plaguicidas que contienen 
contaminantes como arsénico y cadmio6. Los exper-
tos pronostican que el escenario más probable de 
cambio climático ocasionará una severa escasez de 
agua potable en las próximas décadas7.

La contaminación del aire también está au-
mentando a un ritmo alarmante. Ereván, por ejem-
plo, se encuentra en una depresión geológica en 
la que el aire estancado exacerba la fuerte conta-
minación, el 90% la misma producida por vehícu-
los8. El otro 10% es altamente tóxico, conteniendo 
humo atiborrado de residuos plásticos quemados 
en instalaciones industriales y mineras cercanas a 
la ciudad. La atmósfera en otras ciudades también 
está altamente contaminada. Alaverdi, por ejemplo, 
ha tenido 11,4 veces el nivel permitido de dióxido 
de azufre en los últimos años9. Entre 2001 y 2005, 
los casos registrados de enfermedades respirato-
rias aumentaron al 45%; los expertos creen que la 

6 Ibid.

7 Ibid.

8 This Month in Armenia, Car emissions causing more 
respiratory problems in Yerevan, (Julio de 2009), 
<thismonth.wordpress.com/2009/07/13/july-09-car-
emissions-causing-more-respiratory-problems>.

9 Policy Forum Armenia, The state of Armenia’s environment, 
(2010), op cit.

incidencia real de enfermedades como el asma es 
en realidad mucho mayor10.

La contaminación del aire se ve agravada por 
la práctica común de la quema de residuos al aire 
libre. La quema no autorizada libera dioxinas, fura-
nos y otros productos químicos tóxicos que pueden 
causar una amplia gama de problemas de salud, 
incluyendo trastornos de la piel, problemas hepáti-
cos, deterioro del sistema inmunitario y ciertos tipos 
de cáncer11.

La deforestación, que ha escalado a un nivel 
sin precedentes, representa otra preocupación. So-
lamente el 7% del territorio permanece forestado, 
muy por debajo del 35% de hace dos siglos, y gran 
parte de los bosques están degradados. Las prin-
cipales causas incluyen el uso de la madera como 
combustible, debido a la falta de alternativas, y la 
decisión del Gobierno de permitir la minería en áreas 
ecológicamente sensibles, lo que demuestra la falta 
de reconocimiento oficial de la importancia de los 
bosques naturales12.

Corrupción y medio ambiente
Gran cantidad de problemas medioambientales de 
Armenia están vinculados a la corrupción, principal-
mente en lo relativo a la forestación y la minería. Por 
ejemplo, las restricciones medioambientales no se 
cumplen en la mayoría de las operaciones mineras; 
en el período comprendido entre 2001 y 2007, el 

10 Marianna Grigoryan, Armenia: Environmental Change 
Spurs Respiratory Diseases, (19 de octubre de 2006), 
<www.eurasianet.org/departments/environment/articles/
eav102006.shtml>.

11 Ibid.

12 Ibid.
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entonces Ministro de Protección de la Naturaleza 
concedió varias licencias mineras a familiares.

La opinión generalizada es que son cuantiosos 
los casos de corrupción relacionados con empresas 
patrocinadas por altos funcionarios de Gobierno13. 
Sin duda, las acciones del Gobierno no han sido ca-
paces de detener la destrucción y degradación de 
los bosques ocasionada por la tala ilegal. Además, 
numerosas áreas forestales han sido reclasificadas 
inadecuadamente y adjudicadas a particulares. En 
2007, por ejemplo, el Gobierno cambió el estatus de 
la parte central de la Reserva Khosrov para permitir 
la construcción privada y las actividades agrícolas; el 
Gobierno tomó esta decisión sin consultar expertos 
en la materia.

Las montañas Teghut: un estudio de caso  
de explotación no sustentable
El Gobierno está aplicando un modelo de desarro-
llo liderado por la extracción, como lo evidencia su 
voluntad de permitir la inversión masiva en minería. 
El Programa Armenio del Cobre (PAC), por ejemplo, 
ha concedido una licencia de 24 años para extraer 
minerales de cobre y molibdeno de las Montañas 
Teghut, y está desarrollando una mina a cielo abierto 
con una superficie de 240 hectáreas, todas en terre-
nos forestales14.

13 Ver: <en.wikipedia.org/wiki/Corruption_in_Armenia> 
y <www.armeniatree.org/environews/enews_
hakobyan070707.htm>.

14 Policy Forum Armenia, The state of Armenia’s environment, 
(2010), op cit.

El pueblo de Teghut, ubicado en la región de 
Lori, en el noreste, cuenta con 3.600 habitantes, 
muchos de los cuales dependen de la agricultura de 
subsistencia. El bosque de los alrededores es hogar 
de numerosas especies de plantas y animales en 
peligro de extinción, incluyendo 260 de insectos, 86 
de aves, 55 de mamíferos y 10 de reptiles15.

PAC ya ha construido numerosas vías de acce-
so a través del bosque para sitios de perforaciones 
exploratorias, devastando indiscriminadamente 
varias áreas. Por último, según PAC, el proyecto re-
querirá 670 ha, de las cuales 510 están actualmente 
arboladas16.

PAC ha declarado que va a compensar el daño 
ocasionado por la plantación de árboles en Ereván, 
pero este plan resulta inadecuado y poco realista. 
Los árboles nuevos no pueden sustituir los hábitats 
forestales establecidos; los árboles maduros no pue-
den sobrevivir una mudanza.

Las operaciones mineras habrán de producir 
desecho de rocas y residuos que pueden contener 
plata, oro, renio, plomo, arsénico, cobre, molibdeno, 
zinc y productos químicos de azufre. En el ineficien-
te proceso de extracción que va a ser utilizado, los 
metales valiosos como el renio se van a dilapidar; 
aún peor, se van a dejar residuos que contaminarán 
tanto el agua como el aire local. En caso de ocurrir 
una fuga, los productos químicos tóxicos podrían 
ingresar en el cercano río Kharatanots, ya conta-
minado por la descarga de residuos de cobre en el 
pueblo de Aghtala y fuente de agua potable de varias 
comunidades.

15 Ibid.

16 Ver: <www.foe.org/pdf/Teghut_Fact_Sheet.pdf> and < news.
mongabay.com/2008/0129-hance_armenia.html>

El destructivo impacto medioambiental de la 
mina difícilmente se verá compensado por los be-
neficios económicos. Los economistas del proyecto 
estiman que el mineral enterrado vale más de USD 20 
mil millones de los cuales el país recibirá solo el 1,2-
1,7% en impuestos y retribuciones y que padecer 
graves problemas medioambientales a largo plazo 
cuesta USD 6,5 millones. Hasta el momento no exis-
te un análisis económico independiente acerca de los 
potenciales daños medioambientales17.

Según lo que está planificado en la actualidad, la 
construcción de la planta de procesamiento de mine-
rales y la explotación de la mina de cobre-molibdeno 
infringirán 77 leyes, así como también una serie de 
tratados internacionales suscritos y ratificados por 
la República de Armenia, incluyendo la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Cli-
mático, el Convenio de las Naciones Unidas sobre la 
Diversidad Biológica, la Convención de las Naciones 
Unidas de Lucha contra la Desertificación y el Con-
venio Europeo del Paisaje. Sin embargo, el Gobierno 
ha designado la operación minera Teghut como una 
alta prioridad debido a su contribución al “desarrollo 
económico”, lo que revela su perspectiva a corto 
plazo, así como también sus prácticas corruptas. 
Esto también revela su falta de pericia, de respeto 
por la ley, de cuidado del medio ambiente y de interés 
en buscar un modelo de desarrollo sustentable a 
largo plazo.

Conclusiones
El rápido crecimiento de algunos sectores de la 
economía, junto con la falta de una administración 
pública apropiada, ha generado serios problemas 
y desafíos medioambientales. Para promover la 
sustentabilidad, el país debe concebir la protección 
medioambiental como una prioridad.

Armenia ha ratificado numerosos convenios in-
ternacionales sobre temas tales como biodiversidad, 
cambio climático y desertificación. Estos compromi-
sos, así como también la voz de la sociedad civil, han 
sido largamente ignorados. Mejorar la gobernanza 
medioambiental requerirá la implementación y el 
cumplimiento efectivo de las leyes medioambienta-
les vigentes, así como también una mayor transpa-
rencia y participación pública en el diseño de políti-
cas. Esto, a su vez, requerirá un esfuerzo concertado 
para aumentar la concienciación de la ciudadanía en 
temas medioambientales. n

17 Ibid.

FIGURA 1

PBI - tasa de crecimiento real 

Fuente: IndexMundi.com
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El derrumbe del modelo extractivo

El país, uno de los territorios industrialmente más contaminados del mundo, debe cambiar su antigua economía 
extractivista por una sustentable. Debe adoptar además nuevas políticas medioambientales y mejorar el diálogo 
entre el gobierno y la sociedad civil. Son frecuentes las violaciones a la libertad de expresión pues el Gobierno 
hace esfuerzos sistemáticos por silenciar a disidentes políticos y manifestantes, llegando a recurrir a métodos 
no convencionales. Las elecciones no cumplen enteramente con los estándares internacionales; el partido de 
gobierno controla el Parlamento y los tribunales no son independientes. Algunas ONG han sido clausuradas o 
se les ha negado la inscripción como tales.

Public Finance Monitoring Centre
Kenan Aslanli1

Environmental Law Centre “Ecolex”

Samir Isayev2

El país enfrenta una serie de obstáculos para pa-
sar a un modelo de desarrollo más sustentable, 
pero está lejos de superarlos. La dependencia 
en la industria petrolera y la petroquímica sigue 
causando daños medioambientales graves, desde 
la degradación del suelo hasta la contaminación 
del agua y el aire. El Gobierno ha tomado medidas 
para abordar estos problemas, pero no queda claro 
cuánto tiempo durarán, en ausencia de un marco 
regulatorio formal. Otros aspectos de la sustenta-
bilidad son más difíciles, especialmente aquellos 
relacionados con los derechos humanos, pues el 
partido de gobierno domina tanto el Parlamento 
como los tribunales, la sociedad civil está muy 
controlada, y la disidencia y las protestas políticas 
son duramente castigadas.

Severos desafíos medioambientales 
Azerbaiyán enfrenta también desafíos medioam-
bientales diversos y muy graves. En algunas re-
giones el suelo está muy contaminado por pestici-
das como el DDT y los defoliantes que se usan en 
los cultivos de algodón. El agua está muy conta-
minada; solo la cuarta parte recibe tratamiento de 
purificación. Casi la mitad de la población carece 
de alcantarillado3. Las ciudades de Sumgayit y 
Bakú -la capital- figuran entre las más contami-
nadas del mundo4. Bakú, precisamente, figura en 
los niveles más bajos del mundo en cuanto a salud 
y saneamiento5.

1 Economista en jefe.

2 Investigador en jefe.

3 Instituto del Tercer Mundo, Guía del mundo 2011-2012, 
(Madrid: 2010).

4 Super Green Me, Sumgayit, Azerbaijan: The Most Polluted 
City in 2007, <www.supergreenme.com/go-green-
environment-eco:1--Sumgayit--Azerbaijan--The-Most-
Polluted-City-in--2007>; Nationmaster, Environment 
Azerbaijan, <www.nationmaster.com/country/aj-azerbaijan/
env-environment>.

5 T. Luck, “The world dirtiest cities”, Forbes, (Nueva York: 
2008), <www.forbes.com/2008/02/26/pollution-baku-oil-
biz-logistics-cx_tl_0226dirtycities.html>.

La economía extractiva no es ajena a esta 
situación. Como una de las cunas de la industria 
del crudo, Azerbaiyán tiene una larga historia de 
dependencia económica de la extracción de pe-
tróleo. Hay pruebas del comercio de petróleo en 
los siglos III y IV D.C., y las obras del científico y 
viajero turco del siglo XVII Evilya Celebi mencio-
nan actividades de refinación. A fines del siglo XIX 
se estableció una industria petrolera propiamente 
dicha, y surgieron los “barones del petróleo”, que 
se especializaron en los procesos de extracción y 
contribuyeron a la modernización e industrializa-
ción de Bakú.

Hoy en día la industria petroquímica sigue sien-
do la más destacada del país, pero en 2010 ya había 
alcanzado su pico de producción, a 1,12 millones de 
barriles por día. Algunas predicciones muestran que 
habrá una importante caída en los niveles de produc-
ción entre 2015 y 2025 (ver Figura 1).

Sin embargo la producción de crudo ha demos-
trado ser insustentable no sólo para sí misma sino 
que además para el medio ambiente: La larga his-
toria de Azerbaiyán como productor de petróleo ha 
llevado a altos niveles de contaminación. En la época 
soviética, las zonas residenciales de Bakú, por ejem-
plo, se construyeron en medio de campos petroleros 
y centros industriales ubicados dentro de los límites 
de la ciudad, prácticamente sin consideraciones am-
bientales. En muchos casos la industria petrolera de 
la época soviética creó enormes lagos de petróleo 
que literalmente destruyeron toda la biomasa cir-
cundante. En los últimos 150 años las costas del Mar 
Caspio, especialmente en la península de Abershon, 
se han vuelto un desastre ecológico a medida que el 
río Volga trae cada vez más desperdicios químicos y 
biológicos tóxicos.

Cambio de modelo
Este panorama tenebroso ha puesto en evidencia la 
necesidad de proteger el medio ambiente. Por eso en 
2009 el Banco Mundial publicó un informe que señala 
la importancia de diversificar la economía azerbaiyana 
para reducir la dependencia de los ingresos prove-
nientes del crudo y el gas y desarrollar la sustentabili-
dad a largo plazo6. El Banco Asiático de Desarrollo se 
hizo eco de esta conclusión en su encuesta anual a los 
estados miembros de 20107 y también el Directorio 
Ejecutivo del Fondo Monetario Internacional (FMI).

Según el FMI: “dado que la producción de pe-
tróleo dejará de ser la principal fuente de crecimien-
to, es urgente acelerar la diversificación económica”. 
Sin embargo, hasta 2010 los sectores no petroleros 
no han crecido de forma significativa. El crecimiento 
de los sectores no vinculados a la energía descendió 
del 16% en 2008 al 13% en 2010, y las exporta-
ciones no petroleras solo representan el 5% de las 
exportaciones totales del país. Para contrarrestar 
esta tendencia el IMF exhortó al gobierno del pre-
sidente Ilham Aliyev a apoyar al sector privado a 
través de facilidades tributarias, la modernización 
de los impuestos y las aduanas y la reducción de los 
monopolios estatales8.

6 Banco Mundial, Country Brief 2009 Azerbaijan, (Bakú: 
noviembre de 2009), <web.worldbank.org/WBSITE/
EXTERNAL/COUNTRIES/ECAEXT/AZERBAIJANEXTN/0,,
menuPK:301923~pagePK:141132~piPK:141107~theSite
PK:301914,00.html>.

7 News.az, Asian Bank Urges Azerbaijan to Develop the 
Non-oil Sector, (23 de abril de 2010), <www.news.az/
articles/14048>.

8 S. Abbasov, IMF: The Party’s Over for Azerbaijan’s Oil Sector, 
(Eurasianet, 24 de mayo de 2010), <www.eurasianet.org/
node/61136>.
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La respuesta del Gobierno fue invertir en un 
nuevo astillero y en nuevos proyectos de telecomu-
nicaciones. También emitió un decreto que redujo el 
número de inspecciones a las empresas privadas. En 
julio de 2010, en un discurso al Gabinete de Minis-
tros, Aliyev declaró que sin perjuicio de la necesidad 
de mantener el ritmo de la producción petrolera, la 
economía se estaba diversificando y destacó que el 
desarrollo del sector no petrolero era una prioridad 
fundamental9.

Ya en 2004, el Gobierno había establecido un 
programa destinado a diversificar la economía, que 
se centraba en sectores diferentes del petróleo y 
buscaba mejorar los niveles de vida de la población. 
Hasta 2011 los resultados han sido positivos a pesar 
de una desaceleración del crecimiento económico 
después del comienzo de la crisis mundial en 2008. 
Por ejemplo, la Comisión de Aduanas del Estado 
informó en marzo de 2011 que las exportaciones 
agrícolas subieron 1,38 puntos de 20,1% en 2010 a 
21,38% en enero-febrero de 201110.

De hecho, el Gobierno hoy en día está demos-
trando un compromiso moderado con la protección 
del medio ambiente. El mayor desafío para el Gobier-
no y para el sector privado es desechar el antiguo 
modelo extractivo e impulsar las inversiones y la 
investigación en tecnologías respetuosas del medio 
ambiente. El Gobierno declaró el 2010 “Año de la 
Ecología” e inició programas que han incluido la 
plantación de árboles, la purificación del agua y el de-
sarrollo de fuentes de energía alternativas y limpias.

Otro esfuerzo esperanzador fue la renovación 
de las refinerías en las afueras de Bakú para redu-
cir las emisiones de dióxido de carbono cerca de 
las zonas pobladas. También se hicieron obras de 
rehabilitación de sitios contaminados. Por ejemplo, 
la empresa eléctrica estatal, Azerenerji, ha recibido 
fondos del Banco Europeo para la Reconstrucción 
y el Desarrollo (BERD) para reconstruir la central 
térmica Azdres de manera que pueda trabajar según 
el Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL) del Pro-
tocolo de Kyoto.

Antecedentes desalentadores en materia  
de derechos humanos
Varias organizaciones de derechos humanos advier-
ten que Azerbaiyán enfrenta desafíos importantes 
con respecto a libertades fundamentales, derechos 
humanos y democracia. Las elecciones todavía no 
cumplen con los estándares internacionales, y no 
hay suficiente independencia entre los poderes legis-
lativo y ejecutivo: el Parlamento está dominado por el 
partido dominante Nuevo Azerbaiyán.

Article 19, una organización de derechos ci-
viles, presentó un informe en setiembre de 2010 
que brinda algunos datos clave sobre la libertad de 

9 I. Alizex, Opening Speech at a Meeting of the Cabinet of 
Ministers on the Result of Socioeconomic Development 
in the First Half of 2010, (13 de junio de 2010), <www.
president.az/articles/417?locale=en>.

10 Freshplaza, Azerbaijan increased exports of fruits and 
vegetables by 21%, (31 de marzo de 2011). <www.
freshplaza.com/news_detail.asp?id=78518>.

expresión en el país. Entre otras tendencias alarman-
tes, el informe menciona actos de violencia contra 
periodistas, hostigamiento o persecución de quienes 
critican al Gobierno y el uso inadecuado del derecho 
penal para fines políticos, que incluye el encarcela-
miento de disidentes bajo imputaciones de violencia 
callejera y tenencia de drogas. En 2009 había más de 
50 presos políticos11.

Los ataques violentos a los representantes de 
los medios de comunicación son frecuentes. En 
2005 el jefe de redacción de una revista local fue 
asesinado de un tiro por personas desconocidas 
después de que publicara varios artículos muy críti-
cos de las autoridades. Desde entonces ha surgido 
un clima de violencia contra periodistas, impunidad 
para los atacantes y hostigamiento y prisión de quie-
nes critican al Gobierno12.

También hubo informes de torturas y malos 
tratos en las comisarías y establecimientos de de-
tención. Estos incidentes no se investigan adecuada-
mente, y no se persigue penalmente a los funciona-
rios del orden sospechados de ser los responsables 
de las torturas.

El Gobierno también emplea violencia contra 
los manifestantes. Después de las elecciones presi-
denciales de 2003 y de las parlamentarias de 2005, 
la policía dispersó con violencia a los manifestantes, 
y ninguno de los funcionarios involucrados fue casti-
gado. De hecho, desde 2005 el Gobierno ha limitado 
fuertemente el ejercicio del derecho de reunión.

11 Article 19, Dissident Kimi Yaşamaq, <www.article19.org/
pdfs/publications/azerbaijan-az-web.pdf> .

12 Ibíd.

Algunas organizaciones de derechos civiles y 
otras ONG han sido clausuradas o se les ha negado la 
inscripción como tales. Las enmiendas a una ley de 
2009 le han otorgado al Gobierno un fuerte control 
sobre las ONG13. En abril de 2011, después de la vio-
lenta represión de manifestantes en Bakú, Amnistía 
Internacional exhortó las autoridades a detener sus 
medidas contra la libertad de reunión. La Comisión 
de la Cámara Pública que organizó la concentración 
adujo que al menos 150 personas habían sido arres-
tadas cuando trataban de manifestarse contra el Go-
bierno. Se bloquearon todos los accesos al lugar de 
la concentración, y cientos de policías antidisturbios 
concurrieron a detener la protesta, que había sido 
organizada por los partidos de oposición a través 
de Facebook. Se prohibió a varios periodistas que 
fotografiaran o filmaran los hechos, y después de las 
protestas muchos activistas fueron secuestrados 
de sus hogares. Por lo menos siete personas fue-
ron condenadas y encarceladas; los juicios fueron 
a puertas cerradas sin que los acusados pudieran 
contar con asistencia letrada14.

“El régimen actual de Azerbaiyán tiene antece-
dentes en materia de prohibir e impedir las reuniones 
públicas”, dijo John Dalhuisen, director adjunto de 
Amnistía Internacional para Europa y Asia central. 
“Su reacción a la protesta de hoy y a las manifesta-
ciones en marzo de este año muestran con claridad 
que las autoridades se niegan terminantemente a to-
lerar cualquier forma de protesta pública visible”15. n

13 Human Rights House, A Common Statement on 
Human Rights in Azerbaijan, <humanrightshouse.org/
Articles/13209.html>.

14 Amnistía Internacional, Azerbaijan Protests Broken up as 
Riot Police Move in, (abril de 2011), <www.amnesty.org/en/
news-and-updates/azerbaijan-protests-broken-riot-police-
move-2011-04-02>.

15 Ibíd.

FIGURA 1

Azerbaiyán: Perfiles de producción a largo plazo 1870-2024

Fuente: Wikipedia
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Agotando dos recursos, degradando un futuro

Cualquier pretensión de alcanzar desarrollo sustentable en este reino insular choca contra el inevitable y cada 
vez más cercano colapso de su suministro de agua. El uso irresponsable de este bien no renovable, y la creciente 
contaminación de los afluentes debido a la industrialización que acompaña la explotación del petróleo, otro 
recurso que se agota, ponen a Bahrein al borde de la catástrofe. Ante esta situación, a la que el Gobierno no le 
encuentra respuestas adecuadas, profundiza y agrava las inequidades y el malestar social.

Social Watch Bahrain
Abdulnabi Alekry

El Gobierno bahreiní decidió reprimir con extrema 
violencia las manifestaciones que, siguiendo la es-
tela de la Primavera Árabe, se realizaban en la Plaza 
de la Perla de Manama, en reclamo por cambios 
políticos y sociales y el fin de la monarquía. A pesar 
de la gravedad del problema ambiental del país, sus 
ciudadanos no incluían entre sus reclamos el asegu-
rar un desarrollo sustentable mediante el adecuado 
manejo de sus escasos recursos naturales, en su 
caso una literal cuestión de vida o muerte. En la lista 
2011 de países con problemas de suministro de agua 
realizada por la firma de análisis de riesgo británica 
Maplecroft1, Bahrein ocupa el primer lugar, seguido 
por Qatar, Kuwait, Arabia Saudita y Libia. Eso sig-
nifica que, a nivel mundial, es la nación con mayor 
riesgo de ver totalmente interrumpido su suministro 
de agua en el corto o mediano plazo.

Un desastre en ciernes
La escasez de agua es el principal problema del país, 
y el principal obstáculo para su desarrollo sustenta-
ble. Según el Índice de Pobreza Relativo al Acceso al 
Agua2, un país sufre escasez de agua si su suministro 
per cápita anual está por debajo de los 1.000 metros 
cúbicos. En 2007, el suministro per cápita de agua 
en Bahrein fue de 470,3 metros cúbicos3. En los 665 
kilómetros cuadrados del reino (una superficie me-
nor a la del aeropuerto Rey Fahd, en la vecina Arabia 
Saudita) viven algo más de 1.200.000 personas, la 
mitad de los cuales son extranjeros residentes.

La casi totalidad del agua dulce consumida en 
el país proviene tradicionalmente de tres acuíferos 
no renovables ubicados bajo la principal isla del ar-
chipiélago (Bahrein se compone de 32 islas), princi-
palmente el de Dammam. Desde la década de 1970 
el Gobierno intenta frenar, pero nunca detener, el 

1 Maplecroft, Maplecroft index identifies Bahrain, Qatar, Kuwait 
and Saudi Arabia as world’s most water stressed countries, 
(25 de mayo de 2011), <maplecroft.com/about/news/
water_stress_index.html>.

2 Peter Lawrence, Jeremy Meigh y Caroline Sullivan, “The 
water poverty index: An international comparison”, Keele 
Economic Research Papers 2002/19, <www.keele.ac.uk/
depts/ec/kerp>.

3 ChartsBin, Total Water Use per capita by Country, <chartsbin.
com/view/1455>.

vaciamiento de estas reservas mediante la construc-
ción de plantas desalinizadoras de agua marina, o 
diversas campañas para reutilizar aguas servidas no 
contaminadas en el hogar. En el Día Mundial del Agua 
2010 Rehan Ahmed, experto en medio ambiente de 
la Comisión Pública Para la Protección de Recursos 
Marinos, Medio Ambiente y Fauna, admitió que, a 
pesar de lo endeble del suministro, el ciudadano 
promedio de Bahrein consume alrededor de 400 
litros de agua al día, comparados con los 256 de 
promedio mundial, o los 60 de Japón. El crecimiento 
de la tasa de consumo de agua es del 8 al 10% anual, 
pero los niveles de las reservas de agua subterránea 
están cayendo4. 

Sólo para irrigar las cosechas, se estima que 
en 1998 se consumieron 204 millones de metros 
cúbicos del acuífero Dammam, cuando estudios 
ambientales estiman que los niveles de extracción 
segura no deberían exceder los 100 millones anua-
les, ya que las lluvias promedio en el país no superan 
los 80 milímetros anuales5, por mucho insuficientes 
para reponer lo consumido.

Desde la década de 1970 una de las principales 
apuestas del Gobierno para frenar el vaciamiento de 
los acuíferos de la zona fue la construcción de plan-
tas desalinizadoras de agua marina. El plan comen-
zó en 1974, y para el año 2000 el país contaba con 
cuatro plantas que producían en total 73 millones de 

4 TradeArabia News Service, Bahrain Water Consumption 
Soars, (23 de marzo de 2010), <www.tradearabia.com/news/
env_176867.html>.

5 A. Bashir et al, Development of water resources in Bahrain, 
<www.emro.who.int/ceha/pdf/proceedings17-water%20
resources%20in%20Bahrain.pdf>.

galones de agua potable por día6. Sumado al agua 
extraída de los acuíferos de la isla, y a la reciclada 
para irrigación, la producción total actual por día es 
de 142 millones de galones, y el consumo diario, 140 
millones de galones. Esto implica que el país no tiene 
reservas de agua potable. Los proyectos corrientes 
del Gobierno implican aumentar la producción de 
agua mediante nuevas plantas desalinizadoras, y 
alcanzar los 242 millones de galones diarios para 
2030. La meta es alcanzar reservas de agua de 420 
millones de galones, lo que le permitiría al país tres 
días de suministro en caso de emergencia7. Se ha su-
gerido el uso de energía eólica para hacer funcionar 
las nuevas plantas desalinizadoras8.

Los soluciones parciales que ha ensayado el 
Gobierno para revertir la escasez de agua no han 
dado los frutos deseados, o han degenerado en nue-
vas problemáticas. En 1977 se inició un ambicioso 
proyecto para reciclar las aguas servidas y volverlas 
utilizables. Durante décadas este programa funcionó 
avisando a la población que el agua así obtenida no 
era apta para el consumo humano, y se utilizaba sólo 
para riego de parques y jardines. En 2006 Samir 
Abdullah Khalfan, director de Salud Pública, advirtió 
que no era conveniente llevar niños o personas en 

6 Global Water Intelligence, “Bahrain to Scale up Desalination 
Capacity”, (octubre de 2000), <www.medrc.org/old_site/
new_content/industry_news/sept00/story3.htm>.

7 E. Baxter, “Bahrain plans to double water production by 
2030,” Arabian Business, (30 de mayo de 2010), <www.
arabianbusiness.com/bahrain-plans-double-water-
production-by-2030-271618.html>.

8 WaterLink International, Wind-powered Desalination 
for Bahrain, (8 de febrero de 2011), <www.waterlink-
international.com/news/id1687-Windpowered_
Desalination_for_Bahrain.html>.
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LA IGUALDAD ANTES qUE NADA

Pese a que la mayoría de la población de Bahrein es chiíta, tanto la familia gobernante como la elite 
política son sunitas, y controlan el Estado gracias a que, administrativamente, el poder Ejecutivo 
tiene mayor peso que el Legislativo, electo popularmente. La legislación de Bahrein impide que 
musulmanes chiítas ocupen cargos de gobierno, por lo que el Parlamento es impotente frente a la 
situación. La minoría sunita trabaja activamente en contra de la comunidad chiíta, asegurándose 
de que tengan menores posibilidades de acceso a los empleos mejor remunerados, a viviendas, 
servicios estatales y cualquier posición de influencia, exceptuando las ganadas electoralmente. 

Incluso se ofrecen condiciones sumamente ventajosas a sunitas de otras zonas del sur de 
Asia, como Beluchistán o Siria, para que se afinquen en Bahrein y contribuyan a nivelar la diferencia 
existente entre ambas comunidades.

Estas inequidades estuvieron en la base de las protestas del 4 de febrero en Manama, que oficial-
mente comenzaron como una muestra de apoyo a la revuelta egipcia, frente a la embajada de ese país. 
Posteriormente los manifestantes ocuparon la Plaza de la Perla de Manama, y fueron endureciendo 
sus consignas, pidiendo el fin del régimen del rey Hamad bin Isa al Jalifa, en el poder desde 1999. 
Luego de varios días de tensión, el 15 de febrero el ejército abrió fuego contra los manifestantes, 
provocando una muerte y dejando a 50 personas heridas1. Pese a esto, las protestas continuaron.

A pesar de las protestas internacionales, la violencia continuó contra los manifestantes. La Plaza 
de la Perla fue demolida por orden del Gobierno el 19 de marzo, e incluso se solicitó la intervención 
de fuerzas extranjeras, de Arabia Saudita y Emiratos Árabes Unidos, para colaborar en la represión.

Finalmente el movimiento de protesta en Bahrein fue deshilachándose, sin obtener mayores 
concesiones del Gobierno. El novelista Fareed Ramadan, un sunita que apoyaba la causa de los 
manifestantes, reconoce que: “Muchas cosas salieron mal. El Gobierno cometió muchos errores. 
Los líderes sunitas han cometido muchos errores, y se han cometido muchos errores en la Plaza 
de la Perla”2. El saldo de la represión gubernamental contra los manifestantes fue de 24 muertos, 
más de 500 heridos, cientos de detenidos, muchos de ellos presuntamente torturados en prisión, 
y un número indeterminado de extranjeros no sunitas deportados3. 

1 Euronews, El Ejército de Baréin dispara contra la multitud, (19 de febrero de 2011), <es.euronews.net/2011/02/19/
el-ejercito-de-barein-dispara-contra-la-multitud/>.

2 C. Murphy, “Why the protest movement in Bahrain failed,” Globalpost, (5 April 2011), <www.globalpost.com/dispatch/
news/regions/middle-east/110404/bahrain-protests-unrest>.

3 A. Sambidge, “Bahrain minister says 24 people dead in uprisings,” Arabian Business, (29 de marzo de 2011), <www.
arabianbusiness.com/bahrain-minister-says-24-people-dead-in-uprisings-390813.html>.

Bahrein

precario estado de salud a los parques así irrigados9, 
bajo riesgo de contraer hepatitis A. Los debates que 
siguieron a estas declaraciones llevaron al cierre 
temporal de la planta de tratamiento, que fue re-
abierta poco después sin que se haya investigado 
el tema10.

El espíritu irresponsable con el que se consu-
men las reservas no renovables de agua en Bahrein 
es similar al que impera en el mundo desarrollado 
respecto al uso indiscriminado de las reservas de 
petróleo.

Comida y petróleo
Un 92% de la superficie del archipiélago es desierto, 
y apenas un 2,82% es tierra cultivable. Esto hace que 
la principal fuente de alimentos del país sea la abun-
dante pesca del golfo Pérsico, pero la contaminación 
proveniente de la industria petrolera está degradan-
do la biomasa marina de la zona. La dependencia 
cada vez mayor de la importación de alimentos, en 
una economía basada en recursos no renovables, 
es otra señal de alarma sobre la imposibilidad de un 
desarrollo sustentable del país.

El petróleo se encuentra en un gran yacimiento 
justo bajo el centro de la isla, casi hasta su extremo 
sur. Bahrein exporta 22.400 barriles de crudo al día, 
lo que constituye el 60% del PIB. En 2009 se calcula-
ba una reserva de 124 millones de barriles11. 

El elevado ingreso que el país recibe por la 
explotación de yacimientos petrolíferos incide no-
toriamente en el bienestar general de la población, 
aunque bolsones de pobreza e inequidad subsisten 
en la sociedad. Casi el 90% de la población adulta 
está alfabetizada, y la esperanza de vida al nacer es de 
76 años. En 2002 se garantizó a la mujer el derecho 
a voto y a presentarse como candidata a puestos 
electorales, aunque ese año no se presentó ninguna 
candidata femenina. Al día de hoy, la presencia de 
mujeres en política sigue siendo mínima. En 2008 
el número de desocupados no superaba el 4% de la 
población, pero de esa cifra un 85% son mujeres12. 
En 2007 Bahrein se convirtió en el primer país árabe 
en instituir el beneficio por desempleo.

Efectos del creciente turismo
Desde la inauguración del puente Rey Fahad en 
1986, que comunica la isla principal del país con 
Arabia Saudita, el turismo se ha convertido en una 
importante fuente de divisas para Bahrein, cubriendo 
alrededor del 10% del PIB13. La legislación islámica 
relativamente más leve que la de sus países vecinos, 

9 S. Hamada, “Dependent on Desalinisation, Bahrain Faces 
Water Conflicts,” The WIP, (2 March 2009), <www.thewip.net/
contributors/2009/03/dependent_on_desalinisation_ba.html>.

10 Ibid.

11 GlobalEDGE, Bahrain: Statistics, <globaledge.msu.edu/
countries/Bahrain/statistics/>.

12 Khaleej Times, 85pc unemployed in Bahrain are females, 
(4 de agosto de 2008), <www.khaleejtimes.com/darticlen.
asp?xfile=data/middleeast/2008/August/middleeast_
August80.xml&section=middleeast&col=>.

13 Yaroslav Trofimov, “Upon Sober Reflection, Bahrain 
Reconsiders the Wages of Sin,” The Wall Street 
Journal, (10 de junio de 2009), <online.wsj.com/article/
SB124450701841896319.html>.

la actividad nocturna más agitada y una vida cultural 
más liberal convierten a la capital del país, Mana-
ma, en el centro de entretenimiento de la región. El 
impacto cultural de esta invasión de visitantes en 
busca de diversión llevó a que en 2009 se legislara 
para endurecer las leyes que regulan el consumo 
de alcohol y otras actividades recreativas. Según el 
parlamentario Adel Maawdah, uno de los promoto-
res de la ley: “Lamento decirlo, pero Bahrein se ha 
convertido en el burdel del Golfo, y nuestra gente 
está muy disgustada por eso. No sólo nos oponemos 
al consumo de alcohol, sino también a lo que arrastra 
consigo: prostitución, corrupción, drogas y tráfico 
de personas”14.

El auge turístico del país explica extravagancias 
tales como los excesos arquitectónicos de la capital, 
el circuito de F1 donde se corre el Gran Premio de 
Bahrain o, casi increíble, la abundancia de parques 
acuáticos en un país donde la sed parece estar a la 
vuelta de la esquina.

14 Ibid.

Conclusión
Bahrein entrará en crisis en el futro cercano, cuando 
sus reservas de agua y petróleo se agoten. En pala-
bras del vicepresidente de asuntos académicos de 
la universidad del Golfo Pérsico, Waleed Al Zubari, 
“La mayor parte de nuestra agua está siendo usada 
sin saber qué pasará cuando se agote. Debemos 
contrapesar nuestros beneficios inmediatos debidos 
al uso de esta agua con el impacto a largo término”15.

Sin embargo, cuando estallaron las manifesta-
ciones en febrero de 2011 siguiendo la estela de la 
“Primavera Árabe”, los reclamos de los manifestan-
tes no se orientaban al reclamo de mejores regula-
ciones de cuidado medioambiental, o de una mayor 
preocupación gubernamental por el futuro de la na-
ción, sino que exigían mayores libertades sociales y 
políticas, y en particular el fin de la discriminación de 
la minoría sunita gobernante sobre la mayoría chiíta 
(ver recuadro). n

15 TradeArabia, Water demand ‘threatens Bahrain’s future, 
(9 de febrero de 2010), <www.tradearabia.com/news/
ENV_174596.html>.
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Menos sustentable, más vulnerable

Muy pocos países se ven tan severamente afectados por el cambio climático como Bangladesh, pese a que 
descarga una cantidad mínima de emisiones de carbono en la atmósfera. Además, los esfuerzos realizados por 
el Gobierno para abordar la sustentabilidad han sido insuficientes. Los temas medioambientales tales como la 
superpoblación y las deterioradas condiciones de vida en las principales ciudades no están siendo abordados. 
Los migrantes climáticos están desestabilizando una economía que ya resulta insustentable y que convierte al 
país en uno de los más vulnerables a la escasez de alimentos y a las catástrofes naturales.

Unnayan Shamannay
Md. Akhter Hossain, Miembro investigador
EquityBD
Rezaul Karim Choudhury, Moderador jefe 
Shamunnay
Suzana Karim, Investigador asociado 

Diecinueve años después de la Declaración de Río 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992 es 
tiempo de volver sobre sus principios. La segunda 
proposición señala: “los Estados tienen, de acuerdo 
con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del 
derecho internacional, el derecho soberano de aprove-
char sus propios recursos según sus propias políticas 
ambientales y de desarrollo, y la responsabilidad de 
velar para que las actividades realizadas dentro de 
su jurisdicción o bajo su control no causen daños al 
medio ambiente de otros Estados o de zonas que estén 
fuera de los límites de la jurisdicción nacional.” El im-
pacto del cambio climático sobre Bangladesh resulta 
claro, y en última instancia es causado por el mal uso 
de los recursos naturales por parte de las naciones 
desarrolladas, a las que corresponde proporcionar 
una compensación.

La proposición Nº 8 establece que “para lograr 
el desarrollo sustentable y una mejor calidad de vida 
para todas las personas, los Estados deberían reducir 
y eliminar los patrones de producción y consumo no 
sustentables y fomentar políticas demográficas apro-
piadas”. Sin embargo, los estilos de vida de los países 
desarrollados se apoyan en el uso de combustibles 
fósiles y, por tanto, están basados en un “patrón no 
sustentable de producción”. No solo son finitos los re-
cursos de hidrocarburos; también son una de las prin-
cipales causas de la degradación medioambiental y del 
cambio climático. Los responsables de las políticas 
en los países desarrollados no han logrado limitar las 
emisiones ni tampoco proponer modelos alternativos 
de producción viables y formas de vida que apoyen la 
igualdad de los derechos medioambientales de todos 
los ciudadanos del mundo.

Una economía no sustentable
El país ha obtenido en los últimos años numerosos 
objetivos de desarrollo. Por ejemplo:

•	 El ingreso per cápita ha aumentado, alcanzando 
USD 780 en 20111.

1 Priyo, Per-capita income rises to $780 as GDP growth defies 
recession, (1 de julio de 2011).

•	 La matriculación en la escuela primaria ha aumen-
tado un 90% en las últimas décadas2.

•	 La tasa de mortalidad infantil se ha reducido de 
71,66 en 2000 a 50,73 en 20113.

•	 La esperanza de vida ha aumentado, de 50 años 
a más de 65 años en las últimas dos décadas4.

•	 Las exportaciones se han más que triplicado entre 
1998 y 2010, pasando de USD 5,1 mil millones a 
USD 16,245.

Más allá de estos logros, el Gobierno interino de Fakhru-
ddin Ahmed (2007-09) siguió un modelo no sustenta-
ble que no logró mejorar la seguridad alimentaria. Por 
ejemplo, sus medidas adulteradoras condujeron a que 
numerosos importadores y comerciantes cesaran la 
importación y distribución de alimentos6. Además, el 
Gobierno hizo de la fuerza paramilitar, la Guardia de Fron-
teras de Bangladesh (en aquel entonces conocida como 
“los Rifles de Bangladesh”), la única distribuidora de 
alimentos subsidiados entre las personas pobres, a pe-
sar de su larga historia de corrupción (especialmente en 
el contrabando) y la falta de experiencia en este campo.

Después de que un paquete de subsidios vol-
viera más accesible el empleo de plaguicidas y fertili-

2 Trading Economics, Total enrollment; primary (% net) in 
Bangladesh, (2011). Trading Economics, School enrollment; 
primary; female (% gross) in Bangladesh, (2011).

3 Index Mundi, Demographics: Infant mortality rate 
Bangladesh, (2011).

4 Trading Economics, Life expectancy at birth; total (years) in 
Bangladesh, (2011).

5 Ibid.

6 Autor anónimo, “The impending food crisis in Bangladesh”, 
en D.Hulme, Food insecurity in Bangladesh: the other crisis, 
(University of Manchester, Ending world poverty, 2007).

zantes, el uso excesivo de estos productos químicos 
no sólo ha disminuido la fertilidad del suelo sino que 
también ha representado una amenaza para la salud 
humana7. La política del Gobierno resulta claramente 
no sustentable, puesto que viola los dictados de la 
planificación a largo plazo e ignora el más que sabido 
vínculo entre los fertilizantes y el agotamiento y ero-
sión del suelo. Este enfoque erróneo es particular-
mente cruel en un país tan vulnerable a los desastres 
naturales y al cambio climático como Bangladesh. 
Si no cambian en los próximos años, estas políticas 
harán que empeoren las ya malas condiciones de 
vida del pueblo de Bangladesh.

Amenazas medioambientales
La superpoblación es la principal causa de degradación 
medioambiental8 y de agotamiento de los recursos9. 
Las amenazas incluyen deforestación y erosión del sue-
lo; escasez de agua potable, debida principalmente al 
volumen de la población, a la depuración inadecuada, y 
a la propagación de contaminantes sin tratar10. Incluso 
Dhaka, la capital, carece de suministro ininterrumpido 
de agua. En algunos distritos, el agua está disponible 
solo de dos a cuatro horas por día; durante la estación 
seca, entre enero y marzo, son frecuentes los cortes en 
el abastecimiento11. En 1993, investigadores descubrie-
ron que las aguas subterráneas del país (la fuente de 

7 Ibid.

8 Encyclopedia of the nations, Bangladesh - Environment, 
(2011).

9 DiscoveryBangladesh, Bangladesh: Environmental Issues, 
(2011).

10 Encyclopedia of the nations, Bangladesh - Environment, 
(2011).

11 Wikipedia, Water supply and sanitation in Bangladesh.
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agua potable para el 97% de la población rural) estaban 
contaminadas de modo natural con arsénico; a pesar 
de los esfuerzos del Gobierno, todavía en 2008 más de 
70 millones de personas continuaban bebiendo agua 
que excedía los niveles permitidos12. El agua residual en 
la superficie a menudo se encuentra contaminada por 
excrementos humanos, así como por residuos urba-
nos e industriales. El sistema de alcantarillado continúa 
siendo insuficiente; de hecho, el país sólo posee una 
planta de tratamiento.

Un infierno urbano
La migración desde las zonas rurales hacia las zonas 
urbanas representa una de las mayores preocupacio-
nes del país; cada año, otras 500.000 personas llegan 
a Dhaka. La ciudad carece de infraestructura para dar 
cabida a sus actuales residentes, de los cuales casi el 
45% vive en asentamientos informales y en barrios con 
condiciones de vida que no cumplen con los requisitos 
de habitabilidad13. Las principales causas de esta migra-
ción incluyen catástrofes naturales tales como sequías, 
inundaciones, ciclones, la pérdida de tierras agrícolas 
debido a la erosión del río y la ausencia de un mercado 
de trabajo viable en las zonas rurales14. Escasos son los 
emigrantes que encuentran mejores condiciones de 
vida en las ciudades: el ingreso familiar promedio en las 
zonas urbanas es de apenas USD 1 por día15.

Esta situación insustentable asienta sus raíces 
en la histórica ausencia de esfuerzos de planificación 
y desarrollo sustentable a largo plazo. Los gobiernos, 
durante las últimas dos décadas, han desatendido la 
producción agrícola e implementado unas pocas me-
didas para planificar o regular el crecimiento urbano. 
Además, alentaron la centralización, desatendieron el 
desarrollo rural y no consiguieron aumentar las opor-
tunidades en otras ciudades aparte de la capital. Como 
resultado, se ha acentuado el desequilibrio geográfico 
en el ingreso: Dhaka controla alrededor del 70% de 
la oferta monetaria del país y atrae casi el 60% de la 
inversión total16. El Gobierno ha introducido algunas 
medidas para impulsar la producción agrícola, pero no 
ha abordado aún los temas urgentes de urbanización. 
Dhaka, de hecho, está convirtiéndose en un infierno 
urbano. La contaminación del aire, producida en su 
mayor parte por autobuses y camiones, está acrecen-
tándose. Una multitud de personas caminan por las 
calles en una marea humana, a la vez que el crimen y la 
violencia no dejan de aumentar.

Recomendaciones
Resulta imperioso abordar los derechos de los migran-
tes climáticos enunciados en la Convención Marco de 
las Naciones Unidas para el Cambio Climático (CM-
NUCC). Debe ser constituido un nuevo organismo de 
la ONU para administrar la rehabilitación de estos dere-
chos. El punto Nº 13 de la Declaración de Río enuncia la 
obligación de proveer una compensación por el deterio-
ro debido a la contaminación y el daño medioambiental; 

12 Ibid.

13 A.Khan, “Migration to Dhaka”, The Daily Star, (26 de 
setiembre de 2009).

14 Ibid.

15 Ibid.

16 Ibid.

el nuevo organismo puede actuar como coordinador 
para administrar el fondo de compensación.

Si creemos que todo ciudadano del mundo tiene 
derecho al alimento, debe ser diseñado un nuevo or-
den alimentario mundial para reemplazar al actual ba-
sado en el mercado, que de hecho aumenta el hambre. 

Los países desarrollados son históricamente res-
ponsables de los daños climáticos, lo que resulta parti-
cularmente evidente en el caso de Bangladesh, debido 
a que este país es responsable de una minúscula parte 
de las emisiones mundiales de carbono, a pesar de eso 
sufre mucho más daño debido al cambio climático que 
los países que tienen una contribución mucho mayor al 
efecto invernadero. Como deja en claro el Principio Nº 
9 de la Declaración de Río los países desarrollados tie-
nen una obligación de mitigar el impacto negativo del 
cambio climático mediante el desarrollo de tecnologías 
sustentables y medioambientalmente amigables y de 
transferir las mismas a los países en vías de desarrollo 
y a los menos desarrollados.

Fondos para el cambio climático
El Gobierno de Bangladesh estableció dos entidades 
financiadas para apoyar la implementación del Plan 
de Acción y Estrategia  de Bangladesh Para el Cambio 
Climático (BCCSAP según sus siglas en inglés), que 
se enfoca en acciones a mediano y largo plazo. Estas 
dos entidades son el Fondo de Bangladesh para la 
Resiliencia al Cambio Climático (BCCRF, por sus siglas 
en inglés) y el Fondo Fiduciario de Bangladesh para el 
Cambio Climático.

El BCCRF se nutre de contribuciones de cuatro 
donantes principales: el Reino Unido (con una contri-
bución de USD 94,6 millones), Dinamarca (1,8 millo-
nes). Suiza (13,6 millones) y la Unión Europea (11.7 
millones). Posteriormente Suiza contribuyó con USD 
3,8 millones. Las negociaciones sobre el control del 
BCCRF finalizaron en un Manual de Implementación 

del mismo, a continuación de un largo e intenso debate 
entre el Gobierno y los países donantes. El Gobierno pre-
tendía una mayor participación en el manejo de fondos, 
mientras que los donantes pretendían que se ocupara 
el Banco Mundial. El BM recibe un 4,5% de los fondos 
como cargo por servicios. Las decisiones principales 
sobre manejo de fondos del BCCRF recaen en el Consejo 
Directivo y el Comité Administrativo, que tienen mayoría 
representativa del Gobierno de Bangladesh.

Por otra parte, el Fondo Fiduciario de Bangladesh 
para el Cambio Climático es una “colocación presu-
puestal en bloque” de USD 100 millones por año de 
2009 a 2012 (USD 300 millones en total), bajo la forma 
de una donación. El mecanismo de manejo del Fondo 
Fiduciario es totalmente distinto al del BCCRF.

Financiar el cambio climático es un gran desafío 
para un país como Bangladesh, que tiene una base 
económica baja. El financiamiento que el Gobierno le 
ha asignado al BCCRF ha salido de la inversión en otros 
sectores importantes, como la salud, el saneamiento, 
la educación y la pobreza .

Conclusión
Desde graves inundaciones hasta un rápido derreti-
miento de la capa de hielo del Himalaya, las amenazas 
que enfrenta Bangladesh relativas al cambio climático 
son graves e inminentes. Mitigarlas y promover el de-
sarrollo sustentable requerirá una acción decisiva del 
Gobierno instruida mediante un plan a largo plazo. Si por 
un lado estos esfuerzos serán costosos, especialmente 
para un país tan pobre, los países desarrollados que han 
sido los principales responsables del cambio climático 
tienen la obligación – expresada en la Declaración de Río 
de 1992 – de asistir a países como Bangladesh a afron-
tar sus efectos. La formulación por parte del Gobierno 
de un plan creíble de desarrollo sustentable a largo plazo 
debería hacer que a los países desarrollados les resulte 
más difícil continuar ignorando esta obligación. n

CAMBIO CLIMáTICO: ¿DE qUIéN ES ESTA CUENTA?

Bangladesh es responsable de menos de una quinta parte del 1% de la totalidad de las emisiones 
de gases de efecto invernadero del mundo1. Sin embargo, según el Grupo Intergubernamental de 
Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC, por sus siglas en inglés), es también uno de los países 
más vulnerables a sus efectos nocivos2. En las próximas décadas se prevé que estos efectos 
incluyan condiciones climáticas extremas (por ejemplo, ciclones tropicales), aumento de las 
precipitaciones, la sedimentación y la media de la temperatura; desborde de ríos; erosión costera; 
derretimiento de la capa de hielo del Himalaya; y aumento en los niveles de los mares. Bangladesh 
se vería amenazado por cada uno de estos desastres.

El PNUD informa que ya Bangladesh es el país más propenso a los ciclones tropicales.
El cambio climático reducirá la producción agrícola y conducirá a una segura escasez de agua 

potable, desafiando así la capacidad del país de aumentar el crecimiento económico y erradicar la 
pobreza3. En el peor de los casos, el aumento en los niveles de los mares desplazará a millones de per-
sonas, a menos que los pólderes costeros existentes se fortalezcan y se construyan nuevos. Es funda-
mental que el Gobierno se prepare para estos desafíos y se ocupe de pensar y planificar a largo plazo4.

1 M.A.Hossain, “Bangladesh: more poverty, vulnerability and food insecurity,” (“Bangladesh: más pobreza, vulnerabilidad e 
inseguridad alimentaria”),Social Watch Report 2010, (Informe de Social Watch 2010), (Montevideo: 2010), p.66.

2 M.L.Parry et al. (eds), Contribution of Working Group II to the Fourth Assessment Report of the Intergovernmental 
Panel on Climate Change (New York: Cambridge University Press, 2007).

3 Hossain, op cit.

4 Ibid.

Bangladesh
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Justicia climática para todos ¡Ya!

Las políticas medioambientales vigentes en Bélgica dejan mucho que desear. El país enfrentará en el 
futuro inmediato importantes desafíos relacionados con el cambio climático –entre ellos el aumento de las 
temperaturas y la severa modificación de la distribución anual de las lluvias – pero no toma en cuenta los 
compromisos asumidos por la comunidad internacional. El diálogo entre las tres regiones del país, el sector 
industrial y la sociedad civil sufre de una severa parálisis, que sólo podrá ser superada a través de fuertes 
campañas de sensibilización ante los urgentes problemas que amenazan al medioambiente y ponen en peligro 
el bienestar de la sociedad.

CNCD-11.11.11
Nicolas Van Nuffel

Entre 1993 y 1997 Bélgica instituyó un Consejo Fe-
deral para el Desarrollo Sustentable, integrado por 
representantes de los patrones, los sindicatos, di-
versas ONGs y la comunidad científica1, a la vez que 
el conjunto de los ministros federales y los distintos 
gobiernos regionales están representados también 
en calidad de observadores. En el marco de una sóli-
da tradición de concertación social, a Bélgica le falta, 
sin embargo, dar el paso entre la mecánica institu-
cional y la puesta en práctica efectiva de una política 
voluntarista en pos del desarrollo sustentable. 

Un ejemplo claro de ello es el desafío del cambio 
climático, que trae aparejadas consecuencias econó-
mico-sociales y medioambientales de notable impor-
tancia. Si bien podría argumentarse que el impacto del 
calentamiento global afectará en menor medida a Bélgi-
ca que a los países en desarrollo o con economías más 
débiles, es a la vez innegable que sus consecuencias no 
serán en absoluto insignificantes. Estas, de hecho, van 
a depender de la magnitud, de la orientación y de la ve-
locidad con que se pongan en práctica las medidas para 
reducir las emisiones de gases de efecto invernadero 
y para combatir los efectos de los cambios en curso. 

Calor, lluvia, extinción y desigualdad social
Según un informe codirigido por el profesor van 
Ypersele, vicepresidente del Grupo Interguberna-
mental de Expertos en Cambio Climático (GIEC), y 
por Philippe Marbax, las temperaturas en Bélgica 
podrían aumentar hasta 4,9°C en invierno y 6,6°C en 
verano en el transcurso del sigo XXI2. Esto traerá im-
portantes consecuencias sobre el medio ambiente, 
entre ellas una importante pérdida de biodiversidad3. 
En cuanto al impacto sobre los recursos hídricos, 
“las proyecciones de la evolución de las precipita-
ciones, de aquí a fines del siglo XXI, muestran un au-
mento entre el 6 y 23% para el invierno y una (dismi-
nución) para el verano (…) que alcanzaría el 50 %” 4. 

1 <www.belspo.be/frdocfdd/FR/conseil.html>

2 Philippe Marbaix y Jean-Pascal van Ypersele, Impact 
des changements climatiques en Belgique (Bruselas: 
Greenpeace, 2004), < www.astr.ucl.ac.be/users/marbaix/
impacts/docs/GP-rep04-Sum_2-EN.pdf>.

3 Ibid.

4 Ibid.

Estas perturbaciones pluviométricas podrían 
tener graves consecuencias para la economía del 
país, entre ellas las vinculadas a la multiplicación 
de fenómenos extremos tales como inundaciones 
y sequías. Además, estas catástrofes, asociadas 
al aumento de las temperaturas, tendrán profun-
do impacto en la salud de la población; en efecto, 
la multiplicación de las olas de calor aumentaría la 
mortalidad y la morbilidad del país 5.

Bélgica dispone a priori de los medios necesa-
rios para enfrentar estas consecuencias negativas, 
sobre todo porque otros efectos de índole positiva 
podrían – en parte – compensar la magnitud de los 
daños. Por ejemplo, se espera un aumento de la 
productividad agrícola, especialmente en el caso 
de algunos cultivos (incluido el trigo), siempre y 
cuando las temperaturas no se vean incrementadas 
en más de 3°C6. Sin embargo, no toda la población 
está en las mismas condiciones para enfrentar estos 
cambios: “El impacto real de los cambios climáticos 
sobre la salud de una población depende funda-
mentalmente de su vulnerabilidad, la que a su vez 
depende enormemente del nivel de vida, del acceso 
a la salud y de la capacidad de esa población para 
adaptarse a nuevas condiciones climáticas” 7 . 

De todas formas, el calentamiento global no es el 
único desafío medioambiental que afrontará Bélgica 
en el futuro cercano. Dado que los recursos energéti-
cos domésticos están limitados a la energía nuclear y 
al pequeño (pero en crecimiento) sector de fuentes de 
energía renovables, Bélgica se ha vuelto extremada-
mente dependiente de la importación de combustibles 

5 Ibid.

6 Ibid.

7 Ibid.

fósiles, por ejemplo gas natural importado de Holan-
da, Noruega y Argelia8. Por esta razón, el impacto del 
agotamiento de estos recursos podrá hacer trepar los 
precios de la energía hasta niveles insoportables para 
las poblaciones con menor poder adquisitivo.

El obstáculo de la complejidad institucional
El desarrollo sustentable no puede analizarse fuera 
de una perspectiva internacional. La Cumbre de Río 
1992 sobre el Cambio Climático estableció el prin-
cipio de las responsabilidades compartidas pero di-
ferenciadas entre los países más industrializados y 
contaminantes y los menos desarrollados. Bélgica, 
que integra la lista de países que deben reducir sus 
emisiones de gases de invernadero, ni ha dejado 
de emitir alarmantes cantidades de estos gases ni 
tampoco ha instituido programas de reducción de 
estas emisiones. De hecho, en el debate europeo 
sobre la reducción de las emisiones de gases de 
efecto invernadero para después de 2012, Bélgica 
parece verse paralizada por el desafío. Mientras 
que una serie de países de la Unión Europea se 
pronunció a favor de pasar unilateralmente hacia 
una reducción del 30% de los gases de efecto in-
vernadero, Bélgica, por su lado, no ha tomado aún 
ninguna decisión clara.

Con respecto a esto, la complejidad institucio-
nal de Bélgica no es un factor positivo. Dado que 
el medio ambiente es un tema compartido entre el 
Estado federal y las regiones (Flandes, Valonia y 
Bruselas), estas cuatro entidades deben llegar sis-
temáticamente a un acuerdo para poder sostener 

8 Comisión Europea, Belgium Energy Mix Fact Sheet, <ec.
europa.eu/energy/energy_policy/doc/factsheets/mix/
mix_be_en.pdf>
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una postura en los debates internacionales. Ahora 
bien, en cuanto al problema concreto de la reduc-
ción de emisiones, la falta de acuerdos redunda 
en la implementación de vetos de facto ejercidos 
contra las propuestas que desean al menos ade-
lantar en el debate y asumir los compromisos con 
seriedad.

Bélgica se mantiene entonces en una actitud ex-
pectante en los debates internacionales y europeos 
sobre las reducciones de las emisiones de gases de 
invernadero, contribuyendo de esta manera a man-
tener a la totalidad de Europa por debajo de los com-
promisos recomendados por la comunidad científica. 

Por desgracia, la sociedad civil belga no es uná-
nime a la hora de exigir la aceptación de esas reco-
mendaciones. Es así que la Federación de Empresas 
de Bélgica (FEB) está ejerciendo un lobby intenso 
contra cualquier intento de revisión unilateral al alza 
de los compromisos de Europa y, por ende, de los 
de Bélgica. En un aviso publicado poco antes de la 
Conferencia de Cancún, la FEB estimaba lo siguiente: 
“Europa está sola con sus compromisos unilaterales 
de reducción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero. Es obvio que esto tiene un impacto ne-
gativo sobre la competitividad. (…) A esta altura, el 
mundo empresarial belga no favorece continuar con 
el objetivo de reducción a -30% porque las condicio-
nes definidas por la UE no están dadas9.” 

¿Pero es verdad que esas condiciones 
no están dadas? Un estudio del Climate Action 
Network-Europe publicado en febrero de 2011 
muestra que Bélgica podría perder sumas im-
portantes si Europa se rehusara a pasar al 30% 
de reducción de las emisiones. Se perderían así 
USD 2.800 millones en ingresos por remate de de-
rechos de emisión, así como USD 1.260 millones de 
ahorro en salud10. 

Además, invertir en la transformación del mo-
delo económico y energético de Bélgica redundaría 
también en un impacto positivo a largo plazo sobre la 
economía belga. Está claro que esta transformación 
exigiría ajustes para algunos sectores que emiten 
muchos gases de efecto invernadero, tales como 
la siderurgia o la industria automotriz, y que esos 
ajustes deberán acompañarse de fuertes medidas 
sociales, pero son insoslayables.

9 Federación de Empresas de Bélgica, Política climática 
internacional y europea: situación del asunto y desafíos 
actuales, (Bruselas: 21 de octubre 2010), <vbo-feb.be/media/
uploads/public/_custom/NoteClimatCA_21102010.pdf>.

10 Climate Action Network Europe, 30%. Why Europe Should 
Strengthen its 2020 climate action. (Bruselas: febrero 
de 2011).

La resistencia al cambio
Los cambios climáticos y las medidas para enfren-
tarlos son entonces un muy buen indicador del 
compromiso de Bélgica en la vía del desarrollo sus-
tentable. No son, sin embargo, los únicos, ni mucho 
menos. Las medidas a favor de mejorar el acceso a 
la vivienda y el volver a desarrollar los transportes 
públicos son aspectos mayores que hay que poner 
en marcha. Son manejados en forma conjunta por 
los movimientos sociales y medioambientales, pero 
tardan en tener respuesta desde las esferas de deci-
sión política. Esas medidas, además, contribuirían 
al bienestar colectivo de la humanidad reduciendo 
las emisiones contaminantes, especialmente los 
gases de efecto invernadero, y permitirían luchar 
contra las desigualdades reduciendo los costos para 
los usuarios de bajos ingresos y desarrollando una 
oferta de calidad para los transportes alternativos 
al automóvil.

Las propuestas no son lo que falta en las me-
sas de los responsables de la toma de decisiones, y 

Bélgica es terreno de muchas colaboraciones entre 
movimientos norte-sur, ONG medioambientales, 
movimientos campesinos y sindicatos para desa-
rrollar alternativas al modelo actual. Sin embargo, 
hay que constatar que la resistencia al cambio es 
aún muy fuerte en muchos sectores de la socie-
dad. Es por eso que no alcanza con interpelar a los 
responsables de la toma de decisiones, sino que se 
vuelve necesario desarrollar campañas dirigidas al 
público en general. Estas deben permitirle tomar 
conciencia del impacto social y medioambiental de 
sus comportamientos y mostrarle que un modelo 
alternativo de desarrollo es posible. Este modelo 
debe definirse aún, pero está claro que deberá ser 
más respetuoso de los derechos de la población, 
así como también de los de las poblaciones de los 
países menos favorecidos. Es por eso que en 2011 
se lanzará una campaña, que reúne a ONG y sin-
dicatos, para reforzar esta toma de conciencia en 
todos los sectores de la población bajo la consigna 
“¡justicia climática para todos!”.  n

LECCIONES DE FUKUSHIMA

El desastre nuclear de Fukushima, Japón – el más importante desde Chernobyl –, que siguió al 
terremoto y tsunami del 11 de marzo de 2011, llevó a algunos gobiernos a lo largo del mundo a 
repensar sus programas de generación de energía nuclear. Siguiendo los pasos de Alemania, que 
decidió un progresivo abandono de su programa nuclear entre 2011 y 2020, el Gobierno de Bélgica 
anunció que contaba con reducir significativamente para 2015 la generación de energía nuclear. 

El compromiso incluyó la clausura de dos reactores en la ciudad de Doel y otro en la central 
atómica de Tihange. Estas tres unidades se cuentan entre las más vetustas entre las plantas ope-
rativas del país. Los reactores restantes serían gradualmente cerrados a lo largo de un período de 
10 años, alcanzando el cese total de la producción de energía nuclear en 2025. 

Las fechas propuestas, sin embargo, fueron calificadas de “flexibles” por la actual admi-
nistración. A la vez, mientras los objetivos de clausura no sean alcanzados, el Gobierno propone 
considerar a la energía nuclear una fuente “provisoria” de abastecimiento, manifestando su 
compromiso de ahondar los esfuerzos en cuanto al desarrollo y puesta en práctica de fuentes al-
ternativas de energía. Se ha mencionado también la posibilidad de disponer un sistema impositivo 
que cargue más pesadamente a la energía nuclear, como manera de potenciar la investigación de 
fuentes alternativas1.

1 Jonathan Benson, “First Germany, now Belgium: nuclear energy to be phased out b 2015”, Natural News, (4 de 
noviembre de 2011), <www.naturalnews.com/034059_nuclear_energy_Belgium.html>.
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Sin diálogo ni previsión no hay desarrollo sustentable

El Gobierno no ha sido capaz de implementar un modelo de desarrollo basado en planeamientos a largo plazo. 
La economía decrece y la desigualdad se incrementa a ritmo alarmante, pero el Gobierno dilapida el presupuesto 
en publicidad o en la multiplicación de cargos burocráticos. Las catástrofes naturales, que inciden sobre la 
agricultura y la salud y educación de la población, ponen en evidencia la falta de previsión. Los progresos 
realizados –mayor acceso al agua potable y a cobertura médica– son insuficientes. La implementación de un 
modelo de desarrollo sustentable se ha vuelto necesidad acuciante.

Social Watch Benín
Dieudonné Houinsou 
Hugette Dossa 
Hyppolyte Fallade

El Gobierno no ha logrado poner en funcionamiento 
un modelo de desarrollo sustentable. Sin atender al 
diálogo entre los diversos sectores de la sociedad y 
con una notoria falta de compromiso para propiciar 
la transparencia y erradicar la corrupción, sus estrate-
gias a la hora de abordar los problemas económicos y 
medioambientales, además de revelar falta de planea-
miento a largo plazo, no sólo son incompletas desde 
el punto de vista del desarrollo sustentable (ya que no 
consideran los desafíos ambientales ni sociales) sino 
que sencillamente son ya un rotundo fracaso. 

La tasa de crecimiento de la economía beni-
nesa, por ejemplo, pasó del 5,0% registrado en 2008 
a un 3% en 20101. Los efectos de la crisis financiera 
global se dejaron sentir especialmente en la caída de 
las exportaciones y el descenso en la recaudación, al 
tiempo que se han registrado grandes desigualdades 
entre los distintos departamentos en que se divide el 
país, con una diferencia especialmente apreciable 
entre Alibori, el más pobre, y Littoral, el más rico 2. 

Empleados públicos
En los últimos años ha habido un notorio incremento 
en el volumen de empleados en la función pública3. 
Este aumento puede explicarse, entre otras causas, 
por la ausencia de una política salarial adecuada fue-
ra de los empleos públicos, pero también por la poli-
tización a ultranza del Gobierno, que evita estimular 
la creación de nuevos empleos en el sector privado. 
Esto también repercute en el creciente gasto del Es-
tado, que no tiene reparos en utilizar sus fondos para 
fines propagandísticos o en multiplicar cargos en las 
carteras ministeriales. 

Prever los desastres naturales
El Gobierno también mostró falta de planeamien-
to y previsión con respecto al medio ambiente y a 
las catástrofes naturales. Entre julio y octubre de 

1 Index Mundi, “Benin Economy Profile 2011”,  
<www.indexmundi.com/benin/economy_profile.html>.

2 Swiss Agency for Development and Cooperation (SDC), 
Benin, <www.sdc.admin.ch/en/Home/Countries/West_
Africa/Benin>.

3 BBC News, “Public Sector Growth Accelerating”.

2008 fuertes lluvias ocasionaron crecidas de ríos 
y subsiguientes inundaciones en el oeste de África; 
Benín fue uno de los países más afectados, con al 
menos 150.000 personas desplazadas y un impor-
tante riesgo de cólera, meningitis y fiebre amarilla4. 
Las inundaciones ocasionaron además pérdidas de 
cosechas y la subsiguiente amenaza de inseguridad 
alimentaria.

En 2010 esta situación se repitió con la crecida 
anormal de los ríos Quémé y Níger. Entre los des-
trozos causados por estas inundaciones se cuentan 
centenares de viviendas y escuelas dañadas, miles 
de personas sin refugio, destrucción de hectáreas 
de cultivos, muerte de ganado y propagación de en-
fermedades. Los afectados fueron albergados en es-
cuelas y hubo que esperar hasta fines de noviembre 
para que el agua se retirase, permitiendo el retorno 
de la población a sus hogares. 

El impacto de estas catástrofes sobre la educa-
ción fue profundo. Las vías de acceso a los centros 
educativos desaparecieron o fueron anegadas. Se-
gún el informe de Benín (UNOCHA/Benín) publicado 
en noviembre 2010, las inundaciones afectaron más 
de 425 escuelas en todo el territorio y más de 91.0005 
alumnos no pudieron comenzar las clases en fecha.

La respuesta del Gobierno fue insuficiente. 
Ofreció una ayuda por valor de 20 millones de fran-
cos CFA (USD 42.944) a los damnificados, que con-
sistió en mosquiteros impregnados de insecticidas, 

4 World Health Organization, “Floods in West Africa raise 
major health risks”, (19 de agosto 2008), <www.who.int/
mediacentre/news/releases/2008/pr28/en/index.html>.

5 UNOCHA Benín, “Benin Floods Situation Report,” 8, no. 
4 (November 2010), <reliefweb.int/sites/reliefweb.int/
files/resources/A793C314A84DD04182577D1006AB93F-
Full_Report.pdf>.

medicamentos y abrigos. Posteriormente fue nece-
sario recurrir a la ayuda internacional para asistir a 
los damnificados, mientras se volvía evidente que 
la iniciativa gubernamental había descuidado otras 
necesidades fundamentales de los afectados, hasta 
el punto que muchos de ellos se vieron obligados a 
vender los bienes otorgados por el plan de ayuda 
para satisfacer sus necesidades más básicas. Ade-
más, la distribución de las donaciones provenientes 
del sector privado y la ayuda gubernamental a los 
damnificados fue realizada solamente por las auto-
ridades, excluyendo a organizaciones de la sociedad 
civil como Social Watch. Algunos observadores, de 
hecho, señalaron malversación de fondos y fallos en 
la gestión de la ayuda y las donaciones.

Cambio climático
Existe amplio consenso entre la comunidad cientí-
fica en cuanto a que el cambio climático aumenta 
el riesgo de ocurrencia de este tipo de desastres. 
Asimismo, está firmemente establecida la impor-
tancia de la actividad humana (liberación de gases 
de efecto invernadero a nivel industrial, por ejemplo) 
como factor agravante del calentamiento global. Be-
nín se encuentra entre los países que arrojan menos 
gases de invernadero a la atmósfera, con emisiones 
ubicadas entre los 0,3 y 0,6 toneladas por persona en 
2005, es decir menos de 2,6 millones de toneladas 
en total para ese mismo año. Los países más conta-
minantes – Estados Unidos, China, Rusia, Brasil – 
alcanzaron cifras de hasta 69 toneladas por persona 
y totales de hasta 7.200 millones de toneladas6. Está 
claro, entonces, que son los países con economías 

6 Datos disponibles en Climate Analysis Indicators Tool (CAIT), 
<cait.wri.org>.
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más precarias los que pagan las consecuencias de 
la actividad contaminante de los más desarrollados.

Las inundaciones, por otra parte, a medida que el 
cambio climático se ahonda, devienen en un problema 
crónico, y requerirán mayores esfuerzos en planea-
miento a largo plazo. Una de las principales fallas del 
Gobierno es, precisamente, esta clase de previsión. 
Por esa razón, es fácil predecir que el desafío plantea-
do por el cambio climático se sentirá especialmente 
en Benín. Es necesario no sólo buscar la manera de 
prever futuras crecidas de los ríos de modo que el 
daño que ocasionan pueda ser minimizado lo más 
posible, sino también buscar nuevas estrategias para 
mejorar la producción agrícola reduciendo al mismo 
tiempo el impacto ecológico y social.

La asignación de recursos a los trabajos de 
reconstrucción después de las inundaciones inevi-
tablemente dificultará y retrasará los programas de 
desarrollo. Fondos que podrían haber sido invertidos 
en investigación, desarrollo e implementación de mo-
delos de producción más eficientes ahora deberán ser 
empleados en reconstruir el país.

Agricultura circular
La contribución de la agricultura a la economía de 
Benín en los últimos diez años ha significado un 
promedio de 35% del PNB, ubicándose sólo por 
debajo del sector servicios y empleando a un 45% 
del total de trabajadores7. Algunos de los problemas 
que la aquejan son baja productividad y altos niveles 
de pobreza entre sus trabajadores. Asimismo, gran 
parte de la tierra disponible está desaprovechada. 

El Gobierno ha lanzado en los últimos diez años 
tres planes de desarrollo que afectaron a este sec-
tor. Entre 2003 y 2005 se implementó la Estrategia 
para la Reducción de la Pobreza y entre 2007 y 2009 
el programa de Estrategia de Crecimiento para la 
Reducción de la Pobreza, que contemplaron el pro-
blema de la agricultura de una manera no específica. 
Esto cambió con el plan de Reactivación Estratégica 
de la Agricultura (PSRSA), de 2008, que se propuso 
alcanzar la seguridad alimenticia para 2015 y a la 
vez lograr que la agricultura contribuya al desarrollo 
económico y social del país.

Uno de los inconvenientes del PSRSA es que el 
modelo de crecimiento de la agricultura empleado 
lleva implícito un importante abuso del suelo, de 

7 Journal of Sustainable Development, Sustainable Agriculture 
in Benin: Strategies for Applying the Chinese Circular 
Agriculture Model, <www.ccsenet.org/journal/index.php/jsd/
article/view/5354/4462>.

modo que el riesgo de degradación de este recurso 
podrá, a largo plazo, comprometer el cumplimiento 
de las expectativas de producción. El uso extensivo 
de fertilizantes (necesario para garantizar el cumpli-
miento de las cuotas de producción manejadas por 
el programa), además, puede causar importantes 
daños al medio ambiente (la erosión de los suelos, 
por ejemplo, que, entre otras consecuencias, limita 
la capacidad de absorción de agua por parte de la 
tierra, aumentando el riesgo de que se produzcan 
inundaciones catastróficas). Esto revela que las es-
trategias implementadas por el gobierno son fallidas 
a largo plazo y no pueden considerarse un modelo de 
desarrollo sustentable8.

Ha sido sugerido que el sistema de “Agricul-
tura Circular” desarrollado en China a fines de la 
década de 1990 podría ser adecuado para Benín. 
Este sistema está basado en la llamada Economía 
Circular, y si bien no existe hasta la fecha una de-
finición formal, este modelo podría caracterizarse 
por su uso eficiente de los recursos y los desechos 
con un énfasis importante en el reciclaje, lo cual 
crearía un flujo circular de materiales (un ejemplo 
podría ser el empleo del calor generado por algunos 
procesos para activar otros que requieran menor 
temperatura). El objetivo de este sistema es crear 
una economía más eficiente que, a la vez, genere 
menos contaminantes. En cuanto a la agricultura, 
el uso eficiente de los recursos de la biomasa, inclu-
yendo fuentes de energía, es la piedra angular del 
modelo propuesto.

La implementación de la agricultura circular 
en Benín requerirá una investigación a fondo de los 
recursos naturales disponibles y una reformulación 
de las leyes y regulaciones vigentes en cuanto a 
protección del medio ambiente y utilización de los 
recursos. El costo de adquisición de las tecnolo-
gías necesarias, por otro lado, puede volverse una 
barrera a la hora de que el país adopte este modelo 
productivo.

En cualquier caso, a través de sus planes suce-
sivos, el Gobierno ha avanzado en la dirección de re-
conocer la importancia de la agricultura y generar un 
modelo más eficiente de producción en ese sector. 
Hasta ahora los planes aplicados son insuficientes, 
fallando en la previsión a largo plazo, pero los prime-
ros pasos han sido dados.

8 Ibid.

Progresos insuficientes
Si bien los modelos de desarrollo aplicados distan 
mucho de ser satisfactorios – en gran medida por-
que desatienden el diálogo entre el gobierno, la so-
ciedad civil y otros sectores sociales – se registraron 
progresos en cuanto a la cobertura de las necesida-
des fundamentales. 

Con respecto al acceso al agua potable en la 
población rural, por ejemplo, se realizaron esfuerzos 
apreciables, logrando pasar de un 36% con acceso 
al recurso en 2003 a un 55,1% en 2009. 

De todas formas es ineludible considerar que, 
de los recursos puestos a disposición por el sector 
privado, el Gobierno hizo uso solamente de un 30 
o 40%, por lo que cabe pensar que el crecimiento 
podría haber sido más importante de haber obrado 
una planificación más eficiente.

En cuanto a la salud, la mortalidad materno-
infantil disminuyó considerablemente en este pe-
ríodo. La mortalidad materna disminuyó de 474,4 
muertes por 100.000 nacidos vivos en 2002 a 397 
por 100.000 nacidos vivos en 2007, mientras que 
la mortalidad infantil pasó de 86 muertes por 1000 
nacidos vivos en 2003 a 63 muertes por 1000 naci-
dos vivos en 2010 9. Asimismo, la prevalencia del 
VIH/SIDA, estimada en 1,8%, se encuentra entre las 
menores de los países de África Occidental, compa-
rando por ejemplo con Côte d’Ivoire (7,1%), Nigeria, 
(3,9%) y Togo (3,2%)10. A pesar de estos logros 
destacables, la mayoría de los indicadores del sector 
están atrasados con respecto a los Objetivos del 
Milenio. 

Conclusión
El desarrollo sustentable lleva implícito un planea-
miento de largo plazo y debe involucrar las rela-
ciones entre los diversos sectores de la sociedad; 
sin embargo, de momento la visión del Gobierno, 
además de limitada, es también responsable del em-
pobrecimiento de la población y del enlentecimiento 
del crecimiento económico. Hay poco diálogo entre 
el Gobierno, las organizaciones de la sociedad civil y 
otros sectores. Organizaciones como Social Watch, 
que trabajan activamente en señalar las equivocacio-
nes del Gobierno, han hecho algunos progresos en 
su tarea, pero suelen ser bloqueadas e intimidadas 
por los poderes del Estado. n

9 Index Mundi, Benin Mortality Rate, (2011), <www.
indexmundi.com/benin/infant_mortality_rate.html>.

10 Instituto del Tercer Mundo (ITeM), Guía del mundo 2010, 
(Montevideo: ediciones G3, 2009).
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Burma Lawyers’ Council
Leslie Choi

A pesar de la abundancia de recursos naturales en 
el país, la mayoría de los birmanos se enfrenta a 
condiciones de vida desafiantes como resultado 
de la mala administración económica del Gobier-
no. Más del 32% de la población vive por debajo 
la línea de pobreza1. Birmania se ubica en el lugar 
Nº 132 entre 169 países en el Índice de Desarrollo 
Humano del PNUD 20102. La falta de participación 
pública en el desarrollo de las políticas económicas 
se ve reflejada en la asignación por parte del Go-
bierno de sólo el 0,5% del producto interno bruto 
(PIB) para la salud, y el 0,9% para la educación3. 
Mientras tanto, el Gobierno invierte más del 60% 
de su gasto en empresas estatales4.

La falta de instituciones democráticas impide 
al público participar de manera eficaz en la toma de 
decisiones sobre políticas económicas, sociales y 
medio ambientales. El abuso de poder es endémi-
co. Los proyectos de desarrollo son utilizados para 
llenar los bolsillos de los funcionarios militares en 
detrimento de los ciudadanos.

El régimen militar, conocido como Consejo de 
Estado para la Paz y el Desarrollo (SPDC, por sus 
siglas en inglés), organizó una elección nacional en 
noviembre de 2010 – la primera en 20 años – pero 
la misma estuvo caracterizada por leyes electora-
les deficientes y por prácticas represivas. El SPDC 
continúa sosteniendo las riendas del Gobierno en 
Birmania, y los funcionarios abusan con regu-
laridad de su poder para promover sus propios 
intereses. Los funcionarios sienten escaso temor 
por las repercusiones: no existen mecanismos pú-
blicos para que estos se hagan responsables de 
sus actos.

1 Economy Watch, Myanmar (Burma) Poverty Line, Gini Index, 
Household Income and Consumption, (Birmania: 2011), 
<www.economywatch.com/economic-statistics/Myanmar/
Poverty_Line>.

2 PNUD, The Real Wealth of Nations: Pathways in Human 
Development, (Nueva York: 2010). 

3 Consejo de Derechos Humanos de la ONU, Progress report 
of the Special Rapporteur on the situation of human rights in 
Myanmar, (Ginebra: 10 de marzo de 2010).

4 Index mundi, Burma Economy Profile, (2010).

La Constitución de 2008 y las elecciones  
de 2010
La Constitución de 2008 atrincheró al Gobierno 
militar mediante la reserva de un cuarto de los es-
caños parlamentarios nacionales y un tercio de 
los escaños parlamentarios estatales y regionales 
para los representantes militares designados por 
el Comandante en Jefe5. El ejército nombró a to-
dos los miembros de la Comisión Electoral de la 
Unión (UEC, por sus siglas en inglés), el organismo 
gubernamental responsable de asegurar que las 
elecciones sean libres y justas6. Las leyes electo-
rales prohibieron a los presos políticos afiliarse a 
los partidos y asentaron restricciones en las acti-
vidades de campaña de los partidos políticos. En 
respuesta a las leyes restrictivas, la Liga Nacional 
para la Democracia (NLD, por sus siglas en inglés), 
y otros grupos clave de la oposición boicotearon 
las elecciones, deslegitimando ulteriormente los 
resultados7.

Las elecciones estuvieron marcadas también 
por la intimidación a los votantes, el fraude electoral 
y la corrupción8. Una de las quejas más comunes 
refiere a la manipulación de los resultados de la vo-
tación a través de la recolección de los votos por ad-

5 Constitution of the Republic of the Union of Myanmar, 
(septiembre 2008), arts 74, 109, y 141.

6 Asamblea General de las Naciones Unidas. Situación de los 
derechos humanos en Myanmar, (15 de septiembre de 2010).

7 M. Maung, “Ethnic leaders join NLD vote-boycott roadshow”, 
Mizzima News, (13 de octubre 2010).

8 J. Davies y H. Siddique, “Burma election observers report 
voter intimidation”, The Guardian, (8 de noviembre 2010).

elantado y del fraude electoral9. En algunas áreas, los 
pobladores fueron amenazados con la confiscación 
de tierras y con la interrupción de los servicios pú-
blicos si no votaban por el partido respaldado por el 
régimen, el Partido de la Unión Solidaria y el Desar-
rollo (USDP, por sus siglas en inglés)10.

El régimen militar ha afianzado aún más su 
posición a través de leyes que obstaculizan la in-
dependencia judicial11. El Presidente tiene el poder 
de nombrar y destituir a los jueces de la Suprema 
Corte de Justicia a su discreción12. La Corte Su-
prema no tiene jurisdicción sobre los asuntos mili-
tares o constitucionales. Además, la Constitución 
garantiza la impunidad a los miembros del régimen 
militar en el poder, impidiendo así que el poder 
judicial haga cumplir la ley en los casos en los que 
los militares se puedan ver envueltos13. La cor-
rupción generalizada socava aún más la legitimi-
dad del poder judicial, así como su capacidad para 
proteger los derechos de las personas y que los 
funcionarios gubernamentales rindan cuentas14.

En la mayoría de los países, las organiza-
ciones de la sociedad civil desempeñan un papel 
fundamental en la promoción de los principios 

9 Burma Fund UN Office, Burma’s 2010 Elections: A 
comprehensive report, (enero 2011).

10 Ibid.

11 A.U. Htoo, “Analysis of the SPDC’s Constitution from the 
Perspective of Human Rights,” en Legal Issues on Burma 
Journal, No. 30 (2008).

12 Constitución de la República de la Unión de Myanmar, 
(septiembre 2008), arts 299, 302, 308, 311, 327, y 334.

13 Ibid., art. 445

14 US Department of State, 2008 Country Report on Burma 
(Washington, DC: 25 de febrero de 2009).

El desarrollo militarizado es siempre insostenible

Décadas de Gobierno militar han fomentado un ámbito político represivo en el que los principios democráticos 
son desobedecidos, los recursos públicos son explotados para beneficio de la elite militar y hay escaso 
respeto por los derechos humanos y el mandato de la ley. Sin derechos básicos, las personas sin voz del 
país padecen las consecuencias de la mala administración económica que menoscaba el medio ambiente y 
retrasa el desarrollo sustentable. Birmania necesita de manera urgente instituciones democráticas sólidas que 
promuevan el desarrollo sustentable, la participación ciudadana y la rendición de cuentas.
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democráticos. En Birmania, estas organizaciones 
son sofocadas por restricciones represivas o por 
prohibiciones a las actividades de la sociedad 
civil15. En ausencia de una sociedad civil vibrante 
la junta militar no tiene obstáculos, no es monito-
reada, y no rinde cuentas.

La triste cara del desarrollo militarizado
El SPDC ha vendido a países vecinos los derechos 
para explotar los recursos nacionales, generando 
miles de millones de dólares; sin embargo, el pueblo 
birmano no ha visto los beneficios económicos16. En 
cambio, en la búsqueda de sus propios intereses y 
militarizando los proyectos de desarrollo, el Gobier-
no ha explotado a los pobladores locales y los ha 
expuesto a violaciones de los derechos humanos.

Los pobladores son sistemáticamente 
sometidos a trabajos forzados a manos del ejército 
birmano17. Por ejemplo, durante la construcción 
del gasoducto de Yadana, en Birmania oriental, 
una sociedad conjunta de la francesa Total y de 
la estadounidense Unocal (ahora propiedad de 
Che vron), soldados del Gobierno y representantes 
de grupos militares proporcionaron seguridad 
obligando a civiles a cortar árboles, a servir de 
parteadores, y a construir infraestructura militar18. 
Los que se negaron fueron golpeados, violados, 
torturados y asesinados19.

A gran escala, la confiscación de tierras es 
otra tendencia prevalente relacionada con el abuso 
del Gobierno. Los pobladores reciben una remu-
neración nominal o ninguna compensación por las 
tierras de cultivo incautadas. En 2010, aproxima-
damente 2.500 acres de tierra en el sur de Birma-
nia fueron confiscadas y distribuidas a compañías 
madereras20. 

Gran cantidad de birmanos basan su subsis-
tencia principalmente en la agricultura. El trabajo 
forzado les deja menos tiempo para cultivar sus 
tierras, mientras que la confiscación los priva por 
completo de su fuente de alimento y de ingresos21. 

15 Human Rights Watch, I Want to Help My Own People, (28 de 
abril de 2010).

16 EarthRights International, Energy Insecurity, (julio de 2010).

17 Ibid, The Human Cost of Energy: Chevron’s Continuing 
Role in Financing Oppression and Profiting From Human 
Rights Abuses in Military-Rule Burma, (Myanmar: abril de 
2008), Consejo de Derechos Humanos de la ONU, Informe 
de situación del Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos en Myanmar, (10 de marzo de 2010).

18 R. Sisodia y A. Buncombe, “Burmese villagers forced to work 
on Total pipeline”, The Independent, (14 de agosto de 
2009).

19 EarthRights International, The Human Cost of Energy, , op cit.

20 S.Y. Naing, “Land Confiscation Reported in Dawei Project”, 
The Irawaddy, (15 de diciembre de 2010).

21 EarthRights International. Broken Ethics: The Norwegian 
Government’s Investments in Oil and Gas Companies 
Operating in Burma, (Myanmar: diciembre de 2010).

Además, la militarización de las áreas con proyectos 
de desarrollo, la cual es común, a menudo se acom-
paña de un aumento no oficial de los impuestos, de-
cretado a los pobladores locales por los soldados22. 
Estas prácticas corruptas no solamente aumentan 
la inseguridad alimentaria, sino que también cierran 
las oportunidades a la educación.

Impacto medio ambiental
La grave degradación del medio ambiente que con 
frecuencia es el resultado de estos proyectos agra-
va todavía más su negativo impacto social y eco-
nómico. La explotación forestal no sustentable, la 
cría de camarones y los proyectos hidroeléctricos, 
así como las industrias extractivas han dañado 
gravemente el medio ambiente. Por ejemplo, la 
contaminación del aire y del agua generada por 
una asociación para la extracción de carbón entre 
empresas de China y Birmania, en el Estado de 
Shan, ha contaminado los suministros de agua y ha 
causado cerca de 2.000 casos de enfermedades de 
la piel23. Esta asociación es el proyecto más grande 
de minería cooperativa entre China y Birmania, 
ubicada en la División Sagaing. La empresa puede 
liberar sustancias tóxicas durante el proceso de 
refinación24.

Los riesgos ambientales asociados a proyec-
tos de desarrollo no se dan a conocer a las comu-
nidades afectadas25, y en ausencia del mandato de 
la ley las víctimas relacionadas con las acciones 
del Gobierno no tienen ningún recurso legal viable. 
La orden 1/99, que prohíbe el trabajo forzado, es a 
duras penas implementada26. Cuando las personas 
sometidas a trabajos forzados y a la confiscación 
de tierras han presentado denuncias, el SPDC 
ha tomado represalias contra ellos y contra sus 
abogados mediante cargos criminales y condenas 
arbitrarias a los campos de trabajo forzado27.

22 All Arakan Students’ & Youths’ Congress, Overview of Land 
Confiscation in Arakan State, (junio de 2010), Karen Human 
Rights Group, Pa’an District: Land confiscation, forced 
labour and extortion undermining villagers’ livelihoods, (11 
febrero de 2006).

23 Pa-O Youth Organization, Poison Clouds: Lessons from 
Burma’s largest coal project at Tigyit, (2011).

24 J. Allchin, “China seals biggest Burma mining deal”, 
Democratic Voice of Burma, (30 de Julio de 2010).

25 EarthRights International, China in Burma: The Increasing 
Investment of Chinese Multinational Corporations in Burma’s 
Hydropower, Oil, and Natural Gas, and Mining Sectors, 
(setiembre de 2007).

26 The Government of the Union of Myanmar, “Order 
supplementing Order No. 1/99,” in The Ministry of Home 
Affairs , (27 de octubre de 2000).

27 International Trade Union Confederation, 2010 Annual 
Survey of violations of trade union rights – Burma, (9 de 
junio de 2010); M. Maung, “Lawyer arrested for defending 
labour activist freed”, Mizzima News, (6 de marzo de 
2010), N.K, Kaew, “Army seizes 30,000 acres of farmland”, 
Democratic Voice of Burma, (22 de febrero de 2011).

Las leyes ambientales del país no se apli-
can. Aunque la Ley Forestal hace hincapié en la 
importancia de la conservación y protección de 
los bosques de Birmania28, entre 1990 y 2005, el 
país perdió casi el 20% de sus bosques29, y en 
los últimos años la tasa de deforestación se ha 
incrementado. Del mismo modo, si bien la Ley de 
Minas de Myanmar de 1994 requiere el permiso de 
los usuarios de la tierra antes de que un permiso de 
explotación haya sido concedido, en la práctica los 
pobladores no son consultados y sus tierras, por 
lo general, son confiscadas30.

Además, no existe una ley que requiera que 
las compañías que buscan invertir en proyectos 
de desarrollo en Birmania consulten a las comuni-
dades afectadas. Incluso cuando las empresas han 
tomado la iniciativa de hacerlo, las evaluaciones 
del impacto ambiental que fueron enviadas han 
sido fundamentalmente defectuosas, lo que lleva a 
conclusiones inexactas31. 

Conclusiones
La existencia de sólidas instituciones democráticas 
que promuevan la buena gobernanza es un requisito 
previo esencial para el desarrollo sustentable. Los 
principios democráticos deben ser fortalecidos en 
Birmania a través de elecciones libres y justas, un 
poder judicial independiente que vele por la norma 
de la ley, y una revisión constitucional que involu-
cre a todas las partes interesadas. La participación 
pública también debe ser incorporada en todas las 
etapas del desarrollo, de modo tal que la gente pueda 
dar forma a las políticas económicas, alcance plena 
conciencia del impacto social y medio ambiental de 
todas las iniciativas de desarrollo, y tenga el poder 
para hacer que los actores gubernamentales y las 
empresas rindan cuentas de cualquier violación de 
los derechos. n

28 The State Law and Order Restoration Council, The Forest 
Law (The State Law and Order Restoration Council Law No 
8/92, (3 de noviembre de 1992).

29 The National Coalition Government of the Union of Burma 
(NCGUB), in Human Rights Documentation Unit, (Noviembre 
de 2009).

30 Pa-O Youth Organization, Poison Clouds, op cit, The State 
Law and Order Restoration Council, The Myanmar Mines 
Law No 8/94, (6 de setiembre de 1994).

31 EarthRights International, Getting it Wrong: Flawed 
Corporate Social Responsibility and Misrepresentations 
Surrounding Total and Chevron’s Yadana Gas Pipeline in .
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Avances y retrocesos en la defensa de la Pachamama

Pese al compromiso expresado por el actual Gobierno en favor de una política coherente sobre cambio climático, 
el modelo implementado en Bolivia está basado en el extractivismo y consagra la producción petrolera y minera 
como la base de la economía nacional y el eje de las estrategias para superar la pobreza. El espaldarazo del 
Gobierno al sistema de créditos de carbono y la iniciativa REDD ha generado, además, importantes dudas acerca 
del rumbo tomado por la administración Morales.

Centro de Estudios para el Desarrollo Laboral y Agrario 
(CEDLA)
Walter Arteaga

El territorio de Bolivia alberga una extraordinaria diver-
sidad de especies de plantas y animales, así como tam-
bién de culturas, con 36 pueblos indígenas. En el ámbito 
mundial, el país ocupa el sexto lugar en extensión de 
bosques tropicales y es el décimo quinto en cobertura 
boscosa1. Alrededor del 80% de sus tierras forestales 
se encuentra en la región de los llanos o “tierras bajas”, 
que comprende las subregiones Amazónica, Platense y 
del Gran Chaco y coincide con los territorios titulados a 
favor de los pueblos indígenas. 

Las políticas públicas del presidente Evo Morales 
reconocen que los bosques son ecosistemas estraté-
gicos; asimismo, el país se ha convertido, desde fines 
de la década pasada, y de la mano de Morales, en uno 
de los países líderes en demandar un urgente desarrollo 
integral en armonía con la naturaleza, con la Pachamama 
(diosa madre de los pueblos indígenas andinos, equiva-
lente al conjunto de la Tierra y la naturaleza) como sujeto 
de derechos.

Una apuesta incierta
Si bien el Gobierno de Evo Morales ha expresado su com-
promiso a favor de una política sobre cambio climático 
coherente con su postura ambientalista, el sesgo extrac-
tivista del modelo de desarrollo que ha implementado 
hace dudar sobre su “real” adhesión a los principios del 
desarrollo sustentable. En otras palabras, su apuesta 
gubernamental es altamente incierta, dada la notoria dis-
crepancia entre el discurso en pro de la madre naturaleza 
y la filosofía del “buen vivir” con su postura extractivista, 
que ha convertido a la producción petrolera y minera en 
la base de la economía nacional, en el sustento de las 
finanzas públicas2 y en el eje vital para intentar superar la 
aguda pobreza que afecta al 60% de la población3.

1 FAO, Global Forest Resources Assessment. Progress towards 
Sustainable Forest Management, (Italia: Forestry Paper Nº 147, 2005).

2 Los datos oficiales muestran que más de un tercio de los 
ingresos de los gobiernos departamentales proviene de la 
renta de los hidrocarburos (35,6% en 2005, 43,3% en 2006 
y 43,2% en 2007), según CEDLA, Las Prefecturas no usan la 
renta de los hidrocarburos para el desarrollo, (La paz: 2010).

3 Fundación Tierra, “Cifras macroeconómicas no resuelven 
pobreza en Bolivia”, El Diario, (6 de junio 2011), <www.ftierra.
org/ft/index.php?option=com_content&view=article&id=6267
:rair&catid=98:noticias&Itemid=175>.

De hecho, los datos oficiales procesados por 
el Centro de Estudios para el Desarrollo Laboral y 
Agrario (CEDLA) permiten establecer que en los úl-
timos cinco años se ha verificado un incremento en 
la dependencia de la economía de las exportaciones 
de materias primas. Las ventas externas de produc-
tos primarios provenientes de las ramas de hidro-
carburos y minería han pasado a ser dominantes, 
concentrando aproximadamente el 69% del total, 
frente a una participación más equilibrada vigente en 
el quinquenio anterior, donde estos sectores repre-
sentaban el 47%4.

Del mismo modo, el análisis del CEDLA sostiene 
que el crecimiento del producto nacional ha estado 
jalonado en la última década por la irrupción reno-
vada de las industrias extractivas de hidrocarburos 
y minerales. En el período 2001-2005, el crecimiento 
del PIB se explica en gran parte por el aumento de la 
producción de hidrocarburos, especialmente de gas 
natural. En cambio, en los cuatro años siguientes, 
2006-2009, ese lugar fue ocupado por la actividad 
minera, que alcanzó una tasa promedio anual para el 
período de poco más de 20%5.

Los planes oficiales de instalar mega-represas 
hidroeléctricas en la Amazonía boliviana para exportar 
electricidad a Brasil, junto a la adscripción a los pro-
yectos carreteros transoceánicos de la Iniciativa para 
la Integración de la Infraestructura Regional Surame-
ricana (IIRSA) y la presión para monetizar la riqueza 
forestal a través de la explotación maderera son otros 
factores que ponen en riesgo el equilibrio ambiental 

4 CEDLA, Análisis del gasolinazo y de la política energética 
boliviana, (La Paz: 2011, inédito).

5 Ibid.

y ecológico y los “derechos adquiridos” por la madre 
naturaleza.

Por ello, la expansión de las actividades extrac-
tivas, con su secuela de daño ambiental e impacto 
socioeconómico en los territorios y comunidades 
indígenas y campesinas, ilustran la magnitud del reto 
gubernamental y los peligros siempre latentes de 
convertir el discurso ambiental-indianista en simple 
demagogia o, por el contrario, de llevar a la inviabili-
dad sus propias políticas económicas desarrollistas. 

El mercado de carbono
Uno de los desafíos de la administración Morales es 
el desarrollo de una ingeniería institucional que, en el 
marco de la nueva Constitución Política del Estado y 
el ejercicio de las autonomías indígenas en el Estado 
Plurinacional, le permita acceder a los mecanismos 
de compensación económica establecidos para los 
países que preserven y hagan sustentables sus bos-
ques. Esto es especialmente importante a la hora de 
considerar el rol estratégico de los bosques en la dis-
minución de los índices de dióxido de carbono en la 
atmósfera, lo que ha sido dado en llamar el “secuestro 
del carbono”6.

El protocolo de Kioto estableció el mecanismo 
de descontaminación conocido como “créditos (o 
bonos) de carbono”, como medida para reducir o 
contrarrestar las emisiones de gases de invernadero 
que inciden directamente en el calentamiento global. 
Cada crédito equivale a una tonelada de CO2 que se 
deja de emitir o es absorbida gracias a mecanismos 

6 Kanninen, Markku, “Secuestro de carbono en los bosques, su 
papel en el ciclo global”, Depósito de documentos de la FAO, 
<www.fao.org/DOCREP/006/Y4435S/y4435s09.htm>.
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de forestación o reforestación, y es objeto de co-
mercio dado su valor monetario asignado7. En esta 
política, la clave del diseño y alcance de las iniciativas 
radica en definir cuáles serán los mecanismos de 
distribución de estas compensaciones económicas 
por el secuestro de carbono. Quiénes pagan las com-
pensaciones, quiénes obtienen la titularidad de los 
“créditos de carbono” y quiénes son los beneficia-
rios directos que reciben los recursos económicos 
de compensación son los ejes que definen si estas 
iniciativas se inclinarán más por la visión indianista 
o por el mercado capitalista. 

Según la visión Gubernamental, el Estado plu-
rinacional y los pueblos indígenas y comunidades 
campesinas deberían ser los receptores directos de 
estas compensaciones económicas. Esto no implica, 
por supuesto, que se libere a los países industriali-
zados de su obligación de bajar sus emisiones de 
carbono, aunque lamentablemente muchas empre-
sas en la actualidad optan por la compra de créditos 
de carbono en lugar de reducir efectivamente sus 
emisiones. 

Para viabilizar esta propuesta el país deberá 
dotarse de una nueva política nacional de bos-
ques que enfrente las causas de la deforestación 
y degradación y contemple una estrategia espe-
cífica para estos mecanismos de compensación, 
conocidos como REDD (reducción de emisiones 
de carbono por deforestación y degradación de 
bosques). En la construcción de una política pú-
blica específica para REDD, Bolivia debería supe-
rar, además, barreras institucionales, legales y 
políticas, incluyendo las vinculadas al desarrollo 
de capacidades de las organizaciones nacionales 
gubernamentales, de las entidades territoriales y 
de la sociedad civil.

En este esquema gubernamental, la clave estri-
ba en fortalecer en capacidades y financieramente el 
Programa Nacional de Cambios Climáticos: con este 
programa fortalecido es viable la puesta en marcha 
de un sistema de monitoreo de bosques y uso de 

7 Sanz, David, “Créditos de carbono”, Ecología verde, (10 
de julio 2010), <www.ecologiaverde.com/creditos-de-
carbono>.

suelos. Por otro lado, la actualización de los niveles 
de referencia de las emisiones de carbono permiti-
rá elaborar un plan de acción para la reducción de 
emisiones debidas a la deforestación y degradación 
de bosques.

El análisis de la visión gubernamental muestra 
que otros de los desafíos pendientes en esta estra-
tegia son: 

•	 Involucrar e incorporar a las comunidades y 
pueblos indígenas en estas iniciativas.

•	 Dar apertura y participación de otros actores. 

•	 Recuperar los conocimientos y experiencias en 
las iniciativas REDD ya desarrolladas en el país.

•	 Impulsar el saneamiento de tierras y el catastro 
rural. 

•	 Diseñar los mecanismos para que los recursos 
obtenidos sean gestionados y administrados 
como inversión pública que mejore las condi-
ciones de vida de las comunidades indígenas en 
las áreas donde se concreten esas iniciativas.

Con todo, el diseño de esta estrategia permitiría es-
tablecer cuán cerca o cuán lejos está el gobierno 
boliviano de llevar a la práctica sus postulados de 
una convivencia armónica con la naturaleza y las 
posibilidades reales del “buen vivir”8.

Perspectivas e interrogantes

El examen detallado de las iniciativas REDD arroja 
una serie de coincidencias y divergencias con res-
pecto a una perspectiva ideológica y a un modelo de 
desarrollo que se nutra de las prácticas y los saberes 
indígenas apostando por la sustentabilidad. Algunas 
de las coincidencias serían: 

•	 Las iniciativas REDD fomentan el manejo sus-
tentable de los bosques.

•	 Son una oportunidad para que las comunidades 
indígenas consoliden sus derechos a la tenencia 
de sus territorios.

8 El “Buen vivir” es un paradigma de sociedad sustentable. Ver 
<www.decrecimiento.info/2009/02/el-buen-vivir.html>.

Y las divergencias:

•	 Las iniciativas REDD no afectarían las causas di-
rectas de la degradación forestal y la deforestación.

•	 Generarían conflictos centrados en la titularidad 
de los créditos de carbono.

Las iniciativas REDD adquieren, además, una di-
mensión especial al considerarlas desde el diseño 
de políticas públicas referidas al acceso y uso de los 
recursos forestales. De hecho, estas iniciativas son 
una manera de analizar la intencionalidad política del 
Gobierno respecto al ejercicio del derecho sobre las 
tierras y recursos naturales de los pueblos y comuni-
dades indígenas. Por tanto, es relevante interrogarse 
cuánto aportan las iniciativas REDD al desarrollo de 
las economías comunitarias indígenas en tres temas 
fundamentales: 

•	 La recuperación del dominio ancestral del terri-
torio mediante autonomía y autogobierno.

•	 La redistribución de recursos y de los medios de 
producción en los territorios indígenas. 

•	 La administración y aprovechamiento de los 
recursos naturales.

En contra de implementar REDD se han esgrimido 
varios argumentos. Por ejemplo, que esta iniciativa se 
trata de un mecanismo destinado a incentivar la tala de 
bosques nativos y el establecimiento de plantaciones 
de monocultivos e incluso el uso de árboles transgé-
nicos. Así, REDD no solamente estaría favoreciendo 
la privatización de la atmósfera9, sino que estaría ade-
más sometiendo a los bosques del Sur a nuevas for-
mas de apropiación en manos de los contaminadores, 
de los especuladores del mercado de carbono o de los 
mercaderes de servicios ambientales10.

La preocupación radica más que nada en la po-
sibilidad de que los países en desarrollo sean obliga-
dos a aplicar este mecanismo, y que de esa manera 
los países desarrollados no asuman un compromiso 
serio de reducción de las emisiones. n

9 Por el concepto de “Privatización de la atmósfera” ver: 
Barcena, Iñaki, Miñambres, Ignacio, “Copenhague-2009, 
¿fracaso de quién?”, CONGD, <www.cvongd.org/
showNews/52/244>.

10 ALAI, REDD: Premio a la deforestación y usurpación masiva 
de territorios, (2010), <alainet.org/active/41263>.
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La Amazonia violada

Mezcla de prosperidad y miseria, con una capacidad de desarrollo casi infinita si se administrara bien, Brasil 
padece una inequidad social que parece invencible. Dentro de los múltiples obstáculos al desarrollo sustentable 
que enfrenta el país, el mayor, que además afecta al mundo entero, es la indiscriminada tala de la selva 
amazónica. Los intereses creados de latifundistas, ganaderos y compañías internacionales, más las pésimas 
políticas ambientales y la rampante corrupción están a punto de acabar con el “pulmón del mundo”.

Instituto de Estudios Socioeconómicos (INESC)
Alessandra Cardoso  
Alexandre Ciconello

En los últimos años, Brasil ha defendido y ampliado 
un modelo de desarrollo que concentra los ingresos 
y el poder en una elite política y económica, vinculada 
a los grandes capitales agroindustriales y financie-
ros. Este modelo está asentado en varias bases: la 
explotación agraria, especialmente de monocultivos 
como la soja y la caña (para la producción de azúcar 
y etanol) que utilizan semillas transgénicas y abusan 
de los agrotóxicos comercializados por empresas 
transnacionales, o los grandes proyectos de infraes-
tructura, energía y minería de la región amazónica. 
También es fundamental para su supervivencia la 
aplicación de una política macroeconómica con altas 
tasas de interés, que hizo que el gobierno gastara, en 
amortización e intereses de la deuda pública, unos 
430.000 millones de dólares entre 2000 y 2007, es 
decir, un promedio de 30% del presupuesto público 
al año.

Este modelo de desarrollo es predatorio e in-
sustentable respecto al medio ambiente. Brasil se 
encuentra a punto de aprobar reformas significativas 
en su legislación ambiental (como las realizadas en 
el Código Forestal1), tendientes a cuidar los intereses 
privados de propietarios rurales y latifundistas, quie-
nes están excesivamente representados en el Parla-
mento gracias a las distorsiones del sistema político. 

En este escenario, la Amazonia ocupa hoy un 
lugar clave en las estrategias del gobierno brasileño 
y de las empresas transnacionales basadas en la 
acumulación de capital por medio de la generación 
de energía, la minería, las explotaciones agrope-
cuarias y el pago por servicios ambientales. Entre 
2000 y 2010, las exportaciones de los estados que 
componen la Amazonia Legal2 crecieron muy por 
encima de las exportaciones totales del país: 518% 
frente a 366%, de 5.000 millones de dólares en 2000 
a 26.000 millones en 20103. 

1 Ver: <www2.camara.gov.br/agencia/noticias/MEIO-
AMBIENTE/197556-INFOGRAFICO:-VEJA-AS-MUDANCAS-
NO-CODIGO-FLORESTAL-APROVADAS-NA-CAMARA.html>.

2 Área administrativa que engloba a nueve estados brasileños 
de la cuenca del Amazonas.

3 Fuente: Ministerio de Industria y Comercio. Valores 
nominales, presentados en dólares.

Solamente el estado de Pará fue responsable 
del 48% (12.800 millones de dólares) del valor 
exportado en 2010. Si se observa la pauta de las 
exportaciones, se nota un fuerte predominio de los 
productos minerales, seguido por los productos 
agropecuarios, en especial la carne. En el caso de 
Pará, tan solo las exportaciones de las empresas 
Vale, Alunorte y Albrás (hierro y aluminio) repre-
sentan el 78% del valor exportado (10.000 millones 
de dólares). 

Esta aparente riqueza llena los bolsillos de los 
accionistas de las transnacionales, dejando un rastro 
de desigualdad e insustentabilidad. Solo la produc-
ción de aluminio consume casi el 6% de la energía 
eléctrica generada en el país. Según el especialista 
Celio Bermann, “el aluminio se vende a un precio 
insignificante para el mercado internacional y genera 
poco empleo. La mano de obra empleada para su 
producción es 70 veces menor que la generada por 
la industria de alimentos y bebidas, y 40 veces menor 
que la generada por la industria textil”.

La lógica de la integración regional
El papel del Estado brasileño en la ampliación de la 
escala de operación de capitales nacionales e inter-
nacionales en la Amazonia es otra base del modelo 
extractivista-exportador, que ha provocado transfor-
maciones cada vez más rápidas en el modo de vida 
y las condiciones ambientales de la región, incluso 
en la Amazonia panamericana. El Gobierno federal, 
en sucesivas gestiones, ha elevado la inversión en 
logística para puertos y medios de transporte terres-
tres y marítimos. La mayor parte de estos recursos 
se invierten en la construcción de grandes represas 
hidroeléctricas como las de Jirau, Santo Antônio y 
Belo Monte (en Brasil), e Inambari, Sumabeni, Pa-

quitzapango y Urubamba (en Perú), y también en 
carreteras como la polémica Villa Tunari-San Igna-
cio de Moxos, en Bolivia, que atraviesa el territorio 
indígena del Parque Nacional Isiboro Sécure. Estas 
obras fueron realizadas por empresas brasileñas, y 
financiadas con recursos públicos del Banco Nacio-
nal de Desarrollo Económico y Social. 

Al mismo tiempo el gobierno brasileño está 
ampliando los incentivos fiscales y crediticios 
para la instalación del sector privado en la región, 
especialmente para la generación, transmisión y 
distribución de energía eléctrica. Esto ha abierto la 
Amazonia brasileña aún más a los capitales públicos 
y privados, nacionales o asociados con capitales 
internacionales, fortaleciendo el modelo predatorio 
de los recursos naturales. 

Cambio climático y cuestión agraria
La deforestación de la Amazonia y la ganadería son 
las principales responsables de la emisión de CO2 y 
CH4 en Brasil (67% y 70% del total de las emisiones, 
respectivamente)4. Existe una fuerte conexión entre 
las talas y quemas de bosque y la concentración de 
la tierra en la región, claramente vinculada con la 
dinámica de expansión de las explotaciones agro-
pecuarias. Esta concentración de poder aumenta el 
riesgo de que la política sobre el cambio climático 
beneficie principalmente a los latifundistas mediante 
estímulos de diversa índole, agravando también por 
esta vía la exclusión de las comunidades rurales y las 
poblaciones tradicionales.

4 Ecoportal.net. “Cultivando el desastre. Agricultura, ganadería 
intensiva y cambio climático”. <www.ecoportal.net/Temas_
Especiales/Cambio_Climatico/Cultivando_el_desastre._
Agricultura_ganaderia_intensiva_y_cambio_climatico>.
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Esta situación no ha provocado ninguna ac-
ción efectiva del gobierno en dirección al centro del 
problema: una reforma agraria que establezca en la 
Amazonia un nuevo modelo de utilización de la tierra 
y sus recursos, basado en el uso sustentable de los 
recursos naturales y en el respeto a los diferentes 
modos de vida de las comunidades tradicionales y 
los pueblos indígenas que desde hace siglos convi-
ven armoniosamente con la selva.

Un estudio reciente de Social Watch5 trató de 
calcular el Índice de Capacidades Básicas para los 
diferentes estados y municipios amazónicos, que 
ya se calculaba a nivel nacional. Los resultados 
obtenidos por el estudio confirman el abismo de 
desigualdad regional que hay en Brasil, y la situación 
notoriamente peor en que se encuentra la zona norte 
del país. Pará, Acre y Amazonas obtuvieron los tres 
peores resultados. Si cada indicador se considerase 
por separado, la situación sería aún peor respecto a 
la educación. En lo que se refiere a la enseñanza, Pará 
es el estado en peor situación. 

Cambios en el marco jurídico
En reiteradas ocasiones se ha intentado flexibilizar la 
legislación ambiental. La acometida contra el Código 
Forestal es el mejor ejemplo de la fuerza de los inte-
reses vinculados a las explotaciones agropecuarias 
dentro de esta campaña de flexibilización, y de su 
estrategia de expansión de la frontera agrícola ama-
zónica. Una de las medidas que pretenden los propie-
tarios rurales, por medio del proyecto de reforma que 
se tramita en la Cámara de Diputados, es la reducción 
de 80% a 50% de la superficie de reserva forestal que 
debe mantener toda propiedad rural de la Amazonia. 

El gobierno considera fundamental el complejo 
hidroeléctrico de Rio Madeira para el equilibrio entre 
la demanda y la oferta de energía eléctrica a partir 
de 2010-2012, y el sector de generación y transmi-
sión de energía lo considera una “punta de lanza” 
del “avance de la frontera eléctrica”. En realidad, 
el incremento de 6.600 MW de potencia instalada 
(3.150 MW en Santo Antônio y 3.450 MW en Jirau) 
va a satisfacer una demanda creada artificialmen-
te por el gobierno y el mismo sector eléctrico. La 
energía del Complejo Madeira se destinará al centro 
económico del país, la región sureste, por medio de 
un sistema de transmisión de 2.375 km que exige 
elevadas inversiones. 

5 Social Watch / Observatório da cidadania Índice de 
capacidades básicas – ICB Brasil, (2009).

Las inversiones para el conjunto de proyectos 
del Complejo Madeira se estiman en 21.000 millones 
de dólares6 y hasta ahora cuentan con una financia-
ción ya aprobada de 9.300 millones7, de los cuales 
8.600 son financiados por el BNDES, entre opera-
ciones directas e indirectas, y otros 700 millones 
por el Banco de la Amazonia (BASA), con recursos 
públicos del Fondo Constitucional del Norte y del 
Fondo de Desarrollo de la Amazonia.

Datos del Observatorio de Inversiones en la 
Amazonia demuestran que, desde el punto de vista 
de los riesgos derivados del proyecto, de su cons-
trucción y del proceso de autorización ambiental, 
existe una elevada presión de carácter público y 
privado – en la que participan bancos, organismos 
públicos, empresas, cabilderos y gestores – para 
que no se afecte de modo alguno el cronograma de 
las obras ni la puesta en marcha del proyecto. Es 

6 Bank Information Center “Complejo hidroeléctrico del río 
Madeira” <www.bicusa.org/es/Project.Financing.10138.
aspx>.

7 Ver: <wnotes.furnas.com.br/Administracao/fonline_
Internet2.nsf/viewTodosDestaques/BC1A3E8903174A58832
573AD003673C7?OpenDocument>.

también bajo el designio de la viabilidad económica 
de las obras del “Complejo Madeira” que el impera-
tivo de la puesta en marcha de las hidroeléctricas 
influye en el proceso de autorización ambiental, que 
no considera debidamente el impacto social y am-
biental de las obras.

Mientras, los trabajadores de las dos obras son 
explotados (el Ministerio Público de Trabajo detectó 
más de 2.000 infracciones) y en la zona el número 
de homicidios aumentó 44%, la explotación sexual 
de niños, niñas y adolescentes creció 18% entre 
2008 y 2010, y el número de violaciones subió 208% 
entre 2007 y 2010. Este es el modelo de desarrollo 
financiado con recursos públicos que Brasil está 
exportando a otros países de América del Sur, y a 
naciones africanas como Angola y Mozambique. 
Un modelo que sirve a una elite, destruye el medio 
ambiente y viola los derechos humanos. n

Cría de ganado, 65-70%

Agricultura de subsistencia 
en pequeña escala, 20–25%

Agricultura comercial 
en gran escala. 5-10%

Tala, ilegal y legal, 2-3%

Incendios, minería, urbanizaciones, 
construcción de carreteras, 
represas, 1-2%

FIGURA 1

Causas de la deforestación de la selva húmeda del Amazonas.

Fuente: Mongabay.com

FIGURA 2

Porcentaje de terreno deforestado convertido definitivamente  
a la agricultura extensiva.

Fuente: Mongabay.com

1980s 80%

1990s 60%
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Los asuntos ambientales fueron muy importantes en la lucha del país por la democracia. Ahora, después de 
años de creciente apatía, más y más gente está ocupándose de asuntos ambientales. La introducción de los 
organismos modificados genéticamente (OMG) en el mercado y varias fallas en la implementación del programa 
NATURA 2000 para la conservación de las áreas naturales se han vuelto dos de los principales desafíos que 
enfrenta el país. Para poner en marcha un desarrollo sustentable el Gobierno deberá proteger el medio ambiente 
al tiempo que satisfacer las necesidades de energía e infraestructura del país.

El medio ambiente vuelve a la agenda

Ecoforum for Sustainable Development 
Bulgarian Gender Research Foundation
Vladimir Gorbunov

Podría decirse que en Bulgaria el proceso de transi-
ción a la democracia comenzó con las palabras “en el 
principio estaba la Ecología”. El medio ambiente fue 
el asunto que más movilizó a los búlgaros en la dé-
cada de 1980. Su papel fundamental en la lucha civil 
del país comenzó con lo que parecía ser un problema 
bastante local: la contaminación generalizada por 
gas en la ciudad fronteriza de Ruse, causada por los 
efluentes de una fábrica de productos químicos en la 
ciudad rumana de Giurgiu.

La “Comisión Civil para la Protección Ambien-
tal de Ruse” fue la primera gran organización disi-
dente del país desde el establecimiento del régimen 
comunista. Por primera vez en cuatro décadas, los 
ciudadanos comunes unieron a algunos intelec-
tuales e incluso miembros de la cúpula del Partido 
Comunista de Bulgaria (PCB) en una movilización 
independiente.

Esta campaña le infundió a la transición búlgara 
una fuerte sensibilidad ambientalista; el tema princi-
pal del denominado “Gran Cambio” fue precisamente 
el aire que respiramos. El ambientalismo también se 
volvió una fuerza catalizadora de la proliferación de 
partidos y movimientos verdes.

Por desgracia, poco después de los cambios 
democráticos de 1989, los “viejos” disidentes fue-
ron marginados. La gente se preocupaba más por el 
precio del pan que por la pureza del medio ambiente. 
Este cambio en la atención pública se hizo notar en 
los resultados electorales.

El medio ambiente vuelve a la agenda
Solo ahora, después de años, ha resurgido el am-
bientalismo en la conciencia del público. Esta vez el 
centro de atención inicial fue la legislación sobre los 
Organismos Modificados Genéticamente (OMG). 
Igual que en Ruse, las madres y los padres están asu-
miendo el liderazgo, en este caso para asegurarse de 
que sus hijos no se nutran de alimentos modificados 
genéticamente.

Una ley que flexibiliza la producción y puesta 
en el mercado de OMG superó el primer trámite 
parlamentario en enero de 2010. Este proyecto de 
ley reemplazó la prohibición general de productos 
con OMG por una autorización general, aunque es-

tableció que su salida al medio ambiente y al mer-
cado dependía de la aprobación del ministro del 
Medio Ambiente y el Agua, quien consultaría con 
un panel de 15 científicos. Menos de una semana 
después, el 28 de febrero, miles de búlgaros acu-
dieron a una concentración y concierto frente a la 
catedral Alejandro Nevski bajo el eslogan “Por una 
Bulgaria sin OMG. Mantengamos limpia nuestra 
tierra y protejamos la salud de nuestros hijos”. A 
los padres que impulsaron esta iniciativa se unieron 
granjeros orgánicos y tradicionales, apicultores, 
científicos y ambientalistas. Sin embargo a prin-
cipios de marzo se aprobó la ley de OMG y varias 
enmiendas dañinas.

El 13 de marzo de 2010, decenas de mujeres 
reunidas en el foro digital “Gran Mamá” exigieron 
la renuncia del ministro y el viceministro del Medio 
Ambiente y el Agua y la presidencia del Parlamento. 
Cuatro días después, los y las activistas se moviliza-
ron en una “Protesta Nacional contra los OMG” en 
Sofía, Varna, Plovdiv, Pleven, Ruse y otras ciudades. 
Dos peticiones circularon por todo el país: una para 
prohibir el maíz híbrido MON810 producido en Bul-
garia por la empresa Monsanto1, y otra contra varias 
enmiendas a la ley de OMG2. Los activistas también 
crearon varios grupos contra los OMG en Facebo-
ok. Estas medidas culminaron en protestas frente 
al Parlamento, que obtuvieron la promesa oficial de 
modificar la Ley de OMG.

En menos de tres meses, la campaña civil más 
fuerte y exitosa de la historia reciente de Bulgaria se 
apoderó de la opinión pública. En lugar de la legis-

1 Ver: <forthenature.org/petitions/12/>.

2 Ver: <grazhdani.eu/peticija.php?c=gmo>.

lación pensada originalmente que abría el país a los 
OMG, el 2 de febrero de 2011 el Gobierno sancionó 
una prohibición total de cultivar el maíz modificado 
genéticamente MON810. Con esta ley, aprobada a 
iniciativa del ministro de Agricultura, Miroslav Na-
ydenov, Bulgaria fue el séptimo país miembro de la 
Unión Europea (UE) - después de Austria (1999), 
Grecia (2005), Hungría (2006), Francia (2008), 
Luxemburgo (2009) y Alemania (2009) – en imponer 
una prohibición total3.

áreas protegidas y Natura 2000
NATURA 2000 es la iniciativa más importante de la 
UE para la conservación del medio ambiente y el 
desarrollo sustentable de las regiones con reservas 
naturales. Cada Estado miembro debe establecer su 
propia red de zonas naturales protegidas que pre-
servará paisajes, plantas y animales de importancia 
comunitaria.

Los criterios de inclusión en la red están deta-
llados en las dos directivas fundamentales de la UE 
para la protección del medio ambiente: la Directiva 
92/43/CEE del Consejo sobre la conservación de 
los hábitats naturales y de la flora y fauna silvestres 
(“la Directiva sobre hábitats”) y la Directiva 79/409/
CEE del Consejo sobre la conservación de las aves 
silvestres (“la Directiva sobre las aves”).

Por desgracia en muchos casos las zonas solo 
están protegidas en el papel. En más de 300 casos, 

3 Derechos Humanos del Campesinado Nekazarien 
Eskubideak, Bulgaria bans MON810 and will not 
support GM contamination of feed, (febrero de 2011), 
<www.derechoshumanosdelcampesinado.org/en/
medioambiente/397-bulgaria-bans-mon810-and-will-not-
support-gm-contamination-of-feed.html>.
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las oficinas del ministerio del Medio Ambiente y el 
Agua han dejado de implementar los procedimientos 
de evaluación ambiental exigidos para los proyectos 
en las zonas de Natura 2000, tanto en la costa como 
en las montañas.

Un ejemplo notorio es la respuesta oficial al pro-
yecto para ampliación de la zona de esquí en lo alto 
de Bansko, en las montañas Pirin. Si se completa, 
las pistas y establecimientos de esquí ocuparán el 
11% del Parque Nacional de Pirin, por comparación 
al 0,2% que ocupan actualmente. Además de las 
nuevas pistas, el proyecto, encargado por la Muni-
cipalidad de Bansko, prevé más hoteles, entre los 
cuales algunos en la montaña, un aeropuerto, un 
spa y carreteras4.

Cuando fue presentado en febrero de 2011, el 
proyecto fue alabado por Tseko Minev, presidente de 
la Federación Búlgara de Esquí, director del Primer 
Banco de Inversiones y pariente del concesiona-
rio de la zona de esquí Yulen. Declaró: “Promover a 
Bulgaria como destino para esquiadores es más im-
portante que los argumentos ambientales populistas 
en contra de las estaciones turísticas de montaña. 
Cualquier crítica de la zona de esquí palidece ante la 
publicidad que le podemos hacer a Bulgaria en dos 
horas, dos días seguidos, en todo el mundo [con 
la transmisión de la Copa del Mundo de esquí para 
hombres]. Y ya hemos oído todas las amenazas de 
solicitar a Bruselas que inicie procedimientos de 
infracción”5.

Esquiar lejos de las responsabilidades
En octubre de 2009, la Comisión Europea inició 
procedimientos contra Bulgaria por permitir en 
la montaña la construcción de una nueva pista de 
esquí a cargo de Yulen. El nuevo proyecto, mucho 
más ambicioso e invasivo, incluye dos pistas más 

4 Radio Bulgaria, Pirin National Park is again at the crossroads, 
(17 de marzo de 2011), <bnr.bg/sites/en/Lifestyle/
MapOfBulgaria/Pages/1703PirinNationalParkisagainatacross
roads.aspx>.

5 Citado en M. Enchev, Dnevnik, (28 de febrero de 2011).

y un segundo teleférico. Los ministros de Desarro-
llo Regional y Economía han apoyado en general 
el desarrollo de la región y estas inversiones, pero 
“dentro de parámetros sustentables, que respeten 
tanto las normas como la montaña”6. Dada la escala 
del proyecto, la respuesta del Gobierno es por lo 
menos ambigua, si no hipócrita.

Resulta claro que el Estado está apoyando las 
iniciativas del Sr. Minev y dándole generosos sub-
sidios estatales en un momento de crisis econó-
mica y amplios recortes en los presupuestos para 
seguridad social. El apoyo de los habitantes de la 
zona, respaldados por la administración local y las 
empresas interesadas, ha ahogado las protestas de 
las organizaciones ambientalistas.

Turbinas versus aves
En la región de Kaliakra proliferan las turbinas eólicas 
y las propiedades vacacionales dentro de los límites 
de la zona NATURA, a pesar de las advertencias de 
los ambientalistas de que esta construcción destru-
ye de manera irreversible lo último que queda de la 
estepa de Dobruja y sus hábitats de aves, y pone 
en peligro las rutas de migración de las aves. Otra 
vez el Gobierno - en especial el ministerio del Medio 
Ambiente y el Agua - y también las municipalidades 
han optado por sacrificar la naturaleza a los intereses 
de los inversores.

Hasta el momento, los inversores han propues-
to 340 proyectos para esta región; algunos ya han 
sido construidos dentro de la zona protegida. Uno de 
ellos es un parque eólico, un proyecto conjunto de la 
firma búlgara Inos 1 y Mistubishi Heavy Industries de 
Japón. Según la Sociedad Búlgara para la Protección 
de las Aves (BSPB, por sus siglas en inglés) tiene 
un valor aproximado de 250 millones de euros. Las 
35 turbinas eólicas alteran la migración de las aves 

6 Ibíd.

y suponen una amenaza para sus vidas. El parque 
también ha destruido la estepa de la zona, por lo 
que el ministerio del Medio Ambiente y el Agua le 
ha impuesto una multa de 5.000 euros. En Kaliakra 
están previstos más de 200 otros parques eólicos; 
el Gobierno fundamenta la concesión de autoriza-
ciones en una zona protegida en el deseo de cumplir 
con el Protocolo de Kyoto y el compromiso con la UE 
de generar en 2020 al menos el 16 por ciento de la 
electricidad del país de fuentes renovables7.

Los ambientalistas, en cambio, hace años que 
reclaman la aprobación de una estrategia nacional 
para el desarrollo de los recursos energéticos re-
novables, que incluiría una evaluación ambiental 
obligatoria para todos los proyectos de parques eó-
licos. Por el momento no se ha propuesto ninguna 
estrategia de este tipo.

Es probable que la UE inicie otros dos procedi-
mientos de infracción contra Bulgaria, uno por los 
proyectos de Kaliakra y el otro por no proteger los 
hábitats de aves silvestres. De hecho, el Convenio 
de Berna ya inició un expediente sobre el caso de 
Kaliakra. Esta es una de las seis zonas NATURA de-
signadas (de un total de 114) que han sufrido daños 
importantes. Las otras son el parque de los Balcanes 
Centrales, el valle del río Lom, Rila, Pirin y las Ródope 
Occidentales.

En un congreso denominado “Estrategia por 
sectores para atraer inversiones a Bulgaria”, de 
mayo de 2011, el Gobierno anunció los sectores 
prioritarios para el desarrollo económico. Junto con 
la agricultura, la industria de los alimentos y la be-
bida, la atención de salud y el sector del agua, se 
incluyó la construcción de rutas y pistas de esquí. La 
pregunta clave para el medio ambiente es si el Go-
bierno logrará desarrollar estos sectores y al mismo 
tiempo fomentar el desarrollo sustentable. n

7 Osródek Studiów Wschidnich (OSW), Bulgaria: the role of 
nuclear energy and renewable sources of energy emphasided 
in the country’s energy strategy, (2011), <www.osw.waw.pl/
en/publikacje/ceweekly/2011-06-08/spis-tresci >
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SILAKA
Thida Khus

Después de dos décadas de guerra civil y luego de 
las elecciones de 1993 patrocinadas por las Nacio-
nes Unidas, Camboya se ha integrado a la economía 
mundial. Desde entonces, el país se ha unido a la 
Organización Mundial del Comercio (OMC) en 2000 
y a la Asociación de Naciones del Asia Sudoriental 
(ASEAN, por sus siglas en inglés) en 2009. También 
ha adoptado un proceso de ajuste estructural que 
abarca la privatización de empresas y servicios esta-
tales; tras 18 años de liberalización económica, Cam-
boya ha alcanzado cierta prosperidad sobre todo por 
la creación de una nueva y moderna infraestructura. 
Sin embargo, queda la duda de si los modelos de 
desarrollo aplicados son realmente sustentables y 
si lograrán reducir la brecha entre los camboyanos 
ricos y los pobres.

El crecimiento del PIB alcanzó un máximo del 
13,4% en 2007, luego cayó al 7,2% en 2008, subió al 
10,1% en 2009 y llegó a su punto más bajo en 2010, 
con el -1,5%1. Las industrias de mayor crecimiento 
han sido el turismo, la vestimenta y la construcción, 
pero todos estos sectores fueron muy afectados por 
la reciente crisis económica y financiera. 

Además, los beneficios del crecimiento no se 
extienden a todos. Por ejemplo, en 2010 casi 4.000 
turistas por día visitaron Angkor Wat, dejando unos 
USD 4,5 millones por mes de ingresos2. Sin embar-
gos, estos beneficios no han llegado a los pobres: 
aunque la industria del turismo de Camboya ha 
creado 10 mil empleos, gran parte de las ganan-
cias no se filtran hasta las comunidades locales. 
Por ejemplo, según las estadísticas de 2010 del 
ministerio de Planeamiento, entre el 6 y el 10% 
de los 173.000 habitantes de la Ciudad de Siem 
Riep ganan menos de USD 2,5 por día3. El año pa-
sado llegaron 289.702 turistas de Corea del Sur y 
177.000 de la China, pero eso sirvió de poco a la 

1 Index Mundi, Cambodia GDP – real growth rate, (2011), 
<www.indexmundi.com/cambodia/gdp_real_growth_rate.
html>.

2 Khmer News, Angkor Wat revenues rise on Chinese flights, 
(2010), <khmerweekly.com/2011/02/18/angkor-wat-
revenues-rise-on-chinese-flights>.

3 Ibíd.

economía local4. Según el periódico The Cambodia 
Daily: “ellos (los turistas surcoreanos y chinos) 
llegan al país gracias a sus propios transportistas, 
se alojan en hoteles contratados con anticipación 
y comen en restaurantes que sirven sus propios 
platos típicos”5.

Vulnerabilidad ambiental y económica
Cambodia es particularmente vulnerable a los fenó-
menos climáticos extremos y las desaceleraciones 
económicas pues carece de una red de seguridad 
social adecuada. Un estudio realizado por la Asocia-
ción Económica Camboyana de varias comunidades 
pobres en algunas aldeas seleccionadas demostró 
que ha aumentado la vulnerabilidad de los pobres 
rurales a la inseguridad alimentaria6.

Las estrategias que adoptan las comunidades 
pobres para enfrentar la merma de sus ingresos son 
sumamente perjudiciales para su dignidad humana 
y su bienestar. Por ejemplo, el 55% de los cambo-
yanos que se encuentran en esta situación tienden 
a reducir la cantidad de alimentos que consumen; 
esto es más frecuente en la población femenina, ya 
que el 64% de las madres y niñas están reduciendo 
su ingesta de alimentos para que quede más para los 
otros miembros de la familia7. Si se considera la cali-
dad además de la cantidad de alimentos consumidos 

4 English People Daily Online, Cambodia sees Chinese visitors 
as potential boost to tourism, (15 de enero de 2011), 
<english.peopledaily.com.cn/90001/90777/90851/7261729.
html>.

5 The Cambodia Daily, (24 de febrero de 2011).

6 CEA, The Impact of Economic Downturn on Households and 
Communities in Cambodia, (mayo de 2010).

7 Ibíd.

por miembro de la familia, el 75% de las personas 
en las aldeas seleccionadas están poniendo en grave 
peligro su nutrición, su salud y su calidad de vida.

Minería
Recientemente la gestión de la industria minera tam-
bién ha despertado preocupaciones, no solo por su 
fuerte impacto sobre el medio ambiente sino además 
porque ilustra la mala administración económica y 
social del Gobierno. Por ejemplo, una mina de cobre 
en la comuna de Kvav (provincia de Siem Riep) llegó 
a estar casi en pleno funcionamiento sin que los al-
deanos de la zona supieran nada. Según un artículo 
en The Cambodia Daily: “Un funcionario declaró que 
las Reales Fuerzas Armadas de Camboya (RFAC) y 
empresarios chinos están detrás de la minería. Está 
todo envuelto en el mayor secreto. Se celebró un 
acuerdo entre el ministerio de Industria, Minería y 
Energía y la empresa constructora china Nim Meng 
Group por el que los datos de la exploración, el estu-
dio de factibilidad y la operación minera eran todos 
confidenciales”8.

Por el acuerdo se concedieron 80 km2 para ex-
tracción (por 6 años) y exploración (hasta 30 años). 
Desde 2008 existe un sistema de patrocinio entre 
las RFAC y la comunidad empresarial, y esto se ha 
vuelto la política oficial. Ahora la militarización de las 
minas camboyanas está tomando estado público y 
en Siem Riep se obligó a los periodistas a retirarse 
del recinto de la mina. La empresa ha indicado que 
construirá un sistema de riego para los arrozales 
y también caminos, pero seis aldeas cercanas ya 
han presentado reclamos por apropiación de tierras 
contra la empresa.

8 The Cambodia Daily, (1º de marzo de 2011).

Las capacidades humanas y sociales deben ser la prioridad

Después de 18 años de liberalización económica, el país enfrenta apremiantes desafíos económicos, sociales y 
ambientales, como por ejemplo la creciente vulnerabilidad a los desastres naturales y la falta de un sistema de riego 
adecuado. El Gobierno no protege los derechos de los pueblos indígenas del país, que afrontan apropiaciones por 
parte de las empresas en nombre del desarrollo. Para mantener el rápido crecimiento económico, brindar empleo 
y reducir los niveles de pobreza, Camboya debe diversificar su economía pero, para poder lograrlo, debe invertir 
antes en el capital humano. Si se impulsa el desarrollo económico sin tomar medidas básicas para fortalecer las 
capacidades sociales y humanas, el país no podrá evitar una brecha cada vez mayor entre ricos y pobres.
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Desafíos a la agricultura
A efectos de apoyar al sector agrícola, el Gobierno 
deberá mejorar los servicios públicos a los granje-
ros. El plan de riego – que atiende a casi el tercio de 
las tierras de cultivo del país – se está desmoronando 
pues los administradores locales no se ocupan del 
mantenimiento9. Además, un estudio de la Agencia 
Internacional de Cooperación de Japón informó en 
un reciente congreso en Phnom Penh que en 2009 
solo 1 millón de hectáreas de tierras de cultivo re-
cibían riego; ahora se han emprendido planes para 
aumentar la superficie de riego en 25.000 hectáreas 
por año.

Las asignaciones presupuestarias para la agri-
cultura han sido mínimas, por más que se la conside-
ra una prioridad. Entre 2005 y 2009 las asignaciones 
al sector han sido de entre el 1,5% y el 2,5% del total 
del presupuesto10.

El saqueo de tierras sagradas
El pueblo suy es uno de los grupos indígenas más 
pequeños del país. Casi 900 suy viven en cinco al-
deas de la comunidad Treapang Chor, del distrito O 
Ral, cercano al santuario de vida silvestre del mon-
te O Ral que se estableció en 1997. Este santuario 
comprende sus tierras agrícolas y un bosque que se 
usa según las costumbres del grupo y se considera 
tradicionalmente como el hogar de la diosa suy Yeay 
Te11. En 2009 el Gobierno otorgó varias concesio-
nes de más de 10.000 hectáreas12 en las laderas del 
monte O Ral para turismo y plantaciones de maíz, sin 
pedir autorización a los pobladores de la zona, entre 
los cuales los suy, que protestaron de inmediato 
afirmando sus derechos sobre estas tierras y sus re-
cursos13. A pesar de eso en junio de 2009 se empezó 
a plantar maíz. Nueve meses después el Gobierno 
devolvió 6.000 hectáreas a los suy, pero como no se 
devolvieron tierras a los pobladores no indígenas se 
temía que estos trataran de asentarse con violencia 
en la zona del pueblo suy14.

9 The Cambodia Daily, 26, 27 de febero de 2011.

10 Ngo Sothath y Chan Sophal, Agriculture Sector Financing 
and Services for Smallholder Farmers, (Cambodia, NGO 
Forum, Action Aid Cambodia, septiembre de 2010), <www.
ngoforum.org.kh/eng/dip/olddipdocs/AEP_Report_
Agriculture_Sector_Financing.pdf>.

11 OMCT Action File, Cambodia: Suy Indigenous Peoples at Risk 
of Extinction, (2010), <www.omct.org/files/2010/03/6139/
cambodia_action_file_.pdf>.

12 Indigenous People Land and Resources, Ethnocide 
– Cambodia’s indigenous people under attack, (1º de 
marzo de 2010), <indigenouspeoplesissues.com/index.
php?option=com_content&view=article&id=4146: 
ethnocide-cambodias-indigenous-peoples-under-attack-
aipp-public-statement&catid=62:southeast-asia-indigenous-
peoples&Itemid=84>.

13 Ibíd.

14 Ibíd.

Por desgracia no se trata de un caso aislado. 
Casi todas las comunidades indígenas de Cam-
boya enfrentan graves problemas por las tierras, 
principalmente asociados a las apropiaciones por 
empresas en aras del desarrollo. El Gobierno sigue 
haciendo caso omiso de sus propias leyes sobre el 
reconocimiento jurídico de las tierras y las reservas 
comunales, y omite proteger los derechos de los 
pueblos indígenas del país. También infringe sus 
obligaciones internacionales de derechos humanos 
en virtud de la Convención Internacional contra la 
Discriminación Racial (CIEDR), el Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas15.

Desarrollo económico y diversificación
La economía de Camboya depende de unos pocos 
sectores, como la agricultura centrada en el arroz, la 
vestimenta, el turismo y la construcción16. La crisis 
mundial de 2008 mostró claramente la vulnerabili-
dad de la estrecha economía camboyana, por lo que 
muchos expertos coincidieron en que era preciso 
diversificarla. El arroz sigue siendo el principal cul-
tivo, y aunque los pimientos, el azúcar de palma, el 
anacardo y el caucho tienen buenas perspectivas, la 
mayoría de los granjeros siguen dependiendo casi 
totalmente de la producción de arroz. El sector de la 
vestimenta ha crecido en forma sostenida y ahora es 
un gran empleador industrial, especialmente para las 
mujeres. Pero es sumamente sensible a la demanda 
internacional; de hecho, la caída de demanda prove-
niente de los EE. UU. y la Unión Europea durante la 
crisis lo golpeó duramente17.

Resulta claro que para mantener el rápido 
crecimiento económico, brindar empleo y reducir 
los niveles de pobreza, Camboya debe diversifi-
car su economía, pero no es una tarea fácil. Para 
hacerlo el país deberá aumentar su competitivi-
dad regional y también adquirir más tecnología 
y conocimientos. Esto supone grandes esfuerzos 
en términos de recursos humanos, gestión de 
recursos naturales y reformas estructurales. La 
búsqueda de diversificación también debería tener 

15 Ibíd.

16 V. Salze-Lozac’h, “Diversifying Cambodia’s Economy, 
Easier Said than Done”, In Asia, (The Asia Foundation, 
15 de septiembre de 2010), <asiafoundation.org/in-
asia/2010/09/15/diversifying-cambodias-economy-easier-
said-than-done>.

17 Ibíd.

en cuenta las posibilidades de las microempresas 
y las empresas pequeñas y medianas de todo el 
país. Estas, junto con los agricultores, podrían ser 
los verdaderos motores del crecimiento económi-
co y es preciso incluirlas en cualquier estrategia de 
diversificación que tenga como meta el desarrollo 
sustentable, una mayor seguridad alimentaria y la 
disminución de la pobreza.

Las organizaciones de la sociedad civil (OCS)
La sociedad civil camboyana ha enfrentado muchas 
dificultades en los últimos años, entre las cuales al-
gunas leyes pensadas especialmente para poner en 
peligro su libertad de funcionamiento. La primera es la 
Ley Anti Corrupción, que exige que los informes de ca-
sos de corrupción brinden gran cantidad de pruebas y 
recursos. El otro texto legislativo que afectará directa-
mente a las organizaciones se refiere a la inscripción 
de las OSC: todos los miembros de una OSC deberán 
inscribirse antes que esta pueda comenzar actividad 
alguna y todas las OSC deberán presentar informes 
anuales de sus actividades y finanzas al Gobierno. 
Esto será una gran limitación a las iniciativas ciuda-
danas y golpeará especialmente a las organizaciones 
comunitarias. Los aldeanos y los pueblos indígenas 
(tales como los suy y los pnong) no podrán tomar 
ninguna medida hasta que estén inscritos.

Esta ley es vista como una amenaza a los de-
rechos humanos y la democracia pues le da carta 
blanca al Gobierno para clausurar organizaciones 
sin proceso alguno.

El aspecto prometedor de la descentralización 
es que el Gobierno ha iniciado la segunda etapa, que 
transfiere a las autoridades locales la responsabili-
dad de evaluar el desarrollo democrático.

Conclusiones
Es necesario que Camboya tome el control de sus 
propios recursos y mejore la gestión de los mismos 
para impulsar el desarrollo sustentable. Si se im-
pulsa el desarrollo económico sin tomar medidas 
básicas para fortalecer las capacidades sociales y 
humanas, el país no podrá evitar una brecha cada vez 
mayor entre ricos y pobres. n

Camboya
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CRADEC (Centre Régional Africain pour le Développement 
Endogène et Communautaire) 
Dynamique Citoyenne
Jean Mballa Mballa

El país se benefició del aumento de precios del aceite 
y el cacao a mediados de la década del 2000, pero 
una inflación creciente 1 y una notoria desigualdad 
en el reparto de la riqueza (con un índice GINI de 
47,7 para 20092) han profundizado su vulnerabilidad 
económica. De hecho, según los últimos datos dis-
ponibles, el 51% de la población vive con menos de 
2 dólares diarios y el 17% con menos de uno3. Las 
medidas anunciadas por el Gobierno para potenciar 
la economía, sin embargo, son, a todas luces, apues-
tas por un modelo de desarrollo no sustentable. 

Entre los proyectos adoptados se encuentra 
la represa en los ríos Lom y Pangar, que, según vo-
ceros del Gobierno, aliviaría la escasez energética y 
estimularía el crecimiento económico. Sin embargo, 
ha sido señalado que el principal beneficiario de la 
instalación de esta represa será la industria minera 
Alucam, que consume alrededor de un tercio de la 
energía eléctrica generada en el país4. 

La construcción de esta represa no solamen-
te ocasionará el desplazamiento de comunidades 
enteras sino además una importante pérdida de 
biodiversidad; muchas especies de animales, entre 
ellas gorilas y chimpancés, deberán desplazarse al 
ser destruido su habitat natural tanto por la creación 
del embalse como por la tala de las selvas circundan-
tes implicada por la construcción de carreteras que 
conecten la represa a las ciudades más cercanas. El 
Gobierno, así, apuesta a potenciar fuentes de energía 
con un alto potencial de daño al medio ambiente, 
además de ofrecer más facilidades a empresas ba-
sadas en modelos no sustentables y extractivistas.

La cuenta potencial de personas desplazadas as-
cendía a 28.000 en 2009, e involucraba también a mino-
rías históricamente discriminadas como el pueblo baka5.

1 Economy Watch, Cameroon Economy, <www.
economywatch.com/world_economy/Cameroon>.

2 Institute of International Education, Atlas of Student Mobility: 
Cameroon, <www.atlas.iienetwork.org/page/48146/>.

3 Earthtrends, Cameroon, <http://earthtrends.wri.org/povlinks/
country/cameroon.php>.

4 Chimton, Ngala, “El miedo fluye ante nueva represa”, IPS, 
(2009), <ipsnoticias.net/nota.asp?idnews=93679>

5 Ibid.

Esta falta de respeto del Gobierno en relación 
a las comunidades tiene como antecedente la cons-
trucción del oleoducto Chad-Camerún, lanzado en 
2000 con el apoyo de Petronas Malasia, ExxonMobil 
y Chevron. Un informe de Amnistía Internacional 
publicado en 2005 señalaba que este proyecto podía 
“congelar la protección de los derechos humanos 
durante las próximas décadas para los miles de per-
sonas que viven en su trazado”6. Este proyecto tam-
bién implicó el desplazamiento de grandes sectores 
de la población; los agricultores de la región denun-
ciaron que estaba siéndoles negado el acceso a sus 
tierras y que ExxonMobil se negaba a devolvérselas 
o indemnizarlos; algunos pueblos, además, fueron 
privados de su único acceso al agua potable7. 

Los contratos firmados por el Gobierno no es-
pecificaban obligaciones que habrían de contraer las 
empresas involucradas; asimismo, los acuerdos que 
llevaron a la puesta en marcha del proyecto carecie-
ron de transparencia al ser declarados de confiden-
cialidad comercial y quedando, por tanto, protegidos 
del examen público8. El Gobierno presentó al pro-
yecto como una oportunidad para el desarrollo, que 
permitiría la construcción de escuelas y una mejor 
cobertura de servicios de salud. Esas promesas no 
fueron cumplidas, y el Gobierno detuvo e intimidó a 
muchos detractores del proyecto9.

6 Amnistía Internacional, Oleoducto Chad-Camerún: un nuevo 
informe acusa a las empresas petroleras y los gobiernos 
de evadirse en secreto de sus obligaciones para con los 
derechos humanos, (septiembre 2005).

7 Ibid.

8 Ibid.

9 Amnistía Internacional, op. cit.

Imponiendo el silencio
En 2008 una propuesta de reforma constitucional 
lanzada por el presidente Paul Biya provocó diversas 
protestas en las principales ciudades del país. Estas 
manifestaciones fueron reprimidas violentamente, 
resultando en la muerte de aproximadamente 100 
personas, entre manifestantes y fuerzas del Gobier-
no. Las organizaciones de la sociedad civil que se 
unieron a la protesta han señalado reiteradamente 
el carácter autárquico del régimen de Biya, que go-
bierna el país desde 1982 reafirmándose en el cargo 
a través de elecciones consideradas fraudulentas10. 
En febrero de 2011, las fuerzas de Biya reprimieron 
violentamente una protesta en la que cobraron es-
pecial relieve las figuras de la oposición Louis Tobie 
Mbida y Kah Walla, ambos candidatos propuestos 
para las elecciones a celebrarse en octubre de 2011. 
Tanto Mbida como Walla denunciaron haber sido 
maltratados por las fuerzas represoras, que habían 
sido alertadas de las posibles protestas con conside-
rable anticipación11.

El Gobierno no ha escatimado medidas a la hora 
de silenciar las voces de la oposición. Por ejemplo, 
en marzo fue suprimido un servicio de SMS que 
aportaba acceso a la red social Twitter, ampliamente 
usado por los miembros de organizaciones de la 
sociedad civil a la hora de organizar protestas12 .

10 Wallechinsky, David, Tyrants: the World’s 20 Worst Living 
Dictators, (Regan Press, 2006).

11 African News, Brutal Suppression of Peacful Protests in 
Cameroon by Biya Thugs, (24 de Febrero 2011).

12 Afrol News, Cameroon limits social media services, (9 de 
Marzo, 2011), <afrol.com/articles/37542>.

Mientras el Gobierno impone silencio, la alarma ambiental crece

En un país en el que más de la mitad de la población está desempleada y el 51% de la gente vive con menos 
de dos dólares diarios, se vuelve cada vez más necesario un manejo inteligente y sustentable de los recursos 
naturales. Pero el modelo de desarrollo del Gobierno no es sustentable. La desertificación y la pérdida de 
biodiversidad son problemas serios, y de no revertirse esas tendencias el bienestar de la población se verá aún 
más comprometido. La represa de Lom y Pangar desplazará a miles de personas y ocasionará la ruina de uno 
de los ecosistemas más ricos del territorio. 
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DSCE: POCOS AVANCES

En 2007 el Gobierno lanzó su Documento Estratégico para el Crecimiento y el Empleo (DSCE), que 
tenía como objetivos reducir la pobreza hasta un nivel “socialmente aceptable”1, que el país alcan-
zara el estatus de país de ingresos medios y se convirtiera en un país industrializado, y fortalecer 
el proceso democrático y la unidad nacional. Esto sería logrado en fases sucesivas de 10 años y 
las metas habrían de ser alcanzadas para 2035. Las metas inmediatas y concretas dispuestas por 
el Gobierno para los primeros años fueron: elevar el crecimiento promedio anual al 5% para el 
período 2010-2020, bajar la informalidad laboral a menos del 50% para 2020, y reducir la pobreza 
monetaria de 39,9% en 2007 a 28,7% en 20202.

Un monitoreo del cumplimiento de las metas del DSCE publicado en 2011 estableció que, de 
las metas propuestas a corto plazo, un 41% habían registrado pequeños avances, mientras que un 
23% acusaban una evolución nula. De lo previsto para 2010, sólo un 5% fue plenamente cumplido3. 
Asimismo, un 45% de los objetivos inmediatos en cuanto a desarrollo humano alcanzaron el nivel 
de avances reducidos, mientras que un 6% acusó un avance medio y un 34% no registraron ningún 
tipo de progreso4. Dentro de los objetivos para esta área en los que hubo mayores progresos se 
encuentran la lucha contra el VIH/SIDA y la reducción de la mortalidad materno-infantil.

En cuanto al empleo, un 72% de los objetivos registraron pequeños avances, mientras que 
un 14% señalaron una situación de estancamiento. Los avances se dieron en cuanto a promover 
el empleo desde el sector privado, el auto-empleo y los empleos formales. Sin embargo, uno de 
los puntos donde no se registraron cambios es, precisamente, el traslado de trabajadores desde el 
sector informal al formal. La situación de los medios de producción también fue contemplada por este 
monitoreo. Como en otros sectores, la mayoría de los objetivos (60%) apenas registraron avances. 

1 Informe Social Watch 2010: Después de la caída, (Montevideo: Instituto del Tercer Mundo, 2010), p.80.

2 Ibid.

3 Dynamique Citoyenne, op cit.

4 Ibid.

Desempleo
Según un estudio divulgado en 2009 por el Instituto Na-
cional de Estadística, el número de desempleados para 
ese año era de 12 millones de personas, un número es-
pecialmente terrible si tenemos en cuenta que la pobla-
ción del país es de aproximadamente 18,2 millones13. 

Entre los planes del Gobierno para reducir este 
número está la creación de puestos de trabajo para jó-
venes que abandonan la educación secundaria; para el 
mes de abril los aspirantes a esos trabajos eran unos 
350.00014. Sin embargo, ha sido señalado por la opo-
sición que, detrás de este programa, se esconden ma-
niobras fraudulentas; de hecho, algunos observadores 
internacionales han declarado que los procesos por los 
cuales los jóvenes solicitantes obtienen sus trabajos son 
poco transparentes15. Además, misiones del Fondo Mo-
netario Internacional y del Banco Mundial han llamado 
la atención sobre lo difícil que sería para el Gobierno cos-
tear los nuevos puestos creados en el sector público16.

El compromiso inicial de reclutar al menos 25.000 
trabajadores, de hecho, ha sido pospuesto por el Go-
bierno. En mayo, Emmanuel Bonde, Ministro de Ser-
vicio Público y Reformas Administrativas, declaró que 
el compromiso original del presidente Biya sería reem-
plazado por un programa de “reclutamiento gradual”17. 

Desertificación
La desertificación es uno de los problemas ecológi-
cos más acuciantes en Camerún. Para los primeros 
años del siglo XXI, el norte del país había sido seve-
ramente afectado por este proceso, que amenazaba 
con alcanzar las selvas de la región central18. En los 
últimos años el fenómeno se ha intensificado, tray-
endo aparejada degradación del suelo, inseguridad 
alimentaria, incremento de la pobreza y migraciones 
masivas fuera de las áreas áridas del norte19. 

Una de las causas de deforestación en el país es 
el cultivo de cacao. Las prácticas de explotación de 
este recurso han implicado tradicionalmente despe-
jar áreas forestadas; la alarmante situación presente 
está indudablemente vinculada al espaldarazo dado 
por el Gobierno en la década de 1980 a la producción 
de cacao; cuando los precios bajaron en los mercados 
mundiales, la respuesta del Gobierno fue aumentar aun 
más la producción, para lo que todavía más áreas de 
selva tropical debieron ser despejadas. En el presente el 
ecosistema del país está pagando las consecuencias de 
ese modelo de desarrollo extractivista e insustentable20. 

En cualquier caso, la riqueza producida a costa 
de la depredación de las selvas tropicales del país 

13 Cameroon Today, Cameroon Government News: Rampant 
Unemployment in Cameroon, (Mayo 2011).

14 Ibid.

15 Ibid.

16 Theodore M. Ndze, “After Review Mission to Cameroon: IMF, 
World Bank, ADB Dissatisfied – Worried over 25,000 jobs 
creations,” The Star, (4 de abril de 2011).

17 Cameroon Today, op. cit.

18 Ndih, Jean Nke, “Cameroon under threat”, Le Monde 
diplomathique, (2002).

19 W. Van Cottem, “Cameroon: Stemming the tide of Desertification 
and Land degradation”, Desertification, <desertification.
wordpress.com/2010/03/18/cameroon-stemming-the-tide-of-
desertification-and-land-degradation>.

20 Ndih, op cit.

no ha mejorado la situación de su gente. De hecho, 
no ha logrado más que empeorar la pobreza de los 
pueblos especialmente dependientes de los recursos 
presentes en la selva.

Los principales desafíos planteados por la deser-
tificación en la actualidad son: fuentes de agua pota-
ble agotadas en las ciudades de Mbouda, Kumbo y 
Nkambe, entre otras; erosión del suelo y pérdida de 
fertilidad que inciden sobre el riesgo de avalanchas 
e inundación, por ejemplo en la ciudad de Bamenda; 
inundaciones y tormentas de arena y polvo en las re-
giones septentrionales del país; pérdida de cobertura de 
vegetación, contaminación de las reservas de agua, sa-
linización y alcalinización de los suelos, apreciables a lo 
largo del territorio inclusive en la zona verde tropical 21.

El proceso de desertificación se ve agravado, 
además de por el modelo de desarrollo no susten-
table promulgado por el Gobierno y por la actividad 
informal de talado practicada por los sectores más 
pobres de la población. 

Pérdida de biodiversidad
La desertificación no es el único desafío ambiental 
que enfrenta el país. La biodiversidad, por ejemplo, 
también está en peligro debido a prácticas de caza y 
pesca exctractivistas y no sustentables, y además a 
la pérdida del 40% del ecosistema de los pantanos 
de manglares22. De un total de 409 especies de ma-

21 Van Cottem, op. cit.

22 Encyclopedia of the nations, Cameroon – Environment, 
<www.nationsencyclopedia.com/Africa/Cameroon-
ENVIRONMENT.html>.

míferos presentes en el territorio, 32 se encuentran 
en peligro de extinción, a la vez que 14 especies de 
aves (sobre un total de 690), tres de reptiles, una de 
anfibios y 26 de peces de agua dulce también corren 
el mismo riesgo, junto a 67 especies vegetales23 .

Conclusión
Si bien el Gobierno lanzó un Plan Nacional de Acción 
por la Lucha contra la Desertificación y ha manifes-
tado su adhesión a los lineamientos de la Convención 
de las Naciones Unidas para Combatir la Deserti-
ficación (UNCCD), ninguno de estos esfuerzos ha 
logrado progresos apreciables, por lo que la deserti-
ficación y la erosión del suelo han ido en aumento 24. 

El panorama general hace dudar que los objetivos 
del Documento Estratégico para el Crecimiento y el 
Empleo (DSCE, ver recuadro) puedan ser cumplidos. 
La falta de información en cuanto a los objetivos y lo-
gros del DSCE debe ser resuelta con una campaña más 
efectiva que mantenga informados a los ciudadanos25. 
Un serio obstáculo consiste en que el proceso de moni-
toreo de los objetivos del DSCE se ve obstaculizado por 
la falta de datos. A las organizaciones de la Sociedad 
Civil se les debe permitir mayor acceso a los indicado-
res de importancia a la hora de examinar el progreso de 
los planes del Gobierno. En términos generales, hay una 
gran necesidad de mayor transparencia.  n

23 Ibid.

24 Van Cottem, op. cit.

25 Dynamique Citoyenne, DSCE: Un an après, Quel niveau 
d’appropriation?, (Yaoundé, 2011).
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El Gobierno ha puesto el crecimiento económico a corto plazo como una prioridad fundamental de sus políticas. 
Sin embargo, el desarrollo sustentable exige que el crecimiento a corto plazo no se dé a costa de una devastación 
ambiental. El medio ambiente está siendo degradado debido a la falta de políticas, y los derechos de las mujeres y 
las minorías son socavados, por ejemplo, las mujeres indígenas padecen violencia en forma desproporcionada. 
Las organizaciones de la sociedad civil han presentado una amplia gama de alternativas a las políticas públicas, 
proponiendo medios viables y sustentables para llevar el bienestar a todos los habitantes del país.

Crecimiento: una cuestión de medios, no de fines

Canadian Feminist Alliance for International Action
Kate McInturff
North-South Institute
John Foster
Canadian Centre for Policy Alternatives
Armine Yalnizyan

Mientras Canadá sale de la recesión con pasos insegu-
ros, el Gobierno del presidente Stephen Harper sigue 
aplicando políticas económicas neoliberales que inclu-
yen la rebaja de las tasas impositivas, la disminución del 
déficit y las inversiones en proyectos de infraestructura 
física. Aun dentro de un marco neoliberal, los resulta-
dos no han sido parejos. La creación de empleos no ha 
seguido el ritmo del crecimiento de la población activa, 
ni ha habido un crecimiento significativo del empleo 
permanente1. Las rebajas y créditos del impuesto a las 
rentas personales han favorecido de manera despro-
porcionada a las personas de mayores ingresos, brin-
dando apoyo financiero a quienes menos lo necesitan. 
La disminución de la tasa del impuesto a la renta de las 
empresas no ha aumentado las inversiones en equipo 
e infraestructura2. Al tiempo que el gasto en programas 
sociales se atrasa con relación a la inflación, se prevé un 
aumento importante del gasto en las fuerzas armadas y 
el sistema carcelario, a pesar de que el índice de crimi-
nalidad está estático y que se ha programado la reduc-
ción de la participación militar de Canadá en Afganistán.

El gobierno de Harper ha puesto el crecimiento 
económico a corto plazo como una prioridad fun-
damental de sus políticas públicas. Se considera 
que cualquier crecimiento es bueno; sin embargo, el 
crecimiento sustentable exige inversiones públicas 
en el desarrollo del capital humano, en investigación 
y desarrollo de políticas; exige medidas públicas 
dinámicas para asegurar que el crecimiento a corto 
plazo no sea a costa de una devastación medioam-
biental a largo plazo. En Canadá las organizaciones 
de la sociedad civil se han unido para presentar una 
amplia gama de alternativas a las políticas públicas; 
algunos ejemplos son: el proyecto anual Presupues-
to Federal Alternativo del Canadian Centre for Policy 
Alternatives, la formación de una amplia coalición 
de organizaciones llamada Voices, el llamamiento 

1 Canadian Centre for Policy Alternatives, Alternative Federal 
Budget: 2011, (Ottawa: 2011), p. 11.

2 K.Howlett, “Corporate Tax Cuts Don’t Spur Growth, Analysis 
Reveals as Election Pledges Fly”, The Globe and Mail, (6 de 
abril de 2011).

del Canadian Council for International Development 
para un “nuevo trato” entre el Gobierno y las orga-
nizaciones de la sociedad civil3; y la colaboración 
entre estudiosos y organizaciones de mujeres para 
hacer un análisis de género de las prioridades del 
gasto público4. Aunque está demostrado que las 
organizaciones con un fuerte programa de cabildeo 
en materia de políticas públicas corren el riesgo de 
perder la financiación otorgada por el gobierno fede-
ral, la sociedad civil canadiense sigue produciendo 
políticas públicas críticas e innovadoras.

Desigualdad
A consecuencia de las rebajas impositivas, el Gobier-
no perderá CAD 96,6 mil millones (USD 97,9 mil millo-
nes) de ingresos entre 2008 y 20115. Al aproximarse 
el fin del programa de gastos para estimular la econo-
mía, el Canadian Centre for Policy Alternatives prevé 
para 2011-2012 una disminución de USD 3,8 mil mi-
llones del gasto en programas federales, y que “por 
su tamaño (en USD) este recorte ocupará el segundo 
lugar desde la década de 1950”6. Esto probablemente 
será una continuación de los recortes que comenza-
ron a mediados de la década de 1990 de los gastos 
federales en programas sociales. La política econó-
mica del Gobierno ha tenido fuertes efectos sobre 
el bienestar de las personas. Las tasas de asistencia 
social han permanecido prácticamente sin cambios 

3 <www.ccic.ca>.

4 <www.fafia-afai.org>.

5 Canadian Centre for Policy Alternatives, op cit., p.16, “Figure 
9: Cost of Tax Cuts Since 2006”.

6 Ibíd, p. 15. 

en casi todo el país7. La mayoría de los ingresos por 
asistencia social seguirán estando muy por debajo de 
la línea de los bajos ingresos. Si bien el índice general 
de pobreza es del 9%, esta todavía recae de manera 
desproporcionada sobre las mujeres, los pueblos 
indígenas y las personas con discapacidades. Por 
ejemplo, en Canadá una de cada tres personas indí-
genas o que no integran la población blanca viven en 
la pobreza, del mismo modo que una de cada cuatro 
personas con discapacidades, inmigrantes y mujeres 
que encabezan familias monoparentales. En todas las 
categorías, los índices de pobreza son más elevados 
para las mujeres que para los hombres.

El acceso a los servicios es sumamente desigual: 
es frecuente que los más afectados por la crisis eco-
nómica sean los menos beneficiados por las políticas 
económicas nacionales. Por ejemplo, en el sector de la 
educación se habla del acceso a la educación primaria 
como uno de los logros del país, pero muchos niños 
de las reservas de las Naciones Originarias no tienen 
acceso a escuelas seguras8. Los niños de las Naciones 
Originarias están sobrerrepresentados en el sistema 
de bienestar infantil y es mucho más probable que 
sientan los efectos de la pobreza y la falta de vivienda 
adecuada.9

7 Canadian Feminist Alliance for International Action, No 
Action: No Progress: Canada’s Progress in Implementing 
Priority Recommendations made by the United Nations 
Committee on the Elimination of Discrimination against 
Women in 2008, “Appendix A: Provincial and Territorial 
Social Assistance Rates”.

8 A. Rajekar y R. Mathilakath, The Funding Requirement for 
First Nations Schools in Canada, (Office of the Parliamentary 
Budget Officer, 2009). 

9 M. Mendelson, Why We Need a First Nations Education Act, 
Caledon Institute of Social Policy, (Ottawa: 2009).
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Erosión de los derechos de las mujeres
Los economistas han demostrado que en momentos 
de crisis económica suelen ser las mujeres quienes 
absorben el impacto10. En Canadá, las mujeres han 
sido de las primeras en volver a integrar la fuerza labo-
ral después de la recesión, pero este retorno temprano 
no se traduce en mayor bienestar o más estabilidad 
económica, ya que es probable que esas mujeres que 
vuelven a trabajar sean contratadas a tiempo parcial 
o para trabajo no remunerado11. Además, siguen pa-
deciendo una de las mayores brechas salariales por 
razón del sexo entre los países de la OCDE12.

Los salarios más bajos y el trabajo temporal tienen 
como consecuencia que menos mujeres que hombres 
reúnan las condiciones para tener seguro de empleo y 
rebajas impositivas. Las madres que trabajan enfrentan 
más desafíos13. Sin embargo, el Gobierno canceló un 
plan nacional de cuidado infantil que hubiera facilitado 
el acceso de todos los padres que trabajan al cuidado 
infantil seguro y asequible. La erosión de derechos ha 
sido particularmente grave en el caso de las mujeres 
que no tienen trabajo remunerado, especialmente las 
que más probablemente dependan del servicio de bien-
estar social, como las madres solteras y las mujeres 
indígenas. Los ingresos por la asistencia social son tan 
bajos que hace poco el presidente del Consejo Nacional 
de Bienestar Social los llamó “vergonzosos y moral-
mente insustentables en un país rico”14.

La violencia contra las mujeres varía conside-
rablemente entre los diferentes grupos y regiones; 
las mujeres indígenas sufren actos de violencia en 
forma desproporcionada. En los últimos 40 años más 
de 500 mujeres indígenas de Canadá han desapare-
cido o han sido asesinadas15. Las mujeres que viven 
en comunidades apartadas del norte también sufren 
mayores índices de violencia que las que viven en las 
regiones urbanas o el sur de Canadá, y tienen menos 
acceso a los servicios de apoyo16. Con niveles tan 
altos de violencia de género, no puede sorprender que 
las mujeres apoyen decididamente las políticas con-
tra los delitos violentos. Sin embargo, la “Ley sobre 
adecuación de la pena y el delito” del actual Gobierno 
parece estar dirigida a solucionar un problema que 
no existe, dado que las penas impuestas para cada 
tipo de delito han variado poco en el último decenio17. 
La nueva ley tendrá más efectos sobre la economía 
que sobre las penas que se apliquen. La Oficina de 
Presupuesto del Parlamento calcula que la Ley sobre 
adecuación de la pena y el delito duplicará el costo del 

10 C. Sweetman y R. King, “Gender Perspectives on the Global 
Economic Crisis”, (Oxfam International Discussion Paper, 2010).

11 Statistics Canada, Women in Canada: Work Chapter Update, 
(Ottawa: 2007).

12 OCDE, Gender Pay Gaps For Full-Time Workers And Earnings 
Differentials By Educational Attainment, (2010).

13 Statistics Canada, “Paid Work”, en Women in Canada, op. cit.

14 National Council of Welfare, Staggering Losses in Welfare 
Incomes, (Ottawa: 2006).

15 Native Women’s Association of Canada, Voices of Our Sisters In 
Spirit: A Report to Families and Communities, (Ottawa: 2009).

16 Statistics Canada, Measuring Violence Against Women: 
Statistical Trends 2006, (Ottawa: 2006).

17 K. MacQueen, “Is Canada Tough On Crime Or Doing Just 
Fine?”, revista Macleans, (7 de septiembre de 2010).

sistema penitenciario en los próximos cinco años - a 
CAD 9,5 mil millones (USD 9,7 mil millones) - y que 
serán necesarios USD 1,8 mil millones más para la 
construcción de cárceles18. 

A diferencia del gasto en programas sociales, 
el gasto en el sector de la seguridad va a aumentar 
considerablemente. Los cálculos del propio Gobierno 
indican que los gastos militares llegarán a CAD 22 mil 
millones (USD 22,4 mil millones) en 2010-201119. Sin 
embargo, las estimaciones de gastos en equipo militar 
y por la nueva legislación penal “de mano dura” han 
sido muy discutidas. Por ejemplo, las estimaciones del 
costo de los cazabombarderos F-35 recién adquiridos 
varían entre los USD 9 mil millones, según el Departa-
mento de Defensa Nacional20, y los USD 29 mil millo-
nes, según el Director Parlamentario del Presupuesto21.

Aunque Canadá se ha comprometido a duplicar 
sus gastos en ayuda al desarrollo en dólares absolutos, 
la Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) como porcentaje de 
la Renta Nacional Bruta (RNB) sigue siendo el 0,3%, sin 
cambios desde 200522. La Ley de responsabilidad en 
materia de ayuda oficial al desarrollo (2008) requiere 
que la ayuda canadiense para el desarrollo “contribuya 
a reducir la pobreza, contemple el punto de vista de los 
pobres y sea consistente con las normas internaciona-
les de derechos humanos”23. Muchas organizaciones 
de la sociedad civil consideran que la ley es un meca-
nismo muy prometedor para integrar los asuntos de 
derechos humanos a la política y los programas de 
desarrollo internacional. Sin embargo, un informe del 
Consejo Canadiense para la Cooperación Internacional, 
una coalición de la sociedad civil, sugiere que el Gobier-
no prácticamente no la ha aplicado24.

La “igualdad entre mujeres y hombres” y la “sus-
tentabilidad ambiental” siguen siendo temas trans-
versales para la Agencia Canadiense de Desarrollo 
Internacional; sin embargo, se están reduciendo los 
recursos políticas, humanos y financieros para esos 
objetivos. El término “igualdad de género” ha desapa-
recido en buena medida de las declaraciones oficiales 
del Gobierno y sus documentos sobre políticas25. La 
financiación para programas destinados a la igualdad 

18 Office of the Parliamentary Budget Officer, “The Funding 
Requirement and Impact of the “Truth in Sentencing Act” on 
the Correctional System in Canada”, (Ottawa: 2010).

19 Department of National Defence, National Defence 2010–2011 
Report on Plans and Priorities: Part III Estimates, (Ottawa: 2010). 

20 Ibíd.; Arriving at Canada’s Costs for the F-35A Conventional 
Takeoff and Landing Variant Joint Strike Fighter, (Ottawa: 2011).

21 K. Page, An Estimate of the Fiscal Impact of Canada’s Proposed 
Acquisition of the F-35 Lightning II Joint Strike Fighter, Office of 
the Parliamentary Budget Officer, (marzo de 2011).

22 Canadian International Development Agency, Statistical 
Report on International Assistance: Fiscal Year 2009–2010, 
(Ottawa: 2011).

23 Ministry of Justice, Official Development Assistance 
Accountability Act, (Ottawa: 2008).

24 Canadian Council for International Co-operation, A Time to 
Act – Implementing the ODA Accountability Act: A Canadian 
CSO Agenda for Aid Reform, (Ottawa: 2010).

25 Canadian Labour Congress y FAFIA, Reality Check: Women 
in Canada and the Beijing Declaration and Platform for 
Action Fifteen Years On: A Canadian Civil Society Response, 
(Ottawa: 2010); M.Collins, “Gender Equality”, “Child 
Soldiers” and “Humanitarian Law” are Axed from Foreign 
Policy Language”, revista Embassy, (29 de julio de 2009). 

de género todavía es inferior al 2% de la AOD cana-
diense26. En la reunión de 2010 del G8, el Gobierno 
de Harper comprometió 1,1 mil millones de dólares 
canadienses (USD 1,12 mil millones) para nuevos 
gastos en programas de salud materno-infantil en 
los países pobres. Las organizaciones de la sociedad 
civil acogieron este compromiso con agrado, pero 
muchas criticaron la decisión de no financiar servicios 
de aborto como parte de la iniciativa, aun en los países 
en que estos servicios serían lícitos.

Degradación ambiental
Los antecedentes de Canadá en materia de sustentabi-
lidad ambiental recogieron críticas de otros países en 
la Conferencia de la ONU sobre el Cambio Climático en 
Copenhague. Desde entonces Canadá ha presentado 
su objetivo de reducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero para 202027, pero estas están de hecho 
aumentando. Según un informe de 2011 del Penumbra 
Institute, el Ártico canadiense ya ha sufrido un calenta-
miento de más de 1,7 °C y se prevé un aumento de 4 o 
5 °C28. Las comunidades inuit informan que ha dismi-
nuido su acceso a las fuentes tradicionales de alimento 
y que hay una degradación general de su ambiente y su 
bienestar�29. En las regiones septentrionales y rurales 
esta degradación se agrava por las industrias mineras y 
extractivas. Aunque la calidad del agua en todo Canadá 
sigue siendo buena, más de cien comunidades de las 
Naciones Originarias siguen viviendo sin acceso ade-
cuado al agua potable.

La industria minera canadiense tiene una fuerte 
presencia internacional y también nacional. Empresas 
con sede en Canadá componen más del 40% de la 
industria extractiva del mundo. Aunque la sociedad 
civil canadiense desempeña un papel fundamental en 
el seguimiento de la industria por medio de iniciativas 
tales como Publish What You Pay, Canadá todavía no 
ha adoptado normas de protección de los consumi-
dores ni ha aceptado cumplir los lineamientos de la 
Iniciativa de Transparencia en la Industria Extractiva.

Una cuestión de medios
La crisis económica ha impulsado a la sociedad civil 
a volver a debatir sobre asuntos de política económi-
ca. Tanto los actores gubernamentales como los no 
gubernamentales se esfuerzan por resolver el tema 
de cómo lograr sus metas en un entorno de restric-
ciones fiscales. Pero cómo estimular el crecimiento 
económico y asegurar la estabilidad económica es 
una cuestión de medios, no de fines. En última instan-
cia, el centro de atención debe ser la sociedad que se 
construye con ese crecimiento. n

26 CSO Working Group on Women’s Rights, Strengthening 
Canada’s International Leadership in the Promotion of 
Gender Equality: A Civil Society Response to the Evaluation 
of the Implementation of CIDA’s 1999 Policy on Gender 
Equality, (Ottawa: 2009), Tabla 1: Gender Equality Trends, 
Percentage of CIDA ODA.

27 Environment Canada, “Canada Lists Emissions Target Under the 
Copenhagen Accord”, (Calgary, Alberta: 1º de febrero de 2010).

28 A. Morgan, Canadian Index of Well-being Environment 
Report, (Waterloo, Ontario: 2011).

29 S. Nickels, et al., Unikkaaqatigiit – Putting the Human Face on 
Climate Change: Perspectives from Inuit in Canada, Inuit Tapiriit 
Kanatami, (Ottawa : 2005).
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El modelo de desarrollo aplicado en el país continúa anclado a los preceptos del extractivismo, en tanto el 
Gobierno insiste en apostar por fuentes de energía como el carbón, de alto impacto ecológico. Si bien Chile 
se ha comprometido en escenarios internacionales a adoptar políticas más atentas al medio ambiente, estas 
promesas apenas se han visto confirmadas por los hechos. Chile necesita urgentemente implementar una 
nueva institucionalidad ambiental, diseñar una nueva política energética, generar regulaciones relativas a la 
biodiversidad, modificar la matriz eléctrica e incluir a la sociedad civil en el debate sobre desarrollo sustentable.

Muchas promesas, escaso compromiso real

Fundación Terram
Luz M. Fariña 
Flavia Liberona

Si bien en los casi 20 años que han transcurrido 
desde la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Medio Ambiente y el Desarrollo celebrada en 
1992 en Río de Janeiro (en adelante Río 92), Chile 
ha experimentado fuertes cambios en el ámbito 
político, económico, ambiental y social, el modelo 
económico extractivista ha persistido. Mantenien-
do como eje de la economía las exportaciones de 
recursos naturales con bajo nivel de procesamien-
to, se ha continuado haciendo una fuerte apuesta 
por la explotación del medio ambiente, particular-
mente en sectores como minería, pesca, acuicultu-
ra, agricultura y silvicultura. 

Río 92 diseñó una serie de compromisos y 
acuerdos ratificados por más de 100 naciones, 
bajo la propuesta de pensar modelos de desarrollo 
sustentable. Si bien Chile firmó todos los acuer-
dos emanados de la conferencia, sus progresos 
en esas áreas han sido prácticamente nulos. Por 
ejemplo, no se ha alcanzado una ley de protección 
de la biodiversidad, no existe un marco regulatorio 
que proteja el patrimonio filogenético y sus usos 
tradicionales ni tampoco un catastro de especies 
amenazadas o planes de recuperación de las mis-
mas. La debilidad de las regulaciones, además, ha 
permitido la introducción y cultivo de organismos 
transgénicos que afectan (según establecen orga-
nismos como Greenpeace1) negativamente la segu-
ridad alimentaria debido al sistema de patentes que 
regula su utilización y que, además, según muchos,  
constituyen una amenaza al medioambiente y a la 
salud2.

Las sucesivas administraciones de Patricio 
Aylwin, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos y 
Michelle Bachelet (1990 a 2010) asumieron una 
agenda pro-crecimiento neoliberal en beneficio 

1 Greenpeace, “Transgénicos”, <www.greenpeace.org/espana/
es/Trabajamos-en/Transgenicos/>.

2 EcoPortal, “Tema especial: transgénicos”, <transgenicos.
ecoportal.net>; Persley, Gabrielle y Siedow, James, 
“Aplicaciones de la biotecnología a los cultivos: beneficios y 
riesgos”, (diciembre 1999), <www.agbioworld.org/biotech-
info/articles/spanish/ensayo.html>; GreenFacts, “Consenso 
científico sobre los cultivos transgénicos y OMG”, <www.
greenfacts.org/es/omg/index.htm>.

de grandes grupos empresariales, consolidando 
el modelo exportador y profundizando la brecha 
social y económica al interior del país. Prueba de 
esto, es que aunque, según el fondo monetario 
internacional, el país al año 2008 presentaba el 
ingreso per cápita más elevado del continente – 
cercano a los USD 14.6003–, la distribución efectiva 
de este ingreso – medida a través del Coeficiente 
GINI – sitúa a Chile dentro de las más desiguales 
a nivel mundial, con un coeficiente de 0,55, según 
informó Mideplan a través de la encuesta CASEN 
al año 20094.

A lo largo de la primera década del siglo XXI 
se constató un “reverdecimiento” de la imagen de 
Chile producto de requerimientos internacionales, 
pero esto no se ha visto traducido en un mejor ejer-
cicio de la democracia ni en un mayor respeto por 
el medio ambiente. Con la promulgación de Ley Ge-
neral de Bases sobre Medio Ambiente (1994) y del 
reglamento que la hizo operativa (1997), se debía 
mejorar el sistema de gestión ambiental, desarro-
llando instrumentos de comando y control, tales 
como normas de calidad y emisiones al agua, aire y 
suelo. Sin embargo, tras más de una década de apli-
cación de la ley, éstas han sido implementadas en 
un bajo porcentaje. Tampoco se desarrollaron sis-
temas de protección y conservación de los recur-
sos naturales y gestión de la naturaleza acorde con 
los parámetros internacionales, tal como lo señala 

3 Internationational Monetary Fund, World Economic Outlook 
(web) Crisis and Recovery, (Abril 2009), <www.imf.org/
external/pubs/ft/weo/2009/01>

4 Gobierno de Chile, Mideplan, CASEN 2009, <www.mideplan.
gob.cl/casen2009/distribucion_ingreso_casen_2009.pdf>.

el informe de la OCDE de 20055. La ley ambiental, 
en la práctica, sólo generó un sistema de ventanilla 
única para obtener permisos ambientales para pro-
yectos de inversión nacionales o extranjeros.

De hecho, cabe preguntarse si es posible la 
sustentabilidad en un país depredado, donde las 
aguas se entregan gratis y a perpetuidad a grandes 
consorcios empresariales extranjeros, donde el co-
bre es extraído sin resguardos ambientales y donde 
impera un modelo forestal basado en plantaciones 
de especies exóticas que incluso se ha comenzado 
a expandir a otros países de la región. 

En el caso del agua, la legislación chilena la 
define como un bien público, pero se entrega para 
uso, goce y usufructo a privados, convirtiéndola en 
un bien transable, pese a que los privados reciben 
estos derechos de agua gratis y a perpetuidad para 
usos consuntivos. En tanto, el modelo forestal chi-
leno se instala durante la dictadura con el Decreto-
Ley N° 701, que bonifica las plantaciones forestales 
y que promovió las plantaciones de especies exó-
ticas de pino y eucalipto, bonificadas hasta en un 
90% por el Estado. 

Respecto al cobre, aún hay una serie de pen-
dientes en las regulaciones a este sector: Chile no 
tiene royalty sino sólo impuesto específico; las 
operaciones mineras sólo contemplan el cierre de 
faenas desde la plena entrada en vigencia de la ley 
ambiental (1997); hay proyectos que actualmente 
operan pero que nunca fueron evaluados ambien-
talmente; tampoco hay un registro público de si-
tios contaminados por la minería ni un plan para 
hacerse cargo de las faenas mineras cerradas y/o 
abandonadas. 

5 OECD, Environmental Performance Reviews: Chile, (2005).
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Nueva institucionalidad ambiental 
Uno de los temas prioritarios para el país es la con-
solidación de la nueva institucionalidad ambiental 
a través de la Ley 20.417, promulgada a comienzos 
de 2010, que creó el Ministerio del Medio Ambiente, 
el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superin-
tendencia de Medioambiente. Este nuevo sistema 
institucional eleva la interlocución política de la 
temática ambiental, separa el dictado de políticas 
y regulaciones de la evaluación ambiental de los 
proyectos de inversión, crea un organismo autó-
nomo encargado de la fiscalización ambiental y 
nuevos instrumentos de gestión ambiental, como 
la evaluación ambiental estratégica.

No obstante, la discusión sobre la reforma 
no abordó temas de fondo, pues se selló con un 
acuerdo político entre parlamentarios socialistas, 
de derecha y el Gobierno, quienes, con el argu-
mento de apurar la aprobación, excluyeron temas y 
propuestas de organizaciones de la sociedad civil y 
otros de suma importancia para el fortalecimiento 
de la democracia y la protección del medio ambien-
te, lo que dio como resultado una norma que carece 
de instrumentos para garantizar la protección del 
patrimonio ambiental de Chile, la participación ciu-
dadana y, en definitiva, la democracia. 

Energía a contrapelo 
Entre 1999 y 2008 el sector termoeléctrico registró 
un crecimiento del 32% en su capacidad instalada 
y 428% en la generación. En 1993 la potencia del 
sector alcanzaba los 2.162 MW, aproximadamente 
40% de la capacidad eléctrica total, mientras que 
en diciembre de 2008 dicha capacidad bordeaba los 
9.251 MW y comprendía el 64,7% del total, lo que 
revela la dependencia del país de energéticos fósiles, 
con las implicancias ambientales que esto implica. 
Asimismo, entre 2004 y 2008, el empleo de carbón 
para la generación de energía se incrementó un 72%, 
mientras que la utilización de gas natural – que impli-
ca un daño ambiental menor en comparación a los 
demás combustibles fósiles – se redujo en 31% 6.

6 Fundación TERRAM, Evaluación, Actualidad y Proyección del 
Sistema Termoeléctrico Chileno”, (noviembre 2009), <www.
cambioclimaticochile.cl/documentos_terram.php>.

El sector de producción de energía termo-
eléctrica no cuenta con un marco normativo que 
resguarde aspectos como las emisiones al agua, 
la vida útil de las centrales, la calidad de combusti-
bles, la implementación de tecnología de punta o la 
consideración de los costos medioambientales. En 
consecuencia, el Estado no cuenta con capacidad 
para ordenar y proyectar a mediano y largo plazo la 
generación eléctrica, que depende exclusivamente 
de la planificación de inversiones de empresas pri-
vadas que administran el sector eléctrico en Chile. 

Vulnerabilidad, cambio climático  
y desertificación
Chile presenta 7 de las 9 categorías de vulnerabilidad 
establecidas por la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC): zonas 
costeras bajas, ecosistemas de montaña, territorios 
áridos y semiáridos expuestos a sequía y desertifica-
ción, porciones proclives al deterioro forestal, áreas 
propensas a desastres naturales, áreas urbanas alta-
mente contaminadas y ecosistemas frágiles7.

Si bien las emisiones de gases de invernadero 
del país sólo alcanzan el 0,23% del total mundial, se 
registra el mayor aumento per cápita de sus emisio-
nes de CO2 respecto al resto de los países latinoame-
ricanos (1,2 toneladas anuales en 14 años)8. Ade-
más, según la Agencia Internacional de Energía, en 
2008 Chile pasó al segundo lugar en porcentaje, tras 
China, en el aumento de emisiones de CO2

9. Si a esto 
sumamos las perspectivas abiertas por la apuesta 
del Gobierno por el empleo de carbón como fuente 
de energía, el panorama que emerge no es para nada 
alentador. El país asumió tempranamente un com-
promiso con el cambio climático al suscribir (1992) 
y ratificar (1994) los preceptos de la CMNUCC, y al 
suscribir (1997) y ratificar (2002) el Protocolo de 
Kyoto, y se encuentran además operantes la Estra-
tegia Nacional de Cambio Climático, aprobada en 
2006, y el Plan de Acción de Cambio Climático 2008-
2012. Sin embargo, pese a todo esto, el tema no es 
prioritario en la agenda del Gobierno.

7 Gobierno de Chile, Conama: “Plan de Acción Nacional de 
Cambio Climático 2008-2012” (2008) p. 13

8 PNUD: “Informe de Desarrollo Humano 2007-2008. La lucha 
contra el Cambio Climático: solidaridad frente a un mundo 
dividido” (2007)

9 World Energy Outlook (2008), <www.worldenergyoutlook.org>.

La desertificación, una de las consecuencias 
del cambio climático, es uno de los problemas so-
cio ambientales más agudos: de acuerdo a cifras 
oficiales disponibles, el 62,3% del territorio (47,3 
millones de hectáreas) se encuentra afectado por 
este fenómeno, que se concentra principalmente en 
la mitad norte (I a VIII Región) y en la zona austral 
(XI y XII Región) 10. Si bien Chile forma parte de 
la Convención de Lucha contra la Desertificación 
y la Sequía (UNCCD) desde 1997, las principales 
causas de la desertificación en el país -sequía, defo-
restación, incendios forestales, erosión y cambios 
en los usos de los suelos- siguen presentes, por lo 
que se trata de una batalla que está lejos de ganarse.

Propuestas
Los temas prioritarios en los que debe avanzar Chile 
son:

•	 Consolidar la implementación la nueva institu-
cionalidad ambiental del país.

•	 Implementar regulaciones en materia de biodi-
versidad; es urgente que el país cuente con una 
ley de protección de la biodiversidad nativa y del 
patrimonio filogenético. 

•	 Diseñar e implementar una política energética 
de mediano y largo plazo, y generar los cambios 
en las regulaciones vigentes para que el Estado 
sea capaz de planificar la generación eléctrica y 
establecer fuentes y tipos de combustibles de la 
matriz eléctrica. 

•	 Mejorar el acceso a información ambiental y par-
ticipación ciudadana. 

•	 Avanzar en la implementación del Plan Nacional 
de Adaptación al Cambio Climático y en la entre-
ga de la Segunda Comunicación Nacional. 

•	 Aprobar y/o aplicar planes de prevención y des-
contaminación. Los problemas de calidad del 
aire en regiones han aumento, tanto en el norte 
como en el sur del país, con serias consecuen-
cias en la salud de los habitantes. n

10 Universidad de Chile, Instituto de Asuntos Públicos, Centro 
de Análisis de Políticas Públicas: Informe País: Estado del 
Medio Ambiente en Chile 2008, (marzo 2010), p.251.
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CARDET
Sotiris Themistokleous 
Michalinos Zemylas 
Charalambos Vrasidas

En los últimos años el concepto de desarrollo sus-
tentable ha generado debates en las disertaciones 
científicas y públicas de todo el mundo1. En este 
contexto, se ha pedido a los sistemas educativos 
que respondan con marcos educativos y planes de 
estudio que se ocupen del concepto de desarrollo 
sustentable y sus posibles consecuencias2.

El desarrollo sustentable en la educación no se 
limita a la creación de unidades curriculares sobre 
el medio ambiente, sino que se trata de un proceso 
inclusivo y pluridimensional para la reconsideración 
y modificación de las ideologías y prácticas sobre 
nuestra relación con el medio ambiente3. Se lo debe 
considerar un discurso y una práctica que equilibran 
el desarrollo económico sólido y la justicia social, la 
igualdad y la protección del medio ambiente. Una 
filosofía educativa que se fundara en este marco se 
desarrollaría en un sentido diferente que una cen-
trada exclusivamente en el desarrollo económico4. 
La educación para el desarrollo sustentable procura 
transmitir conocimientos, destrezas y prácticas ca-
paces de inspirar a los estudiantes a ser ciudadanos 
comprometidos que trabajen para promover una 
mejor calidad de vida para todas las personas y tam-
bién para el medio ambiente5.

Escuelas sustentables
Un término muy usado para las instituciones educa-
tivas que adoptan este marco es “escuelas sustenta-
bles”. Su objetivo principal es educar y orientar a los 
estudiantes para que trabajen por una calidad de vida 
mejor, aplicando los principios del desarrollo susten-

1 Hopwood, B. y O’Brien, G., “Sustainable development: 
mapping different approaches” en Sustainable Development, 
(Londres: 2005), p. 38.

2 Tilbury, T. et al., Education and Sustainability: Responding to the 
Global Challenge, IUCN – The World Conservation Union, (2002).

3 Network for Ecological Education and Practice, Sustainable 
is more than able: viewpoints on education for sustainability, 
(2002), <www.sustainabledevelopment.dk>.

4 Vrasidas, C. et al., ICT for Educational Development and Social 
Justice, (Charlotte, NC: Information Age Publishing, 2009).

5 Saul, D., “Expanding environmental education: Thinking 
critically, thinking culturally”, en Journal of Environmental 
Education 31, (Londres: 2000), págs. 5-8.

table para favorecer las condiciones de vida de todos 
los seres6. Para lograr esto, un factor decisivo es el 
establecimiento de vínculos con las comunidades lo-
cales que operan como socios para la promoción del 
marco del desarrollo sustentable7. Por medio de esta 
estrategia, las “escuelas sustentables” combinan los 
logros educativos de sus estudiantes con la calidad 
de vida, en la escuela y en toda la comunidad, de con-
formidad con los valores de la conciencia ambiental y 
la ciudadanía crítica8.

Educación ambiental
Chipre introdujo los primeros elementos de una edu-
cación para el desarrollo sustentable con especial 
énfasis en la “educación ambiental” en la década de 
1990. Sin embargo, la falta de un plan educativo es-
tructurado con relación a la educación ambiental y la 
educación para el desarrollo sustentable ha relegado 
estas ideas a los confines del sistema educativo por 
casi un decenio. En este lapso, la educación am-
biental y el desarrollo sustentable han tenido una 
presencia más limitada en la educación formal e 
informal que en muchos otros países9. En Chipre, 
hace poco que las partes interesadas en la educación 
han empezado a integrar las ideas sobre desarrollo 

6 Dimopoulou, M. y Mpampila, E., “The role of the principal 
in the operation of an eco-school – the challenge to the 
leadership of a sustainable school”, <www.aeiforosxoleio.gr>.

7 Department of Education and Skills, Sustainable schools 
for pupils, communities and the environment: Securing the 
future in delivering a UK sustainable development strategy, 
(Londres: 2005).

8 Ibíd.

9 Ministerio de Agricultura, Recursos Naturales y Medio 
Ambiente, Revised National Strategy for Sustainable 
Development, (Nicosia: 2010), <www.moa.gov.cy>.

sustentable a un marco más holístico vinculado a los 
objetivos de una sociedad mejor en un ambiente más 
saludable. Un importante avance en este sentido su-
cedió en 2005 con la ratificación de la Estrategia para 
la educación y el desarrollo sustentable en Europa.

Sin embargo, a pesar de esta ratificación y el pos-
terior establecimiento del “Plan Nacional de Acción 
para la Educación Ambiental y la Educación para el 
Desarrollo Sustentable” en 2007, el sistema educativo 
del país mantiene una visión estrecha del asunto. Su 
enfoque “fragmentario” se centra primordialmente 
en brindar conocimientos e información acerca del 
medio ambiente, olvidando las perspectivas dirigidas 
a la acción que se basan en el desarrollo social10.

Una investigación sobre “Líderes transformado-
res para escuelas sustentables”, realizado entre 2005 
y 2007 (periodo en el que se introdujeron los dos 
planes antes mencionados), mostró que el 89% de 
los directores de escuelas primarias de Chipre nunca 
había recibido información sobre temas vinculados al 
desarrollo sustentable11. El estudio observó que una 
de las principales debilidades era que los directores de 
escuela eran incapaces de definir el desarrollo susten-
table en términos de un marco holístico que incluyera 
la economía, la sociedad y el medio ambiente12. La ma-
yoría de sus definiciones se centraban en la “protección 
ambiental”. Recién en 2009 comenzaron los esfuerzos 

10 Mavroudi, E., “Insuficient Environmental Education, 
interview with Dr. Zachariou Aravella”, en Simerini, (Nicosia: 
2009). <www.sigmalive.com>.

11 Zachariou, A. y Kadji-Beltran, C., “Cypriot primary school 
principals’ understanding of education for sustainable 
development key terms and their opinions about factors 
affecting its implementation”, en Environmental Education 
Research, (Abingdon, Reino Unido: 2009), págs. 315-334.

12 Ibíd.

Se busca: escuelas sustentables

Los sistemas educativos son factores clave para el desarrollo sustentable. A pesar de los esfuerzos del país en 
la primera década del siglo XX para promover la “educación ambiental”, la falta de planes e implementación 
adecuados ha relegado este concepto a los confines del sistema educativo. De hecho, muchos avances logrados 
en este tema en los últimos años fueron propiciados por las organizaciones no gubernamentales del país. 
Si desea participar de lleno en el desarrollo sustentable, Chipre debe acelerar la expansión de las “escuelas 
sustentables” y al mismo tiempo ampliar la participación de la sociedad civil.
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serios por aplicar el Plan Nacional de Acción de 2007, 
cuando el Ministerio de Educación y Cultura publicó un 
nuevo programa de estudios para la Educación Am-
biental y la Educación para el Desarrollo Sustentable13. 
Como declara el propio documento, este es el esfuerzo 
más completo del Gobierno para introducir el desarro-
llo sustentable en el sistema educativo, centrándose 
especialmente en la transformación de las unidades 
escolares en “escuelas sustentables”.

El nuevo plan de estudio muestra que el Mi-
nisterio de Educación y Cultura ahora comprende 
la importancia del desarrollo sustentable no sólo 
como una asignatura escolar más sino como una 
“filosofía” que debe aplicarse en todos los niveles de 
la educación14. Un aspecto importante de este pro-
grama es su fuerte énfasis en los elementos sociales 
del desarrollo, que incluyen conceptos tales como 
la participación, la inclusión y el multiculturalismo, 
además del respeto por el medio ambiente. A este 
enfoque subyace el supuesto de que, más allá de 
cualquier estrategia interdisciplinaria que pueda ser 
necesaria para transmitir conocimientos, el desarro-
llo sustentable debe enraizarse entre los valores de 
la sociedad. Una consecuencia es que el programa 
sobre planes de estudio enfatiza fuertemente la for-
mación de vínculos estrechos entre las “escuelas 
sustentables” y las comunidades locales.

Sin embargo, el sistema educativo fuertemente 
centralizado y sus mecanismos de toma de decisio-
nes siguen planteando un obstáculo sistémico a las 
transformaciones efectivas como esta, y limitan la 
posibilidad de grandes reformas. Por ejemplo, la trans-
formación de unidades escolares en “escuelas susten-
tables” es muy difícil si las escuelas no gozan de más 
autonomía. Además, es necesario que los mecanismos 
de toma de decisiones incluyan a los interesados perifé-
ricos en el sistema educativos: las juntas escolares, las 
asociaciones de padres, las organizaciones de la socie-
dad civil y las autoridades de la comunidad local15. Esos 
actores, además de estar más cerca de la comunidad 
local y el medio ambiente, podrían ofrecer soluciones 
más efectivas que se basen en las necesidades de cada 
unidad escolar y su ambiente social, económico y na-
tural más amplio16. El Ministro de Educación y Cultura 
puede seguir proporcionando los objetivos y las metas 
nacionales generales, pero también puede establecer 
una red de actores locales que pudieran desarrollar 
prácticas válidas y eficientes que incorporen las nece-
sidades de las comunidades en un marco más holístico 
para el desarrollo sustentable. 

13 Ministerio de Educación y Cultura, Study Programme for 
Environmental Education and Education for Sustainable 
Development, (2009), <www.paideia.org.cy/upload/
analytika_programmata_2010/12.perivallontiki.pdf>.

14 Mavroudi, E., entrevista con el Dr. Zachariou Aravella, op. cit., 
(2009).

15 Mpakas, T., “Organization and Management of the 
Educational System: The peripheral level of Education 
Leadership - Weaknesses, Challenges and Potentials”, en 
Primary Education and the Challenges of our Era, seminario 
realizado en Loannina, Grecia, (mayo de 2007).

16 Bass, S., Dalal-Clayton, B. et al., “Participation in Strategies 
for Sustainable Development”, Environmental Planning 
Issues, International Institute for Environment and 
Development, (Londres: 2005).

El desarrollo de las estrategias
Después de un año de discusión nacional entre 
los actores del Gobierno, el Consejo de Ministros 
recientemente ratificó la Estrategia Nacional Revi-
sada para el Desarrollo Sustentable (2011-2015). 
Esta nueva Estrategia ha sido presentada como 
un avance sobre la anterior, que cubrió el periodo 
2006-2010. En realidad, a pesar de la introducción 
de nuevos elementos en secciones tales como re-
cursos naturales, energía, transporte sustentable y 
turismo sustentable, la estrategia para la educación 
permanece igual a la establecida en la Estrategia de 
2007 para la Educación Ambiental y la Educación 
para el Desarrollo Sustentable. Las debilidades de 
ese documento, como un énfasis exagerado en el 
ambiente en perjuicio de otros aspectos del desa-
rrollo sustentable y la falta de cualquier referencia 
al papel de los actores no gubernamentales, han 
sido incorporadas a la Estrategia Nacional Revisada 
para el Desarrollo Sustentable17, lo que ha llevado 
a ineficiencias y confusión que dificultan la promo-
ción del desarrollo sustentable. Estas deficiencias 
parecen estar vinculadas a los procesos de toma de 
decisiones e implementación de políticas del Go-
bierno. Los ministerios y los servicios públicos que 
trabajan en los diferentes sectores fijan sus propias 
prioridades y siguen sus propias estrategias, con 
lo que a menudo falta un marco nacional general 
que englobe a todos los actores pertinentes18. Las 
futuras políticas serían más efectivas si el Gobierno 
estableciera mecanismos para alinear a todos los 
interesados en una estrategia común con verda-
dero impacto en todos los niveles de la sociedad.

La integración de la sociedad civil:  
un factor clave
Las ventajas potenciales de involucrar a organiza-
ciones no gubernamentales en la educación para el 
desarrollo sustentable se hicieron evidentes a través 
de la evolución de los Centros para la Educación 
Ambiental del Instituto Pedagógico de Chipre (Minis-
terio de Educación y Cultura). El primer centro fue un 
emprendimiento privado en un pequeño pueblo del 
sudoeste de Chipre, que se estableció en la década 
de 1990. Resultó sumamente exitoso en la inves-
tigación y desarrollo de prácticas y herramientas 
para la educación ambiental. A pesar de ello, recién 
en 2004 las autoridades del Estado establecieron el 
primer Centro para la Educación Ambiental19. Hoy en 
día esos centros ya son considerados pioneros en 

17 Ministerio de Agricultura, Recursos Naturales y Medio 
Ambiente, Revised National Strategy for Sustainable 
Development, (2010). <www.moa.gov.cy>.

18 Cyprus Research Promotion Foundation, Linking Science 
and Policy in Sustainable Development Research, (Limassol, 
Chipre: 2009). <www.research.org.cy/EL/user_info/scie.
html>.

19 Zachariou, A., “Centres of Environmental Education and 
Education for Sustainable Development: A Report on the 
Network of the Centres of Environmental Education in 
Cyprus”, 4th KEEPE, (Nafplio, Grecia: diciembre de 2008).

la promoción de la investigación y el desarrollo en 
el campo de la educación ambiental. El progreso lo-
grado hasta el presente demuestra las posibilidades 
y oportunidades que presenta la integración de los 
actores de la sociedad civil en la educación formal e 
informal para el desarrollo sustentable.

Si bien la Estrategia Nacional Revisada para el 
Desarrollo Sustentable brinda lineamientos para la 
integración de la sociedad civil en el proceso general 
de toma de decisiones y el proceso de preparación 
de Estrategias y Planes de Desarrollo Sustentable 
ha sido bastante eficiente, la implementación y los 
efectos sobre los ciudadanos y la sociedad han te-
nido bastante menos éxito20. A fin de promover e 
implementar un marco más holístico para el desa-
rrollo sustentable, el Gobierno debería aumentar sus 
esfuerzos para aprovechar las enormes reservas de 
conocimientos, experiencia, pericia y los mecanis-
mos de las organizaciones de la sociedad civil.

Perspectivas
Desde 2005, cuando se ratificó la Estrategia de Edu-
cación para el Desarrollo Sustentable, Chipre ha he-
cho grandes avances en su esfuerzo por cambiar el 
enfoque de la educación en un sentido más holístico. 
El país ha transformado varias unidades escolares 
en “escuelas sustentables”, ha aplicado las buenas 
prácticas pertinentes y ha brindado capacitación a 
maestros y otros funcionarios públicos. Sin embar-
go, para la adopción plena del marco de desarrollo 
sustentable es necesario que el Gobierno logre la 
participación activa de los actores locales en el pro-
ceso de toma de decisiones y también en la imple-
mentación de las estrategias educativas. Para tener 
éxito en la práctica, el “desarrollo sustentable” debe 
estar estrechamente ligado a la comunidad local y 
los actores sociales21. Estos actores no guberna-
mentales tienen una capacidad única para proponer, 
desarrollar y aplicar prácticas educativas eficaces 
para el desarrollo sustentable que se correspondan 
con las necesidades de sus comunidades. Por otra 
parte, los ciudadanos están más dispuestos a adop-
tar políticas y prácticas de desarrollo sustentable 
que surjan de los actores de su propia comunidad, 
entre los cuales las escuelas sustentables locales22. 
Además, la integración de actores no gubernamen-
tales en el proceso de toma de decisiones brindaría al 
desarrollo sustentable un enfoque pluridimensional 
que todavía está faltando en el sistema educativo 
en general. n

20 Mavroudi, E., entrevista con el Dr. Zachariou Aravella, op. cit., 
(2009).

21 Uphoff, N., Local Institutions and Participation for 
Sustainable Development, IIED, Gatekeeper Series, no. 3, 
(Londres: 1992).

22 Ibíd

Chipre 
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Extractivismo vs. bienestar

El planeamiento económico promovido por el Presidente Juan Manuel Santos, que no cuestiona el modelo 
extractivista aplicado por la previa administración Uribe, es una opción equivocada. La globalización centrada en 
la liberalización de la economía, la movilidad del capital sin controles eficaces, la pérdida de autonomía política, 
los programas de ajuste estructural de Estado y el aumento de los gastos militares bajo la coartada del conflicto 
armado interno son obstáculos que impiden el desarrollo. El bienestar de la población y el medioambiente 
siguen en peligro. La producción de biocombustibles ha empeorado la economía campesina, desplazado 
poblaciones enteras y destruido ecosistemas naturales. 

Corporación Cactus, Coordinación Nacional  
de la Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, 
Democracia y Desarrollo
Aura Rodríguez

Tras ser electo en 2010, el nuevo presidente Juan 
Manuel Santos, quien se había desempeñado como 
Ministro de Defensa en el gobierno de Álvaro Uribe 
(2002-2010) ha establecido, como uno de los pilares 
de su administración, la “sustentabilidad ambiental 
y la gestión del riesgo”, y un Plan Nacional de De-
sarrollo. El documento oficial del plan establece una 
relación directa entre el aumento de la pobreza y el 
deterioro ambiental, razón por lo cual se deben im-
plementar dos estrategias conjuntas para superar 
estos fenómenos: por un lado, una política económica 
enfocada a la generación de ingresos y aumento de la 
producción y, por el otro, la conservación y protección 
de la diversidad biológica y de los servicios ecosisté-
micos que contribuyen al bienestar humano1.

En concreto, el Gobierno nacional estima que 
el sector minero-energético y la generación y trans-
misión de electricidad se incrementarán un 588%, 
las reservas permanentes de hidrocarburos un 
335%, la producción de petróleo y gas un 79%, la 
construcción de poliductos y oleoductos un 78%, 
la producción de carbón un 70%, y la producción de 
oro un 51%2. La primera estrategia asume que el país 
crecerá en el futuro inmediato 1,7 puntos porcentua-
les por año, cifra que reduciría en 1,2% la pobreza y 
1,0% la indigencia. Al respecto, es preciso recordar 
que, si América Latina es la región del mundo con 
mayor desigualdad en la distribución de la riqueza, 
Colombia está a la cabeza de la desigualdad en la 
región3. Mientras el 50% más pobre de la población 
percibe apenas un 13.8% de los ingresos, el 10% 
más rico cuenta con un ingreso equivalente al 46.5% 
del total4. 

1 Ibid, p. 422

2 Ibid, p. 423

3 Oficina en Colombia de la Alta Comisionada de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, Informe sobre 
Colombia, A/HRC/16/22, (febrero de 2011), párr. 99.

4 Ricardo Bonilla e Iván Jorge (coordinadores), Bien-estar 
y macroeconomía 2002-2006: el crecimiento inequitativo 
no es sustentable, (Bogotá, CID, Universidad Nacional de 
Colombia, Contraloría General de la República, 2006), pág 23 
y ss.

La segunda estrategia, de conservación y pro-
tección de la diversidad, se fundamenta en la nece-
sidad de incorporar consideraciones ambientales a 
lo largo de los procesos de planificación territorial y 
de gestión de las políticas sectoriales. La meta plan-
teada por el Gobierno en este aspecto es reducir la 
huella ambiental de 1,9 gha/cápita. Esta unidad hace 
referencia a la demanda humana de recursos puesta 
en relación con la capacidad de regeneración del 
ecosistema; una huella ambiental de 1,9 gha/cápita 
implica que Colombia explota su ecosistema 1,9 ve-
ces más rápido de lo que éste puede renovarse a sí 
mismo, en tanto el estándar de desarrollo humano 
sustentable se encuentra en 1,85. La política am-
biental también contiene dos actividades de especial 
relevancia para aumentar el crecimiento económico 
y, de forma paralela y según el plan oficial, mejorar 
las condiciones medioambientales: el aumento en la 
producción de los biocombustibles y el uso alterna-
tivo de carbón6.

La base no cambia
El cambio de gobierno ha puesto al país en una situa-
ción confusa. En ciertos asuntos (como la relación 
con el poder judicial o la oposición), el presidente 
Santos ha marcado una distancia con relación a su 
antecesor; en política económica, sin embargo, lo 
mismo que en las políticas de desarrollo medioam-
biental, los lineamientos de uno y otro mandato, 
pese a las intenciones anunciadas, parecen ser los 
mismos.

5 Ibid, p. 424

6 Ibid, p. 463

Durante los dos periodos del gobierno de Uribe, 
según la Misión para el Empalme de las Series de 
Empleo, Pobreza y Desigualdad (MESEP), la cifra 
de la desigualdad en Colombia, medida por el coefi-
ciente de Gini, se mantuvo igual al dato registrado en 
2002 (0,59)7. Que la inequidad se mantenga en los 
mismos niveles de 2002 revela la ineficacia de los 
programas gubernamentales aplicados hasta el mo-
mento – y continuados por la actual administración8.

Asimismo, uno de los pilares del crecimien-
to económico durante las dos administraciones de 
Uribe, vigente en el gobierno Santos, es el incre-
mento en la explotación minera. Durante la presente 
década se han venido ampliando las actividades de 
extracción de recursos mineros en detrimento de la 
producción agrícola. Antes de 2001, por ejemplo, 
se expedían entre 80 y 100 títulos mineros por año, 
pero desde entonces han venido expidiéndose en 
promedio más de 4009. La profundización de la acti-
vidad extractiva por sobre la vocación productiva, los 
cambios drásticos ejercidos sobre el suelo a raíz de 
las actividades mineras y la reducción del apoyo a la 
pequeña producción campesina son tres momentos 
de un mismo proceso que afecta gravemente a los 
pequeños productores rurales.

7 Departamento Nacional de Planeación, Misión para el 
Empalme de las Series de Empleo, Pobreza y Desigualdad 
(MESEP) entrega series actualizadas al Gobierno Nacional, 
(24 de agosto de 2009), <www.dnp.gov.co>.

8 Diario El Universal, Familias en Acción va a seguir y se 
va a fortalecer, (Popayán, 5 de marzo de 2011), <www.
eluniversal.com.co/cartagena/politica/familias-en-accion-va-
seguir-y-se-va-fortalecer-12786>.

9 Houghton, Juan (editor), La tierra contra la muerte. 
Conflictos territoriales en los pueblos indígenas, (Bogotá, 
Centro de Cooperación al Indígena, 2008).
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Biocombustibles
Es igualmente preocupante que el capítulo sobre 
medio ambiente y desarrollo sustentable del Plan 
Nacional de Desarrollo vincule conservación y pro-
tección con la expansión de los biocombustibles. 

Los biocombustibles fueron propuestos por 
el Banco Interamericano de Desarrollo como una 
opción de energía “limpia”, presuntamente libre de 
consecuencias negativas a nivel medioambiental 10. 
Al mismo tiempo, se los presentaba como la mejor 
opción productiva para países en vías de desarrollo, 
acompañados por una serie de estrategias comer-
ciales de Washington, que veía en la posibilidad de 
comprar biocombustibles a bajo precio a países de 
Latinoamérica una manera de resolver algunos de sus 
problemas energéticos sin tener que derivar a la pro-
ducción de biocombustibles parte de su producción 
alimentaria11. En los últimos años se ha profundizado 
el apoyo gubernamental a las actividades basadas en 
monocultivos agroindustriales por encima de la agri-
cultura campesina de pequeña escala12, ocasionando 
el desplazamiento de poblaciones enteras. 

Entre octubre de 2005 y marzo de 2006 entra-
ron en funcionamiento cinco plantas de etanol en 
Colombia (Ingenio del Cauca, la de Providencia y 
Risaralda, Ardila Lulle, más Mayagüez y Manuelita), 
que producen 1.050.000 litros diarios de etanol que 
abastecen el 60% del mercado nacional. Sin embar-
go, las consecuencias negativas fueron evidentes 
de inmediato. 

La producción de biocombustibles requiere 
de grandes monocultivos de azúcar, maíz, palma 
aceitera o soja, y esta práctica productiva erosiona 
el suelo y agota sus nutrientes13. Además se ven 
comprometidos los recursos hídricos debido a la 
contaminación producida por los procedimientos 
de extracción y refinamiento, y se ve disminuida la 
extensión de tierra cultivable dedicada a la produc-
ción de alimentos, lo que aumenta los precios de los 
mismos y agrava las carencias alimenticias de los 
sectores más pobres de la sociedad14. 

10 Álvarez Roa, Paula, “La política del Gobierno colombiano 
en la promoción de biocombustibles”, (2008), 
<confraternizarhoy.blogspot.com/2010/08/estado-terrorista-
en-colombia-para.html>

11 Valencia, Mario Alejandro, Los biocombustibles en 
Colombia: El modelo de Robin Hood al revés y los precios de 
los alimentos, (2008), <mavalencia.blogspot.com/2008/03/
los-biocombustibles-en-colombia-el.html>

12 Diario El tiempo, “Ley para sufrir menos por el dólar”, 
(viernes 24 de julio de 2009), pág 1-8.

13 Ecoclimático, “El monocultivo y sus consecuencias”, 
(noviembre 2008), <www.ecoclimatico.com/archives/el-
monocultivo-y-sus-consecuencias-822>

14 Movimiento Mundial por los Bosques Tropicales, 
Biocombustibles, un desastre en potencia, <www.wrm.org.
uy/actores/CCC/Nairobi/Biocombustibles.html>

El uso de la soja y el maíz para la producción 
de biocombustibles, por ejemplo, está afectando el 
precio de estos productos en el mercado de alimen-
tos. El impulso dado por EEUU al uso del etanol ha 
hecho que el maíz haya superado picos históricos 
de precios. En 2007, el Internacional Food Policy 
Research Institute (IFPRI) presentó un informe 
que incluía estimaciones sobre la posible reper-
cusión internacional de la creciente demanda de 
biocombustibles. El precio del maíz, por ejemplo, 
aumentaría en un 41% para 2020, y la soja y el gira-
sol podrían alcanzar hasta un incremento del 76% 
para el mismo año, mientras que el trigo llegaría a 
aumentar un 30%15.

Asimismo, entre las múltiples posibilidades de 
empleo energético de la biomasa, los biocombusti-
bles son una de las opciones menos atractivas en 
cuanto a emisión de gases de invernadero. Si bien 
las emisiones de CO2 se ven significativamente redu-
cidas con el empleo de biocombustibles, no sucede 
lo mismo con otros gases de invernadero, especial-
mente el metano y aquellos que contienen nitrógeno 
y azufre (NOx y SOx)16. Todo esto sin contar que, 
dado que el cultivo de palma de aceite es de tardío 
rendimiento, el retorno de la inversión inicial no se 
da sino hasta cinco años después de la siembra, lo 
cual lo vuelve rentable sólo en unidades de produc-
ción superiores a las 50 ha, por lo cual este tipo de 
cultivos sólo puede pertenecer a medianos y grandes 
propietarios.

Discriminación a los afrodescendientes
Por añadidura, la expansión de los biocombustibles 
también ha afectado gravemente a la población 
afrodescendiente. En varios casos ha podido co-
rroborarse que estas comunidades se han visto 
ilegalmente expropiadas por empresarios de los 
biocombustibles vinculados con grupos paramilita-
res. En lugares como Curbaradó, donde existe una 
importante mayoría afrodescendiente, los pueblos 
afro han perdido 29.000 hectáreas por accionar pa-

15 Greenpeace, Biocombustibles, <www.greenpeace.org.ar/
biocombustibles/argentina/informacion.html>

16 Ibid.

ramilitar. Hoy, 7000 de esas hectáreas expropiadas 
están sembradas de palma de aceite17. 

La discriminación a los afrodescendientes 
es un problema de larga data en Colombia. Es-
tas comunidades, que representan un 26% de la 
población del país, padecen condiciones de vida 
significativamente inferiores a las del resto de los 
colombianos. Por ejemplo, el 79% de los muni-
cipios con mayoría afrodescendiente se ubica en 
la franja de menor desarrollo económico y social, 
con hasta un 85% de sus pobladores en situación 
de pobreza, mientras que en el resto de los munici-
pios este indicador no rebasa el 38%. De hecho, se 
estima que el 72% de la población afrodescendien-
te está ubicada en los estratos socioeconómicos 
más bajos de Colombia 18 padeciendo una tasa de 
mortalidad infantil que duplica la registrada a nivel 
nacional. Asimismo, los afrodescendientes tienen 
menos acceso a servicios básicos como educa-
ción y salud, así como a los mejores empleos y a 
la participación en la vida pública19. Un informe de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) presentado en mayo de 2009 denunció la 
falta de esclarecimiento judicial en la mayoría de 
los hechos de violencia que han afectado a muchos 
afrodescendientes y causado su desplazamiento, a 
la vez que valoró algunos esfuerzos del Gobierno 
por mejorar esta situación. 

Recientemente se han experimentado algunos 
avances en este sentido. En marzo de 2011, por 
ejemplo, fueron restituidas más de 25.000 hec-
táreas a comunidades afrodescendientes de las 
cuencas de los ríos Curvaradó y Jiguamiandó, en 
el noreste del país. Estas tierras habían sido expro-
piadas para la producción de biocombustibles por 
la organización paramilitar Autodefensas Unidas 
de Colombia, que se disolvió en 2006; su devolu-
ción es parte de un programa de la administración 
Santos para la restitución de unos 2,5 millones de 
hectáreas expropiadas por organizaciones para-
militares20. n

17 Revista Semana, “Los usurpados del Choco”, (Revista 
Semana nº 1402, 16 a 23 de marzo de 2009), pág 49. 

18 Romaña, Geiler, Afrocolombianos en busca de leyes contra 
el racismo y la desigualdad, (noviembre de 2005), <www.
revistafuturos.info/futuros14/afrocolombianos.htm>

19 Globedia, Padece población afrodescendiente de Colombia 
marginación, (15 de mayo de 2009), <uy.globedia.com/
padece-poblacion-afrodescendiente-colombia-marginacion>

20 Vanguardia.com, Restituyen más de 25 mil hectáreas a 
colombianos afrodescendientes, (19 de marzo 2009), 
< www.vanguardia.com/actualidad/colombia/97218-
restituyen-mas-de-25-mil-hectareas-a-colombianos-
afrodescendientes>
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El Gobierno y su acotado concepto de lo verde 

Los planes del Gobierno para el crecimiento económico no toman en cuenta los temas sociales ni los 
medioambientales. Al promover un modelo neoliberal no toma en consideración la distribución de la riqueza, 
el bienestar de los ecosistemas naturales ni la participación de la sociedad civil. Mientras tanto, la economía se 
vuelve cada vez más dependiente de los mercados y de los inversores extranjeros. El país está fallando en lo que 
respecta a proporcionar un estándar de vida mínimo para los sectores más pobres de la sociedad, un sistema 
de protección adecuado para las personas mayores, instalaciones adecuadas para el cuidado de los niños o un 
sistema de salud pública que funcione.

Citizens’ Coalition for Economic Justice
Kyehyun Ko

Existen por lo menos dos principales obstáculos para el 
desarrollo sustentable en la República de Corea: una alta 
dependencia de un modelo económico basado en las 
exportaciones y una infraestructura débil de bienestar 
social. Según un informe de 2010, el país es el de mayor 
dependencia respecto a las exportaciones e importa-
ciones entre los países del G-20, con exportaciones 
que representan el 43,4% de su producto interno bruto 
(PIB)1. El mismo estudio indicó que Corea también es 
el más altamente dependiente de la inversión extranjera 
entre los miembros del G-20 (88%). El Gobierno del 
presidente Lee Myung-bak, en particular, se preocupa 
nada más que por las necesidades económicas de los 
propietarios de las grandes empresas.

La obsesión del Gobierno por impulsar el sector 
de las exportaciones ha ocasionado una profunda 
desigualdad entre las empresas grandes y las pe-
queñas o medianas. La economía está dominada 
por unos pocos conglomerados como Samsung y 
Hyundai, y la brecha entre ellos y sus proveedores va 
en aumento. Mientras los grandes conglomerados 
forman la columna vertebral de la economía del país 
(por ejemplo, solamente Samsung provee el 20% de 
las exportaciones), las pequeñas y medianas empre-
sas dan empleo a más del 80% de la fuerza laboral, 
por lo que su salud es crucial para la economía. Sin 
embargo, el número de pequeñas empresas está dis-
minuyendo2. Entre ellas el 46% son subcontratistas 
que no tienen capital propio ni son tecnológicamente 
independientes y, por lo tanto, están subordinadas a 
las grandes empresas.

Crecen las desigualdades
Esta situación ha llevado al aumento de los distur-
bios sociales y sindicales, y también a debilitar la 
demanda interna debido al aumento del número de 
trabajadores no regulares y desempleados. Existe 
una alta prevalencia de trabajadores informales o no 
regulares entre las pequeñas y medianas empresas. 
En 2011 la tasa de desempleo del país aumentó de 

1 KBS World, Korea’s dependence on foreign trade, (14 de 
setimbre de 2010), <rki.kbs.co.kr/english/news/news_
zoom_detail.htm?No=5844>.

2 L. Williamson, “South Korea’s small businesses fight for 
survival,” BBC News: Business, (17 de agosto de 2011), 
<www.bbc.co.uk/news/business-14554015>.

3,6% en enero a 4% en febrero, según cifras del De-
partamento de Estadística del Gobierno3. Las tasas 
de desempleo son mayores entre los jóvenes (8,5%), 
con un 50% de recientes graduados universitarios 
que no pueden encontrar un trabajo.

La brecha de ingresos entre los trabajadores 
formales e informales es cada vez mayor. En 2010, 
2,1 millones de trabajadores tenían ingresos inferio-
res al salario mínimo (USD 767 por mes)4. El coefi-
ciente trimestral Engel (el porcentaje de consumo 
de alimentos en relación al gasto total) registró la 

3 BBC News Business, South Korea’s unemployment rate rises 
to year high, (16 de marzo de 2011), <www.bbc.co.uk/news/
business-12756028>.

4 Hong Seock-jae, “S. Korea claims highest rate of low-wage 
employment in OECD,” The Hankyoreh, (16 de febrero 
de 2011), <www.hani.co.kr/arti/english_edition/e_
national/463674.html>.

cifra más alta en siete años: 13,92%5. El coeficiente 
Engel mostró que cuanto más bajo es el ingreso de 
una familia, mayor es la proporción de los gastos en 
alimentos en su presupuesto familiar. Un aumento 
del coeficiente sugiere un mayor empobrecimiento 
y una creciente desigualdad entre ricos y pobres.

Temas medioambientales
Uno de los principales problemas medioambientales 
del país es la contaminación del aire en las gran-
des ciudades (83% de la población vive en áreas 
urbanas)6. La descarga de alcantarillado y los efluen-

5 KBS World, Engel’s coefficient highest in seven years, (20 
de agosto de 2011), <rki.kbs.co.kr/english/news/news_Ec_
detail.htm?No=83925&id=Ec>.

6 CIA, The World Factbook: Korea, South, (27 de setiembre 
de 2011), <www.cia.gov/library/publications/the-world-
factbook/geos/ks.html>.

coreA, repúBlIcA de

FIGURA 1

Emisiones de CO2 (toneladas métricas per cápita)

199219921992 199519951995 199819981998 200120012001 200420042004 200720072007

10

11

9

8

7

6

5

Fuente: Trading Economics, <www.tradingeconomics.com/singapore/co2-emissions-metric-tons-per-capita-wb-data.html>.

IEG = 59ICB = 99 98

99+99+

26

100

0

100

0

68100 100100 100 84



99Social Watch Corea, República de

tes industriales han provocado la contaminación del 
agua, inclusive bajo forma de lluvia ácida.

La ría de Saemangeum – que alberga 25 especies 
de aves migratorias, cuenta con miles de especies de 
animales y plantas y da sustento a varias comunidades 
de pescadores – es una de las zonas del país que se 
encuentra en más grave peligro. El Gobierno creó una 
presa para abastecer de agua a las operaciones agrí-
colas en todo el litoral y ahora los sedimentos del río 
cambiaron de manera significativa el ecosistema. Las 
aves migratorias no son capaces de anidar en la zona, 
lo que tiene un tremendo impacto en la cadena alimen-
taria. Aunque la mayoría de los estudios de impacto 
medioambiental en las etapas iniciales del proyecto 
no fueron realizados de manera accesible al público, 
desde el primer momento, varios grupos medioam-
bientalistas expresaron su preocupación respecto a 
que el Gobierno no estaba realizando la suficiente pla-
nificación como para proporcionar nuevas áreas para 
anidar a las aves. La presa fue terminada en 2006 y la ría 
comenzó a llenarse con los sedimentos transportados 
por los ríos cercanos. No solo aconteció que el agua tan 
contaminada de estos ríos no podía ser utilizada para la 
agricultura en la costa, sino que la tierra que trasportaba 
estaba tan saturada con productos químicos tóxicos 
que el cultivo de arroz también resultó imposible. El 
área por lo tanto tendrá que ser utilizada para otros 
fines, pero el daño medioambiental ya se ha hecho. La 
mayoría de las especies de aves locales se encuentran 
en peligro de extinción7.

La preocupación también ha venido crecien-
do entre las organizaciones medioambientales en 
relación con los esfuerzos del Gobierno para impul-
sar la inversión en energía nuclear. En 2010 el país 
esperaba obtener más del 50% de sus necesidades 
energéticas de la energía nuclear8.

El Proyecto de los Cuatro Ríos Principales
El Proyecto de los Cuatro Ríos Principales se puso en 
marcha en 2009 como parte del nuevo conjunto “verde” 
de políticas promulgadas por el Gobierno sobre Bajo 
Carbono - Crecimiento Verde (BCCV) (ver recuadro). 
Representando el 38% del presupuesto para el BCCV, 
el proyecto tiene tres componentes esenciales: la revi-
talización del Han, el Nakdong, el Geum y el Yeongsan 
(los llamados “cuatro ríos principales”); un conjunto 
de obras sobre 14 afluentes; y la restauración de otros 
arroyos de menor tamaño. Los objetivos declarados 
son proteger los recursos hídricos, implementando 
medidas integrales para el control de las inundacio-
nes; mejorar la calidad del agua y crear espacios “eco-
amigables” para el turismo. Con el fin de lograr estos 
objetivos serán modificados los cursos de numerosos 
afluentes y arroyos menores y los cuatro ríos princi-
pales hospedarán presas y embalses que cambiarán 
drásticamente los ecosistemas involucrados9.

7 Asia Pacific Business & Technology Report, Korea: 
environmental problems & solutions, (1 de febrero de 2010), 
<www.biztechreport.com/story/417-korea-environmental-
problems-solutions>.

8 Ibid.

9 J. Card, “Korea’s Four Rivers Project: Economic boost or 
boondoggle?,” Environment 360, (Yale School of Forestry 
& Environmental Studies, 21 de setiembre de 2009), <e360.
yale.edu/content/feature.msp?id=2188>.

El proyecto ha suscitado críticas de grupos 
medioambientalistas locales e internacionales, 
como Amigos de la Tierra. No ha habido una Evalua-
ción Adecuada del Impacto Medioambiental antes de 
comenzar el trabajo o cualquier tipo de diálogo con la 
sociedad civil, la cual se vio privada de información 
sobre el proyecto10. En efecto, el proyecto está sien-
do llevado a cabo sin atender ninguna consideración 
por parte de la opinión pública, puesto que el 70% 
de los coreanos critican el proyecto debido a que no 
restaura sino que mata los ecosistemas11.

Además, las cuatro provincias que albergan el 
proyecto tienen significativamente menos proble-
mas de abastecimiento de agua que otras zonas del 
país. Los medioambientalistas han señalado que, 
debido a las operaciones de dragado masivo impli-
cadas, tendrán que ser reubicadas la flora y fauna 
inusuales, en tanto los embalses forzarán al des-
plazamiento de comunidades y dañarán sitios que 
son patrimonio cultural. Por otra parte, se sospecha 
que el proyecto viola una serie de leyes, incluyendo 
la Ley Corporativa de Recursos Hídricos de Corea 
y aquellas relacionadas con la política medioam-
biental, la evaluación del impacto y la protección de 

10 Ibid.

11 Sun-Jin Yun, “Not So Green: A Critique of South Korea’s 
Growth Strategy,” Global Asia 5(2), (Verano 2010), <www.
globalasia.org/V5N2_Summer_2010/Sun-Jin_Yun.html>.

bienes culturales12. También existen dudas sobre su 
viabilidad económica.

Conclusión
El modelo económico del país tiene que ser modfi-
cado, abandonando el principio del “crecimiento 
económico primero” en favor de un enfoque de de-
sarrollo sustentable, abandonando la orientación de 
las grandes empresas a favor de la orientación de 
las pequeñas/medianas empresas – y enfocarse en 
políticas que, en vez de favorecer a los ricos, favorez-
can a los pobres. En suma, el país debería abolir las 
políticas neoliberales y centrarse en las necesidades 
sociales y medioambientales.

El Gobierno debe reducir la dependencia del ex-
tranjero para fomentar las pequeñas y medianas em-
presas a través de exenciones fiscales y beneficios 
financieros. La expansión de los servicios públicos 
podría ser la clave para un proceso de creación de 
empleo que va a desempeñar un papel importante 
en la mejora de la calidad de vida en Corea. También 
debe haber una mayor participación de la sociedad 
civil en los proyectos y políticas que impactan sobre 
el medioambiente. n

12 Ibid.

¿DE qUé HABLAMOS CUANDO HABLAMOS DE “VERDE”?

Desde que el presidente Lee Myung-bak anunció en agosto de 2008 el Bajo Carbono - Crecimiento Ver-
de (BCCV) como paradigma de desarrollo nacional todos los ministerios en el país están desarrollando 
proyectos relacionados con el “crecimiento verde”. Pero ¿qué significa “verde” en este contexto? La 
legislación coreana lo define como “un crecimiento sustentable con menos emisiones de gases de 
efecto invernadero y menos degradación medioambiental”, y también proporciona definiciones espe-
cíficas para “bajo carbono” (lo que aquí significa una reducción de la dependencia de los combustibles 
fósiles, la expansión del uso de energía limpia y la consecuente reducción de las emisiones de gases de 
efecto invernadero a niveles aceptables) y “crecimiento verde” (definido como el crecimiento econó-
mico que pretende estar “en armonía con el medioambiente” al reducir el deterioro medioambiental). 
Según el Gobierno, el uso eficiente de la energía baja en carbono contribuirá a la seguridad energética 
y también reducirá las emisiones de gases de efecto invernadero.

Sin embargo, el significado de “verde” como lo define el Gobierno es diferente de lo que se 
entiende en el campo de la ecología política, donde también se abarcan aspectos sociales como la 
justicia de género, la democracia directa y la solidaridad. Dado que el Gobierno interpreta que esto 
significa simplemente la reducción de las emisiones de CO2 y de otros contaminantes medioam-
bientales, es que proponer la energía nuclear como una fuente de energía “verde” porque genera 
emisiones relativamente bajas de CO2 (sin abordar el problema de la eliminación de desechos). Lo 
“verde” es promocionado solo cuando contribuye al crecimiento económico, lo que parece ser el 
único y verdadero objetivo del Gobierno.

Esto se hace evidente en los grandes proyectos gubernamentales, como la presa de estuario 
Saemangeum y el Proyecto de los Cuatro Ríos Principales, ésta última una enorme pieza de inge-
niería que incluye la construcción de 16 presas en preparación para que los canales se enlacen con 
los ríos. Esta propuesta se presenta como una estrategia “verde” para enfrentar el cambio climático; 
sin embargo, este enfoque es no sustentable.

De esta manera, el paradigma del desarrollo sustentable está siendo reemplazado por el “cre-
cimiento verde”, que no solo es indiferente a la equidad social y a la participación ciudadana, sino 
que también tiene una capacidad muy limitada para proteger de manera efectiva los ecosistemas 
del país.
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Sociedad civil: la única defensora del interés público

La crisis ha afectado duramente la economía de Croacia. Crecen las tasas de pobreza y desempleo, en tanto 
el Gobierno sigue favoreciendo enfoques no sustentables de desarrollo. Las autoridades parecen servir 
solamente al sector privado; el bienestar de las personas es a menudo solamente defendido por organizaciones 
de la sociedad civil, como lo ha demostrado una exitosa campaña contra la extensión de un oleoducto hacia 
el Adriático. La Estrategia para el Desarrollo Sustentable del Gobierno es inadecuada y la legislación vigente 
sobre tierras, aguas y bosque es errónea y nada transparente. El país debe abrazar de inmediato la causa del 
desarrollo sustentable.

Croatian Law Centre
Inge Perko-Šeparović, Ph.D.
Eko Kvarner 

Vjeran Piršić

La crisis económica mundial de 2008 tuvo un impac-
to profundo y negativo sobre la economía croata. El 
crecimiento se redujo de 2,4% en 2008 a -5,8% en 
2009 y a -1,4% en 20101. Al mismo tiempo, y agra-
vando la crisis, el servicio de la deuda externa había 
alcanzado casi el 100% del PIB en 2010, limitando de 
manera severa el acceso continuo al crédito externo2.

Uno de los principales impactos negativos de la 
crisis ha sido el aumento del desempleo. Entre 2005 y 
2008 el crecimiento económico permitió cierta creación 
de empleo pero la crisis revirtió esta situación: en 2010 
el nivel de desempleo (medido como porcentaje de la 
población total) fue de aproximadamente 17,6%3.

Las tasas de pobreza también han aumentado. 
Entre 2005 y 2008 la pobreza estaba vinculada sobre 
todo al desempleo a largo plazo y a la inactividad, 
concentrado mayoritariamente entre trabajadores 
poco calificados, pero con la crisis esto cambió. La 
reducción del empleo, la disminución de los ingresos 
reales y la congelación de los salarios en el sector pú-
blico han empujado por debajo de la línea de pobreza 
a una gran cantidad de personas. Como resultado, 
los pobres “emergentes” están mejor educados, son 
jóvenes y económicamente activos.

La defensa del medio ambiente
Los intereses públicos y privados colisionan conti-
nuamente en Croacia. El interés público está sien-
do defendido exclusivamente por la sociedad civil, 
mientras que las elites políticas a menudo sirven 
exclusivamente a los intereses privados. En 2009 el 
Parlamento aprobó la “Estrategia para el Desarrollo 
Sustentable de la República de Croacia”, que esta-
bleció una serie de directrices y políticas en materia 
de desarrollo sustentable y también se refirió a la 
situación medioambiental del país4. No obstante, la 

1 Countries of the World, Croatia Economy 2011, <www.
theodora.com/wfbcurrent/croatia/croatia_economy.html>.

2 US Department of State, “Background Note: Croatia,” (6 de 
abril de 2011), <www.state.gov/r/pa/ei/bgn/3166.htm>.

3 Index Mundi, Croatia unemployment rate, <www.
indexmundi.com/croatia/unemployment_rate.html>.

4 Ver: <www.mzopu.hr/doc/Strategy_for_Sustainable_
Development.pdf>.

estrategia ha sido fuertemente criticada por varias 
organizaciones de la sociedad civil, que han seña-
lado que no establece objetivos prioritarios y que 
carece de puntos de referencia y de indicadores de 
progreso.

La crisis ha dado lugar a la llamada “hambre de 
inversión” en la que el Gobierno se alinea con inver-
sionistas privados y extranjeros, en detrimento de la 
comunidad en su conjunto. El capital que como resul-
tado es atraído no es una fuente viable de desarrollo, 
ya que depende de mínimas regulaciones laborales 
y medioambientales y, por lo general, tanto reduce 
como degrada los recursos naturales del país.

En este contexto, los problemas tienden a acu-
mularse. La tendencia hacia el uso no sustentable 
(y abuso) de los recursos no renovables se agrava 
por la mala administración del Gobierno5. Existe 
una gran necesidad de un consenso nacional sobre 
el tema de la administración de recursos, particu-
larmente en relación con los recursos que deben o 
no ser utilizados de manera más intensiva en este 
momento sin poner en peligro el medio ambiente 
o comprometer las necesidades de generaciones 
futuras.

Temas de la tierra
La tierra es uno de los mejores recursos naturales 
del país, especialmente en la costa adriática. Estra-
tegias nacionales sobre el uso de la tierra han sido 
aprobadas por el Parlamento y cumplidas a través 
de los departamentos de planificación urbana de los 
gobiernos locales y regionales. El control sobre la 

5 Los costos y beneficios de la extracción de recursos en 
términos de desarrollo sustentable y el bienestar de los 
ciudadanos no han sido medidos.

creación de estos planes y la verificación de su acep-
tabilidad recae sobre el Ministerio de Protección, 
Planificación Física y Construcción Medioambiental, 
el cual carece de lineamientos generales. Esto sig-
nifica que no existen estimaciones de impuestos 
o mecanismos regulatorios idóneos que puedan 
prevenir el uso erróneo o nocivo de este recurso.

Un análisis independiente de los planes para el 
desarrollo urbano a lo largo de la costa del Adriático 
ha establecido que los proyectos actuales permiten el 
asentamiento de 17 millones de habitantes. El área es 
habitada actualmente por menos de dos millones de 
personas, por lo que el impacto de un gran número 
de nuevas viviendas será enorme. Otras investiga-
ciones han demostrado que, en los últimos 2.500 
años, 750 Km. (de 6.000 Km.) de la costa este del 
Mar Adriático han sido urbanizados, mientras que los 
planes actuales para pueblos y ciudades urbanizarán 
otros 600 Km. esto significa que el mismo nivel de 
desarrollo que se llevó a cabo en más de dos milenios 
y medio podría ser casi duplicado en una década. Las 
tierras agrícolas también están siendo utilizadas para 
la construcción como parte de la planificación urbana 
de los gobiernos regionales y locales.

Bosques, agua y biodiversidad
Uno de los principales aspectos de la administración 
forestal es la ausencia de estimaciones oficiales de 
biomasa. Las cifras varían de manera considera-
ble: desde 700 mil toneladas anuales de acuerdo 
con la empresa pública Hrvatske Šume (Bosques 
de Croacia) hasta 2 millones de toneladas anuales 
de acuerdo con la comunidad académica. Mien-
tras tanto Hrvatske Šume mantiene alto el precio 
de la madera y entrega cantidades insuficientes, en 
destruyendo por consiguiente la industria local de 
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procesamiento de madera y, finalmente, ocasiona 
desempleo y pauperización. La búsqueda del bien 
común, que debe ser la principal preocupación del 
Gobierno, está siendo descuidada por la búsqueda 
de intereses privados.

Esta lóbrega imagen se vuelve aún más depri-
mente si tomamos en cuenta el tema de la adminis-
tración del agua. La Estrategia para el Desarrollo Sus-
tentable 2009, por ejemplo, carece de una definición 
clara del tan invocado “derecho al agua”6. También 
ha habido una serie de propuestas de privatización; 
la primera fracasó, pero el temor a la privatización 
generalizada de los recursos hídricos permanece. 
Algunos recursos de agua ya están siendo colocados 
en manos privadas a través de contratos de conce-
sión que son cualquier cosa, menos transparentes.

La biodiversidad de Croacia no está protegida, 
como puede verse por ejemplo en la introducción de 
especies foráneas en los ecosistemas locales. Esta 
situación es particularmente apremiante en la isla 
Cres, en la cual 30 jabalíes, introducidos por cazado-
res, se multiplicaron llegando a 1.000 en el plazo de 
10 años. Los jabalíes no solamente dañan el hábitat, 
sino que atacan a ovejas y corderos, destruyendo el 
sustento de los agricultores7.

Uno de los principales temas relativos a la bio-
diversidad del país es la falta de información fiable. 
Croacia es uno de los pocos países europeos que 
carece de listas actualizadas de especies o de guías 
de campo específicas del país. Los inventarios de 
las especies existentes (así como el conocimiento 
sobre fauna y flora locales) son insuficientes para 
numerosos propósitos, incluyendo las evaluacio-

6 El derecho al acceso sustentable de agua potable y 
saneamiento básico.

7 P. Ettinger, “The birds are on the money in Croatia,” Wildlife 
Extra, <www.wildlifeextra.com/go/world/cres-vultures.
html#cr>.

nes del impacto medioambiental. La naturaleza de 
la fauna subterránea también es muy escasamente 
conocida. Esta falta de inventarios adecuados y de 
conocimiento, inevitablemente, limitan el alcance de 
cualquier uso de la tierra o la planificación adminis-
trativa de los ecosistemas que se necesita para los 
proyectos de desarrollo.

Otro caso de biodiversidad en peligro de extin-
ción tiene su raíz en la producción de monocultivos, 
tanto en la agricultura como en la silvicultura. Nu-
merosas especies endémicas se han perdido debi-
do a que son progresivamente sustituidas por otras 
especies extranjeras, que son percibidas como más 
atractivas en el corto plazo por las empresas agrarias.

Controles medioambientales mal aplicados
Los procedimientos de evaluación del impacto 
medioambiental que se realizan para las nuevas 
construcciones, así como los requisitos para obte-
ner los permisos de seguridad para la ampliación o 
incluso para continuar operando en las instalaciones 
existentes, se supone son estrictamente regulados 
por ley. Desafortunadamente, la totalidad de las ins-
talaciones puede evadir con facilidad el sistema de 
control del Estado. Aún más, dado que las instala-
ciones ya existentes no se ajustan a las normas de 
contaminación europea, sus dueños se otorgan ex-
tensiones para adecuaciones que incluyen períodos 
de transición de hasta 12 años.

Estos períodos de transición se negocian con 
la UE como parte de las medidas necesarias para 
conceder la membresía a Croacia; sin embargo, 
a algunas de las instalaciones se les permite con-
tinuar operando hasta el final de su ciclo de vida. 
Un problema adicional deriva de la utilización de 
materias primas de calidad inferior, especialmente 
en las refinerías de petróleo, lo que ocasiona una 
importante contaminación del aire en las áreas que 
rodean las refinerías. En 2004, el Ministerio emitió 

una orden para que las refinerías de petróleo usaran 
mejor calidad de materias primas. Aunque la orden 
fue respaldada por una decisión de la Corte, las refi-
nerías la desobedecen a menudo.

Ejemplos de buenas prácticas
Dado que la mayoría de las veces el interés público 
no es protegido por el Gobierno, la sociedad civil 
ha asumido esta tarea. Si bien su influencia no es 
suficientemente fuerte, sin embargo, deben ser men-
cionados ejemplos de intervención exitosa.

La organización Eko Kvarner, por ejemplo, se 
opuso firmemente a la propuesta de extender el ga-
soducto Družba Adria, que ya es el más largo del 
mundo y transporta petróleo desde el este de Rusia 
hacia Belarús, República Checa, Alemania, Hungría, 
Polonia, Eslovaquia y Ucrania, a través de Croacia y 
Hungría hasta llegar al Mar Adriático8. La proyectada 
transferencia de petróleo hubiera puesto en peligro 
la parte norte del Mar Adriático y el bienestar de la 
gente que vive en esta región. Eko Kvarner planteó 
dudas suficientes acerca de la validez de la evalua-
ción del impacto medioambiental9 para asegurar que 
las autoridades rechazaran la propuesta.

El éxito más reciente se refiere a un campo de 
golf propuesto en Istria. Dos organizaciones, Green 
Action (Acción Verde) y Green Istria (Istria Verde), 
demandaron al Ministerio de Protección, Planifi-
cación Física y Construcción Medioambiental por 
ampliar los permisos para construir un campo de 
golf a pesar de una problemática evaluación de im-
pacto medioambiental. Como resultado, el Tribunal 
Administrativo anuló los permisos.

Conclusión
Croacia necesita adoptar con urgencia un paradigma 
de desarrollo sustentable. Más y mejor inversión en 
fuentes de energía renovable y la implementación de 
políticas de eficiencia de energía podrían ser un buen 
comienzo. La protección de los recursos más vitales 
(tierra destinable a la agricultura, agua y bosques) es 
del mayor interés para el desarrollo sustentable en el 
país. Es importante construir instalaciones turísticas 
medioambientalmente amigables, ya que el turismo 
juega un papel importante en la economía de Croacia 
y, al mismo tiempo, no es viable sin un medio am-
biente preservado y protegido. La política oficial se 
supone promueve la protección del medio ambiente, 
pero en realidad los intereses económicos se ven fa-
vorecidos por encima de los intereses medioambien-
tales y sustentables. Los gobiernos locales deben ser 
alentados a desarrollar sus propios proyectos con el 
fin de promover la sustentabilidad y la protección del 
medio ambiente dentro de su jurisdicción10. n

8 Wikipedia, Druzhba pipeline, <en.wikipedia.org/wiki/
Druzhba_pipeline>.

9 OneWorldSEE, Eko Kvaner Announces Public Debate of the 
‘Družba Adria’ Project, (16 de abril de  2004), <oneworldsee.
org/sq/node/2901>.

10 Jelena Lon�ar and Mladen Maradin, Environmental 
challenges for sustainable development in the Croatian north 
Adriatic littoral region, (Croacia: 2009), <www.ff.uni-lj.si/
oddelki/geo/publikacije/dela/files/dela_31/10_loncar.pdf>.
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Fuente: Trading Economics.
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Francisco Hurtado 

El Art. 71 de la nueva Constitución ecuatoriana re-
conoce el derecho de la naturaleza a “que se respete 
integralmente su existencia y el mantenimiento y 
regeneración de sus ciclos vitales, estructura, fun-
ciones y procesos evolutivos” 1, y se legitima a las 
personas, comunidades, pueblos y nacionalidades 
la posibilidad de exigir a los poderes públicos su 
cumplimiento. Esto se traduce en la obligación del 
estado de garantizarlos, prevenir su violación, e in-
cluso la responsabilidad de restauración de los eco-
sistemas, independiente del derecho a la reparación 
que las personas, individual y colectivamente, tienen 
garantizada por la violación de derechos humanos.

De ese modo, la concepción misma del recono-
cimiento del derecho humano a vivir en un ambiente 
sano y ecológicamente equilibrado y el desarrollo de 
la gestión ambiental, fundamentados en el concep-
to de desarrollo sustentable, entran en tensión por 
el reconocimiento constitucional de los derechos 
de la naturaleza, al reconocerle valores intrínsecos 
más allá de los bienes y servicios que representa a 
la humanidad.

El desarrollo sustentable
La cada vez más acelerada explotación de recur-
sos naturales en los siglos XIX y XX ha permitido 
constatar la existencia y superación de los límites 
máximos de explotación de determinados recur-
sos naturales, sobre todo los no renovables, y ha 
evidenciado los límites físicos del planeta frente al 
crecimiento de la producción y el consumo de las 
sociedades. Desde el punto de vista ecológico, esto 
ha implicado la degradación, cada vez más aguda, de 
diversos ecosistemas a lo largo del mundo, causada 
por la necesidad de aplicar procesos de extracción 
de recursos naturales cada vez más intensivos que 
permitan aprovecharlos al máximo; produciendo 
globalmente una serie de impactos como la degrada-
ción de los suelos, la desaparición de especies de flo-
ra y fauna, contaminación del agua, elevados niveles 
de contaminantes atmosféricos, y la deforestación y 
desertificación a nivel mundial, entre varios otros; y 
por otra parte, los impactos sociales y culturales en 
varias comunidades y pueblos a lo largo del mundo, 

1 Constitución Política del Ecuador, Art. 71.

cuya evidencia más dramática ha sido la extinción de 
pueblos originarios.

Si bien, en la década de los setenta y ochenta, 
la preocupación por la preservación del ambiente 
frente a los impactos provocados por la actividad 
humana trasciende a la discusión política de los or-
ganismos internacionales, y produce la lenta y pau-
latina incorporación de normas ambientales en los 
ordenamientos jurídicos de los Estados, incluidos 
el reconocimiento del derecho humano a vivir en un 
ambiente sano y ecológicamente equilibrado y el de-
sarrollo de la gestión ambiental; es necesario analizar 
cómo esa preocupación ambiental se ha enmarcado 
en el concepto de desarrollo.

El derecho a vivir en un ambiente sano  
y ecológicamente equilibrado
El surgimiento del desarrollo sustentable no impli-
có una crítica a la lógica de acumulación capitalista 
como causa estructural de los impactos ambientales, 
y como consecuencia el derecho humano de vivir en 
un ambiente sano, y al contrario se concretó en el 
surgimiento de la gestión ambiental (con distintas 
modalidades en cada país) por la cual se incorpo-
ran procesos de evaluación de impactos ambientales 
como mecanismo para reducir y eliminar modos de 
producción y consumo insustentables, e incluso llegó 
a incorporar la posibilidad de la participación ciudada-
na en esa gestión, a través de procesos de información 
adecuada sobre el medio ambiente, y la posibilidad y 
oportunidad de participar en los procesos de adopción 
de decisiones, fundamento de lo que hoy se conocer 
en Ecuador como derecho a la consulta ambiental.

Sin embargo, esa gestión ambiental no busca en 
sí mismo la protección de la naturaleza (de los eco-
sistemas y de la población que en ellos habita) bajo la 

consideración de los valores intrínsecos que tiene para 
la existencia de la vida, sino que refuerza el discurso del 
desarrollo y por tanto del crecimiento económico, bus-
cando mecanismos que permitan garantizar un uso más 
eficiente de los recursos naturales en el tiempo, alen-
tando al desarrollo técnico y científico, el cual, se dice, 
permitirá producir más con menos recursos naturales.

La minería a gran escala en Ecuador
En el Ecuador, la extracción de recursos naturales, 
principalmente de petróleo, ejemplifican el acelerado 
deterioro de los ecosistemas y de las condiciones 
de vida de las poblaciones impactadas. De acuerdo 
a los datos del Sistema de Indicadores Sociales del 
Ecuador (SIISE) 2, la mayoría de los poblados asen-
tados en los alrededores de los campos petroleros 
están por encima del promedio de pobreza del país3, 
y soporta gravísimos impactos ambientales4.

En la actualidad el inminente inicio de la fase de 
explotación de proyectos de minería metálica a gran 
escala constituye uno de los procesos de mayor con-
flictividad en el Ecuador. Desde la década de los 90, los 
distintos gobiernos han preparado las condiciones ade-
cuadas para su desarrollo en función de su potencial, a 
decir de esos gobiernos, para generar importantes re-
cursos para el Estado y garantizar el desarrollo del país.

Tanto el Proyecto de Asistencia Técnica para el 
Desarrollo Minero y Control Ambiental (PRODEMIN-

2 Se puede descargar el SIISE en el siguiente link:  
<www.siise.gov.ec>.

3 Pablo Ortiz, “Protestas locales amazónicas y modelo petrolero 
en Ecuador” <www.ibcperu.org/doc/isis/9339.pdf>.

4 Esperanza Martínez, “Ecuador: contra la globalización de 
las transnacionales” <168.96.200.17/ar/libros/osal/osal17/
martinez.pdf>.

Minería a gran escala, insistiendo en el desarrollo insostenible

La entrada en vigencia, en octubre de 2008, de la Constitución del Ecuador plantea para el Estado nuevos 
retos frente a su obligación, y máximo deber de respetar y garantizar el ejercicio de los derechos humanos 
reconocidos constitucionalmente. En ella, adicional al reconocimiento de derechos humanos, individuales y 
colectivos, se reconoce también, como nuevo sujeto de derechos, a la Naturaleza o Pachamama. Este gesto 
esperanzador no refleja, sin embargo, toda la realidad del modelo extractivista ecuatoriano.
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CA) y la aprobación de la Ley de Minería en 1991, pro-
cesos auspiciados por el Banco Mundial, significaron 
el inicio de la política ecuatoriana para el desarrollo 
paulatino de la minería a gran escala en Ecuador cuyo 
objetivo primordial ha sido generar condiciones favo-
rables para las inversiones privadas. Desde entonces, 
varias empresas transnacionales se convirtieron en 
concesionarias del Estado para iniciar actividades de 
prospección y exploración, que llegaron a representar, 
al 2007, 2,8 millones de hectáreas, de las cuales casi la 
mitad correspondían a minería metálica 5.

Esto provocó la reacción de varias comunida-
des campesinas e indígenas directamente afectadas 
por los impactos socioambientales generados por 
las empresas, entre ellos la contaminación del agua 
y de la tierra, acaparamiento y tráfico de tierras, y el 
consecuente control del territorio concesionado. La 
resistencia de Íntag, en la provincia de Imbabura, es 
emblemática. Sus comuneros impidieron en un pri-
mer momento los trabajos de la empresa japonesa 
Bishimetals (1997), y posteriormente de la cana-
diense Ascendant Cooper (2006). Esas acciones de 
resistencia junto a otras ocurridas en las provincias 
de Zamora Chinchipe y Morona Santiago, llevaron 
incluso a la suspensión de actividades para varias 
empresas en el año 20076.

El inicio de la minería a gran escala  
y el proceso de resistencia
En los años recientes, pese a que la Asamblea 
Nacional Constituyente expidió el Mandato Cons-
tituyente No. 6 que dispuso la reversión de con-
cesiones mineras al Estado, el gobierno nacional, 
después de la entrada en vigencia de la Constitu-
ción, envió un proyecto de Ley de Minería que fue 
aprobado por la Asamblea Nacional, e identificó, 
además, 5 proyectos de minería a gran escala como 
estratégicos para la consecución del Plan Nacional 
de Desarrollo7.

En la actualidad el Ecuador cuenta ya con el 
Plan Nacional de Desarrollo Minero 2011 – 2015 que 
prevé aproximadamente 21 depósitos de minerales 
a gran escala en varias provincias del territorio, des-
cribe la participación del Estado en la renta minera a 
través de las regalías y los impuestos que la empre-
sas privadas deben pagar, así como las políticas de 
gestion ambiental y social de esta actividad ; el Esta-
do además ha consolidado el ordenamiento jurídico 
suficiente para el desarrollo de esta actividad8 y está 
negociando cinco contratos de explotación mine-

5 CEDHU - FIDH, Intervención minera a gran escala en Ecuador 
y vulneración de Derechos Humanos (Ecuador: Comisión 
Ecuménica de Derechos Humanos y Federación Internacional 
de Derechos Humanos, 2010) 13-15.

6 “Breve historia de la resistencia a la Minería en Intag, 
Ecuador”, <www.sloth.gr.jp/S-chapter/MINING%20
RESISTANCE%20IN%20JUNIN-SUMMARY_esp.pdf>; 
“Resistencia anti-minera en Morona Santiago”, <www.
olca.cl/oca/ecuador/mineras54.htm>; “Minera no puede 
operar en Zamora”, (29 de mayo de 2007), sección País, 
<www.lahora.com.ec/index.php/noticias/show/575172/-1/
Minera_no_puede_operar_en_Zamora.html>.

7 Ministerio de Recursos Naturales no Renovables del Ecuador, 
“Proyectos Mineros Estratégicos”, <bit.ly/nswzLa>.

8 Plan Nacional de Desarrollo Minero del Sector Minero 2011-
2015 <bit.ly/PlanMinero2011-2015>.

ra con empresas trasnacionales, una de las cuales 
una ya ha recibido licencia ambiental para la fase de 
explotación9.

De su parte, las comunidades indígenas y cam-
pesinas directamente impactadas siguen en movili-
zación y resistencia permanente, pese a la presión 
que ejerce el gobierno nacional, sea a través del dis-
curso del desarrollo en el que se acusa a las comu-
nidades de primitivismo político y de querer impedir 
la generación de recursos para el Presupuesto del 
Estado y por tanto el crecimiento económico del 
Ecuador10; e incluso a través de estrategias más di-
rectas como el uso del ordenamiento jurídico penal 
para procesar los conflictos a través de la persecu-
ción y criminalización de la población, a través de 
delitos como el terrorismo o el sabotaje11.

Una mirada alternativa al desarrollo
El inicio de proyectos de minería metálica a gran 
escala en el Ecuador han generado y seguirán gene-
rando procesos de movilización social y resistencia 
frente a los impactos reales y potenciales, sociales 
y ambientales, que conlleva. Esa tensión entre el 
gobierno y las comunidades indígenas y campesinas 
impactadas tienen como fondo la discusión política 
sobre el modelo de desarrollo propuesto.

La Constitución Política del Ecuador de 2008 
tiene disposiciones que deben ser analizadas inte-
gralmente y más allá de su interpretación o aplica-
ción jurídica. Así, garantizar los derechos de la natu-
raleza junto con los derechos humanos, individuales 
y colectivos, no sólo constituye deber ineludible del 

9 “Ecuacorrientes cerca de obtener permisos ambientales” 
Diario El Hoy, (6 de octubre de 2011), sección Hoynegocios, 
<www.hoy.com.ec/noticias-ecuador/ecuacorrientes-cerca-
de-obtener-permisos-ambientales-505288.html>.

10 “Presidente Correa defiende minería responsable” 
Ecuadorinmediato.com, (25 de septiembre de 2009), <bit.ly/
rhESn3>; “Presidente Correa afirma que el Gobierno no acepta 
plazos de nadie” Ecuadorinmediato.com, (11 de diciembre de 
2009), <bit.ly/n6AwEt>; “La Minería” Ministerio de Recursos 
Naturales no Renivables, <bit.ly/rgTbeb>.

11 Francisco Hurtado, “Análisis sobre la criminalización 
actual en Ecuador” (Ecuador: Observatorio de Derechos 
Colectivos del Centro de Derecjos Económicos y Sociales - 
CDES y Oxfam, 2011), <observatorio.cdes.org.ec/analisis/
documentos-de-analisis.html>, 

Estado, sino que plantea la necesidad de pensar y 
construir una propuesta alternativa al actual modelo 
de desarrollo basado en la extracción de recursos 
naturales como posibilidad del crecimiento econó-
mico de la sociedad.

El discurso del desarrollo sustentable, por tan-
to, no puede ser considerado alternativo, menos aún 
crítico, pues no cuestiona la ideología del progreso, 
tan solo encubre con una fachada de preocupación 
ambiental la continuidad del modelo capitalista im-
perante, en que la naturaleza sigue siendo fuente de 
recursos naturales, aunque se diga que se pretende 
preservar, con el avance técnico y científico, su apro-
vechamiento para las futuras generaciones.

Así, el inicio de la minería a gran escala en Ecua-
dor reafirma el discurso del desarrollo sustentable, su 
modificación respecto del proyecto neoliberal tiene re-
lación sólo con la mayor participación del Estado en la 
renta que genera, pero en nada afecta al modo en que 
se efectúa toda la actividad, pues esta ha sido delegada 
a empresas transnacionales privadas, responsables 
globalmente de los impactos más intensivos para 
diversos ecosistemas en que varias comunidades 
recrean sus vidas, comunidades que precisamente 
exigen transitar hacia nuevas alternativas que garanti-
cen una vida integralmente digna, de los ecosistemas, 
las especies y los seres humanos que en ellos habitan.

En definitiva, el ´gobierno nacional, pese a la 
imagen internacional que ha construido sobre las 
posibles salidas postextractivistas (reconocimiento 
constitucional de los derechos de la naturaleza y 
del sumak kawsay como propuestas alternativas 
al desarrollo, e incluso la intención de mantener el 
petróleo bajo tierra a cambio de una compensación 
económica internacional expresada en la propues-
ta Yasuní-ITT12), insiste en ampliar la frontera ex-
tractiva, en este caso la minera, evidenciando una 
profundización de la dependencia del Ecuador en 
la explotación de recursos naturales, con la conse-
cuente profundización de vulneración de derechos 
humanos de las poblaciones afectadas por estas ac-
tividades, bajo el supuesto de obtener ingresos para 
el Estado que permitan conseguir el desarrollo. n

12 Revisar al respecto: <www.yasuni-itt.gob.ec>; <www.
amazoniaporlavida.org>. 

LOS POZOS qUE ALGUNOS NO qUIEREN VER

Mientras el Gobierno ecuatoriano y algunos actores sociales insisten en la sustentabilidad del proyec-
to minero, la realidad es muy otra en las áreas mineras y petrolíferas del país. Según un informe sobre 
la sustentabilidad de la minería en el país, la explotación del yacimiento de cobre de Mirador, en la 
cordillera del Cóndor, a cargo de la empresa china CCRC-Tongguan, generará al menos 326 millones 
de toneladas de desechos, el equivalente a cuatro cerros como El Panecillo de Quito, y un volumen 
cercano a la recolección de basura de Guayaquil durante 405 años. La explotación del depósito de Fru-
ta del Norte, con 11,8 millones de onzas de oro, provocaría 384 millones de toneladas de desechos. 
Para el Gobierno la apuesta es válida, tomando en cuenta que estima que la contribución del sector a 
la economía del país crecerá hasta los USD 37.000 millones en los próximos veinte años1. Ante esta 
realidad otra propuesta de desarrollo parecer ser retórica y discursiva.

1 William Sacher y Alberto Acosta, ¿Puede ser sustentable la minería?, Observatorio de conflictos mineros de América Latina, 
(agosto de 2011), <www.conflictosmineros.net/contenidos/12-ecuador/8199-ipuede-ser-sustentable-la-mineria>.
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El Salvador posee una gran riqueza en términos 
de biodiversidad. Si estos recursos fuesen bien 
manejados, podrían proveer la base desde la que 
mantener a la población entera y remediar la pobre-
za. En el presente, sin embargo, los recursos no son 
adecuadamente administrados, por lo que el gran 
potencial del país es desperdiciado.

Gran parte de la población rural vive bajo la línea 
de pobreza, y sus estrategias de subsistencia dependen 
de la explotación de los recursos naturales. El Gobierno 
carece de una política clara que pueda guiar y proveer 
asistencia técnica y financiera a los establecimientos 
rurales cuya lucha por mantenerse ha acelerado la des-
trucción de los bosques, suelos y recursos hídricos. 
Históricamente, la ausencia de una política ambiental 
a nivel nacional ha conducido al vertido irresponsable 
de basura, la contaminacion del agua y el deterioro de 
la calidad del aire debido a la abundancia de vehículos. 
Las grandes industrias y la explotación agrícola han 
sido causa también de contaminación en diversas áreas 
naturales, y no ha habido tratamiento adecuado de los 
desperdicios sólidos o líquidos.

El medio ambiente y los Objetivos  
de Desarrollo del Milenio
Según el Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo (PNUD) las proyecciones para el cumplimien-
to de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) en 
El Salvador son alentadoras. La meta de reducción de 
la pobreza (ODM 1), por ejemplo, ha sido alcanzada; 
también se ha alcanzado la meta relativa al acceso a 
saneamiento (ODM7) y algunos indicadores mues-
tran que el país está muy cerca de alcanzar la meta de 
acceso al agua potable (ODM 7). Con respecto al resto 
de los Objetivos, El Salvador se encuentra un poco 
más distante de las metas propuestas, pero, según ha 
sido señalado, en una trayectoria favorable1. 

1 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
“Avance hacia los ODM en El Salvador”, en Objetivos de 
Desarrollo del Milenio, <www.pnud.org.sv/2007/odm/
content/view/15/101>.

Cabe señalar que las metas del ODM 7 que se 
encuentran cerca de cumplirse serían

•	 Incorporar los principios del desarrollo sus-
tentable en las políticas y los programas na-
cionales y revertir la pérdida de recursos del 
medio ambiente. 

•	 Reducir a la mitad, para el año 2015, el porcen-
taje de personas sin acceso al agua potable y a 
servicios básicos de saneamiento.

•	 Y haber mejorado considerablemente, para el 
año 2020, la vida de por lo menos 1 millón de 
habitantes de viviendas precarias2.

El informe presentado por el PNUD señala que los 
objetivos de revertir la pérdida de recursos del medio 
ambiente y reducir a la mitad el porcentaje de personas 
sin acceso a agua y saneamiento han sido cumplidos3.

En cuanto a la reducción del consumo de las 
sustancias agotadoras de la capa de ozono, espe-
cíficamente los clorofluorocarbonos (CFC), desa-
fío incorporado al séptimo objetivo (“Garantizar 
la sostenibilidad ambiental”4), el progreso en su 
cumplimento se debe a que el país ha seguido exi-
tosamente los compromisos emanados del Proto-
colo de Montreal. Esto ha permitido reducir al 50% 
dichas sustancias en el 2005, al 85% en el 2007 y 
apuntar a una reducción del 100% para 20105. 

2 PNUD, Segundo Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio, 
El Salvador, (2009), p. 39. También: <www.unhabitat.org/
stats/Default.aspx>.

3 Ibid.

4 <www.pnud.org.sv/2007/odm/content/view/1/82/>.

5 PNUD, Segundo Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio, 
El Salvador, (2009), p.39

En cuanto a las metas relacionadas con el ac-
ceso al agua potable y al saneamiento, el panorama 
varía según el criterio usado para evaluar el grado 
de avance. La proporción de población con acceso 
a fuentes mejoradas de abastecimiento de agua, se-
gún el criterio tradicional (que considera fuentes de 
agua mejorada el agua por cañería, fuente pública, 
pozo perforado o bomba, pozo protegido, fuente 
protegida y agua lluvia), ha aumentado de 63.3% 
(1991) a 83.9% (2000) y 86.9% (2007). Sin embar-
go, si el estándar se vuelve más riguroso y se tiene 
en cuenta el acceso a las fuentes de agua mejorada 
por domicilio, los datos son menos alentadores, 
ya que parten de un 42.2 % en 1991 para llegar a 
67.5% en el 20076.

Otra meta a cumplir es reducir y detener la 
degradación ambiental. Sobre este objetivo, plan-
teado para ser cubierto en el año 2010, no ha sido 
emitido informe de cumplimiento alguno. Sin em-
bargo, ocuparse del deterioro ambiental es una 
necesidad cada vez más palpable. 

Un paso adelante
Un importante paso adelante surgió en marzo de 
2011 con la aprobación de la Ley de Ordenamiento 
Territorial7. Esta normativa es de suma importancia 
a la hora de ordenar el crecimiento desmedido de 
las grandes urbes, y regula además el uso adecuado 
de los suelos y el respeto por las cuencas y las áreas 
de bosque todavía disponibles.

6 Ibid.

7 El Salvador Noticias, El salvador con nueva ley de 
ordenamiento territorial, (12 de marzo 2011), <www.
elsalvadornoticias.net/2011/03/12/el-salvador-con-nueva-
ley-de-ordenamiento-territorial/>.

Hora de aplicar estrategias ambientales

El país enfrenta importantes desafíos ambientales, que todavía no reciben la completa atención del Gobierno. 
Para asegurar la sustentabilidad ambiental, el Gobierno debe asegurar la aprobación e implementación de varias 
normativas que vienen siendo debatidas en los últimos años, así como también suscribir, de una vez por todas, 
los diversos acuerdos internacionales de protección al medio ambiente. Las negociaciones para el cambio 
climático en Durban pueden significar una excelente oportunidad para desarrollar una estrategia nacional que 
asegure planeamiento a largo plazo y trabaje por el bienestar de las generaciones futuras.
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El país cuenta además con la Ley de Medio 
Ambiente y un conjunto de leyes específicas de 
apoyo, entre ellas la Ley de Áreas Naturales Prote-
gidas, la Ley Forestal y la Ley de de Conservación 
de la Vida Silvestre. Asimismo, el país suscribió el 
protocolo de Montreal, asumiendo por tanto un 
compromiso en el manejo de materiales peligrosos 
bajo estándares internacionales. 

En cualquier caso, si bien en la práctica todavía 
hace falta asignar más presupuesto para que estas 
leyes den resultados concretos, la concreción de 
un marco regulatorio ha de entenderse como un 
avance importante.

Impacto del cambio climático
Pese a estos avances, la cuestión del desarrollo 
sustentable en El Salvador debe incluir, por la pro-
pia definición del término, una apuesta importante 
al planeamiento a largo plazo. En este sentido, los 
escenarios a futuro para el país y la región deben 
considerar el desafío del cambio climático.

Este representa una serie de amenazas para 
las sociedades centroamericanas por sus múltiples 
impactos previstos en la producción, la infraestruc-
tura, los medios de vida, la salud, la seguridad y el 
debilitamiento de la capacidad del ambiente para 
proveer recursos y servicios vitales.

En relación a los recursos hídricos, por ejem-
plo, Centroamérica es una región privilegiada en 

cuanto a disponibilidad de agua, pero su distri-
bución entre países, regiones y en las vertientes 
del Pacífico y del Atlántico es muy desigual, con 
grandes variaciones intra e interanuales. Teniendo 
en cuenta las proyecciones de cambio climático en 
uso, la demanda de agua podría aumentar 20% en 
un escenario basado en la premisa de que se dé en 
el futuro cercano un predominio de las soluciones 
locales a la hora de gestionar la sustentabilidad 
económica, social y medioambiental, o incluso un 
24% en escenarios menos amigables con el eco-
sistema8. 

En este escenario el país se vería especial-
mente afectado. Sería, de hecho, el más afectado 
de la región, seguido por Honduras y Nicaragua9. 
Los niveles de demanda llegan a ser superiores, de 
hecho, al umbral de 20% aceptado internacional-
mente como crítico para el estrés hídrico, y similar 
a países como Egipto y algunos de la península 
arábiga en la actualidad10.

En cuanto al sector agropecuario, si bien al-
gunas investigaciones han llegado a la conclusión 
de que sus efectos adversos están asociados prin-
cipalmente al aumento de las concentraciones de 
CO2, cambios de la temperatura, variabilidad de los 
patrones de precipitación y disponibilidad de los 
recursos hídricos (que, como señalamos, se verían 
severamente comprometidas), ha sido sugerido 
que los cultivos muestran resultados que dependen 

8 Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL), La economía del cambio climático en Centro 
América, (2010).

9 Ibid.

10 Ibid.

además de otras variables, como por ejemplo sus 
límites específicos de tolerancia y resistencia. 

A modo de conclusión
Para lograr una sustentabilidad ambiental, el país 
debe comprometerse con los tratados internacio-
nales sobre medio ambiente, a fin de que estos 
acuerdos permitan tomar medidas que logren redu-
cir las acciones que generan impactos ambientales 
negativos. De todas formas, también es necesaria 
la aprobación y ejecución de políticas nacionales 
que den directrices en franco respeto por la vida 
humana y por los seres vivos.

El Salvador tiene en estos momentos una opor-
tunidad única de avanzar en estos desafíos, pues 
deberá liderar el grupo de países de la región en las 
negociaciones de cambio climático. Al respecto, es 
importante destacar en este punto que el Ministerio de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales está realizando 
un proceso de consulta y coordinación para diseñar 
una estrategia nacional frente al cambio climático.

También son necesarias confianza y ayuda en 
la creación de nuevas políticas, como por ejem-
plo la “Política Nacional del Recurso Hídrico en 
El Salvador” del Ministerio de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales (MARN), que busca asegurar 
a las presentes y futuras generaciones la disponi-
bilidad del agua en todas sus expresiones y para 
todos sus usos. n
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Eritrean Movement for Democracy and Human Rights 
(EMDHR)
Daniel R. Mekonnen

En una conferencia académica, en noviembre de 2010, 
el investigador francés Gerard Prunier, un especialista 
en el Cuerno de África y en África oriental, describió 
a Eritrea como una de “las peores y más duras dicta-
duras en cualquier continente” y como “un infierno en 
la Tierra”1. Esto no fue una hipérbole. El Gobierno ha 
declarado la guerra contra su propio pueblo. La peor 
manifestación de esta situación es la predominante 
práctica del trabajo forzado bajo el camuflaje del progra-
ma nacional de servicio militar (NMSP, por sus siglas en 
inglés), que ha mantenido a cientos de miles de eritreos 
bajo un yugo dictatorial intolerable.

A pesar de la amenazante crisis económica, so-
cial y política, que ha sido ampliamente detallada, el 
Gobierno se niega obstinadamente a reconocer la 
realidad en el terreno de los hechos. Por el contrario, 
el presidente Isaias Afwerki ha proclamado al país 
como el mejor de África. Interrogado por Al Jazeera TV 
acerca de sus aspiraciones para Eritrea, declaró: “Es-
tamos encauzados a hacer las cosas bien en este país 
... Por lo menos no vamos a ser como Kenia, Nigeria, 
Etiopía, Somalia, Sudán; nosotros estamos mejor. So-
mos número uno en este continente”2. Pero el Índice 
Global del Hambre 2010 tiene una visión diferente, 
al clasificar a Eritrea, junto a Chad y a la República 
Democrática del Congo, como uno de los tres países 
africanos con niveles alarmantes de hambre3. En el 
contexto de éste y otros informes fidedignos, el co-
mentario de Afwerki debe ser visto como una afrenta 
al sufrimiento del pueblo eritreo.

Un laboratorio para experimentos fallidos
Como se ha señalado anteriormente, la política abu-
siva del Gobierno en lo que refiere al servicio militar 
obligatorio es la principal causa de vulnerabilidad en 
Eritrea. Si bien el país nunca ha llevado a cabo un cen-
so, la proporción de la población que está obligada a 

1 Prunier, G., Eritrea and its Discontents, discurso pronunciado 
en la Conferencia de la Association for the Study of the Middle 
East and Africa (ASMEA), (5 de noviembre de 2010)..

2 Dutton, Jane, “Entrevista con Isaias Afwerki”, Al Jazeera TV, 
(19 de febrero de 2010)..

3 International Food Policy Research Institute (IFPRI), 2010 
Global Hunger Index, (2010).

realizar el servicio militar parece ser excesivamente 
alta. Un estudio reciente estimó la población del país 
en 3,6 millones4. En 2010 el ejército de Eritrea tenía 
un estimado de 600.000 soldados5, lo que sería un 
extraordinario 16,6% del total de la población. Este 
servicio militar obligatorio hace que resulte muy difícil 
para los ciudadanos comunes realizar sus aspiracio-
nes personales en la vida, incluso si no se ven afecta-
dos por las abominables violaciones a los derechos 
humanos llevadas a cabo por el Gobierno, tales como 
la tortura y el encarcelamiento.

Desde el estallido de un conflicto fronterizo con 
Etiopía en 1998, el Gobierno ha ampliado arbitrari-
amente, de 18 meses a un período indeterminado, 
el estatuto del NMSP. Bajo esta política abusiva la 
totalidad de los adultos, hombres y mujeres, hasta 
la edad de 45 años están sujetos a lo que equivale 
a la esclavitud o al trabajo forzoso, tanto en campa-
mentos militares y trincheras limítrofes con Etiopía 
como trabajando bajo un estricto régimen militar 
para corporaciones que son propiedad del Estado y 
de generales del ejército.

La situación actual podría ser aún peor. Se cree 
que más de un millón de eritreos viven fuera del país – 
una de las comunidades de diáspora más grandes del 
mundo. Por lo tanto, la población nacional podría ser 
inferior a 2,6 millones. Esto haría que la proporción de 
población en el ejército fuera cercana al 23%. Según 
el Grupo Internacional de Crisis (ICG, por sus siglas 
en inglés), un destacado grupo de especialistas en 

4 Russell, George, “Eritrea to UN: Take This Aid and Shove It, Fox 
News, (30 de marzo de 2011).

5 Fundación Bertelsmann, Bertelsmann Transformation Index 
2010: Eritrea Country Report, 2 y 13.

temas de seguridad humana, el límite máximo de mo-
vilización militar está normalmente considerado en el 
10% de la población total. Más allá de este porcentaje, 
la sociedad deja de funcionar con normalidad6.

La académica Nicole Hirt define la “anomia so-
cial”, como un estado de alteración a gran escala del 
orden y la desintegración de la sociedad resultante 
de la incapacidad de una gran parte de la sociedad de 
realizar aspiraciones personales7. En la misma línea, 
Tricia Redeker Hepner y David O’Kane han investi-
gado el extraño estado de situación en Eritrea emple-
ando el concepto de biopolítica, que definen como 
“un despliegue de tecnologías disciplinarias dirigido 
por el Estado hacia individuos y grupos poblaciona-
les8.” Este estudio señala que Eritrea se ha convertido 
en el último laboratorio para la experimentación en 
políticas económicas, sociales y políticas que con 
anterioridad se habían verificado desastrosas en una 
serie de regímenes represivos arcaicos.

Dado el alto nivel de movilización militar, no 
es ninguna sorpresa que el Gobierno de Eritrea sea 
acusado de apoyar grupos armados que abarcan 
desde Al Shabab en Somalia a los Tigres Tamiles en 
Sri Lanka. El alegato anterior es apoyado por expertos 

6 International Crisis Group (ICG), “Eritrea: The Siege State”, 
Africa Report No. 163, (21 de setiembre de 2010), p. 13.

7 Hirt, Nicole, “‘Dreams Don’t Come True in Eritrea’: Anomie 
and Family Disintegration due to the Structural Militarization of 
Society”, GIGA Working Papers, 119/2010, (enero de 2010), 
pps. 7-9; Merton, Robert K., Social Theory and Social Structure 
(New York: The Free Press, 1995) pps. 131–132, 163.

8 Redeker, Tricia, y O’Kane, David, “Introduction” in O’Kane, 
David, and Redeker, Tricia (eds.) Biopolitics, Militarism and 
Development: Eritrea in the Twenty-First Century (Oxford & 
New York: Berghan Books, 2009).

Manufacturando un Estado fallido

Elogiado en su momento como uno de los Estados más prometedores de África, el país se ha convertido en 
la víctima de un régimen autoritario y militarizado. Eritrea ha descendido rápidamente a niveles intolerables 
de represión política, la cual induce a la pobreza extrema y a la «anomia social», un entorno que impide el 
cumplimiento de los compromisos con el desarrollo sustentable a nivel internacional, el crecimiento económico 
y el progreso. El obstáculo fundamental de la represión política solo puede ser removido con la ayuda de la 
presión externa sobre el Gobierno eritreo.
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de la ONU9, y dio lugar a una severa sanción adoptada 
por el Consejo de Seguridad de la ONU en diciembre 
de 2009 (Resolución 1907). También es importante 
tomar en cuenta que Eritrea está dirigida actualmente 
por un Gobierno que no duda en establecer vínculos 
con individuos o grupos globalmente condenados por 
su participación en una serie de actividades ilícitas. 

La receta para un Estado fallido
El país está al borde de convertirse en otro Estado 
fallido en el Cuerno de África, una región descrita 
como el rincón más conflictivo del mundo desde el 
final de la Segunda Guerra Mundial10. Durante las 
últimas seis décadas, la guerra, el desplazamien-
to, la pobreza extrema y la represión han sido los 
sellos distintivos de esta región. En los últimos 20 
años Somalia se convirtió en un Estado fallido, y 
la probabilidad de que Eritrea siga sus pasos no es 
descabellada. El ICG planteó esta posibilidad en un 
informe, de septiembre de 2010, que calificó esto 
como un peligro real en ausencia de una intervención 
internacional efectiva y oportuna. Dos de los facto-
res principales citados son “la falta generalizada de 
apoyo para el Gobierno dentro del país y el estado 
de deterioro del ejército cuya capacidad, tanto para 
mantener el régimen de Isaias Afwerki como para 
gestionar con éxito la transición del régimen, es cada 
vez más cuestionable11.”

Al negarse a aceptar asistencia humanitaria, 
bajo el pretexto de la confianza en sí mismos, el Go-
bierno ha condenado a la población a un sufrimiento 
prolongado. Recientemente el Gobierno rechazó 
una oferta de asistencia humanitaria en el Marco de 
Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(UNDAF, por sus siglas en inglés). La decisión fue 
formalmente anunciada en una carta del Ministro de 
Hacienda el 25 de enero de 201112. Eritrea ocupa el 
tercer lugar en el mundo en dependencia de ayuda13; 
la decisión del Gobierno de suspender o cuando 
menos reducir las actividades del UNDAF se da en 
un momento en que dicha asistencia es de urgente 
necesidad para el pueblo eritreo.

éxodo masivo
A lo largo de su breve historia, Eritrea ha sido uno de 
los principales países productores de refugiados del 
mundo. Durante la lucha armada por la liberación, la 
causa principal del éxodo masivo fue la brutalidad 
del ejército de ocupación etíope. Después de que el 
país lograra su independencia en 1991, la emigra-
ción disminuyó precipitadamente. Sin embargo, esta 
tendencia cambió a raíz del conflicto fronterizo con 
Etiopía acaecido entre 1998 y 2000. Desde septiem-
bre de 2001 la principal causa del éxodo masivo ha 
sido la brutalidad del Gobierno de Eritrea. Nathaniel 

9 Ver los informes periódicos de UN Monitoring Group on 
Somalia and Eritrea.

10 Shinn, D.H., “Challenges to Peace and Stability in the Horn 
of Africa”, (California: World Affairs Council of Northern 
California, 12 de marzo de 2011). 

11 ICG, op cit., ver arriba la nota 6, ii. 

12 Fox News, Eritrea to UN: Take This Aid and Shove It, (30 de 
marzo de 2011).

13 NationMaster, Aid as per cent of GDP.

Meyers, quien viajó al país a mediados de 2010, cris-
talizó la situación con su observación de que Prison 
Break14 se ha convertido en una de las series de te-
levisión más populares15. Esta metáfora describe 
la tragedia de Eritrea, que se ha convertido en una 
gigantesca prisión al aire libre donde cada eritreo y 
cada eritrea se consideran a sí mismos y a sí mismas 
un preso más mientras que los familiares fuera del 
país son considerados potenciales salvadores. 

Del mismo modo, Gaim Kibreab describe a 
Eritrea como una sociedad severamente afectada 
por una “poderosa obsesión de migrar”16. El éxodo 
masivo comienza, por lo general, escapando a través 
de la frontera hacia Sudán o Etiopía, y continúa hacia 
Libia y luego hacia la costa italiana, el primer destino 
europeo de numerosos solicitantes de asilo. Este 
viaje es extremadamente peligroso. El sufrimiento 
que padecen los eritreos en el cruce del desierto del 
Sahara (incluyendo el desierto del Sinaí), y el Mar 
Mediterráneo es solo comparable a las dificultades 
extremas representadas en las novelas best-seller 
o en las películas de aventuras de Hollywood. El 
trauma y el daño psicológico resultante es difícil de 
imaginar. Quizás el incidente reciente más descora-
zonador se produjo en marzo de 2011, cuando una 
embarcación que transportaba a 335 refugiados que 
huían del conflicto en Libia de los cuales 325 eran 
eritreos, zozobró por causas que se desconocen. 
La totalidad de las personas a bordo, incluyendo 
mujeres embarazadas y niños, perecieron17. Para los 
eritreos, este fue uno de los desastres más terribles 
de los últimos tiempos.

No hay cabida para levantamientos populares
Desde finales de 2010 y hasta principios de 2011 
una ola de levantamientos populares sin preceden-
tes ha derrocado los regímenes represivos en va-
rios países de África del Norte y de Oriente Medio. 
Algunos observadores han pronosticado que este 
recrudecimiento se puede extender a otros países 
que continúan siendo gobernados por regímenes 
represivos. En el caso de Eritrea, señala Will Cobbett, 
esto es muy poco probable que suceda en un futuro 
próximo por varias razones18:

En primer lugar, la totalidad de la población ca-
pacitada de Eritrea está estrictamente regimentada 
por una disciplina militar absoluta como resultado 
del interminable programa del NMSP. En segundo 
lugar, Eritrea no tiene ninguna forma de oposición 
oficial que pudiera generar el tipo de levantamiento 
popular que ha sido visto en Túnez, Egipto y otros 

14 Prison Break es una serie de la televisión estadounidense 
que cuenta la historia de un hombre que ha sido acusado 
equivocadamente de asesinato y sentenciado a muerte.

15 Meyers, Nathaniel, “Africa’s North Korea: Inside Eritrea’s Open-
Air Prison,” Foreign Policy, (New York: agosto de 2010).

16 Kibreab, G., “The Eritrean Diaspora, the War of Independence, 
Post-Conflict (Re)-construction and Democratisation” en 
Johansson Dahre, Ulf, (ed) The Role of Diasporas in Peace, 
Democracy and Development in the Horn of Africa (Lund: 
Lund University, 2007), p. 99.

17 Assena.com, 335 Refugees Perished in the Mediterranean 
Sea, (11 de abril de 2007). 

18 Cobbet, W., Tunisia, Egypt, Libya … Why Eritrea Won’t be 
Next, (2011).

países. En septiembre de 2001, el Gobierno aplastó 
sin piedad el primer movimiento de reforma post-
independentista. Desde entonces no ha surgido nin-
guna oposición o disidencia interna.

En tercer lugar, uno de los principales catal-
izadores del cambio en otros países, Internet, está 
estrechamente controlada por el Gobierno y Eritrea 
tiene una de las penetraciones más bajas de Internet 
en el mundo, muy por debajo de la de los países del 
norte de África y Oriente Medio. Sólo el 4% de los 
eritreos tienen acceso a Internet, y el Gobierno rápi-
damente podría cortar este acceso: “no es necesario 
que Isaias [Afwerki] cierre Twitter o Facebook – pero 
podría hacerlo si así lo quisiera, ya que él controla el 
monopolio proveedor de telecomunicaciones –19.”

Cuarto, teniendo bajo control el único canal 
de televisión, la única estación de radio y el único 
periódico (difundido e impreso en cada idioma na-
cional), el Gobierno tiene un completo monopolio de 
la información. Según Reporteros Sin Fronteras y el 
Comité para la Protección de los Periodistas, Eritrea 
se ubica como el último país del mundo en lo que 
refiere a la libertad de prensa y ha encarcelado a más 
periodistas que ningún otro país de África20. También 
es el único país de África sin un solo periódico priva-
do o cualquier otro tipo de medio de comunicación. 
Sin embargo, la posibilidad de una rebelión popular 
no puede ser del todo descartada.

El camino a seguir
Junto con la constricción del espacio político, 
eliminada cualquier posibilidad de una oposición 
oficial o de cualquier forma de disidencia, Eritrea 
también padece crecientes niveles de aislamiento 
internacional. En este entorno, que el ICG ha de-
scrito como “el estado de sitio”, el país puede a 
duras penas cumplir a cabalidad su compromiso 
internacional con el desarrollo sustentable. El cre-
cimiento económico sustentable y el progreso solo 
pueden acontecer si inmediatamente se resuelve el 
problema fundamental de la represión política. Esto 
demandaría que se ejerciera la presión suficiente 
como para obligar al Gobierno a abrir un espacio 
político. Como socio principal para el desarrollo del 
país, la Unión Europea (UE) cuenta con una amplia 
influencia diplomática y política. Una forma en que 
podría utilizar esto es haciendo que la futura ayuda 
al desarrollo dependa de la abolición del indefinido 
NMSP, de la celebración de elecciones nacionales 
largamente prometida, de la implementación de la 
constitución largamente retrasada y de la liberación 
de los presos políticos y de otros prisioneros. Estas 
son algunas de las medidas más importantes que 
deben preceder a la planificación a largo plazo para 
el desarrollo sustentable. n

19 Ibid.

20 Comité para la Protección de los Periodistas, Iran, China 
Drive Prison Tally to 14-Year High, (2010); Reporteros Sin 
Fronteras, 2010 Press Freedom Index, (Paris: 2010).
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Continúa la espiral descendente 

El fracaso del actual modelo socioeconómico del país es evidente. Los problemas sociales más acuciantes son 
el desempleo creciente, la reforma del sistema de pensiones y la nueva legislación sobre el trabajo flexible de 
medio tiempo, que sustituye al sistema anterior de trabajo estudiantil. La bancarrota de muchas compañías y 
pequeñas empresas, la corrupción generalizada, la violación de los derechos de los trabajadores y la explotación 
de los trabajadores inmigrantes, junto con una nueva y controvertida central térmica a carbón han llegado 
a los titulares. El país también ha enfrentado importantes sanciones de la UE por su deficientes políticas 
medioambientales.

Društvo Humanitas 
Rene Suša

La falta de políticas económicas, medioambientales 
y sociales coherentes conduce al país hacia una es-
piral descendente en la que la explotación del medio 
ambiente y de las personas continúa afectando gra-
vemente el bienestar de la población. Es así que el 
país construirá una nueva central térmica a carbón 
a pesar de que ya está pagando sanciones de EUR 
80 millones (unos USD 113 millones) por el incum-
plimiento de los estándares de Kioto. La crisis eco-
nómica puso de manifiesto muchas contradicciones 
e incertezas subyacentes en la sociedad eslovena, 
cuyo debate público gira en torno a los problemas de 
empleo, solidaridad intergeneracional, distribución 
de la riqueza y medio ambiente. 

Durante la transición a una economía de mer-
cado, Eslovenia pasó de no tener casi diferencias 
sociales a tener por un lado un nítido grupo de élite 
dueño de una porción importante de la economía 
nacional y por otro lado un número récord de per-
sonas pobres y desempleadas. La élite económica 
se consolidó a través de acciones adquiridas en 
controvertidas compras de empresas por parte de 
los ejecutivos. Algunas de estas adquisiciones (y 
otros comportamientos fraudulentos) están siendo 
llevadas a juicio actualmente; un caso incluye al 
primer ombudsman esloveno, quien más tarde se 
convirtió en gerente de una importante empresa de 
combustibles y actualmente está siendo juzgado por 
lavado de dinero. 

La brecha se traduce también en los servicios 
básicos a los que puede acceder la población. Por 
ejemplo, la división de la atención de salud en siste-
mas públicos y privados provocó un descenso de la 
calidad del sistema público y dio lugar a tiempos de 
espera ridículamente largos. A menudo el mismo doc-
tor o doctora que demora unos meses en ver a los pa-
cientes de una clínica pública, atiende inmediatamente 
cuando la consulta se realiza en su clínica privada. 

Solidaridad intergeneracional 
El sistema de jubilaciones está basado en el concepto 
de solidaridad intergeneracional, ya que la población 
activa actual aporta los impuestos con los que se 
pagan las pensiones de las personas jubiladas. Sin 
embargo, con un desempleo creciente y una can-
tidad de personas jubiladas que aumenta debido 

al envejecimiento de la población, este modelo se 
desmorona. Nuevas leyes, como la que se expone a 
continuación sobre trabajo flexible de medio tiempo, 
seguirá disminuyendo las contribuciones para el 
fondo de pensiones porque los empleadores estarán 
motivados a emplear trabajadores “flexibles” por los 
que tienen que pagar contribuciones menores. 

Jóvenes y desempleados
Hubo un aumento del 15,6% en la cantidad de perso-
nas desempleadas registradas entre enero de 2010 
y enero de 20111, que representan el 11,8% de la 
población activa2. El número real se estima entre los 
160.000 y los 200.000. Cerca del 25% de los jóvenes 
que no están en el sistema educativo formal, están 
desempleados3. 

Al mismo tiempo, casi el 75% de las personas 
entre los 20 y los 24 años de edad estaban inscritas 
en los programas de estudios secundarios o tercia-
rios en 20104. Se ha vuelto común que los jóvenes 
se inscriban en programas de estudios de posgra-
duación para poder mantener su seguro de salud y 
cobrar los beneficios (subsidios de alimentación y 
vivienda) y aún así conseguir trabajo a través de la 
red de agencias de empleo estudiantil. La dificultad 
que enfrentan los jóvenes graduados para conse-
guir empleo queda evidenciada en el hecho de que 

1 ZRSZ, Trg dela v številkah, <www.ess.gov.si/trg_dela/
trg_dela_v_stevilkah>.

2 ZRSZ, Stopnja registrirane brezposelnosti, <www.ess.gov.
si/trg_dela/trg_dela_v_stevilkah/stopnja_registrirane_
brezposelnosti>.

3 Milan Lavrič et al., Mladina 2010, (Liubliana: URSM, 
2010), p.109, <www.ursm.gov.si/fileadmin/ursm.gov.si/
pageuploads/pdf/Mladina_2010_Koncno_porocilo.pdf>.

4 Ibid.,p. 110. 

el número de jóvenes desempleados con educación 
terciaria aumentó en 240% entre el 2000 y el 2010. 
También existe una considerable brecha de género, 
ya que el porcentaje de mujeres jóvenes desemplea-
das duplica al de hombres5. 

Trabajo de medio tiempo: un problema  
de tiempo completo
La ley propuesta de trabajo flexible de medio tiempo 
está relacionada con el tema del desempleo. Este tipo 
de trabajo permite que los empleadores reduzcan su 
costos porque no tienen que pagar contribuciones 
jubilatorias, licencias por enfermedad, etc. El por-
centaje total de impuestos y otras contribuciones de 
este trabajo es del 17% del costo del trabajo6, que es 
entre dos y tres veces menos que en el empleo nor-
mal. Debido a que el trabajo se realiza estrictamente 
por jornal, existe una flexibilidad total para contratar 
y despedir. Muchos de los estudiantes que obtienen 
trabajo a través de las agencias de empleo estudiantil 
pierden su trabajo apenas terminan sus estudios 
porque los estudiantes registrados son mucho más 
baratos y flexibles, por definición. El mecanismo de 
las agencias ejerce gran presión sobre el mercado 
de trabajo porque presiona los salarios a la baja y 
aumenta la inseguridad del empleo. 

La nueva ley de trabajo flexible de medio tiempo 
(aprobada en octubre de 2010 y que entrará en vi-
gencia enero de 2012) aborda el problema del trabajo 

5 Los datos oficiales no muestran esta discrepancia: de hecho 
muestran que el desempleo entre las mujeres es menor que 
entre los hombres. Ver ibid., pp.113–16.

6 Mladi podjetnik, Koliko delodajalca stane delo prek 
študentske napotnice, <mladipodjetnik.si/podjetniski-
koticek/poslovanje/koliko-delodajalca-stane-delo-prek-
studentske-napotnice> 
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estudiantil por medio de la limitación de la cantidad 
de horas de trabajo de medio tiempo, anteriormente 
ilimitadas, a 60 horas por mes y fija también un límite 
de EUR 6.000 (USD 8.492) al ingreso anual anterior-
mente ilimitado. También aumenta enormemente el 
grupo de gente habilitada a trabajar de esta forma 
al incluir a las personas jubiladas, desempleadas, 
aquellas que piden asilo y otras que no están acti-
vas7. Además, el empleador no está obligado a pagar 
las contribuciones completas de la seguridad social 
(1 hora de trabajo cuenta solo como 40 minutos de 
trabajo “común”). Las organizaciones estudiantiles 
y los sindicatos han lanzado una campaña masiva en 
contra de la legislación y se llevará a cabo un referén-
dum en la primavera de 2011.

Reforma de las jubilaciones  
y condiciones de trabajo
Otro referéndum previsto contempla la reforma pro-
puesta para el sistema jubilatorio, que se basa prin-
cipalmente en la prolongación del período de trabajo 
a un mínimo de 38 años (40 años para los hombres) 
y una edad de jubilación de 65 años8. De acuerdo a 
un estudio reciente de Eurofond, solo 13,5% de los 
trabajadores eslovenos respondieron afirmativa-
mente cuando se les preguntó si seguirían siendo 
capaces de hacer su trabajo a los 60, comparado con 
un promedio de 44,1% en los demás países de la UE. 
Además, 59,2% de las personas encuestadas dijeron 
que habían trabajado aún sintiéndose enfermos en los 
12 meses precedentes, comparados con un promedio 
de 39,2% en la UE; casi 75% dijeron que tenían que 
trabajar a un ritmo muy presionado y solo unos po-
cos, 13,5%, expresó gran satisfacción con su trabajo, 
comparado con el promedio de la UE de 25%.

El problema de la explotación de los trabajado-
res inmigrantes en los trabajos físicos más pesados 
(especialmente en la construcción) salió a luz el año 
pasado cuando quebraron muchas empresas. Sin 
embargo, en muchos casos (p.ej: SCT, la mayor em-
presa constructora eslovena) la empresa principal 
sobrevivió a expensas de miles de trabajadores, que 
perdieron sus trabajos y nunca recibieron el pago 
completo de sus salarios9. Invisible Workers of the 
World (IWW, Trabajadores invisibles del mundo)10 
estima que unos 14.000 trabajadores inmigrantes 
han regresado a sus países de origen en los últimos 
tres años sin haber cobrado nunca sus salarios. Se 
ha informado de la existencia de horas extras forza-
das no pagadas, residencia forzada en los albergues 

7 DZ RS, Zakon o malem delu, Uradni list RS no. 102-01/10-
28/87 EPA 1133-V, <www.dz-rs.si/index.php?id=101&vt=46
&sm=k&q=zakon+o+malem+delu&mandate=-1&unid=PZ|F4
7C7FF2C259B251C12577C900237714&showdoc=1>.

8 DZ RS, DOPOLNJEN PREDLOG ZAKONA o pokojninskem in 
invalidskem zavarovanju (ZPIZ-2), druga obravnava, <www.
dz-rs.si/index.php?id=101&vt=40&mandate=-1&o=10&unid=
PZ|7C61DD6BEF7AA4E2C12577DE0053A035&showdoc=1>.

9 Solo se declararon en quiebra las filiales ad hoc, que no 
tienen prácticamente activos propios.

10 IWW, Nevidni delavci sveta, <www.njetwork.org/IWW-
Nevidni-delavci-sveta>. 

de las empresas, amenazas de deportación y otras 
formas de abuso. 

Carbón: un recurso del siglo XIX  
para la sociedad del siglo XXI
Es difícil de creer que la mayor inversión de la polí-
tica energética eslovena será, aparentemente, una 
central térmica de carbón de EUR 1,2 mil millones 
(USD 1,7 mil millones) en Otanj. Se estima que la 
central térmica propuesta, que depende del lignito 
para producir electricidad, generará aproximada-
mente 3.500 GWH por año, casi lo mismo que la 
antigua plata a la que sustituye. El proyecto propues-
to ha sido objeto de fuertes críticas por supuestas 
fallas medioambientales, económicas y legislativas. 
Incluso sigue sin estar claro si el acuerdo firmado 
para su construcción es válido porque no hubo una 
licitación pública11. 

El precio del proyecto aumentó a más del doble 
desde el análisis preliminar. Los costos de la construc-
ción, por MW instalado, también se estima que serán 
el doble que en proyectos comparables en Bosnia-
Herzegovina y en Alemania12. Además hay obvias pre-
ocupaciones medioambientales, ya que se estima que 
la central producirá más de 100 millones de toneladas 
de CO2 durante su vida útil. Eslovenia ya supera en 
dos a cuatro veces los niveles aceptables de emisión 
de gases de efecto invernadero y de agotamiento de 
recursos naturales13. La meta de la UE de 2 toneladas 
de CO2 por persona hasta 2050 es la cantidad que la 
central de Otanj sola va a producir. Esto imposibilitará 
que Eslovenia pueda alcanzar la meta común. 

Algunas leyes pero sin orden
Otro problema urgente es la quema ilegal de resi-
duos en la fábrica de cemento de Lafarge en Trbovlje, 
que tiene efectos graves sobre la salud de las perso-
nas y sobre el medio ambiente local. La batalla legal 
al respecto parece haber sido ganada, pero la em-
presa continúa ignorando las órdenes judiciales14. 
Esto apenas sorprende en un país en el cual aún las 
empresas de propiedad del Estado consideran que 
están por encima de la ley, como queda en evidencia 
con los constantes abusos del sector de la cons-
trucción donde muchas empresas son (al menos 
parcialmente) de propiedad del Estado.

Un informe reciente de Umanotera, la Fun-
dación Eslovena para el Desarrollo Sustentable, 
cita la “falta de implementación de los programas 
ya aceptados como el mayor problema de la po-

11 RTVSLO, Bi morali dobavitelje za TEŠ 6 izbrati na razpisu?, 
<www.rtvslo.si/gospodarstvo/bi-morali-dobavitelje-za-tes-
6-izbrati-na-razpisu/252118>.

12 M. Dodevska, “TEŠ 6 za telebane”, Delo.si, (19 de diciembre 
de 2010), <www.delo.si/clanek/132096>.

13 D. Plut, Trajnostni razvoj med mavrico teorij in skromno 
prakso, (2010), <www.planbzaslovenijo.si/upload/trajnostni-
razvoj/plut-besedilo.pdf>.

14 EKO KROG, Sodba v imenu ljudstva, <www.ekokrog.
org/2011/03/>.

lítica ambiental eslovena”15. El tráfico, la gestión 
de residuos y la política energética se citan como 
especialmente problemáticos. El país produce 435 
kg de residuos por persona y solo se recicla cerca 
del 25%. El esquema de monitoreo nacional para 
la protección medioambiental es aparentemente 
inoperante ya que solo se marcaron 14 de los 188 
indicadores16.

Entre las muchas empresas que se declararon 
en quiebra y que explotaban a los trabajadores, las 
peores son empresas anteriormente exitosas que 
se involucraron en las cuestionables compras de 
empresas por parte de los ejecutivos, que incluye-
ron préstamos masivos de los bancos eslovenos 
parcialmente estatales, en los que la seguridad de 
los préstamos estaba en las propias acciones com-
pradas por los ejecutivos. Esto implicaba el peor tipo 
de amiguismo, ya que la mayoría de los banqueros 
y empresarios estaban involucrados en las adqui-
siciones.

Conclusión
Eslovenia enfrenta considerables sanciones por par-
te de la UE por sus políticas medioambientales, pero 
la élite gobernante no parece querer dar respuesta 
a los desafíos de la protección del medio ambiente. 
La enorme central térmica de carbón y la inversión 
que implica dejan poco margen para futuras fuentes 
de energía eficiente y renovable. A pesar de que la 
eficiencia energética podría disminuir las emisiones, 
incluso en el corto plazo, no recibe el apoyo adecua-
do del Gobierno17.

Los programas de eficiencia energética tam-
bién podrían crear y mantener empleos y propor-
cionar beneficios económicos, sociales y medio-
ambientales a largo plazo. Como contraste, es pro-
bable que la nueva ley de trabajo flexible baje los 
estándares, aumente la cantidad de personas pobres 
aunque con empleo, intensifique la presión sobre el 
trabajo “común”, aumente la inseguridad laboral y 
ocasione la pérdida de beneficios a largo plazo de 
los empleados18. El hecho de que haya tanta gente 
joven desempleada junto a la edad avanzada a la que 
mucha gente comienza a trabajar socavan las bases 
financieras del modelo de solidaridad intergenera-
cional sobre el que está construido el sistema estatal 
de jubilaciones. La reforma jubilatoria propuesta que 
solamente extiende la edad de retiro y la cantidad de 
años de trabajo necesarios para poder jubilarse, no 
se ocupa del problema principal. n

15 Umanotera, Ogledalo vladi 2010: Nevladni zeleni monitor, 
<www.planbzaslovenijo.si/upload/dokumenti/2010/
ogledalo-vladi.pdf>.

16 Ibid.,pp. 9-11

17 Focus, Sporočilo za javnost: Ne zaklenite nam prihodnosti! 
Poziv vladi pred odločanjem o TEŠ 6, <focus.si/index.
php?node=26&id=1024>.

18 ZRSS, Malo delo – miti in dejstva, <www.zsss.si/
attachments/article/422/MALO%20DELO%20%20MITI%20
IN%20DEJSTVA_ZSSS.pdf>.
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Palabras gastadas, políticas vacías

El apoyo del Gobierno al desarrollo sustentable no se ha visto reflejado por los hechos. Tanto en relación a 
políticas de género como energéticas y de cooperación para el desarrollo, la Sociedad Civil española ha visto 
muchas promesas y pocos resultados. Como consecuencia de esto, en el presente no hay políticas sólidas que 
garanticen la igualdad de género y el compromiso por una economía sustentable que reduzca las emisiones de 
gases de efecto invernadero y apueste por fuentes de energía renovables.

Plataforma 2015 y más
Ana Bustinduy 
Pablo Martínez Osés

 
Durante el año 2011 el Gobierno se alejó aún más de 
los postulados del desarrollo sustentable al apostar 
por políticas económicas centradas en el ajuste y 
la reducción del gasto público. A pesar de las nu-
merosas protestas ha seguido obviando cualquiera 
de las propuestas alternativas que apuntan hacia la 
reforma fiscal, el cambio de modelo productivo y 
el empleo de políticas anticíclicas que alienten una 
salida de la recesión centrada en los derechos de las 
personas. Este giro economicista señala el final de 
un ciclo político. 

Centramos este informe en el análisis de la evo-
lución de tres políticas públicas que fueron plantea-
das como apuestas específicas para alentar el tránsi-
to hacia la sostenibilidad del modelo de desarrollo en 
España: la política de Igualdad, la política Ambiental y 
la política de Cooperación para el Desarrollo.

Género: promesas vaciadas
Durante la primera legislatura del gobierno socialista 
(2004- 2008) se realizó una apuesta por la igualdad 
de género apoyada en dos pilares de cambio social: 
por un lado la visibilización de la profunda desigual-
dad de los derechos de las mujeres mediante cam-
pañas públicas de información y comunicación. Por 
otro lado la puesta en marcha de un amplio marco 
legislativo. 

Volver visible la falta de justicia de género abrió 
numerosos espacios de debate en la sociedad espa-
ñola donde persisten paradigmas patriarcales; los 
lentos avances para acabar con la tolerancia social 
ante las conductas discriminatorias y para un cambio 
social orientado hacia la igualdad, fueron objeto de 
un debate que volvía evidente la necesidad de dedicar 
recursos públicos y espacios políticos a la igualdad 
de género.

Por otro lado, junto a campañas de informa-
ción y visibilización, se impulsaron un conjunto de 
iniciativas institucionales que trataron de promulgar 
un marco legal esperanzador y coherente con la es-
trategia de igualdad postulada. Este esfuerzo legisla-
tivo ha sido constante desde el inicio de la primera 
legislatura hasta el final de la segunda. Entre otras 
destacan la Ley Integral contra la Violencia de Géne-
ro, la Ley del Aborto y la última iniciativa el Proyecto 

de Ley de Igualdad de Trato y no discriminación que 
no ha logrado finalizar el trámite legislativo. 

La creación del Ministerio de Igualdad aunaba 
estos dos mecanismos, la visibilización y la insti-
tucionalización, y suponía un respaldo tangible a 
la voluntad de poner la igualdad de género como 
pilar del resto de políticas públicas. De igual forma, 
la pública intención de nombrar gobiernos parita-
rios (es decir, un gabinete con el mismo número de 
hombres y mujeres) abrió el debate sobre las cuotas 
como medio para lograr romper los techos de cristal 
que afectan a las mujeres en el país, y abordó temas 
como la brecha salarial, las precarias condiciones la-
borales que afectan a algunas mujeres y la dificultad 
de conciliación de vida personal y laboral.

La información está hoy más disponible y mejor 
tratada, y muestra una situación general de persis-
tencia de la discriminación por causa de género. Por 
ejemplo, y atendiendo a la discriminación salarial en 
el año 2008, el salario anual más frecuente en las 
mujeres (13.494 euros, USD 18.370) representó el 
86,9% del más frecuente en los varones (15.522,9 
euros, USD 21.131,6). En el salario mediano este 
porcentaje fue del 79,2% y en el salario medio bruto 
del 78,1%. Si se consideran los salarios anuales con 
jornada a tiempo completo, el salario de las mujeres 
representaba el 86,3% del salario de los hombres, 
y en la jornada a tiempo parcial, el porcentaje era 
del 84,8%. 

Estas y otras muchas discriminaciones por 
causa de género necesitan un esfuerzo institucional, 
político y económico de largo aliento. La superación 
de las causas de la discriminación exige un impulso 
de amplios sectores sociales, educativos y culturales 
que necesitarán todo el apoyo público para generar 
un verdadero cambio de cultura.

Sin embargo, la política de recortes del gasto 
público iniciada en 2010 ha alcanzado también a las 
políticas de género. La remodelación del Gobierno 
realizada en octubre de 2010, que incluía la supre-
sión del Ministerio de Igualdad, dejaba bien claro el 
cambio de prioridades. “Situar otra vez las políticas 
de igualdad bajo el Ministerio de Sanidad convierte 
de nuevo la situación de la mujer en cuestión sa-
nitaria, si no social, y causará gran decepción en 
numerosos sectores”1. La supresión del Ministerio 
en la restructuración del Gobierno induce a pensar 
que su creación, costosa en términos de estructura, 
recursos humanos, dedicación e innovación, había 
sido un mero símbolo. 

La incapacidad del Gobierno para lograr apro-
bar la Ley de Igualdad de Trato permite desvelar más 
contradicciones. Un año atrás el Gobierno había 
aprobado una reforma laboral de corte liberal; poco 
después, el mismo Gobierno, presionado por el ECO-
FIN, el FMI y las agencias de calificación interrumpió 
el proceso de gestión de una Ley que obligara a equi-
parar salarios entre hombres y mujeres y que amplia-
ra a cuatro semanas los permisos de paternidad, por 
citar sólo dos de las más conocidas modificaciones 
propuestas en el texto presentado por el Gobierno. 

La distancia que encontramos entre el sen-
timiento de solidaridad con víctimas de abusos 
evidentes y la racionalidad política que sugiere em-
plear instituciones, mecanismos y presupuestos 
para lograr un cambio profundo en nuestra socie-
dad que elimine las expresiones de la discrimina-
ción por causa del género, es la misma distancia 

1 El país, (20 de octubre de 2010), <www.elpais.
com/articulo/espana/Igualdad/hoguera/recortes/
elpepuesp/20101020elpepunac_26/Tes>.
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que muestran las políticas tradicionales de la dere-
cha y las progresistas de la izquierda con la causa 
feminista. Las diferencias son ahora insignificantes 
cuando ambas representaciones parlamentarias 
han coincidido en priorizar la ortodoxia liberal eco-
nómica en forma de ajuste. Parece que la igualdad 
tendrá que esperar.

El vacío ambiental: energías insustentables 
El Gobierno socialista trató de caracterizar parte de 
su política internacional realizando una fuerte apues-
ta por los mecanismos multilaterales de promoción 
de la sostenibilidad ambiental. Zapatero fue reco-
nocido por su discurso en la Cumbre de Copenha-
gue que fue celebrado y comentado: “Tenemos que 
lograr unir el mundo para salvar la Tierra, nuestra 
Tierra en la que viven pobres, demasiados pobres y 
ricos, demasiados ricos. Pero la Tierra no pertenece 
a nadie, salvo al viento” 2. 

Las medidas domésticas en materia de lucha 
contra el cambio climático y de reducción de las emi-
siones de CO2 habían supuesto un eje del discurso 
gubernamental y de la demostración de su corres-
ponsabilidad con los retos globales. Las intenciones 
explícitas, por parte del Gobierno, de legislar para fa-
cilitar el tránsito hacia un nuevo modelo productivo, 
menos vulnerable y más acorde con los principios 
del desarrollo sustentable vieron la luz en octubre de 
2009 con la presentación del Anteproyecto de Ley de 
Economía Sustentable. Fue necesario más de un año 
y medio de accidentado trámite legislativo para que 
resultara aprobada en marzo de 2011. El contenido 
final de esta extensa Ley -114 artículos y 60 disposi-
ciones adicionales en más de 200 páginas- fue muy 
influido por la crisis económica, y recoge medidas 
con poca conexión entre sí y en algunos casos inclu-
so contradictorias. 

Esto significó perder la oportunidad de esta-
blecer una legislación con medidas más coheren-
tes y eficaces para encaminarse hacia el desarrollo 
sustentable. Así, el debate público que propugna 
la Ley de Economía Sustentable apenas se ha pro-
ducido; la ley, de hecho, ha sido presentada como 
el referente de un discurso vacío por parte del Go-
bierno. El trámite coincidía con decisiones políticas 
inspiradas en el programa de ajuste y reducción del 
gasto público, por lo que difícilmente la Ley podía 
responder a pautas de sostenibilidad. De hecho en el 
artículo 2 se define el concepto de economía susten-
table como “un patrón de crecimiento que concilie 
el desarrollo económico, social y ambiental en una 
economía productiva y competitiva”. La referencia 
principal al “patrón de crecimiento” muestra que la 
estructura y desarrollo de lo legislado persigue ante 
todo un crecimiento económico apenas atenuado 
por criterios ambientales, en lugar de un cambio de 
modelo basado en los principios y límites naturales 
y humanos. Como consecuencia de ello la Ley no 
incorporará, por ejemplo, algunos de los objetivos 
de reducciones considerados esenciales por la co-
munidad internacional. 

2 Discurso ante la Cumbre de Cambio Climático, (Copenhague: 
17 de diciembre de 2009), <www.psoe.es/ambito/
saladeprensa/docs/index.do?action=View&id=428476>.

De hecho, el Plan de Energías Renovables 
(PEN) 2011-2012 presentado por el Gobierno ha 
recibido críticas, dado que descarta los objetivos de 
generación eléctrica de origen renovable. Según la 
propuesta del IPCC la reducción doméstica de emi-
siones de CO2 en países como España debería ser 
del 40% en 2020 respecto de las de 1990. El Gobier-
no español, sin embargo, asumió tan sólo alcanzar 
el 30% en 20203. A este compromiso insuficiente 
con las fuentes renovables de energía se añade que 
España está entre los cinco países europeos que 
serán responsables de dos tercios del incremento de 
emisiones en el futuro cercano, a causa de la inver-
sión del Gobierno en agrocombustibles, que podrá 
generar 9,5 millones de toneladas de CO2 extra4. 

El compromiso de cierre de las centrales nu-
cleares también se vino abajo. Durante 2011 el de-
bate público sobre su seguridad volvió a elevarse 
producto de la tragedia de Fukushima, pero el Go-
bierno se ha mostrado reticente a planificar el cierre 
definitivo. Peor aún: sigue insistiendo en introducir 
como “de generación autóctona” a la energía nuclear 
en el balance energético, dejando de lado que todo 
el combustible utilizado –uranio enriquecido- es 
importado, dato que falsea el grado de autoabasteci-
miento eléctrico y viene a dificultar la integración de 
la energía renovable en la red eléctrica.

En definitiva, también las políticas coherentes 
con el desarrollo sustentable parecen haber que-
dado vaciadas de su contenido político a causa del 
giro económico, pareciendo mostrar que suponían 
poco más que desembolsos realizados en tiempos 
de bonanza económica, en lugar de aprovechar la 
oportunidad generada por la crisis para demostrar 
su capacidad de transformación del modelo de de-
sarrollo.

El vaciamiento de las políticas de cooperación
Las promesas de reforma institucional y de que 
la AOD de calidad alcanzaría el 0,7% de la RNB en 
2012 han caído en saco roto. Dos tendencias son 
observadas con gran preocupación por parte de las 
organizaciones sociales:

Por un lado, los recortes realizados a partir de 
2009 en los fondos públicos de la cooperación no 
han sido proporcionales con los recortes generales 
realizados en el gasto público. Todo lo contrario, las 
reducciones de presupuesto de cooperación han 
sido sobredimensionados, al descender un 20% en-
tre 2010-2011 mientras que el gasto público general 
lo hizo poco más del 6%5. 

3 Greenpeace, Comentarios de Greenpeace al borrador del PER 
2011-2012, < www.greenpeace.org/espana/Global/espana/
report/cambio_climatico/20110919_Alegaciones%20
PER%202011_2020_GP.pdf >.

4 Institute for European Environmental Policy, Anticipated 
Indirect Land Use Change Associated with Expanded Use 
of Biofuels and Bioliquids in the EU – An Analysis of the 
National Renewable Energy Action Plans, (Marzo, 2011) 
p. 19, <www.foeeurope.org/agrofuels/ILUC_report_
November2010.pdf>.

5 Véase el informe anual de la Plataforma 2015 y más titulado 
Balance de la cooperación española: crisis, estancamiento 
y debilidad política, en Las Política Globales Importan, 
Plataforma 2015 y más, (2011), pp.45-56, <www.2015ymas.
org >.

Por otro lado, el Gobierno también ha realzado 
el papel del sector privado empresarial en mate-
ria de cooperación para el desarrollo, alentando 
su capacidad para invertir y financiar acciones de 
desarrollo sin establecer ningún elemento regula-
dor de dichas inversiones. Pareciera que ante la 
incapacidad de mantener la coherencia y el nivel 
de una política pública otrora prioritaria, el Gobier-
no ahora precisa solicitar ayuda al sector privado 
para aumentar la financiación para el desarrollo. 
A estos efectos ha reforzado legislativamente las 
posibilidades de internacionalización de las empre-
sas y creado un nuevo fondo reembolsable para la 
realización de inversiones de capital en fondos des-
tinados al desarrollo empresarial. Esta herramienta 
puede ser clave en el futuro más próximo puesto 
que su carácter reembolsable le permite mantener 
niveles de inversión sin generación de déficit; otra 
cuestión es establecer que este instrumento será 
útil para los objetivos de desarrollo de los recepto-
res y congruente con los objetivos de la política de 
cooperación española.

En mayo de 2011 fue creada una subcomisión 
parlamentaria para realizar un informe sobre las 
perspectivas de la ayuda al desarrollo en España. 
Las organizaciones de la Sociedad Civil manifes-
taron su descontento con el resultado final de ese 
informe, aprobado por la comisión de cooperación 
del Congreso, que otorga un peso muy significa-
tivo al sector privado lucrativo y lleva implícita la 
posibilidad de perder el enfoque de lucha contra la 
pobreza, que había guiado las reformas y mejoras 
realizadas en la política de cooperación y contado 
con el apoyo y el consenso de los actores sociales 
e institucionales implicados en la cooperación in-
ternacional.

Conclusión
Todo apunta a pensar que la igualdad de género 
deberá esperar. Asimismo, las políticas coheren-
tes con el desarrollo sustentable parecen haber 
quedado vaciadas de su contenido político a cau-
sa de la crisis económica y el giro tomado por el 
Gobierno para lidiar con la situación. Esto sugiere 
que las políticas que resultaron alentadoras en su 
momento supusieron poco más que desembolsos 
realizados en tiempos de bonanza económica. Asi-
mismo, los compromisos descartados en cuanto a 
reducción de emisiones e inversión en fuentes de 
energía renovables han decepcionado a quienes 
esperaban que el apoyo a nivel discursivo dado por 
el Gobierno a la sustentabilidad y a la lucha contra 
el cambio climático se viera reflejado en los he-
chos. Del mismo modo, vaciar la política pública de 
cooperación del hilo conductor de la lucha contra 
la pobreza, aún cuando sea para permitir introdu-
cir otros actores con concepciones más laxas del 
desarrollo sustentable, puede constituir un paso 
atrás de consecuencias impredecibles para una 
política que se define como la expresión solidaria 
de la ciudadanía española. n
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Desde la primavera árabe hasta el movimiento Ocupe-
mos Wall Street, millones de ciudadanos en el mundo 
han alzado sus voces para exigir derechos humanos, 
democracia, dignidad y un orden económico justo. Jun-
tos están encontrando maneras de aprovechar los po-
deres de la tecnología y la globalización para comunicar 
y fomentar las demandas del cada vez mayor número 
de ciudadanos marginados por un modelo económico 
que no tiene y no puede priorizar sus intereses.

Los impactos humanos y comunitarios de la 
crisis de 2008 y de su fundamentación de la política 
económica están intensificando los accesos a las 
necesidades básicas vitales que desbordan a más y 
más estadounidenses. La pobreza extrema, la pro-
porción de población con ingresos por debajo de 
la mitad de la línea de pobreza, va en aumento en 
Estados Unidos. El número de personas en pobreza 
extrema se elevó al 20,4 % en 2010, más de un 25% 
o 4 millones a partir de 20071.

En lo que algunos están denominando la “Década 
perdida” de Estados Unidos2, el Censo de 2010 esboza 
un cuadro escalofriante del deterioro del patrimonio de 
las familias trabajadoras, de los niños, jóvenes, mujeres 
y minorías en los últimos diez años. En 2009, más de 
un tercio de los niños afrodescendientes (35,7%) y 
casi un tercio de los hispanos (33,1%) vivían en situa-
ción de pobreza. Las familias (con niños) encabezadas 
por madres solteras alcanzaron el 38,5% en 2009. De 
los 6,6 millones de familias que viven en la pobreza, 
3,8 millones son encabezadas por una madre soltera. 
Durante ese mismo período los ingresos de los afroes-
tadounidenses cayeron un 4,4% y un adicional de 3,7 
millones de estadounidenses cayó por debajo de la 
línea de pobreza, ya que la tasa de pobreza aumentó de 
13,2% a 14,3%, la tasa más alta desde 19943.

1 Ver: <www.offthechartsblog.org/deep-poverty-on-the-rise>

2 El Elise Gould and Heidi Shierholz, A Lost Decade: Poverty 
and income trends paint a bleak picture for working families. 
(Economic Policy Institute Economic Indicators Report, 16 
de septiembre de 2010).

3 Datos del Censo de EE.UU., de acuerdo al Instituto de Política 
Económica.

En foco: acceso a alimentación sana  
en el hogar y fuera de él 
El acceso a alimentos nutricionalmente adecuados 
se ha convertido en un grave y creciente problema 
en Estados Unidos. Las políticas agrícolas y alimen-
tarias han creado lo que los médicos denominan un 
medio ambiente “obesogénico”, en el que gran can-
tidad del alimento disponible para los consumidores 
es alto en grasa y bajo en nutrición. Los alimentos 
procesados, la carne y los productos lácteos se han 
vuelto relativamente más baratos que las frutas y 
verduras más nutritivas, lo que contribuye al au-
mento de las tasas de obesidad y al deterioro de la 
salud entre niños y adultos. Actualmente Estados 
Unidos tiene la mayor tasa de obesidad del mundo, 
el 33%, seguido de cerca por su compañero del TL-
CAN, México.

La inmensa mayoría de los apoyos agrícolas 
fomentan la producción de grano para alimentos 
procesados, carne y biocombustibles, limitando las 
opciones de los consumidores. Los precios para 
los agricultores han sido volátiles, y el número de 
granjas pequeñas pero comercialmente viables ha 
mermado en un 40%, desde la mitad del total de 
granjas en 1982 a menos de un tercio en 2007. Los 
gastos han aumentado para compensar los mayores 
ingresos de ventas y los pagos del Gobierno han 
disminuido debido a que algunos son activados por 
precios más bajos. Con la recesión, el ingreso no 
agrícola se ha reducido dramáticamente, dejando 
a los hogares de la familia agrícola peor de lo que 
estaban antes, cuando los precios de los cultivos 
eran bajos4.

4 Tim Wise, Family Farmers Worse Off Despite High Prices, 
GDAE Policy Brief No. 11-01, (Marzo de 2011).

Existe un creciente movimiento de activis-
tas alimentarios en Estados Unidos dedicado a 
la producción local sustentable y a los alimentos 
saludables. La Ley Agrícola de 2008 desarrolló 
programas para incentivar la compra de frutas y 
verduras cultivadas de manera sustentable en los 
programas de almuerzo escolar. Que la primera 
dama, Michelle Obama, centrara su atención en 
generar conciencia acerca de la necesidad de ali-
mentos y estilos de vida saludables ha sido una 
importante contribución.

En el plano internacional, el gobierno de Barak 
Obama ha continuado con sus programas de apo-
yo para impulsar la producción de alimentos, con 
especial énfasis en las mujeres y los pequeños agri-
cultores. La iniciativa de los Fondos para Alimentar 
el Futuro así como también el Programa Mundial de 
Agricultura y Seguridad Alimentaria (un fondo fidu-
ciario administrado por el Banco Mundial), ha conti-
nuado fluyendo incluso con las actuales limitaciones 
presupuestarias. Las potenciales ganancias de los 
pequeños agricultores y la producción de alimentos 
saludables en EE.UU. y en todo el mundo solo se 
pueden mantener si el empuje de la Administración 
para duplicar las exportaciones de EE.UU. rompe con 
la política comercial del pasado.

La debacle del techo de la deuda  
ignora los temas reales
Hasta el momento, elevar el techo de la deuda ha sido 
principalmente un asunto de carácter administrativo. 
Este año, la amenaza de los congresistas republica-
nos de empujar al país a una cesación de pagos inició 
un prolongado debate, debate partidista que durante 
meses mantuvo la parálisis del Congreso de Estados 
Unidos en el centro de la escena mundial.

Se busca: una nueva economía y un nuevo contrato social

La raíz de las múltiples crisis que enfrenta Estados Unidos y el mundo es la priorización del crecimiento económico 
por encima  el bienestar humano. El consenso de que nuestros modelos económicos son profundamente 
defectuosos y profundizan y comprometen la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer sus propias 
necesidades es cada vez mayor. El desenfrenado consumismo de EE.UU. no es sustentable  no solo para el país 
sino para el planeta entero, ya que los estadounidenses consumen una cuarta parte de los recursos energéticos 
del mundo. El movimiento Ocupemos Wall Street le ha dado voz al creciente número de estadounidenses que  
exigen un enfoque económico completamente distinto.
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No debería presentar ninguna sorpresa el hecho 
de que, con la pobreza y la desigualdad de ingreso 
en niveles históricos, y con un debate acerca de la 
deuda que giraba en gran parte en torno a preservar 
los recortes impositivos de la era Bush y el drástico 
recorte del gasto social que una cifra sin precedentes 
de estadounidenses, el 84%, desapruebe el manejo 
económico del Congreso.

No hay duda ninguna de que, sin la ley de Recu-
peración y Reinversión Estadounidense de 2009, la 
recesión sería aún peor. Ahora, mientras los estados 
y comunidades se recuperan de la más reciente ron-
da de recortes de fondos federales para programas 
vitales, un denominado “Súper Comité” del Congre-
so ha sido encargado de elaborar una legislación 
que recomendará recortes adicionales en los fondos 
discrecionales y en los gastos directos por USD 1,5 
trillones hasta finales de 2021. 

Protección social y contrato social  
al pie de la letra
Un reciente informe reveló que 65,7 millones de 
estadounidenses proporcionan cuidado no remune-
rado a un miembro de la familia, la mayoría de estos 
cuidadores son mujeres (66,6%). Adicionalmente, 
tres cuartas partes de los cuidadores tienen empleo, 
además de sus responsabilidades de cuidadores. El 
valor de estos servicios se estima en USD 375 mil 
millones al año. A pesar de estas cifras, el 47% de 
los que trabajan como cuidadores informan que han 
tenido que utilizar sus ahorros para cubrir los altos 
costos de la prestación de cuidados5.

Estados Unidos puede y debe ir más allá del 
actual y estrecho de miras debate acerca de lal de-
nominada prerrogativa del gasto, a fin de aceptar la 
realidad de que invertir en los niños, las comunida-
des, el cuidado de ancianos y la salud representan 
características fundamentales de una democracia 
moderna y de una economía fuerte. Un informe 
reciente de la Organización Internacional del Traba-
jo (OIT) señaló que garantizar la protección social 
básica puede ser una poderosa herramienta para 
garantizar un crecimiento sustentable, abordar la 
pobreza y mitigar el impacto de la crisis económica. 
El informe continúa enmarcando la protección so-
cial como un derecho y una necesidad humana. Es-
tos abordajes basados en los derechos al desarrollo 
económico es probable que encuentren resonancia 
en el entorno actual.

Tomar en serio la sustentabiliad
El objetivo de la política económica debe ser garanti-
zar que los individuos y las comunidades prosperen, 
no que meramente sobrevivan. La tarea de construir 
y re-imaginar una economía dinámica y sustentable 
resulta urgente y no se logrará solo con pequeños 
ajustes en torno a los márgenes del fracasado mode-
lo actual. La nueva economía debe ubicar en el centro 
el bienestar humano y de la comunidad.

5 National Alliance for Caregiving. Executive Summary: 
Caregiving in the U.S. (2009), <www.caregiving.org/pdf/
research/CaregivingUSAllAgesExecSum.pdf>.

El riesgo inherente de las cadenas de produc-
ción mundial ha reavivado el interés en la relocaliza-
ción y en otras prácticas empresariales más susten-
tables. La reciente tragedia en Japón y el repunte del 
precio del petróleo de 2007-08 han llevado a algunos 
a re-examinar las tendencias entre la comunidad 
empresarial. Ha pasado hace mucho el momento de 
preguntarse si Estados Unidos y el mundo pueden 
permitirse continuar con las estrategias que, como 
primera directriz, han tenido a la maximización de 
la ganancia.

Está aumentando el interés en una economía 
solidaria y en movimientos empresariales respon-
sables, en empresas en las que los trabajadores 
sean propietarios y en cooperativas que brinden 
alta calidad económica y trabajos ecológicamente 
sustentables con jornales sustentables para sus co-
munidades. Ciudades como Cleveland y Detroit, du-
ramente golpeadas por la anterior política comercial, 
que era de miras cortoplacistas, y por la recesión, 
están reinventando sus economías al centrarse en 
el explícito objetivo de construir riqueza, empleos 
decentes y anclar el capital en la comunidad. Otras 
están todavía explorando los beneficios de las inicia-
tivas comunitarias de seguridad alimentaria, de los 
bancos de propiedad comunitaria y del presupuesto 
participativo. Existe la necesidad de medidas de polí-
tica fiscal y monetaria que alienten estas tendencias a 
efectos de llevar a otra escala estos esfuerzos.

Cambiar los patrones de consumo de Estados 
Unidos es clave para implementar el desarrollo sus-
tentable y tomar medidas en relación a los devasta-

dores impactos del cambio climático, tanto a nivel 
doméstico como global. Estados Unidos alberga 
al 5% de la población del planeta, pero consume 
el 25% de la energía producida globalmente y es 
responsable del 22% de las emisiones de CO2 de 
origen industrial, una de las principales causas del 
calentamiento global. El consumo de 19.150.000 
barriles diarios de petróleo es superior al de toda 
Europa y el doble del de China.

Estados Unidos tiene una responsabilidad úni-
ca y la oportunidad de realizar esfuerzos agresivos y 
afirmativos para implementar políticas domésticas 
e internacionales destinadas a garantizar el bienes-
tar de sus habitantes y de toda la humanidad.

Los ciudadanos deben dar un paso al frente
Crece el consenso de que nuestros modelos econó-
micos son profundamente defectuosos y profundi-
zan las desigualdades existentes. El movimiento 
Ocupemos Wall Street, los movimientos nacionales 
de derechos humanos y demás movimientos ciu-
dadanos han dado voz al creciente número de esta-
dounidenses que exigen una enfoque radicalmente 
distinto en lo ecónomico y un nuevo contrato social.

La tarea de construir y re-imaginar una nueva 
economía es urgente y no se logrará jugando me-
ramente en torno a las aristas del fracasado modelo 
que creó la crisis actual. Siempre y cuando los ciu-
dadanos continúen demandando y ocupando el lugar 
que les corresponde en los procesos democráticos 
y políticos, aún pueden estar por delante los mejores 
años de Estados Unidos. n
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FIGURA 1

Aumento de ingresos luego de los impuestos según Grupo de Ingresos,  
1997-2007 (en dólares de 2007)

Fuente: Congressional Budget Office, Average After-Tax Household Income, June, 2010 as compiled by www.inequality.org.
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FIlIpINAS

Despejando el camino

Abordar la vulnerabilidad del ya degradado medio ambiente del país es tan importante como hacer que crezca la 
economía. Además, hace mucho tiempo que el uso del territorio superó la capacidad de regeneración de este. 
Los esfuerzos de descentralización tendientes a crear polos de crecimiento fuera de Manila no han logrado 
quebrar la estructura de poder y recursos, elitista y centrada en las ciudades. El Gobierno deberá esforzarse para 
encontrar caminos hacia la seguridad alimentaria a largo plazo y la sustentabilidad ambiental, en cooperación 
con los agricultores, las ONG, los medios de comunicación masiva, las escuelas y el sistema nacional de 
investigación agrícola.

Movimiento Filipino de Reconstrucción Rural (PRRM) 
Social Watch Filipinas
Isagani R. Serrano

En 2010, inspirada por el segundo inventario de 
gases de efecto invernadero de Filipinas, la enton-
ces presidente Gloria Macapagal-Arroyo anunció 
pomposamente que el país había pasado a ser un 
sumidero neto de carbono. La intensidad de carbo-
no, expresada en emisiones de CO2, puede ilustrar 
el nivel y la naturaleza del desarrollo, pero hay otros 
factores a tener en cuenta. Los indicadores varían 
mucho, en función de lo que la población valore más.

Las bajas emisiones de CO2 no son un buen 
indicador del desarrollo sustentable. La tasa de 
mortalidad infantil suele considerarse un indicador 
más sensible del bienestar de una sociedad, que 
revela la calidad de la nutrición y la atención de salud. 
Además, está vinculado a otros indicadores básicos 
como la calidad de los recursos de agua, vivienda y la 
educación, y particularmente el nivel educativo de las 
filipinas. También puede ser un indicador de fracaso 
estatal1. En el caso de Filipinas, los indicadores de 
mortalidad infantil son desalentadores: la tasa de 
mortalidad para niños menores de un año era de 
26 por 1.000 en 2009, y para menores de cinco, era 
de 33 por 1.0002. Si bien estas cifras muestran una 
mejora por comparación con las de 1990 (413 y 344 
respectivamente), el país sigue teniendo problemas 
estructurales, como veremos a continuación.

La misma historia: pobreza y desigualdad
A pesar de la restauración de la democracia en 1986 y 
la posterior sucesión de regímenes que prometieron 
erradicar la pobreza y reducir la desigualdad, y a 
pesar de que la economía ha crecido, el país sigue 
empantanado en una realidad de gran pobreza y des-
igualdad junto con una degradación ambiental que 
no se detiene.

1 G. King y L. Zeng, “Improving Forecasts of State Failure”, 
World Politics, vol.53, (julio de 2001), págs. 623-58. 

2 UNICEF, Panorama: Filipinas, <www.unicef.org/spanish/
infobycountry/philippines_statistics.html>.

3 Ibíd.

4 Organización Mundial de la Salud, “Mortality Country Fact 
Sheet 2006: Philippines”, <www.who.int/whosis/mort/
profiles/mort_wpro_phl_philippines.pdf>.

La pobreza descendió del 42% en 1991 al 
32,9% en 2006, pero los rostros de quienes viven 
en la pobreza siguen siendo los mismos: rurales, sin 
tierra, indígenas o tribales, musulmanes y mujeres. 
En el mismo periodo, la desigualdad casi no dismi-
nuyó: era 0,4680 en 1991 y 0,4580 en 20065. Este 
es un nivel alto si se compara con la mayoría de los 
vecinos asiáticos y significa que Filipinas solo está un 
poco mejor que la mayoría de los países de América 
Latina (la región con más desigualdad del planeta). 
Sobre todo, hay gran desigualdad entre las regiones, 
provincias y municipalidades del país.

La brecha entre el 20% más rico y los más 
pobres se ensancha, a pesar de medidas como la 
reforma agraria y la autonomía local. Las regiones 
con la distribución del ingreso menos equitativa son 
Visayas Centrales, Visayas Orientales, Península de 
Zamboanga, Mindanao del Norte y Caraga. Estas 
regiones tienen coeficientes Gini superiores a 0,44. 
En 2003 y 2006, más de la mitad de las 20 provincias 
más pobres se ubicaron en Mindanao; en 2006 el 
mayor índice de pobreza se dio en Tawi-Tawi.

Deuda y corrupción: pesadillas  
para el desarrollo
El Gobierno obtiene dos tercios de sus ingresos de 
los impuestos sobre las rentas fijas. Hace muchos 
años que los gastos superan los ingresos. Se fija pre-
supuestos anuales enormes y compensa los déficits 
con préstamos. Tiene la meta de limitar el déficit del 
presupuesto de 2011 al 3,2% del producto interno 

5 Se suele medir la desigualdad o disparidad de ingresos con el 
coeficiente Gini. Un coeficiente Gini de cero significa igualdad 
perfecta mientras que un coeficiente de uno significaría la 
desigualdad total.

bruto (PIB), o sea unos PHP 290 mil millones (USD 
6,69 mil millones).

La deuda creciente y el servicio de la deuda son 
un veneno para el desarrollo filipino. La deuda pen-
diente del país se hinchó de PHP 701 mil millones en 
1990 a PHP 4,4 billones en 2009 (USD 16,2 millones 
a USD 101,5 mil millones), con un aumento sosteni-
do salvo una leve disminución en 2006 y 2007. Esto 
es más del 50% del PIB del país. El coeficiente deuda/
PIB permaneció alto, situándose en un 57,7% a fines 
de 2009 aunque había descendido del 63,8% en el 
que estaba en 20066. En septiembre de 2010 se podía 
decir que cada uno de los 92,2 millones de filipinos le 
debía PHP 47.039 (USD 1.091) a acreedores nacio-
nales y extranjeros.

Aproximadamente un tercio del presupuesto 
nacional se destina a pagar los intereses y el capital 
de esa deuda externa en aumento. Eso significa que 
se recorta un tercio de los recursos que podrían 
destinarse a actividades para reducir la pobreza. 
Además, la corrupción siempre ha sido una cons-
tante y es lo que ha desencadenado la mayoría de 
los cambios de régimen desde la época del presi-
dente Marcos. En 2004 Macapagal-Arroyo señaló 
que la corrupción asfixiaba al país y exhortó a los 
ciudadanos a “unirse para erradicar este mal”. Sin 
embargo, ese mal persiste e impide el desarrollo 
de Filipinas.

6 C. M. Reinhart y K. S. Rogoff, “Debt to GDP Ratios” en 
This Time is Different: Eight Centuries of Financial Folly 
(Princeton: Princeton University Press, 2009), <www.
reinhartandrogoff.com/data/browse-by-topic/topics/9/>.
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Es necesario quebrar la estructura centrada  
en las ciudades
La geografía económica del país muestra un desarrollo 
sumamente desigual y una distribución desigual de la 
riqueza creada. Las principales ciudades absorben la 
mayoría de los recursos. Por eso no puede sorprender 
que los pequeños ahorros depositados en bancos 
rurales lejanos terminen a la larga en los grandes 
bancos en Makati7 y sean prestados a los grandes 
deudores que prefieren invertir en zonas que ya están 
muy desarrolladas.

El conflicto en Mindanao ilustra la situación de 
desarrollo del país. El primer estallido de violencia fue 
en la década de 1960 cuando la minoría musulmana  
– conocida como los moros – inició una lucha armada 
por su tierra ancestral en el sur. Los enfrentamientos 
aumentaron en 2008 después de un proceso de paz de 
un decenio, pero en julio de 2009 se firmó una tregua. 
Es necesario destacar que buena parte de la violencia es 
alimentada por una gran pobreza que es consecuencia 
de décadas de inversión insuficiente. Mindanao, una 
zona muy rica que casi no sufre tifones, podría lograr 
la prosperidad si pudiera funcionar por sí sola, pero no 
ha avanzado en algo tan básico como los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio (ODM). La pobreza y la desigual-
dad que siguen acechando la región, especialmente las 
zonas de los moros y los lumad (indígenas), nacen de 
injusticias históricas y una discriminación que proviene 
del pasado colonial y ha sido perpetuada por la suce-
sión de regímenes poscoloniales. Están enquistadas 
en estructuras económicas, políticas y socio-culturales 
injustas que deben cambiar cuanto antes.

En Filipinas la estructura de crecimiento y 
creación de riqueza es contradictoria con el mantra 
del crecimiento inclusivo y de amplio alcance. Los 
esfuerzos por crear polos de crecimiento fuera de 
Manila no podrán funcionar si el Gobierno no modi-
fica la estructura actual de poder y recursos, elitista 
y centrada en las ciudades. El Código de Gobierno 
Local de 1991, a pesar de ser una ley que marcó un 
hito, todavía no ha producido la descentralización del 
poder de la élite. Será necesaria una transferencia 
deliberada de recursos y autoridad de las regiones 
más ricas a las más pobres.

Crecimiento de la población  
y vulnerabilidad
La capacidad de carga es un problema real en un 
archipiélago montañoso con una población que ha 
aumentado de 62 millones en 1990 a unos 95 mi-
llones en 2010 y que se estima que superará los 100 
millones en 2015. Aunque la tasa de crecimiento de 
la población descendió del 2,36% en 2000 al 2,04% 
en el censo de 2007, todavía se la considera una de 
las más elevadas de Asia.

Esta alta tasa de crecimiento de la población 
vuelve vulnerable al país. Por cada persona se nece-
sitarían 0,004 hectáreas para satisfacer su necesidad 
alimentaria, pero el crecimiento demográfico hizo 
que en este momento la superficie total del país sea 
insuficiente para cubrir las necesidades de la po-

7 El centro financiero de Filipinas y una de las ciudades que 
componen la Gran Manila. 

blación8. El problema demográfico también refleja 
la pobreza y la desigualdad. Las personas con más 
dinero y un futuro más seguro tienden a tener menos 
hijos; los pobres tienen familias más grandes y de-
penden de sus numerosos integrantes como activos 
productivos y como una red de asistencia social a la 
antigua para los ancianos.

Aunque las tierras de cultivo se achican, una agri-
cultura sustentable tal vez pudiera alimentar a estos 
millones de personas. Pero para que sea posible, el 
Gobierno deberá trabajar en cooperación con los agri-
cultores, las ONG, los medios de comunicación masi-
va, las escuelas y el sistema nacional de investigación 
agrícola para encontrar formas de lograr seguridad 
alimentaria a largo plazo y sustentabilidad ambiental.

Conclusión
Abordar la vulnerabilidad del ya degradado medio 
ambiente de Filipinas es tan importante como hacer 
que crezca la economía. Pensar que se debe elegir 
entre desarrollo y medio ambiente es un falso dile-
ma. Un ambiente degradado no puede satisfacer las 
necesidades humanas, y seres humanos empobreci-
dos no se interesan por proteger el medio ambiente.

8 La Huella Ecológica (HE) es una medida del consumo de 
recursos naturales renovables por una población humana. La 
HE de un país es la superficie total de tierra y mar productivos 
que se necesitan para producir todos los cultivos, la carne, el 
pescado, la madera y la fibra que consume, para sustentar su 
consumo energético y brindar espacio para la infraestructura. 
Para calcular el número de hectáreas disponibles per cápita, 
se suma la tierra biológicamente productiva per cápita en 
todo el mundo (tierra arable, pasturas, bosques, tierra con 
construcciones y espacio marino) menos el espacio para 
las restantes 30 millones de especies con las que los seres 
humanos comparten el planeta. 

Para un sistema de archipiélago como Filipinas 
es fundamental restablecer la cubierta forestal, que 
del 40% ideal ha caído al 27%. La minería y otras 
industrias extractivas deberán suspenderse o ser 
sujetas a controles muy estrictos. Las zonas coste-
ras y marinas, si se las rescatara de su actual estado 
de degradación, podrían ayudar al país a salvar las 
situaciones más difíciles en términos de seguridad 
alimentaria y asentamientos humanos.

Para solucionar el problema de obtener fondos para 
el desarrollo es decisivo mantener la deuda a niveles 
sustentables y controlar la sangría que representa su 
servicio. El Gobierno solicita grandes préstamos para 
cubrir sus compromisos con los ODM. Los principa-
les programas contra la pobreza, como la transferencia 
condicional de dinero en efectivo, funcionan con dinero 
prestado y complican aún más la situación fiscal del país. 
La corrupción también es sintomática del estado de la go-
bernanza, y por lo tanto frenarla es una parte fundamental 
de la solución al problema de desarrollo de Filipinas.

Entre 1972 y 2010 Filipinas ha pasado de la demo-
cracia a la dictadura y luego ha retornado a la primera. 
Para ello la participación popular ha sido decisiva. Esta 
participación ha tomado distintas formas, sobre todo 
movimientos pacíficos que abordan una gama de asun-
tos entre los cuales el cambio de régimen. Pero parece-
ría que después de tantos cambios, todo sigue igual. 
El país aún no conoce una verdadera transferencia de 
poder a las masas para emparejarlas con la élite. Cuan-
do se logre esa situación habrá una mayor garantía de 
gobernanza para un desarrollo sustentable. n

TABLA 1

Incidencia de la pobreza en la población (%) por región, 1991-2006
Región 1991 1994 1997 2000 2003 2006

Filipinas 45,0 40,6 36,8 33,0 30,0 32,9

Región de la Cabecera Nacional 16,7 10,5 8,5 7,8 8,9 10,4

Región Administrativa de la Cordillera (RAC) 55,4 56,4 50,1 37,7 32,2 34,5

I Ilocos 55,3 53,6 44,1 35,3 30,2 32,7

II Valle del Cagayán 48,9 42,1 38,0 30,4 24,5 25,5

III Luzón Central 35,5 29,2 18,5 21,4 17,5 20,7

IV-A Calabarzon
43,2* 34,9* 30,0*

19,1 18,4 20,9

IV-B Mimaro 45,3 48,1 52,7

V Bícol 61,3 60,8 57,0 52,6 48,6 51,1

VI Visayas Occidentales 52,9 49,9 45,9 44,5 39,2 38,6

VII Visayas Centrales 46,7 37,5 38,9 36,2 28,3 35,4

VIII Visayas Orientales 47,1 44,8 48,5 45,1 43,0 48,5

IX Península de Zamboanga 54,4 50,6 45,5 44,8 49,2 45,3

X Mindanao del Norte 57,4 54,1 52,7 43,8 44,0 43,1

XI Davao 51,6 45,6 44,3 33,3 34,7 36,6

XII Soccsksargen 63,1 58,7 55,8 46,8 38,4 40,8

XIII Caraga -** -** -** 51,2 54,0 52,6

Región Autónoma del Mindanao Musulmán (RAMM) 56,0 65,3 62,5 60,0 52,8 61,8

 * La Región IV todavía no había sido dividida en las Regiones IV-A y IV-B.  ** Caraga fue creada el 23 de febrero de 1995.

Fuente: NSCB, 20119.

9. National Statistical Coordination Bureau, 2009 Philippines 
Poverty Statistics, (8 February 2011), <www.nscb.gov.ph/
poverty/2009/default.asp>.
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KEPA - Service Centre for Development Cooperation, Finlandia
Otto Bruun

En 2002 el entonces primer ministro finlandés Paavo 
Lipponen definió así el enfoque de su país con relación 
a la sustentabilidad: “Mientras que el informe Brun-
dtland se enfocaba en las necesidades de las genera-
ciones actuales y futuras, Finlandia se enfoca en las 
posibilidades”1. Sin embargo, los movimientos sociales 
y ambientales sostienen que este planteamiento sobre 
las “posibilidades” ha producido una visión estrecha de 
la sustentabilidad. 

Finlandia demuestra un interés cada vez mayor 
por nuevas formas de comprender el bienestar y la 
posibilidad de complementar el Producto Interno Bruto 
(PIB) con otras estadísticas en el sistema de contabili-
dad nacional. Los movimientos sociales y los académi-
cos han sugerido la adopción del Índice de Progreso 
Genuino (IPG), y el Gobierno ha aceptado que algo así 
es necesario2. Mientras el PIB solo mide el progreso 
económico, el IPG distingue entre el crecimiento bueno 
y el crecimiento indeseable. 

Contratiempos al desarrollo sustentable
En el caso de Finlandia, el IPG depara una sorpresa 
desagradable: el bienestar aumentó a fines de la década 
de 1980 pero se ha reducido considerablemente desde 
1990, a pesar del fuerte crecimiento económico en el 
periodo 1995-20083. Esto se explica porque el creci-
miento económico fue intensivo en recursos y los bene-
ficios se distribuyeron de modo menos equitativo que 
antes. Por tanto el IPG sugiere que en realidad Finlandia 
ha retrocedido durante el periodo en que se estableció 
la agenda de desarrollo sustentable.

Otro buen indicador de la sustentabilidad es la 
huella ecológica, que destaca los impactos de los se-
res humanos en el ecosistema global. La huella, que 
se basa en una combinación de emisiones de CO2 
e indicadores del uso de la tierra, se compara con la 
capacidad de nuestro planeta de renovarse. Así si cada 
persona del mundo consumiera como el finlandés pro-
medio, necesitaríamos tres planetas en donde vivir4. 
Por eso algunos movimientos ambientales y sociales 

1 Discurso del primer ministro PM Paavo Lipponen, presidente de 
la Comisión Finlandesa para el Desarrollo Sustentable, (2002). 

2 Gobierno de Finlandia, Programme 2010, (Helsinki: 2010).

3 V. Ylikahri (ed), Onnellisuustalous (Helsinki: Visio, 2010). 

4 Living Planet Report (Washington, DC: WWF, 2010). 

quieren imponer la meta política del decrecimiento 
planificado del Norte global, o el crecimiento material 
negativo, en el centro de la agenda del desarrollo sus-
tentable y la conferencia Río+205.

Las políticas energéticas
Las políticas energéticas son un aspecto clave del de-
sarrollo sustentable. En Finlandia el uso de energía per 
cápita es bastante alto. Esto se mitiga un tanto por sus 
antecedentes positivos en materia de utilizar los resi-
duos de biomasa de la industria de la pulpa y el papel 
para producir energía. En 2010 las energías renovables 
(principalmente biomasa) constituyeron el 25% de 
todo el consumo de energía primaria6.

Recientemente la política energética finlandesa se 
ha vuelto a enfocar en la energía nuclear. Finlandia es 
considerada un precursor del renacimiento nuclear en 
el mundo, ya que en 2010 el Parlamento tomó las re-
soluciones básicas para construir dos nuevas centrales 
nucleares. Si se construyen, estas centrales producirán 
un volumen de energía que excedería varias veces las 
necesidades de consumo. Por lo tanto Finlandia o bien ex-
portará energía nuclear o fortalecerá aún más su posición 
como la sede europea para las industrias intensivas en 
energía. Es importante destacar que aunque los acciden-
tes nucleares tras el tsunami en Japón han modificado un 
tanto las expresiones de los partidos políticos, hasta ese 
momento se habían ignorado mayormente los temas de 
seguridad y los problemas sociales y ambientales vincu-
lados a la minería de uranio en los países del Sur global.

5 Ver las actividades organizadas por by J. Nissinen en “Rio+20: 
NGOs participating for a green de-growth economy”, <www.
siemenpuu.org/download/5699>

6 Estadísticas de la energía finlandesa. <www.motiva.fi/en>

Como parte de la resolución sobre energía nuclear, 
el Gobierno anunció un “paquete” sobre energía reno-
vable. Sin embargo, una lectura cuidadosa demues-
tra que con esto Finlandia sólo podrá cumplir con las 
metas obligatorias fijadas por la Unión Europea. Los 
ambientalistas han criticado al país por tratar de que se 
acepte la turba finlandesa como un recurso energético 
de renovación lenta, una posición que la Unión Europea 
rechaza. Desde la perspectiva climática, la turba es aún 
peor que quemar carbón y su renovación demora cien-
tos de años; además la minería de las turberas plantea 
problemas medioambientales.

El Gobierno sostiene que sus políticas energéti-
cas, con turba “renovable” y centrales nucleares que 
tienen “baja emisión de carbono”, son sustentables. Es-
tas políticas prestan poca atención al ahorro energético 
y la eficiencia, y atienden a los intereses económicos 
a corto plazo. Además, los investigadores y activistas 
ambientales sostienen que una solución de energía 
renovable descentralizada reduciría los impactos y ries-
gos ambientales, al tiempo que mejoraría el bienestar 
de las localidades en términos de empleo7.

Los derechos de los pueblos indígenas
También han surgido controversias sobre la susten-
tabilidad con relación a los derechos de los pueblos 
indígenas, incluyendo el conflicto en las regiones del 
norte sobre el uso de la tierra y los bosques entre en 
Estado y los indígenas sami, que todavía continúa8. 
Finlandia no ha ratificado el Convenio 169 de la OIT 

7 P. Lund, The link between political decision-making and 
energy options: Assessing future role of renewable energy 
and energy efficiency in Finland, (2007).

8 Ver K.Mustonen y T. Mustonen, Drowning Reindeer, 
Drowning Homes (Helsinki: Snowchange, 2010).

Políticas de sustentabilidad

El país debe reconocer que no hay soluciones tecnológicas fáciles y sustentables. Se puede comenzar 
con una ley que imponga recortes del 5% anual a las emisiones. Ha llegado del momento de redefinir la 
agenda del desarrollo para que incluya más que los intereses del Estado y los empresarios. Los movimientos 
sociales pueden usar la agenda de sustentabilidad para presionar a los gobiernos y las empresas. Se ha vuelto 
impostergable un debate franco sobre las cuestiones fundamentales del bienestar, la igualdad y el desarrollo, 
que incluya la necesidad de renunciar a la búsqueda permanente del crecimiento material.
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que garantizaría los derechos a la tierra de los sami, 
quienes reclaman un derecho histórico a la ganadería 
trashumante de renos. 

Los conflictos sobre Laponia o los bosques sami 
empezaron en la década de 1990 cuando empresas 
finlandeses dedicadas a la pulpa y la madera, como 
Stora Enso, compraron madera de la empresa ma-
derera estatal, que incluía la proveniente de los pocos 
bosques naturales que todavía quedan. Eso fue una 
amenaza para el modo de vida de los sami porque puso 
en peligro las pasturas de invierno de los renos, que 
dependen de líquenes en el suelo y en los árboles que 
solo existen en bosques primarios9.

Después de que los pastores de renos lapones 
y Greenpeace Internacional hicieran una campaña in-
ternacional contra Stora Enso y sus compradores de 
papel, y cuando la empresa estaba por perder su repu-
tación y su posición como objetivo de inversión para 
varios fondos de inversión éticos, se detuvo la tala de 
los bosques lapones y comenzaron las negociaciones. 
En 2009 y 2010, más del 80% de las áreas contro-
vertidas fueron protegidas o se prohibió la tala. Sin 
embargo, la ganadería de renos ahora está amenazada 
por flujos de turismo y concesiones mineras cada vez 
más perjudiciales que cuentan con el apoyo del Estado.

Cambios en la política de desarrollo
La Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) finlandesa ha 
aumentado en forma gradual en los últimos años y 
en 2010 llegó al 0,55% del PIB (se prevé que será el 
0,58% en 2011). La mayoría de los partidos políticos 
se han comprometido a alcanzar el objetivo de la ONU 
del 0,7 por ciento del PIB en 201510. Sin embargo, la 
práctica actual de computar la financiación de la lucha 
contra el cambio climático en los países en desarrollo 
como AOD socava la integridad de los compromisos 
de AOD y reduce la confianza en las negociaciones 
multilaterales sobre el cambio climático.

La política finlandesa para el desarrollo tuvo un 
cambio marcado en 2007 cuando enfatizó el desa-
rrollo sustentable11. Sin embargo, también introdujo 
pautas como: “Finlandia tiene conocimientos y tec-
nología que satisfacen las necesidades de los países 
en desarrollo”12. El Ministerio de Empleo y Economía 
quiere que la AOD impulse la competitividad finlandesa 
y sirva para crear empleo y nuevos mercados para las 
empresas finlandesas. Esto implica un nuevo empuje 
para los servicios de conocimiento y la tecnología de 
las empresas finlandesas con fondos de AOD.

Esta línea de pensamiento ha producido un im-
portante cambio en la cooperación finlandesa para el 
desarrollo con relación a proyectos que se vinculan 
al agua, la forestación y la energía, en los que el país 
tendría una ventaja comparativa. Queda la duda de si 
los conocimientos finlandeses sobre forestación se 
pueden exportar útilmente a los trópicos. Este énfasis 
fundado en el interés propio también plantea preguntas 

9 Ver la película documental “Last Yoik in Sami Forests”.

10 Ministerio del Medio Ambiente, Facts on Environment 
Protection, (noviembre, 2010).

11 Ministerio de Relaciones Exteriores, Finland’s Development 
Policy Programme, (2010).

12 Ibíd., Development Policy Forestry Guidelines, (Helsinki: 2009).

sobre la posesión de la ayuda por los países socios. 
Los objetivos de reducción de pobreza se ven despla-
zados cada vez más lejos, y los cambios implican que la 
cooperación para el desarrollo se vuelve impredecible, 
y por tanto menos sustentable13.

Las empresas finlandeses en el Sur global
Además de con la AOD, el Gobierno mide oficialmente 
su sustentabilidad global usando el monto total de 
las inversiones extranjeras directas de las empresas 
multinacionales finlandesas14. En este momento hay 
varios ejemplos de empresas finlandesas importantes 
que aducen ser líderes mundiales en sustentabilidad y 
han establecido monocultivos a gran escala de euca-
liptus (Stora Enso, UPM) y plantaciones de palma de 
aceite (Neste Oil) en el Sur global, los que contribuyen 
al desplazamiento de comunidades y la apropiación de 
tierras a gran escala.

Aunque ha recibido varios galardones por su ética 
comercial y sustentabilidad en todo el mundo, la empre-
sa aceitera finlandesa Neste Oil fue votada la empresa 
menos sustentable del mundo en los premios Public 
Eye 2011. Esta empresa tiene una mayoría de capitales 
estatales y su objetivo estratégico es ser el líder mundial 
en lo que llama “biocombustibles verdes, de segunda 
generación y sustentables”15. Hace poco anunció la 
inauguración de dos de las refinerías de biocombustible 
derivado del aceite de palma más grandes del mundo, 
con una capacidad total de 2 millones de toneladas 
por año16, cuyas fuentes principales de aceite de pal-
ma son Malasia e Indonesia17. La demanda de aceite 
de palma está llevando a la conversión de tierras y la 
deforestación en las selvas húmedas y de turbera, que 
se podría decir que contienen las reservas de carbono 
más concentradas del mundo. Estos bosques también 
tienen importancia social pues albergan a poblaciones 
indígenas y zonas críticas para la biodiversidad18.

Neste Oil insiste en que para 2015 sólo comprará 
materia prima a las plantaciones de palma de aceite 
autorizadas. La superficie total de plantaciones necesa-
rias para abastecer sus refinerías se calcula en 700.000 
hectáreas. Los investigadores han determinado que 
incluso los efectos indirectos de cumplir con la cre-
ciente demanda de aceite de palma están llevando a la 
deforestación tropical19. La única fuente conocida de 
Neste Oil para aceite de palma en Malasia, por ejemplo, 
fue condenada en 2010 por no respetar los derechos 
territoriales de los indígenas y por conversión de la 
selva tropical.

13 Comisión Finlandesa de Desarrollo, The State of Finland’s 
Development Policy 2009, (Helsinki: 2009). 

14 Página web de la Comisión Finlandesa de Sustantabilidad, 
Criteria for sustainability.

15 Neste Oil, Neste Oil Annual Report 2009. 

16 Ibíd., Neste Oil celebrates the grand opening of its ISCC-
certified renewable diesel plant in Singapore, (Neste Oil 
Press, 8 de marzo de 2011).

17 Neste Oil, op. cit.

18 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, 
The Last Stand of the Orangutan, (2010).

19 C.Bowyer, Anticipated Indirect Land Use Change Associated 
with Expanded Use of Biofuels and Bioliquids in the EU. 
Institute of European Environmental Policy, (2010).

Este ejemplo muestra que la campaña por pro-
ducir “combustibles con bajas emisiones de carbono” 
en aras del desarrollo sustentable no solo supone pro-
blemas ecológicos y sociales sino que también puede 
socavar los esfuerzos por crear modos de vida susten-
tables en muchas regiones del mundo en desarrollo. 

Conclusión
El concepto de desarrollo sustentable contiene gran-
des posibilidades de cambio, pero si se lo comprende 
de forma estrecha resultará poco útil e incluso des-
tructivo. Hablar de sinergias y oportunidades en las 
que todos ganan es una forma de ocultar conflictos 
persistentes. Los planos social, ecológico y econó-
mico no pueden separarse válidamente cuando se 
habla de los grupos marginales que dependen del 
medio ambiente para su sustento. Más aún, el debate 
finlandés sobre la dimensión ecológica del desarrollo 
sustentable suele no incluir los impactos en la biodi-
versidad o en la capacidad de un ecosistema de sus-
tentar modos de vida, pues se enfoca burdamente en 
las emisiones de carbono que se puedan medir.

El informe Brundtland de 1987 subrayó el respeto 
por los límites ecológicos y la satisfacción de las nece-
sidades humanas. Estos asuntos, a diferencia de lo que 
trasuntan las discusiones actuales sobre la sustentabi-
lidad, suponen temas esencialmente políticos sobre 
la distribución de las cargas y la justicia. ¿Quién tiene 
permiso para producir emisiones, para usar ciertos 
recursos naturales, y en qué condiciones? La agenda 
de sustentabilidad y su enfoque en las sinergias a veces 
nos impide ver estas cuestiones políticas20.

Finlandia debe aceptar que no hay soluciones 
tecnológicas fáciles y sustentables a la vista: no po-
demos compensar nuestras emisiones climáticas ni 
nuestras responsabilidades en otra parte. Debe empe-
zar por cumplir con sus compromisos globales con la 
AOD sin cifras engañosas. El primer paso para reducir 
su huella ecológica puede ser una ley que recorte las 
emisiones un 5% por año tal como reclaman los mo-
vimientos sociales.

Como lo demuestra el caso de los bosques en 
Finlandia del Norte, los movimientos sociales pue-
den usar la agenda de sustentabilidad para presionar 
con éxito a los gobiernos y las empresas. Resaltando 
casos individuales, los movimientos sociales pue-
den trabajar para imponer reglas más estrictas a las 
empresas.

En la preparación para la conferencia Río+20, los 
movimientos sociales de todo el mundo han deposi-
tado sus esperanzas en el Panel de Alto Nivel sobre 
Sustentabilidad Global, codirigido por la presidenta 
de Finlandia, Tarja Halonen. El mundo entero enfrenta 
el desafío de generar confianza entre los pueblos y la 
voluntad política para construir caminos hacia futuros 
auténticamente sustentables. En los países del norte, 
esto exige un debate franco sobre las cuestiones fun-
damentales del bienestar, la igualdad y el desarrollo, 
que incluya la necesidad de renunciar a la búsqueda 
permanente del crecimiento material. n

20 J.Pasanen, y U.Marko, Sustainable Futures, serie de 
publicaciones del Ministerio de Relaciones Exteriores.
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Secours-Catholique / Catholic AID

Grégoire Niaudet

El país ha sido fuertemente afectado por la crisis 
económica mundial. La base de protección social 
y los amortiguadores sociales de que dispone han 
permitido atenuar en parte las consecuencias de la 
crisis, pero el desempleo, la principal preocupación 
de los franceses, ha alcanzado a cerca del 10% 
de la población activa. Esto va acompañado de un 
nivel de deuda pública preocupante, propulsado 
por el prolongado desequilibrio de la balanza de 
comercio exterior y además por un notorio déficit 
de competitividad. A nivel social, se traduce en un 
empobrecimiento de las poblaciones más frágiles y 
en una acentuación de las desigualdades que bene-
ficia a los sectores más ricos de la sociedad. 

El “Preámbulo” de la Constitución de 1946 
hacía de los derechos sociales prerrogativas de 
los ciudadanos. El aparato de seguridad social del 
Estado del bienestar combinaba un mecanismo de 
seguro con un sistema de financiamiento, a través 
de impuestos, destinado a asegurar prestaciones 
uniformes para todos los miembros de la sociedad. 
En el núcleo de este modelo de redistribución es-
taba el trabajo, como principal medio de acceso a 
los derechos. Ahora bien, desde la década de 1970 
y la aparición del desempleo en masa, el Estado 
de Bienestar ha sufrido una crisis que es al mismo 
tiempo financiera, de legitimidad y de eficiencia. El 
sistema de redistribución horizontal pierde fuerza 
mientras que una parte creciente de la población 
ya no puede participar en el sistema de seguros. La 
incertidumbre frente al futuro refuerza la presión 
sobre los medios profesionales, pero a su vez tam-
bién sobre los individuos. El trabajo ha dejado de 
ser sinónimo de bienestar. Las exigencias de pro-
ductividad y de eficiencia actúan como fuentes de 
presión y de malestar, dando paso a un mundo la-
boral extremadamente duro, excluyente y exigente.

Creciente desigualdad
El año 2011 fue de repunte económico, pero los 
beneficios de ese crecimiento favorecieron úni-
camente a los más ricos. Las desigualdades van 
en aumento: un estudio del Instituto nacional de 
estadística y estudios económicos (INSEE, por sus 
iniciales en francés) publicado en abril de 2011, 

mostró que, entre 2004 y 2007, los ingresos más 
altos aumentaron en forma más rápida que los del 
conjunto de la población. Para el 90% de los fran-
ceses, el crecimiento conjunto de los ingresos fue 
levemente inferior a un 10%; sin embargo, para 
el 1% de la población que cobra más de 84.500 
euros (115.798 USD) lo fue de un 20 a un 40%. 
Una repartición más justa de la riqueza, entonces, 
vuelve necesaria una reforma de la fiscalidad, un 
agravamiento impositivo del capital y también la 
reducción o la supresión de ciertos nichos fiscales.

Los motores del incremento de la desigualdad 
en los países desarrollados son claros: la contrarre-
forma fiscal caracterizada por la baja en los niveles 
de imposición sobre los más ricos, la explosión 
de los ingresos financieros y las reorganizaciones 

productivas. En el contexto de la evolución de la 
crisis, además, estos fenómenos no dejan de acen-
tuarse, ya que los Estados, a efectos de asegurar 
las prerrogativas de las finanzas, absorbieron la 
parte principal del costo de la crisis concediendo 
préstamos a los bancos. Y como corolario de ello 
han sido implementadas políticas de austeridad en 
numerosos países, que pesan fuertemente sobre 
los sectores más vulnerables de sus poblaciones, 
agudizando las desigualdades. 

Ahora bien, las soluciones ofrecidas en térmi-
nos de desarrollo social –desde hace unos treinta 
años– y de desarrollo sustentable –desde hace 15 
años–, no están a la altura de los desafíos identifica-
dos. La visión social del desarrollo sustentable de-
berá apoyarse en varias prioridades: la reafirmación 

Menos desigualdad, un poco más de fraternidad

La crisis económica ha incidido negativamente en la sociedad francesa. Si bien la economía ha repuntado, 
el desempleo y la desigualdad se han visto acrecentados, a la vez que la competitividad ha aumentado en 
detrimento de valores como la fraternidad y la solidaridad. Mientras, el país se ve amenazado por importantes 
problemas ambientales, entre ellos la contaminación del aire y del agua y la pérdida de ecosistemas. Los 
compromisos asumidos en pos del desarrollo sustentable deben ser pensados, más allá de las fronteras 
nacionales y europeas, en relación a su impacto mundial. La sociedad civil debe aportar al debate de las 
próximas elecciones presidenciales. 
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DESAFÍOS AMBIENTALES

Entre los ecosistemas más degradados del país se encuentran las regiones costeras. La contamina-
ción (en especial metales pesados e hidrocarburos) ha dañado la fauna y la flora, particularmente a 
las aves marítimas, los moluscos y las algas. Más de la mitad de estas áreas han sido urbanizadas, 
lo que incrementa el riesgo de pérdida de biodiversidad; de hecho, las costas no intervenidas por 
los seres humanos han desaparecido casi por completo.

La escasez de agua es otro desafío que no debe ser dejado de lado, del mismo modo que la 
calidad del recurso. Los sistemas de fertilizado masivo empleados en la agricultura a gran escala 
(que consume el 44% del agua disponible) están contaminando severamente las fuentes subterrá-
neas. En el futuro deberán construirse más plantas potabilizadoras y procesadoras de desechos.

Los bosques de Francia (que ocupan un cuarto de su territorio y son considerados la zona 
boscosa más importante de la Unión Europea) se ven amenazados por diversas formas de degra-
dación ambiental, en gran medida debidas a la contaminación atmosférica.



119Social Watch 119 Francia

de los derechos fundamentales y la necesidad de 
cuestionar nuestras necesidades; la cooperación de 
los actores y la participación de cada uno a efectos 
de enriquecer los proyectos locales, y más amplia-
mente, contribuir a la renovación de las políticas 
públicas locales. 

En el contexto de crisis, estas nociones deben 
definir las prioridades del desarrollo social susten-
table. Las preocupaciones relacionales bregan por 
adoptar una visión integrada de los desafíos socia-
les, medioambientales y económicos, por el acceso 
a los recursos para todos y la redistribución de las 
riquezas. El desafío social y democrático encontrará 
sus respuestas en nuevas perspectivas colectivas, 

en torno a un proyecto de futuro compartido que 
tenga sentido para cada individuo. El desarrollo sus-
tentable es también dar a cada uno un lugar en la 
co-construcción del futuro, ofreciéndole los medios 
de desarrollar sus propios talentos dentro de una 
sociedad que tenga una fuerte dimensión relacional. 

La acentuación de las desigualdades, la degra-
dación de la protección social, la individualización 
de los riesgos y la incertidumbre en cuanto al futuro 
conducen a comportamientos individualistas debi-
do a la falta de una clara estrategia colectiva; ahora 
bien, lo que se vuelve necesario para enfrentar los 
desafíos del cambio climático es precisamente un 
compromiso colectivo, de manera que en tanto 

sociedad sean repensadas las pautas de consumo 
y los modos de vida, para acercarse a un modelo de 
desarrollo sustentable. 

Las elecciones presidenciales fijadas para el 
primer semestre del 2012, así como la presidencia 
francesa del G20, ofrecen la oportunidad a la socie-
dad civil de aportar al debate. Deben ser también la 
ocasión de abrir nuevas vías, de repensar los obje-
tivos y la estrategia del desarrollo económico y del 
progreso social y de orientar nuestras sociedades 
hacia un cambio de paradigma, conducido por una 
transición social y ecológica. Reconstruir la justicia 
y la cohesión social es un medio de salir de la crisis 
y no un lujo al cual hay que renunciar.  n

El mundo ha cambiado profundamente desde la 
Conferencia de Río en 1992. Por un lado, el es-
pacio económico se globalizó y desde entonces 
está marcado al mismo tiempo por el despegue 
económico de los países emergentes y por una 
crisis sistémica que afecta principalmente a los 
países industriales a la vez que reúne aspectos 
ecológicos, sociales, económicos y políticos. Por 
otro lado, la lucha contra el cambio climático, la 
protección de la biodiversidad y la necesidad de 
un acceso más equitativo a los recursos natura-
les, señalan la urgente necesidad de una gestión 
común del planeta. 

•	 La reducción de las desigualdades y la erra-
dicación de la pobreza constituyen la primera 
de las prioridades: la erradicación de la po-
breza y la reducción de las desigualdades, 
aun cuando se observa una incapacidad por 
parte de los Estados, a pesar del crecimien-
to global, para mantener los compromisos 
de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(ODM). Las desigualdades se agudizan y el 
hambre sigue afectando a mil millones de 
habitantes.

•	 La construcción de un sistema de protección 
social que beneficie a todos los pueblos, aún 

cuando la globalización de la economía se 
traduce a su vez en una selección compe-
titiva de los trabajadores de los diferentes 
países y en el perjuicio de los sistemas de 
protección social allí donde estos existen, 
para responder a las exigencias de compe-
tencia industrial;

•	 La lucha, a nivel internacional, contra la crisis 
sanitaria: se observa hoy en día un aumento 
de las enfermedades crónicas en el planeta 
en su conjunto, las cuales reemplazaron a las 
enfermedades infecciosas a lo largo del últi-
mo siglo, fenómeno conocido también con el 
nombre de “transición epidemiológica”. Esta 
crisis impacta en el conjunto de la economía 
y en el campo social, poniendo en riesgo a los 
sistemas de salud y de seguros por enferme-
dad allí donde estos existen.

La globalización de la economía en un contex-
to de competencia económica desregulada se 
traduce en una acentuación de las desigualda-
des. Esta adquiere diversas formas: la selección 
competitiva de agricultores en condiciones 
desiguales, el hundimiento económico de terri-
torios afectados por la pérdida de actividades 
industriales, diferencias en cuanto a los ingresos, 

que no dejan de acentuarse en la mayoría de los 
países, desigualdades en cuanto al acceso a la 
salud y a los cuidados, y el confinamiento de una 
población en una situación de exclusión, el debi-
litamiento de los sistemas de protección social, 
etc… Estas degradaciones sociales, además de 
las cuestiones políticas y éticas que plantean, 
tienen un costo considerable que pesa sobre las 
economías: necesidad de aportar ayudas para 
compensar las disparidades y para solucionar 
las situaciones de naufragio, dificultad creciente 
de reintegración a la vida activa, degradación de 
la situación sanitaria…

Lamentablemente se trata de costos indirec-
tos ya a que se los transfiere a las generaciones fu-
turas o quedan bajo la responsabilidad de otros ac-
tores económicos, y sobre todo de la colectividad. 

Desarrollo sustentable y desarrollo social 
concuerdan en cuanto a balances similares, 
comparten preocupaciones sociales y apuntan 
a objetivos comunes. La transición hacia un fu-
turo colectivo deseable implica renegociar un 
contrato social que se desarrolle en torno a un 
compartir responsabilidades, a la afirmación de 
los derechos, y a la renovación de las solidarida-
des y la solidaridad intergeneracional. 

COMPROMISOS A NIVEL MUNDIAL
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Abordar el cambio climático es fundamental para el desarrollo sustentable en el país. Desde 1992 se han realizado 
esfuerzos a nivel nacional para cumplir con las decisiones de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático (CMNUCC), pero las oportunidades bilaterales y multilaterales de financiamiento afectan 
el grado en que son abordadas las verdaderas preocupaciones de los ciudadanos, que se ven constreñidas 
por un marco económico neo-liberal. Las organizaciones de la sociedad civil deben redoblar sus esfuerzos de 
activismo para asegurar la promoción de justicia social, igualdad de género y desarrollo sustentable.

Políticas de cambio climático y derechos de los ciudadanos

NETRIGHT

Al igual que otros países africanos, Ghana ya está 
experimentando el impacto del cambio climático: cli-
ma más tórrido, reducción o aumento de las lluvias 
estacionales, cambios en los patrones de la lluvia, 
inundaciones, marejadas, maremotos y un aumento 
en el nivel del mar que causa inundaciones y erosión 
costera. El resultado es una reducción en la seguri-
dad alimentaria, el incremento en la transmisión de 
enfermedades propagadas por el agua, importantes 
pérdidas económicas debido a la crisis climática, y 
el desplazamiento de la población debido a las inun-
daciones, la sequía y el aumento del nivel del mar.

No obstante, desde la Conferencia sobre Desa-
rrollo Sustentable de Río de Janeiro, en 1992, tras la 
cual Ghana adoptó la Convención Marco de las Na-
ciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) 
y en 1997, el Protocolo de Kioto, el Gobierno se ha 
comprometido con el tema del cambio climático en 
todos los niveles, desde lo global a lo local.

Iniciativas institucionales y políticas
Habiendo ratificado la totalidad de los Convencio-
nes de Río sobre medio ambiente – la CMNUCC, el 
Protocolo de Kioto, la Convención sobre Diversidad 
Biológica (CDB) y la Convención de las Naciones Uni-
das para la Lucha contra la Desertificación (CNULD) 
– , Ghana estableció varias instituciones nacionales 
como puntos focales de política, incluyendo el Mi-
nisterio de Medio Ambiente, Ciencia y Tecnología 
(MEST, por sus siglas en inglés), la Agencia de Pro-
tección Ambiental (APA) y la Autoridad de Ghana 
para el Medio Ambiente y el Cambio Climático (GEC-
CA, por sus siglas en inglés).

Sin embargo, la postura acrítica de estas ins-
tituciones respecto a las decisiones de la CMNUCC 
y del PK es problemática. Ghana estuvo entre los 
primeros 23 países de África en asociarse en 2009 
al Acuerdo de Copenhague a pesar del hecho de 
que los países africanos habían desarrollado una 
posición colectiva contra el mismo. Al parecer el 
Gobierno adoptó esa posición para acceder a las 
numerosas ventanillas de financiamiento dispo-
nibles para medidas de adaptación y mitigación 
sobre cambio climático. No obstante, desde enton-
ces Ghana ha elaborado una Estrategia Nacional de 
Adaptación, creó un Comité Nacional de Cambio 
Climático y ha elaborado un documento de debate 

sobre un Marco de Política Nacional de Cambio 
Climático (NCCPF, por sus siglas en inglés).

En sus Evaluaciones Nacionales de Comunica-
ción (NCA, por sus siglas en inglés), la Agencia de 
Protección Ambiental del Gobierno ha proporciona-
do información útil acerca del efecto de los diversos 
escenarios de cambio climático sobre diferentes 
sectores económicos, y las consecuencias para el 
sustento de la población. No obstante, el análisis 
de las consecuencias para las mujeres se basa en 
la vulnerabilidad de éstas en vez de en los derechos 
humanos o en el desarrollo humano1. El Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
ha señalado en su evaluación de los países que 
desarrollan los Planes de Acción Nacionales de 
Adaptación (NAPAs, por sus siglas en inglés):

 “Por lo general los NAPAs describen a las mujeres 
como víctimas que carecen de habilidades que les 
permitan participar en negociaciones de planifi-
cación estratégica. La mayoría de estos planes ni 
siquiera reconoce que las mujeres, con el conoci-
miento que tienen, pueden hacer una contribución 
a los procesos de adaptación y deberían ser un 
grupo focal para programas de adaptación”2.

1 I. Dankelman, “Climate Change: Learning from Gender 
Analysis and Women’s Experiences of Organising for 
Sustainable Development”, en Gender & Development, 
Vol. 10 (2002):21-29; Dankelman, et al., Gender, Climate 
Change and Human Security Lessons from Bangladesh, 
Ghana and Senegal, (Ghana: Women’s Environment 
and Development Organization (WEDO), ABANTU for 
Development, Action Aid Bangladesh y ENDA en Senegal, 
2008), <www.wedo.org/wp-content/uploads/hsn-study-
final-may-20-2008.pdf>. 

2 UNDP, Resource Guide on Gender and Climate, (New York: 
2009).

El documento de discusión sobre NCCPF es otro 
motivo de preocupación. Sus tres objetivos – 1. esti-
mular un reducido crecimiento de carbono, 2. adap-
tación efectiva al cambio climático, y 3. desarrollo 
social – parecen loables, pero su articulación y las 
consecuencias políticas dejan mucho que desear. 
Al igual que en propuestas anteriores, el NCCPF está 
ubicado en un marco de opciones orientadas hacia 
el mercado, tales como esquemas de comercio de 
carbono, incluyendo la Reducción de Emisiones por 
Deforestación y Degradación Forestal (REDD, por 
sus siglas en inglés). El NCCPF se centra en esque-
mas de financiamiento disponibles para países en 
desarrollo que demuestren conformidad con dejar 
de lado el criterio de adaptación y mitigación impul-
sado por el mercado.

El compromiso de la sociedad civil
Considerando que en Ghana el NCCPF se ha basado 
en una amplia consulta con una serie de actores, 
incluidos grupos de la sociedad civil tales como 
Amigos de la Tierra y ABANTU para el Desarrollo, 
los temas de interés no han sido suficientemente ar-
ticulados en el documento de discusión. Un ejemplo 
claro es el tema de género, que es debatido bajo el 
objetivo «desarrollo social» del NCCPF. Si bien el do-
cumento reconoce la contribución de las mujeres y 
la necesidad de abordar los riesgos que ellas podrían 
enfrentar como consecuencia del cambio climático, 
la prescripción política meramente hace referencia a 
la necesidad de «medidas tales como la protección 
social para suavizar las desigualdades»3.

3 Ministerio de Energía Ciencia y Tecnología (MEST, por su 
sigla en inglés), Ghana Goes for Green Growth: National 
Engagement on Climate Change, (Accra: 2010), p. 13.
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Cambio climático
Los datos desde 1960 hasta 2000 indican un aumen-
to progresivo de la temperatura y una disminución 
en la precipitación media anual en todas las zonas 
agro-ecológicas4. Las estimaciones revelan que la 
temperatura continuará aumentando en todas las 
áreas agro-ecológicas en promedio “alrededor de 
0,6º C, 2,0º C grados centígrados y 3,9º C para los 
años 2020, 2050 y 2080, respectivamente”, excep-
tuando la zona de selva tropical en la que la lluvia 
podría aumentar. Los datos disponibles también 
revelan un aumento del nivel del mar de 2,1 mm 
por año durante los últimos 30 años, lo que indica 
un aumento de 5,8 cm, 16,5 cm y 34.5 cm en 2020, 
2050 y 2080, respectivamente5.

Mientras que el 23% de la población urbana y 
el 51,6% de la población rural vive por debajo del 
umbral de pobreza6, hay que señalar que los datos de 
la Encuesta 2008 de Niveles de Vida en Ghana (GLSS, 
por sus siglas en inglés), revelan que el número de 
personas en situación de pobreza extrema se redujo 
en 8,6 puntos porcentuales, del 26,8% en 1998-1999 
al 18,2% en 2005-067. Sin embargo, dada la alta de-
pendencia del país de la agricultura y la silvicultura, 
las cambiantes condiciones climáticas tienen graves 
consecuencias sobre el nivel de vida de mujeres y 
hombres en esas comunidades, por lo que esta ten-
dencia se podría revertir. Ya existe evidencia de que 
los recursos económicos vitales – la zona costera, 
la agricultura y el agua – han sido afectados por el 
cambio climático con consecuencias adversas para 
los derechos de la mujer, la pobreza, la salud y el 
sustento. Aquellos que viven en comunidades con 
altos niveles de pobreza van a ser los más negativa-
mente afectados.

En la zona norte del país, las inundaciones 
en 2007 evidenciaron que el impacto del cambio 
climático sobre los esfuerzos de desarrollo es abru-
mador. Se estima que 317.000 personas fueron 
afectadas; 1.000 kilómetros de carreteras fueron 
destruidas; 210 escuelas y centros de salud fueron 
dañados y 630 instalaciones de agua potable fueron 
dañadas o contaminadas.

4 Modern Ghana, “Climate Change Ghana’s Threat to Coca 
Production”, (22 de agosto de 2008).

5 LWF Youth Blog, “Youth challenge leaders on climate change 
at UN”, (septiembre de 2007).

6 Línea de pobreza de Ghana se estableció en 2006 sobre la 
base de las necesidades calóricas para la nutrición basada en 
las líneas de pobreza.

7 UNDP, Human Development Report, (Accra: 2007).

Desde entonces, la variabilidad del clima ha con-
tinuado afectando a diferentes grupos sociales y zo-
nas geográficas, frenando los esfuerzos para cumplir 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). Los 
ODM se han incorporado a la Estrategia de Reducción 
de Pobreza en Ghana (GPRS, por sus siglas en inglés, 
1-2003-2005 y GPRS 11-2006-2009), pero el impac-
to del cambio climático deja ya en claro que el Objetivo 
del Milenio 7 (ODM-7) – garantizar la sustentabilidad 
del medio ambiente – no será alcanzado. Además, 
dada la naturaleza mercantilista de las políticas del 
Gobierno para orientar la acción sobre el cambio 
climático, es difícil percibir cómo se pueden invertir 
las tendencias actuales para alcanzar el ODM-7.

Los cuatro objetivos acordados para el ODM-7 
son los siguientes:

•	 Incorporar los principios del desarrollo susten-
table en las políticas y los programas nacionales 
e invertir la pérdida de recursos ambientales 
para 2015;

•	 Reducir la pérdida de biodiversidad, alcanzando 
una reducción significativa en la tasa de pérdida 
para 2010;

•	 Reducir a la mitad la proporción de personas sin 
acceso sustentable al agua potable y saneamien-
to básico para 2015;

•	 Lograr una mejora significativa en la vida de al 
menos 100 millones de habitantes de barrios 
marginados para 2020.

En lo que respecta al indicador del objetivo biodi-
versidad, la proporción de superficie cubierta por 
bosques, se estima que los bosques de Ghana se 
redujeron en 8,5 puntos porcentuales entre 1990 y 
2005, del 32,7% al 24,2% (ver Tabla 1). La superficie 
forestal fue estimada en 7.448.000 hectáreas y cada 
año ha disminuido de manera constante hasta alcan-
zar 5.517.000 hectáreas en 20058. 

8 Ministerio de Energía Ciencia y Tecnología (MEST, por su 
sigla en inglés), Ghana Goes for Green Growth: National 
Engagement on Climate Change, (Accra: 2010). 

Otro indicador que mide el progreso hacia el logro 
del ODM-7, el de “poblaciones sin acceso sustentable 
al agua potable ni saneamiento básico”, es improbable 
se alcance en 2015. Los datos disponibles de la En-
cuesta Demográfica y de Salud de Ghana (GDHS, por 
sus siglas en inglés) revelan que la cobertura nacional 
de saneamiento mejorado ha aumentado 8,4 puntos 
porcentuales del 4% en 1993 al 12,4% en 20089. Sin 
embargo, existen amplias variaciones regionales en el 
acceso a un saneamiento mejorado. La proporción de 
población con acceso a servicios de saneamiento en 
la región de Gran Accra y en las regiones del este, está 
por encima de la media nacional del 12,4%, con las 
regiones occidentales y centrales también cercanas a 
la media nacional (ver Figura 1). Sin embargo, otras re-
giones, incluyendo Ashanti y las regiones occidentales, 
estuvieron más bajas que el promedio nacional, mien-
tras que las tres regiones del norte (Norte, Alto Oeste y 
Alto Este), que padecen la peor experiencia de pobreza, 
es menos probable que tengan acceso a instalaciones 
mejoradas de saneamiento10.

Viéndose ya confrontado por importantes efec-
tos del cambio climático, el Gobierno ha establecido 
instituciones nacionales para afrontar el reto. Sus 
soluciones políticas, sin embargo, no se mantienen 
a la par del deterioro ecológico, y están compuestas 
por una preferencia por las soluciones impulsadas 
por el mercado las cuales no articulan con suficiente 
sensibilidad y especificidad los temas que preocu-
pan a la sociedad civil. n

9 El Servicio Estadístico de Ghana (Ghana Statistical Service) y 
el Servicio de Salud de Ghana (The Ghana Health Service), The 
2008 Ghana Demographic and Health Survey, (Accra: 2008). 

10 Las zonas rurales en las tres regiones septentrionales de 
Ghana están muy lejos de alcanzar el objetivo para el acceso 
a servicios básicos de saneamiento. Ver: Comisión Nacional 
de Planificación de Desarrollo, Ghana Objetivos de Desarrollo 
del Milenio de 2007, (PNUD, 2007).

TABLA 1.

Tendencias en la masa forestal  
de Ghana 1990-2005

Año
Masa 

Forestal 
(Hectáreas)

Índice de 
Deforestación 

1990 7.448.000 -

2000 6.094.000 -18,2%

2005 5.517.000 -9,5%

Promedio anual -1,8%

Fuente: Rainforest Alliance, 2006/FAO

GRÁFICO 1.

Acceso a saneamiento mejorado por región en 2008

Fuente: Encuesta Demográfica y de Salud de Ghana 2008.
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El modelo extractivista implementado históricamente en Guatemala ha degradado al medio ambiente y 
empobrecido a la población rural. La industria de la caña de azúcar, por ejemplo, ha contribuido a la deforestación 
y a la injusticia social, favoreciendo el desplazamiento de poblaciones enteras cuyos derechos son dejados de 
lado frente a los intereses económicos. Los gobiernos de turno han eludido la responsabilidad de generar una 
institucionalidad respetuosa del ambiente y de las necesidades de la población. La sociedad civil debe exigir 
mayor participación en los procesos de toma de decisiones, a la vez que instar al Gobierno a descartar los 
modelos extractivistas en favor de un desarrollo sustentable.

A las puertas de la muerte ambiental

Coordinación de ONG y Cooperativas de Guatemala 
CONGCOOP
Norayda Ponce Sosa 
Helmer Velásquez

Desde comienzos del siglo XVI, cuando fue conquis-
tada por España, la economía de Guatemala ha estado 
basada en la agricultura y la explotación intensiva de 
la tierra a través tanto de latifundios basados en mono-
cultivos para la exportación como desde minifundios 
fincados en la producción de infrasubsistencia y sub-
sistencia. En la última década el país ha visto la llegada 
de una nueva amenaza a su biodiversidad por medio 
del otorgamiento de licencias de exploración minera 
en prácticamente todo el territorio. La explotación 
de vetas de oro y hierro está llevando a los campos 
sustancias químicas que, como el cianuro utilizado 
en la industria del oro, provocan daños irreversibles 
para las fuentes hídricas. Además, el uso extensivo del 
agua por estas industrias pone en peligro el acceso a 
este recurso de las comunidades locales.

Estas industrias, cuyo poder contrasta con una 
institucionalidad pública precaria que no logra ejer-
cer control sobre sus actividades, se han constituido 
en una amenaza para la sustentabilidad a futuro del 
país. Los modelos de desarrollo implementados, 
además de carecer por completo de planeamien-
to a largo plazo y poner en grave peligro al medio 
ambiente, han sumido a aproximadamente la mitad 
de la población en la pobreza, situación que se ve 
agravada en el medio rural, donde el 72% de la gente 
es pobre y el 40% se encuentra en extrema pobreza, 
y en las comunidades indígenas, que registran un 
55% de personas en situación de pobreza1. 

El Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales 
y el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimenta-
ción, responsables de regular y administrar el medio 
ambiente, los recursos naturales y la agricultura, 
carecen de capacidad financiera y cuentan con es-
caso peso político en las decisiones de Estado. De 
hecho, el país prácticamente carece de capacidad de 
planificación y control en los sectores agropecuario 
y ambiental, en los que descansa buena parte de su 
sustentabilidad económica, social y ambiental. Un 
informe gubernamental afirma que el país se en-
cuentra, “ante una situación socio ambiental degra-

1 Plataforma Agraria, Propuestas políticas, (Julio 2008), <www.
plataformaagraria.org/guatemala/index.php?option=com_con
tent&view=article&id=50&Itemid=55>.

dada, cuyos indicadores principales se manifiestan 
en la creciente desestructuración social resultado de 
la marginación de las grandes mayorías nacionales, 
lo cual pone de manifiesto la relación directa entre 
ambiente y pobreza. La población rural es ahora más 
pobre que antes, cuando tenía acceso a los frutos de 
la naturaleza”2.

Insustentabilidad y medio ambiente
La industria cañera, que depreda los bosques arra-
sándolos para dedicar los campos al cultivo de la 
caña de azúcar, es un ejemplo de la insustentabilidad 
del modelo implementado actualmente. Basada en 
el poder económico y político que ejercen sus pro-
pietarios, esta industria ha logrado incluso desviar el 
curso de los ríos para garantizar la irrigación de sus 
cultivos. Entre las consecuencias medioambientales 
de esa intromisión se encuentra la mayor incidencia 
de inundaciones en invierno y de sequías en verano, 
así como también la liberación de gases de efecto in-
vernadero: “cerca de un 90-95% de la caña cultivada 
en más de 200.000 ha, es quemado como parte del 
proceso industrial. A una razón de 50 kilos de dióxido 
de carbono por hectárea quemada, esto genera alre-
dedor de 9 mil toneladas de dicho gas anualmente”3.

La agricultura y las industrias extractivistas han 
explotado los bosques descuidando la implementa-
ción de procesos de reforestación serios y sosteni-
dos, para emplear la madera no sólo para la cons-
trucción sino también como fuente de energía. Esto 
ha llevado a la virtual desaparición de los bosques 
naturales: el ritmo de deforestación anual ronda las 
82.000 hectáreas, lo que significaría que para 2040, 

2 Informe Ambiental Gobierno MARN

3 Ibid.

de continuar esta tendencia, habrían desaparecido 
todos los bosques4. 

Alta vulnerabilidad
El país es amenazado por fenómenos meteoroló-
gicos y tectónicos extremos, pues está ubicado en 
la ruta de los huracanes del Océano Atlántico y de 
la actividad sísmica del Océano Pacífico. Además, 
la aridificación, sequía y desertificación amenazan 
los potenciales de sobrevivencia de quienes habitan 
en el corredor seco que atraviesa la parte central del 
país. Ambos procesos están intensificándose por 
causa del cambio climático5. 

En 2010, la Tormenta Tropical Agatha y la erup-
ción del Volcán Pacaya dejaron pérdidas materiales de 
alrededor de USD 950 millones, además de centena-
res de muertes. La vulnerabilidad de las poblaciones 
rurales se hizo evidente; la falta de planeamiento y 
visión a largo plazo del Gobierno, así como también 
la explotación no regulada del medio ambiente, crean 
un círculo vicioso en el que cada desastre deja al país 
con serios problemas que el siguiente desastre sólo 
agrava más. 

Desarrollo sustentable y desarrollo rural
El campesinado –víctima de la represión del Go-
bierno a lo largo de los 36 años de conflicto armado 
interno y sus secuelas– se ha visto afectado negati-
vamente por las medidas de ajuste estructural y la 
apertura comercial implementadas en los últimos 
años.

4 Palma, Gustavo, Taracena, Arturo, Baumaister, Eduardo, 
Cambios en la tenencia de la tierra: tendencias históricas, 
(Guatemala: PNUD, 2004).

5 Informe Ambiental Gobierno MARN.
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El 30 de abril de 2008, después de un largo pro-
ceso de consulta, la Alianza para el Desarrollo Rural 
Integral (ADRI), conformada por organizaciones in-
dígenas, campesinas, ambientalistas, sindicalistas, 
centros de investigación y organizaciones no guber-
namentales, firmó con el Gobierno el Acuerdo Marco 
para el proceso de Diálogo Nacional por el Desarrollo 
Rural Integral y la Resolución de la Conflictividad 
Agraria, Laboral y Ambiental. En noviembre del mis-
mo año, las mismas organizaciones sociales –junto a 
representantes del Gobierno y con la presencia de los 
asesores políticos de la Presidencia de la República–, 
entregaron al Presidente de la República la propuesta 
de Ley del Sistema Nacional de Desarrollo Rural In-
tegral consensuada en el proceso de diálogo, la cual 
define como sujetos de la ley a “la población rural en 
situación de pobreza y extrema pobreza, con priori-
dad en los pueblos y comunidades indígenas y cam-
pesinas con tierra insuficiente, improductiva o sin 
tierra; mujeres indígenas y campesinas; asalariados 
permanentes o temporales, artesanos, pequeños 
productores rurales; micro y pequeños empresarios 
rurales”6. Esta propuesta de Ley, a tres años de su 
elaboración, se encuentra engavetada actualmente 
en el Congreso de la República, demostrando falta 
de voluntad política por encontrar soluciones con-
sensuadas a la problemática agraria en Guatemala.

Mientras tanto las comunidades siguen resis-
tiendo a la instalación de mega proyectos en sus 
territorios, de lo cual hacen caso omiso el Estado y 
el sector privado. Frustradas, poblaciones enteras 
abandonan sus tierras ancestrales en busca de nue-
vos sistemas de sustento. Por ejemplo, en abril de 
2011, ochocientas familias que ocupaban tierras dis-
putadas por un ingenio azucarero fueron desalojadas 
de manera violenta por agentes privados al servicio 
de los propietarios y apoyados por la fuerza pública, 
provocando la muerte del dirigente campesino Anto-
nio Beb Ac y el desplazamiento de hombres, mujeres, 
niñas y niños, a quienes además quemaron – con 
total impunidad - sus cultivos. 

Minería y resistencia
El modelo de desarrollo promovido por el Gobierno 
y el Banco Mundial en el país no responde a las nece-
sidades de la población. Las inversiones realizadas 
sólo sirven para consolidar el modelo implementado, 
desdeñando su condición de explotador, opresivo, 
discriminador y promotor de inequidad.

El Banco Mundial valoró como un aporte al “de-
sarrollo nacional” de Guatemala el crédito que su 
Corporación Financiera Internacional (CFI) le conce-
dió a la empresa canadiense Glamis Gold Corpora-
tion para abrir en el departamento de San Marcos la 
Mina Marlin, proyecto que afecta a los municipios de 
San Miguel Ixtahuacán y Sipacapa. Ni esta institución 
financiera ni el Gobierno analizaron la posibilidad de 
utilizar las ganancias por el oro que se extraerá para 
solventar un plan de desarrollo regional sustentable, 
cultural y ambientalmente apropiado. Ni sopesaron 

6 CNOC, CNP-T, CNAIC, CONGCOOP/IDEAR, “Comunicado 
de Prensa: El Gobierno debe cumplir sus compromisos en 
relación a la Política y la Ley de Desarrollo Rural Integral”, 
(Febrero de 2009).

los costos y beneficios sociales, ambientales y eco-
nómicos del proyecto para determinar hasta dónde y 
hasta cuándo explotar la mina.

Un movimiento social contra la explotación mi-
nera a gran escala ha acusado al gobierno de impo-
ner el proyecto como un hecho consumado, ya que 
no consultó a la población de la zona como establece 
el derecho internacional. El Convenio 169 de la Orga-
nización Internacional del Trabajo (OIT) ordena al Es-
tado “consultar a los pueblos interesados, mediante 
procedimientos apropiados y en particular a través 
de sus instituciones representativas, cada vez que 
se prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente”.7

Pese a que el Gobierno ratificó el Convenio, a la vez 
carece de mecanismos para implementarlo. La Ley de 
Minería elude además normas nacionales relativas a las 
administraciones locales, como el Código Municipal y la 
Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural.

A futuro
Para revertir los procesos de degradación del medio 
ambiente y de la calidad de vida de la población, es 
urgente que el Gobierno adopte un modelo de desa-
rrollo sustentable. Es imperativo imponer un sistema 
que resguarde el uso y acceso democrático a la tierra 
en armonía con la naturaleza.

El país debe preservar su gran riqueza en térmi-
nos de biodiversidad. Necesita planes de recupera-
ción de la tierra que protejan y sostengan las áreas 
destinadas a la producción de alimentos. Debe invo-
lucrar a la sociedad en su conjunto, y especialmente 
a las poblaciones afectadas, en un amplio proceso 
de planificación nacional. Las comunidades locales 

7 ILO, Indigenous and Tribal Peoples Convention 169, (1989), 
<www.ilo.org/ilolex/cgilex/convde.pl?C169>. 

deben tomar las decisiones clave sobre cómo puede 
ser cambiado el medio ambiente en sus territorios, 
y qué medios han de ser empleados en esa tarea. 
Decisiones de esta importancia deben estar basadas 
en los valores, la cosmovisión y las aspiraciones de 
desarrollo de las poblaciones locales. Los planes 
de desarrollo deben ser construidos en conexión 
con los ecosistemas del país y los intereses de las 
personas que viven en ellos. 

La sustentabilidad debe ser basada en un modelo 
de desarrollo rural orientado hacia la tierra en sí misma 
y al reparto equitativo de su riqueza. Los modelos vi-
gentes están centrados en las empresas privadas y el 
pillaje al que someten a la tierra. Si el desarrollo rural 
ha de salir adelante, debe estar afincado en la agricul-
tura a pequeña escala de las familias campesinas. Sólo 
de esta manera esas familias podrán tener acceso a 
créditos, asistencia técnica, educación, tecnología y la 
infraestructura necesaria. Los programas de investiga-
ción agro-ecológica que investigan maneras de reducir 
a un mínimo absoluto el uso de productos químicos 
que dañan el suelo deben ser establecidos y apoyados. 
Deben tomarse medidas que protejan los ecosistemas. 

La participación de la población debe exten-
derse al campo del desarrollo sustentable. Debe 
prestarse especial atención a favorecer el retorno 
de las comunidades que han sido desplazadas por 
el conflicto armado interno. Deben ser definidos los 
criterios relacionados con la producción y el manejo 
sustentable de los recursos, así como también la 
selección de tierra, el ordenamiento territorial, el uso 
del agua e infraestructura y saneamiento. El Acuerdo 
sobre Identidad y Derecho de los Pueblos Indígenas, 
por su parte, fortalecerá aspectos del medio ambien-
te, los recursos naturales, ciencia y tecnología para 
la conservación del ambiente y la administración 
sustentable de los recursos naturales. n

LA RESISTENCIA INDÍGENA

La oposición por medios pacíficos a los proyectos de desarrollo que los afectan y la “territoriali-
dad”, son, para la población maya, una cuestión de principios. Según la activista Leonor Hurtado, 
del Frente Nacional de Resistencia a la Minería de Guatemala, esto está “relacionado directamente 
con la libertad y la dignidad de las personas. La resistencia permite hacerle frente a la agresión de 
manera pacífica y activa, promueve la unidad de la comunidad con un objetivo común, estimula 
la organización y la movilización sustentadas en los valores propios y en la identidad cultural” 1.

Los Principales (líderes indígenas) de la localidad de San Juan Sacatepéquez explicaron, en 
diálogo con Hurtado, que su actitud de resistencia pacífica implica “respetar a la Madre Tierra y 
que su fuerza nos diga qué hacer”. Nunca nosotros podemos enfrentarnos con armas, porque el 
arma lo que lleva es a acabar, a matar, a convertir a la persona en un ser más débil y despreciable. 
Los pueblos indígenas de origen natural resistimos calladamente, sin mostrar enojo, sabiendo que 
estamos en lo digno y justo. Estos valores nos han permitido sobrevivir y resistir durante siglos, y 
también nos permiten saber que tenemos capacidad y conocimiento para defendernos y aportar”.

Otro Principal, pero de la localidad de Sipacapa, brindó un argumento complementario: “El 
oro es como los brazos de la montaña, la sostiene, le da forma, le da su energía y su equilibrio para 
que haya vida. Si se saca de aquí, destruyen la montaña, y aunque después junten la tierra, no será 
lo mismo. Además, al oro se lo llevarán de Guatemala”. 

Un geólogo le dijo a Hurtado que el líder indígena de Sipacapa “tiene mucha razón”. “El oro es 
parte de la estructura de la montaña y la estructura es indispensable para que la vida se dé.

1 Hurtado, Leonor, Explotación minera: Una herida en la tierra y en la sociedad, Revista Pueblos, Madrid, junio de 2006.
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El principal obstáculo para que el país alcance un desarrollo sustentable es la violencia que impera en casi cada 
capa de su estructura social, tanto urbana como rural. Una imparable oleada de crímenes azota Honduras, y 
especialmente a las hondureñas, convirtiendo al país en el de mayor tasa de asesinatos en el mundo. La solución 
a otros problemas como la degradación medioambiental, la inequidad económica, los bajos rendimientos 
educativos o el escaso acceso a servicios de salud deben y deberán ser subordinados a la pacificación social 
del país.

La violencia insustentable

Centro de Estudios de la Mujer-Honduras
Mercedes Elena Flores 
Cristina Urbina

 
Dentro de los desafíos que enfrenta Honduras en la 
actualidad, el principal y más notorio es el alto grado de 
violencia en que vive sumergida su sociedad, reflejado 
en la lista de ítems que se espera reducir para el 2038 
“a nivel promedio internacional”. Según un informe 
del PNUD1, en el conjunto de países centroamerica-
nos la tasa de asesinatos es de 44 por cada 100.000 
habitantes, 11 veces el promedio mundial de cuatro 
por cada 100.000. En 2010, la tasa de asesinatos en 
Honduras fue de 77,5 cada 100.000 habitantes. Según 
la Organización Mundial de la Salud, la tasa considerada 
normal es de nueve homicidios cada 100.000 personas, 
pudiendo considerarse epidemia a partir de los 102.

La violencia, endémica en el país, se ha visto 
exacerbada tras el golpe de Estado de junio de 2009. 
Cuando el quiebre institucional, activistas de género 
de seis países de América reunidas en el denominado 
Observatorio Feminista constataron en Tegucigalpa la 
“participación masiva de las mujeres en movilizaciones” 
contra el gobierno de facto, en las que muchas partici-
pantes resultaron “abusadas sexualmente” por miem-
bros del ejército3 y que numerosas manifestantes fueron 
“golpeadas con toletes en diversas partes del cuerpo, 
especialmente en bustos y glúteos” y “agredidas ver-
balmente” con insultos como “putas, vayan a su casa”. 

En algunos casos, las frecuentes intimidaciones 
llevaron a mujeres a alejarse de sus familias “para pro-
teger a sus hijos y evitar allanamientos en sus casas”, 
sobre todo en los departamentos de Tegucigalpa y San 
Pedro Sula. Al mismo tiempo, se registró un “recru-
decimiento del femicidio”, al constatarse, sólo en el 
mes de julio siguiente al golpe de Estado, el asesinato 
de 51 mujeres, cuando la ya grave estadística histórica 
marcaba un promedio de uno por día4. 

La situación persistió más allá de las cuestiona-
das elecciones del 29 de noviembre, que sentaron 
en el sillón presidencial a Porfirio Lobo Sosa. La co-

1 PNUD. Informe sobre desarrollo humano para América 
Central 2009-2010, <www.pnud.org.gt/data/publicacion/
IDHAC%202009-2010.pdf>.

2 OMS. Informe mundial sobre la violencia y la salud: resumen. 

3 Observatorio Feminista, Semana de los Derechos Humanos 
de las Mujeres en Honduras, comunicado de prensa, 
(Tegucigalpa: 20 de agosto de 2009).

4 Observatorio Feminista, op cit. 

alición de organizaciones Feministas en Resistencia 
aseguró el 16 de mayo de 2010 que “ha recrudecido 
la violencia en contra del goce pleno de los derechos 
tutelados [tanto] por las instituciones internacional-
es como por nuestra Constitución”5. Un año después 
del golpe de Estado, el CEM-H ratificó la persistencia 
de los abusos y contabilizó siete asesinatos de mu-
jeres movilizadas contra la dictadura6.

Un país ensangrentado
Para alcanzar un futuro de desarrollo sustentable, ya 
sea dentro de tres décadas o más, el primer desafío de 
los hondureños es detener la masacre y el odio entre 
ellos mismos. En enero de 2010 una comisión guber-
namental produjo un extenso documento destinado al 
Congreso Nacional, titulado Visión de País 2010-2038 y 
Plan de Nación 2010-20227. En el mismo se identifican 
varios puntos problemáticos de cara a la búsqueda de 
un futuro de desarrollo sustentable. Los altos valores de 
la pobreza extrema, los bajos rendimientos escolares, 
el desempleo y la informalidad, la alta vulnerabilidad a 
las catástrofes naturales, son algunos de los elementos 
que necesitarían vigorosas políticas a largo plazo para 
ser corregidos. Si bien el informe es valiente y since-
ro al identificar los problemas y exponer sus cifras, y 
realista al marcarse metas a mediano y largo plazo, su 
visión del final del proceso, resumida en párrafos es-
peranzados como: “Para el año 2022, la política sobre 
seguridad habrá transformado el sistema de seguridad 

5 Feministas en Resistencia, “Ante el agravamiento de la 
represión en Honduras”, (16 de mayo de 2010). 

6 CEM-H, Pronunciamiento público: A un año del golpe de 
Estado las mujeres seguimos resistiendo, (Tegucigalpa: 28 
de junio de 2010).

7 Ver: <www.enlaceacademico.org/uploads/media/VISION_
DE_PAIS.pdf>.

en Honduras, incidiendo en una reducción de la tasa 
de homicidios por cada 100,000 habitantes, la tasa de 
homicidios asociados a robo, la tasa de crímenes rela-
cionados con narcotráfico, la tasa de delitos sexuales y 
la tasa de muertes por accidentes de tránsito todas al 
nivel promedio internacional. La conflictividad social 
se habrá reducido también en un 75% como producto 
de la consolidación de los procesos de participación 
ciudadana y el progreso de las condiciones económicas 
y sociales del país, las cuales incidirán en las causas ge-
neradoras y facilitadoras de la delincuencia. Honduras 
habrá alcanzado niveles de seguridad ciudadana que 
se traducirán en paz, sana convivencia y en ambiente 
propicio para la inversión nacional y extranjera”8, suena 
más a expresión de deseos que a meta concreta. 

El comisionado gubernamental de Derechos 
Humanos, Ramón Custodio, declaró que “Honduras 
registró entre el 2005 y el 2010, la muerte violenta de 
24.674 personas, de las cuales 19.640 (80%) fueron 
víctimas de las armas de fuego”9.

La violencia en el país es múltiple en causas y víc-
timas. Son frecuentes los casos de violencia entre pan-
dillas (maras), conocidas por el extremo salvajismo de 
sus enfrentamientos. La decapitación, una de las formas 
de violencia que utilizan las maras, “se ha vuelto muy 
común ya que antes era extraordinariamente rara, lo cual 
indica que nos estamos acostumbrando cada día más a 
actos de irrespeto al cuerpo humano”, dijo Custodio10.

También se han multiplicado en los últimos años 
los casos de violencia contra comunidades campesinas. 

8 Op. Cit.

9 Ver: <www.conadeh.hn/Joomla/index.php/component/
content/article/463-derecho-a-l-a-vida-y-la-seguridad>

10 El Informador. “Violencia en Honduras ha alcanzado niveles 
de epidemia. Derechos Humanos”.
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Entre enero de 2010 y principios de octubre de 2011, 
fueron asesinadas 40 personas vinculadas a las organiza-
ciones campesinas de la región del valle del Bajo Aguán11.

El rostro femenino de un país insustentable
No hay ninguna esperanza en un país con un grado 
de violencia semejante, y dentro de la problemática 
general, la violencia de género alcanza niveles aberran-
tes, particularmente contra la mujer, aunque también 
se ha registrado un alarmante aumento de los casos 
de violencia contra ciudadanos transexuales, según 
denuncias de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos12 y la ONG Human Rights Watch13. 

El feminicidio viene en aumento en Honduras. En-
tre 2003 y 2010 lo sufrieron 1.464 víctimas. Las mujeres 
de entre 15 y 29 años representan 44% de las asesina-
das. Solo en 2010 se registraron más de 300 casos, de 
los cuales en apenas 22 hubo condena judicial (7,3%)14. 
De un total de 944 muertes intencionales de mujeres 
entre 2008 a 2010, la Justicia ha dictado únicamente 
61 sentencias (6,4%)15. El cuerpo de las mujeres se ha 
convertido en un objeto sobre el cual hombres violentos 
demuestran su poder y ejercen venganza amparados en 
la impunidad, sin que se apliquen medidas de seguridad 
y de justicia por parte del Gobierno.

Sumado a esto, la situación de la mujer hondure-
ña muestra serias desventajas en todos los campos. 
Las mujeres constituyen 51,7% de los 7.869.089 ha-
bitantes de Honduras y 41% de su población económi-
camente activa, además de concentrar 91,1% del tra-
bajo doméstico en las familias. Por distintos motivos, 
es menor el desempleo abierto femenino (3,7%) que 
el masculino (4%)16. La desocupación se concentra 
entre los más jóvenes: 52,6% de los 101.296 desem-
pleados del país son menores de 24 años17.

Las crisis económicas que se han sucedido desde 
finales del siglo XX obligaron a miles de hombres y 
mujeres a migrar dentro del país o al extranjero en 
busca de mejores condiciones de vida y de dinero para 
enviar a sus familias en sus lugares de origen18. Como 
consecuencia de este fenómeno, sumado a la desin-
tegración de las familias y de la violencia doméstica e 
intrafamiliar, cuatro de cada diez hogares hondureños 
son encabezados por una mujer. Y 40% de esos hoga-

11 La vía campesina. “Honduras: Violencia extrema contra 
comunidades campesinas en el Bajo Aguán”.

12 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. “CIDH 
observa con profunda preocupación asesinatos de 
integrantes de la comunidad transgénero en Honduras”.

13 Human Rights Watch. “Se Exhorta al Presidente Porfirio Lobo 
Sosa Investigar Muertes Recientes de Mujeres Transgénero 
en Honduras”.

14 CEM-H, Día de la Mujer Hondureña: Más que una celebración 
exigimos una patria libre, comunicado de prensa, 
(Tegucigalpa: 25 de enero de 2011). 

15 Fuente: Estadísticas de las Unidades de Delitos contra la Vida 
de las Mujeres, de la Fiscalía Especial de la Mujer, (2010).

16 Programa de Cooperación Internacional de la Junta de 
Andalucía, Programa Operativo País Prioritario Honduras 
2010-2011, (Tegucigalpa: 2010).

17 Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples. 
EPHPM, INE, (Mayo 2009).

18 El promedio de remesas familiares es de 313.50 dólares 
mensuales, una reducción de 1.0 puntos porcentuales 
respecto de igual mes de 2009 (Informe del Banco Central de 
Honduras, agosto 2010).

res sufren pobreza extrema, en contraste con 35% de 
los que tienen jefatura masculina19. 

Antes del golpe de Estado de 2009, Honduras pa-
saba por un lento proceso de reducción de la pobreza, la 
cual afectaba en 2005 a 63,7% de los hogares y en mayo 
de 2009, a 58,8%. Las mujeres de entre 20 y 59 años co-
rren más riesgo de ser pobres, en especial las de áreas 
rurales, donde sufren tal condición 68,5% de ellas. Para 
cumplir el Objetivo de Desarrollo de las Naciones Unidas 
para el Milenio en 2015, el plazo indicado, la pobreza en 
Honduras debería reducirse 3,6 puntos porcentuales 
anuales y la pobreza extrema, 1,6 puntos. 

La economía hondureña se sustenta en buena 
medida por las remesas enviadas por los emigrantes a 
sus familias, que representan 21% del PIB, superando 
los ingresos por exportaciones, maquilas (zonas fran-
cas de procesamiento de exportaciones) y turismo. 
Son, asimismo, la principal fuente de sustento para 
muchos hogares.

Discriminación laboral
El mercado de trabajo femenino se caracteriza por el ca-
rácter temporal de los empleos y el bajo ingreso, sin que 
exista una política de Estado efectiva orientada a la erra-
dicación de la discriminación laboral hacia las mujeres.

En las maquilas, las mujeres trabajan en condicio-
nes precarias y de gran explotación. La mayoría de los 
empleados son mujeres jóvenes, de 17 a 25 años de 
edad. En los últimos tres años, las maquilas han sufrido 
sistemáticas reducciones de personal. La crisis finan-
ciera internacional iniciada en 2008 impactó en los es-
tablecimientos textiles y de vestimenta del sector, cuyas 
exportaciones se redujeron 10%. Al mismo tiempo, la 
crisis política postergó cuantiosas inversiones ya previs-
tas, lo cual golpeó también a la mano de obra femenina20.

El parlamento también aprobó la creación de “re-
giones especiales de desarrollo” o “ciudades modelo”, 
que, de hecho, constituyen una continuidad profundi-
zada de los paraísos fiscales, donde la fuerza laboral fe-
menina será depredada, tal como sucede en la maquila21. 

Las mujeres constituyen el grueso del sector labo-
ral informal, en el que se ven privadas de todo beneficio 
social. Su presencia es también abrumadoramente 
mayoritaria en sectores como los servicios sociales, 
personales y el doméstico. En general, estos trabajos 
insumen más de las ocho horas de trabajo reglamen-
tarias, y son frecuentes en ellos los riesgos de seguridad 
y de salud, los bajos salarios y la contratación temporal. 
En contraste, el mercado laboral masculino cuenta con 
empleos más seguros y mejor remunerados.

Educación, justicia y salud en rojo
De los mayores de 15 años, 15,6% son analfabetos, 
15,8% de los hombres y 15,5% de las mujeres. La 
situación de la enseñanza ha mejorado en los últimos 

19 Programa de Cooperación Internacional de la Junta de 
Andalucía, op cit. 

20 La crisis política ha ocasionado pérdidas totales por 14,000 
millones de lempiras, con pérdidas diarias de 439,0 millones 
de lempiras, por las 65 marchas y bloqueos de carreteras 
y los 32 toques de queda realizados. Economía hondureña 
2009 y perspectivas 2010 .Datos y percepciones. UPE/PNUD.

21 CEM-H, Día de la Mujer Hondureña: Más que una celebración 
exigimos una patria libre, comunicado de prensa, 
(Tegucigalpa: 25 de enero de 2011).

años, si bien persisten enormes dificultades como los 
elevados gastos para transporte, uniformes y útiles 
escolares. Las mujeres pasan en promedio 7,1 años 
en el sistema educativo, frente a los 6,8 años de los 
hombres. Mientras, la tasa de repetición de ellas es de 
8,8% y la de ellos 12,3%.

Por otra parte, la Corte Suprema de Justicia ha 
registrado en los últimos periodos un promedio de 
20.000 denuncias anuales de violencia doméstica. Las 
mujeres de 19 a 30 años de edad son la mayor parte de 
las víctimas (41,5%). Las agresiones están presentes 
en todos los estratos sociales. Los patrones culturales 
que le asignan a estos casos de violencia el carácter de 
“problemas internos de pareja” dificultan las denuncias.

Las altas tasas de morbilidad femenina dejan en 
evidencia las carencias de los servicios de salud a cargo 
de atender sus ciclos reproductivos y su sexualidad. La 
tasa de mortalidad materna asciende a 110 por cada 
100.000 niños nacidos vivos, según datos de UNICEF 
recopilados por la CEPAL22. Según estas estadísticas, 
apenas 66,9% de los partos fueron atendidos en 2006 
por personal sanitario especializado. La situación mere-
ce urgente atención en un país donde 38% de las adoles-
centes de 19 años ya eran madres en 2001.

El acceso a los recursos
La desigualdad en el acceso a la tenencia de la tierra y a 
los ingresos que ésta genera es una evidencia más de 
discriminación contra la mujer hondureña, que carece 
de reconocimiento a su propiedad y, en consecuencia, 
al crédito para convertirla en productiva. Esto coarta 
su autonomía y su capacidad de tomar decisiones o 
de incidir siquiera en las que se toman en su hogar.

En 2010 hubo algunos avances en la titulación 
de propiedades de haciendas. Entre febrero y agosto 
las autoridades emitieron 1.487 títulos de propiedad 
independiente, de los cuales apenas menos de un ter-
cio (482) correspondieron a campesinas. Al mismo 
tiempo, mujeres recibieron 150 títulos de propiedad 
agraria (28.40%), mientras los hombres recibieron 
528 (71.60%). Como carecen de acceso y control de 
los recursos productivos, la mayoría de las mujeres no 
son contempladas al solicitar crédito. 

Dificultades similares se presentan en la propie-
dad de la vivienda. Según la Encuesta Nacional de Con-
diciones de Vida (ENCOVI), el área urbana presentaba 
en 2004 el mayor porcentaje de viviendas alquiladas 
(86.2%)23. Las migraciones del campo a la ciudad 
provocaron un crecimiento explosivo de las construc-
ciones deficientes en San Pedro Sula y Tegucigalpa se 
debe a la migración del campo a la ciudad. La pobla-
ción que vive en tugurios de estas dos ciudades pasó 
de 900.000 en 1990 a 1.283.843 en 2010, según el 
Instituto Nacional de Estadística. 

Por lo general, las viviendas no reúnen condicio-
nes mínimas y constituyen un peligro para las familias, 
por el tipo de materiales que utilizan y la incidencia de 
los fenómenos climatológicos que propician desli-
zamientos, inundaciones y destrucción de las cons-
trucciones. n

22 Base de Datos y Publicaciones Estadísticas de CEPAL, 
<website.eclac.cl>. 

23 Objetivos de Desarrollo del Milenio, (Honduras: 2010), Tercer 
informe de país.
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En los últimos 20 años el país ha presenciado cambios significativos en las áreas de educación, empleo y 
desigualdad social. La pobreza y la exclusión social han provocado las mayores tensiones, pero las tendencias 
demográficas, los problemas en la salud y la seguridad alimentaria también han generado desafíos. La 
estructura de la pobreza permanece sin cambios. La pobreza infantil es grave; las familias con varios hijos 
y, sobre todo, los padres solteros tienden a vivir en situación de pobreza. Entre los roma, quienes están 
particularmente expuestos a la discriminación y la exclusión social, ha aumentado el riesgo de pobreza, como 
ha sucedido entre los desempleados, los trabajadores no calificados y aquellos que habitan en zonas rurales.

Aumentan las desigualdades sociales

ATTAC Hungría
Matyas Benyik1

En 2008, mientras que el 17% de la población de la 
Unión Europea (UE) estaba en riesgo de pobreza2, 
el índice de pobreza oficial en Hungría fue solo del 
12,4%. Entre ciertos grupos, sin embargo, esta cifra 
ha sido mucho mayor. Por ejemplo, entre 2005 y 2009 
el índice de pobreza para la franja etaria de menores de 
18 años fue del 20%. Uno de cada cinco niños, una de 
cada tres familias con más de tres hijos y cerca de uno 
de cada dos desempleados viven en este momento 
en la pobreza, lo mismo que uno de cada dos roma3. 
Además, las personas pobres en Hungría son mucho 
más pobres que las de otros Estados miembro de la 
UE. La mayoría de los expertos nacionales están de 
acuerdo en que alrededor del 14% de la población del 
país vive por debajo del nivel de subsistencia4. 

Medida a través de los niveles de vida, de los 
niveles de ingreso, de la salud, de la educación y del 
acceso a los servicios públicos, las desigualdades 
sociales han aumentado considerablemente. Y, lo que 
resulta aún más crítico, la concentración territorial de 
la pobreza y la segregación también ha aumentado. 
Aproximadamente el 12% de la población vive por 
debajo de la línea de pobreza5. Y entre los romaníes - 
tal vez tanto como el 10% de la población de Hungría -, 
los estándares de vida, las condiciones de vivienda, el 
estado de salud, el empleo y la educación se encuen-
tran muy por debajo del promedio nacional6. Sus tasas 
de desempleo son de tres a cinco veces más altas, 
mientras que el número de personas mantenidas por 
un asalariado es tres veces mayor que en la población 
no romaní7.

Pero inclusive descontando la situación particular 
de los romaníes, la principal característica del mer-

1 Presidente de ATTAC Hungría

2 Eurostat, Living conditions in 2008: 17% of EU27 population at 
risk of poverty, (Eurostat News Release, 18 de enero de 2010).

3 RT, Poverty pushes Roma into crime in Hungayr, (12 de julio 
de 2010), <rt.com/news/hungary-roma-crime-poverty>.

4 IndexMundi, Hungary population below poverty line, (2011).

5 Global Edge, Hungary statistics, (Michigan State University, 
2009), <globaledge.msu.edu/countries/hungary/statistics>.

6 BBC News, Amnesty accuses Hungary of failing to protect 
Roma, (10 de noviembre de 2010).

7 Hungarian Central Statistical Office, Labour market stuation, 
(2009), Statistical reflection,Vol.4, no.9.

cado laboral húngaro es la baja tasa de empleo y de 
participación de la mano de obra. Por ejemplo, el bajo 
nivel de empleo en el grupo de edad de 15 a 64 años 
(55,4% en 2009) se ve acompañado por un aumento 
del desempleo (10,1% en 2009) con un notablemente 
alto - aunque en disminución - índice de personas 
económicamente inactivas (38,5% en 20098). El índice 
más alto de inactividad se ubica entre personas jóvenes 
y ancianas. El envejecimiento de la población, junto con 
las tasas de descenso de la fecundidad, han conducido 
a una alarmante caída de la población económicamente 
activa, cambiando la forma del mercado laboral del país.

Además, la estructura de la pobreza no se ha 
modificado: las familias con varios hijos y padres 
solteros tienden a vivir en la pobreza y la pobreza 
infantil continúa siendo muy grave. Los grupos so-
ciales económicamente activos más pobres están 
caracterizados por ser más grandes que las familias 
típicas, verse desfavorecidos en términos de lugar 
de residencia, experimentar problemas familiares, 
dificultades en la convivencia, y problemas de salud 
y tensiones étnicas9.

Economía y medio ambiente
En la primera mitad de la década de 1990, el Producto 
Interno Bruto del país disminuyó casi un 20%. La 
participación en el PIB de la agricultura, la industria y 
la construcción disminuyeron mientras que en el sec-
tor de servicios se incrementó de manera dinámica. 
El declive en el sector productivo y la expansión de 
servicios contribuyeron a una menor utilización de re-
cursos naturales y a reducir la contaminación del aire 
y el agua. En áreas donde la minería y la metalurgia han 

8 Ibid. 

9 Ibid.

reducido su tamaño o han cerrado, como en el nores-
te, ha disminuido la contaminación medioambiental 
como consecuencia del menor consumo de energía. 
En áreas agrícolas, ha disminuido drásticamente el 
uso excesivo de químicos peligrosos. Al mismo tiem-
po, la eficiencia energética ha sido mejorada, y los 
sistemas de gestión medioambiental y de productos 
amigables para con el medio ambiente se han exten-
dido progresivamente10. 

De esta ambigua manera, el objetivo de separar el 
crecimiento económico del incremento de las cargas 
medio ambientales aparentemente se ha cumplido. 
Este resultado, no obstante, no se debió a una política 
medio ambiental o económica. Por el contrario, surgió 
como un subproducto de procesos espontáneos que 
siguieron el cambio sistémico desencadenado por el 
colapso de la Unión Soviética.

Durante las últimas décadas, las estructuras de 
producción y los patrones de consumo en Hungría 
han cambiado mucho. Las desigualdades entre los 
grupos sociales han aumentado rápidamente y, en ge-
neral, se han amplificado diversos impactos dañinos 
al medio ambiente y al estilo de vida. 

La estructura de consumo en Hungría se ha vuel-
to cada vez más similar a la de los países de Europa oc-
cidental. No obstante, el creciente consumo domésti-
co oculta contradicciones. Una constante expansión 
del consumo doméstico per cápita ha sido cada vez 
más financiada por préstamos bancarios estipulados 
principalmente en francos suizos, lo que conduce a 
un creciente endeudamiento. Mientras que los grupos 
familiares han contribuido a reducir el consumo de 
energía y agua, también han contribuido a aumentar 
el tráfico de vehículos motorizados y a incrementar los 

10 Ibid.
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índices de producción de residuos. Mientras tanto, la 
producción y consumo de productos y servicios que 
satisfagan los requisitos de sustentabilidad, que co-
menzó a mediados de la década de 1990, ha revelado 
un pequeño progreso hasta la fecha.

El consumo de energía en declive
En los últimos 20 años, los cambios estructurales en 
la economía junto con un aumento de los precios de 
la energía han dado lugar a que el consumo de ener-
gía cayera más de un veinte por ciento11. La economía 
ha revelado una disminución global en la demanda de 
energía con un consumo de energía por unidad de PIB 
en significativo declive12. La proporción de consumo de 
los sectores productivos en particular ha disminuido 
pero ha habido un aumento concomitante en la pro-
porción de los consumidores domésticos y públicos13.

En comparación con 1989, la producción nacio-
nal de fuentes de energía ha disminuido un 35% con 
un modesto aumento de las importaciones de energía. 
Las importaciones de energía históricamente han rep-

11 The Titi Tudorancea Bulletin, Hungary: total primary energy 
consumption,(2010).

12 Ibid.,Hungary: Energy intensity – Total primary energy 
consumption per dollar GDP, (2010).

13 Hungarian Central Statistical Office, Hungary 1989-2009, 
(2010), p. 49.

resentado el 50% del consumo de energía. Para 2009, 
el consumo de energías importadas, no obstante, 
había aumentado al 62%, si bien las importaciones 
de electricidad habían declinado sensiblemente14. La 
proporción de producción nacional de gas natural 
reveló un incremento significativo mientras que el 
carbón experimentó una fuerte disminución15.

Los últimos 20 años también han presenciado el 
mayor uso de energía solar y eólica, junto con el mayor 
uso de energías renovables tradicionales, como por 
ejemplo la leña y la energía geotérmica. El uso de fuen-
tes de energía renovables, tanto en la extracción como 
en el uso, ha aumentado, si bien representó solamente 
el 3,6% del consumo de energía en 2003 y el 5,2% en 
200516.

A pesar de estas tendencias positivas, la privati-
zación depredadora en algunos sectores ha aumentado 
el riesgo de una catástrofe medioambiental. Tal calami-
dad tuvo lugar en octubre de 2010, cuando la ruptura 
de la pared de un depósito de desperdicios de lodo de 

14 Trading Economics, Energy Imports; (% of energy use) in 
Hungary, (2009), <www.tradingeconomics.com/hungary/
energy-imports-net-percent-of-energy-use-wb-data.html>.

15 Index Mundi, Hungary Dry Natural Gas Production by Year, 
(2009).

16 Hungarian Central Statistical Office, Hungary 1989-2009, 
(Budapest: 2010), p. 49, <portal.ksh.hu/pls/ksh/docs/eng/
xftp/idoszaki/mo/hungary1989_2009.pdf>.

propiedad privada dio lugar a que tres asentamientos en 
el Condado Veszprém fueran inundados por alrededor 
de un millón de metros cúbicos de lodo tóxico rojo, 
enterrando 500 casas, matando a nueve personas e 
hiriendo a 15017. Las consecuencias sanitarias de la ca-
tástrofe fueron graves y aún no se han hecho públicas.

El desafío de la seguridad alimentaria
Hungría recién completó su Estrategia Nacional de 
Desarrollo Sustentable (ENDS) en 200718. Al integrar 
la totalidad de los sectores nacionales, la ENDS es un 
plan coherente con estrategias y programas del sec-
tor. A pesar de su coherencia, sin embargo, la imple-
mentación de los objetivos sociales de sustentabilidad 
plantea serias preocupaciones acerca de la planifica-
ción de la agricultura y de la seguridad alimentaria.

Desde 1990, la agricultura húngara ha experi-
mentado enormes cambios como resultado de altera-
ciones fundamentales en la estructura de la propiedad 
y la producción, las condiciones de la producción 
ganadera y la estructura del consumo de alimentos y 
el comercio exterior. En consecuencia, una parte sus-
tancial de tierra cultivada (unas 300.000 hectáreas) 
ha sido retirada de la producción19. Las procesadoras 
multinacionales de alimentos y los minoristas e do-
minan n este momento el mercado húngaro mientras 
que, a pequeña escala, los agricultores familiares tra-
dicionales se encuentran luchando con la propiedad 
fragmentada de la tierra, la falta de capital y los pocos 
conocimientos de marketing. Los precios reducidos 
de los procesadores de alimentos y las grandes cade-
nas de supermercados han provocado movilizaciones 
de agricultores en todo el país y han planteado serias 
preocupaciones acerca de la procedencia y seguridad 
de los alimentos.

La mala salud de los húngaros
Según los estándares internacionales, la salud de los 
húngaros es en extremo mala, como resultado de 
factores históricos, sociales, económicos y cultura-
les, incluyendo los hábitos de la gente y su forma de 
vida en general. El alcoholismo está generalizado, y el 
número de usuarios de drogas está creciendo rápida-
mente. La esperanza de vida al nacer es baja, si bien 
ha aumentado tanto entre los hombres como entre las 
mujeres. En 1990, fue de 65,1 años para los hombres 
y 73,1 para las mujeres. En 2008, fue de 69,8 años 
entre los hombres y 77,8 años entre las mujeres.

La población húngara ha tenido la tercera mayor 
tasa de mortalidad en la UE, con un promedio del 13,1 
por mil entre 2005 y 2009. Hungría ocupa el segundo 
lugar, después de los Estados Bálticos, con la tasa 
más alta de mortalidad a causa de enfermedades del 
corazón y de los vasos sanguíneos cerebrales, de los 
tumores malignos y las enfermedades del sistema 
digestivo. La tasa de mortalidad a causa del cáncer de 
pulmón representa casi el doble de la media de la UE. n

17 Ministry of Rural Development, Current Status Report about the 
Red Sludge Catastrophe, (Budapest: 9 de noviembre de 2010).

18 Government of the Hungarian Republic, National Sustainable 
Development Strategy, (Budapest: junio de 2007). Ver 
además: Hungarian Central Statistical Office, Sustainable 
Developmen Indicators in Hungary, (Budapest: 2008).

19 G. Nagy, Country /Pasture Resource Profile-Hungary, (Roma: 
FAO, 2001, 2006).

LOS ROMA, AúN EN EL FONDO DE LA BOLSA

Modernos estudios genéticos han puesto de manifiesto que el origen de los romaníes se remonta al 
subcontinente indio, posiblemente hasta el actual territorio de Rayastán y que más tarde emigraron a la 
región de Panyab. Un estudio de 2004 concluyó que la totalidad de los romaníes comparten ascenden-
cia de un grupo de pueblos que vivieron aproximadamente hace 40 generaciones atrás1. En el siglo XIV 
fueron reportados pueblos romaní habitando en Creta, que fueron denominados atsiganoi (en griego, 
“intocable”). En los dos siglos siguientes habían llegado a Alemania, a Suecia y a la Península Ibérica.

Entre los diversos subgrupos de los pueblos roma en Europa se encuentran los romaníes, 
concentrados en el centro y este de Europa y en el centro de Italia; los kalé ibéricos, los kalé fineses, 
los romanichal en el Reino Unido, los sinti germánicos y los manush franceses.

Durante la II Guerra Mundial, los nazis y el grupo fascista croata Ustaše se embarcaron en un 
sistemático intento de eliminar a los romaníes, en un proceso genocida denominado Porajmos 
en lengua roma. Los pueblos romaní fueron definidos como “enemigos del Estado basados en la 
raza” por las leyes de Nuremberg2. El número total de víctimas ha sido estimado entre 220.000 y 
1.500.0003. Algunas personas murieron de inmediato y otras fueron condenadas a trabajos forza-
dos y al encarcelamiento en campos de concentración; en Hungría fueron asesinados 28.000 roma4.

De acuerdo con el censo de 2001, 190.000 personas se identifican como romaníes en Hungría, 
si bien algunas estimaciones proporcionan un número mucho mayor, cerca del 10% de la población 
total5. El húngaro romaní enfrenta múltiples desafíos en comparación al resto de la población, 
incluyendo pobreza, discriminación, falta de acceso al sistema educativo y tasas más altas de 
desempleo. En la actualidad, de un total de 22 miembros del Parlamento Europeo, solamente uno 
es roma. Sin embargo, existen una serie de organizaciones romaníes en Hungría, inlcuyendo la 
Coalición Social Romaní y la Independent Interest Association of Roma.

1 D. Angelicheva et al., Mutation History of theRoma/Gypsies, (Perth, Australia: University of Western Australia, 2004).

2 J.Barsony, “Facts and Debates: The Roma Holocaust,” en J.Barsony y A.Daroczi (eds), Pharrajimos: The Fate of the 
Roma During the Holocaust, (Nueva York: International Debate Education Association, 2008), p.1.

3 I.Hancock, “Romanies and the Holocaust: A Reevaluation and an Overview”, en D. Stone (ed), The historiography of 
the Holocaust,  (Nueva York: Palgrave-Macmilan, 2004).

4 M.Verdofer, Unbekanntes Volk Sinti und Roma (Südtirol: Kennenlernen Informationsheft für Jugendische Gesellschaft 
für bedrohte1 Völker, 1995), <www.gfbv.it/3dossier/sinti-rom/de/rom-de.html#r5>.  

5 Romani World, Economics, (European Committee on Romani Emancipatio [ECRE] 2003).
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La falta de planificación a largo plazo que ha caracterizado a los sucesivos gobiernos de India se percibe 
claramente en su crecimiento demográfico y en el aumento de las emisiones de CO2. Las recientemente 
propuestas “misiones” (o iniciativas de desarrollo sustentable) no solo son insuficientes sino que su eficacia, 
aunque mínima, continúa siendo incierta. Las recientes enmiendas de la largamente criticada Ley de Adquisición 
de Tierras de 1984 no son claras y fallan en el abordaje de los problemas. El Gobierno debe apoyar de manera 
plena las fuentes renovables de energía e integrar en la planificación del desarrollo la gestión de riesgo climático. 
Si no lo hace, la totalidad de los escenarios futuros del país serán tenebrosos.

El crecimiento no sustentable lleva al desastre medioambiental

Social Watch India
Himanshu Jha

El país enfrenta diversos desafíos sociales, tales 
como el crecimiento económico desigual, la mala 
gestión de los recursos naturales, la exclusión de 
la mayoría de la población en la toma de decisiones 
y en el acceso a los servicios básicos, la constan-
te degradación medioambiental y el fracaso de las 
instituciones para integrar de manera suficiente las 
consideraciones medioambientales y de desarrollo 
social dentro de los objetivos de la política econó-
mica. Durante la última década, India se ha visto 
afectada por una serie de desastres naturales que 
han dañado severamente la economía y agotado 
los recursos naturales, amenazando el sustento de 
millones de personas. En la actualidad, el 77% de 
la población vive por debajo del umbral de pobreza.

El país es especialmente vulnerable a los desas-
tres naturales, incluyendo ciclones e inundaciones 
anuales debido a los monzones. Si a esto añadimos 
una paupérrima administración de los recursos, una 
infraestructura inadecuada y prácticas no sustenta-
bles, el futuro del país se visualiza sombrío. El calen-
tamiento global ha tenido ya su impacto: incremento 
de la actividad ciclónica, aumento de los niveles de 
los mares y de la temperatura ambiente y cambios 
en las precipitaciones están siendo reportados y se 
verán agravados en el futuro cercano. El aumento 
de las temperaturas, en particular, va a cambiar los 
patrones de hielo y nieve de los Himalayas, lo que 
tendrá un enorme impacto sobre los ecosistemas de 
la región y la biodiversidad, así como también sobre 
los medios de subsistencia de millones de personas.

Se estima que la población del país aumentará 
alrededor de 1,2 millones en 20161, ejerciendo una 
enorme presión sobre los recursos naturales, por lo 
que se prevé escasez de agua, agotamiento y erosión 
del suelo, deforestación y contaminación del agua 
y del aire.

Las misiones
El cambio climático se debe en gran parte a los pa-
trones no sustentables de consumo de las naciones 
ricas industrializadas, que son responsables de más 
del 70% del total de las emisiones globales de CO2 

1 Wikipedia, Environmental issues in India, <en.wikipedia.org/
wiki/Environmental_issues_in_India>.

y consumen un 75-80% de los recursos del mun-
do, si bien albergan apenas un 25% de la población 
mundial. Mientras un ciudadano indio emite un equi-
valente de menos de dos toneladas de carbono por 
año, un ciudadano de EE.UU. emite el equivalente a 
más de 20 toneladas2. Sin embargo, a pesar de su 
relativa pobreza, la economía India ya está afectando 
el clima. En 2008 India fue el cuarto mayor emisor 
de CO2 del mundo3.

El Gobierno ha propuesto un Plan de Acción 
Nacional para reducir las emisiones de CO2, y tam-
bién está delineando el programa “Misiones”, un 
conjunto de estrategias de desarrollo sustentable 
para servir como legislación nacional sobre clima 
en el futuro inmediato. Sin embargo, estas políticas 
están impulsadas más por imperativos adaptativos 
y modelos no sustentables de desarrollo que por un 
enfoque realista y adecuado de la sustentabilidad 
medioambiental. De hecho, India, junto con el G77 
y China, cuentan con que el mundo desarrollado 
esté de acuerdo con una reducción del 40% de las 
emisiones de CO2 para 2020, a fin de que los países 
en vías de desarrollo obtengan el adecuado “espacio 
atmosférico” necesario para su desarrollo4. 

Las misiones proyectadas incluyen una Misión 
Solar Nacional (para generar 20.000 MW de energía 
solar en 2020), una Misión Nacional para un Hábi-
tat Sustentable (centrada en la eficiencia energética 

2 Citizens Report on Governance and Development 2010, 
(Sage Publications, 2010), <socialwatchindia.net/
publications/citizens-report/citizens-report-on-governance-
and-development-2010-executive-summary>.

3 Wikipedia, List of countries by carbon dioxide emissions, 
<en.wikipedia.org/wiki/List_of_countries_by_carbon_
dioxide_emissions>.

4 Citizens Report on Governance and Development, op.cit.

en los edificios residenciales y comerciales, y en la 
mejora de la gestión de los residuos sólidos), una 
Misión Nacional del Agua (para mejorar la gestión del 
agua y la conservación del río), una Misión Nacional 
para una India Verde (centrada en la repoblación 
forestal), y una Misión Nacional para la Agricultura 
Sustentable.

La primera en ser lanzada fue la misión solar; las 
demás han sido aprobadas pero aún no implementa-
das, y los borradores de los documentos de las misio-
nes están preparados en su totalidad. Sin embargo, 
no queda claro aún si el Gobierno va a proponer estas 
misiones como su principal estrategia para reducir las 
emisiones de CO2 del país. El Ministro de Medio Am-
biente y Bosques ha aseverado ya que India promul-
gará un estándar obligatorio de combustible eficiente 
en 2011 y aspira a que el 20% de su electricidad sea 
suministrada mediante energías renovables en 2020. 
El Gobierno también aspira a reducir la intensidad 
energética del país en un 15-20% en los próximos 
20 años y a incrementar el área cubierta por bosques 
o por árboles en un 15%, para remover carbono de 
la atmósfera. Esto se traducirá en más de un 9% de 
desviación en comparación con el escenario de los 
negocios que son llevados a cabo a la manera habitual, 
según han calculado las ONG locales5.

El impacto de los proyectos de infraestructura 
a gran escala
Existe urgente necesidad de reconceptualizar los pro-
yectos de infraestructura a gran escala dentro de un 
marco de desarrollo sustentable, y de tomar en con-
sideración la política existente y el marco regulatorio 
para este tipo de proyectos. “Desde el punto de vista de 

5 Ibid.
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definir una trayectoria de desarrollo económico sus-
tentable bajo en carbono, resulta importante restringir 
la percepción de los proyectos de infraestructura a 
gran escala como algo a ser incluido para el beneficio 
del medio ambiente y la sociedad”6. Entre las actuales 
iniciativas políticas se encuentra el Plan Nacional de 
Acción sobre Cambio Climático y el Plan Nacional de 
Acción de Mitigación Apropiada para energía baja en 
carbono, la Ley de Electricidad 2003, la Notificación 
de Evaluación de Impacto Ambiental, la Ley del Aire de 
1981 para la regulación de emisiones y la Ley Nacional 
del Tribunal Verde, para nombrar algunas.

A pesar del marco normativo legal vigente, las 
soluciones legales para los temas relacionados con 
la contaminación han sido endebles. Como enunció 
en 2002 una evaluación de la Comisión de Planifi-
cación del Comité Estatal de Control de la Conta-
minación: “La no instalación de mecanismos de 
mitigación por parte de las unidades de contamina-
ción es consecuencia directa de la absoluta falta de 
mecanismos eficaces de castigo y disuasión en caso 
de incumplimiento.”

Otro estudio señala que la mayoría de las le-
yes y reglamentos medioambientales de India son 
procesales y carecen de directrices políticas claras. 
Su enfoque de la contaminación se centra en la pre-
vención más que en la aplicación de la legislación 
vigente7. Por otra parte, en la mayoría de los casos 
los proyectos de infraestructura son manejados a 
través de procesos no judiciales, y resueltos de for-
ma creciente mediante contratos y métodos legisla-
tivos o ejecutivos. Una revisión de los proyectos de 
la Autoridad Nacional de Carreteras de India detectó 
que los contratistas no integran la gestión del medio 
ambiente en sus planes, y también que prácticamen-
te no existe ninguna adopción voluntaria de buenas 
prácticas de gestión medioambiental8.

Abastecimiento de agua y saneamiento
A pesar de los esfuerzos realizados por el Gobierno, 
el abastecimiento de agua y saneamiento continúa 
siendo insuficiente. En 2008, solamente el 54% de 
la población urbana tenía acceso a servicios de sa-
neamiento, incluyendo la conexión al alcantarillado 
público y a un sistema séptico, y a letrinas de cierre 
hidráulico y de pozo ventilado, mientras que en las 
zonas rurales el número sube a un alarmante 21%9.

6 V. Upadhyay, Infrastructure Regulation For the Low Carbon 
Economy: Survey of Key Issues and Concerns, India 
Infrastructure Report, <www.idfc.com/pdf/report/Chapter-1.
pdf>.

7 K. Priyadarshini y G. K. Omprakash, “Compliance to 
Environmental regulations: The Indian Context,” International 
Journal of Business and Economics, Vol.2, No.1 (2003): 9-26

8 Videh, op.cit.

9 Wikipedia, Water supply and sanitation in India, <en.
wikipedia.org/wiki/Water_supply_and_sanitation_in_
India#cite_note-JMP-0>.

Las instituciones encargadas de operar y man-
tener el suministro de agua y saneamiento a menudo 
son percibidas como ineficientes, y en la mayoría 
de los casos carecen de los recursos financieros 
necesarios. Aún así, la situación está mejorando de 
manera gradual: en 1980, la tasa de acceso de la 
población rural a servicios de saneamiento se es-
timó en 1%, y en 2008 ascendió al anteriormente 
mencionado 21%.

La contaminación en el Ganges  
y la minería ilegal
El río Ganges, considerado sagrado por los hindúes, 
se encuentra tremendamente contaminado, repleto 
de desechos químicos, aguas residuales y restos 
humanos y animales. Una de las causas de esta con-
taminación es la minería ilegal, especialmente en el 
distrito de Haridwar, en donde se concentra la mayor 
parte de la trituración de piedra y de las operacio-
nes mineras ilegales, saqueando el lecho del río y 
contaminando sus aguas de escombros y residuos 
químicos. La minería de arena y piedra (en su mayo-
ría destinada a la construcción) ha incrementado el 
riesgo de inundaciones y causado una grave defores-
tación10. La minería ilegal ha generado controversia 
en todo el país. Algunos de estos casos (por ejemplo, 
la concesión minera en Andhra Pradesh) involucran 
a miembros del Gobierno11.

1 NDTV, Exposing the illegal mining in Haridwar, (16 de junio 
de 2011), <www.ndtv.com/article/india/exposing-the-illegal-
mining-in-haridwar-112580>.

11 Wikipedia, Illegal mining in India, <en.wikipedia.org/wiki/
Illegal_mining_in_India>.

Recomendaciones
Las amenazas al desarrollo sustentable hacen ur-
gente que el Gobierno tome las siguientes medidas:

•	 Realizar una evaluación detallada de la eficiencia 
energética a nivel estatal puede servir para apo-
yar los esfuerzos del Gobierno Central;

•	 Apoyar la energía renovable a través de exen-
ciones fiscales, subsidios, mejores condiciones 
de mercado, créditos blandos de instituciones 
financieras, etc;

•	 Integrar la gestión del riesgo climático en los 
planes nacionales de desarrollo;

•	 Establecer un comité de coordinación de donan-
tes múltiples a fin de facilitar acciones climáticas 
de mitigación y adaptación;

•	 Hacer que la información climática científica esté 
disponible y accesible para las comunidades, 
con el fin de informar sus análisis, y apoyar la 
identificación de soluciones sustentables, ga-
rantizando al mismo tiempo que la Reducción 
Efectiva del Riesgo de Desastres continúa estan-
do basada en el conocimiento local, y construida 
sobre el análisis participativo a nivel local de 
vulnerabilidades y capacidades. n

EL PROBLEMA DE LA ADqUISICIóN DE TIERRAS

La adquisición de tierras por parte del Estado se ha convertido en un tema cardinal. El Gobierno ha 
tomado alrededor de 147 millones de ha de tierras agrícolas para desarrollo urbano, y 2,81 millones 
de hectáreas dejaron de ser fértiles debido a la industrialización y la urbanización. El Ministerio de 
Comercio ha tomado más de 200.000 ha para proyectos de desarrollo, en tanto los proyectos de 
desarrollo han desplazado a más 21 millones de personas.

La Ley de Adquisición de Tierras de 1894, promulgada durante el período colonial, continúa 
siendo la principal legislación en vigor. Esta ley autoriza al Gobierno a adquirir terrenos privados 
para fines públicos, incluyendo centros residenciales para personas pobres y personas afectadas 
por desastres naturales, pero la compensación económica se ha basado en la estimación de los 
valores de la tierra agrícola, y gradualmente los terrenos se han depreciado, lo que redunda en que 
sea extremadamente difícil para los antiguos propietarios adquirir nuevas tierras.

La Ley de Adquisición de Tierras ha sido criticada por multitud de activistas, políticos  
y economistas. En 2007 se introdujo una enmienda, acompañada de una Ley de Rehabitación y 
Reasentamiento, pero ambas fracasaron en su implementación en 2009, por lo que finalmente 
fueron reformuladas y reintroducidas – por parte del Consejo Asesor del Gobierno Nacional – en 
mayo de 2011. Esta modificación redefinió el concepto de “utilidad pública” en tanto siendo para 
propósitos defensivos o para cualquier proyecto “útil para el público en general”; sin embargo, la 
definición de “utilidad pública” sigue sin quedar clara.
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Tras décadas de guerra, negligencia y mala administración, la situación social y medioambiental del país 
es crítica. Irak continúa lidiando con un gobierno inestable, con la corrupción y con enormes abusos a los 
derechos humanos que incluyen ataques contra los grupos minoritarios. Hasta que no se obtengan niveles más 
altos de paz y seguridad, será difícil el progreso en términos de la creación y utilización de un modelo exitoso 
de desarrollo sustentable. En tanto el país vive un incremento en la participación de la sociedad civil y en la 
participación democrática, a los efectos de garantizar un futuro democrático lo que se exige es una constante 
atención a la represión y las violaciones de los derechos humanos.

La sociedad civil gana espacio

Masarat for Culture & Media Development (MCMD)
Sa’ad Salloum 

Irak continúa lidiando con formidables desafíos pro-
vocados por años de agitación social y guerra. Las 
manifestaciones que sacudieron al país en febrero 
de 2011, exigiendo la eliminación de la pobreza, del 
desempleo y de la corrupción, ilustran el nuevo papel 
que los ciudadanos iraquíes están empezando a des-
empeñar en una sociedad en la que la participación 
democrática fue violentamente reprimida o silencia-
da por completo. Aunque todavía con de un telón de 
fondo de inseguridad y libertades públicas muy defi-
cientes, las organizaciones de la sociedad civil están 
creciendo y jugando un papel cada vez más relevante 
en el desarrollo democrático de la nación.

El papel fundamental de la sociedad civil
Los ciudadanos iraquíes concurrieron a las urnas el 
7 de marzo de 2010 y votaron por 325 nuevos Miem-
bros del Parlamento para el Consejo de Represen-
tantes. Desafortunadamente, la primera sesión del 
Parlamento del 14 de junio de 2010, en una contraven-
ción constitucional, fue abierta sin elegir presidente ni 
diputados. Esta parálisis política y constitucional llevó 
a que las organizaciones de la sociedad civil pusieran 
en marcha la Iniciativa Ciudadana para la Preservación 
de la Constitución (ICPC), presentando una demanda 
ante el Tribunal Supremo Federal. El Tribunal Federal 
ordenó al Presidente del período que solicitara a los 
parlamentarios reanudar la sesión y elegir un Presi-
dente y dos diputados1. Los observadores de la socie-
dad civil destacaron la decisión como un signo de la 
independencia e imparcialidad del poder judicial, pero 
esto también demostró que la separación de poderes 
es la piedra angular de una democracia exitosa.

La conclusión más importante que puede ex-
traerse de la decisión del tribunal, sin embargo, es 
el papel fundamental que es capaz de desempeñar la 
sociedad civil iraquí en el proceso de construcción de 
un Estado civil moderno. La demanda fue seguida de 
otra campaña de la ICPC para recolectar firmas y ejer-
cer presión sobre los bloques políticos a los efectos 
de que cumplieran sus compromisos electorales para 
con sus electores. De acuerdo con cifras de la ICPC, 
más de 800 ONG, asociaciones y sindicatos, además 

1 Tribunal Supremo Federal, Nº 55 Federal 0.2010.

de destacadas personalidades de distinta extracción 
cultural, académica y social, provenientes de diversos 
puntos de Irak, participaron en la campaña2.

La ICPC ha cristalizado como un marco cívico 
para lograr múltiples objetivos, incluyendo: acelerar la 
formación de un gobierno de alianza nacional en base 
de la sinceridad, competencia e integridad; elaborar 
un programa para consolidar la seguridad y la estabi-
lidad política; reformar la infraestructura institucional; 
fortalecer el proceso político a través de la ley de par-
tidos políticos; modificar la ley electoral; respetar la 
independencia del poder judicial, así como también 
aumentar su eficiencia; prestar servicios públicos; 
mejorar el desempeño de las agencias gubernamenta-
les; asegurar la protección de los derechos humanos y 
las libertades públicas a través de las garantías cons-
titucionales y legales, incluida la libertad de expresión, 
asociación, prensa y acceso a la información; abordar 
la pobreza, el desempleo, el desplazamiento y la discri-
minación contra los grupos minoritarios3.

Minorías en riesgo
A pesar del hecho de que los niveles de desplazamien-
to se han estabilizado en los últimos años, un brutal 
ataque terrorista a una iglesia católica en Bagdad el 
31 de octubre de 2010 obligó a algunas comunidades 
minoritarias a reconsiderar la opción de instalarse 
en otra localidad. En noviembre de 2009 cerca de 
350.000 desplazados internos regresaron a sus dis-
tritos – 60% de los cuales Bagdad – si bien la mayoría 
de los repatriados eran árabes (sunitas y chiítas), y por 
lo tanto no son considerados parte de un grupo mino-

2 Ver: <cipciraq.wordpress.com>.

3 Ibid.

ritario. Los informes de la Organización Internacional 
para las Migraciones (OIM) han demostrado que solo 
el 52% de la totalidad de las personas desplazadas 
internamente desean retornar, en tanto un 20% que 
desean reasentarse en otro lugar4. De acuerdo con 
cifras del Ministerio de Desplazamiento y Migración 
(MDM) y el Gobierno Regional de Kurdistán (GRK), 
el número de personas desplazadas dentro de Irak es 
de alrededor de 2,8 millones, en su mayoría árabes 
(chiítas y sunitas), y con cerca de 250.000 individuos 
caldeos, asirios, armenios, sabeos mandeos, kurdos 
faili, yezidis y grupos de minoría shabak5.

La falta de una acción gubernamental eficaz para 
abordar los problemas de las minorías del país ha lleva-
do a las organizaciones de la sociedad civil a presionar 
por mayor acción contra la discriminación y los ataques 
a las minorías. La ICPC, por ejemplo, ha organizado 
mesas redondas sobre temas de las minorías, lo que 
ilustra cómo la sociedad civil puede y debe participar 
en los asuntos de importancia nacional. Las discusio-
nes de la ICPC destacaron la necesidad de aumentar la 
participación de las minorías en la esfera política, y de 
eliminar las políticas educativas racistas y otras formas 
de desinformación que contribuyen a la discriminación 
basada en la ignorancia. También destacaron el hecho 
de que desde 2003 numerosas minorías se han mar-
chado de Irak, y se espera que más minorías continúen 
abandonando el país debido a la falta de seguridad, a la 

4 L. Mumtaz, Still Targeted: Continued Persecution of Iraq’s 
Minorities, Minority Rights Group International, p.19.

5 IDMC, Little new displacement but in the region of 2.8 million 
Iraqis remain internally displaced, (4 de marzo de 2010), 
<www.internal-displacement.org/8025708F004BE3B1/ 
(httpInfoFiles)/B0DB25F7122F4390C12 
576DC003B49AF/$file/Iraq_Overview_Mar10.pdf>.
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falta de protección constitucional o a leyes de no discri-
minación y a la escasa representación en el Gobierno 
y el Parlamento como así también al predominio de 
una cultura de exclusión en una sociedad basada en la 
discriminación y la ignorancia.

Protestas masivas y represión gubernamental
Irak no ha estado aislado de las manifestaciones 
de masas conocidas como la “primavera árabe” en 
2011. La lentitud para constituir el Gobierno (más de 
siete meses de arduas negociaciones), el deterioro 
en la prestación de servicios públicos, además del 
creciente aumento en los niveles de pobreza y desem-
pleo, fomentaron las primeras chispas de protesta, 
que comenzaran en los barrios pobres y olvidados 
del norte de Bagdad. Durante el mes de febrero se 
celebraron manifestaciones en las ciudades de Kut, 
Diwaniya, Basora y Anbar, y en una serie de ciudades 
más. En la rica ciudad petrolera de Basora, en el sur, se 
comenzaron a escuchar voces que exigían el fin de la 
corrupción, con manifestantes que llevaban consigo 
tarjetas amarillas (como las utilizadas por los árbitros 
de fútbol) para expresar la insatisfacción pública con 
el Gobernador y con algunos funcionarios locales. 
Una animosidad similar surgió también en el resto 
de las provincias debido a la creciente falta de servi-
cios. Las críticas a las restricciones de las libertades 
públicas, a la corrupción y a los altos salarios de los 
parlamentarios se convirtieron en consignas popula-
res y en pancartas de protesta. Más importante aún, 
las manifestaciones pusieron fin a la ley que exige un 
permiso legal para protestar la cual había frustrado en 
años anteriores cientos de manifestaciones.

Como resultado de las vastas protestas populares, 
el Primer Ministro Nuri Al-Maliki emitió una directiva en 
febrero de 2011 para reducir su salario mensual a la mi-
tad. Esto representó un reconocimiento de la disparata-
da brecha entre los salarios de los altos funcionarios y 
personal con menos experiencia y los salarios del iraquí 
promedio, e inspiró a revisar los salarios de la totalidad 
de los altos funcionarios del Gobierno y a reducir el pre-
supuesto para las tres presidencias – de la República, 
del Consejo de Ministros y del Parlamento – que suman 
una gran proporción del presupuesto del Estado. Al 
igual que en otros países árabes, fueron convocadas 
grandes manifestaciones para el viernes 25 de febrero, 
24 horas antes de que el Primer Ministro solicitara una 
reunión con los líderes de la sociedad civil. La ICPC le 
envió al Primer Ministro un duro mensaje, exigiendo la 
eliminación de la pobreza, el desempleo y la corrupción 
gubernamental6. A la luz de las protestas que se aveci-
naban, el Gobierno puso en alerta a la totalidad de los 
servicios de seguridad y, además de utilizar la fuerza 
para dispersar las manifestaciones, arrestó y torturó 
a cuatro periodistas que participaron en las protestas7.

Los levantamientos de febrero pusieron en mar-
cha un movimiento sin precedentes para establecer 
las organizaciones de la sociedad civil y las redes a los 
efectos de monitorear las actividades del Gobierno y 
las situaciones de los derechos humanos, y estable-

6 Entrevista a Hanaa Edgar, Secretaria de IAA, (25 de febrero de 
2011).

7 Entrevista a los periodistas que fueron arrestados (Bagdad: 4 
de marzo de 2011)

cieron el importante papel que los ciudadanos iraquíes 
pueden desempeñar para garantizar un desarrollo 
democrático nacional.

Recomendaciones
Para hacer realidad la visión de los levantamientos de 
febrero, es neceario realizar varias cosas:

•	 Preparar el terreno para la participación de las 
mujeres en el gobierno y poner en práctica las me-
didas adecuadas para eliminar la violencia familiar 
y social basada en el género.

•	 Abordar la impunidad, la corrupción financiera y 
la falsificación, enjuiciar a los responsables del 
terrorismo y del crimen organizado e investigar 

los casos de criminales que repetidamente esca-
paron de la cárcel.

•	 Implementar una estrategia nacional de reduc-
ción de la pobreza. La inmensa mayoría de los 
ciudadanos padecen pobreza, desempleo, y el 
empeoramiento de la crisis económica, social y 
de servicios, especialmente en el suministro de 
agua, alimentos, energía, vivienda, bajos niveles 
de atención de la salud.

•	 Acelerar la legislación relacionada con los asun-
tos políticos, civiles, económicos y culturales, 
particularmente lo que atañe a la regulación de 
los partidos políticos, las elecciones, el petróleo 
y el gas. n

GUERRA Y MEDIO AMBIENTE

Después de la Primera Guerra del Golfo, el gobierno de Saddam Hussein inició una serie de obras 
destinadas a secar los Pantanos Mesopotámicos, una zona de humedales ubicados en las zonas del 
sur del territorio que proporcionan hábitat para pueblos como los árabes de los pantanos y también 
para una gran diversidad de vida silvestre. El drenaje de los pantanos, de hecho, se inició en la dé-
cada de 1950 y continuó hasta la de 1970 para recuperar tierras para la agricultura y la exploración 
petrolera, pero, durante la presidencia de Hussein, las obras fueron ampliadas y aceleradas, sobre 
todo como represalia por el fallido levantamiento chiíta, debido a que se pensó que los disidentes 
buscaban refugio en la región de los pantanos. Las operaciones de secado consistieron principal-
mente en la apertura de tres canales (el Tercer Río, el Canal de la Gloria y el Canal de la Prosperidad, 
como se les llamaba), construidos como una forma de redirigir las aguas del Tigris al Éufrates. 
Hacia finales de los noventa, las marismas centrales llegaron a estar totalmente desecadas; en el 
año 2000 el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente estimó que el 90% de las 
mismas había desaparecido1.

El daño medioambiental ha sido considerado catastrófico2. Se han perdido zonas de migración 
de aves y se han extinguido varias plantas y especies animales endémicas de la región. Aumentó la 
salinidad del suelo, lo que redundó en la pérdida de producción lechera, pesquera y de cultivos del 
arroz, y más de 19.000 Km2 de la región se han convertido en un desierto. La mayoría de los árabes 
de los pantanos han sido desplazados a zonas cercanas, y se estima que entre 80.000 y 120.000 
huyeron hacia los campamentos de refugiados en Irán3. Después de la invasión de EE.UU. en 2003, 
terraplenes y obras de drenaje fueron rotos y abiertos, y los pantanos comenzaron a inundarse 
nuevamente, pero la recuperación – y el correspondiente nuevo crecimiento de la vegetación de 
las marismas naturales – ha sido lenta. Los sectores más severamente dañados de los pantanos 
no han mostrado aún signos de regeneración4.

Pero después de dos décadas de guerra la pérdida del ecosistema del pantano no fue la única 
consecuencia negativa para el medioambiente. Por ejemplo, según el Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA)5, el país enfrenta actualmente una severa contaminación 
del suelo, el agua y el aire que proviene de las sustancias tóxicas liberadas por la destrucción de 
armamento militar y de fábricas. Además, el Tigris y el Éufrates – que proporcionan la mayor parte 
del riego y del agua potable ahora son esencialmente alcantarillas abiertas plagadas de residuos 
industriales y hospitalarios, del escurrimiento de los fertilizantes de la agricultura, y de derrames de 
petróleo. La restauración de los sistemas de agua y saneamiento, la limpieza de los puntos principales 
de contaminación y de los sitios de desecho, así como también la prevención de la erosión del suelo 
y la desertificación, son algunos de los problemas medioambientales más apremiantes en Irak6. 

1 Wikipedia, Draining of the Mesopotamian Marshes, <en.wikipedia.org/wiki/Draining_of_the_Mesopotamian_Marshes>; 
Mesopotamian Marshes, <en.wikipedia.org/wiki/Mesopotamian_Marshes>; and Glory Canal, <en.wikipedia.org/wiki/
Glory_Canal>.

2 The Mesopotamian Marshes of Southern Iraq, (Marzo de 2003), <www.public.iastate.edu/~mariposa/marshes.htm>.

3 Wikipedia, Draining of the Mesopotamian Marshes, <en.wikipedia.org/wiki/Draining_of_the_Mesopotamian_
Marshes>.

4 Ver: <ipsnews.net/news.asp?idnews=37031>.

5 Ibid.

6 Ibid.
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El desarrollo sustentable no es la prioridad del Gobierno
Los compromisos de combatir la pobreza y la exclusión social, así como también de incrementar la igualdad 
de género, no han sido cumplidos. Entretanto, las políticas socavan la disponibilidad y la prestación de los 
servicios esenciales. A pesar de que el desarrollo sustentable no forma parte de las prioridades del Gobierno, 
cuatro exitosos plebiscitos promovidos por la sociedad civil, que llevaron a votar a casi 27 millones de italianos, 
han impulsado al país en la dirección correcta. Resulta indispensable revisar la totalidad de las políticas 
públicas y establecer un nuevo modelo de desarrollo centrado en el cumplimiento de los derechos humanos 
fundamentales, la sustentabilidad ambiental y la reducción de la desigualdad social.

Social Watch Italia

El debate público en Italia acerca de un modelo de 
desarrollo sustentable, el cual introduce indicadores 
sociales y medio ambientales de bienestar además 
de variables económicas, no ha logrado aún influir en 
la formulación de políticas. Tampoco ha desembo-
cado en un sistema nacional de indicadores, a pesar 
de que el Instituto Nacional de Estadística (Istat) y el 
Consejo Nacional de Economía y Trabajo anuncia-
ron la creación de una “mesa de discusión” para un 
conjunto compartido de indicadores, y en 2009 el 
Parlamento aprobó un proyecto de ley para reformar 
el sistema de contabilidad pública (Ley 196/2009), 
que establece que el Gobierno debería revisar los 
indicadores teniendo en cuenta la sustentabilidad 
ambiental.

Por su parte, los indicadores económicos tradi-
cionales no son para nada alentadores: un aumento 
del PIB en 2010 de solo un 1,1% respecto a 20091 y 
una deuda que continúa creciendo cerca del 4,5% 
a EUR 18.432 billones, contra EUR 17.639 billones 
en 2009 (USD 26.563 billones desde USD 25.425 
millón de millones), llevando la tasa de deuda a 
118,6%2. Una tasa de empleo del 56,7%, altamente 
desequilibrada entre mujeres (45,8%) y hombres 
(67,6%), representó un nuevo descenso (-0,8% o 
176 mil empleados menos que en 2009)3; la tasa de 
desempleo es del 7,6%, pero aumenta a 24,7% entre 
los jóvenes de 15 a 24 años de edad.

En 2010 Italia alcanzó un récord en los fon-
dos de regulación requeridos por las empresas, 
que ascendió a EUR 1.200 millones (USD 1.700 
millones)4. En las últimas dos décadas, las tasas 
de ahorro bruto de las familias han disminuido de 
manera constante, yendo desde el 30% en la prime-
ra mitad de la década de 1980 hasta el 14% en 2009. 
Al mismo tiempo, el poder adquisitivo ha caído más 
del 5% desde 2006. Las últimas cifras disponibles 
revelan una disminución en la capacidad de ahorro 

1 Istat, Preliminary Estimate of GDP, IV Quarter of 2010, 
(comunicado de prensa, 11 de febrero de 2011).

2 Banco de Italia, “Supplement to the Statistical Bulletin”, 
Public Finance and Debt Requirements, No. 8, (14 de febrero 
de 2011).

3 Istat, Employment and Unemployment, III Quarter of 2010, 
(comunicado de prensa, 21 de diciembre de 2010).

4 Base de datos National Social Security Institute (INPS), 
<www.inps.it>.

del 0,9% para el tercer trimestre de 2010 respecto 
del año anterior5.

Inacción gubernamental
Las investigaciones que involucran al Primer Mi-
nistro por supuestos delitos de extorsión y prosti-
tución infantil, sumado a la parálisis parlamentaria, 
han dejado sin tratar los principales problemas del 
país. De esta manera, la ciudad de L’Aquila, golpea-
da por un terremoto en 2009, continúa siendo una 
ciudad fantasma. Un conflicto entre la dirección de 
Fiat, el mayor fabricante de automóviles italiano, 
y FIOM, el principal sindicato de trabajadores del 
metal, ha evidenciado que el Gobierno se encuentra 
largamente ausente e incapaz de crear una política 
industrial eficaz. Por otra parte, el uso continuado de 
los “poderes extraordinarios” para satisfacer nece-
sidades de emergencia que son, a menudo, crónicas 
se convierte en un sustituto de la legalidad y de la 
protección medio ambiental y sanitaria.

La debilidad del Estado es especialmente prob-
lemática en zonas sensibles como por ejemplo las 
normas ambientales para la gestión de residuos, 
donde existen fuertes intereses del crimen organi-
zado. En 2005 se produjeron en Italia cerca de 107,5 
millones de toneladas de residuos peligrosos (inclui-
dos 5,9 millones altamente peligrosos), pero sola-
mente 87,8 millones de toneladas fueron elimina-
das correctamente6. Los restantes 19,7 millones de 
toneladas, por lo tanto, fueron muy probablemente 
eliminadas de manera ilegal.

5 Istat, Income and Household Savings, III Quarter of 2010, 
(comunicado de prensa, enero de 2011).

6 National Environment Protection Agency and National Waste 
Observatory, Waste Report 2007, (Roma: 2007).

En octubre de 2010, la Comisión Europea ad-
virtió a Italia que enfrentaría sanciones económicas 
si no manejaba la crisis de la basura en Campania, la 
segunda región más poblada del país y una de los más 
pobres. La crisis es el resultado de décadas de mala 
gestión de los residuos industriales y municipales.

Trabajo y políticas de bienestar
En 2010 el Gobierno emitió un paquete presupuestario 
de EUR 24.000 millones (USD 34.600 millones) que se 
centró en la contracción del gasto público. El bienestar, 
las políticas sociales, la educación, la investigación, la 
asistencia oficial al desarrollo (AOD) y las transferen-
cias a las autoridades locales son los sectores más afec-
tados por los recortes, los cuales, en algunos casos, 
fueron inferiores que los presupuestados solo como 
resultado de la presión ejercida por grupos de la socie-
dad civil y las autoridades locales. Prácticamente no se 
ha hecho nada para reducir las desigualdades sociales.

El presupuesto de austeridad (denominado ‘ley de 
estabilidad’) adoptado en 2011 continúa por la misma 
senda. La congelación de los contratos de los emplea-
dos públicos hasta 2013 y el bloqueo de la antigüedad 
han afectado especialmente a un sistema escolar ya 
constreñido por recortes en la fuerza de trabajo introdu-
cidos por el Ministro de Educación: 67.000 trabajadores 
fueron eliminados durante el año escolar 2009/2010 y 
40.000 durante el año escolar 2010/2011.

En conjunto, los 10 fondos sociales financiados 
en 2008 con EUR 2.500 millones (USD 3.600 mil-
lones) pudieron contar solamente con EUR 349 mil-
lones (USD 507 millones) en 20107. En apoyo a las 

7 Ver el proceso de la Conferencia sobre Niveles universales 
y locales: Instituciones y Tercer Sector Juntos por un nuevo 
sistema de bienestar, (Bolonia, 25 y 26 de noviembre de 2010). 
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familias de bajos ingresos permanece la “tarjeta so-
cial” (EUR 40/USD 58 por mes), una medida de cari-
dad establecida en 2008 y refinanciada en 2011 con 
un fuerte aditamento discriminatorio: los ciudadanos 
extranjeros residentes, los trabajadores jóvenes y 
los jubilados cuyos ingresos excedan incluso lig-
eramente el límite de la pensión mínima, no pueden 
solicitar la tarjeta. La reforma federal que se debate 
actualmente en el Parlamento, de ser aprobada, pon-
dría en peligro la garantía de estándares mínimos de 
bienestar social en todo el país.

En términos de cooperación para el desarrollo, 
a los efectos de que el país alcance el objetivo acor-
dado internacionalmente de dedicar el 0,7% del PIB 
en AOD para 20158, más y mejor ayuda debe ser des-
tinada para la cooperación internacional (incluso a 
través de mecanismos de financiación innovadores) 
y los recursos deben ser suministrados de una man-
era más previsible y transparente.

Italia continúa teniendo un alto – aunque lar-
gamente pasado por alto – grado de discriminación 
contra la mujer en el trabajo, la política y el hogar, 
incluyendo la violencia doméstica9. La campaña ital-
iana en torno a la Convención sobre la Eliminación 
de todas las formas de Discriminación contra la Mu-
jer (CEDAW, por sus siglas en inglés), proporciona 
evidencia sobre la “continuación de la represent-
ación degradante y machista de las mujeres en los 
medios de comunicación, así como también en la 
arena política”, sin las herramientas apropiadas para 
combatirla10.

Medio ambiente y sustentabilidad
Italia es uno de los pocos países de Europa que no 
tiene una estrategia para reducir las emisiones de 
dióxido de carbono o para cumplir los objetivos de 
reducción Europeos 2020. El único plan vigente que 
data de 2002, es altamente inadecuado y no cumple 
con los compromisos de Kioto para el período 2008–
2012. Una estrategia nacional para reducir las emi-
siones de dióxido de carbono en el largo plazo (2050) 
debería ser rápidamente adoptada, involucrando 
los pasos intermedios en línea con los objetivos eu-
ropeos y con la necesidad de mejorar y acelerar la 
transformación de la economía a una Carbón Cero.

Desde un referéndum en 1987, acordado para 
la salida del país de la energía nuclear, no existen 
plantas activas en Italia. Sin embargo, en 2009 se 
inició un programa para la reactivación de la energía 
nuclear que prevé la construcción de 8 a 10 nuevas 
plantas de energía, de 1000 a 1500 MW en tamaño, 
con un costo total de EUR 40 a 50 mil millones (USD 
58 a 73 mil millones) y en detrimento de inversiones 
en energía renovable, eficiencia energética y ahorro 
de energía.

Si bien Italia es el país más rico de Europa en 
términos de biodiversidad, con 57.468 especies 

8 Véase Naciones Unidas, Resolución 2626”, vigésima quinta 
reunión de la Asamblea General de la ONU, párr. 43, (24 de 
octubre de 1970); Report of the UN Monterrey Conference on 
Financing for Development , A/CONF.198/11, párr. 42, (2002).

9 Trabajo en curso - 30 años del CEDAW, <www.womenin.net/
web/CEDAW/home>.

10 Ibid.

de animales – 8,6% endémicas, es decir, que sola-
mente se encuentran en Italia – y 12.000 especies 
de flora – 13,5% endémicas –, la mayor parte de 
este patrimonio está perdiéndose: actualmente se 
encuentran en situación de riesgo el 68% de sus ver-
tebrados terrestres, el 66% de sus aves, el 64% de 
sus mamíferos y el 88% de sus peces de agua dulce. 
Una Estrategia Nacional de Biodiversidad, aprobada 
de manera definitiva el 7 de octubre de 2010 debe ser 
plenamente implementada.

Iniciativas de la sociedad civil
Ha habido una amplia movilización de los ciudada-
nos italianos, entre ellas las siguientes:

•	 1.400 millones de firmas fueron entregadas a la 
Corte Suprema el 19 de julio de 2010 solicitando 
un referéndum sobre la gestión pública del agua 
después de que el “Decreto Ronchi” indicara en 
2009 que el servicio del agua – así como otros 
servicios públicos como, por ejemplo, la gestión 
de residuos, el transporte público, etc., – iba a 
ser confiado a empresas privadas o al menos 
contarían con un 40% de propiedad privada, y el 
12 y 13 de junio de 2011 los ciudadanos italianos 
votaron en contra.

•	 El tema de la energía nuclear logró que gran 
parte de la sociedad civil se uniera en defensa 
de la energía renovable, limpia y segura. Los 
italianos también fueron llamados a votar en un 
referéndum y derogaron la norma que reintro-
dujo las plantas de energía nuclear después de 
haber sido prohibidas en 1987. El tema de la 
energía nuclear ha logrado que gran parte de 
la sociedad civil se movilizara en conjunto en 
defensa de la energía renovable, limpia y segura. 
Estos referéndums (junto a otro para cancelar 
el “impedimento legítimo”, una ley introducida 
por el Gobierno de Berlusconi que permitió a 
altos funcionarios del gobierno evitar compa-
recer ante un tribunal cuando fueran sacados 
a colación sus compromisos laborales), dieron 
lugar a la inequívoca respuesta del 57% de los 
italianos (el 95% de quienes votaron) a favor de 
abolir esas leyes. Además, el resultado de estos 
referéndums ha forzado al gobierno a producir 
una Estrategia Nacional de Energía para 2011, 
que deberá incluir financiamiento específico 
para investigar fuentes de energía renovables 
y más eficientes.

•	 Un gran movimiento de estudiantes, profeso-
res e investigadores de institutos de enseñanza 
media y universidades se manifestaron en el 
segundo semestre de 2010 contra los recortes 
en educación e investigación, con cientos de es-
cuelas y universidades ocupadas en todo el país.

•	 Los ciudadanos de L’Aquila, asociaciones de 
voluntarios y movimientos sociales han venido 
trabajando para liberar el centro histórico de la 
ciudad de entre los escombros del terremoto.

•	 Los cargos de extorsión y prostitución infantil 
iniciados contra el Primer Ministro Silvio Berlus-
coni llevaron a un millón de hombres y mujeres a 
manifestarse en las calles en febrero de 2011, no 

sólo para reivindicar la dignidad y los derechos 
de las mujeres sino también para desafiar las 
prácticas políticas, culturales y sociales que tien-
den a reducir a las mujeres – o a representarlas 
como –objetos sexuales.

Conclusión 
Una revisión general de las políticas públicas es 
tan urgente como esencial. La prioridad debe ser el 
establecimiento de un nuevo modelo de desarrollo 
centrado en el cumplimiento de los derechos huma-
nos fundamentales, la reducción de la desigualdad 
social y un compromiso real con la sustentabilidad 
medio ambiental.

En el ámbito económico, deben ser adoptadas 
políticas públicas para fomentar el empleo, particu-
larmente para los jóvenes, incluyendo incentivos 
para las empresas que contraten nuevos traba-
jadores; estimular la conversión ecológica de la pro-
ducción industrial con alto impacto medio ambiental; 
y apoyar a las empresas que inviertan en zonas de 
alta producción, en habilidades, en investigación 
y en economía del conocimiento. Debe haber tam-
bién una mayor equidad tributaria – por ejemplo, 
mediante la introducción de un arancel del 0,05% 
sobre la especulación financiera, así como también 
un impuesto sobre el capital.

En el ámbito social, es urgente trabajar sobre 
el aumento de los recursos asignados a la asisten-
cia social, la lucha contra la pobreza, servicios para 
niños y otras personas dependientes, educación pú-
blica, beneficios de seguridad social y aportes para 
la inclusión social de los ciudadanos extranjeros. Se 
deben tomar medidas para abordar la situación del 
5,2% de los hogares italianos que reportó Istat en 
2009, que están viviendo en la pobreza absoluta 11. 
Además, la descripción de los niveles básicos de los 
beneficios sociales (proporcionados por el artículo 
22 de la Ley 328/2000), debe ser ratificada. Si éste 
no es el caso, la reforma federal que se debate actual-
mente en el Parlamento podría poner en peligro la 
garantía de estándares mínimos de bienestar social 
a nivel nacional. En términos de medio ambiente 
debe ser adoptado un sistema de contabilidad para 
proporcionar información esencial y para garantizar 
la transparencia y la rendición de cuentas de las ac-
ciones del gobierno sobre el desarrollo sustentable. 
Debe darse prioridad a la infraestructura a pequeña 
escala, para la cual el Gobierno reservó EUR 800 
millones (USD 1.164 millones), en noviembre de 
2009; éstos fondos deben ser dirigidos a las áreas 
urbanas y deben ser utilizados para reparar y mejorar 
las infraestructuras estratégicas existentes (prin-
cipalmente los ferrocarriles), en lugar de construir 
unos nuevos y enormes. Con el fin de implementar 
la “Directiva sobre la protección penal del medio 
ambiente (Directiva 2008 / 99/CE)”, el código penal 
italiano debe incluir la descripción de los “delitos 
ambientales”, con mayores sanciones. n

11 Economy News, Around 3.8 Million Italians Living in 
Absolute Poverty, disponible en: <www.newseconomy.
info/2010/07/around-38-million-italians-living-in.html>.



Índice de Capacidades Básicas (ICB)

Empoderamiento

Actividad económicaEducación

Niños que llegan 
a 5º grado

Sobrevivencia de menores de 5Partos atendidos

Índice de Equidad de Género (IEG)

Informes nacionales 134 Social Watch

Social Development Network 
Prof. Edward Oyugi, Philip Thigo, John Kipchumbah,  
Ayoma Matunga
United Nations Millennium Campaign (UNMC)
Charles Abugre
Kenya Treatment Access Movement (KETAM)
James Kamau
SEATINI
Oduor Ong’wen
KENDREN
Wahu Kaara
Daraja-Civic Initiatives Forum
Esther Nzioka
CLAN- Migori
William Oloo Janak
Reality of Aid
Vitalice Meja

En diciembre de 2010, después de años de lucha en 
pos de ciudadanía y soberanía, el pueblo keniano logró 
negociar un nuevo contrato social bajo la forma de una 
constitución renovadora. El recorrido hasta la Consti-
tución de 2010 fue sinuoso y accidentado, y la reforma 
constitucional había sido el tema principal desde que 
el país conquistó la independencia. Los intentos de 
enmendar la Constitución de 1963 se intensificaron a 
fines de la década de 1990 y principios de la década de 
2000, pero recién tuvieron éxito después del estallido 
de violencia postelectoral a comienzos de 2008 y la in-
tervención de la Unión Africana a través de la mediación 
del Secretario General de la ONU, Kofi Annan. La Cons-
titución fue presentada ante el Ministro de Justicia el 7 
de abril de 2010, publicada oficialmente el 6 de mayo de 
2010 y sometida a referéndum el 4 de agosto de 2010. 
Fue aprobada por el 67% de los votantes kenianos y 
promulgada el 27 de agosto de 2010.

Esta nueva Constitución promete una agenda 
de transformaciones que, si se llevan a cabo ínte-
gramente, darán lugar a un nuevo marco político y 
económico que permitirá al país romper con el sis-
tema neo-patrimonial (en el cual los patrocinadores 
usan los recursos del Estado para garantizar la lealtad 
de los clientes en la población general) heredado del 
neocolonialismo. Sus cuatro características trans-
formadoras son: una Declaración de Derechos y una 
promesa de atender la inequidad y la marginalidad1; 
muy amplia descentralización de la autoridad pública; 

1 La Declaración de Derechos va más allá de los habituales 
derechos políticos y civiles e incluye derechos económicos, 
sociales y culturales. New Constitution of Kenya, (Nairobi: 
2010), p. 4. 

un capítulo sobre liderazgo e integridad basado en 
los principios de servicio público desinteresado, dis-
ciplina y responsabilidad; y un sistema de valores 
basado en la soberanía del pueblo y una cultura de 
derechos humanos. 

Si se implementa adecuadamente, la Con-
stitución les ofrecerá a los kenianos una oportu-
nidad única para obtener respuestas honestas a 
dos cuestiones antiguas, que hasta el momento 
dan origen a conflictos intermitentes y violentos 
a nivel subnacional: ¿cuál es el significado con-
creto de ser un ciudadano keniano y qué le ofrece 
el Estado a la mayoría del pueblo? El enfoque de 
la Constitución de 2010 orientado a los derechos 
básicos, la participación, la responsabilidad de los 
ciudadanos y el servicio público desinteresado crea 
también el contexto necesario para la definición del 
rol central del Estado en la construcción de una 
economía que cumpla las promesas de equidad, 
participación y derechos básicos tanto sociales 
como económicos. 

Esto habilitará a Kenia a liberarse del dominio 
absoluto de las políticas neoliberales impuestas 
por varios medios, incluidas las condiciones de la 
ayuda para el desarrollo, las presiones políticas, las 
obligaciones multilaterales asimétricas y la conni-
vencia de los intereses locales con las prioridades 
extranjeras. También ayudará a encarar el tema de la 
corrupción generalizada. Por ejemplo, las recientes 
auditorías sociales revelan que los beneficios tanto 
para el Local Authorities Trust Fund (LATF, Fondo 
fiduciario para las autoridades locales) como para 
el Constituency Development Fund (CDF, Fondo 
de desarrollo del electorado) apenas llegan a sus 
grupos de interés primario. La mayoría de los fon-
dos destinados a ellos fueron malversados por los 

miembros del parlamento y sus compinches que 
debían administrar estos fondos en representación 
de los ciudadanos. 

qué ofrece la nueva Constitución
La nueva Constitución presenta un enfoque integral 
basado en los derechos que garantiza el desarrollo 
social equitativo afianzado en la capacidad produc-
tiva de la sociedad, como alternativa al paradigma 
actual basado en la captación de ingresos. Implica 
una nueva política económica que se apoye en la 
participación popular, no solo en los mecanismos 
de la política sino también en la conformación de 
la economía y en la distribución de los beneficios 
de la producción de valor agregado. Esta política 
económica buscará volver a equilibrar los intereses 
de los sectores corporativos con los objetivos de 
desarrollo de los ciudadanos y la obligación del 
Estado de proveer un piso de protección social 
para todos los sectores de la sociedad. Sugiere 
que el nuevo Estado sea democrático y a la vez 
desarrollador. 

Un Estado democrático desarrollador separará 
el dominio público del privado de modo que los que 
brindan servicios públicos no puedan integrar al 
mismo tiempo el sector privado. Es esencial para 
evitar conflictos de intereses y para que el Estado 
equilibre el bien público y la motivación por el lu-
cro. Un Estado democrático desarrollador alejará 
la economía de la captación de ingresos impro-
ductivos y la guiará hacia la producción de valor 
agregado basada en el fomento de la capacidad 
productiva de sus ciudadanos. Intervendrá para 
garantizar que las ganancias provengan de la activi-
dad productiva y de la innovación y en este proceso 
no solo las redirigirá sino que las reformará. Cen-

La hora decisiva

En 2010, después de muchos años de lucha, los keniatas lograron negociar una constitución revolucionaria. 
Su enfoque orientado a los derechos básicos, la responsabilidad de los ciudadanos y los servicios públicos 
establece las bases para la definición del rol central del Estado en la construcción de una economía que cumpla 
las promesas de equidad, participación y derechos básicos. Al hacer de la participación popular y la prestación 
de servicios el núcleo de la política del desarrollo sustentable, las personas se convierten en una nueva fuerza 
revolucionaria. La nueva Constitución también establece el derecho de todos los kenianos a un medio ambiente 
limpio y saludable. 
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trará su atención en la creación de empleo, no solo 
en el crecimiento agregado y garantizará que el 
proceso de crecimiento sea en sí mismo distribu-
tivo y orientado a la mejora del bienestar. Usará los 
impuestos como principal fuente de financiación 
del desarrollo, como herramienta de redistribución 
y reorientación de incentivos y como medio de me-
jora de las agencias ciudadanas. 

La nueva Constitución también parece propi-
cia en relación con los temas medioambientales. 
Por ejemplo, la sección 42 de la parte 2 (“Derechos 
y libertades fundamentales”) establece: “Todas 
las personas tienen derecho a un medio ambiente 
limpio y saludable, que incluye el derecho a) a un 
medio ambiente protegido por el bien de las gen-
eraciones presentes y futuras (...) y b) a tener obli-
gaciones con el medio ambiente...”, mientras que 
el artículo 69 establece que “el Estado debe (...) 
garantizar la explotación, la utilización, la gestión 
y la conservación sustentables de los recursos 
ecológicos y naturales y garantizar la distribución 
equitativa de los beneficios resultantes”.2 Esto 
significa un avance considerable en un país con 
tantos desafíos medioambientales, como la deser-
tificación, la erosión del suelo, la deforestación, la 
escasez y la contaminación del agua.3 Por ejemplo, 
cerca de 16,8 millones de personas (43% de la 
población) no tienen acceso a una fuente mejorada 
de agua4, mientras que el 80% de las áreas áridas 
o semiáridas del país se convierten rápidamente 
en desiertos, principalmente a consecuencia de la 
mala gestión de los recursos naturales.5

Kenia antes de la Constitución: crisis 
alimentaria, financiera y de combustible 
Las acusaciones de irregularidades en las eleccio-
nes presidenciales de 2007 dispararon una ola de 
disturbios políticos, económicos y sociales que 

2 M. McDermott, “Kenya Grants Environmental Rights in 
New Constitution,” Tree Hugger, (enero de 2011), <www.
treehugger.com/files/2011/01/kenya-grants-environmental-
rights-new-constitution.php>.

3 P. Orengo, “Parts of Kenya Slowly Turning into Desert,” The 
Standard, (16 de agosto de 2010), <www.standardmedia.
co.ke/InsidePage.php?id=2000016338&cid=4>; EcoMerge, 
Kenya’s Soil Erosion Leads to Famine, (31 May 2010), 
<ecomerge.blogspot.com/2010/05/kenyas-soil-erosion-
leads-to-famine.html>; Mongabay.com, Kenya Forest 
information and Data, <rainforests.mongabay.com/
deforestation/2000/Kenya.htm>; Water.org, Kenya, <water.
org/projects/kenya>; AllAfrica.com, Kenya: Rampant 
Pollution of Rivers Worries Ngilu, (23 de marzo de 2011), 
<allafrica.com/stories/201103240499.html>. 

4 Water.org, op. cit.

5 P. Orengo op cit.; EcoGeneration, Desertification in Kenya, 
(29 de noviembre de 2009), <eco-generation.org/activities/
news/view.html?boardno=47&cat1=&cat2=&thread=588&n
o=588&page=71&search=&keyword=>.

combinados con la crisis financiera global causa-
ron estragos en el país en los años siguientes. Se 
perdieron más de USD 500 millones en el mercado 
de acciones solo el primer día de 2008 y los líderes 
empresariales también denunciaron la pérdida de 
millones de dólares.6 Escaló la violencia dirigida 
contra las minorías étnicas y la gente salió a las 
calles en todo el país para protestar contra la mani-
pulación electoral. 

A raíz de esta situación, el crecimiento del pro-
ducto interno bruto (PIB) per capita de ese año fue 
negativo y el impacto de la crisis financiera se sintió 
inmediatamente en los precios de los alimentos, en 
el comercio (las importaciones y exportaciones de-
crecieron abruptamente) y en las inversiones, con 
el desplome de la inversión fija bruta que cayó más 
desde un nivel que ya era pésimo. Las consecuen-
cias sociales de esta conmoción múltiple fueron 
aún más nefastas, con el aumento del desempleo 
(65% en 2010)7 y el crecimiento brusco de la po-
breza por ingresos, el hambre y la malnutrición (al 
menos 100.000 niños en riesgo de malnutrición 
extrema).�8 Mientras los pobres sufrían, los dueños 
de bienes raíces, los banqueros y los proveedores 
de servicios de telecomunicaciones disfrutaban de 
un período de auge�9, poniendo en evidencia la irra-
cionalidad del capitalismo neoliberal que protege 
a los ricos de los caprichos de las crisis cíclicas y 
castiga a los pobres con su desigual estructura de 
compensaciones. 

La respuesta a la crisis siguió un patrón similar 
con una inyección de capital significativa e inmediata 
en el sistema financiero por parte del Estado, rápida 
suba de los precios de las acciones e impulso a los 
negocios inmobiliarios de alto valor, mientras que las 
inversiones en infraestructura social y en las condicio-
nes de vida de los pobres se hicieron a cuentagotas o 
nunca llegaron.

6 CNN World, Civil unrest damaging Kenya’s economy, (3 de 
enero de 2008), <articles.cnn.com/2008-01-03/world/kenya.
economy_1_kenyan-shillings-nairobi-stock-exchange-
mwai-kibaki?_s=PM:WORLD>.

7 M. W. Muthee, Tackling Youth Unemployment in Kenya, 
(Washington, DC: Woodrow Wilson International Center for 
Scholars, septiembre de 2010), <www.wilsoncenter.org/
index.cfm?fuseaction=news.item&news_id=634085>

8 T. McConnell, “Recession Worsens Kenyan Famine,” 
Global Post, (2 de abril de 2009), <www.globalpost.com/
dispatch/kenya/090401/recession-worsens-kenyan-
famine?page=full>.

9 Blog de bienes raíces en Kenia, Analyzing the Real Estate 
Sector in Kenya, <www.kenyaluxuryhomes.com/apps/blog/
entries/show/5890863-analyzing-the-real-estate-sector-in-
kenya>; Kenya Buzz, Kenya’s Very Healthy Banking Sector, 
<kenyabuzz.com/lifestyle/business/item/567-kenya’s-very-
healthy-banking-sector>; C. Mungai, “Is Kenyan African 
Silicon Valley?”, Talk Afrique, (26 de febrero de 2011), 
<www.talkafrique.com/science-and-technology/kenyan-ict-
african-silicon-valley>.

La “regulación ligera” promovida por el Banco 
Mundial en Kenia junto a la mala administración de 
las políticas de cuentas de capital provocó que el 
sistema financiero nacional no apoyara más al sector 
productivo ni a las pequeñas y medianas empresas. 
El efecto desestabilizador de los flujos de capital a 
corto plazo y el comportamiento impredecible de 
los mercados dejaron a la economía nacional a mer-
ced de los caprichos especuladores de los capitales 
golondrina. La crisis puso en evidencia que el para-
digma de desarrollo neoliberal actual está impulsado 
por los intereses exclusivos de las grandes empresas 
y su capacidad multilateral de promover crecimiento 
desigual que conduce a un mayor desempleo. 

Restablecer los límites de la participación 
La nueva Constitución garantiza la participación 
pública en la gobernanza, elemento esencial de la 
política sin el cual se socava la democracia. Es un 
enfoque de atribución de poderes a los ciudadanos 
que se está convirtiendo en un elemento vital de la 
teoría y la práctica de la democracia. Se inspira en 
el espíritu de la Carta Africana de participación po-
pular en el desarrollo y la transformación y, en el 
caso de Kenia, también en la nueva Constitución 
recientemente promulgada, los principios básicos 
esenciales para la práctica del compromiso de los 
grupos de interés informan del discurso de la gestión 
de sociedades sustentables.

Como principio central del diseño de políticas 
públicas, la “participación pública” presupone que 
todos los niveles del gobierno procuran fortalecer el 
compromiso de los ciudadanos y de los grupos de 
interés con sus respectivos procesos y actividades 
de diseño de políticas. Esto significa romper con los 
límites artificiales entre los “hombres” profesionales 
de la ley y los ciudadanos comunes. La verdadera 
ciudadanía es esencialmente una relación política 
que requiere respeto por el bien común y un rol es-
pecífico en la sociedad basado en la responsabilidad 
hacia la política más que en los intereses específicos. 

Es el momento para que los ciudadanos recla-
men su soberanía como agentes del diseño de las 
políticas que cubren sus necesidades de desarrollo 
social lejos de los intereses hegemónicos hacia la 
voluntad popular. 

Se debe forzar al Estado a quitarse la máscara 
de ejecutor neutral de la voluntad pública y obligarlo 
a convertirse en un instrumento al servicio de los 
sectores productivos de la sociedad y no ser escudo 
de los intereses parásitos de las clases dominantes. 
Al hacer de la participación popular y la prestación de 
servicios la base de la política de desarrollo susten-
table, el pueblo logrará, al mismo tiempo, achicar la 
brecha creciente entre las tareas que deben cumplir 
los ciudadanos comunes y aquellas consideradas 
prerrogativas de las élites. Los kenianos se transfor-
marán en una nueva fuerza revolucionaria a través de 
la participación y la acción colectiva. n
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El desarrollo a costa de la sustentabilidad

En un esfuerzo por alcanzar el estatus de país desarrollado para 2020, el Gobierno está implementando 
un modelo de desarrollo insustentable. Por ejemplo, una selva entera está siendo inundada y al menos 15 
comunidades han sido reubicadas para construir una enorme represa hidroeléctrica, una gestión irresponsable 
que se traducirá en la pérdida de especies endémicas y en aumento del descontento social. Mientras tanto, 
el derecho del pueblo a participar en la gestión de los recursos naturales está prácticamente silenciado. 
Únicamente el empoderamiento de las personas y la garantía del acceso a la información harán posible que el 
Gobierno sea capaz de abordar el desarrollo sustentable.

Friends of the Earth Malaysia
Sahabat Alam Malaysia

En 1991, el entonces primer ministro Mahatir bin 
Mohamed introdujo el concepto de Wawasan 2020, 
o “Visión 2020”. Este concepto se basa en la idea de 
que Malasia podría convertirse en un país desarro-
llado para 2020, y estableció nueve desafíos estra-
tégicos que tuvo que superar, incluyendo garantizar 
una sociedad económicamente justa, una economía 
competitiva y dinámica, y también la inclusión de las 
minorías étnicas y la creación de un sentimiento de 
unidad nacional1.

Este plan fue ulteriormente recalibrado. En 
2009, el actual primer ministro Najib Tun Razak de-
claró que las estrategias tuvieron que ser redefinidas 
sobre todo debido a que, para lograr los objetivos 
económicos de Wawasan 2020, es necesario alcan-
zar una tasa de crecimiento económico de aproxima-
damente el 8%2, mientras que el promedio de 2000 
a 2010 fue apenas de 1,20 % y en 2009 se alcanzó 
un mínimo histórico del -7,6%, seguido de un pico 
ese mismo año del 5,9% y un estimado del 3,2% 
para 20113. La otra razón, según el primer minis-
tro, fue que “una nación desarrollada no se define 
únicamente por ser más rica. Existen importantes 
medidas sociales y de calidad de vida que deben 
tenerse en cuenta al considerar nuestros objetivos y 
nuestros aciertos”4.

Esta idea es compartida por el ex ministro de 
Comercio Internacional e Industria y por el miembro 
en funciones del Parlamento, Rafidah Aziz, quien 
también se sintió optimista respecto a lograr la con-
dición de país desarrollado para 2020. “Nos hemos 
abocado a convertirnos en una sociedad desarro-
llada a nuestro propio modo lo que significa que 
nuestra sociedad en 2020 podrá ser multirracial, 

1 M. Mohamad, The way forward (Kuala Lumpur: Oficina del 
primer ministro, 2008); <www.wawasan2020.com/vision/
index.html>.

2 R. Pakiam y S. Adam, “Malaysia Must Expand Faster to Be 
Developed Nation, Najib Says”, Bloomberg News, (28 de 
agosto de 2009), <www.bloomberg.com/apps/news?pid=ne
wsarchive&sid=aAvHYIgq46lg&FORM=ZZNR8>.

3 TradingEconomics.com, Malaysia GDP Growth Rate, 2011, 
<www.tradingeconomics.com/malaysia/gdp-growth>.

4 R. Pakiam and S. Adam, op cit. 

cohesiva, tolerante, respetuosa de los demás y des-
polarizada”, señaló5.

A pesar de estas buenas intenciones y también 
del hecho de que en la década de 1970 Malasia fue 
pionera en el establecimiento de un marco para la 
gobernanza medioambiental6, muy poco se está lle-
vando a cabo hoy en día para adoptar un modelo de 
desarrollo verdaderamente sustentable, especial-
mente en relación a la evaluación de los problemas 
ambientales. De esta manera, por ejemplo, el cum-
plimiento por parte del país de los acuerdos de Río 
92 ha sido, en general, decepcionante. A partir de ese 
año se ha experimentado un mayor desarrollo de la 
industrialización, la urbanización y la infraestructura 
que se ha traducido en la pérdida de biodiversidad y 
de ecosistemas vitales, en particular en la pérdida 
de manglares y bosques de tierras bajas. Por otra 
parte, a pesar de lo dispuesto en numerosas leyes las 
personas en las zonas afectadas son escasamente 
consultadas y el Gobierno continúa manteniendo el 
secreto cuando se trata de proyectos de desarrollo.

De hecho, el modelo de desarrollo implementa-
do por el Gobierno se centró en el desarrollo financie-
ro e industrial sin tomar en cuenta el medio ambiente, 
siendo caracterizado por el consumo desenfrenado y 
el derroche de agua y electricidad, lo que deviene en 
degradación medioambiental y problemas de salud.

5 The Malayisian insider, Rafidah says Malaysia can be 
developed nation by 2020, (18 de mayo de 2020), <www.
themalaysianinsider.com/malaysia/article/rafidah-says-
malaysia-can-be-developed-nation-by-2020/>.

6 A. A. Hezri y M. Nordin Hasan, Towards sustainable 
development? The evolution of environmental policy in 
Malaysia, (2006), <www.apimal.org/blogcms/media/13/File/
Sus Development Msia_Hezri n Hasan.pdf>.

Pérdida de biodiversidad y leyes permisivas
Malasia posee una flora y fauna excepcionalmente 
rica y diversa, con aproximadamente 25.000 espe-
cies de plantas7, 746 especies de aves, 300 especies 
de mamíferos, 379 especies de reptiles, 198 espe-
cies de anfibios y 368 especies de peces8. Dentro de 
esta flora y fauna, 2.199 especies son endémicas9.

Según la Unión Internacional para la Conserva-
ción de la Naturaleza (UICN), Lista Roja 2010, Mala-
sia ranquea tercero en el mundo entre los países con 
mayor número (1.180) de especies amenazadas10. 
De esta cifra, 488 son especies animales, con 47 
de ellas dentro de la categoría de “peligro crítico”. 
Además, 188 de 692 especies de plantas se encuen-
tran en peligro crítico, y cuatro especies de plantas 
endémicas se han extinguido11.

La última planta declarada extinguida es la Sho-
rea kuantanensis, luego de que el único bosque en el 
que crecía, la Reserva Forestal Bukit Goh, en Kuan-
tan, fue talado para el cultivo de la palma aceitera. Las 
otras dos son especies de helechos y el arbusto de 
floración Begonia eromischa.

Las selvas tropicales de Malasia son ricas en 
madera, plantas medicinales, resinas, fertilizantes 
y, además, suministran agua dulce, protegen los 
suelos contra la erosión y la pérdida de nutrientes, 
y mantienen una gran biodiversidad. Malasia, de 
hecho, es reconocida como uno de los 12 países me-

7 Ibid.

8 Mongabay.com, Malasia, (2006), <rainforests.mongabay.
com/20malaysia.htm>).

9 Ver: <life.nthu.edu.tw/~d868210/jpg/hwk2/content.html>. 

10 Ver: <www.iucnredlist.org/documents/
summarystatistics/2010_4RL_Stats_Table_5.pdf>.

11 Ibid.
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gadiversos del mundo12. Esto significa que posee una 
gran responsabilidad de salvaguardar su diversidad 
biológica. A pesar de que existen leyes para regular 
la explotación de los recursos naturales y para la 
protección del medio ambiente, su implementación 
y aplicación continúan siendo malas.

Numerosas leyes requieren ser revisadas, pero 
dado que el desarrollo económico sin una perspecti-
va sustentable ha sido una alta prioridad, los esfuer-
zos para reafianzar las leyes deficientes, a menudo, 
pasan a un segundo plano. Por ejemplo, la propuesta 
para enmendar la Ley de Calidad Ambiental de 1974 
se ha debatido durante casi una década, y una ley de 
protección de la vida silvestre de 1972 fue reemplaza-
da por la Ley de Conservación de la Naturaleza 2010, 
después de aproximadamente 15 años de delibera-
ción. Por otra parte, las nuevas leyes omiten abordar 
los temas clave pasados por alto por las antiguas 
reglamentaciones, las mismas que han contribuido 
al dudoso estatus del país de ser un centro regional 
para el tráfico de especies silvestres.

Otro punto débil radica en la clara separación de 
poderes entre los gobiernos federal y estatal en rela-
ción a los recursos como la tierra, los bosques y el 
agua. Mientras que la mayoría de las políticas sobre 
biodiversidad (por ejemplo, la Política Nacional de 
Biodiversidad, la Política Forestal Nacional y la Políti-
ca Nacional de Tierras) fueron establecidas a nivel fe-
deral, la adopción de estas políticas se ha mantenido 
debilitada en el ámbito estatal, donde precisamente 
resulta más necesaria una implementación eficaz.

Extracción de recursos y deforestación
Hasta la década de 1970, la economía de Malasia 
dependió, en gran medida, de los recursos naturales 
del territorio. Por ejemplo, las grandes plantaciones 
de caucho fueron un importante pilar de la economía 
del país desde la época colonial. Por lo tanto, la verti-
ginosa pérdida de selva tropical en el siglo XX puede 
vincularse claramente a los modelos de extracción 
implementados por las sucesivas administracio-
nes13. Grandes áreas de tierras cultivables fueron 
despejadas para la producción de caucho y palma de 
aceite, y un gran número de árboles fueron talados 
con el fin de cumplir con la demanda de madera de 
los mercados nacionales e internacionales: en 1985, 
por ejemplo, el sector forestal aportó más de un 15% 
de los ingresos de exportación del país14. Según al-
gunos estudios, la tasa de deforestación de Malasia 
está creciendo de manera más vertiginosa que la 
de cualquier otro país tropical15. De hecho, su tasa 
de deforestación anual aumentó casi un 86% entre 
1990 y 2005, con una pérdida completa de cobertura 
forestal de 140.200 hectáreas por año desde 200016.

Se ha señalado que, si bien Malasia “en los pape-
les” posee una de las mejores políticas de protección 
de bosques tropicales en desarrollo de Asia, existe una 
gran brecha entre la ley y su plena implementación y 

12 Hezri y Nordin Hasan, op cit. 

13 Ibid.

14 Ibid.

15 Mongabay.com,op cit. 

16 Ibid.

aplicación, de manera tal que la tala aún representa una 
amenaza para la integridad de las selvas tropicales. De 
hecho, durante las últimas dos décadas, la gestión 
sustentable de los bosques ha sido inexistente17.

Mientras fue formulado a principios de 1970 un 
marco jurídico y administrativo, los impactos medio-
ambientales del desarrollo agrícola basado en la tierra 
y las prácticas extractivas crecieron en magnitud, in-
cluyendo la deforestación, la cual se ha intensificado 
de manera significativa18.

Las consecuencias de la deforestación y del mal 
uso de la tierra son numerosas: erosión del suelo, 
cambios hidrológicos, contaminación por plaguici-
das de las aguas superficiales, así como también la 
pérdida de la flora y fauna local. Asimismo, el riesgo 
de inundaciones y deslizamientos de tierra está au-
mentando19, y para los pueblos indígenas, quienes 
han dependido siempre de la selva para la medicina, 
la vivienda y la alimentación, la destrucción de su prin-
cipal fuente de subsistencia también redunda en la 
pérdida de sus formas de vida tradicionales: cuando el 
bosque desaparece, también desaparece su cultura.

Megaproyectos, mega-destrucción
En las últimas dos décadas Malasia ha sido testigo 
de una serie de controvertidos proyectos públicos 
y privados. Sus impactos socio-medioambientales 
aún están siendo calculados.

El proyecto más polémico es el Proyecto Hidro-
eléctrico de Bakun de 2.400 MW en el estado de Sa-
rawak (en la isla de Borneo), donde un área de unos 
695 Km2 (equivalente al tamaño de Singapur) va a ser 
inundada. Considerada como la segunda represa de 
escollera de hormigón a la vista más alta del mundo, 
el proyecto fue criticado por desatender los temas 
medioambientales y, además, por su dudosa justi-
ficación respecto a la creciente demanda de energía.

De hecho, la mayor parte de esta argüida de-
manda se dice que proviene de la península de Ma-
lasia, y no del este de Malasia, donde se encuentra 
ubicada la represa. Pero algunos críticos del proyecto 
han señalado que en la Malasia peninsular existe 
superabundancia de electricidad, lo que torna inne-
cesario el proyecto hidroeléctrico20.

Tras dos intentos fallidos de construir la represa, 
en 1994 el proyecto fue privatizado a la Ekran Berhad, 
una compañía maderera que no posee experiencia en la 
construcción de represas, y su finalización tenía como 
meta el 2003. En la subsiguiente crisis financiera asiá-
tica de 1997, el Gobierno de Malasia se hizo cargo del 
proyecto y le costeó una “compensación” a Ekran, la 
cual había completado el 50% de las obras de ingeniería.

El proceso de inundación fue iniciado el 13 de 
octubre de 2010, y además del anegamiento de un 
vasto bosque tropical, lo que supondrá la pérdida 
de una gran cantidad de biodiversidad (que incluye 
a numerosas especies endémicas), 15 comunidades 
indígenas tuvieron que ser reubicadas río abajo. Este 
traslado forzado generó gran descontento entre la 
población de la zona, junto con reclamos de indem-

17 Ibid.

18 Hezri y Nordin Hasan, op cit. 

19 Ver: <outskirtoutreach.org>.

20 Ver: <bakun-dam.co.tv>.

nizaciones sin resolver, pérdida de medios de subsis-
tencia y una infinidad de otros problemas sociales. 
Varias comunidades que rechazaron el plan de reubi-
cación presentaron una demanda conjunta contra el 
Gobierno debido a la pérdida de sus tierras nativas 
ancestrales. El caso aún está pendiente. Además, 
ha habido informes recientes acerca de prácticas de 
construcción inseguras – e incluso ilegales – las que 
parecen ser un asunto cotidiano en la construcción 
debido a las deficientes medidas de seguridad.

¿Un centro de industrias sucias?
Existe inquietud entre grupos de la sociedad civil y 
algunos funcionarios de Gobierno acerca de que las 
ambiciones de industrialización del Gobierno (a pesar 
del reclamo “verde”) podrían convertir a Malasia en un 
imán para industrias contaminantes.

Todavía más alarmante es el hecho de que la ex-
tensa costa del país, especialmente en la península, 
está destinada a un centro petroquímico que se verá 
acompañado de la construcción de puertos a los 
efectos de facilitar la exportación de los productos 
finales. Estas industrias intensivas de energía tam-
bién requieren que se construyan plantas de energía 
eléctrica a carbón como la que se encuentra en la 
Región en Desarrollo Iskandar, en el estado de Johor.

Este tipo de desarrollo costero a gran escala está 
aniquilando los bosques de manglares del país, los 
cuales son sitios de desove de peces que han sus-
tentado la pesca artesanal costera durante generacio-
nes. Las quejas de las comunidades locales acerca de 
las decrecientes capturas han caído mayormente en 
oídos sordos, con una magra compensación por par-
te de los promotores del proyecto y del Gobierno. En 
algunas áreas el desarrollo costero promovido por la 
industria de la acuicultura también ha restado tierras 
de cultivo con posibles consecuencias para la segu-
ridad alimentaria de la nación en los próximos años.

La resistencia a la agenda de desarrollo no sus-
tentable del Gobierno ha sido, por lo general, cerce-
nada mediante la censura a los medios de comunica-
ción y el uso de una variedad de leyes que limitan la 
libertad de prensa, incluyendo la Ley de la Seguridad 
Interna, la Ley de los Secretos Oficiales, la Ley de la 
Sedición y la Ley de la Policía.

Sin embargo, una campaña bien organizada en-
cabezada por las comunidades afectadas ha demos-
trado que los ciudadanos bien informados pueden 
convertirse en una importante fuerza para desafiar 
los planes de desarrollo no sustentable del Gobierno. 
Por ejemplo, dos casos exitosos en este sentido son el 
cierre de la fábrica de tierras raras Malayo-Japonesa, 
en el estado de Perak (a finales de 1990), y el abandono 
de la incineradora de residuos situada a solo 40 Km. 
de la capital.

Hoy en día, el mayor desafío para el desarrollo 
sustentable en Malasia es el empoderamiento de la 
gente mediante el conocimiento de sus derechos, 
garantizando el acceso a la información y creando 
mecanismos de participación pública genuina, de 
modo tal que la formulación de las políticas naciona-
les y las decisiones sobre el desarrollo de proyectos 
pueda ser verdaderamente analizada en base a la 
economía, la sociedad y el medio ambiente, es decir, 
sobre los tres pilares del desarrollo sustentable. n
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Para promover el desarrollo sustentable, los malteses deben comenzar a concebirse a sí mismos como 
«apoderados y administradores» del medio ambiente, más que como sus «dueños». Los ciudadanos deben 
darse cuenta de que la degradación ambiental y la injusta distribución de los recursos son la consecuencia de 
su egoísmo, indiferencia y autosuficiencia y deben aprender a usar los limitados recursos naturales con mayor 
prudencia. El proceso de cuidado del medio ambiente supone la subsidiariedad – un principio asociado con 
la descentralización del poder y la provisión de un entorno favorable – y debe traducirse en mayor eficacia de 
integración y coordinación entre las entidades responsables. 

Kopin Malta 
J.M. Sammut 

El compromiso de Malta con los ideales de las Nacio-
nes Unidas, en particular con los problemas ambien-
tales, se evidencia con el rol de liderazgo que desem-
peñó el país en 1967 cuando introdujo el concepto 
de Patrimonio Común de la Humanidad en relación al 
fondo de los mares internacionales y de los océanos 
y su subsuelo. Esto derivó en la aprobación de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho 
del Mar en 1982 y en la iniciativa de 1989 sobre la 
protección del clima global para las generaciones 
presentes y futuras de la humanidad. 

Sin embargo, a pesar de que el país fue uno de 
los pioneros en el reconocimiento de los problemas 
ambientales globales, su primera estrategia nacional 
de desarrollo sustentable recién se publicó en di-
ciembre de 20061. Son las numerosas ONG del país 
las que han cubierto con regularidad los diferentes 
problemas ambientales. Algunas están en actividad 
desde 1960 y siguen haciendo frente a los desafíos 
que representa la creciente demanda comercial y 
nacional para la tierra, el mar y el aire del país. Los 
estudios muestran que por ser un archipiélago pe-
queño y densamente poblado, Malta debe utilizar sus 
limitados recursos naturales con mucha prudencia 
y ética2. La fuerza desenfrenada del mercado y el 
estilo de vida altamente consumista, con su énfasis 
en la satisfacción del lucro y de las necesidades in-
dividuales, pueden ser contrarios al bienestar social 
de la sociedad maltesa, no solo en el presente sino 
también para el futuro. 

Cambio climático
La temperatura media anual del aire en Malta subió 
0,23°C por década en los últimos 50 años3. Se es-
pera que el calentamiento global provoque patrones 
de clima más extremos y azarosos en el país, con 

1 Comisión nacional para el desarrollo sustentable, A 
Sustainable Development Strategy for the Maltese Islands 
2007–2016, (2006).

2 Autoridad de Planificación y Medio Ambiente de Malta 
(MEPA), The Environment Report 2008, (2008); S. Martin, 
The Environmental Deficit: The Reform of MEPA and Other 
Environmental Regulatory Authorities, (La Valeta: Instituto de 
Políticas Públicas Actuales, 2008). 

3 MEPA, op. cit.

prolongadas olas de calor del Sahara, períodos de 
lluvia más cortos e intensos y temporadas secas 
más largas que serán perjudiciales tanto para los 
habitantes como para la industria turística. El au-
mento de temperatura estará acompañado de una 
grave escasez de agua a consecuencia de la drástica 
reducción de lluvias sobre el Mediterráneo central.

Las emisiones de gases de efecto invernadero 
de Malta aumentaron un 2,1% anual desde 1990 
hasta 2008. El mayor incremento se produjo en 
1991, cuando se registró un 8,7% de aumento. Los 
únicos años en los que hubo una reducción fueron 
1995, 2004 y 20084. Desde 2000 hasta 2008 el sector 
energético fue el mayor responsable de los gases 
de efecto invernadero, con una emisión promedio 
del 90,4% del total. Las industrias de generación de 
energía, con un promedio del 73,5% de las emisio-
nes, dominaban el sector, y les seguía el transporte 
con un promedio del 19,8% del total del sector. Malta 
cuenta con 721 vehículos empadronados cada 1.000 
habitantes5. En julio de 2011 se implementará un 
nuevo sistema de transporte colectivo para ayudar 
a reducir las emisiones y la extrema dependencia 
de los automóviles privados6. El Gobierno también 
establecerá incentivos para la compra de automó-
viles poco contaminantes y desalentará la demanda 
de los automóviles que contaminan más, como los 
modelos anteriores.

4 Eurostat, Greenhouse Gas Emissions, <epp.eurostat.
ec.europa.eu/tgm/table.do?tab=table&init=1&plugin=1&lan
guage=en&pcode=tsdcc100>. 

5 Oficina Nacional de Estadísticas, Malta in Figures 2010, (La 
Valeta: 2010).

6 D.Lindsay, “New Public Transport System Unveiled,” The 
Malta Independent, (7 de noviembre de 2010), <www.
independent.com.mt/news.asp?newsitemid=114978#top>.

La estrategia nacional para la política y las me-
didas de mitigación relacionadas con la reducción 
de emisiones de gases de efecto invernadero7 es-
tablece que como estado miembro de la UE, Malta 
debe lograr en 2020 la reducción del 20% de los 
niveles de dióxido de carbono (CO2) registrados 
en 1990 y garantizar que el 10% de la energía esté 
generada a partir de fuentes alternativas limpias. 
En los sectores de transporte, agricultura y gestión 
de residuos la meta es que las emisiones de gases 
en el 2020 no superen en más de un 5% a las del 
2005. El país debe implementar escrupulosamente 
las medidas dispuestas por el Comité para el Cambio 
Climático8, procurar un uso más eficiente de la gen-
eración de energía y avanzar con decisión hacia la 
máxima utilización de fuentes renovables de energía, 
como la energía eólica o fotovoltaica, para reducir 
las emisiones de CO2. El incumplimiento de estos 
objetivos tendría repercusiones negativas, tanto a 
nivel económico como social.

Uso de la tierra
Con un territorio de 314 km2, Malta tiene aproxima-
damente 412.970 residentes (1.307 personas por 
km2) y recibe la visita de 1,2 millones de turistas al 
año9. Las estadísticas muestran que el 27,7% de la 
isla estaba urbanizado en 200510. El desarrollo ex-

7 Ministerio de Recursos y Asuntos Rurales, National 
Strategy for Policy and Abatement Measures Relating to 
the Reduction of Greenhouse Gas Emissions, (La Valeta: 
Septiembre de 2009).

8 Ibíd.

9 Oficina Nacional de Estadísticas, Malta in Figures 2010, (La 
Valeta: 2010), op. cit.

10 Oficina Nacional de Estadísticas, Sustainable Development 
Indicators for Malta 2010, (La Valeta: 2010).
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cesivo es el problema medioambiental más urgente 
de Malta y ha provocado una gran pérdida de biodi-
versidad, de recursos naturales y también de tierras 
para la agricultura11. Aún así, el censo de población 
y vivienda de 2005 reveló que había más de 53.000 
propiedades desocupadas. Más de un cuarto de las 
viviendas de Malta están vacías12. 

La Autoridad de Planificación y Medio Ambiente 
de Malta (MEPA) regula el uso de la tierra y también 
dirige la agencia de protección del medio ambiente. 
Se han producido muchas violaciones al plan de uso 
de la tierra, especialmente en cuanto a construccio-
nes fuera de la zona oficial de desarrollo (ZOD)13, y 
la autoridad ha recibido críticas porque su reacción 
frente a los que infringen las disposiciones es fuerte 
con los débiles y débil con los fuertes14. La extensión 
de las zonas de desarrollo edilicio en vísperas de una 
elección parlamentaria reñida15 y con una serie de 
otros incidentes de alto perfil produjo la percepción 
de que hay una interferencia política en el proceso de 
planificación y menoscaba la credibilidad de la MEPA. 

La construcción y las demoliciones generan 
cerca del 90% de los desechos anuales del país16. 
Además, están provocando problemas por la gene-
ración de partículas finas que contaminan el aire17. 
Todavía no ha sido tratado el tema del reciclaje y el 
reuso de piedras, bloques de hormigón y cielorrasos. 
Debido a la escasez de la tierra, resulta urgente la ne-
cesidad de una gestión cuidadosa de las edificaciones 
para garantizar la mejor calidad de vida posible, con el 
menor riesgo para la salud humana y promoviendo la 
identidad cultural y social de las poblaciones. Las ONG 
medioambientales de Malta insisten en sus reclamos 
a los políticos y a las autoridades públicas acerca de la 
degradación del patrimonio natural18.

El personal de MEPA debe cumplir el código de 
conducta19 presentado a los directores y empleados 
de MEPA en 2008 y diseñar sistemas y procedimien-
tos para garantizar la transparencia, efectividad y 
responsabilidad por el uso sustentable de la tierra y 
eliminar la especulación de la tierra. Es esencial que 
los miembros de la Junta de la MEPA no sean desig-
nados políticos, sino que se incluyan planificadores, 
ambientalistas y otros miembros preocupados de la 
sociedad civil. Solo así se puede considerar que la 
MEPA protege el medio ambiente.

11 Ibíd.

12 Oficina Nacional de Estadísticas, Census of Population and 
Housing 2005: Preliminary Report, (La Valeta: 2010). 

13 Oficina Nacional de Estadísticas, Sustainable Development 
Indicators for Malta 2010, op. cit.

14 Sciluna, op. cit. 

15 Ibíd. 

16 Oficina Nacional de Estadísticas, Solid Waste Management: 
2004–2008, (25 de enero de 2010), <www.nso.gov.mt/
statdoc/document_file.aspx?id=2672>.

17 Ibíd.

18 Nature Trust Malta, “Rape of Natural Heritage Continues,” 
Gozo News, (julio de 2007); The Times, 2,500 Outside 
Development Zone Permits Issued in Two Years, (24 de 
marzo de 2008); Nature Trust Malta, NTM Amazed on What 
Grounds MEPA Issued the Permit to a Fish Packing Factory at 
Imgiebah, (2011).

19 MEPA, Good Conduct: A Code of Ethics and Code of Practice 
for MEPA Staff and Appointees, (2008). 

Agua
El agua es una mercancía escasa en el país. El prome-
dio anual de lluvias20 es de 600 mm. Están en riesgo 
tanto la calidad como la cantidad del agua del suelo 
principalmente debido a la excesiva explotación por 
parte del suministro público de agua y del bombeo 
privado no controlado21. Así aumenta la salinidad y 
también la contaminación por exceso de nitratos y 
de otros contaminantes de la agricultura. 

Más de la mitad de la producción de agua se 
realiza por medio de ósmosis inversa en plantas de 
desalinización muy costosas que contribuyen a la 
emisión de gases de efecto invernadero22. Última-
mente ha habido ajustes periódicos de las tarifas 
que contribuyen a disminuir la demanda general de 
agua. El país tiene tres plantas de tratamiento de 
aguas servidas que generan un importante volumen 
de aguas de segunda calidad. Mientras que la planta 
de tratamiento más antigua, que comenzó a funcio-
nar en 1980, suministra esta agua a los granjeros 
para riego, las plantas de tratamiento más recientes 
desechan el agua al mar23. Sin embargo, debería 
utilizarse para la agricultura o para las industrias que 
requieren grandes cantidades de agua.

El Gobierno debe invertir en una mejor gestión 
del agua, tal como la recolección de agua de lluvia 
que permita devolverla a los acuíferos subterráneos. 
Debe regular la recolección privada de agua, hacerla 
obligatoria para todas las nuevas aplicaciones edili-
cias para incluir una cisterna que recoja el agua del 
techo y debe alentar a los demás hogares para que 
inviertan en este tipo de cisternas. 

Signos positivos
Durante tres años la MEPA publicó informes medio-
ambientales anuales que muestran signos positivos 
de sustentabilidad ambiental. El informe ambiental 
del 2008 24 indica que el 99% de las zonas de baño al-
rededor de Malta y Gozo cumplen con los estándares 
de la UE de agua para baño (según la Norma de agua 
para baño de la UE)25. 

El informe también destaca que la tendencia 
general desde el 2000 ha sido hacia la separación del 
consumo de energía de la actividad económica, lo 
cual indica que la economía del país está volviéndose 
más eficiente desde el punto de vista energético. 
También hubo un aumento de la eficiencia material. 
Las estimaciones iniciales muestran que el consumo 
interno de materiales de Malta, que mide la cantidad 
de materiales consumidos por la economía nacional, 
declinó entre 2004 y 2006, lo cual indica un aumento 
de la eficiencia en el uso de los materiales utilizados 
en las actividades económicas.

20 Oficina Nacional de Estadísticas, Malta in Figures 2010, (La 
Valeta: 2010), op. cit.

21 K. Sansone, “Farmers Extract More Groundwater than WSC,” 
The Times, (23 de marzo de 2010).

22 Oficina Nacional de Estadísticas, World Water Day 2009, (La 
Valeta: 2009).

23 M. Cremona, “Averting a Water Crisis,” Malta Today, (7 de 
marzo de 2010); J. Debono, “Malta Dumps 6,500 Cubic 
Metres of Water a Day,” MaltaToday, (12 de octubre de 2008).

24 MEPA, op. cit.

25 European Commission, The 2006 Bathing Water Directive, 
(2006).

Conclusión 
Existe la necesidad de una gestión de recursos más 
integrada para conservar el medio ambiente para 
las generaciones futuras. El país debe explotar las 
oportunidades económicas emergentes creadas por 
la ciencia y la tecnología y fomentar las técnicas de 
desarrollo sustentable y las oportunidades labora-
les relacionadas. El Gobierno debe asignar fondos 
para la investigación y el desarrollo de los graduados 
universitarios y ayudar a la industria a desarrollar 
productos y procesos innovadores. 

La consciencia pública y la educación también 
juegan un rol fundamental para garantizar el respe-
to y el cuidado del medio ambiente. Los estudios 
medioambientales deben tener un lugar importante 
en los planes de estudio nacionales mínimos. Tam-
bién es necesario crear programas educativos a lo 
largo de toda la vida que se centren en la posibilidad 
de tener experiencias valiosas de aprendizaje que 
fomenten el comportamiento sustentable en las ins-
tituciones educativas, en los lugares de trabajo, en 
las familias y en la comunidad. El Gobierno debe 
crear diferentes puntos de toma de consciencia para 
que todos los sectores de la población se beneficien 
de la educación formal y no formal para el desarrollo 
sustentable. 

La política juega un papel importante en la pro-
mulgación y en la implementación de las normas y le-
yes para un medio ambiente sustentable. Los están-
dares medioambientales no se cumplirán a menos 
que estén respaldados por leyes promulgadas por el 
parlamento. La participación de los políticos algunas 
veces obstaculizó las acciones de los oficiales de la 
MEPA y de las ONG ambientalistas para hacer cum-
plir las normas26. Las cortes deben garantizar que 
la administración de justicia refleje la gravedad del 
delito. El principio de que «el que contamina paga» 
que ya rige en algunas áreas, debe ser ampliado27. 
Los impuestos ambientales y las contribuciones eco-
lógicas se deben utilizar para alentar el cambio de 
comportamiento por medio de la penalización de los 
grandes contaminadores, e invertir el dinero en fuen-
tes de energía limpia y renovable o en investigación 
para el desarrollo sustentable. Malta debe reducir las 
emisiones de gas de efecto invernadero para cumplir 
sus objetivos como miembro de la UE.

Todos desempeñan un papel en la promoción 
del desarrollo sustentable. La representación y la 
participación de la sociedad civil deben darse a todos 
los niveles de la toma de decisiones. Los represen-
tantes de los organismos de la sociedad civil, nom-
brados por sus propias entidades, deben participar 
de las juntas de las instituciones nacionales como 
la MEPA, el consejo para el desarrollo económico y 
social de Malta (MCESD), la autoridad de recursos 
de Malta (MRA) y la autoridad de transporte de Malta 
(MTA). n

26 Sciluna, op. cit.; F. Vella, Mistra Development: Calls for JPO 
to Resign, While He Waits for Police Inquiry to End, Malta 
Independent, (19 de marzo de 2008); P. Cachia y N. Laviera, 
DCC, MEPA Chairman Reacts to Auditor’s Report on ‘Irregular 
Supermarket Permit, Di-ve News, (28 de febrero de 2008).

27 MEPA, Polluter Pays Principle.
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Un futuro sediento

La biodiversidad del país se encuentra en peligro debido a la mala administración de los recursos hídricos, 
lo que lleva a pérdidas del 35% del agua involucrada en el sistema debid, entre otras razones, a los residuos 
industriales y urbanos. La pérdida de tierra cultivable debida a la escasez de agua y a la erosión del suelo incide 
directamente sobre la pobreza rural, en tanto la brecha entre los sectores más ricos y pobres de la población 
se ha ensanchado. 

Espace Associatif

Por su situación estratégica y su contexto histórico-
geográfico, el país posee gran diversidad bioclimáti-
ca, biológica, sociocultural y paisajística. El territorio 
incluye una amplia variedad de zonas climáticas, en-
tre ellas la zona mediterránea al norte de la cordillera 
del Atlas, templado marítimo al oeste y desértico al 
este, que ofrecen una amplia variedad de ecosiste-
mas, incluyendo bosques mediterráneos, bosques 
de coníferas, praderas y desiertos1. Esta riqueza en 
fauna y flora lo ubica como el segundo país medite-
rráneo desde el punto de vista de la biodiversidad. 
Sin embargo, pese a esa ventaja, el país no ha al-
canzado un desarrollo verdadero que beneficie a to-
dos sus ciudadanos. Los desafíos se deben encarar 
con un enfoque renovado e integrado al desarrollo, 
que tenga en cuenta las exigencias económicas, la 
igualdad social, el respeto al medio ambiente y la 
diversidad cultural, favoreciendo a su vez un enfoque 
participativo de la población local. 

El modelo de desarrollo aplicado por el Gobier-
no, centrado en el crecimiento económico y en la 
urbanización, ha agravado la crisis medioambiental 
que afecta al país. Entre las amenazas que enfrentan 
actualmente los marroquíes se encuentran el ago-
tamiento de los recursos y el deterioro del hábitat 
que incide en el costo de la vida2. El desequilibrio 
entre la creciente demanda de agua y la escasez de 
este recurso, sumado a la sobreexplotación de los 
bosques y de los suelos, ha generado una pérdida 
de tierra utilizable para la agricultura; el costo de este 
deterioro ambiental, de hecho, ha sido evaluado en 
aproximadamente 350 millones de USD3. 

La pérdida de tierra cultivable debida a la esca-
sez de agua y a la erosión del suelo incide directa-
mente sobre la pobreza rural. De los cuatro millones 
de marroquíes que viven por debajo de la línea de 
pobreza, tres millones residen en el medio rural. A 

1 Ver: Wikipedia, List of ecoregions in Morocco, <en.wikipedia.
org/wiki/List_of_ecoregions_in_Morocco>; Morocco – 
Climate, <en.wikipedia.org/wiki/Morocco#Climate>.

2 IndexMundi, Morocco Environment – Current issues, <www.
indexmundi.com/morocco/environment_current_issues.
html>.

3 The Global Mechanism, Increasing finance for sustainable 
land management Morocco, (2008), <global-mechanism.
org/dynamic/documents/document_file/morocco_e-1.pdf>.

su vez, el 75% de la población rural pobre depende 
de la agricultura para vivir, la mayoría tiene acceso a 
apenas una pequeña porción de tierra no irrigada y, 
por tanto, con mínimo potencial de cultivo4. 

Otra muestra reciente de los acuciantes desa-
fíos ambientales que enfrenta el país son las inun-
daciones, las lluvias anormalmente intensas y las 
nevadas que afectaron estos últimos años varias 
regiones, matando a más de 30 personas y expo-
niendo a miles a la miseria y la pobreza5. 

Un país sediento
Los recursos hídricos con los que cuenta Marruecos 
son limitados. Se estiman en 22.000 millones de m3/
año los recursos de agua renovables, o sea poco más 
de 730 m3/hab/año. Los recursos que pueden técnica 
y económicamente ser movilizados no superan los 
20.000 millones de m3/año6. La agricultura es la activi-
dad económica que más consume agua, con 80% del 
consumo general nacional. El 20% restante se reparte 
entre el sector industrial y el consumo de los hogares.

Por otro lado, los recursos hídricos están so-
metidos a variaciones cíclicas extremas. Los ciclos 
de sequía aguda tienen consecuencias importantes 
en la economía nacional, sobre todo en la agricul-
tura (especialmente en la caída en la producción de 
cereales). 

4 Rural Poverty Portal, Rural poverty in the Kingdom of 
Morocco, <www.ruralpovertyportal.org/web/guest/country/
home/tags/morocco>.

5 Ver: <af.reuters.com/article/topNews/
idAFJOE6AT0I820101130>.

6 Wikipedia, Water supply and sanitation in Morocco, 
<wikipedia.org/wiki/Water_supply_and_sanitation_in_
Morocco#Conventional_water_resources>.

Estas presiones sobre los recursos hídricos se 
acompañan de un deterioro creciente y cada vez más 
grave de su calidad: con respecto al agua potable, 
la tasa de conexión en el medio urbano es de 83% 
(1998), mientras que en el rural la tasa de acceso, 
que era de 14 % en 1994, pasó a alrededor de 40% 
en 2001 gracias a la ejecución del programa PAGER 
de suministro de agua a comunidades rurales, imple-
mentado en 1996.7

De todas formas, la utilización y gestión poco 
racionales de este recurso han agravado su escasez; 
por ejemplo, el deterioro de las redes de agua potable 
en las ciudades lleva a pérdidas del 35 % del agua 
involucrada en el sistema.

Por otro lado, el encenagamiento de las repre-
sas es un factor que compromete el rendimiento de 
las obras hidráulicas y que se traduce – por ejemplo 
en el caso de la represa de Al Wahda, como veremos 
más adelante – en la pérdida de más de 60 millones 
de m3 de capacidad de almacenamiento por año. 
Además de la cantidad, los recursos de agua pade-
cen un deterioro de la calidad debido a las diferentes 
formas de contaminación: el vertido de desechos 
industriales y domésticos sin tratamiento previo per-
judica la calidad de los cursos de agua y del medio 
marino. La utilización intensiva de productos fito-
sanitarios y abonos también constituye una forma 
de contaminación, afectando sobre todo las napas 
subterráneas. Éstas también se ven perjudicadas por 
la mineralización debida a la invasión de agua de mar 
por la sobreexplotación.8

7 Ibid.

8 Wikipedia, Al Wahda Dam (Morocco), <en.wikipedia.org/
wiki/Al_Wahda_Dam_(Morocco)>.
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La gran concentración de actividades en espa-
cios reducidos también generan una contaminación 
que sobrepasa la capacidad de auto purificación de 
los medios acuáticos y de los cursos de agua, ya de 
por sí debilitados por la sequías repetidas y por los 
acondicionamientos hidráulicos9. La confrontación 
entre los recursos hídricos disponibles y las nece-
sidades de la agricultura, la industria y la población 
anuncia una situación de crisis para el 202010. 

Desafíos ambientales
Los problemas que afectan al estado de los suelos a 
lo largo del territorio incluyen pérdida de fertilidad y 
de capas arables debido a la erosión hídrica y eólica, 
encenagamiento de represas por la erosión, saliniza-
ción, desertificación, desarrollo de zonas urbanas en 
perjuicio de tierras agrícolas, acumulación de arenas 
en zonas áridas y oasis y una situación general de 
deterioro debido a la minería y las canteras.

También es especialmente acuciante la conta-
minación del aire, en gran medida debida a la mala 
calidad de los combustibles utilizados, a un parque 
automotor vetusto y a las emisiones de gases indus-
triales no tratadas. 

La destrucción de ecosistemas y la explotación 
excesiva de la flora han puesto en peligro diversas 
especies, tanto animales como vegetales11. El medio 
ambiente costero está especialmente deteriorado 
debido a la concentración de la actividad humana en 
el litoral, al deterioro de los recursos pesqueros y a 
los desechos industriales y domésticos no tratados. 
Existe un gran peligro de desaparición de los oasis, 
sumado a riesgos de incremento de la salinidad y 
erosión de terrenos, agravados por la sobreexplota-
ción de los recursos, la desecación natural o artificial 
de los humedales y la falta de infraestructura en las 
zonas de montaña12.

El desarrollo anárquico de las ciudades ha 
afectado negativamente al bienestar de los bosques, 
debido a la tala indiscriminada y la explotación con 
fines energéticos. Asimismo, el mínimo o inexistente 
planeamiento urbano ha contribuido a la aparición 
de grandes vertederos de basura no controlados, 
lo cual es agravado por la insuficiente cobertura en 
la recolección de residuos domésticos, la ausencia 
de tratamiento de los residuos especiales (tóxicos, 
hospitalarios, pesticidas) y el envejecimiento de las 
redes de saneamiento urbano. 

La región de Garb-Chrada Beni Hsen
La región de Garb-Chrarda Beni Hsen es una de las 
más ricas del país. Dispone de recursos hídricos 
considerables, una extensa llanura de 4.200 km2 
y un espacio forestal de 124.614 ha. Sin embargo, 
estos recursos se encuentran en peligro debido 

9 Ver: Index Mundi, Morocco – Water pollution, <www.
indexmundi.com/facts/morocco/water-pollution>.

10 Ver: <www.socialwatch.org/es/node/13110>.

11 Ver: <www.earthsendangered.com/search-regions3.asp?sea
rch=1&sgroup=allgroups&ID=227>.

12 Ver el video ¿Están los oasis marroquíes en vías de 
extinción?, en YouTube, <www.youtube.com/watch?v=WE_
ALD7CXps>.

al deterioro del ecosistema facilitado por la inefi-
ciente gestión gubernamental de los proyectos de 
desarrollo.

Uno de los principales problemas medioam-
bientales en esta región es el planteado por la con-
taminación vinculada a la actividad industrial. Las 
industrias más contaminantes son las azucareras 
(Dar Gueddari, Mechraa Bl Kseri y Sidi Allal Tazi), las 
aceiteras, la refinería de Sidi Kacem, y la pastera de 
Sidi Yahya, que produce el 50 % de la contaminación 
industrial orgánica en la región. Otro problema de 
importancia es cómo manejar los 80 millones de m3 

de aguas servidas domésticas generados por año 
en la región.

La actividad agrícola, bastante desarrollada 
en la región, particularmente en la llanura del Garb, 
es otra importante causa de contaminación, prin-
cipalmente de los recursos hídricos subterráneos. 
El mayor problema vinculado a este tipo de conta-
minación es el aumento del contenido de nitratos, 
que determina riesgos para la salud serios para los 
consumidores.

Asimismo, la región es una de las más afec-
tadas por la erosión hídrica, sobre todo la cuenca 
del Uarga, que presenta un deterioro promedio de 
2.070 t/km2/año dada su accidentada topografía. En 
cambio, en la cuenca del Sebú el deterioro es de 600 
t/km2/año. Asimismo, persiste en la región un ries-
go de erosión muy fuerte, lo cual vuelve a la zona 
especialmente vulnerable a las inundaciones. Esta 
situación se ve agravada por el mal funcionamiento 
de la represa de Al Wahda, la más grande del país 
(y la segunda de África), que fuera inaugurada en 
1997. En el presente, debido a su importante tasa 
de sedimentación, la represa pierde alrededor de 
60 millones de m3 de capacidad de almacenamiento 
por año13. 

El entorno urbano también padece un gra-
do importante de degradación. La mayoría de 
los asentamientos presentan fallas en la gestión 
del saneamiento líquido; los centros urbanos, de 
hecho, están o bien desprovistos de sistemas de 
saneamiento o éstos son vetustos y están mal di-
mensionados, lo que provoca inundaciones, con-
taminación y olores nauseabundos. La mayoría 
de los vertidos, además, se realizan en cursos de 
aguas superficiales.

La gestión de desechos sólidos en la región, a 
su vez, experimenta carencias en cuanto a la recolec-
ción y el vertido, sobre todo debido a que no existe 
ningún protocolo de gestión de los desechos sólidos. 
La recolección selectiva es insuficiente, principal-
mente la de desechos médicos e industriales que, 
mezclados con los desechos domésticos, implican 
un grave peligro de contaminación. 

13 Wikipedia, Al Wahda Dam (Morocco), <en.wikipedia.org/
wiki/Al_Wahda_Dam_(Morocco)>.

Degradación del litoral y los humedales
La región del litoral y los humedales se extiende a lo 
largo de 140 km y sufre múltiples formas de deterio-
ro vinculadas a la fuerte concentración de la pobla-
ción – debida al traslado de actividades e inversiones 
hacia el litoral – y al turismo anárquico14.

Los humedales, particularmente, son en extre-
mo sensibles a las agresiones externas, y están sien-
do afectados por la contaminación industrial, urbana 
y agrícola, que incide sobre el nivel de toxicidad del 
aire, los suelos y el agua. La actividad turística en los 
humedales, además, se encuentra en pleno desarro-
llo, lo cual constituye un importante factor de presión 
sobre estas zonas. En cuanto a los lagos de la región, 
con la excepción del lago Sidi Boughaba, que tiene 
estatus de área forestal, ninguno cuenta con regu-
laciones claras en cuanto a su gestión y protección.

Los Objetivos del Milenio
Los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) si-
guen siendo la principal referencia para los ciuda-
danos y las organizaciones de la sociedad civil en 
el país. El Alto Comisionado para el Planeamiento 
sostiene que a seis años de la fecha límite de 2015, el 
desempeño de Marruecos lo convierte en uno de los 
países que está en condiciones de alcanzar los ODM 
para esa fecha15. Este optimismo, lamentablemente, 
no parece estar justificado. Los principales obstácu-
los para lograrlos son:

•	 La lentitud en la promulgación y la aplicación 
de las leyes que se refieren al medio ambiente. 

•	 Los impactos del cambio climático, que siguen 
siendo imprevisibles.

•	 La gran presión a la que son sometidos los re-
cursos naturales.

•	 La falta de sensibilización y de compromiso de 
los ciudadanos.

Conclusiones
A la hora de administrar los recursos debe superarse la 
laxitud con la que se abordó esa tarea en las décadas pa-
sadas; el país, de hecho, está sometido a un imperativo 
ecológico cuya gravedad aún no ha sido determinada.

Los modelos de desarrollo implementados por 
el Gobierno –y su falta de planeamiento a largo plazo– 
han fomentado las desigualdades. De hecho, el índice 
GINI, que mide la disparidad en el reparto de la rique-
za, ha aumentado en las últimas dos décadas. Para 
2011 fue estimado en casi 41 puntos, mientras que a 
principios de la década de 1990 se mantenía en 3916. 
Actualmente, la brecha entre los ricos y los pobres es 
más que notoria, especialmente si tenemos en cuenta 
las desafiantes condiciones de vida que enfrentan los 
sectores más necesitados de la sociedad. n

14 Ver: <www.estrechando.es/?p=794>.

15 Morocco Business News, Morocco to achieve MDGs by 
2015, HCP, (April 14 2010), <www.moroccobusinessnews.
com/Content/Article.asp?idr=18&id=1479>.

16 Trading Economics, GINI index in Morocco, (2011), <www.
tradingeconomics.com/morocco/gini-index-wb-data.html>.
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Un camino insustentable 

Los avances logrados en el país en materia de derechos humanos y desarrollo sustentable están en peligro. 
El Gobierno insiste en pasar por encima acuerdos y marcos legales para seguir adelante con la instalación de 
megaproyectos hidroeléctricos y viales que no sólo comprometen al medio ambiente y desplazan miles de 
personas de sus tierras sino que, además, revelan políticas de Estado irresponsables y totalmente ajenas a un 
enfoque integral de derechos humanos. México, pese a las protestas de la población y las organizaciones de la 
sociedad civil, parece haberse internado por una senda de desarrollo que dista de ser sustentable.

DECA Equipo Pueblo 
Areli Sandoval Terán  
Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario - IMDEC 
María González  
HIC-AL 
Silvia Emanuelli 

Adhiere: ESPACIO DESC

El país suscribió la Agenda 21 de la Conferencia de 
Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo 
realizada en Río de Janeiro en 1992; entre otros prin-
cipios, reivindicó que los seres humanos constituyen 
el centro de las preocupaciones relacionadas con el 
desarrollo sustentable, que tienen derecho a una vida 
saludable y productiva en armonía con la naturale-
za y que la protección del medio ambiente debería 
constituir parte integrante del proceso de desarrollo. 

La solidez y el equilibrio entre los factores am-
biental, económico y social, pilares del desarrollo 
sustentable de un país, deberían expresarse en 
el diseño y la ejecución de políticas, programas y 
proyectos congruentes, que garanticen la vida y el 
bienestar de las generaciones presentes y futuras. 
No obstante, el Estado mexicano promueve proyec-
tos que violan el derecho a un ambiente saludable y 
otros derechos humanos. Esta política contradice no 
solamente a Agenda 21 y otras obligaciones legales 
basadas en el derecho internacional sino que ade-
más va en contra de la Constitución y la normativa 
de protección ambiental vigente en el país. 

El caso de la presa El Zapotillo
Entre los muchos casos que en la actualidad están 
siendo denunciados por comunidades y organizacio-
nes civiles y sociales mexicanas, destaca el Proyecto 
de la presa El Zapotillo en la región de los Altos de 
Jalisco, impulsado por el Gobierno Federal a través 
de la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA), y los 
gobiernos del estado de Jalisco y Guanajuato bajo el 
argumento de que beneficiará al desarrollo local y 
regional al abastecer de agua potable a la ciudad de 
León, en Guanajuato, a 10 municipios de los Altos de 
Jalisco y a la ciudad de Guadalajara. 

Pero en toda estrategia y proyecto acorde con el 
derecho al desarrollo, los fines no pueden justificar a 
los medios. El Zapotillo implicará la construcción de 
una cortina de gravedad de 105 metros de concreto 
que almacenará 911 millones de metros cúbicos 
de agua; un área de embalse de 4.500 hectáreas, 
un acueducto de 145 kilómetros, a un costo total 

estimado de $8.010 millones de pesos mexicanos 
(aproximadamente USD 680.000.000), con una vida 
útil de tan sólo 25 años. En consecuencia, se destrui-
rá el cauce natural del río Verde y se inundarán tres 
comunidades que datan del siglo VI (Temacapulín, 
Acasico y Palmarejo). Cerca de 700 personas viven 
en estas comunidades, y un alto porcentaje de estos 
pobladores se compone de mujeres y adultos ma-
yores, que ya viven bajo la amenaza del desalojo y la 
desaparición de la cultura y la historia ancestral de 
sus comunidades.

Desde el 2005, cuando fue anunciado el proyec-
to de la presa, las comunidades han expresado su 
rechazo y han llevado a cabo un proceso organizativo 
de reivindicación pacífica de sus derechos. A lo largo 
de estos años de resistencia, han padecido hostiga-
miento y amenazas por oponerse al proyecto, por 
demandar su cancelación, por exigir la suspensión 
de todas las obras y actos que puedan afectar de 
manera irreparable sus derechos fundamentales, y 
por solicitar la realización de una evaluación, a través 
de expertos independientes aceptados por las comu-
nidades, del impacto social, cultural y ambiental del 
proyecto, el cual ha alterado de varias formas su vida, 
incluso en términos de salud psicosocial, debido a la 
presión ejercida por las autoridades y la amenaza de 
la desaparición de sus hogares.

Adicional al impacto comunitario, la presa El 
Zapotillo dañará gravemente el corredor biológico 
del río Verde, hará desaparecer las zonas de cultivo 
por inundación y aumento de la salinización de la tie-
rra, y afectará zonas de gran riqueza natural de flora 
y fauna. Todo esto incidirá sobre la vida de alrededor 
de 5000 personas de manera directa y a un número 
mucho mayor de manera indirecta, ya que también 
impactará en la sobreexplotación y contaminación 

de la Cuenca Lerma, Chapala, Santiago, Pacifico, 
agravando los conflictos sociales y las disputas por 
el agua que actualmente se viven en la región. 

Como en otros megaproyectos de infraestruc-
tura hidráulica en México, las autoridades federales 
y estatales han violado los derechos a la información, 
a la participación y a la consulta de las comunidades 
afectadas y han omitido realizar una evaluación so-
bre los impactos sociales que implican violaciones 
al derecho al medio ambiente sano, a la vivienda 
adecuada, a la alimentación, al agua, a la salud, a la 
tierra, a la libre determinación, al trabajo, entre otros 
derechos económicos, sociales y culturales. 

Los habitantes de Temacapulín han ganado va-
rios recursos legales para impedir la construcción 
de esta presa, pero las autoridades no han acatado 
los fallos judiciales. Frente a la continuación de los 
avances de la obra, la comunidad se organizó en 
marzo pasado para detenerla, y esta acción logró 
que a partir del 1º de abril de 2011, después de más 
de 6 años de comenzada la obra, se iniciara un pro-
ceso de diálogo entre la Secretaría de Gobernación 
Federal, la Comisión Nacional del Agua y el Comité 
Salvemos Temacapulín, Acasico y Palmarejo1. Sin 
embargo, dos meses después, en la llamada mesa 
resolutiva efectuada el pasado 1 de junio, las auto-
ridades confirmaron que continuarán con la presa 
para concluirla en 2012, a la vez que descalificaron 
a los opositores como minoría, quienes ante el ago-
tamiento de los recursos nacionales recurrirán a la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

1 Ver: <noalapresaelzapotillo.wordpress.com>.
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El impacto de las megarepresas
Desde hace más de una década, la Comisión Mundial 
de Represas2 señaló los graves impactos medioam-
bientales y sociales que las grandes represas han 
provocado alrededor del mundo. En el caso concreto 
de nuestro país, otro megaproyecto hidroeléctrico, el 
de la presa “La Parota”, ha sido objeto de atención y 
recomendaciones al Estado mexicano por parte del 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU); de tres Relatores Especiales de ONU con 
mandatos en materia del derecho a la vivienda, el de-
recho a la alimentación y los derechos de los pueblos 
indígenas; así como del Tribunal Latinoamericano 
del Agua. 

La Parota se pretende construir sobre el río Pa-
pagayo en el estado de Guerrero, y entre sus mayo-
res impactos ambientales y sociales se encontraría la 
inundación de 17.000 hectáreas de tierras de cultivo, 
carreteras, puentes y comunidades completas, con 
el consecuente desplazamiento de 25.000 personas 
en el área inmediata y 75.000 río abajo. La falta de 
información y consulta oportuna a las comunida-
des que serían afectadas, así como los potenciales 
impactos que tendría en el medio ambiente, en el 
desarrollo y en los derechos humanos de miles de 
personas es, como en el caso de “El Zapotillo”, una 
constante. 

No obstante las recomendaciones internacio-
nales emitidas, y la larga y ardua lucha social y legal 
desplegada por las comunidades opositoras junto 
con organizaciones aliadas, el Gobierno de Felipe 
Calderón no pretende revisar ni modificar su política, 
inmersa en un modelo de desarrollo que depreda el 
medio ambiente y acrecienta la injusticia social, de 
modo que el proyecto “La Parota” aún no ha sido 
cancelado. En abril de este año, las comunidades 
opositoras obtuvieron el quinto juicio a su favor, 
al ser anulada una asamblea agraria de 2010 por 
medio de la cual el gobierno federal intentaba ob-
tener la anuencia para la expropiación de las tierras 
sobre las cuales pretende construir la presa y así 
imponer el megaproyecto de manera ilegal. A partir 
de mayo, diversas organizaciones y redes han im-
pulsado una campaña para instar al recientemente 
electo gobernador de Guerrero a comprometerse 
con las comunidades y a gestionar ante el gobierno 
federal la cancelación definitiva de dicho proyecto 
hidroeléctrico3.

Desarrollo no sustentable en México, DF
Las políticas y proyectos que desafían el desarrollo 
sustentable en México no se dan solamente en con-
textos rurales. La enorme presión que las ciudades 
ejercen sobre los recursos naturales – por las gran-

2 Establecida por el Banco Mundial y la Unión Mundial para la 
Naturaleza en 1998 ante la creciente oposición a las grandes 
represas. <www.internationalrivers.org/files/wcdguide-s.pdf>.

3 Entre las organizaciones firmantes de la campaña se 
encuentran: Espacio DESC, Centro de Derechos Humanos 
“Tlachinollan”, Fundar, Serapaz, WITNESS, el Centro 
Mexicano de Derecho Ambiental, entre otras. Más 
información en: “Organizaciones refuerzan llamado a 
Gobernador de Guerrero para un No a la Parota”, <www.
tlachinollan.org/Noalaparota>.

des concentraciones de población y también por las 
decisiones de política pública que se toman a nivel 
local, carentes de un enfoque integral de derechos 
humanos – resulta cada vez más grave y peligrosa 
para las generaciones presentes y futuras. Una de 
las situaciones que más preocupan y ocupan actual-
mente a organizaciones civiles y sociales mexicanas 
es la del modelo de desarrollo impulsado por el ac-
tual Gobierno del Distrito Federal (GDF) en la ciudad 
de México, en muchos sentidos contradictorio con lo 
avanzado en derechos humanos. 

En 14 años de gobiernos de izquierda y parti-
cipación ciudadana, mucho se ha ampliado el re-
conocimiento y garantía de derechos humanos en 
el Distrito Federal (DF), la única de las 32 entidades 
federativas en el país que cuenta con un Diagnóstico 
y un Programa de Derechos Humanos (PDHDF), 
elaborados participativamente entre 2007 y 2009 
bajo el impulso de la Oficina en México de la Alta 
Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos, y que contempla sendos capítulos en ma-
teria del derecho a un medio ambiente sano, derecho 
al agua, derecho a la salud, a la vivienda, entre otros4. 

Es la única entidad, además, que cuenta des-
de 2010 con un Mecanismo de Seguimiento y 
Evaluación de carácter intersectorial, desde el cual 
diversos sectores, incluida la sociedad civil, se han 
organizado para la vigilancia del cumplimiento del 
PDHDF. También es la única entidad con una Ley 
del PDHDF – aprobada y promulgada en febrero y 
mayo de 2011, respectivamente – la cual establece 
la obligatoriedad para los entes públicos de la ciu-
dad de aplicar el enfoque de derechos humanos en 
las políticas públicas. Asimismo, se destaca por la 
elaboración participativa de la Carta de la Ciudad de 
México por el Derecho a la Ciudad – a iniciativa de 
organizaciones urbano populares – que incluye la 
visión de ciudad sustentable, habitable, saludable, 
y una serie de compromisos que fueron suscritos 
en julio de 2010 por los órganos políticos ejecutivo, 
legislativo y judicial a nivel local5. 

En la Cumbre Mundial de Líderes Locales y Re-
gionales del año pasado, el Jefe del GDF, Marcelo 
Ebrard, expuso a los alcaldes de otros países sus 
programas de seguridad, protección civil, movilidad 
no motorizada, ciudadanía y medio ambiente, así 
como proyectos inmobiliarios y desarrollos urbanos 
construidos o en vías de edificación como parte de 
los avances “en los siete ejes de acción de la agenda 
ambiental: suelo de conservación, habitabilidad y 
espacio público, agua, movilidad, calidad del aire, 
manejo de residuos y cambio climático…una agen-
da de trabajo que reflejara que la prioridad ambiental 
demanda el inicio de cambios que permitan recupe-
rar la sustentabilidad del desarrollo de la ciudad”6.

Pero en esta “ciudad de vanguardia” las contra-
dicciones se están exacerbando. Al grito de: “Mar-

4 Ver: <www.derechoshumanosdf.org.mx>.

5 Ver: <derechoalaciudaddf.blogspot.com>.

6 Ver: <ciudaddevanguardia.com/medio-ambiente>.

celo, entiende, la ciudad no se vende”7, alrededor de 
3.500 personas marcharon en febrero de 2011 en 
oposición a diversos megaproyectos que significan, 
entre otras cuestiones, la destrucción de árboles y 
áreas verdes que dañarán irreparablemente los pul-
mones de la ciudad, la destrucción de suelo de alto 
valor ambiental debido a la construcción de obras en 
zonas de conservación, y un grave impacto en zonas 
de recarga del acuífero. 

Una de estas obras es el Sistema Vial de Puen-
tes, Túneles y Distribuidores al Sur Oeste de la ciu-
dad de México (Supervía Oeste). En enero de 2011 la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 
(CDHDF) publicó un reporte que denunciaba las vio-
laciones a los derechos humanos cometidas por la 
construcción de la obra, incluyendo violaciones a los 
derechos a la seguridad jurídica, a la información y a 
la participación ciudadana, y en relación con dichas 
violaciones, la afectación a los derechos a un medio 
ambiente sano, al agua y a una vivienda adecuada de 
vecinos y vecinas de dichas delegaciones. 

El Ombudsman capitalino recomendó al Jefe de 
Gobierno ordenar la suspensión de la construcción de 
la Supervía Poniente hasta que se realice una consulta 
pública que garantice una participación amplia y plu-
ral, en la cual sean consideradas las preocupaciones, 
opiniones y propuestas de las personas afectadas por 
esta obra. Asimismo, la Recomendación enfatiza la 
necesidad de que el Gobierno valore distintas alter-
nativas de movilidad sustentable en el suroeste de 
la ciudad y que modifique el Reglamento de Impacto 
Ambiental y Riesgo en armonía con la Ley Ambiental 
del Distrito Federal en materia de obligatoriedad de la 
consulta pública en las evaluaciones de Manifestacio-
nes de Impacto Ambiental8. Los habitantes y las orga-
nizaciones de la sociedad civil van más allá, empero, y 
demandan la cancelación de la obra.

Las organizaciones civiles y sociales están 
demandando al GDF absoluta congruencia con los 
compromisos asumidos en el PDHDF, su Ley respec-
tiva y la Carta de la ciudad de México por el Derecho 
a la Ciudad, así como la cancelación de toda medida 
legislativa o de política pública regresiva en materia 
de derechos humanos, pues con la imposición de 
este tipo de proyectos las autoridades en la ciudad no 
solo están sumiendo a la población en un alto riesgo 
ambiental y social, sino que también están desman-
telando los avances democráticos que habían sido 
alcanzados y debilitando los canales institucionales 
de interlocución, diálogo, debate y propuesta. 

En conclusión, este tipo de megaproyectos de 
desarrollo que tanto autoridades federales como 
locales están impulsando a lo largo y ancho del país, 
revelan políticas de Estado irresponsables y no ba-
sadas en un enfoque integral de derechos humanos, 
que están conduciendo a México por una peligrosa 
senda, la de un desarrollo no sustentable. n 

7 Ver: <www.eluniversal.com.mx/notas/747578.html>.

8 Ver: <www.cdhdf.org.mx/index.php/boletines/999-
boletin-212011>.
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Una administración irresponsable

El Gobierno ha demostrado no sólo su impotencia para combatir la pobreza y las desigualdades sociales, 
sino también su incapacidad para presentar un plan convincente que mejore la vida de los ciudadanos. Los 
beneficios del crecimiento económico no han llegado a quienes más los necesitan en tanto los pobres siguen 
empobreciéndose más y más. El modelo aplicado es claramente insustentable y el Gobierno no está preparado 
para administrar los recursos naturales ni su concesión y explotación en beneficio de la ciudadanía. Pese a 
algunos avances en el campo de la corrupción, ésta sigue siendo uno de los principales problemas que se 
interponen entre los mozambiqueños y el bienestar.

Liga dos Direitos Humanos 
Centro de Integridade Pública 
Centro de Apoio a Justiça Informal 
Custódio Duma, coordinador

Mozambique posee una nada desdeñable riqueza en 
recursos naturales como gas natural, carbón vege-
tal, aluminio y plata, además de una costa de más de 
2.500 kilómetros de largo, ríos y bosques, madera y 
un vasto potencial turístico.1 Sin embargo, la posibili-
dad de que estos recursos contribuyan a la reducción 
de la pobreza en este país es remota, para empezar 
porque la política nacional de incentivos a los mega-
proyectos es irresponsable e insustentable. 

Algunos estudios sugieren, de hecho, que el 
gobierno no está preparado para administrar los 
recursos naturales, ni tampoco su concesión y ex-
plotación en beneficio de la economía nacional y 
de los ciudadanos en general, situación que contri-
buye a la pérdida de oportunidades para promover 
el desarrollo del país.2 Desde el final del año pasado, 
economistas, representantes de la sociedad civil y 
hasta la Comisión de Obispos Católicos de Mozam-
bique procuran persuadir al gobierno de que revea 
las exoneraciones fiscales que otorga a los mega-
proyectos mientras aumenta la presión tributaria 
sobre los ciudadanos.

El informe del Mecanismo Africano de Revisión 
entre Pares (MARP)3, publicado en noviembre de 2009, 
sostiene que la función pública mozambiqueña está 
politizada y que es difícil distinguir entre el Estado y Fre-
limo, el partido en el poder desde 1975, año de la inde-
pendencia nacional. Además de ser una forma discrimi-
natoria de gerenciar el sector público, esta combinación 
entre el partido y el Estado debilita la planificación de las 
políticas públicas y hace que todos los procesos socio-
económicos de desarrollo sean procesos politizados. 

Además, con sus discursos vacuos y medi-
das fallidas, el Gobierno ha demostrado no sólo su 

1 Maps of the World, Mozambique Natural Resources, 
<www.mapsofworld.com/mozambique/economy/natural-
resources.html>.

2 C. N. Castel-Branco, “O que é que a ITIE faz bem e o que é que 
não faz? Uma proposta de agenda de trabalho sobre os recursos 
naturais em Moçambique,” (25 de febrero de 2011), <www.iese.
ac.mz/lib/noticias/2011/CNCB_PGMM_Fev2011.pdf>.

3 African Peer Review Mechanism, “Country Review Report: 
Mozambique”, APRM Country Review Report No. 11, (junio 
de 2009), <www.aprm-international.org/index.htm>.

impotencia para combatir la pobreza y las desigual-
dades sociales sino también su incapacidad para 
presentar un plan convincente que mejore la vida 
de los ciudadanos. 

Un falso crecimiento
Recientemente, el Fondo Monetario Internacional 
(FMI) clasificó el crecimiento económico de Mo-
zambique como uno de los más altos de la región4 y 
previó además un crecimiento real del PIB del 7,25% 
en 2011 y del 8% en el mediano plazo. Estos bene-
ficios económicos, sin embargo, no ayudan a los 
pobres, que siguen empobreciéndose más y más. 
De hecho, el salario mínimo en Mozambique es de 
2700 meticales (90 USD) y solo satisface el 35% de 
las necesidades básicas de las familias, según los 
sindicatos y las organizaciones de trabajadores5. Un 
estudio realizado por la firma PriceWaterhouseCo-
opers, además, demostró que los mozambiqueños 
obtuvieron este año incrementos salariales de sólo 
un 9,8% frente a una inflación del 15%, lo cual les 
significó una pérdida equivalente al 5,2%. 

Por este motivo, no faltan los economistas que 
consideran falso el crecimiento económico del país, 
dado que más del 50% del presupuesto general del 
Estado es financiado por los países donantes y el 
80% de la inversión nacional procede de recursos 

4 MacauHub, IMF says Mozambican economy post growth 
of 6.5 pct in 2010, (11 de abril de 2011), <www.macauhub.
com.mo/en/2011/04/11/imf-says-mozambican-economy-
posts-growth-of-6-5-pct-in-2010>.

5 Empresas e Negócios, Salários mínimos são marca 
da pobreza em Moçambique, (26 de marzo de 2011), 
<empresasenegocios.org/2011/03/26/salarios-minimos-
sao-marca-da-pobreza-em-mocambique>.

externos6. Ninguno de los factores relacionados con la 
economía, como la balanza de pagos, el presupuesto 
del Estado, algunas de las inversiones y el control de la 
inflación, estaría determinado por la riqueza nacional 
o por el funcionamiento y los equilibrios internos, del 
mercado interno o de la producción nacional, sino por 
los recursos externos.

Aunque la gran inflación que padece el país 
sea consecuencia directa del alza internacional de 
los precios de los alimentos y del crudo, lo cierto es 
que Mozambique no tiene la capacidad de explotar 
su potencial y producir alimentos y otros insumos 
que incluso pudieran llegar a ser exportados y contri-
buir a la reducción de su dependencia externa. Pero la 
compleja situación económica del país está ante todo 
vinculada a modelos de crecimiento insustentables o 
poco realistas.

La lucha contra la corrupción
Aunque la organización Transparencia Internacional 
haya informado que el país mejoró en la lucha contra 
la corrupción, pasando de la posición 130 en 2009 a la 
116 en 2010, en un total de 178 países,7 este problema 
sigue siendo uno de los principales obstáculos para el 
desarrollo nacional, dado que se han acentuado cada 
vez más factores combinados como la debilidad de los 
procedimientos de gestión, la falta de transparencia en 
la administración pública, la impunidad de los infrac-
tores y la obsoleta legislación en la materia.

6 Canalmoz, Estabilidade económica de Moçambique é falsa, 
interview with João Mosca, (12 de abril de 2011), <www.
canalmoz.co.mz/hoje/19205-estabilidade-economica-de-
mocambique-e-falsa.html>.

7 Transparency International, Corruption Perceptions Index 
2010 Results, <www.transparency.org/policy_research/
surveys_indices/cpi/2010/results>.
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En cualquier caso, la mejora en la puntuación de 
la incidencia de la corrupción se debe al juzgamiento 
de dos importantes casos de desvío de fondos pú-
blicos que involucraron a dos ex ministros, uno del 
Interior y otro de Transportes y Comunicación, y tam-
bién a un presidente del Consejo de Administración de 
Aeropuertos, por un valor cercano a los 10 millones de 
dólares estadounidenses. Aun así, la decisión final de 
los casos8 solo demostró el grado de manipulación del 
poder judicial por el poder político.

La cuestión de la transparencia fue uno de los 
puntos principales de la agenda nacional en el período 
2010-2011, en lo referente a la industria extractiva. En 
el primer trimestre de 2011, Mozambique completó 
el primer paso para transformarse en país cumplidor 
de la Iniciativa por la Transparencia en la Industria 
Extractiva (ITIE) en el plano internacional, al publi-
car el primer informe anual con la declaración de los 
pagos hechos por empresas del sector extractivo y 
de las respectivas sumas recibidas por el Estado9. 
Análisis de organizaciones de la sociedad civil que 
participan en este proceso de la ITIE fueron unánimes 
en considerar irrisoria (menos del 1% del presupuesto 
del Estado) la contribución final de las seis empresas 
seleccionadas para formar parte del primer informe, 
referente al año fiscal 200810. 

Según análisis de especialistas, este informe 
pone de manifiesto cómo el Estado mozambiqueño 
pierde dos veces con la concesión de la explotación de 
sus recursos naturales: primero con los innecesarios 
incentivos fiscales que otorga a las multinacionales, y 
segundo con la subvalorización de la riqueza11. 

Pobreza y descontento 
A pesar del optimismo mostrado por el discurso polí-
tico oficial, estudios recientes muestran que el costo 
de vida de los mozambiqueños está creciendo. Ante 
la ausencia de mecanismos para el diálogo continuo 
y constructivo es posible se repitan los disturbios y 
revueltas populares de 2008 y 2010, como forma de 
manifestación del descontento.

Los “disturbios” del 5 de febrero de 2008 y del 
1 y 2 de septiembre de 2010 paralizaron la capital, 
Maputo, así como la ciudad de Matola, situada a solo 
20 kilómetros de aquella, y también repercutieron 
en las provincias de Gaza, Manica y Nampula, con 
un saldo de alrededor de una veintena de muertos y 
más de 200 heridos. El Gobierno solo logró ponerles 
fin cuando prometió, en ambas ocasiones, subsidios 
a los combustibles, al transporte semicolectivo de 

8 The Boston Globe, “Sentence Reduced in Mozambican 
Corruption Case,” (24 de mayo de 2011). Available from: 
<www.boston.com/business/articles/2011/05/24/sentence_
reduced_in_mozambican_corruption_case/>.

9 Iniciative de Transparência na Indústria Extractiva, Primeiro 
Relatório da Iniciativa de Transparência na Indústria 
Extractiva em Moçambique sobre a Reconciliação de 
Pagamentos e Recebimentos na Indústria Extractiva, <www.
itie-mozambique.org/relatorio.pdf>.

10 T. Selemane and D. Nombora, Implementação da ITIE, 
gestão de recursos naturais e urgência da renegociação 
e publicação dos contratos com mega projectos: O caso 
de Moçambique, (Maputo: Centro de Integridade Pública, 
mayo de 2011), <www.cip.org.mz/cipdoc/84_ANALISE%20
ITIE%20MOÇAMBIQUE%202011.pdf>.

11 Castel-Branco, op. cit.

pasajeros – conocido como “chapa 100”– y, recien-
temente, a algunos alimentos, con la promesa de una 
“canasta básica”.

En repetidas ocasiones desde 2007, el Presiden-
te de la República afirmó públicamente que el proble-
ma de la pobreza en el país era de origen psicológico 
y que la población debía ser más optimista y empezar 
a combatir su “pobreza mental”12. Por este motivo, la 
anterior estrategia de combate a la pobreza absoluta, 
denominada PARPA (Plan de Acción para la Reduc-
ción de la Pobreza Absoluta), pasó a llamarse desde 
mayo de 2011 PARP, porque se entiende que la pobre-
za de los mozambiqueños ha dejado de ser absoluta.

Sin embargo, la Tercera Evaluación de la Pobre-
za no llegó a las mismas conclusiones: según ésta, 
la pobreza absoluta afecta a cerca del 52% de los 
mozambiqueños13, con mayor incidencia en la de la 
zona central del país. Por esta razón, Mozambique 
no será capaz de alcanzar uno de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio, que es el de reducir su índice 
de pobreza del 80% que registraba en 1990 al 40% 
en 2015. La tasa de desempleo, además, se sitúa en 
el 21% de la población activa14.

Además, evaluaciones independientes realizadas 
al final de los cinco años del PARPA II, finalizado en 
2009, demostraron que fueron alcanzados menos 
del 50% de los objetivos. La demora en la elaboración 
del nuevo plan de acción PARP comprometió la fase 
siguiente, también de cinco años, que debería haber 
empezado en 2010. El Gobierno solo finalizó y aprobó 
el PARP en mayo de este año, en tanto en el ejercicio 
económico de 2010 a 2011 se basó en planes genéri-
cos y medidas improvisadas.

El Índice de Desarrollo Humano (que se estable-
ce teniendo en cuenta la esperanza de vida al nacer, el 
acceso al conocimiento y el nivel de vida digno) situó 
en 2010 a Mozambique en la posición número 165 en 
el mundo, con un indicador de 0,284, mientras que 
el Índice de Capacidades Básicas de Social Watch de 
2010 (que se establece teniendo en cuenta la mor-
talidad infantil, el porcentaje de partos asistidos por 
personal especializado y el porcentaje de niños que 
alcanzan quinto grado de enseñanza primaria) otorga 
a Mozambique un valor de 71, lo cual lo ubica en el 
rango de países con nivel de desarrollo bajo15.

Bajos indicadores de salud
La mortalidad infantil en el país es de 79 por cada 1000 
nacidos vivos16. El acceso a los servicios de salud 
es limitado, y un 50% de la población vive a más de 
20 kilómetros de su centro de salud más cercano, lo 

12 Government of Mozambique, A luta continua pela 
independência completa, (25 June 2010), <www.
portaldogoverno.gov.mz/noticias/news_folder_politica/
junho-2010/a-luta-continua-pela-independencia-completa>.

13 Ministério da Planificação e Desenvolvimento, Pobreza e 
Bem-Estar em Moçambique: Terceria Avaliação National, 
(October 2010), <www.ine.gov.mz/publicacoes/TERCEIRA_
AVALIACAO_NACIONAL_DA_POBREZA1.pdf>.

14 Index Mundi, Economia: Taxa de desemprego, <www.
indexmundi.com/map/?v=74&l=pt>.

15 UNDP, Human Development Report 2010; Social Watch, The 2010 
Basic Capabilities Index: Slowing Down, (Montevideo, 2010).

16 Index Mundi, População: Taxa de mortalidade infantil, <www.
indexmundi.com/map/?t=0&v=29&r=xx&l=pt>.

cual en la práctica quiere decir que carecen de acceso 
a esos servicios. Asimismo, el país se ve afectado 
negativamente por una serie de epidemias que por 
ahora están lejos de ser combatidas: 

•	 VIH/SIDA (el 16% de la población es seropo-
sitiva).

•	 Paludismo, responsable de cerca del 30% de 
todos los fallecimientos. La prevalencia de esta 
enfermedad en los niños de dos a nueve años va-
ría entre el 40 y el 80%, mientras que el 90% de 
los niños menores de cinco años de edad están 
infectados por parásitos del paludismo en algu-
nas zonas. El paludismo es también el mayor 
problema que afecta a las mujeres embarazadas 
en zonas rurales. Cerca del 20% de las mujeres 
embarazadas están infectadas por el parásito, 
siendo las primerizas las más afectadas, con una 
tasa de prevalencia del 31%.17 

•	 Tuberculosis, que es una de las principales cau-
sas de morbilidad y mortalidad y afecta a los 
grupos más vulnerables, en particular a adultos 
jóvenes, niños y personas que viven con VIH/
SIDA. Desde 1993, Mozambique figura en la 
lista de los 22 países del mundo considerados 
“países muy afectados”, con índices de mor-
bilidad muy elevados, y actualmente ocupa la 
posición número 18 en la clasificación de la 
Organización Mundial de la Salud (OMS).

•	 Lepra. Mozambique es el país que tiene la mayor 
prevalencia de esta enfermedad en África y uno 
de los seis países más afectados por la enferme-
dad en el mundo, con una tasa de prevalencia de 
1,4 cada 10.000 habitantes.18.

•	 Cólera: solo el año pasado, según el Ministerio 
de Salud, el cólera provocó 36 muertes de un 
total de 1.968 casos registrados.19.

Conclusión
Mientras el Gobierno no cambie su perspectiva 
sobre la pobreza le será imposible abordar ade-
cuadamente el problema. Del mismo modo, en la 
medida en que siga considerando válido medir el 
desarrollo del país únicamente a través de indica-
dores como el crecimiento del PIB, tampoco podrá 
responder con acierto a los acuciantes problemas 
que aquejan a los mozambiqueños, y el modelo 
de desarrollo que implemente no cumplirá con 
los principios de la sustentabilidad. El crecimien-
to económico por sí solo, como es sabido, no es 
suficiente. De ahí que proyectos como PARPA y su 
derivado PARP no hayan ocasionado una mejoría 
en la situación de la gente y que, por tanto, el des-
contento siga en alza. n

17 Ministério da Saúde, Programa Nacional de Controlo de 
Malária, <www.misau.gov.mz/pt/programas/malaria/
programa_nacional_de_controlo_da_malaria>.

18 Ministério da Saúde, Lepra, <www.misau.gov.mz/pt/
epidemias_endemias/lepra>.

19 Ministério da Saúde, Cólera, <www.misau.gov.mz/pt/
epidemias_endemias/colera>.
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Desarrollo no sustentable: causas y consecuencias

La inestabilidad política, las violaciones de derechos humanos y la corrupción son algunos de los desafíos 
principales en el país. El Gobierno también debe ocuparse de la pérdida de biodiversidad y la mala administración 
de los recursos agrícolas, además de la protección de los derechos humanos y la erradicación de la corrupción 
política a todo nivel. La discriminación en función de clases, castas, etnias, religión y género fomentan la 
creación y persistencia de pobreza, hambre, destrucción o degradación del medio ambiente y conflictos. Si no 
se abordan estos problemas subyacentes de modo eficaz, el desarrollo sustentable no pasará de ser un sueño.

Rural Reconstruction Nepal (RRN)
Sarba Raj Khadka

Después de un conflicto armado de diez años (1996-
2006) y la eliminación del sistema monárquico que 
había durado 240 años, en 2008 se instauró una 
república federal democrática en Nepal. En este mo-
mento se están realizando esfuerzos por institucio-
nalizar la forma republicana de gobierno mediante 
una nueva constitución, la reestructuración del esta-
do y la culminación del proceso de paz.

A lo largo del tiempo el Gobierno ha introducido 
una serie de políticas, planes y marcos legales para la 
conservación de la biodiversidad, la protección ambien-
tal y el desarrollo sustentable, centrados en beneficiar 
y capacitar a las poblaciones locales. Los instrumentos 
clave son la Estrategia Nacional de Conservación de 
1988, el Plan Maestro para el Sector Forestal de 1988, 
la Política y Plan de Acción Ambiental de 1993 y 1996, 
el Plan Agrícola de 1995, la Ley de Protección Ambiental 
de 1996, la Estrategia Nepalesa de Biodiversidad de 
2002 y la Agenda de Desarrollo Sustentable de 20031. 
Sin embargo, su implementación ha sido limitada.

Además Nepal ha ratificado varios instrumen-
tos y acuerdos internacionales en materia de de-
rechos humanos, entre los cuales la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Cli-
mático, el Convenio sobre la Diversidad Biológica, 
la Agenda 21 y la Declaración del Milenio de las 
Naciones Unidas y ha preparado un Programa Na-
cional de Acción para la Adaptación para enfrentar 
los problemas derivados del cambio climático. La 
implementación de estos acuerdos internacionales 
también ha sido escasa.

Desafíos al desarrollo sustentable
Hay varios obstáculos para lograr el desarrollo sus-
tentable en Nepal. El más grave es la falta de estabi-
lidad política, especialmente debido a los cambios 
del sistema político en la década de 1990 y luego en 
2008 y la actual situación de transición política. Tanto 
la redacción de una nueva constitución como la cul-
minación del proceso de paz avanzan muy lentamen-
te, y el proceso de transformación socioeconómica 
sustentable sigue detenido. 

1 S.R. Khadka, Biodiversity Conservation in Nepal: Policies 
and Ground Realities, (Saarbrücken, Alemania: Lambart 
Academic Publishing, 2011).

En el pasado casi todos los cambios políticos 
y los esfuerzos de desarrollo socioeconómico eran 
dominados por grupos de élite que favorecían sus 
propios intereses en lugar de ayudar a los más ne-
cesitados. La discriminación en función de clases, 
castas, etnias, religión y género ha generado pobreza, 
hambre, destrucción o degradación del medio am-
biente y conflictos. Si no se abordan las violaciones de 
derechos humanos y la exclusión socioeconómica de 
manera eficaz y como parte de un plan sujeto a plazos 
y realista, el desarrollo sustentable no será posible.

El proceso de globalización y la adhesión a un 
modelo de desarrollo económico neoliberal han re-
presentado un escollo permanente para un desarro-
llo centrado en las personas, respetuoso del medio 
ambiente y económicamente viable. Las condiciones 
comerciales injustas –entre las cuales la imposición de 
barreras arancelarias y de otro tipo y medidas sanitarias 
y fitosanitarias sin considerar los acuerdos comerciales 
preferenciales– también son contraproducentes para el 
desarrollo sustentable en países como Nepal. De esta 
manera, el país se dirige lentamente hacia los enfoques 
del desarrollo orientados al lucro e impulsados por el 
mercado, que incluyen el controvertido modelo de aso-
ciación entre el sector público y el privado.

El desarrollo sustentable y los problemas 
ambientales
Aunque la contribución de Nepal a las emisiones 
mundiales de gases con efecto invernadero es míni-
ma (1.977 kg per cápita en comparación con el pro-
medio mundial de 3,9 toneladas per cápita)2, es uno 

2 Gobierno de Nepal y equipo de las Naciones Unidas en Nepal, 
–Nepal Millennium Development Goals, Progress Report–, 
(Katmandú, 2010).

de los países que más sufre los efectos desastrosos 
del calentamiento global y el cambio climático.

Las precipitaciones irregulares, inadecuadas o 
excesivas debido al cambio climático han tenido efectos 
negativos sobre los medios de vida de las personas. Los 
sistemas fluviales que nacen en la cadena nevada del 
Himalaya proporcionan agua para beber, para higiene 
e irrigación en todo el subcontinente de Sudasia. La 
nieve se está derritiendo más rápido y se prevé que 
eso causará escasez de agua en toda la región. Tam-
bién está el peligro inminente de desbordamiento de 
lagos glaciares. Otro riesgo del cambio climático es 
la desertificación gradual de las zonas agrícolas. Las 
políticas y programas para responder a los impactos 
del cambio climático ofrecen cobertura muy limitada y 
su aplicación es poco eficaz. Se ocupan más bien de los 
síntomas que de las causas fundamentales.

Nepal es uno de los países del mundo que me-
nos energía consume, por lo que su contribución a 
la degradación ambiental por el consumo energético 
también es mínima. En 2007 su nivel de consumo de 
energía era de 7,16 toneladas equivalentes de petró-
leo por año, y se basaba fundamentalmente en fuen-
tes tradicionales de energía como la madera (72%), 
los desechos agrícolas (5%) y el estiércol (7%)3. 
El 16% restante se cubría con fuentes comerciales 
(carbón, 2,4%; petróleo, 9,9% y electricidad, 2,7%) 
y la energía renovable era menos del 1%4. Las perso-
nas pobres y vulnerables que viven principalmente 
en las zonas urbanas tienen acceso limitado o nulo a 
la energía alternativa pues las tecnologías necesarias 
para ello requieren mucho capital.

3 Ministerio de Finanzas, Encuesta de Seguimiento de la 
Declaración de París, Informe País: Nepal, (Katmandú, 2011).

4 Ibíd.
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La disminución de la biodiversidad y la crecien-
te destrucción y degradación genética también son 
amenazas al desarrollo sustentable. Conscientes de 
la importancia de proteger el ambiente, las Naciones 
Unidas convocaron en 1992 la Segunda Conferencia 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, que tam-
bién adoptó el Convenio sobre la Diversidad Bioló-
gica (CDB). Según el artículo 1º, los objetivos de la 
CDB son: la conservación de la diversidad biológica, 
la utilización sustentable de sus componentes y la 
participación justa y equitativa en los beneficios que 
se deriven de la utilización de los recursos genéticos. 
La CDB entró en vigencia en Nepal el 21 de febrero 
de 1994.

Como estado parte del convenio, el país ha 
preparado políticas y planes de conservación de la 
biodiversidad, entre los cuales la Estrategia Nepalesa 
de Biodiversidad en 2002. El objetivo de esta estra-
tegia es la elaboración de un marco estratégico para 
los programas de conservación de la biodiversidad, 
el mantenimiento de los procesos y sistemas ecoló-
gicos y la participación equitativa en los beneficios 
generados. El país alberga 118 ecosistemas, 75 tipos 
de vegetación y 35 tipos de bosques con impor-
tante presencia de especies y diversidad genética5. 
Sin embargo, existen amenazas a la biodiversidad 
a nivel de ecosistemas, de especies y de recursos 
genéticos6.

La pérdida de ecosistemas se debe a la con-
versión del ambiente natural (bosques, praderas y 
humedales) para otros usos humanos. Por ejemplo, 
se informa que el hábitat forestal está decreciendo a 
una tasa anual del 1,7%; si la tendencia continúa es 
muy probable que el ecosistema forestal se degrade 
en forma acelerada7. Los recursos genéticos están 
mermando por la destrucción de hábitats naturales, 
el pastoreo excesivo, la fragmentación de la tierra, 
la comercialización de la agricultura, el aumento de 
las variedades de alto rendimiento y el uso indiscri-
minado de pesticidas8. La contaminación, el fuego, 
la introducción de especies exóticas y el comercio 
y la caza ilegales –además de la alta incidencia de 
pobreza en las poblaciones que siguen creciendo– 

5 Gobierno de Su Majestad de Nepal, Ministerio de Bosques y 
Conservación del Suelo, Segundo informe nacional sobre la 
implementación del Convenio sobre Diversidad Biológica en 
Nepal, (Katmandú: 2002).

6 T.M. Maskey, “State of Biodiversity in Nepal”, en Pie Shengji 
(ed.), Banking on Biodiversity: Report of the Regional 
Consultation on Biodiversity Assessment in the Hindu Kush 
Himalayas, (Katmandú: International Centre for Integrated 
Mountain Development (ICIMOD), 1996).

7 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
(UNEP, por sus siglas en inglés), Nepal: State of the 
Environment, Ministerio de Población y Medio Ambiente del 
Gobierno de Su Majestad de Nepal, South Asia Cooperative 
Environment Programme, ICIMOD, Agencia Noruega de 
Cooperación para el Desarrollo y UNEP, (Bangkok: 2001).

8 Khadka, op. cit.

también son causas importantes del agotamiento 
de la diversidad biológica. Otros problemas como la 
erosión del suelo y los deslizamientos de tierras, que 
son más pronunciados en las zonas ecológicas de 
colinas medianas y alta montaña durante los monzo-
nes del verano, se deben a la falta de sensibilización 
de la población y el uso inadecuado de la tierra por 
los agricultores.

Agricultura y mala administración
El uso inescrupuloso y poco sistemático de la tecno-
logía de la revolución verde9 es otro problema en un 
país cuya economía se basa en la agricultura: más 
del 65% de la población económicamente activa 
de Nepal trabaja en agricultura en tierra, aunque las 
parcelas son pequeñas. Si bien el uso de la tecno-
logía de la revolución verde mejoró la situación de 
inseguridad alimentaria y pobreza en algunas zonas 
del país, aunque sea de forma temporal, ha destruido 
los sistemas indígenas tradicionales. Buena parte de 
la investigación se centró en los resultados a corto 
plazo y no en las soluciones sustentables y estables 
que eran la base de los conocimientos y destrezas 
autóctonos. Además la agricultura hoy en día se basa 
casi enteramente en insumos importados que deben 
ser reemplazados con frecuencia. 

Los nepaleses son muy dependientes de los 
recursos naturales para sus medios de vida, y los 
niveles extremos de pobreza han llevado a las per-
sonas a utilizar recursos marginales de modos no 
sustentables. Por ejemplo, es posible que no tengan 
otra opción que cultivar en laderas inestables o inva-
dir con sus plantíos en zonas que estaban destinadas 
a otros usos, y tienen niveles de inversión muy bajos 
como para poder aumentar la producción.

Corrupción y falta de educación adecuada
Una cultura de la impunidad y la corrupción en au-
mento son otros desafíos para el desarrollo susten-
table en Nepal. Según el informe 2010 de Transpa-
rencia Internacional, el país está en el 148º lugar con 
una puntuación de 2,2 en el Índice de Percepción de 
la Corrupción10. Es evidente que las autoridades se 
interesan más por su fortuna personal que por la cali-
dad y sustentabilidad de las obras para el desarrollo.

9 Las iniciativas de investigación y tecnología de fines de 
la década de 1960 apuntaron a aumentar la producción 
agrícola a través del desarrollo de variedades de cereales 
de alto rendimiento, la ampliación de la infraestructura de 
riego, la modernización de las técnicas de administración y 
la distribución de semillas híbridas, fertilizantes sintéticos y 
pesticidas a los agricultores.

10 Transparencia Internacional, Informe 2010 del Índice de 
Percepción de la Corrupción, (Washington, DC: 2010), 
<www.transparency.org/policy_research/surveys_indices/
cpi/2010/results>.

El compromiso político cada vez menor con la 
implicancia nacional y los sistemas locales es aún 
otro desafío. Se canaliza la ayuda para el desarrollo 
sin considerar en absoluto las necesidades y los 
intereses concretos de las personas y, por ende, los 
mecanismos que serían más adecuados. La falta 
de educación y concienciación adecuadas también 
ponen en riesgo el desarrollo sustentable, mientras 
que el sistema educativo fomenta el consumismo 
y un estilo de vida insustentable, que prioriza los 
mercados y las ganancias.

Conclusión y recomendaciones
Las graves violaciones a los derechos humanos, la 
exclusión socioeconómica, la ausencia de justicia 
social y la falta de una administración eficaz de los 
recursos naturales están entre los obstáculos princi-
pales al desarrollo sustentable en Nepal. Por tanto se 
recomiendan las siguientes medidas para remediar 
esta situación y hacer que la sustentabilidad sea una 
realidad y no un sueño:

•	 Fomentar la democracia, la paz y la justicia.

•	 Proteger, respetar y cumplir los derechos huma-
nos de las personas.

•	 Enfrentar las causas subyacentes de la pobreza 
y los conflictos.

•	 Promover una participación significativa de la 
población en todos los aspectos de la gober-
nanza estatal.

•	 Detener la corrupción política a todos los ni-
veles.

•	 Fomentar una cultura de hacer frente a las nece-
sidades y no de la avaricia.

•	 Aplicar medidas eficaces para enfrentar los efec-
tos del cambio climático y reducir las emisiones 
de gases de efecto invernadero.

•	 Asegurar una inversión adecuada en investi-
gación, desarrollo y divulgación para impulsar 
un desarrollo sustentable que se base en las 
necesidades y las prioridades del país.

•	 Lograr la participación de los pobladores loca-
les en la planificación, implementación y segui-
miento de la gestión de los recursos naturales.

•	 Invertir en el aprovechamiento de fuentes alter-
nativas de energía. n
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Recaudar para un futuro mejor

El país no accederá a un modelo de desarrollo sustentable a menos que supere el actual empobrecimiento de 
recursos. Los suelos están siendo sobreexplotados, los recursos pesqueros están al borde del agotamiento, 
la deforestación es creciente debido a la tala indiscriminada y a insustentables prácticas agropecuarias, y la 
dependencia del cultivo del café daña, entre otros, los recursos hídricos. Las arcas del Estado, sin embargo, 
están vacías. Se impone una profunda reforma del sistema tributario que permita recaudar y volcar fondos de 
manera más justa y eficiente e invertir en educación y métodos productivos menos agresivos para el ambiente. 

Coordinadora Civil
Dr. Adolfo José Acevedo Vogl

El país necesita un volumen mucho mayor de recur-
sos para implementar políticas públicas que pro-
muevan el desarrollo sustentable; por ello, se vuelve 
necesaria una trasformación del sistema tributario. 
Esto es necesario, también, para contrarrestar la 
tendencia al descenso de la cooperación externa, en 
términos absolutos y como porcentaje del PIB. 

Para que el Estado cuente con el financiamien-
to necesario para sostener niveles adecuados de 
inversión en capital humano, infraestructura básica 
y protección social, y para que se logren los efectos 
esperados en materia de equidad es fundamental que 
la estructura de financiamiento de este gasto descan-
se con mayor fortaleza relativa sobre los estratos de 
mayores ingresos de la sociedad, en lugar de que 
lo haga sobre los estratos medios y bajos (ver en 
recuadro la propuesta de Coordinadora Civil). 

A la vez, esta necesidad de financiamiento atien-
de un principio básico de la economía sustentable, 
que es el de la justicia intergeneracional, definida así 
en 1974 por James Tobin : “Los administradores de 
las instituciones dotadas de fondos son guardianes 
del futuro contra los reclamos del presente. Su tarea 
al manejar las fundaciones es preservar la equidad 
entre generaciones”1. 

Desafíos ambientales
La ausencia de un modelo de desarrollo sustenta-
ble se vuelve especialmente visible al considerar 
la pobre administración de los recursos naturales 
que han hecho los sucesivos Gobiernos. Las reser-
vas de agua, por ejemplo, se han visto reducidas 
debido a la contaminación y la deforestación, lo 
cual ha incrementado el costo de las inversiones 
destinadas a garantizar el acceso de la población 
al recurso, a la vez que redujo el volumen de agua 
destinada a la agricultura y a la generación de ener-
gía hidroeléctrica2. 

1 James Tobin, “What Is Permanent Endowment Income?” 
American Economic Review, (Mayo 1974), pag. 427.

2 Clima y ambiente de Nicaragua, Un cambio de actitud en 
el día de la Tierra (22 de abril de 2009), <climayambiente.
blogspot.com/2009/04/un-cambio-de-actitud-en-el-dia-
mundial.html>.

En cuanto a la deforestación, el país pierde anual-
mente 75 mil ha de bosque debido a la tala ilegal, a las 
prácticas no sustentables del sector agropecuario y a 
los incendios, muchas veces producto de las quemas 
agrícolas. El uso de la madera como combustible ha 
agravado la situación: en el presente, el 76% de la ener-
gía destinada a cocinar proviene de la leña3. El daño 
infligido a los bosques, además, ha contribuido a la ero-
sión de los suelos, lo cual pone en peligro la agricultura.

En junio de 2011 el Gobierno manifestó su pre-
ocupación por el problema, y anunció que se había 
logrado reducir la tasa de deforestación en un 50%4. 
Sin embargo, de los 12 millones de ha de bosque, 
más de 8 millones permanecen degradadas.

La sobreexplotación de los recursos pesqueros 
pone en evidencia el modelo no sustentable de creci-
miento económico que ha venido implementándose 
en el país. La pesca de langosta, por ejemplo, ha 
venido llevándose a cabo a más del doble de la ca-
pacidad regenerativa de la especie. El Gobierno falla, 
además, en implementar medidas adecuadas contra 
la pesca ilegal5.

La industria camaronera, además, ha deterio-
rado los ecosistemas del mangle y los humedales 
de la costa del Pacífico, además de contaminar los 
cuerpos de agua mediante el vertido de residuos y 
sustancias químicas tóxicas. 

A su vez, el deficiente manejo de los residuos 
sólidos en las ciudades ha incrementado el problema 

3 Ibid.

4 Diario Web Centroamérica, Nicaragua logró reducir la 
deforestación en 50 por ciento, (7 de junio de 2011), <www.
diariowebcentroamerica.com/region/nicaragua-logro-
reducir-la-deforestacion-en-50-por-ciento>.

5 Ibid.

de los basurales en las áreas con mayor densidad 
de población, donde la falta de planificación urbana 
ha aumentado la vulnerabilidad de los sectores más 
pobres de la población a las enfermedades y a los 
desastres ambientales. Este incremento de la vul-
nerabilidad, además, pone al país en una situación 
delicada frente a los diversos modelos de cambio 
climático6.

Pero el principal problema del país en cuanto al 
deterioro medioambiental es su dependencia del cul-
tivo de café. 26% de los establecimientos agropecua-
rios nicaragüenses se dedican a ello, ocupando un 
15% de la tierra cultivable, y 25% del área dedicada a 
cultivos exportables7. Según América Economía: “El 
Centro de Trámite de las Exportaciones de Nicaragua 
(Cetrex) informó que el café ha generado USD 154 
millones en los primeros cinco meses de la cose-
cha 2010-2011 (octubre-febrero), lo que representa 
unos USD 85 millones más que el mismo periodo de 
la cosecha 2009-2010”8. El problema es que el cul-
tivo intensivo de café es extremadamente agresivo 
para el medio ambiente, acarreando deforestación, 
pérdida de biodiversidad, contaminación agroquí-
mica, erosión del suelo y sobre todo el agotamiento 
de los recursos hídricos, debido a la gran cantidad 

6 Ibid.

7 Nicabilingüe, “El Café Nicaragüense”, Luis Castrillo, 
<nicabilingue.com/index.php?option=com_
content&view=article&id=46:el-cafe&catid=43:medio-
ambiente&Itemid=49>.

8 América Economía, “Cosecha de café en Nicaragua crece 
8,6% y reporta US$154 millones”, (22 de marzo de 2011), 
<www.americaeconomia.com/negocios-industrias/cosecha-
de-cafe-en-nicaragua-crece-86-y-reporta-us154-millones>.
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de agua utilizada en su cultivo y procesamiento9. El 
medio ambiente nicaragüense, agredido y depreda-
do desde hace más de un siglo por la explotación 
agrícola frutera, no puede soportar indefinidamente 
el crecimiento y expansión del cultivo cafetero si no 
se aplican políticas agrarias que regulen las técnicas 
de cultivo y permitan la recuperación del suelo. Nin-
gún crecimiento sustentable puede esperarse de un 
terreno yermo y agotado.

El deterioro educativo
El desarrollo sustentable implica el legado de bienes 
de la presente generación a las que la siguen. Para 
esto una educación que potencie a los ciudadanos 
para mejor explotar los recursos humanos y natura-

9 Noarys Pérez Díaz, Raisa Castillo Ramos, Leila Carballo 
Abreu, José Ángel Veliz Gutiérrez,,Impacto ambiental 
en el cultivo y procesamiento del café y su repercusión 
social, (Cuba: Universidad de Pinar del Río), <www.
monografias.com/trabajos-pdf/impacto-ambiental-
cultivo-procesamiento-cafe/impacto-ambiental-cultivo-
procesamiento-cafe.pdf>.

les heredados es imprescindible, pero el panorama 
en este aspecto también es desalentador en Nica-
ragua. Una encuesta divulgada en mayo y realizada 
por la consultora M&R muestra que los consultados, 
en su gran mayoría, perciben un grave deterioro del 
sistema educativo, cuyo acceso se ve dificultado en 
tanto la calidad de la enseñanza se percibe como 
severamente empobrecida y desactualizada. A esta 
percepción cabe agregar el hecho de que los maes-
tros perciben salarios muy por debajo del salario 
promedio nacional.10

El 78,9% de los encuestados, de hecho, opina 
que el estado de la infraestructura escolar es malo o 
pésimo, a la vez que el 70,8% califica de idéntica ma-
nera a la calidad de la educación impartida. En cuanto 
al salario de los docentes, el 91,8% de los encues-
tados juzgó de la misma manera la remuneración 
percibida por los maestros de las escuelas públicas 

10 Ver: <www.ccer.org.ni/noticias?idnoticia=769>.

primarias, mientras que el 89,4% calificó también 
como malo o pésimo el salario de los docentes de 
escuelas públicas secundarias.

Asimismo, los encuestados coinciden en que in-
crementar de manera significativa la inversión pública 
en educación básica y media (llevándola al menos al 
7% del PIB) podría mejorar la situación y garantizar 
que sea impartida una enseñanza de mayor cobertura 
y calidad. El 92,8% de los encuestados opina que 
el Gobierno debe incrementar significativamente la 
asignación presupuestaria a la educación.

Asimismo, el 93,5% señaló que el país necesita 
establecer un gran acuerdo nacional a largo plazo 
que, independientemente de la orientación política 
del gobierno de turno, asegure que se respete y se dé 
continuidad a cualquier política destinada a mejorar 
la educación. La educación y el desarrollo susten-
table sólo pueden ser abordados por una reforma 
tributaria que posibilite destinar los fondos con los 
que hoy el Estado no cuenta. Los primeros objetivos 
en el camino de alcanzar la sustentabilidad deben 
ser: recaudar, preservar y educar. n

La propuesta tributaria de la Coordinadora Civil1 se sustenta en tres prin-
cipios fundamentales:

• El principio de generalidad de los tributos. Para poder financiar la am-
pliación del gasto de inversión en capital humano, infraestructura bási-
ca y protección social será preciso expandir al máximo la base gravable 
del sistema. Esto significa que, en principio, todos los residentes del 
país que estén en capacidad económica de hacerlo, deben contribuir 
al financiamiento de los servicios que presta el Estado. También los no 
residentes que obtengan rentas del país tienen la obligación de hacerlo. 
Lo anterior implicaría una profunda revisión del extenso y generoso 
sistema de exenciones y exoneraciones que sacan del alcance del 
sistema tributario a sectores enteros de la economía, generalmente 
los mas dinámicos y redituables.

• El principio de equidad vertical. Las personas con mayor capacidad contri-
butiva deben hacer un aporte relativo mayor que las personas de menores 
recursos. Esto implicaría revisar el tratamiento preferencial que reciben las 
rentas o ingresos del capital, las cuales se encuentran altamente concen-
tradas en los estratos de mayores ingresos de la población.

• El principio de equidad horizontal. Las personas con una capacidad 
económica similar deben ser tratadas de manera similar por el sistema 
tributario: se considera injusto que, si dos personas tienen la misma 
capacidad contributiva, tributen de manera diferente (uno mas que el 
otro, o uno menos que el otro) o que uno sea gravado, y el otro no.

Para materializar estos principios, se propone una transformación pro-
funda de los dos pilares básicos del sistema tributario, el impuesto sobre 
la renta y el impuesto al valor agregado. 

En el caso del primero, la propuesta apunta a que el sistema de im-
posición sobre la renta sea modificado del actual sistema sustentado en 

un tratamiento separado y preferencial a las rentas pasivas del capital (el 
cual resulta altamente discriminatorio de las rentas salariales, que son las 
únicas que quedan sometidas a la escala de tasas marginales progresivas) 
a un sistema de imposición de carácter global; y también desde el criterio 
jurisdiccional territorial al principio jurisdiccional de renta mundial. 

Adoptar un sistema de imposición global sobre la renta significa 
que, en principio, cada contribuyente debería integrar o sumar en su 
base imponible la totalidad de sus fuentes de renta, independientemente 
del origen de éstas. La adopción de un principio jurisdiccional de renta 
mundial significa que los contribuyentes residentes deben integrar a 
su base imponible todas sus fuentes de renta, ya sean obtenidas en el 
territorio o en el exterior. Esto permitirá que la tributación sobre la renta 
aplique plenamente el principio de capacidad contributiva, lo cual no solo 
tendría un rendimiento recaudatorio mucho mayor que la que se obtiene 
bajo el actual sistema, incrementando con ello la capacidad redistributiva 
de este impuesto, sino que permitiría lograr una mayor equidad, tanto 
horizontal como vertical. 

En caso de las rentas de no residentes, el tratamiento se corres-
pondería con la tendencia internacional de utilizar el fundamento en el 
principio del beneficio para justificar la imposición en la fuente de los no 
residentes y el principio de capacidad contributiva el de la tributación en 
la residencia. Se trata de distribuir el poder tributario entre ambos princi-
pios, como subyace en el contexto de los Convenios para Evitar la Doble 
Imposición Internacional.

En cuanto a la modernización en el diseño del Impuesto a la Renta se 
propone incorporar normas que estén acordes con la apertura financiera 
y comercial operada durante la década pasada, tales como regulaciones 
sobre precios de transferencia entre partes relacionadas, capitalización 
delgada y transacciones con paraísos fiscales. 

LA PROPUESTA TRIBUTARIA DE COORDINADORA CIVIL

1 Ver: <www.ccer.org.ni/>.
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Ray Onyegu

Aunque el país tiene abundantes recursos naturales 
como bauxita, oro, estaño, carbón, petróleo y bos-
ques, y genera importantes ganancias del sector pe-
trolero, todavía está poco desarrollado. El Índice de 
Desarrollo Humano de 2010 ubica a Nigeria entre los 
países de bajo desarrollo humano, con un valor de 
0,423 que lo coloca en el lugar 142 entre 169 países1. 
La situación ha empeorado aún más por los esfuer-
zos no sustentables realizados en el último decenio.

De 2003 a 2007 el Gobierno trató de implemen-
tar un programa llamado Estrategia de Desarrollo por 
el Empoderamiento Económico Nacional (NEEDS, 
por sus siglas en inglés), pensado para elevar el nivel 
de vida a través de una serie de reformas que incluían 
la liberalización de la economía y la privatización de 
bienes estatales2. El Gobierno estimó que el NEEDS 
crearía 7 millones de empleos nuevos, diversificaría 
la economía, fomentaría las exportaciones no ener-
géticas y mejoraría la productividad agrícola. Sin 
embargo en 2010, tres años después de su imple-
mentación, el 92% de la población todavía vivía con 
menos de USD 2 por día, mientras cerca del 71% 
sobrevivía con menos de USD 1 por día3.

El desarrollo estancado de Nigeria se debe a 
razones que incluyen las políticas macroeconómicas 
inadecuadas, el débil crecimiento económico, los 
efectos negativos de la globalización, la falta de bue-
na gobernanza, la corrupción, el peso de la deuda, la 
baja productividad y las bajas remuneraciones en el 
sector informal, las deficiencias del mercado laboral 
que limitan el crecimiento del empleo y llevan al des-
empleo, una alta tasa de crecimiento de la población, 
el escaso desarrollo de los recursos humanos, el 
aumento de los delitos y la violencia, y la degradación 
ambiental que resulta tanto del cambio climático 
como de actividades humanas.

1 UNDP, Informe de desarrollo humano 2010: The Real Wealth 
of Nations, (Nueva York: 2010), <hdr.undp.org/es/reports/
global/hdr2010/>.

2 Biblioteca del Congreso – Federal Research Division, Country 
Profile: Nigeria, (2008), p.11, <lcweb2.loc.gov/frd/cs/
profiles/Nigeria.pdf>.

3 AllAfrica.com, UNESCO on Poverty in Nigeria, (27 de enero 
de 2010), <allafrica.com/stories/201001280540.html>.

Esta situación se agrava aún más por el modelo 
de desarrollo extractivo que aplica el Gobierno. Por ello 
a pesar de que indicadores recientes mostraron cierto 
progreso económico (el PIB aumentó del 5,6% en 2010 
a un 6,8% estimado para 2011)4, el país sigue siendo 
muy dependiente de la industria de los hidrocarburos5, 
que claramente son recursos no renovables y por lo 
tanto inadecuados como base del desarrollo susten-
table. El mayor desafío que debe enfrentar el país es la 
pobreza, que está asociada a los problemas medioam-
bientales del país, derivados en su mayor parte de las 
prácticas extractivas: desertificación, inundaciones, 
degradación ambiental y pérdida de biodiversidad.

Desertificación
Todos los años se pierden casi 350.000 hectáreas de 
tierras cultivables ante el avance del desierto6. Las 
causas naturales son, entre otras, el mal estado físi-
co del suelo, la vegetación y la topografía, así como 
las tierras cada vez más secas y la extrema variabi-
lidad climática que es intrínseca a la región como lo 
demuestran las sequías periódicas. Además hay una 
sobreexplotación por los seres humanos, pastoreo 
excesivo, deforestación y mala irrigación por diver-
sos factores como el crecimiento demográfico, las 
migraciones y las condiciones socioeconómicas de 
penuria en que viven las personas7.

4 IndexMundi, Nigeria GDP – real growth rate, <www.
indexmundi.com/nigeria/gdp_real_growth_rate.html>.

5 EconomyWatch, Nigeria economy, <www.economywatch.
com/world_economy/nigeria/>.

6 N. Medugu, “Nigeria: combating desertification and 
drought”, AllAfrica.com, (2 de junio de 2009), <allafrica.com/
stories/200906030289.html>.

7 Ibíd

La demanda de madera para viviendas, com-
bustible, la industria pesquera y otros usos, y la eli-
minación de árboles, arbustos, plantas herbáceas y 
cubierta herbácea siguen acelerando la degradación 
del suelo a condiciones de desierto. Los pastores 
también cortan follaje para alimentar sus animales 
y usan las ramas para construir cercos. Otras cau-
sas de la creciente desertificación de Nigeria son las 
quemas de arbustos por los aldeanos para despejar 
tierra para los cultivos, los incendios provocados por 
los cazadores para encontrar animales, los fuegos 
que inician los ganaderos para eliminar el pasto seco 
y estimular el crecimiento de los brotes y el cultivo de 
zonas marginales en períodos de lluvias superiores 
a las habituales.

El uso intensivo de ecosistemas frágiles y 
marginales ha llevado a la degradación progresiva 
de las tierras agrícolas marginales aun en años de 
precipitaciones normales8. La insuficiente provisión 
de agua en la mayor parte de Nigeria, a causa de las 
sequías, ha llevado a una mayor contaminación de 
las restantes fuentes de agua y aumenta las enferme-
dades que se transmiten por el agua como el tifus, la 
Hepatitis A y el cólera. Se teme que los daños cau-
sados por las sequías y la presión de la población ya 
hayan producido la pérdida genética de una amplia 
gama de especies de plantas9.

8 Desertification, Desertification in Nigeria, (9 de marzo 
de 2007), <desertification.wordpress.com/2007/03/30/
desertification-in-nigeria-african-agriculture>.

9 Gobierno de Nigeria, Country Profile: Implementation of 
Agenda 21, presentado a la Comisión de la ONU sobre el 
Desarrollo Sustentable, (Nueva York: abril de 1997), <www.
un.org/esa/earthsummit/nigeriac.htm>.

Repensar el desarrollo

Las iniciativas de desarrollo del Gobierno no han logrado reducir la pobreza ni tampoco diversificar una 
economía basada en el petróleo, en la que todavía se aplica un modelo extractivo no sustentable. Esto ha 
llevado a una grave degradación ambiental, que tiende a la desertificación y la erosión de forma alarmante. 
El Gobierno debe repensar sus estrategias y adoptar políticas de planificación a largo plazo respetuosas del 
medio ambiente que se basen en fuentes de energía renovables y una gestión medioambiental adecuada. Se 
debería empoderar a los pobres y darles participación en la gestión del ambiente y los recursos naturales.
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Inundaciones
Al mismo tiempo que sufre sequías generalizadas, 
la topografía de Nigeria la vuelve particularmente 
vulnerable a las inundaciones. Este fenómeno adopta 
tres formas: costeras, fluviales y urbanas. Las prime-
ras ocurren en la faja al nivel del mar de manglares y 
pantanos de agua dulce cerca de la costa, e incluye 
el desbordamiento de la playa Lagos Bar del océano 
Atlántico10. Las inundaciones fluviales ocurren perió-
dicamente en las llanuras de inundación de los ríos 
más grandes y en el delta del Níger, y también hay 
crecidas repentinas y de poca duración por el des-
bordamiento de ríos pequeños durante la estación 
de las lluvias. Las inundaciones urbanas ocurren 
en las ciudades situadas en terrenos llanos o bajos, 
especialmente donde no se han hecho previsiones 
suficientes para el drenaje de aguas superficiales o 
donde el alcantarillado existente está obstruido con 
residuos municipales. Las precipitaciones intensas 
imprevistas y otras manifestaciones climáticas ex-
tremas son algunos de los riesgos del cambio cli-
mático por el calentamiento global, que aumentan 
la vulnerabilidad del país a los desastres naturales.

En 2010 las graves inundaciones causaron el 
desplazamiento de casi 2 millones de personas en la 
región norte del país11. Muchos otros países de Áfri-
ca Occidental - entre los cuales Benín, Ghana y Níger 
- también fueron muy afectados por el desastre, que 
vino después de una sequía a gran escala y hambru-
na y en la región de Sahel (la zona de transición entre 
el desierto del Sáhara y África central) y en la cuenca 
del río Senegal.

Los estados norteños de Challawa y Tija fueron 
los más afectados por las inundaciones, que también 
desplazaron a unos 2 millones de personas en el es-
tado de Jijawa. El Gobernador de Jijawa adujo que la 
inundación se debió a la apertura en forma irrespon-
sable de las compuertas de las represas de Challawa y 
Tiga, sin avisar a los pobladores de la zona. Aunque el 
Gobierno reconoció que una de las represas se había 
desbordado, sostuvo que esto no habría sido suficien-
te para causar la inundación y señaló a las intensas llu-
vias como causa del desastre12. Se perdieron cultivos 
enteros por estas inundaciones, que ocurrieron justo 
antes de la cosecha cuando los granjeros ya no tenían 
tiempo de volver a plantar, y así aumentó el riesgo de 
crisis alimentaria y hambruna.

10 A. Raufu, “Africa underwater: Nigeria’s coastline is besieged 
by global warming”, The Environment Magazine, (marzo-
abril 2002), <findarticles.com/p/articles/mi_m1594/is_2_13/
ai_83667620/>.

11 BBC News Africa, Northern Nigeria flooding displaces two 
million, (24 de septiembre de 2010), <www.bbc.co.uk/news/
world-africa-11409167>.

12 TerraDaily, Agency denies opened dams caused Nigeria 
floods, (26 de septiembre de 2010), <www.terradaily.com/
reports/Agency_denies_opened_dams_caused_Nigeria_
floods_999.html>.

Degradación ambiental  
y pérdida de biodiversidad
Las prácticas agrícolas inadecuadas, junto con la 
destrucción de cuencas hídricas y la eliminación de 
vegetación de las riberas y otras zonas críticas han 
llevado al depósito de sedimentos en los lechos de los 
ríos y pérdida de cursos de agua. El uso incontrolado 
de agroquímicos y los problemas concomitantes de 
permanencia de sustancias químicas en el suelo en 
las zonas húmedas y encrostamiento del suelo en los 
climas áridos han contribuido a la destrucción de enor-
mes extensiones de tierras agrícolas. Además la pros-
pección de petróleo –con los problemas de contami-
nación relacionados, como los derrames, reventones 
de los pozos de petróleo, descargas por explosiones 
y eliminación inadecuada de lodos de perforación– 
ha traído problemas como daños a la fauna marina, 
la modificación del ecosistema por eliminación de 
especies y una demora en la aparición de nueva flora 
y fauna, una declinación de los recursos pesqueros y 
la pérdida del valor estético de las playas naturales por 
las desagradables manchas de petróleo13.

La fauna de Nigeria también está disminuyendo 
rápidamente por la pérdida de hábitats y la mayor 
presión de cazadores autorizados y furtivos y la 
quema de matorrales. El guepardo, el hipopótamo 
pigmeo, la jirafa y el rinoceronte negro han desapa-
recido del país. La quema extendida de matorrales 
amenaza el desarrollo de los árboles y la fauna, y 
reduce la diversidad ecológica. La extracción de 
grava para la construcción agrava el problema de 
la erosión y las escorrentías superficiales, mientras 
que la descarga de partículas de los sitios de cons-
trucción produce contaminación y encenagamiento. 
Se está transformando las zonas designadas como 
cinturones verdes y áreas recreativas en el emplaza-
miento de obras14.

Contaminación y desperdicios industriales15

Nigeria tiene unos 5.000 establecimientos indus-
triales registrados y unas 10.000 industrias de pe-
queña escala que operan ilegalmente en predios 
residenciales. En lugares como Kano, Kaduna y 
Lagos, se vierten efluentes cargados de metales 
pesados, calientes y con color – especialmente de la 
industria textil, la de las pinturas y las curtiembres – 
directamente a los desagües abiertos y canales de 
agua, lo que constituye un peligro indudable para 
los usuarios del agua y la flora y la fauna corriente 
abajo. Otra práctica preocupante es que algunos es-
tablecimientos industriales entierran las sustancias 

13 P. O. Bankole y A. Surajudeen, Major environmental issues 
and the need for environmental statistics and indicators 
in Nigeria, artículo presentado a nombre de la delegación 
nigeriana en el Taller de ECOWAS sobre Estadísticas 
Medioambientales, (Abuya: 19 al 23 de mayo de 2008).

14 Gobierno de Nigeria, op. cit.

15 Ibid.

químicas vencidas y los desechos químicos peli-
grosos en su propio terreno, poniendo en peligro la 
calidad del agua subterránea.

Las chimeneas de las industrias emiten gases 
y partículas que acarrean problemas respiratorios y 
cardiacos graves. En varias zonas de Lagos, Kano, 
Enugu y Port-Harcourt las nubes que producen a 
menudo ocultan el sol por varias horas. La inversión 
térmica, con su consecuente esmog y reducción de 
la visibilidad a menos de 20 metros, se ha vuelto una 
característica casi permanente de la sección media 
(Oko Baba) del Tercer Puente de Lagos, donde los 
aserraderos queman aserrín y viruta.

Existe un fenómeno parecido en el peaje de Ore-
gun de la autopista Lagos-Ibadan, donde el humo de 
los vertederos cercanos contamina el aire y produce 
un olor nauseabundo. Los montones de desperdi-
cios urbanos se desparraman por varias zonas de 
las principales ciudades, obstruyendo calles, calle-
jones y veredas. Estos desagradables basurales se 
caracterizan por:

•	 Contener diversos productos petroquímicos no 
biodegradables de uso doméstico, como bolsas 
de polietileno, recipientes plásticos, embalajes 
de espuma de poliestireno y neumáticos.

•	 La descarga irresponsable de aceite de motor 
de los talleres mecánicos, industrias, centrales 
eléctricas y comercios en los desagües y aguas 
superficiales, lo que contamina las aguas super-
ficiales y subterráneas.

•	 Los edificios públicos y las residencias están 
ubicados en zonas inundables al lado de ver-
tederos sin resolver y sin reciclaje adecuado. 
Es frecuente que estas zonas ecológicamente 
sensibles sean convertidas en terrenos para la 
construcción de residencias y edificios públicos 
tales como mercados.

Conclusión
Una gestión ambiental acertada es fundamental para 
el desarrollo sustentable y, en consecuencia, para la 
reducción de la pobreza. El crecimiento económico 
actual de Nigeria durará poco a causa de su depen-
dencia en la industria de los hidrocarburos y también 
por la inadecuada conservación del medio ambiente 
y los recursos naturales. En el pasado la mayor parte 
del daño al ambiente y los recursos naturales se de-
bió a la deforestación, el pastoreo excesivo y la so-
brepesca. Los pobres del medio rural deben vivir en 
terrenos frágiles y cerca de fuentes de agua frágiles 
que necesitan una gestión especial por la creciente 
degradación, mientras que los pobres urbanos están 
expuestos a enfermedades por el hacinamiento, los 
servicios básicos inadecuados y por estar rodeados 
por la contaminación. Para abordar adecuadamente 
el problema de la pobreza el Gobierno deberá empo-
derar a los pobres y darles participación en la gestión 
del ambiente y los recursos naturales. n
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Civil Society Support Programme (CSSP)
Hannah Campbell 
Asesora de desarrollo

Las masivas inundaciones de 2010 devastaron un área 
de alrededor de 160.000 Km2 y afectaron a alrededor 
de 20 millones de personas en Pakistán, la mayoría 
de las cuales vivían y trabajaban en el sector agrícola. 
Estas personas no solo perdieron sus hogares, sino 
también sus medios de subsistencia. Se estima que se 
perdieron más de dos millones de hectáreas de cultivos 
durante las inundaciones, lo que ha redundado en que la 
fruta y la verdura ahora tengan que viajar durante horas 
para llegar a las zonas que solían tener disponible una 
abundante cantidad de productos frescos. Junto con 
el aumento de los precios del petróleo, esto ha causado 
un aumento significativo del precio de los productos 
perecederos, que ha tenido un efecto devastador sobre 
las ya pobres comunidades de Pakistán1.

Los mecanismos de supervivencia desarro-
llados en las últimas décadas por las comunidades 
ribereñas han sido socavados también por el alto 
crecimiento poblacional y por la persistente pobreza, 
así como también por una serie de factores de admi-
nistración de la tierra, que incluyen la deforestación, 
la gradual intrusión del agua en la tierra adyacente al 
río, el desarrollo de infraestructura física y el mante-
nimiento del río y de los diques del canal.

Debido a planes y políticas de infraestructura in-
adecuados, la estación del monzón en 2011 también 
ocasionó devastación en todo el país, dejando bajo 
agua gran parte de la región de Sindh.

Respuesta de emergencia: éxitos y fracasos
Alrededor de unos dos millones de familias afecta-
das por las inundaciones han recibido por parte del 
Gobierno “tarjetas Watan” de suministros, cada una 
garantizando el acceso a PKR.100.000 (aprox. USD 
1,170). Una importante falla en el programa radicó en 
la decisión de asignar tarjetas a los jefes de familia mas-
culinos a través del sistema del Documento Nacional 
de Identidad Electrónico (DNIE), por lo que quedaron 
automáticamente excluidos los huérfanos y las familias 
encabezadas por mujeres, junto a cientos de miles de 
hombres y mujeres que habían emigrado a las zonas 
afectadas antes de las inundaciones y no eran elegibles 
debido a que sus DNIE pertenecían a otros distritos. 

1 Ver: <www.bbc.co.uk/news/south-world-asia-11875204>.

Los niveles de fraude fueron elevados; aquellos que se 
encontraban registrados en más de un campamento 
inundado cobraron más de una tarjeta Watan. No se 
proporcionó capacitación acerca de cómo usar un caje-
ro automático y el número de cajeros automáticos dis-
ponibles se mantuvo bajo; fueron frecuentes los casos 
de víctimas de inundaciones que vendían sus tarjetas 
Watan por dinero en efectivo (nunca por su valor total). 
Fueron distribuidos fertilizantes y semillas gratuitos a 
los agricultores; no obstante el proyecto recibió denun-
cias por la baja calidad de la semilla y la falta de acceso.

La distribución de ayuda a las personas afec-
tadas por las inundaciones fue viciada y corrupta, 
dejando a millones de damnificados sin acceso a 
derechos básicos como salud, educación, vivienda, 
alimentos y dignidad. La situación se vio agravada 
por la existencia de trabajadores en régimen de ser-
vidumbre; aquellos que trabajaban en el sector agrí-
cola no solo se encontraron sin hogar, sino con que 
estando ahora bajo agua la tierra en la que vivieron y 
trabajaron, su capacidad para pagar su ya intermina-
ble deuda se ha vuelto cada vez más comprometida.

Las organizaciones de la sociedad civil emi-
tieron una Carta Ciudadana manifestando que las 
políticas “sociales, económicas, comerciales, y de 
seguridad nacional y exterior del país son, en su to-
talidad, extremadamente excluyentes por naturaleza 
y necesitan ser redesarrolladas incorporando una 
agenda de desarrollo y progreso a favor de la gente”2.

El delta del Indo 
Los glaciares tibetanos se están retrayendo a un rit-
mo alarmante; en el corto plazo, esto hará que los 

2 Ver: <www.humanrights.asia/news/forwarded-news/AHRC-
FST-098-2010>.

lagos aumenten de tamaño y ocasionen inundacio-
nes y aludes de lodo; en el largo plazo, una vez que 
los glaciares hayan desaparecido, los suministros de 
agua en Pakistán se encontrarán en peligro3.

En 1984, el Banco Mundial inició el programa 
Canal de Drenaje de la Orilla Izquierda del Indo (Left 
Bank Outfall Drain, LBOD) que incluye la creación de 
un canal de drenaje de 300 Km. desde el este de Sindh 
hasta dentro del mar. Inicialmente, mejoró la agricul-
tura a lo largo de la zona norte del drenaje y retornaron 
numerosos agricultores que previamente se habían 
marchado en busca de empleo en las zonas urbanas.

No obstante, en 1999 un ciclón monzónico oca-
sionó que el drenaje se rompiera, devastando miles 
de hectáreas de tierras utilizadas para la agricultura. 
Cuatro años después, las inundaciones ocasionaron 
incluso peores daños, matando al menos a 50 po-
bladores locales y desplazando alrededor de 50.000 
personas. Debido a un alto nivel de salinidad en el 
agua subterránea, ocasionada por las inundaciones, 
el agua potable comenzó a escasear y el daño de 
una significativa cantidad de tierras de cultivo causó 
enormes pérdidas económicas4.

Un sistema artificial de irrigación y drenajes ha 
llevado a la eliminación descontrolada de efluentes 
y residuos químicos de las fábricas en el Lago Man-
char, los cuales a su vez desembocan en el mar. A 
grandes canales en el norte, como el Chashma y el 
Tausa, también se los responsabiliza ampliamente 
por la escasez de agua dulce; diseñados para ser uti-
lizados en tiempos de inundaciones, debido a la mala 
administración y a la corrupción, son ahora utilizados 

3 Ver: <www.afp.com>. 

4 Ver: <www.devex.com/en/articles/world-bank-water-project-
imperils-pakistan-fisherfolk>.

Desperdiciando el potencial para un desarrollo verdadero

La estrategia de desarrollo del país está casi por completo centrada en el crecimiento económico y presta escasa 
atención a los temas medioambientales y sociales. Pakistán posee el potencial para suministrar energía a su 
población, pero carece de una planificación que asegure que aquellos que se ven más afectados por los mega 
proyectos sean también tomados en cuenta. La escasez de agua necesita ser abordada con urgencia en caso de que 
finalmente el río Indo llegara a secarse. Se necesitan con urgencia datos fiables acerca del número de trabajadores 
en régimen de servidumbre para que los funcionarios del Gobierno ya no puedan negar los derechos de estos 
trabajadores altamente explotados mientras la economía cosecha los beneficios de su trabajo.
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en toda ocasión. Esto no solo ha reducido la cantidad 
de agua en los ríos del sur de los canales, sino que 
corriente abajo ha dejado el área de conservación 
del delta sin agua suficiente para mantener sus hu-
medales, que son hogar de un amplio número de 
camarones y peces, además de ser fundamentales 
en tiempos de desastres naturales. El Delta Kotri es 
también una tierra de apeadero de aves migratorias 
procedentes de Siberia reconocida a nivel mundial; 
sin embargo, debido a la falta de agua, en la actuali-
dad solo quedan unas pocas gaviotas.

A medida que estos ríos llegan a su fin antes de 
alcanzar al Mar de Arabia, la falta de limo en los ríos ha 
ocasionado que el mar se inmiscuya peligrosamente 
en la tierra. Más de dos millones de acres de tierra ya 
han sido ganados por el mar, obligando a las comuni-
dades costeras a migrar tierra adentro y destruyendo 
la industria pesquera. Existe urgente necesidad de 
reparar las riberas de los ríos y la dirección del flujo del 
agua, de implementar un sistema de de-sedimenta-
ción de los ríos, y de detener el mal uso de los canales 
que están arruinando las zonas de humedales.

Las familias que han vivido y trabajado por ge-
neraciones en las orillas del Indo luchan ahora por 
pescar lo suficiente para sobrevivir. Se estima que 
la pesca ha disminuido entre un 70-80% en algunos 
pueblos y numerosos agricultores han cambiado la 
producción de arroz por la de girasoles, los cuales re-
quieren menos agua y rinden casi la misma ganancia, 
pero esto significa que existen menos alimentos dis-
ponibles. La falta de agua en los ríos representa tam-
bién una grave amenaza para los delfines del Indo, 
que ahora se encuentran en peligro de extinción.

Carbón: potenciales amenazas  
y oportunidades 
El distrito de Tharparkar, en la provincia de Sindh, 
es rico en recursos naturales incluyendo vastas mi-
nas de carbón (entre las cinco mayores reservas de 
carbón del mundo) y es hogar para alrededor de un 
millón y medio de personas. Un proyecto para la Ga-
sificación del Carbón Subterráneo (GCS) propuesto 
en el distrito tiene el potencial de generar 5.000 MW 
de electricidad durante al menos 800 años.

La mayoría de los residentes Tharparkar son 
miembros de minorías indígenas. Estos grupos 
se ven doblemente desfavorecidos en la sociedad, 
debido a que no solo son hindúes sino también 
Dalits, también denominados parias. Son personas 
carentes de bienes que dependen de la agricultu-
ra de secano y de la cría de ganado, que desean 
simplemente que sean respetados sus medios de 
subsistencia y sus tradiciones. Parte de su pre-
ocupación proviene de un dramático aumento en 
la población de Thar, que conduce a un aumento 
en los niveles de pobreza y a la escasez de recur-
sos, mientras allí existen planes de subcontratar un 
servicio externo para el proyecto GCS en lugar de 
contratar residentes locales.

Hasta el momento el Gobierno no ha generado 
ninguna propuesta sólida para el reasentamiento 
de los residentes de Thar o tomado en cuenta su 
bienestar. Debido a esto, en 2010 el Banco Mundial 
se retiró del proyecto, representando un duro golpe 
para el desarrollo sustentable del país.

Trabajo en régimen de servidumbre
A pesar de las numerosas disposiciones legales desti-
nadas a reducir el trabajo en régimen de servidumbre, 
esta práctica se mantiene, particularmente en áreas en 
las que existen hornos de ladrillos, industrias de alfom-
bras, pesca, minería, trituración de piedra y ladrillo, 
fabricación de calzado, telares mecánicos, clasificación 
de desechos y agricultura. A esta práctica se la encuen-
tra en todas las provincias, pero es sumamente preva-
lente en Sindh y Punjab. Existe una severa falta de datos 
fiables acerca de sus números, propiciando que el pro-
blema siga sin ser abordado5. La OIT informó acerca de 
20 millones de trabajadores en régimen de servidumbre 
en Pakistán en 1993, y solo 1.700.000l en 2009. Sin 
embargo, las ONG aseveran que solo en la provincia de 
Sindh existen alrededor de 1.300 mil personas ocupa-
das en trabajos en régimen de servidumbre6.

Debido a la falta de oportunidades económicas 
y a los altos niveles de analfabetismo, el trabajo en 
régimen de servidumbre es, a menudo, voluntario7. 
Los trabajadores en régimen de servidumbre no tie-
nen salida; la mayoría de ellos no posee una tarjeta 
de identidad nacional, por lo que no tienen derecho 
a votar ni acceso a servicios sociales. Los señores 
feudales, que a menudo se enorgullecen de tener 
trabajadores en régimen de servidumbre, sobre todo 
si son niños, se resisten a iniciativas de cambio de-
bido a que se benefician de manera significativa del 
sistema de trabajo en régimen de servidumbre8.

5 G. M. Kundi y B. Shah, Bonded Labour and Constrained Role of 
Pakistan Government in its Eradication, (Department of Public 
Administration, Gomal University, Dera Ismail Khan, 2006).

6 Ver: <www.tbl.com.pk/the-menace-of-bonded-labour-in-
pakistan-agricultural-sector>. 

7 Distrit Umerkot Sindh, Rural Support Programmes Network, 
Bonded Labour, (2009). 

8 Ver: <www.sparcpk.org>. 

Soluciones a largo plazo
El Gobierno necesita concebir un plan global para la 
protección de las comunidades locales de la pesca y 
la agricultura, así como también para la conserva-
ción de importantes áreas medioambientales, tales 
como los humedales. El plan debe incluir la reactiva-
ción de la agricultura y el suministro de equipos me-
jorados de pesca para aquellas personas afectadas 
por la mala administración del río, el fomento de la 
ganadería y la lechería, actividades generadoras de 
ingresos, la provisión de agua potable, y un plan a 
largo plazo para la reactivación de la educación y de 
los centros de salud en la zona9.

La totalidad del agua contaminada librada en el 
mar de Arabia debería ser tratada y rutinariamente 
revisada para preservar la vida marina. Es necesario 
un plan para asegurar que el agua de mar no entre en 
los humedales, y para hacer frente al problema de la 
escasez de agua debería ponerse en funcionamiento 
un sistema integral de reciclaje del agua y de recolec-
ción de lluvia. Una serie de pequeñas represas en el 
río Indo puede llegar a ser más eficaz que los grandes 
canales que funcionan actualmente.

Dado que Pakistán se ve frecuentemente afecta-
do por desastres naturales, resulta crucial que se im-
plemente un sistema eficaz de Reducción del Riesgo 
de Desastre y Cartografía del Riesgo, involucrando 
y educando a aquellos que tienen más probabilida-
des de verse afectados por grandes crisis, a fin de 
asegurar que el grado de devastación y destrucción 
sea tan escaso como sea posible. Las Autoridades 
de Administración de Desastres en cada provincia 
deberían intensificar sus esfuerzos e involucrar a las 
universidades locales en realizar una investigación 
sobre el cambio climático. n

9 Ver: <www.ifiwatchnet.org/?q=en/node/6>.

EFECTOS DEL CAMBIO CLIMáTICO EN PAKISTáN

Pakistán, como la mayoría de los países en desarrollo, contribuye de hecho a las emisiones totales de 
gases de efecto invernadero. No obstante, padecerá en el futuro cercano los efectos de las mismas. 
Por ejemplo:

•	 El derretimiento de los glaciares en los Himalayas aumentará las inundaciones antes de afectar 
los recursos hídricos en Pakistán durante las próximos dos o tres décadas.

•	 Se prevé disminuya la disponibilidad de agua dulce, lo que conducirá a la pérdida de biodiver-
sidad, así como también a la escasez de agua potable.

•	 Las zonas costeras que bordean el Mar Arábigo se verán en peligro debido a la subida de los 
niveles de los mares. 

•	 Es esperable que disminuyan los rendimientos de los cultivos generando un alto riesgo de 
hambre e inseguridad alimentaria. 

•	 La morbilidad endémica y la mortalidad van a aumentar a causa de enfermedades asociadas a 
las inundaciones y a las sequías, mientras que el incremento en las temperaturas de las aguas 
costeras acrecentará la incidencia de cólera.

•	 Las desigualdades sociales relacionadas con la utilización de recursos se verán agravadas, 
conduciendo a inestabilidad, conflictos, desplazamiento de personas y cambios en los patrones 
migratorios1.

1 Ver: <www.lead.org.pk/cc/basicguide_climate_change.html>.
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Palestina representa un caso muy inusual en materia 
de desarrollo sustentable. Para poder tratar este tema 
debemos considerar una serie de problemas, el más 
importante de los cuales es la falta de soberanía y de 
control de los recursos, la ausencia de legislación o 
planes políticos para ningún tipo de desarrollo y la 
creciente importancia del financiamiento de los paí-
ses donantes para las economías tanto de Cisjordania 
como de la Franja de Gaza.

La falta de legislación y políticas, especialmente 
en relación con la sustentabilidad, está vinculada con 
la ocupación israelí que tiene potestades en última 
instancia sobre la jurisdicción y la extensión geo-
gráfica de las posibles legislaciones y es, además, la 
causa de la inestabilidad política.

La realidad de la ocupación impone, por lo 
tanto, la necesidad de tener en cuenta que muchos 
indicadores de desarrollo son inadecuados cuando 
se aplican a la situación palestina. Esto no significa 
que se deba excluir a Palestina de las estadísticas 
de desarrollo, sino que algunos indicadores amplia-
mente utilizados no son necesariamente válidos con 
respecto a este país y, por consiguiente, se deberán 
considerar otras formas de medir el desarrollo. 

Desempleo 
El informe 2011 del Banco Mundial acerca de la si-
tuación actual de pobreza en Cisjordania y la Franja 
de Gaza describe la situación palestina como sin 
parangón. Señala que las tasas de desempleo en el 
país son las más altas del mundo debido principal-
mente a la falta de oportunidades, y concluye que 
la situación está estrechamente vinculadas con la 
ocupación israelí. 

Según este informe, el 19 % de la población 
estaba desempleada en 2011, a pesar de que según 
los datos oficiales trabajaban 780.000 personas en 
el territorio palestino en el primer trimestre de 2011, 
130.000 más que el año anterior. Esto significa una 
disminución de la tasa de desempleo de aproxima-
damente el 21,7 %. 

Las y los jóvenes han sido particularmente 
afectados por esta situación, dado que la tasa de 

desempleo para ese sector de la población era, 
en 2009, 10% mayor que la tasa de desempleo 
general.1 

Problemas sociales y medioambientales
La situación de los servicios de salud es desalenta-
dora. Hay 25 hospitales públicos en el territorio, y 
la cantidad de habitantes por cama alcanza a 1349. 
Las malas condiciones de las instalaciones de aten-
ción médica obligan a trasladar una cantidad im-
portante de pacientes a los países vecinos para su 
tratamiento. Se generó así un gasto adicional de casi 
1.484.200.000 shekels israelíes (403.702.400 USD) 
en 2010, a consecuencia de la falta de una planifica-
ción sensata y una gestión adecuada. De hecho, si 
los recursos existentes se administraran correcta-
mente, el ministerio podría construir instalaciones 
de asistencia médica equipadas con tecnología de 
vanguardia que harían innecesarios estos traslados.

El bloqueo de la Franja de Gaza del 2007 al 
2011 tuvo consecuencias nefastas en materia de 
suministro de agua y saneamiento, en particular por 
los graves daños a la infraestructura. La mayoría de 
los equipos de bombeo de agua y de saneamiento 
quedaron fuera de servicio por falta de electricidad y 
combustible, con la consiguiente escasez de agua y 
desborde del saneamiento en las áreas urbanas.2 El 
bloqueo impidió el suministro de repuestos, por lo 
que no se repararon las instalaciones.

La agricultura consume el 70% del agua de 
Palestina, seguida por el uso doméstico (27%) y 
los usos industriales. Según el informe del Banco 
Mundial de 2009, el suministro de agua residencial 
en Cisjordania se estimaba en unos 50 litros diarios 
por persona.3 En 2009, el 60% de la población de 
la Franja de Gaza no tenía acceso al suministro de 

1 Ver “Amid Palestinian statehood push, a grim World 
Bank report,” Christian Science Monitor, (14 de 
setiembre de 2011), <www.csmonitor.com/World/
Backchannels/2011/0914/Amid-Palestinian-statehood-push-
a-grim-World-Bank-report-on-the-West-Bank-Gaza>.

2 Banco Mundial, Gaza Strip Water and Sanitation Situation, 
(2009), <web.worldbank.org/WBSITE/EXTERNAL/
COUNTRIES/MENAEXT/WESTBANKGAZAEXTN/0,,contentM
DK:22026701~menuPK:294370~pagePK:2865066~piPK:28
65079~theSitePK:294365,00.html>.

3 Wikipedia, Water supply and sanitation in the Palestinian 
territories, <en.wikipedia.org/wiki/Water_supply_and_
sanitation_in_Palestine>.

agua corriente.4 En Cisjordania solo 13.000 m3 (de 
un total de 85.000 m3) de aguas residuales fueron 
tratados en 2009, mientras que en el mismo año se 
trataron 65.000 m3 (de un total de 110.000 m3) en 
la Franja de Gaza.5

Ese mismo año Amnistía Internacional infor-
mó que en las comunidades rurales unos 200.000 
palestinos carecían por completo de acceso al agua 
corriente y que el ejército israelí les impedía recoger 
agua de lluvia, mientras que los colonos israelíes 
tenían piscinas e instalaciones de riego para sus 
granjas. De hecho, los 450.000 contabilizados en 
este informe consumen la misma cantidad de agua 
que toda la población de Palestina. Para poder hacer 
frente a la escasez de agua y a la falta de infraestruc-
tura, muchos palestinos se ven obligados a comprar 
agua de dudosa calidad y muy alto precio a los ca-
miones cisternas.6

En 1993 el Banco Mundial publicó un informe 
titulado “Developing the Occupied Territories: An 
investment in Peace” (Desarrollo de los territorios 
ocupados: una inversión en paz) que describía la 
inadecuación de la provisión de servicios públicos 
en los territorios ocupados, debido a la virtual inexis-
tencia de instalaciones de suministro de agua y de 
eliminación de residuos sólidos y de aguas residua-
les. La mala gestión de los residuos contribuyó a la 
degradación ambiental, cuyo origen se remonta a la 
administración israelí entre 1967 y 1993. A pesar de 
las inversiones de muchos donantes internacionales 
se ha avanzado muy poco en la reconstrucción de 
estas internacionales, principalmente debido a las 
carencias y ambigüedades del acuerdo de Oslo, y 
en particular debido a su interpretación por parte de 
las autoridades israelíes. La escalada de violencia ha 
empeorado la situación.7

Cuando Israel ocupó Cisjordania en 1967 decla-
ró propiedad del estado de Israel todos los recursos 
hídricos; desde entonces varias órdenes militares 
han minimizado el desarrollo del suministro de agua 

4 Centro de noticias de la ONU, Gaza water crisis prompts UN 
call for immediate opening of crossings, (2009), <www.
un.org/apps/news/story.asp?NewsID=31927>.

5 Banco Mundial, op.cit.

6 Amnistía Internacional, Israel rations Palestinians to trickle 
of water, (27 de octubre de 2009), <www.amnesty.org/en/
news-and-updates/report/israel-rations-palestinians-trickle-
water-20091027>.

7 A. Gray, Environmental justice for Palestine, (23 de marzo de 
2007), <www.countercurrents.org/pa-gray230307.htm>.

Bajo ocupación no hay desarrollo sustentable

La ocupación israelí deteriora el medio ambiente palestino y minimiza las posibilidades de implementar un 
desarrollo sustentable. Tasas alarmantes de desempleo, instituciones débiles e ineficientes y alta dependencia 
de los ingresos aduaneros y de las contribuciones financieras de los países donantes ponen en evidencia 
la insustentabilidad de la economía palestina. Además, las condiciones desastrosas de las instalaciones de 
suministro de agua, principalmente a raíz de leyes impuestas durante la ocupación israelí de 1967, representan 
un riesgo alarmante para el bienestar de los palestinos. 

pAleSTINA

* No hay datos disponibles para el ICB y el IEG. 
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en Palestina por medio de la fijación de cuotas de 
bombeo, la prohibición de rehabilitar pozos y la per-
forar pozos nuevos sin permiso, y la confiscación o 
incluso la destrucción de todas las estaciones pales-
tinas de bombeo sobre el río Jordán. Al mismo tiem-
po, Israel aumentó su explotación de los recursos de 
agua de Cisjordania con la perforación de 38 pozos. 
A consecuencia de esto, en 1993 los palestinos solo 
podían acceder al 20% del agua del acuífero del sub-
suelo de Cisjordania. El acuerdo de Oslo no mejoró 
en nada la situación. En realidad, se acordó que “las 
proporciones de utilización existentes” se debían 
mantener, por lo que se refrendó la explotación del 
80% del acuífero por parte de Israel.8

Aún no está claro cuál será el efecto del cambio 
climático en los territorios palestinos, pero algunos 
expertos predicen un aumento de los promedios 
de temperatura y una disminución de las precipi-
taciones, que supondrían un mayor peligro para el 
ya precario suministro de agua tanto en la Franja de 
Gaza como en Cisjordania.9 

Según un informe publicado por el Instituto 
del Medio Oriente, varias ONG palestinas e israelíes 
creen que “un proceso integral de paz ayudaría a 
resolver las violaciones israelíes del medio ambiente 
palestino. El proceso de paz actual no es percibido 
como ayuda para el medio ambiente”.10 Está claro 
que el medio ambiente no puede esperar hasta que 
las conversaciones de paz sean más serias.

Problemas de legislación
La legislación palestina es extremamente compleja y 
contradictoria. Algunas leyes, por ejemplo, datan del 
tiempo del Imperio Otomano y del Mandato Británi-
co, y también del dominio egipcio y jordano a través 
de la ocupación de Israel, incluyendo órdenes que 
no formaban parte de la legislación pero que siguen 
en vigor. Las leyes adoptadas después del estableci-
miento de la Autoridad Nacional en 1994 constituyen 
solo el 12% de la legislación vigente.

 La situación judicial y legislativa está claramen-
te vinculada a la inestabilidad política del país. La 
separación entre Cisjordania y la Franja de Gaza, 
por ejemplo, detuvo la discusión de más de 50 leyes 
propuestas. 

Además, las leyes actualizadas no derogaron 
las anteriores, algunas de las cuales son contrarias 
a la jurisdicción geográfica de la ley de arbitraje 
aprobada por la Cámara de Comercio e Industria de 
Jerusalén. Existe una imperiosa necesidad de legis-

8 Ibíd.

9 EMWIS, A war on water, (2009), <www.emwis.org/
thematicdirs/news/2009/06/war-water-environmental-
problems-israel-and>.

10 Ver: < vispo.com/PRIME/enviro.htm>.

lación actualizada en relación con el sector privado, 
por ejemplo, para controlar, promover y reforzar el 
entorno comercial, y también en materia de atención 
de salud.

Se puede argumentar que la ocupación sigue 
siendo un factor decisivo de la obstrucción de una 
legislación eficaz y del debilitamiento de su capaci-
dad para proporcionar un marco para el desarrollo.

De hecho, tanto el sistema legislativo como 
el judicial se resienten por la ocupación continua, 
pero también por las diferencias entre Cisjordania 
y la Franja de Gaza. Este es uno de los principales 
obstáculos en relación con el desarrollo sustentable, 
porque no se dispone de políticas medioambientales 
a causa de la falta de diálogo. Otro factor que deterio-
ra la sustentabilidad es que la debilidad institucional 
no permite medir ni mejorar la efectividad de los 
esfuerzos de financiamiento de los países donantes.

Donaciones, políticas y sustentabilidad
Las diferencias de criterio en materia de asignación 
y administración de los fondos de los donantes son 
una fuente constante de conflictos. Por eso, es fre-
cuente que los proyectos designados no logren ob-
tener los fondos de los países y empresas donantes. 
Estos conflictos están generalmente aumentados 
por la politización de los servicios provistos.

Se debe tener en cuenta que los donantes bus-
can aliviar esta situación promoviendo la responsa-
bilidad y fortaleciendo la transparencia institucional 
de Palestina, pero los resultados están amenazados 
por la creciente politización de la sociedad. En reali-
dad, muchas donaciones tienen consecuencias ne-
gativas porque aumentan la dependencia de este tipo 
de financiamiento, en especial en lo que se refiere 
a donaciones con fines políticos, como los fondos 
suministrados para las actividades destinadas a la 
normalización de las relaciones con Israel. Este tipo 
de dependencia también actúa en detrimento de los 
valores sociales profundos como el voluntariado, la 
dignidad y el altruismo. Todo lo cual ha servido para 
profundizar el descontento social.

Los donantes también han tratado de mejorar 
la capacidad de las diferentes instituciones de la 
comunidad palestina, lo cual se ha hecho evidente 
en la situación de la sociedad civil y también en el 
gobierno. La tecnología mejorada que obtuvieron 
las instituciones, por ejemplo computadoras y tec-
nología de comunicaciones, no estuvo relacionada 
con un cambio de los hábitos de trabajo de los em-

pleados ni de los gerentes de estas instituciones, 
especialmente a la luz de un entorno politizado. 
La tardía adopción de los criterios de méritos en el 
empleo aún no ha podido mejorar la eficiencia de 
los servicios públicos. 

Conclusiones y recomendaciones
Resulta claro que no será posible el desarrollo sus-
tentable de Palestina bajo la ocupación israelí. Sin 
embargo, a mediano plazo será necesario prestar 
atención a los siguientes puntos para mitigar las 
penurias de la población palestina y reducir la ten-
sión política:

•	 Incrementar el apoyo a la implementación de 
leyes electorales, así como a la adopción de 
representación proporcional para aumentar la 
participación.

•	 Promover el respecto de los donantes por las 
opciones de la sociedad palestina y el abandono 
de sus políticas de refuerzo del status quo por 
medio de la asistencia al desarrollo de las agen-
das políticas.Armonizar y alinear las políticas 
de los donantes con las prioridades nacionales 
y mejorar su contribución a la armonía social.

•	 Revisar las leyes existentes e implementarlas 
de manera que contribuyan a un desarrollo más 
global y sustentable.

•	 Mejorar la responsabilidad de las instituciones y 
del gobierno no solo frente a los donantes sino 
frente al público.

•	 Procurar una clara distribución de los roles y 
una coordinación completa entre los actores 
del desarrollo.

Con respecto a la sociedad civil, además, se deben 
tomar varias medidas, que incluyen:

•	 Reconocer a las ONG como voz legítima de las 
instituciones de la sociedad civil y no seguir exi-
giendo que permanezcan apartadas de los roles 
políticos.

•	 Identificar prioridades sobre la base de la eva-
luación de las necesidades y las capacidades.

•	 Apoyar las iniciativas diseñadas para fortalecer 
la sociedad civil palestina y conferir poderes a 
las ONG.

•	 Coordinar las estrategias de los donantes para 
apoyar, fortalecer y desarrollar la sociedad civil. n
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Centro de la Mujer Panameña
Cecilia Moreno Rojas

La economía del país ha crecido en los últimos años, 
y en 2010 alcanzó un pico de 7% de crecimiento 
anual1, impulsado por las inversiones en obras pú-
blicas y la ampliación del Canal y otros servicios. 
Esto fue señalado por ejemplo por informes del Ban-
co Mundial, el FMI y la ONU, que han coincidido en 
establecer que Panamá tiene el ingreso per cápita 
más alto de América Central. Con un PIB de USD 
24.711.000 millones y uno per cápita de 6.570 en 
el 2009, el país es además, según la Comisión Eco-
nómica para América Latina y el Caribe (CEPAL), el 
mayor exportador e importador a nivel regional2.

Esta tendencia de crecimiento, sin embargo, 
contrasta con un panorama social de pobreza, dis-
tribución desigual del ingreso y de desigualdad de 
género. Aún existen enormes retos para erradicar 
las desigualdades sociales, y las brechas en la dis-
tribución del ingreso son extremadamente grandes, 
especialmente cuando se presentan en forma dife-
renciadas por el tipo de región, condición étnica o de 
género. El índice GINI para el país, por ejemplo, es de 
aproximadamente 55, según datos de 20053, lo que 
señala una desigualdad importante. 

El crecimiento de la economía de Panamá está ba-
sado en modelos de desarrollo no sustentable que fijan 
su atención en indicadores económicos y desdeñan los 
problemas sociales y medioambientales más acucian-
tes. Esto plantea un complejo desafío para la sociedad 
civil panameña, sobre todo por el estilo de gobierno 
que ha impuesto el Presidente Ricardo Martinelli, con 
un marcado sesgo autocrático y de extrema derecha. 

Todo parece indicar, además, que cada cinco 
años se tiene que reinventar el país; es decir, se hace 
un “borrón y cuenta nueva” en las políticas públicas. 
Por ejemplo, entre 2004 y 2005 la entonces Admi-
nistradora de la Autoridad Nacional del Ambiente 
(ANAM), en coordinación con un equipo de especia-
listas interinstitucional, diseñó siete políticas públicas 

1 ABC.es, Panamá: Crecimiento económico del 7% en el 2010, 
(16 de diciembre de 2010), <www.centralamericadata.com/
es/article/home/Panama_Crecimiento_economico_del_7_
en_el_2010>.

2 World Bank, Panama, <datos.bancomundial.org/pais/
panama>.

3 Trading Economics, GINI index in Panama, <www.
tradingeconomics.com/panama/gini-index-wb-data.html>.

ambientales en temas prioritarios, como recursos 
hídricos, cambio climático, producción más limpia, 
supervisión, control y fiscalización, desechos sólidos, 
información ambiental y descentralización de la ges-
tión ambiental. Estas políticas fueron promulgadas en 
2007, pero nunca llegaron a ser aplicadas debido al 
cambio de gobierno en julio de 2009.

Actualmente el país carece de una política am-
biental. Las nuevas autoridades de la ANAM han ig-
norado por completo los avances realizados en esta 
materia, y el Presidente Ricardo Martinelli, contrario a 
lo esperado, año y medio después de asumir el poder 
y con el apoyo de su Gabinete y mayoría en la Asam-
blea Nacional, decidió imponer varias reformas a la 
Ley General de Ambiente, eliminando el requisito a 
las empresas de hacer estudios de impacto ambien-
tal4. Las reformas, además, permitían a los allegados 
al gobierno realizar cualquier tipo de inversiones en 
obras y explotaciones mineras sin tener que realizar 
las consultas públicas. La Administración de la ANAN 
guardó silencio y mantuvo una posición pasiva y des-
apercibida en todo el proceso. Esto fue severamente 
criticado por los grupos ambientalistas, que la califi-
caron de “débil” y carente de una “voz alta y clara” para 
orientar la política ambiental del país5. 

Tal situación, aunada a la protesta de los grupos 
sindicalistas por las reformas al Código Laboral que 
atentaban contra el derecho a huelga – y de otras orga-
nizaciones sociales por reformas similares que cons-
tituían violación a los derechos humanos – creó en el 
país un clima de agitación. El rechazo generalizado de 
la población y la reacción en cadena de la sociedad 

4 Ver: <www.asamblea.gob.pa/actualidad/
proyectos/2010/2010_P_227.pdf >.

5 Ver: <www.expresiones7.net/Exp2.0/Entrevista.htm>.

civil, pero sobretodo de las organizaciones ambienta-
listas, mantuvo al país convulsionado por tres meses 
debido a las constantes protestas públicas desde los 
más diversos sectores. Finalmente, las reformas fue-
ron derogadas en octubre del 2010, con lo cual “se 
restituyó el derecho a huelga de los trabajadores, la 
cuota sindical, se impidió la impunidad que se preten-
día otorgar a los policías, y los ambientalistas lograron 
hacer valer los estudios de impacto ambiental”6.

Deterioro de los recursos naturales
Otro desafío importante para el desarrollo sustentable 
en Panamá es el creciente deterioro de los corredores 
biológicos del país y de gran parte de los recursos na-
turales, debido a la explotación indiscriminada de la 
cobertura boscosa, la ganadería extensiva y a la conta-
minación ambiental por efecto de la extracción minera 
“a cielo abierto” por compañías transnacionales. Todo 
esto, aunado a los efectos del cambio climático, podría 
tener repercusiones lamentables en deterioro de la sa-
lud y el bienestar de los individuos y el ambiente. 

Panamá registra severos problemas de erosión 
y deterioro de suelos, con procesos de degradación 
paulatinos y crecientes en casi todas las cuencas, 
suelos y aguas, que lleva a la desertificación y a 
la pérdida de la capacidad productiva. De hecho, 
gran parte de las tierras cubiertas por bosques han 
sido ya deforestadas, debido fundamentalmente a  
actividades agropecuarias. El grado de urbanización 
ha mostrado también un incremento considerable y 
desordenado, debido a los flujos migratorios desde 
las áreas rurales hacia los centros urbanos7. 

6 Ver: <www.rnw.nl/espanol/article/panama-se-deroga-la-
controvertida-%E2%80%9Cley-chorizo%E2%80%9D>. 

7 Ibid.

Con el crecimiento económico no basta

El crecimiento económico registrado en los últimos años no ha contribuido a ampliar las capacidades y 
libertades que permitan a los panameños llevar una vida digna, ni tampoco a la adopción de políticas eficaces 
para reducir la pobreza. No se ha traducido, además, en políticas más efectivas para la conservación y protección 
ambiental. Las desacertadas decisiones políticas adoptadas a partir de 2009 han afectado la gobernabilidad 
y la tranquilidad ciudadana. Para alcanzar un modelo de desarrollo sustentable, el Gobierno debe diseñar e 
implementar mejores políticas y mejorar la inversión social para lidiar con la alarmante inequidad que afecta a 
los panameños. 
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TABLA 1

Incidencia de pobreza por área  (%)

Detalle
Incidencia de pobreza general  (%)

1997 2003 2008

Total País 37,3 36,8 32,7

Urbana 15,3 20,0 17,7

Rural total 64,9 62,7 59,7

Rural no indígena 58,7 54,0 50,7

Rural indígena 95,4 98,4 96,3

Fuente: Encuesta de Niveles de Vida 2008.  Ministerio de Economía y Finanzas, Panamá

Según cifras del Sistema de Información Am-
biental de la Autoridad Nacional del Ambiente (ANAM), 
el proceso de deforestación es alarmante, ya que la 
cobertura boscosa alcanzaba un 70% en 1970 y se ha 
visto reducida a aproximadamente el 35% en 2011. 
El último Informe exhaustivo sobre este particular se 
elaboró en el año 2000, y señala que en 1992 existía 
una cobertura boscosa de 49%, mientras que para el 
año 2000 esa superficie se había reducido a 45%8.

Contaminación del agua
Las organizaciones ambientalistas también han de-
nunciado la contaminación de importantes fuentes de 
agua dulce localizadas muy cerca de la cuenca hidro-
gráfica del Canal de Panamá, a raíz del establecimiento 
de dos compañías mineras de oro y cobre en el área 
de Petaquilla y Molejones, a 100 km de la capital. Por 
iniciativa de las propias organizaciones ambientalistas 
se ha monitoreado la situación y se realizaron análisis 
de las fuentes de agua y sedimentos cercanas al área 
de las minas. Los estudios mostraron altos niveles de 
sólidos suspendidos y una elevada turbiedad en el agua 
que poco a poco van alterando el ambiente de manera 
severa9. En reiteradas ocasiones se ha alertado a las 
autoridades ante la posibilidad de que aumente en los 
ríos el contenido de sustancias potencialmente peligro-
sas para el ambiente y la salud humana. No obstante, 
más que prestar atención a esta situación, la política 
gubernamental ha sido la de incentivar actividades con-
taminantes y no sustentables – como por ejemplo la 
minería – como estrategia de desarrollo económico. De 
hecho, el Gobierno ha estado promoviendo una serie 
de reformas al Código Minero que facilitan la entrada al 
país de diversas empresas mineras transnacionales10. 

Acceso al agua potable
Un informe sobre el cumplimiento de los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (ODM), preparado por las 
Naciones Unidas en Panamá, indica que existen en 
el país grandes sectores de la población que carecen 
de acceso a fuentes de agua potable. Las mayores 
limitaciones se concentran en las áreas rurales, 
indígenas y algunas áreas urbano-marginadas lo-
calizadas en las periferias de la ciudad, con un com-
ponente mayoritario de población afrodescendiente 
y mestiza. Una situación similar se presenta en el 
acceso a servicios de saneamiento mejorados, que 
se distribuye de manera desigual en detrimento del 
área rural e indígena11.

8 Vidal Berrío, Leoncio, “Cobertura boscosa se reduce 50%”, 
Capital, ( 6 de junio 2011), <www.capital.com.pa/?p=4117>.

9 Teorema Ambiental, “Advierten sobre el riesgo de contaminación 
de agua en Panamá.”, Teorema Ambental, Revista Técnico 
Ambiental, <www.teorema.com.mx/contaminacion_/advierten-
sobre-el-riesgo-de-contaminacion-de-aguas-en-panama>.

10 En declaración a los medios el Ministro de Comercio señaló 
que “De darse la adecuación (del Código Minero), una de las 
naciones interesadas en invertir en la mina de cobre que se 
desarrolla en Donoso, provincia de Colón, es la República 
de Corea, ya que en el numeral 1, artículo 4 del Decreto Ley 
23, indica que se prohíbe el otorgamiento de concesiones 
mineras a gobiernos o estados extranjeros.”. En La Estrella.
com.pa, (1 septiembre 2010), <www.laestrella.com.pa/
mensual/2010/09/01/contenido/273813.asp>.

11 Ver: <www.onu.org.pa/objetivos-desarrollo-milenio-ODM/
garantizar-sostenibilidad-ambiental>.

En el informe mencionado se señala además 
que la gente que vive asentamientos precarios está 
muy lejos de poder satisfacer sus necesidades bási-
cas. En la mayoría de los casos se trata de familias 
acosadas por la pobreza y el desempleo, que no en-
cuentran otras alternativas para la solución de su 
problema habitacional. Asimismo, se reconoce que 
existe una estrecha relación entre el analfabetismo y 
la pobreza que luego se traduce en otras desigualda-
des, tales como limitaciones en el acceso a la salud, 
la vivienda, la equidad de género, la participación 
política, la protección del medio ambiente 12.

Según la Encuesta de Niveles de Vida (ENV) 
realizada en Panamá en el 2003, aproximadamente 
4 de cada 10 personas estaba viviendo en condición 
de pobreza, es decir con menos de 100 dólares men-
suales, lo que representaba un 36.8%. Además, el 
16.6% de la población vivía en situación de pobreza 
extrema. En el 2008 un estudio similar registró una 
leve mejoría: la pobreza se redujo a 32.7% y la pobre-
za extrema a 14.4%13. 

En cuanto a las áreas urbanas, la pobreza total y la 
extrema alcanzaron a un 20.0% y 4.4% de la población, 
respectivamente. En cuanto al área rural no indígena, 
poco más de la mitad de su población sigue viviendo en 
condición de pobreza (54.0%), y una de cada cinco per-
sonas de este grupo (22.0%) se encuentra en situación 
de pobreza extrema. Para el área rural indígena el pano-
rama resultó aun más crítico, ya que casi la totalidad de 
la población en esas áreas vive en estado de pobreza 
(98.4%) y pobreza extrema (90%)14. 

Inequidad de género y pobreza 
La desigualdad social y de género representa uno 
de los desafíos más importantes que debe enfrentar 
el país para superar la pobreza y la exclusión social. 
Actualmente, la pobreza genera mayor vulnerabi-
lidad y exclusión entre las mujeres más pobres y 
sus familias, así como menores oportunidades, en 
comparación con los hombres pobres, para superar 
la situación. Los niveles de pobreza se vuelven más 
preocupantes si se consideran las características y 
el impacto diferenciado que ésta tiene en hombres y 
mujeres según su franja etaria o su condición étnica. 

12 Ibid.

13 Ministerio de Economía y Finanzas, Encuesta Niveles de 
Vida, (Panamá, Ciudad de Panamá: 2008). 

14 Ibid, La Pobreza En Panamá, Encuesta de Niveles de Vida – 
2003 Principales. Resultados (Edición Revisada), (2005).

Las inequidades de género se expresan sobre 
todo en el mercado laboral. Según cifras oficiales 
del 2009, el ingreso de las mujeres con respecto 
a lo hombres era equivalente al 57%. Aunque re-
presentan prácticamente la mitad de la población, 
todavía un gran número (51,7%) de mujeres en edad 
productiva se mantiene fuera de la actividad econó-
mica formal, lo que sin duda constituye un factor 
importante en la situación de pobreza. Siguen siendo 
el grupo más vulnerable en el mercado laboral y la 
mayor parte de su actividad no recibe remuneración 
alguna. Según la encuesta de hogares de 2009, la 
composición de la población económicamente ac-
tiva masculina alcanzaba un 80.9% mientras que la 
femenina representaba sólo un 48,3%. Para el 2009, 
la tasa de desempleo entre mujeres adultas alcanzó 
un 9,27 comparada con 5,25 entre los hombres15.

En cuanto a la educación, los registros revelan 
un mejor resultado para las mujeres, con un promedio 
de 2 puntos porcentuales superior a los hombres en 
cuanto al acceso a la enseñanza. Las nuevas genera-
ciones de niñas están teniendo un mayor acceso a la 
educación que el que tuvieron sus madres y abuelas; 
sin embargo, existen todavía áreas indígenas donde 
el indicador de escolaridad de las mujeres es inferior 
al de los hombres16 .

Conclusión 
El enfoque de desarrollo económico de Panamá ig-
nora la sustentabilidad y ha conducido a la degrada-
ción de sus recursos ambientales, a la vez que tuvo 
un impacto mínimo sobre la mejora de la vida de la 
mayoría de sus habitantes. Deforestación, desertifi-
cación, contaminación del agua, acceso limitado al 
agua potable e instalaciones sanitarias inadecuadas 
son problemas que atentan contra el medio ambiente 
y la salud de los panameños. Los migrantes desde 
comunidades rurales a las ciudades y los pueblos, 
los habitantes del campo y la población indígena son 
grupos especialmente afectados, que sufren de se-
vera y en ocasiones extrema pobreza. Las mujeres, 
particularmente, han sido golpeadas con dureza por 
modelos económicos abocados antes que nada a 
beneficiar a la elite acomodada y sus socios e inver-
sores internacionales. n

15 MInisterio de Controlaria de Panama, Encuesta Continua 
de Hogares 2009, <www.contraloria.gob.pa/inec/
Publicaciones/05-03-31/441-02.pdf>.

16 Atlas de Desarrollo Humano y Objetivos del Milenio, (2010).
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Decidamos, Campaña por la Expresión ciudadana
José Guillermo Monroy Peralta

Los modelos de desarrollo implementados en Para-
guay han dependido históricamente de la agroexpor-
tación. Sus fines fueron netamente económicos y han 
recurrido siempre al monocultivo, a la deforestación 
constante para la ampliación de la superficie produc-
tiva, a la concentración de riqueza en pocas manos, al 
empobrecimiento y a la expulsión de parte de la pobla-
ción a otros países. Todos estos modelos fallidos se 
han probado incapaces de resolver las necesidades de 
grandes sectores de la población y de contener el grave 
deterioro ambiental. Sus fracasos pueden entenderse 
como el resultado de una inadecuada e incompleta arti-
culación entre el Estado, la sociedad civil y el mercado.

Una economía empobrecedora
La economía del Paraguay se ha basado en la explo-
tación y exportación de productos primarios. Este 
modelo de desarrollo centrado en la agricultura, con 
una fuerte dependencia del exterior, ha provocado el 
reparto desigual de la tierra. Así, el Censo Agrícola 
de 2008 mostraba que las pequeñas explotaciones 
agropecuarias de hasta 20 ha constituyen el 84% del 
total, mientras que las explotaciones mayores de 50 
ha representan solamente el 9% del total de unida-
des productivas rurales1. La expulsión constante de 
familias del campo a la ciudad ha traído consigo un 
crecimiento de cinturones de miseria en los alrede-
dores de las principales ciudades del país. A la par de 
ello, los movimientos campesinos han fortalecido 
sus demandas ante el Estado exigiendo la puesta en 
marcha de una reforma agraria. 

En noviembre de 2008, el Gobierno creó – me-
diante un decreto presidencial – la Coordinadora 
Ejecutiva para la Reforma Agraria – CEPRA – cuyo 
objetivo principal es el de coordinar y promover el 
desarrollo económico, social, político y cultural, ade-
más de impulsar la gestión de las políticas públicas 
en asentamientos creados y contribuir al logro de la 
reforma agraria. Sus logros, sin embargo, han sido 
nulos o casi inexistentes2.

1 Gobierno de la República del Paraguay, Censo Agropecuario 
Nacional 2008 Volumen I, (San Lorenzo, Paraguay, 2009).

2 Gobierno de la República del Paraguay, Presidencia de la 
República, Segundo Informe al Congreso Nacional. Período 
2009-2010, (Julio 2010). 

La economía mostró un crecimiento importante 
en el período 2003-2008, con una tasa media anual 
de 4,8%, pero el resultado sigue siendo un reparto 
desigual de la riqueza. En este mismo período el 
desempleo disminuyó apenas un 1.6%, mientras 
que el subempleo aumentó de 24,2% a 26,5%. Estas 
inconsistencias entre el crecimiento de la economía 
y el descenso de ciertos indicadores revelan que el 
crecimiento económico no generó suficiente empleo 
ni redujo el empleo informal3.

Sociedad desigual
De los aproximadamente 6,4 millones de paraguayos, 
el 60% tiene menos de 30 años y el 1,7% son indíge-
nas, quienes soportan las condiciones de desigualdad 
más importantes a nivel nacional4. Entre 1997 y 2008 
la pobreza aumentó de 36.1% a 37.9%. En el área rural 
disminuyó de 51.6% a 48.8%, pero la pobreza urbana 
aumentó de 22.5% a 30.2%. La mitad de la gente identi-
ficada como pobre (1.16 millones) vive en condiciones 
extremas5. Alrededor de medio millón de paraguayos 
han tenido que emigrar hacia otros países. Según datos 

3 Borda, Dionisio, “Efectos macroeconómicos e impacto social 
de la crisis global”, en Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo- Secretaría General Iberoamericana, Políticas 
sociales en Tiempos de Crisis. Memoria del Seminario 
Iberoamericano (Asunción, Paraguay, 6 y 7 de agosto del 2009).

4 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. Informe 
Nacional sobre Desarrollo Humano 2008. Equidad para el 
Desarrollo (Asunción, 2008).

5 Gobierno de la República del Paraguay, Dirección General 
de Estadística, Encuestas y Censos, Estadísticas Recientes 
sobre Pobreza. Encuesta Permanente de Hogares 2007, 
(Asunción, Agosto, 2008); y b) Gobierno de la República 
del Paraguay, Dirección General de Estadística, Encuestas y 
Censos, Mejora de la metodología de medición de pobreza 
en Paraguay. Resultados 1997-2008, (Asunción, 2009).

aportados por el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD), en el periodo 2001-2007 cerca de 
280 mil personas emigraron mayormente hacia Argen-
tina y, últimamente, a España6.

El medio ambiente en peligro
A lo largo de la primera década del siglo, el Gobierno 
ha puesto en marcha una serie de iniciativas enfo-
cadas a dar respuesta a las necesidades ambien-
tales, entre ellas el Programa Nacional de Cambio 
Climático (2001), la Estrategia Nacional y el Plan 
de Acción para la conservación de la biodiversidad, 
2004- 2009 (ENPAB) (2003)7, la Política Ambiental 
Nacional del Paraguay (PAN) (2005) y la Ley de los 
Recursos Hídricos del paraguay (2007). Pese a estos 
planes y programas, sin embargo, los problemas 
medioambientales no dejan de multiplicarse. Por 
ejemplo, se ha registrado una importante pérdida 
de superficie boscosa, principalmente en la Región 
Oriental, que representaba en 1945 el 55,1% de los 
bosques y se vio reducida a un 7,56% para 2005, 
con la consiguiente pérdida de biodiversidad8. La 
lección a aprender es que las políticas ambientales 
poco pueden hacer en un contexto de fragilidad insti-
tucional y escasos recursos económicos y humanos, 
que son insuficientes para establecer no sólo los 
controles respectivos sino también el ejercicio de la 
ley y las penalidades respectivas.

6 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Informe 
Nacional de Desarrollo Humano 2009. Ampliando horizontes. 
Emigración internacional paraguaya, (Asunción, 2009). 

7 SEAM- PNUD, Conservación de la Diversidad Biológica en 
el Paraguay: Una Propuesta de la Secretaría del Ambiente 
para la Guía de Acciones, Vol 2, (Asunción, 2006)

8 Ibid.

Hay que refundar el país

Los modelos de desarrollo aplicados hasta el momento en el país han fracasado en su objetivo de atender las 
necesidades de la población. El medio ambiente sigue siendo depredado sin previsión y las desigualdades entre 
los diversos sectores de la población se incrementan. Es necesario un nuevo plan de desarrollo que logre una 
mejor articulación entre Estado, sociedad civil y mercado, y a la vez refunde el país en procura del bien común. 
Esto implica pasar de la protesta a la propuesta, y demostrar que es posible, con la participación de todos, 
construir un mejor país.
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Planes de Desarrollo 2003-2013
Al comienzo de la década, el Gobierno de Nicanor 
Duarte Frutos (2003-2008) estableció un plan de 
desarrollo llamado “Agenda para un País mejor”, que 
contemplaba cuatro objetivos estratégicos: 

•	 Recuperar la confianza en las instituciones del 
Estado y sus representantes.

•	 Promover la participación activa de la ciudada-
nía para la construcción de las instituciones de 
la democracia. 

•	 Reactivar la economía y generar empleo dentro 
de un nuevo modelo de desarrollo sustentable. 

•	 Combatir la pobreza, la corrupción y la inse-
guridad.

Estos objetivos fueron dispuestos en 14 ejes pro-
gramáticos: 1) Modernización de la Administración 
Publica; 2) un entorno económico confiable y pre-
decible para la inversión; 3) crecimiento económico 
sustentable; 4) revolución educativa para mejorar el 
capital humano; 5) prioridades y políticas de salud; 
6) obras públicas y construcción de viviendas eco-
nómicas; 7) energía para el desarrollo; 8) defensa 
del Medio Ambiente; 9) establecimiento de un nuevo 
modelo de relacionamiento internacional; 10) desa-
rrollo de nuevos espacios: Estado y Sociedad; 11) 
respeto por los Derechos Humanos; 12) combate 
a la pobreza y a la exclusión social; 13) lucha contra 
la corrupción, y 14) modernización de las fuerzas 
de Seguridad.

Para hacer operativo el plan, en 2006 el Go-
bierno lanzó la Estrategia Nacional de Lucha contra 
la Pobreza. A consecuencia de esta, la inversión en 
desarrollo social se incrementó de USD 400 millones 
en 2002 a USD 1.507 millones en 2007 9. El Gobierno 
intentó modernizar la administración pública y logró 
alcanzar un crecimiento económico promedio de 
4,8%.

El Gobierno también consideró la agricultura 
con su Plan Nacional para la Reactivación de la Agri-
cultura Familiar (2003-2008), que incluyó un Pro-
grama de Apoyo al Desarrollo de Pequeñas Fincas 
Algodoneras (PRODESAL) y un proyecto denomi-
nado Seguridad Alimentaria. En 2007, el Ministerio 
de Agricultura y Ganadería (MAG) implementó el 
Fondo de Apoyo a la Agricultura familiar, el que ade-
más de proveer incentivos financieros introdujo el 
Certificado Agronómico. Este programa hizo posible 
el apoyo directo a las familias campesinas, a través 
de la transferencia de USD 8,43 millones a 88.948 
beneficiarios10. 

Los esfuerzos realizados en este sentido no al-
canzaron la magnitud esperada. En 2005, el Gobier-
no seleccionó 66 distritos prioritarios en programas 
para combatir la pobreza. Para agosto de 2008, al 

9 Gobierno de la República del Paraguay, Presidencia de la 
República, Secretaría Técnica de Planificación-Secretaría 
General de la Presidencia-Secretaría Privada de la Presidencia, 
Informe Presidencial al Congreso de la Nación, (Julio 2008). 

10 Gobierno de la República del Paraguay, Presidencia de la 
República. Secretaría Técnica de Planificación-Secretaría 
General de la Presidencia, Por un País Mejor. 400 días, Cuarto 
Informe de Gestión, (julio-septiembre 2004).

final de la administración de Duarte Frutos, estos 
programas llegaban sólo a 12.000 familias. En el 
mismo período, el desempleo bajó de 7,3% en 2004 
a 5,7% en 2008, pero el empleo informal se incre-
mentó de 24,2% a 26,5%11. 

En agosto del año 2008 Fernando Lugo, de la 
entonces recién formada Alianza Patriótica para el 
Cambio, asumió la presidencia del país poniendo 
fin a más de 60 años de gobiernos presididos por 
el Partido Colorado. Al mes siguiente se estableció 
el Plan Estratégico Económico-Social 2008-2013 
(PEES), que declaraba como objetivo mejorar las 
condiciones de vida de todos los habitantes del país. 
Sus objetivos estratégicos eran seis12: 

•	 Proseguir el crecimiento económico con mayor 
generación de empleo.

•	 Fortalecer las instituciones del Estado para me-
jorar la eficacia de las políticas públicas.

•	 Aumentar y mejorar la inversión en áreas socia-
les, fundamentalmente en educación y salud, fo-
calizando el gasto público en el combate contra 
la pobreza extrema.

•	 Alentar la diversificación de la estructura pro-
ductiva, preservando el medio ambiente y 
logrando mejorar el aprovechamiento de los 
recursos energéticos y humanos disponibles 
en el país. 

•	 Impulsar la participación de la sociedad civil y 
del sector privado en la economía para fortalecer 
las micro y pequeñas empresas.

•	 Armonizar y coordinar las acciones del gobier-
no para apoyar el desarrollo regional descen-
tralizado. 

Posteriormente, en 2010, el Gobierno de Lugo for-
muló un plan llamado “Paraguay para Todos y Todas 
2010 - 2020”, que reunía una serie de iniciativas 
y recursos pensados para atender las demandas 
de la población y generar oportunidades para el 
ejercicio y goce de los derechos de los ciudadanos 
paraguayos. En el marco de esta política se diseñó 
un Sistema de Protección Social denominado “Saso 
Pyahu”, pensado como una estrategia de abordaje 
para mitigar y superar la pobreza extrema a través del 
establecimiento de un conjunto de políticas públicas 
orientadas a reducir la vulnerabilidad y mejorar la 
calidad de vida de las familias, principalmente en los 
municipios más pobres. 

El Gobierno comenzó estableciendo como una 
de sus prioridades la profundización de las políticas 
sociales, sobre todo aquellas relacionadas con la lu-
cha contra la pobreza y la reducción de las desigual-
dades. Programas de lucha contra la pobreza tales 
como Tekoporá, que reunía fondos para el apoyo 
económico a familias en comunidades selecciona-
das, experimentaron una expansión inmediata. Se 
pasó de atender alrededor de 14,000 familias en el 

11 D. Borda, op cit., (6 de agosto 2009).

12 Gobierno de la República del Paraguay, Equipo Económico 
Nacional, Plan Estratégico Económico y Social –PEES- 
2008-2013. Propuestas para un crecimiento económico con 
inclusión social en Paraguay, (Paraguay, 2008).

año 2008 a 112.000 familias para junio del 2010 (un 
crecimiento en un 800%)13. 

La dotación de servicios de salud en el país se 
había caracterizado hasta el año 2008 por una co-
bertura insuficiente (el sistema alcanzaba a cubrir 
el 65 al 70% de la población). En agosto del 2008 
se establece como una línea prioritaria de trabajo 
el modelo de Atención Primaria en Salud. Esto ha 
permitido construir 503 Unidades de Salud de la Fa-
milia, las cuales han permitido llegar a alrededor de 
1.500.000 millones de habitantes que anteriormente 
no gozaban de dichos servicios.

Construir un país mejor
Si bien, como indica el sociólogo y politólogo chi-
leno Manuel Antonio Garretón14, ningún desarrollo 
nacional contemporáneo ha podido prescindir (es-
pecialmente en los países latinoamericanos) de un 
papel predominante del Estado, asistimos ahora a la 
emergencia de desarrollos insertos en un contexto 
transnacional. Esto trastrueca las relaciones entre 
Estado y sociedad y erosiona el papel dirigente de 
los Estados pero, por otro lado, obliga a la resignifi-
cación de tal papel si se quiere mantener la idea de 
un desarrollo y proyecto país. A la hora de construir 
el “Proyecto País”, entonces, se vuelve necesaria 
una amplia articulación de actores sociales capaces 
de dejar de lado intereses sectarios y dispuestos a 
unirse a un esfuerzo de re-fundación de la nación. 
El marco de las celebraciones del bicentenario de la 
independencia del Paraguay puede ser una ocasión 
propicia para ello. 

De esta manera, quizá, pueda el Estado para-
guayo transitar hacia la resolución de las grandes 
necesidades de su población. La clave es la cons-
trucción del sentido del bien común, del destino 
común y también de una mejor articulación entre 
Estado, sociedad civil y mercado. Esto requiere 
avanzar en una agenda más amplia e inclusiva; pa-
sar de la protesta a la propuesta, y sobre todo de 
demostrar que es posible construir un mejor país sí 
participan todos. n

13 Incorpora nuevos beneficiarios como adultos mayores de 65 
años; personas con discapacidad; etc. Fuente: Gobierno de la 
República del Paraguay, Contraloría General de la República, 
Dirección General de Control de Recursos Sociales, Informe 
Final. Auditoría a la Secretaría de Acción Social “Programa 
Tekoporá”, Ejercicio fiscal 2007, (Asunción, julio 2009); y 
Secretaría de Acción Social. Dirección General de Protección 
Social y Desarrollo Humano. Programa de Transferencias 
Monetarias con Corresponsabilidad, Informe Trimestral 1º, 
Informe Trimestral 2º, (2009).

14 Garretón, Manuel Antonio, “La indispensable y problemática 
relación entre partidos y democracia en América Latina”, 
en Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. La 
Democracia en América Latina. Hacia una democracia de 
ciudadanas y ciudadanos. Contribuciones para el debate, 
(Buenos Aires: Alfaguara, septiembre 2004). 
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perú

Desastre ambiental y esfuerzos mínimos 

El modelo implementado hasta ahora, surcado por crisis diversas, ha depredado el ecosistema, empobrecido 
a la población y contaminado severamente el medio ambiente. El acercamiento sectorial y desordenado a la 
gestión ambiental y al control de la contaminación es débil y limitado. Son necesarias medidas estructurales y 
prácticas y estándares en sectores rurales y urbanos pobres. Es necesario fortalecer la capacidad institucional 
de los actores clave, apoyar los servicios ambientales y refinar los mecanismos de coordinación entre las 
agencias de donantes. El Gobierno debe servir a los intereses del pueblo y no a los de las corporaciones 
trasnacionales; sólo si esto sucede podrá el país sortear los desafíos medioambientales que le depara el futuro.

Conferencia Nacional por el Desarrollo Social (CONADES)
Héctor Béjar

Las oligarquías dominantes a lo largo de la historia 
peruana han puesto en práctica modelos extrac-
tivistas que saquearon y depredaron la notable 
diversidad ecológica y de recursos naturales del 
país. Un ejemplo de esto lo brinda la crisis del gua-
no, que puso fin a la primera era de prosperidad 
económica a través de un proceso de sobreexplo-
tación que ocasionó, durante la administración del 
presidente Manuel Pardo y Lavalle (entre 1872 y 
1876), una importante crisis a raíz del agotamien-
to del recurso, con la subsiguiente ruina econó-
mica y empobrecimiento de la población. La ruina 
de la industria del guano condujo al ascenso de 
la extracción de salitre, en la región del sur. Esto 
precipitó la Guerra del Pacífico (1879-1883), en la 
que Perú y Bolivia hicieron causa común contra 
Chile, que era visto como un rival en la producción 
y exportación de salitre. Los aliados perdieron el 
conflicto y Perú debió ceder al vecino del sur las 
provincias de Arica, Tarapacá y Antofagasta. En 
el siglo XX los mismos esquemas de explotación 
fueron empleados para la producción de cobre, 
caucho, plomo y zinc1. 

La sobreexplotación de estos recursos desen-
cadena un invariable momento de auge y bienestar 
económico a corto plazo que es irrevocablemente 
seguido por el colapso, lo cual deja en manifiesto la 
sustentabilidad nula de estas prácticas extractivas. 
La situación es agravada además por el hecho de que 
lo que demanda y sostiene los modelos aplicados 
por el Gobierno no es el interés por el bienestar de los 
peruanos y peruanas sino los poderes globales que 
especulan con los precios internacionales, compran 
a los políticos y silencian cualquier protesta. 

Extractivismo hoy
Hoy día están enfrentados, como en el siglo XVI, 
los conquistadores hambrientos de oro, cobre, 
maderas y hoja de coca, con los indígenas. Pero 
los conquistadores no vienen con caballos, perros 
y arcabuces sino con dinero y grandes máquinas 
perforadoras y excavadoras para cortar montañas y 

1 Instituto del Tercer Mundo (ITeM), “Perú”, en Guía del 
Mundo 2010 (Montevideo: Ediciones G3, 2009), p.443.

devorar lagunas. Aliado de las corporaciones, Alan 
García, el actual Presidente peruano, ha ordenado 
al ejército y la policía “disparar primero y pensar 
después” si alguien protesta2.

Más de 274 millones de toneladas métricas de 
peces fueron recogidas durante 1950-20013, casi 
provocando la desaparición de la anchoveta, un pez 
de la familia engraulidae (que incluye también a las 
anchoas y los boquerones). En su momento de auge 
(hacia la década de 1970), el país llegó a convertirse 
en el primer pesquero del mundo, multiplicándose 
las fábricas de harina y aceite de anchoveta, que 
deterioraron severamente el medio ambiente con 
sus desechos. La pesca indiscriminada terminó 
por mermar las poblaciones hasta el borde de la 
extinción; en las décadas siguientes, el cese de la 
actividad pesquera e industrial permitió que nuevos 
cardúmenes de anchovetas comenzaran a aparecer 
en el océano. Actualmente la producción de harina 
de anchoveta está incrementándose, por lo que no 
sólo se espera una nueva caída en la población de 
estos peces sino que también la contaminación 
producto de las fábricas está alcanzando niveles 
preocupantes, especialmente en las provincias de 
Paraca, Paita, Chimbote y Parachique4.

2 Ardito Vega, Wilfredo, Perú: la criminalización de la protesta 
en el gobierno de Alan García, (Servicios en Comunicación 
Intercultural Servindi, 2008), <servindi.org/actualidad/4549>.

3 Banco Mundial, Análisis ambiental del Perú: retos para un 
desarrollo sustentable, (Lima: Unidad de desarrollo sustentable 
- Región de América Latina y el Caribe, Mayo 2007).

4 Quesquén, Mercy, El caso de la anchoveta en Perú, <www.
monografias.com/trabajos45/mercado-anchoveta-peru/
mercado-anchoveta-peru.shtml>.

En el presente, virtualmente toda la pesca se 
dedica a la producción de harina y aceite. Sin em-
bargo, dado que este pez es rico en vitaminas A 
y D, además de en yodo y Omega 3, podría con-
tribuir a solucionar problemas alimenticios en la 
población, entre ellos la desnutrición infantil. La 
pesca representa apenas un 8% de las necesidades 
alimenticias del país, pero esto indudablemente es 
potenciado por el empleo del recurso para otros 
fines, lo cual indica una vez más que el modelo de 
desarrollo que viene implementándose no tiene en 
cuenta las necesidades de la población y el medio 
ambiente, volviéndose por lo tanto insustentable a 
largo plazo 5.

Al mismo tiempo, grandes ríos de la selva son 
dragados en busca de oro, montañas de basura 
reposan sobre los Andes y peligrosos depósitos 
de plomo contaminan el principal puerto del país. 
Las reservas marinas desaparecen por la insta-
lación de puertos mineros y de gas. Los ríos son 
envenenados por los desagües urbanos más el ar-
sénico y mercurio usados para precipitar el oro y el 
kerosene, además del ácido sulfúrico con los que 
se precipita la pasta de coca para fabricar cocaína. 

Desafíos medioambientales
La Amazonia, con 68 millones de hectáreas de bos-
ques naturales que cubren 35 por ciento del terri-
torio peruano, es la octava cobertura forestal más 
grande del mundo y la segunda en América Latina. 
Además, 300.000 hectáreas de bosques naturales 
subsisten aún en las sierras andinas. Sin embargo, 

5 Ibid.
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tras décadas de consumo de carbón de palo para 
hogares y restaurantes, y de agricultura de roce y 
quema realizada por los campesinos, la cobertura 
forestal de manglares y de bosques secos y sub 
húmedos está agotada. La tasa de deforestación es 
de 150.000 hectáreas por año6.

El país está ubicado en una de las áreas con 
mayor actividad sísmica del planeta y se ve afecta-
do por las condiciones atmosféricas y oceánicas 
causadas por el fenómeno El Niño. Esta corriente 
marina cálida procedente de las zonas ecuatoriales 
provoca evaporación y desencadena lluvias pro-
longadas e inundaciones. La ignorancia del peligro 
y ausencia de planeamiento en el asentamiento 
territorial ocasionan que la gente se ubique en los 
cauces y las orillas de los ríos, al pie de los nevados 
o en pendientes de montañas. Como consecuen-
cia, la incidencia de inundaciones, terremotos, 
granizadas, nevadas y sequías es casi el doble que 
en toda América Latina, mientras la tasa de fata-
lidades es la más alta en el continente. Según un 
reporte del Banco Mundial, más de dos millones de 
personas fueron afectadas por desastres durante 
2000-20047. 

La respuesta del Gobierno
Desde 1940 han sido creadas y reformadas varias 
entidades con el propósito de dirigir los problemas 
de salud ambiental. Actualmente la Dirección Gene-
ral de Saneamiento Ambiental (DIGESA) es la única 
institución gubernamental con mandato regulador 
de los problemas de salud ambiental. Se ha crea-
do un Ministerio del Medio Ambiente y se obliga 
a estudios de impacto ambiental para aprobar las 
actividades económicas. 

En los últimos años han sido aprobadas leyes 
que obligan a realizar evaluaciones de impacto am-
biental (EIA), a la vez que refuerzan el marco legal 
del sector forestal. El Sistema Nacional para las 
Áreas Naturales Protegidas (SINAP), por ejemplo, 
comprende 61 áreas naturales y cubre 17,66 millo-
nes de hectáreas que representan 13,74% del área 
total del país. El Fondo para las Áreas Naturales 
protegidas por el Estado (PROFONANPE), esta-
blecido en 1992, ha estado elevando sus fondos 

6 El Comercio, “El Perú pierde anualmente 150 mil 
hectáreas de bosques a causa de la deforestación”, (Julio 
2010), < elcomercio.pe/planeta/611350/noticia-peru-
pierde-anualmente-150-mil-hectareas-bosques-causa-
deforestacion>.

7 Banco Mundial, Análisis ambiental del Perú: retos para 
un desarrollo sustentable, (Lima: Unidad de desarrollo 
sustentable - Región de América Latina y el Caribe, Mayo 
2007).

y usándolos para recaudar recursos adicionales, 
estimándose en USD 90,6 millones los fondos ca-
nalizados anualmente a esfuerzos conservacionis-
tas (Ministerio del Ambiente). Sin embargo, no se 
tiene un mecanismo sistemático de identificación 
de prioridades. 

El marco institucional peruano asigna las prin-
cipales responsabilidades reguladoras del control 
de la contaminación y manejo ambiental a las uni-
dades creadas en el sector Energía y Minas que de-
sarrolla normas basadas en el uso de Evaluaciones 
de Impacto Ambiental (EIA), Gestión Ambiental y 
Planes de Adecuación y Manejo Ambiental (PA-
MAs), Límites Máximos Permisibles (LMPs) y nor-
mas ambientales especiales en los subsectores de 
electricidad y de hidrocarburos. También se ha es-
tablecido unidades ambientales en los Ministerios 
de Producción, de Transportes y Comunicaciones, 
de Vivienda, Construcción y Saneamiento. 

Pero todo esto es poco o nada comparado con 
el desafío de un deterioro imparable y los enormes 
poderes globales que destruyen al país. A pesar de 
estos esfuerzos, el acercamiento sectorial y desor-
denado del Perú a la gestión ambiental y al control 
de la contaminación es débil y su capacidad insti-
tucional es limitada. Se carece de una coordinación 
general y de claridad en la aprobación de procesos 
ambientales. 

Lo que vendrá
Desde 1980 los nevados del Perú han perdido la 
quinta parte de sus casquetes de hielo. Dentro 
de cincuenta años no habrá agua suficiente para 
beber ni para regar los campos, ni se podrá man-
tener el actual sistema hidroeléctrico que provee 
de energía a las ciudades e industrias8. Al elevarse 
la temperatura del mar, el fitoplancton y la ancho-
veta, comienzo y soporte de la cadena alimenticia, 
se hundirán en las profundidades buscando frío 
o migrarán hacia otras zonas del planeta, lo cual 
podrá causar la extinción de numerosas especies. 
Asimismo, al cambiar la altitud donde se producen 
las lluvias ya no lloverá en las cumbres sino en las 
laderas causando inundaciones, represamientos 
y deslizamientos incontrolables. El mayor nivel 

8 Vargas, Paola, El cambio climático y sus efectos en el Perú, 
(Lima: Banco Central de Reserva del Perú, Serie Documentos 
de Trabajo, Julio 2009).

de las aguas acabará con las caletas de pescado-
res y los balnearios, y debido a desequilibrios de 
las temperaturas y los índices de precipitación, 
gran parte de la selva amazónica se convertirá 
en desierto.9

Para minimizar el impacto de estas catástrofes 
venideras es necesaria una respuesta integrada a 
los desastres naturales que enfatice la prevención 
regulando las actividades de la minería formal e 
informal, la extracción de madera y la pesca. Estas 
actividades se encuentran en manos de corporacio-
nes o de cientos de miles de mineros “informales”. 
Para reducir la vulnerabilidad ante los desastres 
naturales, es recomendable la adopción inmediata 
de medidas estructurales, tecnologías de construc-
ción adecuadas, prácticas y estándares en sectores 
urbanos pobres y entre la población rural. 

El Perú puede producir electricidad por fuente 
hidroeléctrica y eólica, pasar de combustibles fósi-
les a gas natural, manejar los residuos, conservar 
los bosques y evitar que prosiga la deforestación. 
Se debería investigar los posibles impactos del 
cambio climático tomando como línea de base los 
diversos daños y consecuencias de variaciones 
como el Fenómeno del Niño y sus efectos. Es ne-
cesario fortalecer la capacidad institucional de los 
actores clave, definiendo claramente los roles y 
funciones del Ministerio del Ambiente, apoyar los 
esfuerzos nacionales para valorar la diversidad bio-
lógica y los servicios ambientales, construir sobre 
la ventaja comparativa del Perú en diversidad bio-
lógica, y refinar los mecanismos de coordinación 
entre las agencias de donantes. 

El Fondo Nacional para las Áreas Protegidas 
por el Estado (PROFONANPE), debe ser comple-
mentado por un Fondo General Ambiental alimen-
tado por impuestos que paguen las corporaciones. 
El INRENA debería realizar sus actividades a través 
de consejos de cuencas en que participen las orga-
nizaciones populares. 

Todas estas reformas requieren determinación 
y voluntad política, además de reconocer que el go-
bierno debe priorizar al presente y el futuro del país 
en lugar de servir a las corporaciones y criminalizar 
las protestas de las comunidades indígenas. n

9 Ibid.
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Nuevo Pacto Verde

El Gobierno privilegia un modelo de desarrollo neoliberal que ha llevado a una creciente estratificación social y 
a un aumento de la presión sobre el medio ambiente. Una alternativa podría ser el Nuevo Pacto Verde, que tiene 
como objetivo abordar el calentamiento global y las crisis financieras mundiales mediante la implementación 
de un conjunto de propuestas de políticas destinadas a asegurar el desarrollo sustentable a nivel mundial. El 
crecimiento ecológico y los programas de protección medioambiental deben actuar como catalizadores para 
forjar trabajo decente y medios de vida sustentables para los ciudadanos polacos más desfavorecidos.

ATD Fourth World Poland
Pierre Klein 
Monika Kalinowska 
The Green Institute 
Dariusz Szwed

Introducción1

Polonia es uno de los pocos países que han introducido 
el concepto de desarrollo sustentable a nivel constitu-
cional. De acuerdo con el artículo 5 de la Constitución 
polaca: “La República de Polonia salvaguardará la inde-
pendencia y la integridad de su territorio y garantiza las 
libertades y los derechos de las personas y los ciuda-
danos, la seguridad de los ciudadanos, la salvaguarda 
del patrimonio nacional y garantizará la protección del 
medio ambiente natural en conformidad con los princi-
pios del desarrollo sustentable”.

Paradójicamente, Polonia es también un país en 
el que no resulta fácil encontrar en el debate público 
referencias al concepto de desarrollo sustentable. En 
julio de 2000, por ejemplo, la estrategia “Polonia 2025 
– Estrategia a largo plazo para el desarrollo sustentable” 
fue adoptada por el Consejo de Ministros con el cla-
ro objetivo de “garantizar el crecimiento del bienestar 
de las familias polacas”. Según algunos expertos, sin 
embargo, su impacto global es muy limitado: “no ha 
encontrado ninguna respuesta por parte de la sociedad 
y hoy en día casi nadie parece recordar su existencia. El 
ciudadano medio no conoce el concepto de desarrol-
lo sustentable, ni tampoco tiene siquiera una mínima 
idea de qué es”. Los autores han llegado a expresar que 
incluso las personas que han oído hablar acerca del 
desarrollo sustentable a menudo consideran que es un 
sinónimo de protección medioambiental2.

En julio de 2009 el Gobierno publicó Polonia 2030. 
Desafíos del desarrollo3, que fuera concebido como el 
análisis dominante y la línea estratégica para el desar-
rollo de los próximos 20 años. Escrito en una jerga difícil 
de comprender, este documento favorece el “modelo de 
polarización y difusión” en contraposición al modelo de 
desarrollo sustentable. Elaborado por la Junta de Ase-
sores Estratégicos para el Consejo de Ministros dirigi-

1 Este informe está parcialmente basado en D. Szwed, “¿Green 
New Deal in the World, in Europe, in Poland?” en D. Szwed 
(ed.), The Green New Deal in Poland, (2011), <zielonyinstytut.
pl>. 

2 K. Kostrzewa y R. Piasecki, “Approaches to Sustainable 
Development in Poland”, L’Europe en formation nº 352, (2009). 

3 Disponible en: <www.polska2030.pl>.

do por el Ministro Michal Boni, el informe no fue discu-
tido en su fase inicial ni fueron enviados proyectos alter-
nativos, lo que hizo que las consultas resultaran impo-
sibles. El poder de establecer la dirección del futuro del 
país fue, de esta manera, otorgado a un pequeño grupo4. 
Por otra parte, en una entrevista para Polska uno de los 
co-autores expresó que el punto de partida para la cre-
ación de este nuevo modelo fue la observación de que 
“en realidad, el desarrollo sustentable es solo un mito”5.

La no sustentabilidad y el modelo neoliberal
La falta de implementación (o más bien de compren-
sión) del principio de desarrollo sustentable inscrito en 
la Constitución polaca puede ser ilustrada por el hecho 
de que los gobiernos subsiguientes han supuesto la 
existencia de un conflicto entre el medio ambiente y 
la economía, o entre el medio ambiente y la sociedad. 
Vías de abordar la situación actual, al menos según han 
sido presentadas por los principales políticos, parecen 
haber sido poco priorizadas. “La economía primero, mi 
sensato compatriota”, expresó Bronislaw Komorowski, 
actual presidente de Polonia, durante un debate sobre el 
futuro de la economía polaca y europea6.

Al explicar el “modelo polarización-difusión”, Po-
lonia 2030 manifiesta que “además de impulsar el cre-
cimiento de las polaridades (es decir, de los proce-
sos de polarización), tenemos ante todo que crear las 
condiciones para la difusión – absolutamente todo lo 

4 E. Charkiewicz, “Rozwój społeczny – próba diagnozy,” Raport 
Krajowy Polskiej Koalicji, (Social Watch, 2009).

5 A. Kozi�ski, “Wojnarowski: Zrównowa�ony rozwój kraju 
to tylko mit,” entrevista en Polska, (29 de junio de 2010), 
<www.polskatimes.pl/opinie/wywiady/275178,wojnarowski-
zrownowazony-rozwoj-kraju-too-mit,id,t.html>.

6 En la inauguración del II Congreso Económico Europeo, (31 
de mayo de 2010).

que pueda apoyar el proceso de igualar las oportuni-
dades relacionadas a la educación, mejorar la accesi-
bilidad del transporte en todo el país, eliminar la ame-
naza de la exclusión digital, mejorar los niveles de in-
tegración social, estructurar y apoyar una solidaridad 
intergeneracional, y ofrecer un sentido de la capacidad 
para cumplir con las ambiciones individuales7”. No ob-
stante, los autores también definen el crecimiento eco-
nómico como un fundamento sólido para el desarrol-
lo de Polonia, en conjunción con una “administración 
eficiente y el potencial demográfico”, y manifiestan 
que “la actual política de la UE, en materia de energía y 
seguridad climática, está dirigida al afianzamiento de 
Europa como líder mundial en desarrollo sustentable. 
Esto, sin embargo, no puede ocurrir a costa de la eco-
nomía polaca”8.

Aquí es donde reside la mayor trampa de la estrate-
gia de desarrollo del Gobierno: los polacos deben apre-
tarse el cinturón a fin de lograr un estado de equilibrio 
económico y social dentro de 20 años. Pero este mo-
delo más bien ha llevado a aumentar la estratificación 
social, a disminuir el capital social y a elevar la presión 
sobre el medio ambiente cuantificable medida por el uso 
total de recursos energéticos y no renovables9.

7 Junta de Asesores Estratégicos del Primer Ministro, Poland 
2030. Development challenges: Report summary, p. 4., <www.
kprm.gov.pl/files/file/Dokumenty/Poland%202030_%20
Development%20Challenges%20%20report%20summary.pdf>.

8 Ibid.

9 Un indicador del uso de la energía total es la huella ecológica. 
En 2007 había 1,8 hectáreas globales (hag) de espacio 
biológicamente productivo por cada habitante de la Tierra. Entre 
2003 y 2007 el uso en Polonia aumentó de 3,3 a 4,35 gha – es 
decir, un promedio de 241% de ecoespacio disponible a nivel 
mundial para cada polo. Si todo el mundo consumiera de esta 
manera la humanidad necesitaría 2,5 planetas. 
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La ideología dominante ha sido descrita acerta-
damente por Edwin Bendyk en el epílogo de Ecología: 
guía para la crítica política. Tomando en cuenta que el 
discurso dominante sobre el desarrollo descansa en 
el neoliberalismo y el postcolonialismo, Bendyk escri-
bió: “El primero significa la primacía de una política de 
crecimiento que utiliza instrumentos del mercado libre 
entendidos como un espacio para negociaciones de 
preferencias privadas que solo están protegidas y no 
moldeadas por el estado, el cual se está retirando lo 
más que puede de la administración de las relaciones 
interpersonales. En todo caso, esto solo puede suce-
der bajo la influencia de compromisos externos. Este 
dictamen, expresado en ideas como las del paquete 
climático y energético o Natura 2000, es tratado como 
un castigo divino, un costo de membresía en el club 
de los países desarrollados. De hecho, somos un país 
postcolonial en desarrollo que ha sido históricamente 
dañado y que todavía continúa siendo dañado por el 
Centro Hegemónico que trata de implementar solucio-
nes perjudiciales para las aspiraciones que se reflejan 
en el deseo de mantener el crecimiento económico”10.

Las nociones neoliberales de un mercado libre 
sin restricciones y de un crecimiento económico infi-
nito medido por el PIB se están desgastando. El PIB no 
refleja la realidad, ya que no toma en consideración el 
bajo nivel de capital social del país, el trabajo doméstico 
no remunerado (principalmente realizado por mujeres) 
y el aumento de la estratificación del ingreso. Tampoco 
toma en cuenta la devastación medioambiental, la ex-
tinción de plantas y animales, el crecimiento demográ-
fico o el mayor desafío del siglo XXI – la necesidad de 
implementar un acuerdo climático mundial, el cual es 
una inversión crítica para nuestro futuro común, como 
lo ha señalado el economista Nicolas Stern11.

El Nuevo Pacto Verde: una alternativa
El concepto del Nuevo Pacto Verde surgió por prime-
ra vez en un informe de julio de 2008 de la Fundación 
Nueva Economía12 en respuesta a la crisis económica 
impulsada por las burbujas crediticias, el cambio climá-
tico mundial y el aumento de los precios del petróleo. 
Los autores indicaron que, a los efectos de evitar una 
profunda recesión comparable con la Gran Depresión, 
resulta necesario emprender cambios estructurales 
clave en los sistemas financieros nacionales e inter-
nacionales, incluyendo el sistema tributario, así como 
también realizar inversiones estables en ahorros ener-
géticos y en la producción de energía que provenga de 
fuentes renovables.

El Nuevo Pacto Verde propone un conjunto de 
propuestas políticas que apuntan a abordar temas 
como el calentamiento global y las crisis financieras a 
través de asegurar el desarrollo sustentable y de crear 
una economía de baja emisión. También apoya el desa-
rrollo de tecnologías modernas que sean humanamen-

10 E. Bendyk, “Ekologia Polityczna dla Polski, czyli w stron� 
Zielonego Okr�głego Stołu,” en Ekologia: Przewodnik Krytyki 
Politycznej, Wydawnictwo Krytyki Politycznej, (Varsovia: 2009).

11 N. Stern, Globalny Ład. Zmiany klimatu a powstanie nowej 
epoki, postępu i dostatku, Wydawnictwo Krytyki Politycznej, 
(Varsovia: 2010).

12 Green New Deal Group, A Green New Deal, New Economics 
Foundation, (2008), <www.greennewdealgroup.org/?page_
id=53>.

te, medioambientalmente y climáticamente amigables, 
mejorar la eficiencia energética y un mayor uso de 
energía proveniente de fuentes renovables, modernizar 
el sector de la construcción y promover edificios au-
tónomos y serviciales, desarrollar sistemas de trenes 
medioambientalmente amigables en el continente y 
cambiar las prioridades de la Política Agrícola Común 
de la UE. Al igual que las reformas de la década de 1930, 
el Nuevo Pacto Verde implica un papel activo de las 
autoridades públicas en la implementación de políticas, 
en este caso, de desarrollo sustentable.

En marzo de 2009 antes de las elecciones del 
Parlamento Europeo el Partido Verde Europeo emitió 
su manifiesto, Un Nuevo Pacto Verde para Europa, 
que desarrolla de manera significativa este concepto. 
El resumen señala: “Como los desafíos económicos, 
sociales y medioambientales que enfrenta actualmen-
te la UE están estrechamente relacionados entre sí, 
los mismos deben ser afrontados en conjunto como 
parte de un paquete abarcador que para nosotros es 
el Nuevo Pacto Verde. ... [Ésta] es la única manera de 
producir verdaderos cambios en nuestra manera de 
vivir y trabajar, lo que resultará en la reducción de las 
emisiones de gases de efecto invernadero que, como lo 
demuestra la ciencia, será necesaria si queremos evitar 
los impactos más catastróficos del cambio climático”. 
Continúa señalando que los beneficios irán más allá del 
medio ambiente “para dar un impulso trascendente a 
la economía, liderar un desarrollo económico susten-
table y dar lugar a la creación de millones de nuevos 
empleos de ‘cuello verde’ en energía renovable y en 
otras tecnologías orientadas hacia el futuro”. Añade 
que el Nuevo Pacto Verde asegurará que los derechos 
sociales y laborales no sean sacrificados en nombre de 
la competencia y que los bienes y servicios públicos 
sean proporcionados de manera tal que la totalidad 
de los ciudadanos puedan disfrutar de una buena ca-
lidad de vida. “Los Verdes continuarán en la defensa 
de la igualdad de derechos para todos dentro y fuera 
del lugar de trabajo, en la lucha contra toda forma de 
discriminación e intolerancia y en la toma de medidas 
urgentes necesarias para ayudar a los más desfavore-
cidos de la sociedad13”.

El Nuevo Pacto Verde en Polonia también hace 
constar que no es posible seguir con un enforque de 
“más de lo mismo” dado que meramente continúa 
impulsando el crecimiento económico a costa de la 
degradación de la sociedad y del medio ambiente14.

Construyendo desarrollo sustentable
Es generalmente aceptado que las personas que viven 
en la pobreza extrema son las más vulnerables a las 
condiciones medioambientales peligrosas. Uno de los 
principales problemas que enfrentan los más pobres 
en Polonia, por ejemplo, es la calidad de la vivienda. 
Roofs Over Heads (“Techos sobre las cabezas”)15, una 
coalición de 15 ONG dirigida por Habitat for Humanity 

13 European Green Party, A Green New Deal for Europe 
(Summary of Manifesto), disponible en: <europeangreens.
eu/menu/egp-manifesto/>.

14 Para un análisis completo del Nuevo Acuerdo Verde y 
las posibilidades de su implementación en Polonia, ver: 
<zielonyinstytut.pl>.

15 Ver el sitio web de la coalición: <www.dachnadglowa.org>.

Poland, lanzó en 2008 una campaña para concienciar 
acerca de las precarias condiciones de vivienda en el 
país. No existe una política nacional dedicada a la cons-
trucción de viviendas para grupos de bajos ingresos o 
una forma de ayudarlos a costear reconstrucciones. Al-
rededor de 12 millones de polacos – casi un tercio de la 
población – viven en hogares hacinados. Más del 60% 
de las viviendas necesitan importantes reformas y más 
de la mitad de las viviendas existentes tienen más de 40 
años de construidas. La baja calidad de los materiales 
de construcción y el precario aislamiento se traducen 
en altas facturas mensuales de energía, que tornan aún 
más escasos los fondos para las familias que necesitan 
mejorar sus condiciones de vida.

Las personas en situación de pobreza extrema a 
menudo son vistas como responsables de los daños 
medioambientales y, por lo tanto, como un obstáculo 
para el desarrollo sustentable. Esto tiene que cambiar; 
de hecho, las personas que viven en la pobreza ex-
trema deben ser incluidas en todos los niveles de la 
toma de decisiones. Por lo tanto, la respuesta polaca 
e internacional al desafío del desarrollo sustentable 
debe asegurar que las nuevas tecnologías y programas 
de mitigación y adaptación beneficien a las personas 
y poblaciones más vulnerables y sean elaboradas en 
base a sus capacidades y esfuerzos. Las personas que 
viven en la pobreza extrema a menudo están a la van-
guardia de las iniciativas de desarrollo que tienen como 
objetivo transformar sus condiciones de vida a través 
de la mejora de las instalaciones de agua, saneamiento 
o calefacción.

Conclusión
Algunos autores creen que la búsqueda de un modelo 
alternativo de desarrollo, ‘’es esencial para definir con 
precisión los objetivos de desarrollo económico, me-
jorar el medio ambiente y la cohesión social”16. Esto 
conduce a la esencia del desarrollo sustentable. Amar-
tya Sen sostiene que eliminar la pobreza y preservar 
el medio ambiente podrían ser consideradas como 
“diferentes partes de una tarea integrada”17. Esto signi-
fica que los programas de protección medioambiental 
podrían ser utilizados para la obtención de trabajo deco-
roso y para capacitar a los grupos más desfavorecidos 
mientras se mantiene el respeto por las culturas locales.

El Crecimiento Verde debe actuar como un cata-
lizador para crear trabajo decoroso y medios de vida 
sustentables para las poblaciones más desfavorecidas, 
ahondando los esfuerzos sobre la base de los que ya 
están siendo gestionados. Esto está en consonancia 
con el tema prioritario de una “economía verde en el 
contexto del desarrollo sustentable y de la erradicación 
de la pobreza” de la próxima Conferencia de las Nacio-
nes Unidas sobre el Desarrollo Sustentable (Río +20), 
en Brasil (2012). n

16 X. Godinot, Th. Viard y H. de Courtivron, “Extreme Poverty 
and World Governance”, Proposal Paper Series, Forum for a 
New World Governance, (Diciembre de 2010), <www.world-
governance.org/spip.php?article662>.

17 A. Sen, “Environment and Poverty: One World or Two?”, 
discurso en la Conferencia Internacional sobre Energía, 
Medio Ambiente y Desarrollo, (Bangalore, India: 16 
de diciembre de 2006), <www.institut.veolia.org/ive/
ressources/documents/1/166,Amartya-Sen.pdf>.
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Futuro tenebroso

Los modelos prospectivos coinciden en predecir un futuro tenebroso para el país. El avance del desierto, la 
pérdida de bosques, el aumento de la pobreza y el subempleo son algunas de las amenazas que pesan sobre la 
población. El desarrollo sustentable está lejos de ser una realidad en el país, ya que no existe ninguna política de 
desarrollo ni concertación entre los diversos organismos del Gobierno a la hora de encargarse de la situación. 
Dada la ausencia de planes y políticas, es fácil avizorar que lo peor está por venir.

Groupe d’Action de Paix et de Formation  
pour la Transformation (GAPAFOT)
Pastor Clotaire Rodonne Siribi

La economía de la República Centroafricana se 
basa fundamentalmente en el sector agrícola, que 
emplea alrededor del 68% de la población activa 
y representó en 2005-2006 el 54% del Producto 
bruto interno (PIB)1. De las 15 millones de hectá-
reas potencialmente cultivables, menos de dos 
millones se cultivan, lo que representa 3,2% del 
territorio nacional2. El potencial de 16 millones 
de hectáreas de pradera también es subexplota-
do, contando actualmente con 2,9 millones de 
cabezas de ganado bovino cuando su potencial 
es de cinco millones3. A pesar de que una parte 
de la producción agrícola está destinada a la ex-
portación (algodón, café y tabaco), el sector sigue 
siendo mayormente de subsistencia. 

Los métodos de cultivo tradicionales se apo-
yan en técnicas de cremación que contribuyen a 
la erosión del suelo y la deforestación4. El sistema 
dominante es el de los policultivos semiitinerantes, 
método de alternancia de cultivos que asocian el 
algodón, la mandioca y los cereales en la zona de 
sabana, el café y la mandioca en la zona selvática y 
los cereales en la zona del Sahel. La actividad agrí-
cola en el medio rural, a pesar de las condiciones 
agroecológicas favorables de que dispone, tiene 
rendimientos muy bajos. 

En base a leña
El análisis del proceso de urbanización y de la situación 
de las mayores ciudades de la RCA pone en evidencia 
una serie de importantes desafíos en relación al uso 
de los recursos medioambientales y humanos. El uso 
de leña, para cerca del 90% del consumo energético 
destinado a cocinar, está contribuyendo a los procesos 
de desertificación. La urbanización y la concentración 

1 Banco Mundial, Agricultura. <datos.bancomundial.org/
indicador/NV.AGR.TOTL.ZS>.

2 ITeM, Guía del mundo, “República Centroafricana: 
Indicadores”, <www.guiadelmundo.org.uy/cd/countries/caf/
Indicators.html>.

3 Ndewana, Jean Jacques, Panorama general de la RCA, 
<www.mijarc.org/uploads/media/MIJARCNoticias2-06.pdf>.

4 Mongbay.com, Central African Republic, <rainforests.
mongabay.com/20car.htm>. 

de la población en las ciudades y alrededor de ellas, 
por ejemplo, acarrean problemas medioambientales 
tales como el desbrozamiento agrícola y la utilización 
de tierras para fines inmobiliarios, la construcción de 
viviendas de manera anárquica, la concentración de 
contaminantes, la degradación de los suelos y la alte-
ración del régimen hidrogeológico, la sabanización y la 
predesertificación. La leña es el recurso energético más 
empleado en el país para el calefacción en el 91,7% de 
los hogares de la capital, Bangui, donde es usada en 

prácticamente todos los hogares pobres (96%); los 
ricos combinan la leña (84,5%) con el carbón (10,5%) 
y el gas (2,5%). Entre 750 y 1400 toneladas de leña son 
quemadas diariamente sólo en Bangui, lo que represen-
ta 280.000 a 500.000 toneladas anuales. 

Desafíos ambientales
La contaminación del agua, la desertificación y la 
pérdida de biodiversidad son los problemas medio-
ambientales más acuciantes que enfrenta el país. En 

TABLA 1

Vínculos entre consumo energético y pobreza (RCA-MéPCI 2005b) 

Categoría socioeconómica

Energía para la cocina Más pobres Pobres Media Ricos Muy ricos Total

Leña 96.4 94.0 93.0 90.8 84.5 91.7

Carbón 2.7 4.1 4.5 5.9 10.5 5.5

Petróleo 0.5 1.4 1.7 2.2 1.3 1.4

Gas 0.1 0.2 0.3 0.5 2.5 0.7

Electricidad 0 0.0 0.0 0.2 0.8 0.2

Otras 0.3 0.3 0.5 0.5 0.3 0.4

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0

Categoría socioeconómica

Modo de alumbrado Más pobres Pobres Media Ricos Muy ricos Total

Petróleo 97 89.9 76.2 53.3 14.7 65.5

Gas 0.2 0.3 0.3 0.3 0.3 0.3

Electricidad 2.0 9.3 23.0 45.9 84.5 33.7

Leña 0.2 0.2 0.2 0.3 0.4 0.3

Otros 0.5 0.3 0.3 0.2 0.1 0.3

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0

Fuente : RCA-MÉPCI 2005b
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Retroceso medio del bosque

las regiones del norte, noreste y este, en el pasado 
notorias por su producción agrícola, las sequías 
son ahora frecuentes y el agotamiento de las reser-
vas hídricas subterráneas cada vez más evidente, 
ocasionando un retroceso importante en su pro-
ductividad5. La erosión de los suelos (República 
Centroafricana se encuentra, junto a Zaire y Nigeria, 
entre los países africanos con suelos más severa-
mente erosionados6) y la depredación de las selvas 
y bosques por los agricultores y los cortadores de 
leña van de la mano con los procesos de desertifica-
ción y deforestación. En el presente, el país pierde 
alrededor de 29.600 ha de selva tropical.

En cuanto la pérdida de biodiversidad, el país 
tiene una larga tradición de amenaza a la población 
de elefantes, por ejemplo. Hacia la mitad de la dé-
cada de 1990 se estimó que el 90% de los elefantes 
que vivían en el territorio habían sido exterminados 
en los últimos treinta años, y de hecho un 85% de 
esa matanza era posterior a 1985. Actualmente la 
caza de elefantes está prohibida, pero la cacería 
ilegal sigue amenazando a la especie, así como tam-
bién al rinoceronte negro y al rinoceronte de labio 
cuadrado o rinoceronte blanco. 

Urbanización y pobreza
El mito de la ciudad como fuente de mejores ingresos 
y de seguridad es relativamente reciente en la RCA 
(cuya tasa de urbanización anual fue estimada para el 
período 2010-2015 en un 2,5%7), y ha sido vinculado 
a factores como una taza de natalidad elevada, un 
drástico éxodo rural, traslados de refugiados por los 
conflictos y la inestabilidad, tanto doméstica como 
de los países vecinos (Congo, Sudán, Chad), que 
incide sobre el aumento del número de pobres en las 
zonas urbanas. Además, las condiciones de vida en 
las ciudades están muy lejos de ofrecer bienestar y 
cobertura de las necesidades básicas. Por ejemplo, 
en algunos barrios de Bangui, los residentes sólo tie-
nen electricidad cuatro días a la semana y el acceso al 
agua potable es en extremo limitado8. 

De acuerdo al Censo General de Población y 
Vivienda de 2003, el 62,7% de la población vive bajo 
la línea de pobreza. A su vez, un 60% de la población 

5 “Central African Republic – Environment”, en Nations 
Encyclopedia, <www.nationsencyclopedia.com/Africa/
Central-African-Republic-ENVIRONMENT.html>.

6 FAO, Land and environmental degradation and desertification 
in Africa, <www.fao.org/docrep/X5318E/x5318e02.htm>.

7 <en.worldstat.info/Africa/List_of_countries_by_Rate_
of_urbanization>; Indexmundi, Central African Republic 
Urbanization, www.indexmundi.com/central_african_
republic/urbanization.html>.

8 Social Watch, “República Centroafricana: Reducir la pobreza, 
un objetivo muy distante”, en Primero la gente, informe 
2009, (Montevideo: ITEM, 2009), p. 146.

urbana es pobre, del mismo modo que un 72% de 
los habitantes de zonas rurales 9. 

Puesto que el crecimiento de la población de 
Bangui está vinculado a los flujos migratorios de 
origen rural, la estructuración del paisaje y de los 
modos de utilización de los espacios urbanos son 
desafíos clave para la futura delimitación zonal y el 
desarrollo de la ciudad.

A pesar de que la taza de desempleo es apenas 
del 2%, un 64% de las nuevas oportunidades de 
trabajo se da en actividades con muy mala remu-
neración, como ser agricultura a pequeña escala 
y el sector informal; de hecho, sólo un 10% de los 
empleos pertenecen al sector formal10. La pobreza 
urbana es particularmente severa entre quienes 
trabajan en la agricultura y la pesca.

Lo peor está por venir
Estos problemas que hemos señalado no parecen 
tener solución dado el presente estado de cosas. 
No hay planificación alguna a largo plazo, ni me-
dios, ni vocación para enfrentar los desafíos más 
acuciantes, ni política de desarrollo alguna y los 

9 Social Watch, “Múltiples obstáculos, ritmo lento”, en 
Después de la caída, informe 2010, (Montevideo: ITEM, 
2010), p. 154. 

10 Ibid.

ministerios, sean el de agricultura o el de medio 
ambiente, intervienen cada uno por su lado sin con-
certación alguna.

De mantenerse las tendencias reconocibles, 
los bosques retrocederán, la sabanización avanzará 
y continuará el proceso de erosión de los suelos, 
que traerá aparejado un mayor riesgo de inundacio-
nes, al tiempo que alejará a la población de sus pri-
meras fuentes de recursos, sea la tierra cultivable o 
la leña. Asimismo, es de esperar que se produzcan 
conflictos en las zonas urbanas y periurbanas por 
el uso de la tierra para fines inmobiliarios o para la 
producción.

A largo plazo cabe esperar aumento en los pre-
cios de la leña y los productos agrícolas, un drástico 
agravamiento de la pobreza urbana y periurbana y, 
especialmente, el incremento de las temperaturas 
medias y de la incidencia de sequías predicho por 
los modelos vigentes de cambio climático. Esto 
traerá aparejado un notorio aumento de los proce-
sos de desertificación, lo cual retroalimentará las 
catástrofes de estos escenarios a corto y mediano 
plazo. N

FIGURE 1

Influencia del crecimiento de la ciudad de Bangui durante los últimos 20 años  
sobre el bosque al suroeste de la ciudad  y en la región fronteriza con el Congo

Fuente: Drigo 2007
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Se necesita un cambio

El país es cada vez más y más dependiente de las exportaciones a los países vecinos, mientras que su déficit actual 
no parece haberse reducido. El Gobierno se aferra a la implementación de un modelo neo-liberal no sustentable que 
socava el bienestar social, y se niega a considerar políticas a largo plazo. En la actualidad, el país enfrenta amenazas 
tales como el empobrecimiento de los grupos de clase media y de bajos ingresos, el incremento en  el desempleo 
y una rampante desigualdad de género. La pérdida de biodiversidad y la contaminación radiactiva son algunos de 
los desafíos medioambientales que deben ser evaluados de manera inmediata. Aumentar la participación en estos 
temas, a través de la sociedad civil, brinda alguna esperanza de que vaya a ser atendida la demanda por el cambio.
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La República Checa se está volviendo más y más 
dependiente de la salud económica de sus vecinos, 
especialmente de Alemania. Las exportaciones en 
el sector industrial, que aumentaron un 10,5% en 
2010, se han traducido en un crecimiento del 2,3% 
del PIB, según datos preliminares de la Oficina de 
Estadística Checa (�SÚ, por sus siglas en checo), 
pero como en años anteriores el déficit aparece en 
el comercio con países no pertenecientes a la UE, 
y el gran déficit con China excede grandemente el 
superávit con Alemania. Los vehículos motorizados 
continúan siendo el producto de exportación más 
importante y generan el mayor superávit; por otro 
lado, el déficit se genera principalmente por la im-
portación de petróleo y gas natural, pero también por 
productos farmacéuticos1.

Esta desequilibrada economía parece casi al 
borde del desastre, especialmente para los secto-
res más vulnerables de la población. Una reciente 
declaración política del Gobierno sugiere que éste 
va a continuar con sus reformas neoliberales sin 
prestar atención a los temas sociales2. El Gobierno, 
de hecho, no percibe los evidentes riesgos de esta 
estrategia, ya que no reconoce que uno de los fac-
tores que catapultó al desorden a la economía es la 
disminución de los ingresos fiscales de los sectores 
de la población con más altos ingresos. Amenazado 
con el ejemplo griego y con una posible bancarrota, 
el Gobierno tuvo éxito en volver la restricción de la 
deuda el tema principal, y se centra principalmente 
en la reducción del gasto social. Por lo tanto deja de 
lado temas importantes como el desempleo (7,0% 

1 Oficina checa de estadísticas, Ekonomické Údaje Za Rok 2010, 
produkce, obchod, zaměstnanost, (2010), <czso.cz/csu/
tz.nsf/i/prezentace_ekonomicke_udaje_za_rok_2010/$File/
ekonomicke_udaje_2010_070211.pps> 

2 Ver: <www.vlada.cz/cz/jednani-vlady/programove-
prohlaseni/programova-prohlaseni-74856/>. 

en el 4º trimestre de 2010, según estimaciones de la 
OIT y el 8,9% de acuerdo con el Ministerio de Traba-
jo y Asuntos Sociales), la desigualdad de género y 
las amenazas medioambientales (como el envene-
namiento radiactivo y la pérdida de biodiversidad).

Recortes presupuestarios  
y corrupción incesante
La estrategia del Gobierno desde el inicio de la crisis 
mundial de 2008-09 ha sido recortar el gasto social. 
Estos recortes han sido presentados como refor-
mas, pero los recortes económicos en los gastos no 
se ven acompañados de una nueva concepción del 
sistema social de la República Checa. Además, estos 
recortes no fueron apoyados por análisis de impac-
to, aunque la mayoría de estas medidas tendrán un 
impacto sobre todo en grupos de bajos ingresos y en 
la clase media. Este ésta una señal de la persistente 
tendencia a no valorar el gasto social como una in-
versión en el desarrollo de la sociedad.

Los recortes incluyen las asignaciones para los 
padres y los beneficios por incapacidad. Además, 
parece ser que los subsidios para la prestación de 
servicios sociales, como por ejemplo las subvencio-
nes denominados “atención temprana” destinadas 
a ayudar a las familias con niños con discapacidad 
física, han ido disminuyendo3. Esto tendrá un fuerte 
impacto negativo en las familias monoparentales, de 
las cuales las mujeres son una gran mayoría. Incluso 
antes de estos cambios, las estadísticas revelan que 
el 40% de las familias monoparentales con hijos se 
ven amenazadas por la pobreza y las malas condi-
ciones de vida; aproximadamente la mitad de estas 
familias están por debajo del nivel de ingresos de 

3 Ver: <www.ranapece.eu/index.php?id=43>.

1,5 veces el mínimo de subsistencia. En el futuro 
es de esperar que aumente el número de personas 
amenazadas por la pobreza.

Otro paso en el marco de las “reformas” es el 
desplome de los salarios y el incremento de los des-
pidos en el sector público/estatal, que representa 
a un gran número de mujeres. Además de ampliar 
las filas de los desempleados, esta medida afectará 
fuertemente el nivel de las pensiones y la ayuda fi-
nanciera para el cuidado de los hijos de las mujeres 
que trabajan en el sector estatal.

Además, la corrupción que recorre todo 
el sistema de contratos públicos sobrecarga el 
presupuesto del Estado en decenas de miles de 
millones por año, incluso según las estimaciones 
más optimistas4. Un ministro tuvo que renunciar 
porque haber sido sospechoso de corrupción; 
otro miembro del Gobierno es sospechoso de con-
fabulaciones ilícitas durante la presidencia checa 
de la Unión Europea. Casi no se presta atención a 
la solución de los problemas de la evasión fiscal 
internacional; la atención se centra principalmente 
en los pequeños empresarios que evaden impues-
tos, en primer lugar los de la comunidad vietna-
mita5. Por otro lado, y a pesar de ser criticado 
desde hace varios años por las ONG, el servidor de 
Gobierno Businessinfo.cz ofrece información que 
facilita la evasión fiscal internacional.

4 Ver: <denikreferendum.cz/clanek/8192-ekonom-pavel-
kohout-do-jara-z-vlastni-vule-opusti-nerv>. 

5 NašePeníze.cz, Vietnamští obchodníci způsobují miliardové 
daňové ztráty, (April 7, 2011), en: <www.nasepenize.cz/
vietnamsti-obchodnici-zpusobuji-miliardove-danove-
ztraty-7093>.
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Género: mujeres subrepresentadas
En las elecciones de mayo de 2010, gracias a los vo-
tos preferenciales (que permitieron votar por cuatro 
candidatos de la lista de un partido y luego moverlos 
hacia arriba), las mujeres ganaron 12 escaños más 
en la Cámara de Diputados de lo que hubiesen alcan-
zado ciñéndose sólo a las listas diseñadas por los 
partidos políticos. Están insuficientemente repre-
sentadas, de todas formas, en los rangos más altos 
de los puestos de toma de decisiones. En el poder 
judicial, por ejemplo, mientras que en su conjunto 
ha habido más mujeres en la judicatura que hombres 
(alrededor de un 20% en promedio en el largo plazo), 
su representación se reduce drásticamente en los 
niveles superiores. Aparte de Hungría, la República 
Checa es el único país de la UE en el que el Gabine-
te está integrado por representantes estrictamente 
masculinos.

Desmejoras en la situación de los inmigrantes
La insatisfacción con la respuesta a la crisis y el 
cambio de los costos a la clase media y baja ha incre-
mentado las tensiones en la sociedad. Mantener el 
contrato social se hace cada vez más difícil, mientras 
que el crecimiento de las diferencias en los ingresos 
conduce a un incremento de la xenofobia, el racismo 
y la degradación de la solidaridad social. Por lo tanto, 
la crisis económica también ha llevado a una actitud 
negativa más radical para con los inmigrantes, espe-
cialmente las mujeres.

Un ejemplo son las complicaciones que los 
padres inmigrantes están enfrentando con el se-
guro de salud de sus hijos. Un extranjero empleado 
está incluido en el sistema de seguro público, pero 
si ni la madre ni el padre tienen residencia perma-
nente en la República Checa, sus hijos no pueden 
ser asegurados antes del nacimiento y la atención 
médica proporcionada en la clínica de maternidad 
debe ser pagada en efectivo. Si el recién nacido tie-
ne problemas de salud, las compañías de seguros 
puede incluso negarse a proporcionar un seguro6. 
Una empresaria extranjera está limitada al sistema 
de seguros comerciales desde el principio, y tiene la 
oportunidad de contratar un seguro para el parto y el 
puerperio inmediato con un cargo adicional (aproxi-
madamente el doble del salario medio).

Medio Ambiente: abajo los árboles,  
en pie los centros comerciales
La protección del medio ambiente es otro tema cru-
cial para la República Checa. A principios de 2010 
una nueva ley sobre la preservación de la naturaleza 
y el paisaje entró en vigor y redujo la protección de 
los árboles y las otras especies madereras. Como 

6 Un caso particular se está manejando con la asistencia 
de Inbáze Berkat, o. s. Ver: <www.inbaze.cz/index.
php?option=com_content&view=article&id=185&catid=52>.

ya no era necesario obtener la aprobación de las 
autoridades locales, esto condujo la tala extensiva 
en pueblos, ciudades y calles. A lo largo de 2010, 
el Ministerio de Medio Ambiente no publicó ningún 
decreto destinado a reducir este efecto7.

El Ministerio de Agricultura, por otro lado, ha 
intentado – en repetidas ocasiones y en contra de 
las protestas de las organizaciones ecologistas y 
de las pequeñas empresas madereras – trasmitir 
el concepto “ofertas del bosque” en los bosques 
públicos (el 17% de la superficie) que favorecen 
a las grandes compañías madereras, empujando a 
las funciones públicas de los bosques administra-
dos por el Estado (recreación, protección contra la 
erosión, retención de agua, ámbitos para plantas y 
animales) hacia la producción de madera y la gene-
ración de beneficios.

A pesar de la persistente crisis económica, la 
construcción de grandes centros comerciales si-
gue en pie en la República Checa, que ya tiene el 
número más alto per cápita de estos centros en la 
totalidad de Europa Central y del Este8. En los últimos 
siete años, las cadenas de tiendas se han ampliado 
considerablemente y se han creado 80.000 plazas 
de aparcamiento; el 63% de las mismas han sido 
construidas en áreas no desarrolladas (tierras de 
cultivo, campos, pastos o huertas), y los árboles 
fueron talados en el 62% de los casos, mientras que 
el 25% de esas áreas ha tenido algún impacto en los 
elementos protegidos del medio ambiente (tanto 
para garantizar la estabilidad ecológica como para 
proteger los biotopos de los animales)9. Otras con-
secuencias de la expansión ilimitada de las cadenas 
de tiendas, principalmente internacionales, han sido 
la liquidación de las tiendas de comestibles, el des-
borde de centros comerciales en el paisaje abierto, la 
despoblación de los centros urbanos y el aumento en 
el tráfico de automóviles individuales.

Giro de 180 grados en fuentes renovables  
de energía 
La importancia de las energías renovables no se 
aborda adecuadamente en el Marco Estratégico 
para el Desarrollo Sustentable, ratificado por el Go-
bierno en 2010, aunque su importancia es evidente 
cuando consideramos que vincula los principios de 
las medidas sobre el clima con la disminución de 
las importaciones de energía y la disminución de 
los costos externos del sistema energético actual.

7 Ekolist.cz, Trvá období téměř volného kácení stromů. Chybí 
novela vyhlášky, (Praga: 2010), <ekolist.cz/cz/zpravodajstvi/
zpravy/zacina-obdobi-temer-volneho-kaceni-stromu-chybi-
novela-vyhlasky>.

8 Hospodářské noviny, Diskontům a hypermarketům se daří i 
v krizi, (30 de marzo de 2010), <hn.ihned.cz/c1-42048630-
diskontum-a-hypermarketum-se-dari-i-v-krizi>.

9 Ver: <hyper.cz/soubory/vyzkum 2003-2009.pdf>.

En 2010 el Estado declaró una detención en 
el desarrollo de las plantas de energía fotovoltaica. 
Parece probable que en el futuro serán admitidas 
solo instalaciones de hasta 30 kW, lo que significa 
una limitación importante en el desarrollo de la gene-
ración de energía fotovoltaica. Por otro lado, se han 
tomado nuevos pasos para terminar la construcción 
de la Planta de Energía Nuclear de Temelin. Esto está 
programado finalice en el año 2025 y la planta debe-
ría mantenerse operativa hasta 2070.

La última mina de uranio en Europa Central, ubi-
cada en Rožná, todavía permanece operativa y por lo 
tanto durará por lo menos hasta 2013. Se suponía 
que la mina ya debiera haber sido cerrada en varias 
ocasiones, pero el Gobierno ha decidido mantenerla 
operativa. La situación de la infección con radón 
de las casas en las áreas de las antiguas minas de 
uranio (por ejemplo, en Jáchymov), sigue siendo un 
problema sin resolver.

Reacción ciudadana
En respuesta a las políticas socialmente insensibles 
del Gobierno ha surgido el movimiento ProAlt, una 
iniciativa ciudadana que critica las reformas pro-
puestas y las alternativas de apoyo. ProAlt reúne a 
personas de todas las profesiones, generaciones 
y formas de vida que se oponen a los insensibles 
cortes generalizados. El movimiento “Alternativa 
zdola” apoya la participación de los ciudadanos en la 
política, así como también en la vida económica de 
sus comunidades a través de consultas, educación, 
creación de redes y acciones políticas.

La campaña de la “�esko proti chudob�” (Re-
pública Checa contra la Pobreza), constantemente 
señala la necesidad de aumentar la eficacia de la co-
operación para el desarrollo y critica la incapacidad 
del país para cumplir con su promesa de aumentar 
los recursos de la Ayuda Oficial pra el Desarrollo 
(AOD). Un aspecto positivo de la cooperación para el 
desarrollo de la República Checa es su estandariza-
ción gradual y el incremento de la transparencia. Una 
contribución de la AOD Checa es que hace foco en 
las fuentes de energía renovables para las regiones 
pobres.

El aumento de la actividad política en la so-
ciedad civil brinda al menos alguna esperanza de 
que la gente exigirá se corrijan las políticas y no 
descargará su ira contra los más pobres, a quienes 
la elite política acusa de ser la razón del despilfarro 
y del endeudamiento del Estado. La participación 
de la población, centrada en la corrupta esfera 
política financiada por el capital mafioso, es una de 
las últimas posibilidades que quedan para asegu-
rar la democracia formal y un mínimo de normas 
sociales.n



Índice de Capacidades Básicas (ICB)

Empoderamiento

Actividad económicaEducación

Niños que llegan 
a 5º grado

Sobrevivencia de menores de 5Partos atendidos

Índice de Equidad de Género (IEG)

Informes nacionales 168 Social Watch

FEI 
Mesa Nacional para las Migraciones 
Red Nacional de Emergencia 
ADIMJO 
FEDOCOMIN 
MOSCTHA
William Charpantier 
Ruth Paniagua 
Luisa María José 
Fernando Valdez

A pesar del compromiso manifestado por el go-
bierno dominicano respecto a la consecución de 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) de 
la ONU, los principales obstáculos para alcanzarlos 
provienen de la aplicación de políticas poco efectivas 
en áreas tan fundamentales como la inversión social, 
la redistribución de la riqueza, la recuperación del 
medio ambiente y, en particular, la educación. Como 
se detalla más abajo, estudios oficiales e indepen-
dientes muestran que el país está particularmente 
lejos de alcanzar los Objetivos 1 (erradicación de 
la pobreza extrema y del hambre), 2 (educación 
universal) y 3 (igualdad entre los géneros). A estos 
problemas se suman, como se verá más adelante, 
los escasos avances en materia de sustentabilidad 
medioambiental, severamente degradada por déca-
das de sobreexplotación, todo lo que pone en entre-
dicho la capacidad del Gobierno para desarrollar una 
economía sustentable en el país.

En 2006 se creó el Ministerio de Economía, 
Planificación y Desarrollo (MEPYD), con múltiples 
funciones, entre ellas monitorear las políticas de 
desarrollo social y de reforma del Estado. Este Mi-
nisterio fue el encargado de la creación de un Docu-
mento Base de la Estrategia Nacional de Desarrollo 
2010-2030, subtitulado “Un viaje de transformación 
hacia un país mejor”1, que trata de crear un docu-
mento de consenso que aclare los pasos a dar para 
transformar a República Dominicana en una nación 
más justa y equitativa.

En 2010 el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) definió al país como “de 
ingreso medio que está en vía de desarrollo y que 
depende principalmente de los servicios y las reme-
sas. La actividad económica es hoy 12 veces más 
grande que en 1960 y ha crecido a una tasa de 5.4% 
promedio anual en los últimos 48 años. Los ingresos 

1 Documento base de la propuesta de Estrategia Nacional de 
Desarrollo 2010 – 2030. (Santo Domingo: 2010).

de divisas por exportaciones, turismo y remesas son 
15 veces superiores al nivel de 40 años atrás”2. Sin 
embargo, a pesar de estos indicadores positivos y 
cambios institucionales, el bajo nivel de inversión 
social y los escasos avances en mejoras educativas 
mantienen al país alejado de las metas que su propio 
Gobierno asegura perseguir.

Desigualdades persistentes
República Dominicana ha realizado importantes 
avances en varios de los ODM. Indicadores como 
los de la mortalidad infantil o materna, o la esperanza 
de vida al nacer, han tenido significativas mejoras en 
los últimos años. Pero entre los casi 10 millones de 
dominicanos los niveles de pobreza e indigencia ac-
tuales siguen siendo muy altos (34% y 10% respec-
tivamente), a pesar de una notoria mejoría respecto 
al pico registrado durante la crisis económica de 
2003 (43% y 16%), según datos del Ministerio de 
Economía, Planificación y Desarrollo3.

El Informe Mundial Sobre Desarrollo Humano 
2010 del PNUD señala que el mayor obstáculo para 
el desarrollo en el país es la desigualdad4. Por otra 
parte, según muestra el informe, con relación al au-
mento de la riqueza por habitante, la educación y la 
salud no han mejorado en la misma proporción. El 
Índice de Desarrollo Humano de PNUD ubica a Repú-
blica Dominicana en el lugar 88 entre 169 países, con 
un índice de desarrollo humano medio de 0,6635. 

2 Ver: <www.pnud.org.do/content/acerca-del-pais>.

3 Ver: <www.economia.gov.do/eWeb/ShowContent.
aspx?idc=452>.

4 PNUD. Informe sobre desarrollo humano 2010, <undp.org/
es/informes/mundial/idh2010/capitulos/>.

5 Ver: <hdr.undp.org/es/estadisticas/>.

Por su parte, el Estado Mundial de la Infancia de 
UNICEF de 2006 remarca que “los avances sociales 
en República Dominicana medidos por esperanza 
de vida al nacer, mortalidad infantil, recién nacidos 
con bajo peso, tasa de alfabetización de adultos, son 
insuficientes en comparación con otros países de la 
región con igual crecimiento económico”6. 

Un informe de la CEPAL (Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe) indica que, desde 
2004, el país ocupa el tercer lugar en el índice de es-
tados americanos con escasa inversión en políticas 
sociales, lo que se refleja sobre todo en el acceso 
de la población a servicios de salud, educación y 
asistencia social7. 

Violencia y discriminación
En su informe 2010, Amnistía Internacional denuncia 
la persistente discriminación que sufren los inmi-
grantes haitianos y sus descendientes. Son frecuen-
tes los crímenes de odio, incluyendo linchamientos, 
y la explotación laboral de inmigrantes ilegales. Ex-
traoficialmente se calcula que alrededor de 800.000 
haitianos viven es República Dominicana, casi todos 
en las zonas más pobres del país8. 

En 2007, por una directiva de la Junta Central 
electoral, se anularon los documentos de identidad 
de miles de dominicanos, la mayoría de ellos descen-
dientes de haitianos, convirtiéndolos en apátridas. 
Esta anulación implica impedir el acceso de los dam-
nificados a servicios de salud y educación, a puestos 
de trabajo, y se anuló su derecho al voto. Los indocu-

6 Ver: <www.unicef.org/spanish/sowc06/index.php>.

7 Ver: <www.unicef.org/republicadominicana/grafico__ODMs.pdf>.

8 IPS, Aumenta la violencia contra haitianos, <ipsnoticias.net/
nota.asp?idnews=90376>.

La desigualdad, el mayor obstáculo

La violencia de género y contra los inmigrantes haitianos, la degradación del medio ambiente y en particular 
las desigualdades en el sistema educativo hacen dudar de la capacidad del Estado para lograr un desarrollo 
humano y económico sustentable a mediano plazo. A pesar de algunos avances, el país necesita con urgencia 
políticas sociales mucho más profundas y comprometidas para lograr un cambio real que asegure su futuro. Sin 
una drástica democratización de la educación es improbable que República Dominicana alcance un desarrollo 
sustentable.
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mentados pueden ser detenidos arbitrariamente y ex-
pulsados del país. Esa reglamentación sigue vigente.

La violencia de género es otro problema endé-
mico, sobre todo relacionado con menores de edad. 
En mayo de 2009 la Fiscalía de Santo Domingo reveló 
que el 90% de las denuncias por violencia sexual es-
taban relacionadas con niñas menores de 18 años9.

Degradación ambiental
Respecto al medio ambiente, la explotación des-
mesurada de los recursos naturales del país llevó 
a que durante la segunda mitad del siglo XX se de-
vastara gran parte de su superficie boscosa y de los 
arrecifes de coral, y que a que en la actualidad el 
80% de sus cuencas hidrográficas sufran un grave 
deterioro10. Sumando esto a la carencia de una red de 
saneamiento adecuada en gran parte del país y a las 
dificultades para la distribución de agua potable, el 
riesgo de crisis sanitaria entre la población siempre 
es elevado. Los altos índices de pobreza también 
llevan a que gran parte de la población dependa de 
los recursos alimenticios naturales del territorio, 
provocando la inevitable disminución de los mismos 
y la consecuente degradación del ecosistema.

Déficit educativo e inacción gubernamental
Particularmente desalentadora es la escasa preocupa-
ción oficial por sus políticas de educación, piedra de 
toque de cualquier plan futuro de mejoría social, econó-
mica o ambiental. La educación es el principal medio de 
construcción de valores de una sociedad y un elemento 
constitutivo del desarrollo humano y sustentable, dado 
que garantiza que las futuras generaciones puedan 
servirse adecuadamente de los recursos naturales y 
sociales que queden a su disposición.

Además de estar omiso en cuanto a su respon-
sabilidad, el Estado incluso incumple disposiciones 
legales, ya que el gasto en educación, que aumentó 
de 1,9% a 2,9% del PIB entre 1996 y 2002 pero bajó 
como consecuencia de la crisis económica a 1,5% en 
2004 y repuntó a apenas 1,9% en 2005, no ha supe-
rado nunca el 3% del PIB, cuando la Ley General de 
Educación de 1997 (Ley 66-97), en su artículo 197, 
ordena que a partir de 1999 el gasto público anual en 
el sector debe ser de al menos 16% del gasto público 
total o de 4% del PIB estimado para el año corriente, 
“escogiéndose el que fuere mayor de los dos”11. 

El Ministerio de Educación calculó que entre 
2000 y 2005 se redujo la porción del financiamiento 
del sistema correspondiente al gobierno (a 52%) y a 
las familias de los estudiantes (a 39%), lo cual se ha 
visto compensado, en la estimación de la Organiza-

9 Informe 2010 de Amnistia Internacional, Human Rights in 
República Dominicana.

10 Guía del Mundo 2010. República Dominicana. Pag. 468.

11 Ver: <www.educando.edu.do/files/2413/1783/9636/
ley_general_educacion_66-97.pdf>

ción para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE), por los recursos externos (préstamos y 
donaciones) y los aportes de empresas privadas, 
que componen la parte restante12. Mientras, las 
instituciones privadas, a las que asiste 24% de los 
estudiantes, garantizan mejor que el sistema público 
el goce de este derecho fundamental. 

Ante este panorama, el Gobierno da señales 
confusas. El presidente Leonel Fernández sembró 
dudas sobre su compromiso con el mandato de la 
Ley 66-97 al afirmar que no hay una correlación entre 
el volumen de inversión en la educación y los resulta-
dos del sistema de enseñanza. Según el presidente, 
el incremento del gasto en relación con el PIB no 
asegura una educación de calidad y equitativa13.

Luego de las declaraciones de Fernández, orga-
nizaciones de la sociedad civil dominicana se unie-
ron en la Coalición Educación Digna para exigirle al 
Gobierno el cumplimiento de su obligación legal. 
Incluso entidades empresariales como la Federación 
de Asociaciones Industriales (FAI) han apoyado de-
cididamente el reclamo. “La industria dominicana no 
podrá ser competitiva con mano de obra de baja cali-
ficación. Entendemos, como dice el Presidente, que 
se requiere una reforma del estilo pedagógico y del 
currículum, pero esto no es posible sin recursos”, 
indicaron la FAI y otras instituciones similares14.

La inequidad en el aula 
Del acuerdo con el informe de 2008 del Laboratorio 
Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de la 
Educación (LLECE), rige en República Dominica-
na “un modelo educativo de calidad dual, donde la 
mejor es para los grupos más ricos y la peor para 
los grupos más pobres, lo que se ha constituido en 
una especie de cultura que para muchos pareciera 
ser parte del orden natural de las cosas”15. A pesar 
de que tanto encuestas y estudios oficiales como 
independientes lo reflejan claramente, la situación 
sigue intacta, contribuyendo a internalizar y volver 
endémica la situación de desigualdad.

La Encuesta Demográfica y de Salud (ENDESA) 
detectó en 2007 inequidades educativas determina-
das por el ingreso: el analfabetismo en el quintil de 
riqueza más alto es de apenas 2%, mientras en el 
más bajo asciende a 26%16.

12 Ediciones OCDE, Informe sobre las políticas nacionales de 
educación: República Dominicana, (París: 2008).

13 Iberoamérica alcanza logros en educación, en Listín Diario, 
(5 de diciembre de 2010).

14 DiarioDigitalRD, Industriales piden reforzar campaña a favor 
del 4% para la Educación.

15 PNUD -República Dominicana, Política social: capacidades 
y derechos-Análisis y propuestas de políticas sociales en 
República Dominicana, Vol. 1, (Santo Domingo: 2010).

16 Centro de Estudios Sociales y Demográficos (CESDEM) y 
Macro International Inc, Encuesta Demográfica y de Salud 
2007, (Santo Domingo, República Dominicana: CESDEM y 
Macro International Inc).

Otra evaluación, la del Segundo Estudio Regio-
nal Comparativo y Explicativo de los Aprendizajes de 
los Estudiantes de América Latina y el Caribe (SER-
CE), concluyó en 2008 que “el nivel del estudiantado 
dominicano de tercer y sexto grados en las asignatu-
ras de matemática y lenguaje están muy por debajo 
del promedio de América Latina y el Caribe”17. 

Es evidente que el sistema educativo dominica-
no no garantiza una educación de calidad. Aunque la 
cobertura escolar ha aumentado en los últimos 10 
años, el desempeño de los programas continúa sien-
do muy deficiente. Como consecuencia, los alumnos 
concluyen sus estudios sin contar con los conoci-
mientos requeridos por el mercado laboral, lo cual 
limita su acceso a un empleo digno. Sin una drástica 
mejora de la educación impartida, y del acceso de 
la población a la misma, es dudoso que el Gobierno 
pueda alcanzar las condiciones que permitan un de-
sarrollo sustentable del país.

Uno de los factores que determina estos resul-
tados es la calidad de la tarea docente, deprimida 
por la sobrecarga de trabajo de los educadores, su 
deficiente remuneración y su propia preparación 
académica.

Para lograr un salario mínimamente aceptable, 
los docentes deben asumir una cantidad de horas de 
clase que conspira contra su dedicación a la prepara-
ción de los cursos fuera del aula. Eso torna imposible 
el cumplimiento de los programas fijados y la trans-
misión efectiva de los conocimientos previstos a los 
estudiantes. Por otra parte, apenas 43,1% de los edu-
cadores activos en el año lectivo 2005-2006 habían 
obtenido un título de especialización para dar clase.

Conclusiones
Más allá de algunos datos  alentadores,  como el cre-
cimiento de la esperanza de vida y la reducción de la 
mortalidad materna e infantil,  República Dominica-
na debería adoptar con urgencia  una estrategia de 
desarrollo sustentable a largo plazo que le permita 
superar  los serios obstáculos  relacionados con la  
creciente desigualdad. Esta condición se vuelve espe-
cialmente evidente si tenemos en cuenta el acceso de 
la población a la salud y a la educación, que incide en 
la productividad de la fuerza laboral del mismo modo 
que lo hacen la persistente discriminación y violencia 
hacia la mujer y los inmigrantes haitianos convirtién-
dolos en apátridas. Si la calidad de la educación no 
mejora drásticamente y el acceso de la población a  
la misma no se extiende, será difícil que el Gobierno 
esté en condiciones de poner al país en el camino del 
desarrollo sustentable. n

17 PNUD - República Dominicana , op. cit..
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Bomba de tiempo social y ecológica

El país, severamente afectado por la crisis económica mundial, enfrenta importantes desafíos, entre ellos la 
falta de transparencia en las instituciones gubernamentales y la ausencia de planeamiento a largo plazo. Esto 
aumenta la vulnerabilidad ante los desastres naturales, para los que el Gobierno no ha aportado planes de 
protección o prevención eficaces. En otro orden, la deforestación, principalmente debida a consumo energético, 
es una bomba ecológica de efecto retardado. En el último año diferentes sectores de la sociedad se han 
manifestado contra la falta de adecuada gobernanza. 

Cultural Association for Educational and Social Self-
Promotion (ACAPES); National Associations for the Disabled 
of Senegal (ANHMS); Democratic Union of Teachers (UDEN); 
Youth and Environment Action (AJE); Pan-African Youth 
Organizations (OJP), a member of the African Youth Coa-
lition against Hunger; Syndicate of Professors of Senegal 
(SYPROS); ssociation for the Economic, Social and Environ-
mental Development of the North  (ADESEN); Enda TM.

El país implementó en 2003 el Documento de Es-
trategia de Lucha contra la Pobreza (DSRP, por sus 
iniciales en francés), que constituyó el marco de 
referencia en materia de política económica y social 
para el crecimiento y reducción de la pobreza y la 
realización de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(ODM).

Los efectos de la crisis mundial llegaron a su 
máximo en 2010, cuando la economía y las finan-
zas públicas se vieron tremendamente afectadas 
por la problemática situación energética, alimenticia 
y financiera, volviéndose especialmente visible su 
vulnerabilidad. Para 2011, el crecimiento del PBI 
se estimó en 4,2%1; sin embargo, para superar la 
emergencia económica y alcanzar los objetivos defi-
nidos en pos de la erradicación de la pobreza, es de 
vital importancia que el nivel de crecimiento alcance 
el 10%, y además de sostenido sea asimilable a los 
principios del desarrollo sustentable.

La situación económica, de hecho, ha empeo-
rado. Por ejemplo, los cortes en la generación de 
energía eléctrica causados por la falta de los fondos 
necesarios para administrar y mantener las plantas 
generadoras, han tenido una repercusión negativa 
en el crecimiento económico, estimada para 2010 
en aproximadamente un -1,4%2. El desempleo, la 
inequidad social y la vulnerabilidad han aumentado. 

Un confuso marco de gobernanza
Los ODM constituyen una nueva referencia a la hora 
de medir el nivel de desarrollo de un país, y a su vez 
para establecer parámetros de evaluación de los 
avances hacia el desarrollo sustentable. 

Desde este punto de vista, en Senegal figuran 
resultados aún insuficientes en cuanto a las políticas 
y estrategias de desarrollo, particularmente en cuan-
to a los servicios sociales esenciales y la equidad de 

1 Datos del Ministerio de Economía y Finanzas – Dirección de 
previsión y estudios económicos.

2 Datos de la Dirección de previsión y estudios económicos.

género. Ello constituye una invitación al Gobierno 
y a todos los actores a doblar esfuerzos y a hacer 
confluir sus acciones en torno a objetivos concretos, 
compartidos y focalizados.

Si se analiza el Índice de Desarrollo Huma-
no (índice de desigualdades de género e índice 
de pobreza), al igual que el Índice de Capacidades 
Básicas (ICB)3, se vuelve evidente que el país no 
ha sentado aún las bases para el desarrollo sus-
tentable. En 2010, de hecho, ocupó el lugar nº144 
dentro de 169 países4. De hecho, el camino hacia la 
adopción de un modelo de desarrollo sustentable 
en Senegal está plagado de desafíos, que hasta 
ahora el Gobierno, con su voluntarismo ineficaz, no 
ha sabido enfrentar.

Aunque desde 2006 las fuentes oficiales de da-
tos referentes al proceso de reducción de la pobreza 
monetaria señalan que se constatan progresos, la 
evolución de la pobreza no monetaria (el acceso a 
los servicios sociales básicos, a una alimentación 
adecuada, a fuentes de agua libres de contamina-
ción, a una vivienda decente y a un marco de vida 
sano) es muy lenta como para cumplir los ODM de 
aquí a 2015.

A nivel institucional, la multitud de agencias 
que existen junto a una superposición de ministerios 
torna confuso el marco de gobernanza de los progra-
mas destinados a mejorar la situación. La estructura 
presente del sector público no es la más adecuada a 
la hora de garantizar la posibilidad de un desarrollo 
eficaz. La buena gobernanza, la transparencia y la 

3 Por una descripción detallada del ICB, ver el informe sobre 
su edición 2011, incluido en este volumen.

4 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
La verdadera riqueza de las naciones.

lucha contra la corrupción, ausentes de la configura-
ción presente del Estado, son indispensables a fin de 
garantizar resultados decisivos. 

La pobreza sigue alcanzando a franjas impor-
tantes de la población de las ciudades y del medio 
rural, afectando especialmente a las mujeres cabeza 
de familia, cuyo número aumenta. Los gastos públi-
cos volcados a las redes de seguridad y de seguro 
social se estiman, en el último período, en el entorno 
del 1.16% del PBI, por debajo incluso del prome-
dio africano del 1.44% (Ministerio de la Familia, de 
las Agrupaciones Femeninas y de Protección a la 
Infancia). 

La falta de coordinación de las intervenciones, 
las acciones repetidas y la ineficacia de los progra-
mas, hacen que los resultados en este campo sean 
ampliamente insuficientes. 

La no implementación de la Ley de Orientación 
Social (relativa a la promoción y a la protección de los 
derechos de las personas discapacitadas), que fue 
aprobada por la ciudadanía en 2010, no ha permitido 
hasta la fecha implementar el necesario marco ins-
titucional para la atención y la integración socioeco-
nómica de las personas discapacitadas. 

Descontento social
El clima social se vio permanentemente alterado por 
grandes movimientos reivindicatorios de mejores 
condiciones de vida, de trabajo y de seguridad, con 
manifestaciones callejeras contra el costo de vida 
elevado, la inacción del gobierno ante las inundacio-
nes y los cortes de energía eléctrica. Este clima social 
tenso vivido durante todo el año acarreó movimien-
tos de reivindicación caracterizados por una serie de 
huelgas en los sectores de la educación, de la salud 
y de la justicia. 
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Originados en las afueras de Dakar y secun-
dados por guías religiosos (Imanes y sacerdotes), 
estos movimientos se extendieron a todo el país; sin 
embargo, el Gobierno desoyó su ferviente protesta, 
que se diseminó a través de un amplio movimiento 
social que denunciaba el elevado costo de vida, los 
cortes de energía eléctrica y la degradación de los 
valores republicanos y de las condiciones de vida en 
general de las poblaciones. 

Los movimientos se diversificaron, desde las 
marchas de repudio encabezadas por Imanes y sa-
cerdotes en 2009 hasta las protestas del movimiento 
de jóvenes « Y’ en a marre » (Estamos hartos), lide-
rado por músicos de Hip Hop. Se sumaron también 
asociaciones de trabajadores y otros grupos socia-
les, que promovieron huelgas de hambre y protestas 
frente a las rejas del palacio presidencial. 

El déficit medioambiental
Existen problemas estructurales de saneamiento 
y de ordenamiento territorial, que van de la mano 
del crecimiento insustentable de las ciudades y de 
las fallas en el sistema de saneamiento, a pesar de 
los fondos volcados al sector de la limpieza (lo que 
hace decir a algunos que “hay oro en los desechos”). 
Esto debe sumarse a diversos problemas de higiene 
pública, a la deforestación y a la erosión costera, 
que amenaza a comunidades enteras. De hecho, el 
recrudecimiento de las inundaciones, agravado por 
la falta de planeamiento y de medidas paliativas, se 
ha convertido en un azote para todas las regiones del 
país, con 521.968 personas afectadas5 y pérdidas 
de vidas humanas en localidades como Kolda (sur) 
y Kaffrine (Este). Sólo en la región de Saint Louis, 
al norte, hubo 5.661 familias asoladas, así como 
también 4.354 letrinas destruidas, lo cual impacta 
negativamente en la salud de las poblaciones. La 
producción agrícola se vio afectada debido a que 
miles de hectáreas de tierra de cultivo sembradas 
quedaron sumergidas. 

Este panorama desolador está enmarcado en 
el déficit crónico de infraestructuras en el interior 
del país, razón por la cual la sociedad civil aboga 
por una inversión en las infraestructuras carreteras 
en el medio rural, así como por medidas para im-
pulsar la economía rural en las regiones periféricas 
y acelerar el proceso de integración con los países 
limítrofes. 

Un balance desalentador
Se han producido ciertos avances en relación a ob-
jetivos tales como la readaptación de los recursos 
naturales y de las tierras, el desarrollo, la recupera-
ción de la biodiversidad, la gestión de los recursos 
transfronterizos y la lucha contra la contaminación. 

5 Datos de la Cruz Roja Senegalesa.

En este sentido, el país está en buen camino, al me-
nos en cuanto a revertir la tendencia a la degradación 
ambiental, y dispone de una estrategia nacional de 
adaptación a los cambios climáticos.

Sin embargo, en el área de la salud, se constatan 
graves problemas.

Las inversiones en este sector, por ejemplo, 
están distribuidas de un modo notoriamente des-
igual, que favorece al medio urbano en detrimento 
de las zonas rurales, específicamente en cuanto a 
la apertura y mantenimiento de centros de salud y 
maternidades. Los hospitales regionales y naciona-
les y las estructuras de salud especializadas reciben 
más medios financieros que los servicios de salud 
básicos, más cercanos a las poblaciones pobres. 
El discurso oficial del Gobierno, sin embargo, ma-
nifiesta que los centros de cuidados básicos son su 
prioridad, lo cual, lamentablemente, no se verifica 
en la realidad.

Además, la cobertura del sector en cuanto a 
personal médico es relativamente baja, sobre todo 
en el medio rural. Esto trae aparejada una accesi-
bilidad desigual de las poblaciones a los cuidados, 
siendo los más pobres y los habitantes rurales los 
más desfavorecidos. De hecho, más de la mitad del 

personal calificado ejerce en dos regiones, Dakar y 
Thiès, que nuclean el 52% de los médicos, el 69% de 
los parteros y el 31% de los enfermeros. 

Es importante destacar, a la vez, que la lucha 
contra el VIH SIDA ha tenido resultados satisfacto-
rios. Ciertas regiones y grupos de poblaciones (tra-
bajadoras sexuales, transportistas carreteros), sin 
embargo, siguen alcanzando tasas superiores al 7%.

A pesar de que los esfuerzos son notorios, la 
proporción de partos asistidos por personal califica-
do es bajo (66,9% en 2009) y las tasas de mortalidad 
materna e infantil son aún elevadas en relación al 
objetivo de 2015.

La educación, por otro lado, es uno de los 
sectores que más se beneficia de una asignación 
de recursos más generosa. Sin embargo, el país 
todavía presenta un cierto atraso en los resultados 
con respecto al promedio africano, en gran medida 
debido a tasas brutas de escolarización aún bajas (3 
a 4 % en el nivel preescolar en ciertas regiones con 
un promedio nacional del 9.8%), a un alto índice de 
deserción en la enseñanza media, al bajo número de 
docentes disponibles para disciplinas científicas, y 
a la marginalización de la enseñanza técnica y de la 
formación profesional. n

DEFORESTACION: UNA BOMBA ECOLóGICA  
DE EFECTO RETARDADO

Los bosques de la región meridional del país están desapareciendo a un ritmo desenfrenado. En un 
informe titulado “El polvorín medioambiental”, presentado por la Comisión del Consejo Rural de 
Kandion Mangana, el saqueo de la vegetación rasante se describe como un verdadero exterminio. 
Esta agresión a la flora data de varias décadas en toda la franja norte de la región de la Casamance, 
sobre todo en el departamento de Bignona, aunque registró un incremento más sostenido a partir 
del 2005. Las razones deben buscarse principalmente en la agitación permanente debida al Movi-
miento de las Fuerzas Democráticas de Casamance (MFDC), una guerrilla que desde hace más de 
tres décadas reclama la independencia de esta parte meridional de Senegal. 

Una de las consecuencias de este proceso de deforestación, a través de la quema indiscrimi-
nada de vegetación, es el incremento en la emisión de gases de efecto invernadero, responsables 
del recalentamiento global del planeta y causa del cambio climático.

Otras razones que explican la degradación del bosque incluyen: La búsqueda de nuevas 
tierras de cultivo que conduce al desbrozamiento; la producción de carbón vegetal para satisfacer 
las necesidades energéticas de las poblaciones; y la producción de madera destinada a la cons-
trucción, que amenaza las especies nobles explotadas (generalmente las leñosas de madera dura 
y de crecimiento lento).

A efectos de reducir este proceso de deforestación, las siguientes medidas se tornan nece-
sarias: restaurar los bosques y formaciones en degradación; evaluar programas de forestación e 
implementar estrategias apropiadas; investigar y adoptar prácticas sustentables de los recursos; 
proteger los bosques, principalmente a través de la lucha contra la quema de malezas; promover 
el uso de fuentes de energía alternativas; proteger los suelos; y controlar en forma más estricta la 
explotación forestal en el marco de una política de regeneración y de protección de ciertas especies.
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Leyes y estrategias en espera de implementación

Association Technology and Society
Mirjana Dokmanovic, PhD 
Danica Drakulic, PhD

Debido al colapso económico de la década de 1990, 
no fueron realizadas las inversiones medioambien-
tales más necesarias a efectos de prevenir la con-
taminación en Serbia y construir infraestructura de 
saneamiento y agua1. En los últimos años el país ha 
avanzado en el desarrollo de políticas formales y en 
sentar las bases legales para la gestión medioam-
biental, principalmente a través de la armonización 
de la legislación con el acquis communitaire (la le-
gislación acumulada, los actos jurídicos y las deci-
siones de los tribunales que conforman el acervo de 
la legislación de la UE)2. La Estrategia Nacional para 
el Desarrollo Sustentable (NSDS, por sus siglas en 
inglés), para el período 2009-2017 se desarrolló con 
la participación de organizaciones de la sociedad civil 
y fue adoptada en mayo de 20083. La NSDS se basa 
en tres factores clave del desarrollo sustentable: de-
sarrollo económico sustentable, desarrollo social 
sustentable y protección medio ambiental mediante 
la utilización racional de los recursos naturales. Este 
documento estratégico ha identificado los siguientes 
problemas medioambientales clave en Serbia:

1. Polución del agua: este es el principal prob-
lema medio ambiental del país. Solo el 63% de la 
población posee acceso a suministros públicos 
de agua, mientras que solo el 35% está conectada 
a una red pública de alcantarillado. La calidad del 
agua potable es en general insatisfactoria. Solo la 
mitad de la población se abastece de agua potable 
en sistemas controlados de suministro de agua. Los 
controles del agua revelan que en Serbia central más 
del 40% de las muestras estaban contaminadas con 
gérmenes, mientras que en Vojvodina, una provin-
cia autónoma, el problema principal es la polución 
química4. La mayoría de los centros industriales y las 
grandes ciudades no poseen plantas de tratamiento 

1 D. Slunge, A.Ekbom y E. Dahlberg, Serbia Environmental 
and Climate Impact Analysis, School of Economics and 
Commercial Law, (Gotemburgo: 2008).

2 Gobierno de Serbia, National Sustainable Development 
Strategy, (Belgrado: 2008).

3 Gaceta Oficial de la República Serbia, No. 57/08.

4 Slunge et al., op. cit., p. 2. 

de aguas residuales. Debido a esto, 44.000 toneladas 
de agentes tóxicos son vertidos anualmente en lagos 
y ríos5. Serbia es el principal contaminador del Danu-
bio, mientras que el canal Danubio-Tisa-Danubio es 
el punto más contaminado de Europa6. 

2. Polución del aire: las principales productoras 
de contaminación del aire son las instalaciones para 
la generación de energía y las plantas industriales que 
cuentan con una tecnología deficiente para la limpieza 
de aire. La producción de electricidad y calor emiten por 
año alrededor de 345.000 toneladas de SO2 (dióxido de 
azufre), que corresponden al 98% del total de las emi-
siones de SO2

7. El aire está contaminado en todas las 
grandes ciudades, debido principalmente al transporte 
en base a gasolina con plomo que todavía está en uso.

3. Manejo inadecuado de residuos: mientras 
que la eficiencia energética en la industria repre-
senta un tercio de la media mundial, la producción 
de residuos es extremadamente alta y el reciclaje de 
residuos y la seguridad en el manejo es escaso. Solo 
el 60% de los residuos municipales son recolectados 
(2,2 millones de toneladas por año). Los sitios de 
eliminación de residuos, por lo general, no cumplen 
con los requisitos técnicos. Existen 3.251 vertederos 
ilegales, sobre todo en zonas rurales8. No existen 

5 Sitio web del Ministerio de Protección Medio Ambiental, 
(2011), <www.ekoplan.gov.rs>.

6 Gobierno de Serbia, “Chapter 27: Environment” en 
Responses to the European Commission Questionnaire, 
(Belgrado: 2011), p. 150, <www.srbija.gov.rs/?change_
lang=en>.

7 Slunge et al., op. cit., p. 2.

8 Gobierno de Serbia, “Chapter 27: Environment” en 
Responses to the European Commission Questionnaire, 
(Belgrado: 2011), p. 150, <www.srbija.gov.rs/?change_
lang=en>. 

datos fiables acerca de los residuos peligrosos pro-
ducidos por la industria, pero no existen planes de 
tratamiento o vertederos para este tipo de residuos.

4. Degradación del suelo: la tierra agrícola cubre 
el 60% de Serbia central y el 82% de Vojvodina. La 
calidad del suelo se ve afectada por el uso de agua 
contaminada para el riego, por la contaminación 
química proveniente de las plantas industriales, por 
el vertimiento de desechos y por la erosión.

5. Gestión forestal insustentable: los bosques 
cubren el 27% del territorio del país. Sin embargo, 
el crecimiento de los bosques y la calidad se ven 
amenazados por la sobreexplotación agrícola, la tala 
ilegal y la mala gestión.

Los vínculos entre medio ambiente  
y salud pública
Un estudio realizado por la Organización Mundial 
de la Salud (OMS), que analizó la exposición de las 
personas a factores medio ambientales y los datos 
estadísticos nacionales publicados en 2007, estima 
que el 27% de la población del país se ve afectado por 
enfermedades causadas por factores medioambien-
tales9. Teniendo esto en cuenta, así como también el 
hecho de que los niños son el grupo poblacional más 
sensible a las influencias negativas del medio ambien-
te sobre la salud, el Gobierno aprobó el 1 de octubre de 
2009 el denominado Medio Ambiente para la Infancia 
y Plan de Acción Sanitaria. Sus principales priorida-
des son aumentar el acceso al agua potable en las 
zonas rurales, aumentar el acceso a un saneamiento 
adecuado, reducir los accidentes de tránsito, reducir 
la contaminación del aire, reducir la exposición de los 

9 Ibid., p. 92.

Los graves problemas medioambientales del país constituyen desafíos clave para el desarrollo sustentable y la 
reducción de la pobreza. En los últimos años se ha puesto en marcha un nuevo marco jurídico y político para la 
gestión medioambiental, pero su efectiva implementación continúa comportando una seria preocupación. Ha 
sido adoptada una Estrategia Nacional de Desarrollo Sustentable, pero alcanzar los objetivos exige que Serbia 
invierta más en la protección del medio ambiente. El éxito para abordar los desafíos clave en esta área depende 
de desarrollar capacidades para la implementación, el monitoreo y aumentar la concienciación y obtener apoyo 
político para la gestión medioambiental.
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niños al humo del tabaco y, detener, y posteriormente 
prohibir, el uso de gasolina con plomo.

Los romaníes y los desplazados internos se ven 
particularmente expuestos a los riesgos medioam-
bientales debido a la falta de una vivienda adecuada 
y de acceso al agua potable. Por otra parte, la degra-
dación de la tierra contribuye a la pobreza rural. El 
primer y el segundo Informe de Progreso acerca de 
la implementación de la estrategia de reducción de la 
pobreza concluyeron que: “las inversiones en insta-
laciones de abastecimiento de agua, en plantas de 
tratamiento de aguas residuales y en los programas 
de puntos candentes de limpieza del medio ambiente 
han tenido un impacto directo en la reducción de la 
pobreza. Indirectamente, estas actividades también 
han contribuido a la contratación de una serie de 
trabajadores semi-calificados e indigentes”10.

La Asamblea Nacional aprobó en 2009 la Ley de 
Salud Pública. Ésta reconoce el impacto del medio 
ambiente en la salud como una de las áreas prioritarias 
en la salud pública. Además, la Estrategia de Salud 
Pública11, también adoptada por el Gobierno en 2009, 
establece un conjunto de actividades estratégicas con 
el propósito de proteger la salud de la población de los 
efectos medioambientales negativos.

Tendencias económicas  
y problemas medioambientales
En los últimos años la necesidad de elaborar legisla-
ción nacional para la protección del medio ambiente 
y de cumplir con la política de la UE ha llevado a la 
adopción de un gran número de leyes y documentos 
normativos12 que abordan los desafíos identifica-
dos (calidad del aire, gestión de residuos, calidad 
del agua, protección de la naturaleza, control de la 
polución industrial y gestión de riesgo, productos 
químicos, cambio climático, ruido y protección civil), 
como ha quedado indicado en las respuestas del 
Gobierno al cuestionario de la Comisión Europea 
(2011).

Financiar la implementación de la NSDS es un 
desafío clave, sin embargo, debido a las desfavo-
rables tendencias económicas. Después de la alta 
tasa de crecimiento del 5.6% entre 2001 y 2008, los 
últimos tres años se han caracterizado por una de-
saceleración de la actividad económica y del desen-
volvimiento de la moneda extranjera, seguido por 

10 Government of Serbia, First Progress Report on the 
Implementation of the Poverty Reduction Strategy in 
Serbia, (Belgrado: 2005); Second Progress Report on the 
Implementation of the Poverty Reduction Strategy in Serbia, 
(Belgrado, 2007).

11 Ibid, National Strategy on Public Health, (Belgrado: 2009).

12 Por ejemplo, la Estrategia Nacional de Inclusión de la 
República de Serbia en los Mecanismos de Producción 
Limpia del Protocolo de Kyoto en las Áreas de Gestión de 
Residuos, Agricultura y Bosques, la Estrategia Nacional de 
Salud Pública, la Estrategia Nacional sobre la Introducción de 
una Producción Limpia. Ver: <www.srbija.gov.rs/>. 

una disminución de la demanda externa e interna 
y de la inversión extranjera. En 2010, el producto 
interno bruto (PIB) creció 1,5%13, mientras que du-
rante el mismo período los precios al consumidor 
aumentaron un 10,3% y el costo de vida el 6,8%. El 
saldo negativo del comercio exterior fue del 58% y el 
déficit del comercio exterior ascendió a EUR 4,3 mil 
millones (USD 6,1 mil millones) en 2010. La deuda 
externa alcanzó el 80% del PIB y la entrada de inver-
sión extranjera directa (IED) continuaba cayendo: 
ascendieron a EUR 654 millones (USD 931 millones) 
en 2010. Pequeñas entradas de IED y la salida neta 
de crédito condujeron a un empeoramiento de la 
balanza de pagos. La deuda pública alcanzó el 36% 
del PIB14. Las reservas obligatorias disminuyeron y 
la tasa de interés referencial subió del 9% al 9,5% en 
octubre de 2010. 

La tasa oficial de desempleo en 2010 fue del 20%, 
pero el número real de aquellos que buscaban un tra-
bajo fue considerado superior y la tasa de empleo 
fue disminuyendo. Hubo una alta tasa de trabajo en 
el mercado negro del 20,6%, en comparación con el 
número total de trabajadores en un empleo regular15.

El Gobierno prevé una ligera recuperación 
de la actividad económica como resultado de la 
combinación de varias circunstancias incluyendo 
la recuperación de la economía de la UE, la exitosa 
rectificación de los acuerdos con el FMI, el acuerdo 
de los bancos extranjeros más grandes del país de 
mantener sus niveles de exposición crediticia para 
estabilizar los mercados financieros, y las medidas 
de política económica que fueron emprendidas. Sin 
embargo, los indicadores macroeconómicos en el 
principio de 2011 apuntan a un ulterior descenso 
de la actividad económica como consecuencia de 
retrocesos en industrias tales como las manufactur-
eras y las de energía eléctrica, así como también una 
disminución en la producción agrícola.

Habiendo heredado problemas económicos 
como por ejemplo la insolvencia de las empresas, las 
tendencias negativas en el mercado laboral, el contin-
uo crecimiento del desempleo, las malas perspectivas 
de obtener crecimiento y el aumento de la pobreza, 
esta crisis no solo se profundiza sino que se vuelve 
crónica. El Gobierno ha sido insensible a las conse-
cuencias de la crisis y enfrenta un cada vez mayor 
descontento social. La falta de implementación de las 
reformas y el empeoramiento de las condiciones de 
vida a principios de 2011 – en particular para grupos 
vulnerables como por ejemplo los desempleados, 

13 La fuente para todos los datos en este párrafo, salvo se 
explicite otra, es Ministry of Finance, Revised Memorandum 
on the Budget and Economic Fiscal Politics for 2011, with 
projections for 2012 and 2013 , <www.mfin.gov.rs/?change-
lang=en#>.

14 B. Mijatovic, “The European View on Serbia”, Fokus, 
(Belgrado: Centro de Estudios Democrático-liberales, 2011). 

15 Gobierno de Serbia, Social Connection Control in Serbia, 
(2010), <www.inkluzija.gov.rs/?p=2615>.

la población rural, los romaníes, las personas con 
discapacidad y los jubilados16 – se han complicado 
aún más debido a la reestructura del Gobierno y a la 
inestabilidad política. El descontento social y la in-
seguridad están aumentando debido a la falta de ac-
ceso al empleo y al trabajo decente. Al mismo tiempo, 
los trabajos son cada vez más inseguros17 debido a la 
quiebra continua de empresas, el enorme endeudami-
ento interno18 y a un mal llevado proceso de privatiza-
ción que redunda en un creciente número de huelgas 
en 201119. Gran cantidad de nuevos propietarios de 
empresas privatizadas las adquirieron con el objetivo 
de ganar dinero mediante la reventa de las mismas y 
no para mantener la producción. Los sindicatos esti-
man que el salario promedio mensual se reducirá en 
2011 de USD 435 a USD 35020.

Las proyecciones del Gobierno para 2011 (un 
crecimiento del PIB del 3%, una tasa de inflación del 
5,8%, una tasa de desempleo del 20%, y la deuda 
externa del 74,2% del PBI) ya están en duda.

Conclusión
El Gobierno se encuentra, sencillamente, en estado de 
denegación respecto a las tendencias de la economía 
real y a la evidente caída del nivel de vida de la pobla-
ción, limitándose a realizar pronunciamientos opti-
mistas para el corto plazo. Sin embargo, la necesidad 
de cambiar el curso previo de desarrollo y crecimiento 
es cada vez más urgente debido a que la situación 
actual es insustentable. En esencia, el modelo de cre-
cimiento económico debe ser cambiado y la economía 
debe estar orientada al desarrollo y al aumento de la 
inversión y la exportación, y no al consumo.

Alcanzar los objetivos establecidos en la NSDS 
exige que Serbia invierta sus mejores esfuerzos en 
alcanzar el PIB previsto. En la actualidad, solo el 0,3% 
del PIB es destinado a la protección del medio ambi-
ente. Estos modestos recursos son insuficientes. Se 
estima que, para cumplir con esta prioridad, existe 
necesidad de una financiación complementaria de 
recursos del 1,02% en 2011. El éxito en el abordaje 
de los desafíos medioambientales clave depende de 
construir capacidades para la implementación, el 
monitoreo y la ejecución, aumentar la concienciación 
medio ambiental y obtener apoyo político para la 
gestión ambiental. n

16 Gobierno de Serbia, First National Report on Social Inclusion 
and Poverty Reduction in the Republic of Serbia, (Belgrado: 
marzo de 2010). 

17 Confederación de Sindicatos Autónomos de Serbia, 250,000 
Dismissals in Serbia in Last Two Years, (febrero de 2011), 
<www.sindikat.rs/e_saopstenja.htm>. 

18 Ibid. En 2010, la cantidad total de dinero adeudada a los 
bancos fue USD 27.170 millones.

19 Confederación de Sindicatos Autónomos de Serbia. 
Ver: <www.sindikat.rs/e_saopstenja.htm>.

20 Confederación de Sindicatos Autónomos de Serbia, op. cit.
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La búsqueda de estabilidad 

Las últimas instituciones nacionales del país colapsaron en enero de 1991 cuando el difunto presidente Siyad 
Barre huyó de la capital. Desde entonces la lucha entre facciones y la formación de feudos y mini-estados han 
reemplazado al Gobierno unificado. En la actualidad coexisten al menos cinco autoridades y varios grupos 
luchan por una causa u otra. La inestabilidad y la inseguridad han empujado aún más al país hacia la pobreza a 
pesar de su baja densidad de población y de sus significativos recursos naturales. Hay mucho por hacer para 
restaurar la estabilidad y el Estado, y volver posible un desarrollo eficaz.
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Desde la independencia en 1960, y a pesar de los 
abundantes recursos presentes en el territorio, la falta 
de políticas de desarrollo eficaces a lo largo de suce-
sivos gobiernos ha contribuido a un ciclo continuo de 
pobreza que con frecuencia condujo a la insubordina-
ción. En 1969, por ejemplo, un golpe militar instaló ofi-
ciales del ejército en el poder y dio paso a un régimen 
pro-socialista que erosionó los derechos humanos. 
El malestar social condujo a que un grupo rebelde 
desafiara en 1980 al régimen militar del hoy fallecido 
general Mohamed Siyad Barre, una situación que em-
peoró en enero de 1991 cuando las milicias rebeldes 
derrocaron al régimen pero no lograron llenar el vacío 
de poder. Cuando las facciones rebeldes volvieron sus 
armas unas contra otras, iniciaron una larga lucha por 
el poder que lleva ya dos décadas.

Posteriormente surgieron estructuras de go-
bierno en Somalilandia y Puntlandia, en el norte, 
permitiendo el logro de cierto grado de estabilidad 
y recuperación económica. Sin embargo, estas es-
tructuras de gobierno no han manifestado ninguna 
preocupación en cuanto a los temas medioambienta-
les, y el territorio potencialmente rico de Somalia ha 
venido siendo signado por la degradación.

No obstante, a pesar de la inestabilidad, So-
malia ha mantenido una saludable economía in-
formal basada principalmente en la ganadería, las 
remesas y las telecomunicaciones. Los niveles de 
vida, de hecho, han mejorado más rápido desde el 
principio de 1990 que en el promedio del países del 
África subsahariana1. Lo más interesante de este 
éxito relativo radica en que ha sido obtenido con 
la ausencia de cualquier gobierno central efectivo. 
A pesar de todo, aproximadamente el 43% de la 
población vive todavía con menos de USD 1 por día, 
una cifra que asciende al 53% en las zonas rurales, 
donde la pobreza extrema es más predominante2. El 

* No hay datos disponibles para el IEG. 

1 B. Powell, “Somalia: failed state, economic success?”, 
Freeman 59(3), (Abril de 2009).

2 Rural Poverty Portal, “Poverty in Somalia”, <www.
ruralpovertyportal.org/web/guest/country/home/tags/somalia>.

país,además continúa siendo muy dependiente de 
la ayuda internacional.

La economía
Debido a la falta de estadísticas oficiales del gobierno 
y a la reciente guerra civil, resulta difícil calcular el 
tamaño o el crecimiento de la economía. CIA World 
Factbook evaluó el PIB en USD 5.610 millones en 
2008, USD 5.750 millones en 2009 y USD 5.890 
millones en 2010, con una tasa de crecimiento real 
del 2,6%3.

La agricultura es el sector económico más 
importante: representa aproximadamente el 65% 
del PIB y empleando al 71% de la mano de obra 
disponible. La ganadería representa alrededor 
del 40% del PIB y más del 50% de los ingresos 
de exportación4. Otras importantes exportaciones 
incluyen el pescado, el carbón y los plátanos, y el 
país es también un importante proveedor mundial 
de incienso y mirra. Las principales mercaderías 
importadas son el azúcar, el sorgo, el maíz, el qat 
(Catha edulis, un estimulante natural) y mercancías 
industrializadas. Las importaciones totales repre-
sentan alrededor de USD 798 millones por año, 
mientras que las exportaciones totales alrededor 
de USD 270 millones, lo cual deja un enorme déficit 
comercial.

Este déficit, sin embargo, es ampliamente su-
perado por las remesas enviadas por los somalíes 
en la diáspora. Las empresas de envío de remesas 
(hawalas) se han convertido en una gran industria en 
el país con un estimado de USD 1.600 millones anua-

3 CIA World Factbook, Somalia, (2011), <www.cia.gov/library/
publications/the-world-factbook/geos/so.html>.

4 Ibid.

les, o el 71,4% del PIB, que son enviados a la región a 
través de las compañías de transferencia de dinero5.

Sacando ventaja de la ubicación del país, cer-
cano a la Península Arábiga, los comerciantes so-
malíes han comenzado progresivamente a desafiar 
el dominio tradicional de Australia sobre el ganado y 
los mercados de la carne en el Golfo Pérsico. En res-
puesta, los Estados árabes han realizado inversiones 
estratégicas en el país, con la construcción de infra-
estructura para la exportación de ganado por parte 
de Arabia Saudita y la adquisición de grandes exten-
siones de tierra de cultivo por parte de los Emiratos 
Árabes Unidos 6. En añadidura, las flotas pesqueras 
de Europa y Asia han alcanzado acuerdos comercia-
les de pesca en la región norteña de Puntlandia. Ésta 
es considerada una de las regiones pesqueras más 
ricas del mundo, lo que ha llevado a que exista una 
gran cantidad de pesca ilegal de buques extranjeros 
en aguas somalíes7.

Por otro lado, el sector industrial basado en 
los productos agrícolas representa apenas el 10% 
del PIB de Somalia8. Las empresas manufactureras 
medianas y grandes se han derrumbado a causa del 
conflicto. Sin embargo, como resultado en primera 
instancia de las importantes inversiones locales de 
la diáspora somalí, se han vuelto a abrir numerosas 
plantas de pequeña escala y creado nuevas. Estas 
últimas incluyen plantas de conservas de pescado 
y de procesamiento de carne, en el norte, así como 
también cerca de 25 fábricas en el área de Moga-
discio que manufacturan bienes como pasta, agua 
mineral, dulces, bolsas de plástico, láminas, cueros 
y pieles, detergente y jabón, aluminio y colchones 
de espuma9.

Según el PNUD, las inversiones en la industria 
ligera también se han ampliado en Bossaso y Hargei-
sa, lo que indica una creciente confianza empresarial 

5 PNUD Somalia, “Sustainable partnerships with the Somali 
Diaspora forged”, <www.so.undp.org/index.php/View-
document-details/313-Sustainable-Partnerships-with-the-
Somali-Diaspora-forged.html>.

6 C. West, “Africa a poor alternative to Aussie exports”, Farm 
Weekly, (12 de agosto de 2010), <www.gtp.com.au/lambex/
inewsfiles/EGN4.pdf>.

7 Partnership Africa Canada (PAC), “Peace and development 
in northern Somalia: opportunities and challenges”, (2009), 
<www.mbali.info/doc200.htm>.

8 CIA, op. cit.

9 M. Yuusuf, “Somalia: The resilience of a people”, The African 
Executive, (2011),
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en la economía10. En 2004, una planta embotelladora 
de Coca-Cola de USD 8,3 millones abrió sus puertas 
en Mogadiscio, con inversores provenientes de di-
versos grupos en Somalia. El robusto sector privado 
ha atraído también inversión extranjera de compa-
ñías como General Motors y Dole Fruit 11.

Telecomunicaciones
Las telecomunicaciones se han convertido en un área 
de éxito en Somalia. El número de teléfono de líneas 
fijas ha mostrado una mejoría espectacular de aproxi-
madamente 2 por cada 1.000 habitantes en 1990 a 25 
en 2011. Unos nueve operadores privados ofrecen 
servicios de telecomunicaciones competitivos en casi 
todos los rincones del país. Una investigación ha indi-
cado que esto elevó a Somalia del puesto Nº 29 al Nº 8 
entre los países africanos estudiados12.

Financiadas por empresarios somalíes, y res-
paldadas por la pericia de China, Corea y Europa, las 
nacientes empresas de telecomunicaciones también 
ofrecen servicios asequibles de telefonía móvil e 
Internet13. Somalia ocupa un lugar destacado en la 
telefonía móvil (Nº 16 en África) y de usuarios de 
Internet (Nº 11), mientras que ocupa el puesto Nº 27 
en el número de hogares con televisores14.

Deforestación y erosión del suelo
Según la Red para la Administración de los Recursos 
de Somalia (RMSN, por sus siglas en inglés) y otras 
agencias ambientales locales, el medio ambiente es 
uno de los sectores del país que ha sufrido como 
consecuencia de la anarquía y en particular por la 
ausencia de un gobierno que funcione.

Los pueblos de la costa, por ejemplo, se han 
quejado del vertido de residuos peligrosos, y los 
pastores han denunciado incremento en la pérdida 
de bosques. Además, el país está marcado por la 
escasez de agua debido a que las precipitaciones son 
muy escasas (250 mm por año), mientras que la eva-
poración, por lo general, es muy alta (más de 2.000 
mm por año)15. Las frecuentes sequías, especial-
mente en la parte sur del país, tienen severo impacto 
en las comunidades rurales cuya supervivencia de-
pende en gran medida de la disponibilidad de agua 
de lluvia. Estas sequías a menudo son seguidas de 
inundaciones devastadoras16. La tala de árboles, la 
deforestación y el sobrepastoreo contribuyen a la 
erosión del suelo y a otros problemas ecológicos.

La deforestación en Somalia está estrechamente 
relacionada con la producción de carbón para el uso 
local y la exportación. Esto impone una severa presión 
sobre los recursos madereros, especialmente en un 
país que posee solamente el 9% del territorio cubierto 

10 AfricanSeer, Economy in Somalia, <www.africanseer.com/
countries-in-africa/somalia/economy.asp>.

11 Ibid.

12 Powell, op. cit.

13 A. Mohamed and S. Chidress, “Telecom firms thrive in 
Somalia despite civil war, shattered economy”, The Wall 
Street Journal, (11 de mayo de 2010).

14 Powell, op. cit.

15 A. Saidyhan, Somalia’s Degrading Environment, (11 de 
octubre de 2001).

16 Ibid.

por bosques de baja densidad. De acuerdo con el Banco 
Mundial el 55% de la superficie de Somalia es adecuada 
para el pastoreo, mientras que la Organización de las 
Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura 
(FAO) estima que solamente el 29% demuestra un cier-
to grado de idoneidad para la producción ganadera17.

La tierra también se ve afectada por métodos de 
riego ineficientes, que ocasionan mayores concen-
traciones de sal. Esto tiene un efecto negativo sobre 
la tierra de cultivo.

Vertido de desechos
Las personas que viven en la costa se quejan con fre-
cuencia de que están siendo vertidos desechos en el 
mar. A principios de abril de 2011, por ejemplo, los 
residentes del distrito de Hobyo, ubicado a 660 Km. 
al noreste de Mogadiscio, divisaron tres grandes con-
tenedores con forma de tambor que estaban siendo 
lavados en la playa por la marea alta. Los residentes 
tuvieron miedo de que estos contenedores pudieran 
tener dentro desechos peligrosos, industriales o quí-
micos, a los que responsabilizan de una serie de temas 
relacionados con la salud en la zona. El caso revivió 
la largamente albergada sospecha de que el medio 
ambiente marino estaba siendo arruinado por buques 
extranjeros que, aprovechando la confusión política 
del país y la falta de un gobierno central, vierten dese-
chos peligrosos en aguas somalíes18.

El Programa de Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente (PNUMA), y otras agencias se habían com-
prometido en el pasado a evaluar el problema del ver-
tido ilegal de desechos; sin embargo, la falta de segu-
ridad en la devastadora guerra del Cuerno de África ha 
obstaculizado los esfuerzos locales e internacionales19.

Servicios sociales
Además de los retos medioambientales y económi-
cos, todas las regiones somalíes enfrentan verda-
deros desafíos en materia de acceso, disponibilidad 
y calidad de los servicios sociales indispensables.

La matrícula en la educación, por ejemplo, es 
una de las peores de África. Poco más del 20% de los 
niños en edad escolar van a la escuela y solo un tercio 
de ellos son niñas. Esto va acompañado de una alta 
tasa de abandono femenino. Tanto la calidad como la 
cantidad de los recursos vitales educativos y materia-
les son insuficientes, incluso en las regiones relativa-
mente más estables como Somalilandia y Puntlandia.

En ausencia de un gobierno que funcione a caba-
lidad, y tras una evaluación conjunta de las necesida-
des realizada en el período 2005-200620, numerosos 
grupos han apoyado al sistema de educación pública, 
incluyendo organizaciones de las Naciones Unidas 
(bajo la Estrategia de Asistencia Somalí de la ONU), 

17 A.E. Mohamed, Somalia’s Degrading Environment: Causes 
and Effects of Deforestation and Hazardous Waste Dumping in 
Somalia, (2001), en: <www.mbali.info/doc331.htm>.

18 A. Khalif, “Suspicious containers wash up on Somalia’s 
coast”, Africa Review, (8 de abril de 2011).

19 Ibid.

20 Naciones Unidas, “Somali Joint Needs Assessment: Social 
Services and Protection of Vulnerable Groups Cluster Report” 
borrador, (14 de setiembre de 2006), <www.somalijna.
org/downloads/SSPVG%20140906%20AD%20Final%20
Draft%20rec-social%20rev-I.pdf>.

fundaciones donantes, bancos internacionales y re-
gionales, ONG y otras asociaciones. Estos grupos han 
contribuido también a mejorar los sectores de salud, 
agua y saneamiento. Estos servicios residen neta-
mente en manos privadas no reguladas o dependen de 
fuentes tradicionales y, en la mayoría de los casos, su 
accesibilidad está más allá de la capacidad de las fami-
lias pobres21. Adicionalmente a las guerras al parecer 
interminables y a una progresiva cultura de impunidad 
que ha erosionado la capacidad de las personas de 
gozar derechos civiles y políticos, la ausencia de un 
gobierno central efectivo también ha erosionado los 
derechos económicos, sociales y culturales.

Inequidad de género
Las mujeres representan el 50% de la población pero 
se encuentran rezagadas en el acceso a recursos y 
servicios. Se requieren políticas para garantizar a las 
mujeres y a otros grupos desfavorecidos el acceso a 
educación y salud, especialmente a la salud materna 
y la planificación familiar. Más investigaciones y me-
joras son indispensables en las áreas de VIH/SIDA y 
en lo relativo a la mutilación genital femenina (MGF). 
Esta última está profundamente enraizada en la cul-
tura somalí, lo que exige medidas enérgicas para 
eliminar o, al menos, minimizar su impacto en la so-
ciedad en su conjunto y en las mujeres en particular.

La prestación equitativa de servicios sociales re-
quiere de políticas y recursos adecuados, así como 
también de legislación. La inestabilidad en Somalia, 
ocasionada por dos décadas de luchas por el poder, ha 
obstaculizado la capacidad del país de empoderar a las 
mujeres a través de la capacitación y los incentivos y de 
hacer mejoras significativas en la equidad de género.

Conclusión
Los acontecimientos en Somalia son la prueba de 
que el desarrollo está ligado a la paz y a la estabi-
lidad. Aparte de las facciones basadas en clanes, 
de las autoridades autoproclamadas y las milicias 
harapientas, los oportunistas surgen para saquear la 
propiedad privada, los recursos naturales y el medio 
ambiente. Respecto a esto último, los activistas de 
la sociedad civil insisten en que se debe revertir esta 
tendencia negativa. Ningún organismo central co-
ordinado estuvo a cargo de la protección del medio 
ambiente, incluso bajo el último gobierno previo a 
enero de 1991, y se necesita una gestión sólida. El 
Gobierno Federal de transición necesita renovar sus 
intentos de establecer los ministerios pertinentes. 
Deben ser puestas en marcha políticas de Estado 
para proteger y mejorar el medio ambiente.

Una manera de revertir las tendencias negativas 
es fortalecer la cooperación para el desarrollo bajo el 
objetivo 8 de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
y otros programas con el fin de estimular una colabo-
ración más estrecha entre Somalia y sus asociados 
para el desarrollo. Es hora de convertir los riesgos 
y los desafíos en oportunidades para estabilizar y 
reconstruir un país y una sociedad destrozados por 
años de guerra civil. n

21 Ibid.
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La gente y el medio ambiente antes que nada

Movement for National Land and Agricultural Reform 
(MONLAR)
Sarath Fernando

El modelo neoliberal actualmente vigente en Sri 
Lanka aleja sin cesar a las personas de sus medios 
de vida. Destruye la cohesión social y trastrueca la 
relación de colaboración entre la naturaleza y los 
seres humanos en su esfuerzo por extraer más y 
más recursos del medio ambiente con un enfoque 
agresivo y destructivo.

Por ejemplo, en 1996 el Gobierno pensó en ha-
cer que la agricultura rural pasara de los cultivos de 
poco valor (producción de alimentos para uso do-
méstico) a otros de alto valor (para la exportación). 
Se sugirió estimular a los granjeros para que vendie-
ran sus parcelas y se fueran de las aldeas a buscar 
empleos no vinculados al agro. Un posterior docu-
mento de política expresó que el Gobierno esperaba 
ver migración del campo a las ciudades para que la 
proporción rural/urbana fuera de 50:50 para 20101.

El tsunami que asoló la isla en diciembre de 
2004 dejó 35.322 personas muertas y desplazó a 
516.150. En 2005 los planes para reconstruir el país 
propusieron la expulsión de todos los pescadores 
costeros2. Se usaría su tierra para desarrollar zonas 
turísticas y ciudades modernas para una élite de ri-
cos. También tenía la finalidad de pasar a una forma 
de pesca industrial y de gran escala que reemplaza-
ra a los pescadores de pequeña escala que salen de 
las playas a procurarse el sustento. Se revisarían las 
leyes laborales para permitir la libre contratación y 
despido de trabajadores, ya que se pensó que los 
inversores preferirían evitar los países donde la 
legislación laboral protegiera a los trabajadores.

Los partidarios del modelo neoliberal de cre-
cimiento económico suponen que, para que este 
funcione, lo mejor es aumentar las exportaciones 
mediante la captación de inversiones extranjeras 
y promover el sector privado por medio de más 
infraestructura como autopistas, aeropuertos in-
ternacionales, puertos, el desarrollo de megaciuda-

1 Government of Sri Lanka, “Connecting to Growth: Sri Lanka’s 
Poverty Reduction Strategy”, en Regaining Sri Lanka: Vision 
and Strategy for Accelerated Development, (2002), p. 83.

2 Amnesty International, “Sri Lanka – Waiting to go home, the 
plight of the internally displaced”, (2006), <www.amnesty.
org/en/library/info/ASA37/004/2006/en>.

des, grandes exoneraciones de impuestos y mano 
de obra barata. Está claro, sin embargo, que en los 
últimos 33 años ese modelo no ha logrado sus ob-
jetivos. Sri Lanka necesita una estrategia diferente, 
que aborde los problemas graves como la pobreza, 
el desempleo, el hambre y la desnutrición.

Problemas ambientales
Sri Lanka está incluida en varias listas de zonas 
calientes de biodiversidad – es decir aquellas re-
giones con una gran riqueza biológica que se ve 
amenazada – del país y las Ghats Occidentales de la 
India, que albergan, por ejemplo, hasta 140 espe-
cies endémicas de anfibios3. Pero el país enfrenta 
ahora problemas ambientales importantes, entre 
los cuales se encuentra precisamente la pérdida 
de biodiversidad. Un informe de Conservation In-
ternational indica, de hecho, que sólo permanece 
en pie el 1,5% de los bosques originales de la isla4.

Buena parte de estos bosques se perdió durante 
el gobierno colonial británico, ya que fueron despeja-
dos para hacer lugar a las plantaciones de caucho, café 
y té, pero hubo también una importante deforestación 
en la década de 1980 y a comienzos de la de 1990 
cuando los soldados del Gobierno talaron los bosques 
tropicales porque servían de refugio a las fuerzas re-
beldes, lo cual desplazó también a los agricultores de 
pequeña escala. Entre 1990 y 2005, entonces, el país 
tuvo una de las tasas de deforestación de los bosques 

3 Conservation international, Western Ghats and Sri Lanka, 
<www.biodiversityhotspots.org/xp/hotspots/ghats/Pages/
default.aspx>.

4 Ibíd.

primarios más altas del mundo, perdiéndose más del 
18% de la cubierta forestal restante5. Por ejemplo, 
se talaron más de 2,5 millones de palmeras típicas 
de la zona para la construcción. Los esfuerzos por 
reconstruir el país tras el tsunami de 2004 también 
han aumentado la presión sobre los bosques.

El impacto del cambio climático es otra pre-
ocupación importante en Sri Lanka. Por ejemplo, 
las lluvias muy fuertes que se prolongaron de 2010 
a principios de 2011 causaron grandes inundacio-
nes en muchas regiones con enormes pérdidas de 
cultivos agrícolas. Esto aumentará la escasez de 
alimentos en 20116. Muchas represas y vías nave-
gables están dañadas y se necesitará mucho dinero 
para repararlas. La erosión está reduciendo la ferti-
lidad de la tierra, por lo que los productores deberán 
gastar más en fertilizantes. Todos estos problemas 
han llevado a un aumento del precio de los alimen-
tos, que se están volviendo casi inasequibles para 
los sectores más carenciados de la sociedad.

Malestar político
La victoria militar en el norte sobre los Tigres de 
Liberación del Eelam Tamil (ver recuadro) ha creado 
una apariencia de paz, pero las comunidades étnicas 
minoritarias están muy desconformes pues han per-
dido parte del control sobre sus tierras. Se teme que 
la prolongación de la presencia militar en la zona abra 
oportunidades para empresas, incluso inversores 

5 Mongabay.com, Sri Lanka, <rainforests.mongabay.
com/20srilanka.htm>.

6 S. Patranobis, “Flood situation worsens, impending food 
shortage”, Hindustan Times, (13 de enero de 2011), <www.
hindustantimes.com/Flood-situation-worsens-impending-
food-shortage/Article1-649962.aspx>.

SrI lANkA

El Gobierno está implementando un modelo de desarrollo neoliberal y no sustentable, que ha desplazado y 
empobrecido a su gente y pasa por alto las necesidades del medio ambiente. El país, devastado por la guerra 
civil más larga de Asia y por catástrofes naturales como el tsunami de 2004, enfrenta ahora graves problemas 
ambientales que incluyen la deforestación y la pérdida de biodiversidad. La derrota de los Tigres de Liberación 
del Eelam Tamil (LTTE, por sus siglas en inglés) ha producido una fuerte insatisfacción en las comunidades 
étnicas minoritarias, que sienten que han perdido el control sobre sus tierras. Esta victoria militar del Gobierno 
ha anulado las expectativas políticas de la sociedad civil.
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extranjeros, que se apoderarán de la tierra y otros 
recursos naturales.

Las expectativas políticas de la gente (eleccio-
nes transparentes y mejoras en el funcionamiento 
del sistema judicial y el servicio civil) han quedado 
anuladas por la victoria militar del Gobierno, que le 
permitió a la presidencia extender sus poderes y la 
duración de su mandato.

Conclusión
El actual modelo de crecimiento se funda en mejo-
rar la economía por medio de la competencia en el 
mercado internacional. Sin embargo los últimos 33 
años muestran que este enfoque no ha logrado re-
ducir la pobreza en Sri Lanka. Las cifras del Gobierno 
indicaron que el 15% de la población vivía debajo 
de la línea oficial de pobreza en 2010, pero el Banco 
Mundial calculó que se trataba del 23%7. Además las 

7 M. Hardy, “Poverty in Sri Lanka”, The Sunday Leader, (4 
de abril de 2010), <www.thesundayleader.lk/2010/04/04/
poverty-in-sri-lanka/>.

disparidades económicas han estado aumentado; el 
10% de personas con mayores ingresos tienen casi 
el 40% de las riquezas y el 10% más pobre tiene solo 
el 1%8, y mientras el coeficiente Gini para 1985 era 
de aproximadamente 0,32, llegó a casi 0,36 en 1995 
y a 0,41 en 20059.

Los problemas sociales que ha acarreado este 
modelo podrían ser resueltos mediante la adop-
ción por los pequeños granjeros de una agricultura 
ecológica sustentable. La estrategia, fundada en la 
visión general de desarrollar una relación respetuo-
sa entre la naturaleza y la sociedad humana, apro-
vecharía el potencial creativo de las personas para 
mejorar sus medios y condiciones de vida de un 
modo que proteja y favorezca al medio ambiente. 
Esto podría favorecer una regeneración de la natu-
raleza y sus recursos y permitirle al país mitigar los 
problemas del cambio climático y adaptarse a ellos.

8 Ibíd.

9 Trading Economies, Gini index in Sri Lanka, (2009), <www.
tradingeconomics.com/sri-lanka/gini-index-wb-data.html>.

Este enfoque también se funda en la compren-
sión de cómo se podrían aplicar principios ecológi-
cos para aumentar la fertilidad del suelo, maximizar 
la absorción de luz solar por las plantas, permitir y 
fomentar el control biológico natural de las plagas 
mediante los principios del manejo integrado de 
plagas, mejorar el aprovechamiento de la actividad 
microbiana y el reciclaje de la materia orgánica, 
impedir la erosión, y programar las épocas de los 
cultivos en función de una mayor comprensión de 
los ciclos naturales de las precipitaciones y el sol. 
Este enfoque podría ser muy eficaz para mejorar 
la productividad de la tierra aun en parcelas de tan 
solo 1/8 de un acre. Podría reducir la pobreza rural 
y al mismo tiempo abordar problemas ambientales 
importantes y también podría resultar un modelo 
mucho más sustentable que el que se ha aplicado 
hasta ahora. n

La guerra civil de Sri Lanka se desarrolló entre 
1983 y 2009. Las partes involucradas fueron el 
Gobierno y los Tigres de Liberación del Eelam Ta-
mil (LTTE), una organización militar separatista.

El pueblo tamil, un grupo étnico oriundo de las 
regiones meridionales del subcontinente indio, ha 
ocupado históricamente las zonas norte y oriental 
de la isla de Sri Lanka. Comparten la lengua tamil 
y una larga tradición cultural que incluye poesía, 
escultura y arquitectura; uno de los ejemplos más 
conocidos es el arte de la dinastía Chola, que gober-
nó en el sur de la India del 848 al 1249 d.C.

Las raíces del conflicto se remontan al go-
bierno colonial británico, cuando el país se deno-
minaba Ceilán. A principios del siglo XX surgió 
un movimiento de liberación nacional del pueblo 
cingalés (el grupo étnico que comprende la ma-
yoría de la población de la isla) que reclamaba 
la independencia política; tras negociaciones 
pacíficas, las autoridades imperiales británicas 
finalmente la concedieron. Una de las políticas 
que aprobó el nuevo Estado fue hacer el singalés 
la lengua oficial, y la ley de Solo Singalés de 1956 
acarreó disturbios étnicos que se intensificaron 
hasta llegar a la guerra civil.

En 1963 empezaron a circular los primeros 
documentos sobre el establecimiento de un esta-
do Eelam Tamil independiente, y en 1972 surgie-

ron los Nuevos Tigres Tamiles (NTT) cuando se 
unieron varios grupos que habían adoptado como 
su ícono el emblema del tigre del imperio Chola. 

En 1976 los NTT cambiaron su nombre a 
Tigres de Liberación del Eelam Tamil (LTTE) y 
empezaron una campaña de asesinatos incluso 
contra miembros del parlamento. El comienzo de 
la guerra civil se desencadenó por una embosca-
da de LTTE contra una patrulla del ejército de Sri 
Lanka, seguida por represalias contra el pueblo 
tamil, incluso el asesinato de varios civiles.

La guerra terminó oficialmente en 2009 
cuando los LTTE aceptaron la derrota. El con-
flicto tuvo graves efectos sobre la población, 
el medio ambiente y la economía: se calculan 
100.000 bajas, de las cuales más de 27.000 fue-
ron militantes tamiles1. En las etapas finales de 
la guerra más de 300.000 personas fueron des-
plazadas de sus hogares a campos de acogida2. 
Los crímenes de guerra que se imputan a ambos 

1 ABC News, Up to 100,000 killed in Sri Lanka’s civil war: 
UN, (20 de mayo de 2009), <www.abc.net.au/news/
stories/2009/05/20/2576543.htm>.

2 Amnesty International, Unlock the camps in Sri Lanka: 
safety and dignity for the displaced now. A briefing 
paper, London, (2009), <www.amnesty.org/en/library/
asset/ASA37/016/2009/en/5de112c8-c8d4-4c31-8144-
2a69aa9fff58/asa370162009en.html>.

bandos durante el conflicto incluyen agresio-
nes a civiles, ejecuciones de combatientes y 
prisioneros, desapariciones forzadas, falta de 
alimentos, medicamentos y agua potable para 
los civiles atrapados en las zonas de guerra y 
también el reclutamiento de niños3.

El grupo Tamiles Contra el Genocidio, con 
sede en los EE. UU., ha presentado pruebas de 
la discriminación, persecución y hasta el geno-
cidio de tamiles en Sri Lanka antes, durante y 
después de la guerra, incluyendo el embargo 
de alimentos y medicamentos, desapariciones, 
adopción de leyes de ciudadanía según el perfil 
racial, masacres organizadas (en 1956, 1958, 
1977 y 1983)4 y el genocidio cultural como es la 
destrucción de libros y templos5.

3 Human Rights Watch, Sri Lanka: US war crimes report 
details extensive abuses, (22 de octubre de 2009), 
<www.hrw.org/en/news/2009/10/22/sri-lanka-us-war-
crimes-report-details-extensive-abuses>.

4 Tamil Mirror Canada,“Anti-Tamil pograms in Sri 
Lanka – M. K. Eelaventhan”, (15 de enero de 2011), 
<tamilmirrorcanada.blogspot.com/2011/01/dec-2010-
feature-anti-tamil-pogroms-in.html>.

5 Tamils Against Genocide, “Genocide in Sri Lanka 101: 
Sheet 2”, <www.ptsrilanka.org/index.php?option=com_
content&view=category&layout=blog&id=6&Item
id=16>.

LA GUERRA CIVIL MáS LARGA DE ASIA
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Dos países, más desafíos

La secesión de Sudán del Sur causará graves impactos tanto en el Estado del norte como en el del sur. Los planes 
de desarrollo de Sudán del Norte estarán en peligro por su dependencia de los ingresos del petróleo, mientras 
que Sudán del Sur enfrentará penurias económicas y sociales importantes que podrían convertirlo en un estado 
fallido. Aunque algunos indicadores de género han mejorado, todavía falta mucho para cerrar la brecha entre 
mujeres y hombres. La firma del Acuerdo General de Paz en 2005 preparó el camino para que las organizaciones 
de la sociedad civil desempeñaran un rol eficaz en la vigilancia de las elecciones.

National Civic Forum
Mdani Abbas Medani 
Afaf Awad

La historia política de Sudán tuvo un punto de in-
flexión en 2010. Se realizaron elecciones presiden-
ciales y parlamentarias y se hicieron preparativos 
para el referéndum sobre la independencia de Sudán 
del Sur, que incluyeron un censo para determinar la 
composición y número del electorado. El referéndum 
sé llevó a cabo del 9 al 15 de enero de 2010 y los re-
sultados, publicados el 7 de febrero, mostraron que 
el 98% de los votantes estaba a favor de la indepen-
dencia. En consecuencia, se acordó que la República 
de Sudán del Sur sería declarada oficialmente un 
Estado soberano en julio de ese año.

Según una encuesta sobre la pobreza que se 
realizó en 2009, el 46,5% de la población sudane-
sa vive actualmente debajo de la línea de pobreza1. 
Los problemas fundamentales son, entre otros, 
los conflictos, los desplazamientos y la inseguri-
dad alimentaria, cuyas causas principales son los 
desastres naturales y los parcialmente creados por 
los humanos como la sequía, la desertificación y las 
inundaciones2.

Breve historia de los conflictos
Desde su independencia Sudán ha enfrentado dos 
guerras civiles, la primera entre 1955 y 1972 y la 
segunda (considerada una prolongación de la pri-
mera) entre 1983 y 2005. Las raíces del conflicto 
se remontan a la época colonial cuando los ingle-
ses establecieron administraciones separadas para 
la zona norte, más parecida al Egipto islámico, y la 
sur, similar a Kenia y Tanganica (ahora Tanzania). El 
proceso de independencia se desarrolló sin partici-
pación de emisarios del sur, de manera que no se tu-
vieron en cuenta sus reivindicaciones y necesidades. 
Esto llevó a la Primera Guerra Civil Sudanesa, que 
empezó cuando el Gobierno atacó a manifestantes 
y disidentes políticos del sur, desencadenando más 

1 Ministerio de Bienestar y Seguridad Social y Consejo 
Nacional de la Población, Sudan Millennium Development 
Goals Progress Report 2010, <www.sd.undp.org/doc/
Sudan%20MDGs%20Report%202010.pdf>.

2 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
(UNEP), Sudan: Post-Conflict Environmental Assessment, 
(Nairobi: 2007), <postconflict.unep.ch/publications/UNEP_
Sudan.pdf>.

violencia y motines que degeneraron en una guerra 
a gran escala. Esta etapa del conflicto terminó con el 
Acuerdo de Addis Abeba, que debía darle un impor-
tante grado de autonomía al sur.

Sin embargo los términos del acuerdo no se 
aplicaron totalmente, y comenzó la Segunda Guerra 
Civil. Esta terminó oficialmente con la firma en 2005 
del Acuerdo General de Paz (CPA, por sus siglas en 
inglés) entre el partido de gobierno, Partido del Con-
greso Nacional (NCP), y el Movimiento de Liberación 
Popular de Sudán (SPLM). En el periodo posterior 
se propuso el referéndum por la independencia de 
Sudán del Sur.

Desafíos ambientales
El territorio sudanés enfrenta desafíos ambientales 
gravísimos, entre los cuales la erosión del suelo, la 
degradación de la tierra, la deforestación y la deserti-
ficación, que representan amenazas para las posibi-
lidades de paz duradera y desarrollo sustentable. Por 
ejemplo, los asentamientos cada vez más grandes ya 
han puesto en peligro los bosques. Casi el 75% de 
la energía proviene de combustibles tradicionales 
como la madera, lo que (junto con la demanda de 
carbón vegetal) ha llevado a la eliminación de mu-
chos bosques. Esto acelera el proceso de desertifi-
cación y el Sáhara se está extendiendo a lo que antes 
eran tierras arables y forestales3. El Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente (UNEP, por 
sus siglas en inglés) también ha identificado otras 
dos causas fundamentales de la desertificación: la 
conversión de zonas semidesérticas en desérticas a 

3 Countries Quest, Sudan, Land and Resources, Environmental 
Issues, <www.countriesquest.com/africa/sudan/land_and_
resources/environmental_issues.htm>.

causa del cambio climático; y la degradación de los 
ambientes de desierto existentes, entre los cuales los 
wadis y oasis, por las actividades humanas4.

Aunque el Gobierno declaró casi el 4% de la 
tierra como zonas protegidas, todavía hay mucha 
caza furtiva en todo el país, lo que pone en peligro 
las poblaciones de animales. Muchos esfuerzos de 
conservación se vieron perjudicados por los con-
flictos civiles, especialmente porque los militares 
tomaron el control de los bosques de Sudán del Sur, 
de gran riqueza ecológica5. Según el UNDP, existen 
conexiones claras entre los problemas ambientales 
y las guerras que ha sufrido el país: “La competencia 
por las reservas de petróleo y gas, el agua del Nilo y 
la madera, además de los problemas por los modos 
de uso de la tierra agrícola, son causas importantes 
del origen y perpetuación del conflicto en Sudán. Las 
confrontaciones por las praderas y las tierras agríco-
las de secano son una manifestación especialmente 
llamativa de la conexión entre la escasez de recursos 
naturales y los conflictos violentos6.

A pesar de la grave carencia de agua, las inunda-
ciones son frecuentes - tanto las crecidas repentinas 
como las inundaciones más generales por desborda-
miento del Nilo y sus afluentes – y tienen como con-
secuencia daños generalizados, incluso la erosión 
de las riberas y la consecuente pérdida de cultivos7.

4 UNEP, op. cit.

5 Countries Quest, op. cit.

6 UNDP Sudan, Environment and Energy for Sustainable 
Development, (2011), <www.sd.undp.org/focus_
environment.htm>.

7 UNEP, op. cit.
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Nuevos desafíos para los dos Sudán
Sudán del Norte y Sudán del Sur mantienen nego-
ciaciones sobre asuntos pendientes como la demar-
cación de los límites, especialmente con relación a la 
petrolera región de Abyei, y en 2003 aportó más de 
un cuarto de la producción total de crudo del país, 
aunque los volúmenes han caído recientemente y 
algunos informes sugieren que las reservas de la 
región están casi agotadas8. Se hará un referéndum 
para decidir si Abyei será parte de la región de Bahr 
El Ghazal de Sudán del Sur o de la región de Kordofan 
del Sur de Sudán del Norte. Se había pensado hacer 
este referéndum en forma simultánea con el relativo 
a la independencia, pero fue necesario postergarlo 
por graves diferencias en cuanto al proceso a seguir, 
y desde entonces la violencia ha aumentado.

La economía de Sudán del Norte, muy depen-
diente de los ingresos del petróleo, se verá afectada 
negativamente por la secesión, mientras que el Sur 
tendrá graves obstáculos para establecerse como 
Estado viable. Por ejemplo, a pesar de que el terri-
torio del sur contiene tres cuartos de los sitios de 
producción de petróleo, casi todas las refinerías y 
tuberías están en el norte. Además, sigue sin resolver 
la cuestión de la nacionalidad y la integración. ¿El 
Gobierno de Sudán del Sur logrará forjar una iden-
tidad nacional que una a los pueblos que habitan su 
territorio, que están entre los más diversos del mun-
do en cuanto a idioma y cultura? Y tendrá desafíos 
aún mayores como la pobreza, la falta de acceso a la 
atención de salud y la mortalidad materna e infantil 
descontroladas9.

Desigualdad de género
La matriculación de mujeres en la educación pri-
maria aumentó del 64,4% en 2006-2007 al 69,9% 
en 2009, en tanto la matriculación de mujeres en la 
educación secundaria aumentó del 30% en 2005 al 
35,5% en 200910. Además, las mujeres sudanesas 
han hecho algunos avances en términos de repre-
sentación y participación política: en las elecciones 
de 2010 las mujeres ganaron el 28% de los escaños 
parlamentarios.

8 R. Hamilton, “Oil-rich Abyei: Time to Update the Shorthand 
for Sudan’s Flashpoint Border Town?”, Christian Science 
Monitor, (3 de noviembre de 2010), <pulitzercenter.org/
articles/oil-rich-abyei-sudan-accuracy-label>.

9 A. Thurston, “Five Challenges South Sudan Will Face After 
Referendum”, Christian Science Monitor, (27 de enero 
de 2011), <www.csmonitor.com/World/Africa/Africa-
Monitor/2011/0127/Five-challenges-South-Sudan-will-face-
after-referendum/(page)/3>.

10 Trading Economics, Sudan World Bank Data, (2010), <www.
tradingeconomics.com/sudan/indicators>.

A pesar de estos datos alentadores, hay gran 
desigualdad en cuanto a las posibilidades de las mu-
jeres de acceder a cargos más altos y también de 
tener oportunidades de capacitación, y la mayoría 
de las actividades que administran las mujeres su-
danesas son en la agricultura y el sector informal. 
Además, sobre todo a causa de los conflictos arma-
dos y las guerras civiles, las mujeres sudanesas han 
sufrido la falta de servicios básicos, especialmente la 
atención de salud. Por ejemplo, la mortalidad mater-
na es de 509 por 100.000 nacimientos vivos11. Ade-
más, las normas sociales y culturales, las creencias 
y las prácticas tradicionales siguen dificultando la 
plena participación de la mujer en todas las profesio-
nes y actividades.

El papel de la sociedad civil
La firma del CPA en 2005 preparó el camino para 
que las organizaciones de la sociedad civil (OSC) 
participaran eficazmente en el abordaje de los 
problemas fundamentales, y muchas han estado 
participando en la vigilancia de las elecciones del 
país y los referéndum sobre Sudán del Sur, como 
observadoras de todo el proceso de educación y 
registro de los votantes, y las campañas electora-
les, así como asesorando para la capacitación de 
observadores nacionales. También algunas OSC 

11 UNICEF, Sudan Statistics, <www.unicef.org/infobycountry/
sudan_statistics.html>

han establecido grupos de vigilancia parlamentaria 
para hacer un seguimiento del parlamento tanto a 
nivel estatal como federal.

Sin embargo, las OSC no han participado acti-
vamente en la toma de decisiones y en los principales 
asuntos políticos. Esto se debe principalmente a su 
difícil relación con el Gobierno, especialmente por 
las restricciones a sus actividades.

Conclusión
Tanto Sudán del Norte como Sudán del Sur enfrentan 
graves problemas para el desarrollo y el medio am-
biente, que solo podrán empeorar con la persistencia 
del conflicto. Además, todavía está por lograrse un 
acuerdo sobre asuntos fundamentales como los de-
rechos petroleros, los derechos de agua y la ciudada-
nía. Los países donantes han instado a ambos países 
a reducir su dependencia del petróleo, aumentar su 
seguridad alimentaria a través del desarrollo agrícola 
y ampliar sus servicios de salud, educación, agua 
y saneamiento12. La estabilidad y un aumento del 
comercio entre el norte y el sur y también con sus 
vecinos brindarían oportunidades económicas para 
los jóvenes, que componen más de la mitad de la 
población, y para las mujeres y niñas, cuyas opor-
tunidades educativas y laborales han sido limitadas 
hasta ahora13. n

12 E. Solheim, A. Mitchell y R. Shah, “Sudan at a Crossroads”, 
The Guardian, (7 de mayo de 2011), <www.guardian.co.uk/
global-development/poverty-matters/2011/may/07/sudan-
at-crossroads-south-unresolved>.

13 Ibíd.

TABLA 1

Resumen de la educación general

Nivel Instituciones
 Alumnos

Maestros
Hombres Mujeres Total

Todo Sudán 3.4301 3.174.809 2.641.668 5.816.477 194.800

Educación preescolar 8.648 228.944 221.188 450.132 14.964

Educación básica 14.071 2.332.612 1.967.125 4.299.737 141.315

Educación secundaria académica 2.268 306.184 305.395 611.579 32.917

Educación secundaria técnica 114 18.230 8.003 26.233 1.143

Educación privada 48 6.821 184

Educación de adolescentes 570 10.111 9.330 19.441 159

Educación de adultos 8.582 49.784 130.627 180.411 4.118

Fuente: Sudanese Studies Center, Strategic Report on the Sudan, 2007–2008 (Jartum).
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Las vidas y el sustento de unos 13 millones de tailan-
deses dependen directamente del aprovechamiento 
de recursos marinos y costeros. Las aguas de Tai-
landia cubren una superficie de aproximadamente 
350.000 km2 y el país tiene unos 35.000 km2 de zonas 
costeras1. Los hábitats y los recursos naturales im-
portantes incluyen bosques costeros, lechos ve-
getales marinos, minerales, minerales metalíferos, 
petróleo y gas natural. Se calcula que el país también 
tiene 12.000 km2 de arrecifes de coral con una biodi-
versidad de por lo menos 240 especies diferentes, y 
1.964 km2 de manglares con 35 especies diferentes2.

Las principales industrias que dependen de 
los recursos marinos y costeros incluyen la pesca 
de captura, la acuicultura, el turismo, el transporte 
de productos y mercaderías, la industria pesada y 
la producción de energía eléctrica. Se calcula que 
Tailandia obtiene todos los años unos THB 7.500 mil 
millones (alrededor de USD 250 millones) de ganan-
cias de sus recursos marinos y costeros3.

Las aguas costeras de Tailandia siempre han 
sido ricas y productivas, con gran biodiversidad y 
poblaciones numerosas y saludables. Esta abun-
dancia de recursos ha contribuido al desarrollo de 
un sector pesquero fuerte. Tanto la pesca de captura 
como la acuicultura son importantes para la econo-
mía del país: en 2003 Tailandia representó el 3% de 
la captura pesquera total y casi el 2% del total de la 
producción acuícola del mundo. Su captura de pesca 
anual está valuada en más de THB 120 mil millones 
(unos USD 4 mil millones).

Pescadores de pequeña escala
La constitución de Tailandia de 2007 consagra los 
derechos de las comunidades locales o tradicionales 
a participar en la conservación, el cuidado, la gestión 
y el uso equilibrado y sustentable de los recursos 

1 Thailand Reform Office, Reforming the Structure of Marine 
and Coastal Resource Management, (Bangkok: marzo de 
2011), págs. 1–2.

2 Ibíd., p. 1

3 C. Cheung, et al. (comp.), Marine Protected Areas in 
Southeast Asia (Los Baños, Filipinas: ASEAN Regional Center 
for Biodiversity Conservation – Department of Environment 
and Natural Resources, 2002), p. 86.

naturales y el medio ambiente. Sin embargo la im-
plementación y operación por los organismos del 
gobierno a nivel local suelen fracasar en la promo-
ción, apoyo y facilitación a las comunidades locales 
para que ejerzan sus derechos constitucionales, y en 
muchos casos los enfoques de esos organismos son 
contradictorios con esos derechos.

Es lo que sucede, por ejemplo, en el caso de los 
pescadores de pequeña escala. Más de 60.000 hoga-
res de 4.000 aldeas se dedican a la pesca, de los cua-
les un 93% son pescadores de pequeña escala que 
representan aproximadamente el 9% de la captura 
anual del país4. Usan barcos y aparejos tradicionales, 
fabricados a mano, que los obligan a pescar a no más 
de 3 a 5 km de la costa. Esto los hace especialmente 
vulnerables a los cambios locales en el estado de los 
recursos marinos y costeros5.

Desafíos a la sustentabilidad
En las aguas del país las poblaciones de animales 
marinos están degradadas por pescar más allá de la 
capacidad de carga del mar. El Golfo de Tailandia se 
ha visto especialmente afectado y desde 1972 el país 
ha estado excediendo la captura máxima sustentable 

4 M. Unkulvasapaul, et al., Thailand Environment Monitor 
2006: Marine and Coastal Resources (Washington, DC: 
International Bank for Reconstruction and Development, 
2007), págs. 8–10.

5 R. Prasertcharoensuk y J. Shott, Samudra Mongraph: 
Time for a Sea Change – A Study of the Effectiveness of 
Biodiversity Conservation Measures and Marine Protected 
Areas Along Southern Thailand’s Andaman Sea Coastline, 
(Chennai, India: International Collective in Support of 
Fishworkers, 2010), <www.icsf.net/icsf2006/uploads/
publications/monograph/pdf/english/issue_110/ALL.pdf>.

por año (1,4 millones de toneladas)6. Otros desafíos 
incluyen la no erradicación del uso de redes de em-
puje, la falta de control del uso de redes de arrastre, 
y los subsidios a los combustibles y la mano de obra 
barata de los migrantes que permiten al sector de 
la pesca comercial mantener costos artificialmente 
bajos.

La acuicultura también ha afectado mucho el 
estado de los recursos marinos y costeros. El Depar-
tamento de Recursos Marinos y Costeros informa 
que casi 74.640 hectáreas de bosques de manglares 
han sido usadas para acuicultura, especialmente 
granjas de camarones7.

En la provincia de Trang (en la costa del mar de 
Andamán) los grandes barcos para pesca comercial 
que usan aparejos destructivos como redes de em-
puje y arrastre han devastado los recursos marinos 
locales, reduciendo notablemente las poblaciones de 
peces en muy poco tiempo y dañando y destruyendo 
ecosistemas marinos de valor incalculable como los 
arrecifes de coral y los lechos vegetales marinos. Se 
ha descubierto que algunos grandes barcos comer-
ciales operan dentro de la zona de 3.000 metros ad-
yacente a la costa que está reservada especialmente 
para la pesca de pequeña escala, y aun dentro de las 
zonas marinas protegidas.

En la provincia de Nakorn Sri Thammarat en 
la costa del Golfo de Tailandia, el dragado ilegal 
para pescar almeja blanca ha causado una rápida 
degradación del ambiente marino8. Quienes practi-
can el dragado ilegal suelen trabajar en la época de 
los monzones, cuando los pescadores de pequeña 

6 Ibíd.

7 Ibíd.

8 Ibíd.

Recursos costeros en peligro

En su afán por alcanzar el crecimiento económico, el país ha vivido enormes cambios en los últimos 40 años. 
Los principales desafíos que el país enfrenta actualmente son la rápida degradación de los recursos marinos 
y costeros y las diversas consecuencias de la urbanización y el desarrollo de la industria y el turismo. Se están 
aplicando modelos de desarrollo no sustentable que significan una presión tremenda sobre los recursos 
marinos y costeros. Al mismo tiempo las políticas y los marcos legislativos, institucionales y operativos no 
brindan apoyo a las comunidades locales para que estas puedan hacer valer sus derechos constitucionales.
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escala no pueden salir al mar, y excavan materiales 
del lecho marino hasta una profundidad de un me-
tro o más. Una zona dragada de esta manera puede 
demorar cinco o seis años en volver a su estado 
de abundancia anterior. Además, el dragado ilegal 
puede dañar y destruir los aparejos de pesca de los 
pescadores locales9.

Cuando se degradan los recursos marinos y 
costeros, la pesca de pequeña escala suele sufrir 
más que la comercial. A diferencia de los pescadores 
comerciales, los pescadores de pequeña escala no 
pueden aventurarse a las aguas profundas lejos de 
la costa. Si bien en teoría podrían optar por ir todos 
los días a zonas cercanas donde los recursos estén 
menos degradados, en la práctica sus ingresos son 
tan exiguos que el costo del combustible adicional 
pondría en peligro su sustento.

Urbanización, desarrollo industrial y turismo
La urbanización, la industrialización y el desarrollo 
del turismo han transformado las provincias cos-
teras de Tailandia, impactando negativamente en 
los recursos marinos y costeros y también en los 
medios de vida de los pescadores de pequeña escala. 
Cada vez hay más demanda y competencia por la 
tierra, y se ha privatizado algunas tierras costeras y 
aguas adyacentes, restringiendo el acceso. Además, 
los cambios ambientales y la contaminación han 
afectado la disponibilidad y estado de los recursos 
marinos y costeros y han agravado problemas como 
la erosión de la costa.

Las pequeñas comunidades pesqueras deben 
estar necesariamente cerca de la costa porque ama-
rran sus barcos en las playas arenosas o en las ense-
nadas. Hasta los proyectos relativamente pequeños 
que afecten la navegación de las aguas adyacentes a 
la costa, como la construcción de puertos deportivos 
privados, pueden tener un impacto enorme por el 
combustible adicional - y por tanto el gasto adicional 
- que se necesita para navegar hasta el otro lado de 
esas estructuras.

Los manglares se han visto amenazados por los 
asentamientos y la industria, además del uso de su 
madera para leña, carbón vegetal, muebles y cons-
trucción. Las casi 10.400 hectáreas de lechos vege-
tales marinos de Tailandia se han visto perjudicadas 
por los sedimentos generados por las construccio-
nes en la costa, la deforestación y la agricultura, la 
descarga de aguas residuales y el uso de aparejos 
de pesca ilegales como las redes de empuje. La gran 
erosión costera lleva a que Tailandia pierda 3 km2 
de tierra al mar todos los años, a un costo estimado 

9 S. Jitpiromsri y la Sustainable Development Foundation, 
Strengthening the Capacity of Vulnerable Coastal Communities 
to Address the Risks of Climate Change and Extreme Weather 
Events: Community Study Report, (documento de referencia 
para el desarrollo del proyecto Global Environment Facility / 
Special Climate Change Fund, Prince of Songkhla University, 
campus de Pattani, 2009), p.16.

de THB 6 mil millones (unos USD 200 millones). La 
erosión costera se debe a una combinación de ele-
mentos naturales y humanos, pero el desarrollo de la 
costa incluye actividades que alteran la acumulación 
natural de sedimento: la construcción de represas, la 
extracción de arena y el dragado de canales profun-
dos para facilitar el transporte marítimo10.

El Plan de Desarrollo del Litoral Sur ha designa-
do las zonas costeras del país para el desarrollo de 
sistemas de transporte público e industria pesada. 
Hay 37 proyectos programados, entre los cuales 
puertos de aguas profundas, plataformas petroleras, 
depósitos de combustibles, tuberías de combusti-
bles, industria pesada y centrales eléctricas. El plan 
ha destacado el desarrollo de la industria pesada sin 
tener en cuenta formas alternativas de desarrollo 
que podrían ser más adecuadas para las circunstan-
cias socioeconómicas y la ecología cultural de las 
zonas seleccionadas, cuyas economías se basan en 
la pesca, la agricultura, el turismo, la educación y la 
industria ligera11.

Tailandia ha tenido muchos ejemplos de de-
sarrollos turísticos inadecuados e insustentables, 
y también actividades turísticas que afectan direc-
tamente los recursos marinos y costeros, como 
las “caminatas en el coral” que suponen caminar 
apoyándose sobre los arrecifes de coral. Pero para 
muchas de las comunidades de pequeños pesca-
dores que viven en las principales zonas turísticas 
del país, los problemas y conflictos con relación a 
la tierra y los derechos sobre la tierra son una pre-
ocupación mayor. Han surgido conflictos entre las 
comunidades locales y los operadores turísticos 
que han recibido títulos a la tierra, o que han inva-
dido las tierras sin derecho de propiedad alguno, en 
zonas que se superponen con bosques terrestres o 
de manglares de las comunidades, asentamientos o 
caminos públicos12.

La cambiante realidad socioeconómica, en lo 
mundial, lo nacional y lo local, ejerce cada vez más 
presiones sobre los recursos marinos y costeros 
limitados. En su afán por alcanzar el crecimiento 
económico a nivel nacional, Tailandia ha vivido 
enormes cambios en los últimos 40 años, mien-
tras que a nivel local las expectativas sobre están-
dares y calidad de vida están transformando los 
medios de vida de subsistencia en enfoque más 
centrado en los ingresos monetarios. A pesar de 
grandes avances generalmente a nivel de las polí-
ticas13, los pescadores de pequeña escala todavía 
no tienen una identidad formalmente reconocida 
en los marcos políticos y legislativos, lo que sig-

10 Thailand Reform Office, op. cit., págs. 3–4.

11 Ibíd., p. 6.

12 Ibíd., pp. 5–6.

13 Por ejemplo la política para controlar en número de barcos 
pesqueros. Ver <www.fao.org/DOCREP/005/AC790E/
AC790E02.htm>.

nifica que con frecuencia se omite identificar y 
abordar los problemas que afectan sus medios de 
vida y su bienestar.

Nuevas políticas, las prácticas de siempre
Hay una importante brecha entre las políticas y la le-
gislación a nivel nacional y su aplicación a nivel local. 
Cambios prometedores en la dirección de las políti-
cas14 no llegan a producir cambios tangibles, genera-
lizados y duraderos a nivel local porque la legislación, 
la burocracia y la administración se resisten. También 
falta coordinación, cooperación e integración entre 
las diversas organizaciones y organismos vinculados 
directa o indirectamente con la gestión de los recursos 
marinos y costeros, lo que hace que la implementa-
ción y la operación a nivel local sean ineficientes e 
incoherentes si no contradictorias y contraproducen-
tes. Esta falta de coherencia entre los enfoques y las 
prácticas de las diferentes organizaciones y organis-
mos subraya la necesidad de racionalizar el complejo 
marco legislativo aplicable a la gestión de los recursos 
naturales y el medio ambiente.

En muchos casos no se ha actualizado la legisla-
ción para reflejar los cambios positivos de las políticas 
a nivel nacional. En otros casos la legislación existente 
que podría ser beneficiosa para los recursos marinos 
y costeros y también para los pescadores de peque-
ña escala no produce las ventajas esperadas o bien 
porque se aplica mal, y por eso los individuos pueden 
ignorar la ley, o bien es arbitraria, y se aplican diferen-
tes parámetros en diferentes circunstancias. Algunos 
problemas concretos son las lagunas legales que 
permiten a los infractores evitar el enjuiciamiento, las 
penas demasiado leves para disuadir, y los recursos 
insuficientes o las trabas administrativas que impiden 
la vigilancia sistemática y completa15.

Conclusión
Las prácticas de desarrollo no sustentables están 
teniendo un impacto negativo sobre los recursos 
marinos y costeros y los medios de vida de los pes-
cadores de pequeña escala. Si bien la cambiante 
realidad socioeconómica, en lo mundial, lo nacio-
nal y lo local, ejerce cada vez más presiones sobre 
los recursos marinos y costeros limitados, la res-
ponsabilidad también recae sobre otros problemas 
subyacentes. Estos tienen que ver con los marcos 
políticos, legislativos, institucionales y operativos 
que no brindan apoyo a las comunidades locales 
para que estas puedan ejercer sus derechos cons-
titucionales, ni controlan ni reprimen las prácticas 
ilegales, inadecuadas y no sustentables. n

14 Para ver los cambios en las políticas de salud: <www.
ncbi.nlm.nih.gov/pubmed/12595131>; o en las políticas 
monetarias, ver Subhanji, Tientip, Household sector and 
monetary policy implications: Thailand’s recent experience, 
(Economic Research Department, Bank of Thailand, 2010), 
<ideas.repec.org/p/bth/wpaper/2009-06.html>.

15 Prasertcharoensuk y Shott, op. cit.
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Empantanada en la pobreza

En la actualidad los principales desafíos del país son la inseguridad alimentaria y la pobreza. El Gobierno no se 
preocupa lo suficiente de los problemas ambientales como la deforestación, la desertificación, la erosión del 
suelo y la contaminación del aire, al tiempo que las empresas extranjeras siguen desplazando a los pequeños 
agricultores. Las políticas inadecuadas e insustentables, las tecnologías poco apropiadas y la insuficiencia de 
infraestructura en el medio rural – junto con la desertificación, la deforestación y la alta incidencia de plagas 
y enfermedades – han producido un aumento de la pobreza, inseguridad alimentaria y el estancamiento del 
desarrollo. Si no se corrigen las políticas actuales, los tanzanos estarán condenados a más pobreza y hambre.

SAHRiNGON Tanzania 
Armando Swenya 
Martina M. Kabisama 
LEDECO
Clarence Kipobota

La economía tanzana depende fuertemente de la 
agricultura, que emplea a un 80% de la mano de 
obra, contribuye más del 40% del producto interno 
bruto (PIB) y genera el 85% de las exportaciones1. En 
2010 el 74% de la población vivía en zonas rurales en 
tanto que el 26% lo hacía en zonas urbanas2. Sin em-
bargo, el movimiento del campo a las ciudades está 
aumentando, sobre todo por la distribución desigual 
de los servicios sociales. Por lo tanto la agricultura 
y la ganadería, que se cuentan entre las principales 
fuerzas impulsoras del alivio de la pobreza, están 
cada vez más comprometidas. El Gobierno hace muy 
poco para ocuparse de la pobreza, la seguridad ali-
mentaria y el desarrollo, a pesar de sus diversas polí-
ticas y estrategias, por ejemplo la Estrategia Nacional 
para el Crecimiento y la Reducción de la Pobreza 
(conocida localmente por su acrónimo en suajili, 
MKUKUTA) y la Visión 2025 del Desarrollo Nacional.

La pobreza se extiende
Tanzania está entre los países menos desarrollados 
del mundo, pues ocupa el lugar 128 en un total de 
169 países en el índice de desarrollo humano de 
20103. El producto nacional bruto (PNB) real creció 
un 6,0% en 2009 por comparación a un 7,4% en 
2008; el Gobierno atribuyó esta desaceleración al 
impacto de la crisis financiera mundial y también a la 
sequía de 2008-2009, que tuvo efectos en la produc-
ción agrícola, la generación de energía hidráulica y la 
producción industrial4. Además, aunque la agricultu-
ra emplea a una enorme cantidad de personas, hace 
por lo menos seis años que no se le adjudica más del 
7% del presupuesto nacional. Según la Encuesta de 

1 CIA, The World Factbook: Tanzania, (mayo de 2011), <www.cia.
gov/library/publications/the-world-factbook/geos/tz.html >.

2 Ibíd.

3 UNDP, Informes sobre Desarrollo Humano 2010 – The Real 
Wealth of Nations: Pathways to Human Development, (Nueva 
York, 2010), < hdr.undp.org/es/informes/mundial/idh2010/
capitulos/en/>.

4 Ministerio de Finanzas y Asuntos Económicos, The Economic 
Survey 2009, (Dar es Salam: junio de 2010), <www.tanzania.
go.tz/economicsurvey1/2009/THE%20ECONOMIC%20
SURVEY%202009.pdf>.

Ingresos de los Hogares de 2007, aproximadamente 
el 33,5% de los tanzanos continentales vive debajo 
de la línea de pobreza (necesidades básicas), mien-
tras el 16,6% vive debajo de la línea de indigencia 
(necesidades alimentarias)5. El número de personas 
pobres ha aumentado en 1,3 millones en los últimos 
años6, y la tasa de desempleo está aumentando: unos 
11,7 millones de personas que son capaces de traba-
jar carecen de empleo7. Además, se está ensanchan-
do la brecha entre ricos y pobres8.

Aunque Tanzania tiene leyes sobre inversiones, 
hay muchos problemas vinculados a la inversión 
extranjera directa. Por ejemplo, la firma de contratos 
mineros sospechosos (p. ej., Buzwagi, Richmond 
y Dowans, e IPTL) entre el Gobierno e inversores 
extranjeros9. Además, hay cada vez más apropia-
ciones de tierras por parte de los organismos del 
Estado para favorecer a los inversores extranjeros. 
La política de puertas abiertas del Centro Tanzano de 
Inversiones (TIC, por sus siglas en inglés), orientada 

5 Legal and Human Rights Centre (LHRC), Tanzania Human 
Rights Report 2009, (Dar es Salam: 2009), <www.
humanrights.or.tz/wp-content/uploads/2010/10/Tanzania-
Human-Rights-Report-2009.pdf>.

6 Banco Mundial, Tanzania: Country Brief, <go.worldbank.
org/7SUHE823V0>.

7 Jamhuri ya Muungano wa Tanzania, Maoni ya Watanzania 
Kuhusu Ukuaji wa Uchumi na upunguzaji Umaskini na 
Kipato, Hali yao ya Maisha na Ustawi wa jamii na Utawala 
Bora na Uwajibikaji, (2007). 

8 Trading Economics, Gini Index in Tanzania, <www.
tradingeconomics.com/tanzania/gini-index-wb-data.html>.

9 Parlamento de la República Unida de Tanzania, transcripción 
del debate de la 44ª sesión, (14 de agosto de 2007), <www.
ereto-npp.org/.../Walsh_2007_Pastoralism_and_Policy_
Processes_in_Tanzania.pdf>. 

a atraer inversores extranjeros, ha sido perjudicial 
para la población local. Las empresas pequeñas y 
medianas no pueden competir porque no tienen su-
ficiente capital y experiencia comercial, y se desaloja 
por la fuerza a los habitantes de las aldeas para hacer 
sitio a las empresas extranjeras.

Desafíos ambientales y de salud
La deforestación es uno de los principales proble-
mas ambientales del país. A pesar de que el 40% 
del territorio se compone de parques protegidos, 
en algunas zonas hay una rápida reducción de los 
bosques. En general la cubierta forestal cayó un 15% 
entre 1990 y 2005, pero las tasas de deforestación 
han aumentado mucho desde 200010. También pre-
ocupa la degradación del suelo (a consecuencia de 
las recientes sequías), la desertificación y la pérdida 
de biodiversidad: en 2001, 22 de las especies de ma-
míferos de Tanzania – junto con 30 especies de aves 
y 326 de plantas – estaban en peligro de extinción11. 
Los hábitats marinos también están amenazados por 
los daños a los arrecifes de coral, principalmente por 
el uso de dinamita para pescar12.

En los sitios mineros, la erosión de la tierra y 
la contaminación son especialmente preocupantes. 
Por ejemplo, en enero de 2009 North Mara Gold Mi-
nes apiló unas 2.000 toneladas de desechos tóxicos 
sin tomar precaución alguna ni evaluar los efectos 
en las comunidades cercanas. Cuando llegaron las 

10 Mongabay.com, Tanzania, <rainforests.mongabay.
com/20tanzania.htm>.

11 Encyclopedia of the Nations, Tanzania – Environment, <www.
nationsencyclopedia.com/Africa/Tanzania-ENVIRONMENT.
html>.

12 Ibíd.

TANZANIA

IEG = 60ICB = 76

89
71

100

0

100

0

42

68100 100100 100

76

51



183Social Watch Tanzanía

lluvias, estos escombros fueron arrastrados al río 
Tighite, que surte a los pueblos de Nyakunsuru, Nya-
mone y Weigita en la región de Mara, y murieron 
peces y árboles13.

Agricultura y seguridad alimentaria
Los problemas en el sector agrícola incluyen la falta 
de políticas y prácticas agrícolas adecuadas y la es-
casez de fondos del presupuesto agrícola así como 
su mala utilización. Además, los técnicos de campo 
están poco motivados y carecen de experiencia.

Otro obstáculo a la sustentabilidad de la agri-
cultura es la dependencia en socios para el desa-
rrollo, ya que la mayor parte del presupuesto para 
el desarrollo proviene de donantes. De hecho, en el 
presupuesto de 2010 la totalidad de los fondos a ser 
asignados provenía de socios para el desarrollo14. 
Con este presupuesto escaso, los agricultores y 
ganaderos no pueden enfrentar la inseguridad ali-
mentaria, y sus ingresos muy bajos no alcanzan a 
permitirles un nivel de vida mínimo.

El país tiene varias políticas y leyes en mate-
ria de seguridad alimentaria. Por ejemplo, la Ley de 
Seguridad Alimentaria de 1991 estableció la Oficina 
de Seguridad Alimentaria para supervisar la crea-
ción y gestión de una reserva estratégica de granos. 
Otros mecanismos institucionales a este efecto son 
la Agencia para la Reserva Nacional de Alimentos 
(NFRA, por sus siglas en inglés) y la División Nacio-
nal de Seguridad Alimentaria. La meta de la primera 
es mantener una reserva de alimentos óptima a nivel 
nacional para enfrentar los desabastecimientos lo-
cales y poder cubrir las necesidades urgentes de ali-
mentos, así como garantizar la seguridad alimentaria 

13 LHRC, op. cit., págs. 134–35. 

14 Policy Forum, The Citizens’ Budget: A Simplified Version of 
the National Budget 2010/11, (Dar es Salam: 2010), <www.
policyforum-tz.org/files/CBenglish2010.pdf>.

nacional ocupándose de modo eficiente y económi-
co de la compra y almacenamiento de existencias 
de alimentos.

Sin embargo, a pesar de todos estos esfuer-
zos, el peligro continúa. Por ejemplo, en junio de 
2009 el Ministerio de Agricultura anunció una grave 
escasez de alimentos en el distrito de Chamwino 
de la región de Dodoma, por la que 17.080 hoga-
res no podían adquirir los alimentos de cada día. Se 
necesitan 63.501.000 kg de alimentos para que el 
distrito pueda cubrir sus necesidades básicas, pero 
la producción obtenida en 2008-2009 fue de solo 
12.178.000 kg15.

Esto se debe en parte a que las instituciones 
creadas por la ley de Seguridad Alimentaria han toma-
do medidas inadecuadas, se han usado tecnologías 
poco apropiadas, hay desertificación, deforestación 
e importante incidencia de plagas y enfermedades, 
como también una escasa infraestructura rural e ins-
tituciones rurales débiles y carentes de financiación.

Desafíos a la sustentabilidad
Desde 1990, Tanzania ha estado implementando 
una estrategia de desarrollo sustentable que presta 
especial atención a las cuestiones ambientales. En 
1994 se estableció un Plan de Acción Nacional para 
el Medio Ambiente, que llevó a la aprobación de la 
Política Nacional para el Medio Ambiente en 1997 y 
a la redacción de la Estrategia Nacional para el Desa-
rrollo Sustentable en 200016.

Sin embargo, a pesar de este marco de políticas, 
el país no ha logrado enfrentar los desafíos ambien-
tales. Esto se debe principalmente a la insuficiencia 
de los mecanismos institucionales de coordinación, 

15 LHRC, op. cit., p. 121. 

16 B. Makiya Lyimo, Energy and Sustainable Development in 
Tanzania, Helio International/ Sustainable Energy Watch, 
(2006), <www.helio-international.org/uploads/Tanzania-EN.
pdf>.

la limitada capacidad del gobierno para la gestión 
ambiental y la poca participación de las autoridades 
y comunidades locales en la gestión y conservación 
del medio ambiente. La pobreza también es un ele-
mento clave: aumenta la degradación ambiental, por 
ejemplo, por el uso de madera como fuente de ener-
gía, lo que contribuye a la deforestación y erosión 
del suelo; mientras que la degradación ambiental 
contribuye a la intensificación y perpetuación de la 
pobreza. En todo el país la utilización de energía se 
caracteriza por un gran consumo de la que provie-
ne de fuentes tradicionales como la madera para 
cocinar y el querosén para iluminación. Además, 
los precios elevados de los derivados del petróleo 
(especialmente el querosén) y la suba del precio de 
la electricidad podrían hacer que la demanda urbana 
y rural de energía vuelva a buscar los combustibles 
tradicionales17.

Conclusión
Para lograr un desarrollo económico sustentable, el 
Gobierno deberá enfocarse en asuntos como el de-
sarrollo rural, el mejoramiento agrícola y el empode-
ramiento económico de la población rural. También 
debe aumentar la transparencia de los contratos con 
inversores extranjeros y al mismo tiempo trasladar 
capacidades legales y económicas a los produc-
tores y comerciantes locales. Asimismo es nece-
sario abordar problemas como el desempleo y la 
brecha cada vez mayor entre pobres y ricos. En tanto 
asuntos como la asignación presupuestaria para la 
agricultura y la seguridad alimentaria permanezcan 
en segundo plano, los tanzanos seguirán sufriendo 
hambre y pobreza. n

17 Ibíd.
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Los infortunios del extractivismo

El modelo implementado por la administración Chávez es una continuación y ampliación del extractivismo, 
que incurre en fuertes impactos ambientales y supone una impronta instrumental y neoliberal. Es, además, 
insuficiente a la hora de atender las urgencias de la sociedad. Pese a algunas mejoras en educación, ha habido 
retrocesos en otras áreas de derechos básicos, como salud y vivienda. Los programas de desarrollo social son 
cancelados o desatendidos, mientras el Gobierno, que desdeña el diálogo con la oposición y la sociedad civil, 
atenta contra la democracia implementando cambios sustanciales a la constitución aprobada en 1999. El país 
necesita diseñar un modelo de desarrollo realmente sustentable. 

Programa Venezolano de Educación-Acción  
en Derechos Humanos (Provea)
Rafael Uzcátegui

Desde comienzos del siglo XX, los modelos de de-
sarrollo aplicados en Venezuela han estado basados 
en la economía extractiva y exportadora de recursos 
energéticos. Si bien el presidente Hugo Chávez, en 
el poder desde 1998, ha cuestionado a los gobiernos 
del pasado afirmando que su modelo es, en contra-
posición, “sustentable” y “endógeno”, ha resumido 
su proyecto como un “Socialismo petrolero”: “Ese 
es nuestro modelo, contar con esta riqueza petrolera 
(…) el Socialismo petrolero no se puede concebir sin 
la actividad petrolera… (este recurso) le da una con-
figuración peculiar a nuestro modelo económico”1. 

Ahora bien, diversas organizaciones sociales y de 
derechos humanos han alertado que la sostenibilidad 
de las políticas destinadas a los sectores populares, 
denominadas “misiones”, dependen de los ingresos 
extraordinarios producto de los altos precios petro-
leros en el mercado mundial. Según la Ley de Presu-
puesto 20112 los ingresos energéticos representarían 
el 27,6% del total de dinero disponible para gastos, 
asumiendo un precio de USD 40 (similar al del presu-
puesto del año anterior) para el barril de petróleo. Sin 
embargo, expertos como el ex presidente del Banco 
Central José Guerra plantean que dicha estimación no 
se ajustó a la realidad, pues los precios oscilaban alre-
dedor de los USD 100, por lo cual el Ejecutivo Nacional 
dispone de una considerable suma de dinero adicional 
con manejo discrecional y de difícil contraloría social. 

La recuperación actual de los precios interna-
cionales del crudo ocurre después de un período de 
crisis económica durante el cual Venezuela experi-
mentó, según cifras oficiales3, 18 meses consecutivos 
de decrecimiento económico. A excepción del sector 
educativo, la contracción económica ocasionó que 
se redujera el presupuesto destinado a las políticas 
sociales, incidiendo en el estancamiento de las mi-
siones y en el aumento de la conflictividad en el país. 
Según los datos recopilados por dos organizaciones 

1 Ministerio del Poder Popular para la Comunicación e 
Información, Programa Aló Presidente 288, <alopresidente.gob.
ve/informacion/7/248/programa_alupresidente_288.html>.

2 Ministerio del Poder Popular de Planificación y Finanzas, Ley de 
Presupuesto para el Ejercicio Fiscal 2011, <www.ocepre.gov.ve>

3 Ver: <www.bcv.org.ve/> 

de venezolanas de derechos humanos, Espacio Públi-
co y Provea, durante el año 2010 se realizaron por lo 
menos 3114 protestas en Venezuela, consolidándose 
la tendencia del aumento sostenido de la cantidad de 
manifestaciones4. 

Desarrollo basado en el petróleo
El modelo de desarrollo implementado por el Gobierno 
se fundamenta en grandes proyectos de desarrollo 
petrolero, gasífero, minero y de infraestructura, que 
ocasionan importantes impactos socio-ambientales 
y que, basados en preceptos extractivos, no son 
sustentables. La posibilidad de explotar las riquezas 
energéticas presentes en el suelo venezolano ha in-
terferido, además, en políticas que beneficiarían a di-
ferentes sectores sociales en el país. Un claro ejemplo 
lo constituye la demarcación de territorios indígenas 
establecida en el artículo 119 de la Constitución y que, 
aunque debió haber finalizado en el año 2002, se en-
cuentra estancada. 

Para el crítico García Gaudilla, si bien a nivel dis-
cursivo el presidente Chávez y alguna vocería institu-
cional reniega del capitalismo y del neoliberalismo, el 
modelo de desarrollo bolivariano previsto sigue sien-
do una continuación y ampliación del extractivismo, lo 
que incurre en fuertes impactos ambientales y supone 
una impronta desarrollista, instrumental y neoliberal.5 
Esta situación se ve agravada por la clara intención 
de cancelar el diálogo con la sociedad civil y con la 

4 PROVEA, Manifestaciones públicas Informe 2010, 
<www.derechos.org.ve/proveaweb/wp-content/uploads/
Manifestaciones-P%C3%BAblicas-Informe-2010.pdf>

5 García-Gaudilla, M.P., 2009. “Ecosocialismo del siglo XXI y 
modelo de desarrollo bolivariano: los mitos de la sustentabilidad 
ambiental y de la democracia participativa en Venezuela”. Revista 
venezolana Economía y Ciencias Sociales 15 (1): 187-223.

oposición; no puede haber desarrollo sustentable sin 
la posibilidad de que sean oídas y tenidas en cuenta las 
voces ciudadanas que alerten sobre las consecuencias 
sociales y para el medio ambiente de la explotación de 
hidrocarburos. A diferencia de otros países petroleros 
de la región, ninguna organización ecologista del país 
trabaja sobre la contaminación petrolera que afecta a 
diferentes zonas del país. Otros desafíos ambientales 
que enfrenta Venezuela incluyen deforestación 6 y la 
severa contaminación del Lago de Valencia 7

Inquietud social
El 36% de las protestas realizadas en el 2010 tienen 
como motivación la exigencia de derechos laborales. 
Ha sido señalado por algunos críticos del Gobierno 
que la administración Chávez intentó hacer pesar la 
recesión vinculada a la crisis económica global sobre 
los hombros de los trabajadores y trabajadoras, a la 
vez que mantuvo la paralización en la discusión sobre 
la contratación colectiva en el sector público y en las 
empresas del Estado. Por segundo año consecuti-
vo el incremento del salario mínimo –actualmente 
alrededor de 462 dólares – no logró cubrir el costo 
de la canasta alimentaria ni tampoco la pérdida del 
poder adquisitivo debido a la persistencia de la tasa 
inflacionaria más alta de la región, 30.9% para el año 
2010 según datos oficiales8. A su vez, luego de varios 
años consecutivos de reducción de la cantidad de 
personas sin trabajo, se produjo una tendencia al alza 
desde finales de 2009. El desempleo, que culminó 

6 Informe21.com, “Denuncian que la deforestación en nuestro 
país es la segunda en América”, (22 de abril, 2010).

7 Infociudadano.com, “Situación del Lago de Valencia”, (16 de 
agosto, 2010).

8 <ipsnoticias.net/inflacion.asp>.

veNeZuelA

IEG = 64ICB = 95 91

9895 100

100

0

100

0

28

65100 100100 100



185Social Watch Venezuela

en 2009 en 6,8%, se remontó para agosto de 2010 
en 9,6%.9

Esta situación debería motivar la revisión y el 
reimpulso de la Misión Ché Guevara, creada origi-
nalmente en el año 2004 – con el nombre de “Misión 
Vuelvan Caracas” – para ayudar a volver al mercado 
laboral a las personas que fueron excluidas de este y 
reducir el desempleo hasta el 5%. Sin embargo, aun-
que su meta no fue alcanzada seis años después de 
su lanzamiento, esta misión ha sufrido una drástica 
reducción presupuestaria para el 2011, pasando de 
USD 59 millones a USD 7 millones10.

Retrocesos en salud y vivienda
En el año 2006, la puesta en marcha de la Misión Barrio 
Adentro generó expectativas acerca de la garantía del 
derecho a la salud para amplios sectores de la po-
blación. La presencia de 13.000 médicos de origen 
cubano y la construcción de 8.573 módulos de aten-
ción en todo el país incidieron positivamente en los 
índices de atención primaria en los sectores populares. 
Sin embargo, han sido señaladas fallas en la atención 
de los módulos, y 2000 de estos fueron cerrados en 
2009, hasta el punto que en septiembre de ese año 
Chávez reconoció la crisis en la salud y declaró una 
emergencia sanitaria11. Para el 2011, luego del anuncio 
gubernamental de un “Plan de reimpulso a la Misión 
Barrio Adentro”, ésta recibe un aporte presupuestario 
de 195 millones de dólares; sin embargo la política no 
es coordinada por el Ministerio del Poder Popular para 
la Salud, como correspondería dada la naturaleza de 
la misión, sino por el Ministerio del Poder Popular del 
Despacho de la Presidencia, evidenciando una desco-
ordinación institucional en materia sanitaria. 

En la red hospitalaria tradicional, constituida 
por 299 centros en todo el país, persisten las fallas 
estructurales, entre ellas ausencia de insumos médi-
cos, déficit de profesionales y graves deficiencias en 
la infraestructura que impiden la plena satisfacción del 
derecho a la salud. A pesar que la Constitución ordena-
ba en el año 1999, en un plazo no mayor de un año, la 
aprobación de una Ley Orgánica de Salud para reducir 
la dispersión e improvisación en la materia, el poder le-
gislativo tiene 11 años en mora con su promulgación. 

Otro sector que ha sido calificado como “problema 
de Estado” por el poder Ejecutivo ha sido la vivienda. 
Durante el 2009 el gobierno construyó 23.649 vivien-
das, sumando en 11 años de gestión 324.588 unidades, 
cuyo promedio anual es ostensiblemente menor a la 
meta de construir 150.000 al año, como estrategia para 
disminuir el déficit habitacional (estimado en 3.000.000 
casas) en una década12. Entre las causas del rezago de 
las políticas en vivienda es posible destacar la fragilidad 
institucional del ministerio, creado en el año 2005, la 
rotación recurrente de sus altos cargos directivos, la 
escasa supervisión y contraloría de los proyectos ejecu-

9 <economia.noticias24.com/noticia/34229/ine-tasa-de-
desempleo-en-venezuela-repunto-al-96-durante-agosto>.

10 Cifras calculadas a cambio oficial de 4.3 bolívares por dólar

11 La Cl@ase.info, “Chávez admite cierre de módulos de Barrio 
Adentro y declara en emergencia la salud”, (20 de septiembre, 
2009).

12 Última cifra oficial conocida del Ministerio de Vivienda y 
Hábitat, (2007).

tados y del dinero invertido y, por último, la inexistencia 
de un plan de construcción de vivienda y de urbaniza-
ción de suelos con metas y reglas claras para el corto, 
mediano y largo plazo. 

A pesar de lo anterior, y de haber reincidido 
en políticas que han demostrado sus limitaciones, 
Chávez anunció su intención de construir dos millo-
nes de viviendas en 6 años13.

Avances en educación
El gobierno de Chávez sigue mostrando resultados 
positivos en materia educativa. Según la medición in-
ternacional que hace la Organización de Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco), 
Venezuela avanzó del puesto 64 al 5914, con un Índice 
de Desarrollo Educativo (IDE) de 0,956 respecto del 
0,910 que tenía en 1999 15 

La calidad de la educación sigue siendo un reto sin 
asumir. La principal falla es la ausencia de un sistema 
nacional de evaluación de los aprendizajes, por lo que no 
existen parámetros de comparación para hacer mejoras. 
Para el 2010, además, el 44% de los docentes no eran 
titulares, sino interinos o suplentes16. Esta situación se 
agrava en estados menos favorecidos del interior del 
país, como el estado Amazonas, donde la mitad del pro-
fesorado no posee certificación para ejercer la docencia.

Criminalización de la protesta
Paralelo al aumento de la conflictividad social como 
consecuencia de la ausencia de respuestas a los recla-
mos de la ciudadanía, el Gobierno ha asumido como 
política de Estado la criminalización de los y las ma-
nifestantes. Este patrón ha cumplido las siguientes 
etapas: el cierre de los canales institucionales de ne-
gociación, la realización de campañas de desprestigio 
contra las y los manifestantes y líderes sociales, la re-
presión y judicialización de la ciudadanía movilizada y, 
por último, la promoción de acusaciones sin pruebas. 
En el 2010, 135 manifestaciones fueron reprimidas por 
los organismos policiales y militares, dejando como 
saldo 438 personas detenidas y 386 lesionadas17. 

Sin embargo, las situaciones más preocupan-
tes son las aperturas de procesos judiciales contra 
manifestantes. PROVEA ha contabilizado más de 
2400 personas sometidas a procesos de presenta-
ción periódica en tribunales, y entre ellas 125 son 
sindicalistas y 1200 campesinos y campesinas. Esta 
judicialización es posible por la creación de diferen-
tes normativas que penalizan la protesta en el país: 
El artículo 357 de la reforma del Código Penal; los 
artículos 47 y 56 de la Ley Orgánica de Seguridad de 
la Nación; el 139 y 141 de la Ley para la Defensa de 
las Personas en el Acceso a los Bienes y Servicios y, 
por último, los artículos 24 y 25 de la Ley Especial de 

13 Disponible en <www.correodelorinoco.gob.ve/nacionales/
inicia-alo-presidente-numero-370-estado-vargas/>.

14 Ministerio del Poder Popular para Relaciones Exteriores, “Venezuela 
es la nación que más ha disminuido la desigualdad social y 
económica en América Latina y el Caribe”, (15 de octubre, 2010).

15 Abrebrecha.com, “UNESCO: Venezuela a punto de lograr 
metas educativas”, (13 de abril, 2010).

16 PROVEA, Informe Anual 2010 Derechos Humanos en Venezuela, 
<www.derechos.org.ve/proveaweb/?page_id=9235>.

17 PROVEA y Espacio Público, Informe de Protestas en Venezuela 
año 2010, <www.derechos.org.ve/proveaweb/?p=11272>.

Defensa Popular contra el acaparamiento, el boicot y 
cualquier otra conducta que afecte el consumo de ali-
mentos o productos sometidos al control de precios. 

Estas reglamentaciones penalizan una de las es-
trategias históricas del movimiento popular venezolano 
para la exigibilidad de sus derechos: el cierre de calles. 
Además, establece diferentes “zonas de seguridad” 
donde se prohíbe cualquier perturbación del orden. El 
caso emblemático de judicialización de líderes sociales 
lo constituye el sindicalista Rubén González, quien estu-
vo privado de libertad –desde septiembre del año 2009 
hasta marzo del 2011– por haber apoyado una paraliza-
ción de actividades en la empresa estatal Ferrominera 
del estado Bolívar, reclamando una serie de demandas 
y reivindicaciones laborales. El pasado 28 de febrero 
González fue condenado a 7 años y 6 meses de prisión 
tras ser acusado de agavillamiento, instigación a delin-
quir, violación de la zona de seguridad y restricción de la 
libertad al trabajo. Una amplia movilización de rechazo, 
promovida desde diferentes sectores, provocó que 5 
días después el Tribunal Supremo de Justicia anulara la 
sentencia y ordenara la realización de un nuevo juicio ra-
dicado en la ciudad de Caracas, otorgando al sindicalista 
el beneficio de ser juzgado en libertad18.

Debilitando la democracia
En diciembre del año 2010 se aprobó una ley que con-
fería al presidente facultades extraordinarias por un 
período de 18 meses. Fueron promulgadas también 
24 leyes que confirmaron la tendencia denunciada 
por las organizaciones de derechos humanos acer-
ca de la imposición, de manera no democrática, del 
proyecto denominado “Socialismo del siglo XXI”. Las 
coaliciones Foro por la Vida y Sinergia afirmaron que 
dichas iniciativas “afectan gravemente la vigencia del 
Estado de Derecho y la plena vigencia de los derechos 
humanos en la República Bolivariana de Venezuela”19. 
Como parte de este paquete legislativo, que en la prác-
tica están derivando en una Constitución diferente a la 
aprobada por todos los venezolanos y venezolanas en 
el año 1999, se encuentran normativas que obstaculi-
zan el derecho a la asociación, ilegalizando la recepción 
de fondos por parte de la cooperación internacional. 

El 22 de diciembre del 2010 se aprobó, de manera 
expedita, la Ley de Soberanía Política y Autodetermina-
ción Nacional20, que prohíbe explícitamente la recepción 
de fondos provenientes del extranjero para organizacio-
nes “con fines políticos”. Dos de las tres actividades que 
según la ley definen una iniciativa de naturaleza política 
están relacionadas a formas de actuación bajo la cual 
pueden ser descritas casi todas las iniciativas populares 
y sociales del país, ya que incluyen en su descripción el 
promover la participación de las y los ciudadanos en los 
espacios públicos y el ejercer control sobre las decisio-
nes en política. Por otra parte, una segunda normativa, 
la Ley de Cooperación Internacional, que centraliza en 
el gobierno los recursos destinados a las ONG, ha sido 
incluida dentro de las facultades habilitantes otorgadas 
al presidente de la República.  n

18 <www.derechos.org.ve/?s=rub%C3%A9n+gonzalez&x=0&y=0>.

19 Foro por la Vida y Sinergia, Ley habilitante coloca en serio 
riesgo los derechos humanos, <www.derechos.org.ve/
proveaweb/?p=9494>.

20 <www.minamb.gob.ve/files/leyes-2011/No6013ledespan.pdf>.
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La sociedad civil debe ser consultada

Vietnam ha alcanzado la condición de país de ingresos medios a través de un fuerte crecimiento económico, 
pero el Gobierno debe esforzarse en tener en cuenta las necesidades de largo plazo de las personas. Es necesario 
enfrentar la pobreza y desafíos ambientales como la contaminación, el aumento del nivel del mar y la creciente 
erosión del suelo, así como los factores de riesgo para la corrupción como el acceso desigual a la información. 
Se deberá permitir a la sociedad civil y los expertos independientes que colaboren en la búsqueda de estrategias 
para abordar los desafíos del desarrollo sustentable.

VUFO-NGO Resource Centre

En los últimos 15 años Vietnam ha logrado una tasa de 
crecimiento económico impresionante. El producto na-
cional bruto (PNB) real creció en promedio un 7,3% de 
1995 a 20051. En 2009, después de la crisis financiera 
mundial, el PNB real igualmente creció un 5,3% y desde 
entonces ha sido una de las economías de más rápido 
crecimiento en Asia Oriental y el Pacífico2. Es funda-
mental que la nación se pregunte si este desarrollo es 
sustentable, y cómo está afectando el medio ambiente y 
el sustento de la generación actual y las futuras.

El apoyo al crecimiento económico sensible a 
la pobreza se ha extendido. El crecimiento ha traído 
una prosperidad relativa a muchos después de las 
privaciones de los años de la guerra y la posguerra. 
De todas formas, mientras el desarrollo tradicional ha 
reducido la pobreza, a la vez ha degradado el medio 
ambiente, del mucha gente pobre depende.3

En 2010 Vietnam alcanzó la condición de país de 
ingresos medios. En 2009 el producto interno bruto 
(PIB) per cápita era USD 1.010, lo que colocó al país 
en el límite inferior de la franja de ingresos medios del 
Banco Mundial. A pesar de que esto es un logro notable, 
existen preocupaciones en relación a que el Goberno 
no instituya las reformas necesarias para el desarrollo 
sustentable, y también en relación a que este crecimien-
to cree nuevos desafíos, incluyendo el aumento de la 
inequidad social, servicios inadecuados, mas polución 
y la pérdida debido a la industrialización de tierras desti-
nadas a la agricultura4. Además, las políticas actuales no 
apoyan la modernización de la economía rural. La infra-
estructura y otros servicios rurales están muy atrasados 
con relación a los progresos en las ciudades5.

1 Banco Mundial, Vietnam Country Overview, (junio de 2008), 
<www.worldbank.org/vn>.

2 D. Mishra, et al., “Taking Stock: An Update on Vietnam’s Recent 
Economic Developments”, preparado por el Banco Mundial 
para la Reunión Anual del Grupo Consultivo para Vietnam, 
(Hanoi: 8 de diciembre de 2010), <www.worldbank.org/vn>.

3 S. Bass, et al., Integrating Environment and Development 
in Viet Nam: Achievements, Challenges and Next Steps, 
(London: IIED, and Hanoi: UNDP, March 2009), <pubs.iied.
org/pdfs/17505IIED.pdf>.

4 VUFO-NGO Resource Centre, International Non-Governmental 
Organisations’ Statement for the Consultative Group Meeting, 
(8 de diciembre de 2010), <www.ngocentre.org.vn>.

5 C. Kirkpatrick, N. J. Freeman y K. N.B. Ninh, Managing Risk 
and Attaining Equitable Growth, (Hanoi: UNDP, 2010).

Impactos ambientales y cambio climático
El rápido crecimiento económico de Vietnam pro-
duce claros impactos ambientales, pero pese a que 
la legislación que protege el ambiente es fuerte, su 
implementación es a menudo débil. A medida que 
crecen la economía, la población y la urbanización, 
las principales amenazas para el medio ambiente 
son, entre otras, la sobreexplotación de los bosques, 
la pérdida de tierras cultivables, la contaminación del 
agua y el aire, la erosión del suelo por formas de uso 
no sustentables, la pérdida de biodiversidad por los 
cazadores furtivos en los parques nacionales y otros 
factores como la degradación de las zonas costeras 
y el impacto de la minería6.

Ha habido fuerte oposición a la extracción de 
bauxita en las Tierras Altas Centrales por los posibles 
daños ambientales. También preocupan los reservo-
rios de residuos alcalinos de dos minas que se están 
construyendo en las provincias de Lam Dong y Dak 
Nong y la posibilidad de que las inundaciones o te-
rremotos pudieran causar derrames tóxicos. Estas 
preocupaciones aumentaron en 2010 cuando una 
brecha en el reservorio en una mina de hierro en la 
provincia de Cao Bang derramó residuos en las tierras 
de 50 familias. Científicos e intelectuales firmaron una 
petición solicitándole al Gobierno la interrupción de 
los proyectos y la realización de más investigación7.

Entre 1958 y 2007 la temperatura promedio de 
Vietnam aumentó unos 0,5-0,7 °C y el nivel del mar su-

6 VUFO-NGO Resource Centre, op. cit.

7 Thanh Nien, Bauxite Mining Projects Cost-effective: Official, 
(7 de noviembre de 2010); Thanh Nien, Lawmakers Inspect 
Bauxite Sites, Call for Further Measures, (12 de noviembre de 
2010), <www.thanhniennews.com>.

bió 20 cm 8. La larga línea costera hace que el país sea 
muy vulnerable al impacto del cambio climático y el 
aumento del nivel del mar, que probablemente afecten 
los tres pilares del desarrollo sustentable: la economía, 
la sociedad y el medio ambiente. Los avances en la 
reducción de la pobreza – del 58% de la población en 
1993 al 12,3 en 20099 - podrían revertirse.

 Vietnam es un país principalmente agrícola: el 
75% de la población vive en zonas rurales, la mayoría 
se gana el sustento con la agricultura de pequeña es-
cala, con poca tecnología invoclucrada, que los hace 
muy dependientes del clima10. Por tanto cualquier 
aumento de la temperatura tendrá un impacto negati-
vo enorme sobre la producción agrícola. Las comuni-
dades rurales pobres tienen escasa infraestructura y 
finanzas reducidas, por lo que les es difícil adaptarse 
al cambio climático. El calentamiento global también 
puede producir fenómenos climáticos extremos y 
mayor frecuencia e intensidad de desastres naturales 
como los tifones, las inundaciones, las sequías y la 
intrusión de agua salada. 

El Gobierno ha desarrollado grandes políticas y 
programas sobre cambio climático, pero a algunas 
de ellas les falta el sustento jurídico que facilitaría 
su aplicación. No existen órganos que coordinen la 
actividad de los ministerios, los gobiernos locales 

8 Vietnam Aujourd’hui, Vietnam Makes Active Contribution 
to Fight Climate Change, (5 de septiembre de 2009), <blog.
vietnam-aujourdhui.info/post/2009/09/05/Vietnam-makes-
active-contribution-to-fight-climate-change>.

9 AusAID, Australia’s Strategic Approach to Aid in Vietnam, 
(diciembre de 2010), <www.ausaid.gov.au/publications/pdf/
strat-approach-vietnam-2010-15.pdf>.

10 Banco Mundial, Rural Development and Agriculture 
in Vietnam, (febrero de 2007), <go.worldbank.org/
O4CQBWJP00>.
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y otros organismos públicos y privados, ni maneras 
eficaces de garantizar que todas las comunidades 
y segmentos de la población puedan participar en 
esos programas. Además, los mecanismos de imple-
mentación de las políticas no son lo suficientemente 
claros o sólidos como para asegurar la coordinación 
entre sectores y entre el nivel central y los locales11.

En términos de su propio impacto sobre el calen-
tamiento global, Vietnam produce relativamente pocas 
emisiones de carbono. Es importante mantenerlas así 
más que tratar de reducirlas una vez que hayan alcanza-
do niveles más altos. Sin embargo el rápido crecimiento 
económico aumenta la demanda energética y Vietnam 
sigue construyendo centrales eléctricas a carbón que 
son muy contaminantes. 

Las centrales hidroeléctricas, que ya producen 
el 20% de la energía que se consume, demuestran 
algunas de las dificultades del país para lograr un de-
sarrollo sustentable. En las regiones centrales del país 
se están sacrificando enormes bosques para cons-
truir estas centrales, y los expertos advierten que las 
consecuencias ambientales y sociales serán graves12. 
Los medios de comunicación locales han informado 
reiteradamente que los residentes desplazados por la 
construcción de las centrales eléctricas ahora luchan 
para sobrevivir en zonas de reasentamiento construi-
das a la ligera donde no tienen tierras cultivables13. El 
Gobierno ha lanzado estrictos procedimientos para la 
construcción de represas que incluyen evaluaciones 
del impacto ambiental, pero algunas administraciones 
a nivel de provincias, responsables de la aprobación de 
plantas hidroeléctricas de tamaños pequeño y media-
no, han pasado por alto esas regulaciones 14. 

Transparencia y corrupción
La falta de transparencia del Gobierno es un obstácu-
lo fundamental al desarrollo sustentable. Para dar un 
ejemplo importante, la naturaleza de las leyes sobre la 
tierra, incluyendo hasta qué punto son percibidas como 
predecibles y seguras, juega un rol clave en la formación 
de las opiniones sobre economía y las estrategias de 
sustento. El país ha dado algunos pasos hacia un marco 
legal sólido para erradicar la corrupción, los principales 
factores de riesgo sistémico siguen intactos. La infor-
mación sobre los derechos de uso de la tierra y los cer-
tificados de propiedad de bienes es incompleta y difícil 
de comprender; el proceso de solicitud es complicado 
y las apelaciones contra presuntas irregularidades son 
inadecuadas, lentas y poco transparentes. En el proce-
so de adquisición y asignación de tierras, el peligro de 
corrupción incluye el acceso desigual a la información 
y la posibilidad de que los funcionarios abusen de sus 
poderes discrecionales sobre las compensaciones por 
la tierra y los registros de inmuebles15.

11 Act!onAid Vietnam, Losses and Damages: Research on 
Climate Impacts on Poor Communities in Vietnam and Their 
Responses, (Hanoi: 29 de noviembre de 2010).

12 Thanh Nien, Dammed and Damned, (3 de noviembre 
de 2009). <www.thanhniennews.com/2009/
Pages/2009113124411053447.aspx>.

13 Ibíd.

14 Ibíd.

15 Banco Mundial, Recognizing and Reducing Corruption Risks 
in Land Management in Vietnam, (Hanoi: National Political 
Publishing House – Su That, 2011).

Poco espacio para la sociedad civil
La influencia de la sociedad civil en las políticas del 
gobierno es limitada. Para miles de organizaciones 
formales e informales, el Gobierno generalmente 
permite e incluso alienta las actividades diarias, a 
la vez que retiene un aparato regulatorio minucio-
so y deja claro su poder de controlar el ritmo y la 
dirección del desarrollo de las actividades16. Las or-
ganizaciones no gubernamentales (ONG) locales e 
internacionales son invitadas a ofrecer ideas para el 
desarrollo de políticas; sin embargo, hay poca activi-
dad de cabildeo en cuanto al cambio en las políticas 
y la legislación vigente, así como también poca opor-
tunidad para influir en las políticas sin haber sin una 
invitación previa del Gobierno.

Otra restricción a las ONG locales es la deta-
llada reglamentación sobre el uso de fondos de do-
nantes extranjeros, en virtud del Decreto 93/2009. 
Hay normas sobre cómo pueden usarse esos fon-
dos, cómo informar sobre el uso, y cómo los orga-
nismos del gobierno monitorean y regulan el uso. 
El efecto de estas directrices es limitar los fondos 
que los donantes extranjeros aportan a las ONG 
locales, pues muchas no pueden cumplir con esta 
normativa. Las empresas vietnamitas aun no han 
asumido una responsabilidad social corporativa, 
por lo que no se convierten en una fuente alternativa 
de financiamiento. Por lo tanto, las ONG locales cae-
recen de recursos y oportunidades para contribuir a 
las políticas que afectan al desarrollo sustentable.

También se acalla a los expertos. La Resolución 
97/2009 del Gobierno limita los campos en que pue-
den trabajar las organizaciones científicas, tecnoló-
gicas, de investigación y de servicio, pues determina 
los campos “legítimos” de actividad. Están excluidas 
las políticas económicas, las políticas públicas, la 
gobernanza y las políticas ambientales.

Todas estas restricciones ahogan los aportes de 
la sociedad civil para las políticas de desarrollo sus-
tentables. En una economía cada vez más compleja, 
un proceso de elaboración de políticas tan cerrado 
no puede abordar los desafíos y las soluciones que 
requiere un desarrollo equitativo y sustentable. El 
debate público que permitiría acercarse a esas solu-
ciones está muy reprimido, aunque la gente trata de 
hacerse oír y a veces hay oposición verbal a proyec-
tos que ponen en peligro el ambiente y el sustento de 
las personas. Los medios también hacen lo posible 
por arrojar luz sobre las acciones - y la inacción - del 
Gobierno e informar sobre la oposición de la comu-
nidad a las amenazas al medio ambiente.

Los donantes bilaterales, los organismos de la 
ONU y las ONG internacionales tienen la responsa-
bilidad de apoyar a Vietnam para que se logre una 

16 M. Sidel, “Maintaining Firm Control: Recent Developments 
in Nonprofit Law and Regulation in Vietnam”, en The 
International Journal of Not-for-Profit Law, Volume 12(3), 
(mayo de 2010), <www.icnl.org/knowledge/ijnl/vol12iss3/
art_1.htm>.

relación más abierta entre el Gobierno y la sociedad 
civil. Sin embargo se han centrado más en desarrollar 
las capacidades del gobierno que en apoyar a las 
ONG locales y la sociedad civil, por lo que todavía se 
necesitará mucho apoyo para que el país aplique re-
formas institucionales y renueve sus políticas, y para 
que se procure una mayor transparencia y rendición 
de cuentas de los organismos públicos. Al haber 
logrado Vietnam la condición de países de ingresos 
medianos, algunos donantes se están alejando a pe-
sar de los desafíos pendientes17.

Conclusión
Para encontrar soluciones de desarrollo equitativo 
y sustentable para la economía y la sociedad cada 
vez más complejas de Vietnam se necesitarán mu-
chas voces y enfoques. El Gobierno deberá permitir 
que la sociedad civil y los expertos independientes 
tengan espacio y capacidad para hacer aportes. Las 
autoridades locales y la sociedad civil deberán te-
ner mayores poderes, y las instituciones técnicas y 
de investigación más libertad para comentar públi-
camente sobre los asuntos de interés público. Las 
comunidades conocen los problemas de su zona 
pero con frecuencia no saben cómo informarlos, y se 
deberá mejorar su capacidad de vigilar la contami-
nación u otros obstáculos al desarrollo sustentable.

Se necesitan procedimientos prácticos para in-
tegrar la adaptación al cambio climático en los planes 
de desarrollo provinciales y locales. Las autoridades 
locales y las OSC deberán participar en el desarrollo, 
aplicación y seguimiento de los planes de mitigación 
y adaptación. Se deberá dar apoyo técnico a nivel 
local a las oficinas provinciales para que puedan ana-
lizar la vulnerabilidad al cambio climático y planificar 
medidas de adaptación y mitigación. Además las 
comunidades deberán recibir capacitación sobre 
temas de cambio climático para que puedan hacer 
los cambios necesarios. El acceso a los préstamos 
bancarios debería ser más fácil, especialmente para 
quienes están cerca de la línea de pobreza. Esto haría 
más sustentable la situación económica de las per-
sonas y por tanto los volvería menos vulnerables al 
cambio climático18.

Además, el país necesita mecanismos y proce-
dimientos jurídicos que garanticen la transparencia. 
Se debería fortalecer el Ministerio de Recursos Natu-
rales y el Medio Ambiente para que pueda hacer cum-
plir las leyes ambientales existentes. Algunas ONG 
ya trabajan con organizaciones locales, estudiantes 
y jóvenes para vigilar los sistemas administrativos 
locales y llamar la atención de los medios sobre los 
problemas de pobreza y medio ambiente, y deberían 
recibir apoyo. n

17 VUFO-NGO Resource Centre, op. cit.

18 ActionAid Vietnam, op. cit.
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Casi un Estado fallido

Poco puede avanzar el país hacia un desarrollo sustentable mientras se mantenga su situación actual, al borde 
de la guerra civil, la hambruna o la catástrofe social. Sus problemas endémicos, relacionados tanto con el 
empobrecimiento de la población, la corrupción política, el endeble sistema agropecuario y de producción de 
alimentos, la dependencia de la producción de petróleo y los escasos recursos hídricos, se han visto agudizados 
por el estado general de inseguridad provocado por las protestas populares y la amenaza de anomia. De no 
encontrarse un equilibrio entre los reclamos ciudadanos y las necesidades estructurales, el país va rumbo a 
convertirse en un Estado fallido.

Human Rights Information & Training Center (HRITC)
Arafat Alroufaid

Los agitados meses de manifestaciones del Levan-
tamiento Popular de la Juventud contra el presidente 
Ali Abdullah Saleh, iniciadas en enero de 2011, sa-
cudieron los cimientos de un posible desarrollo sus-
tentable en Yemen. En agosto de 2011 el consejo de 
seguridad de la ONU disparó la alarma al expresar su 
“profunda preocupación” por la degradación de las 
condiciones humanitarias y económicas, y el hecho 
de que es posible una catástrofe económica y huma-
nitaria. En octubre UNICEF y el Programa Mundial 
de Alimentos (PMA) advirtieron que Yemen puede 
enfrentar una catástrofe similar a la de Somalia, es 
decir, convertirse en un estado irremediablemente 
fragmentado y fallido1. 

La economía está paralizada, la pobreza crece 
y el desempleo aumentó al doble, los servicios se 
degradan mientras que los precios de los productos 
básicos se triplicaron desde el principio de año, y 
alrededor del 60% de los habitantes del país, que se 
acercan a los 24 millones, viven bajo la línea de po-
breza, con un ingreso diario por persona de menos 
de un dólar. La tasa de inflación supera el 35%. Si la 
situación sigue así se asistirá a un desplome de la 
economía y a una inevitable hambruna, sobre todo 
en los medios rurales.

Las protestas populares quieren terminar con 
más de tres décadas en el poder del presidente Saleh, 
que a pesar de la continua explotación de los yaci-
mientos petrolíferos con que cuenta el país, sumer-
gió a gran parte de la población en la miseria, hasta 
convertirla en la nación más pobre del Mundo Árabe. 
La mala administración y la corrupción generalizada 
son las causas evidentes de la decadencia. El país 
ocupa el lugar 146 (sobre un total de 178) en el Índice 
de Percepción de Corrupción 2010 de Transparencia 
Internacional2.

1 Centro de noticias ONU, UNICEF y PMA alertan sobre peligro 
de desastre humanitario en Yemen, (24 de octubre 2011), 
<www.un.org/spanish/News/fullstorynews.asp?newsID=22
074&criteria1=hambre>.

2 Transparency International. 2010 Corruption Perceptions 
Index.<www.transparency.org/policy_research/surveys_
indices/cpi/2010/results>.

Más gente, más pobreza
El problema demográfico en Yemen es uno de los 
obstáculos más notorios para la adopción de un 
modelo de desarrollo sustentable. Si la tasa de creci-
miento demográfico se mantiene en el nivel de 3.2% 
anual las dificultades y los problemas económicos y 
sociales se agudizarán, ya que aumenta en la discor-
dancia entre este y la tasa de desarrollo. Se prevé que 
la población de Yemen alcanzará los 43 millones en el 
2025. La pobreza en Yemen crece en paralelo con el 
agravamiento de la crisis económica. Ha aumentado 
la mendicidad callejera, y cientos de miles de fami-
lias se enfrentan a la incapacidad de asegurarse las 
necesidades básicas de alimentación. 

El Proyecto de la Estrategia Nacional de la 
Seguridad Alimenticia, elaborado por el gobierno 
en cooperación con el Instituto Internacional de In-
vestigación de Política de Alimentación (IFPRI)3, ha 
demostrado que el 32% de los habitantes de Yemen 
carecen de protección alimentaria. Eso significa que 
prácticamente un tercio de los yemenitas, 7.5 millo-
nes, sufre hambre y no consigue alimentos suficien-
tes. El 57% de los niños sufre de malnutrición.

La tasa de pobreza según los censos oficiales 
ha subido a 42.8% en el 2010, desde un 33.8% del 
2009. La pobreza crece particularmente en zonas ru-
rales, donde según datos del gobierno ha alcanzado 
al 47.6% de la población en 2010, en comparación 
con el 38.5% del 2009, En el medio urbano la tasa 
alcanzó 29.9% en comparación con 19.7% del 2009.

Yemen está clasificado entre los países de me-
nor crecimiento. Está en el lugar 133 entre los 169 
países cubiertos por el Informe de Desarrollo Huma-

3 Ver: <www.ifpri.org/publication/health-nutrition-and-risk-
management>.

no 2010 del Programa de Desarrollo de las Naciones 
Unidas4. El 15.7% de los yemenitas vive con menos 
de un dólar por día, y el 45.2% con menos de dos 
dólares por día.

El país produce menos del 20% de los alimen-
tos que consume la población, e importa alrededor 
del 75%, entre ellos 2.1 millones de toneladas de 
granos por año. La mayoría de las tierras y el agua del 
país se usa para el cultivo del khat (catha edulis), una 
droga estimulante muy popular en el África Oriental 
y el sur de la península arábiga.

La producción petrolera, que alcanzó alrededor 
de 300.000 barriles por día en el 2010, aseguraba el 
60% de los ingresos del Estado. Esa producción ha 
bajado a causa de la revolución del Levantamiento 
Popular de la Juventud. La tasa de crecimiento eco-
nómico, que había alcanzado 4.5% en al año 2010, 
bajó a 3% en la primera parte del 2011 y luego a 
1.5% a partir de junio. La actividad en los sectores de 
construcción y comercio cayó de 80 a 90%, mientras 
que el turismo se paralizó casi totalmente. El benefi-
cio previsto en el sector privado, evaluado en 17 mil 
millones de dólares desde el principio de año, no se 
ha concretado.

La actividad turística interna y externa ha bajado 
un 95%. El transporte, muchos de los proyectos de 
desarrollo e inversión, el sector empresarial y las 
ventas en distintos sectores económicos sufren una 
parálisis importante, mientras que los sectores de 
la construcción, el sector inmobiliario y el sector 
de importaciones se han detenido completamente.

4 Ver: <undp.org/en/media/HDR_2010_ES_Table1_reprint.
pdf>.
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Se agota el agua
El mejoramiento del sector agrícola enfrenta nume-
rosos obstáculos que engloban la escasez de tierras 
fértiles, que representan 3% de la superficie total, el 
agotamiento de las fuentes de agua, el poco crédito 
y la poca inversión en infraestructura de produc-
ción y de mercadeo. La agricultura apenas alcanza 
1,25% del total de inversión. El subsidio financiero 
estatal a la agricultura está centrado en raciones de 
ganado, fertilizantes y gas oil para hacer funcionar 
los tractores y las bombas para riego. El Informe 
de Desempeño del Gobierno revela que el modesto 
crecimiento del sector agrícola de 3% es a conse-
cuencia del agotamiento de los recursos hídricos, 
de la demora en la ejecución de los objetivos del 
plan para achicar la superficie de sembrado de khat y 
dejarla en 10% del total (actualmente ocupa el 25% 
de la superficie sembrada y 30% de uso de agua), 
además de la superficie limitada de tierras agrícolas. 

Un nuevo documento oficial revela que el sector 
del agua necesita alrededor de 4.430 millones de 
dólares en los próximos 10 años, según las necesi-
dades evaluadas por la Estrategia Nacional de Agua. 
Para satisfacer esas necesidades el gobierno busca 
captar recursos de donantes como los países del 
Consejo de Cooperación del Golfo. Eso exige entre 
otras cosas mejorar las capacidades administrativas 
de las ayudas, el cuidado de las buenas prácticas 
confiables y la gestión de agua.

Según el Cuarto Plan de Desarrollo Económico 
y Social para la Reducción de la Pobreza 2011-2015, 
citado en el Proyecto de documento del programa 
para el Yemen (2012-2015) de la ONU (setiembre 
2011)5, el sector hídrico enfrenta dificultades seve-
ras que se originan en la falta de financiamiento del 
sector, que necesita enormes recursos para concre-
tar sus objetivos. Los principales problemas son la 
escasez de agua dulce, y el peligro del crecimiento 
de la tasa de polución y la ocurrencia de inundacio-
nes, el aumento del periodo de sequía acompañado 
por el aumento de la extensión geográfica afectada, 
además de la competitividad en los distintos usos del 

5 Ver: <www.undp.org/execbrd/pdf/DPDCPYEM2s.pdf>.

agua y el acceso limitado al agua potable y los servi-
cios de saneamiento. La insuficiencia de la organiza-
ción administrativa e institucional, que sufre de frag-
mentación en gran medida con superposición de las 
responsabilidades. También contribuyen a agravar 
esta situación la insuficiencia en la coordinación y la 
cooperación entre las distintas partes interesadas en 
el sector de la administración del agua6. 

Se indica en el mismo informe que la tasa de 
cobertura del agua potable y saneamiento alcanzó 
al final del 2010 alrededor del 60% y 30% respecti-
vamente de los habitantes de la ciudad. La cantidad 
de agua producida en las ciudades principales y se-
cundarias en el año 2010 se estima en 148 millones 
de metros cúbicos, con un crecimiento evaluado en 
21 millones de metros cúbicos con respecto al año 
2005. La cantidad de agua consumida fue evaluada 
en 104 millones de metros cúbicos con un aumento 
evaluado en 20 millones de metros cúbicos. La dife-
rencia entre la producción y el consumo representa 
una perdida que alcanza el 30% de lo producido7.

6 Ibid.

7 Ibid.

En las zonas rurales, la tasa de cobertura por los 
servicios de agua y saneamiento alcanzó 50% y 25% 
respectivamente, de la totalidad de los habitantes al 
final del año 2010.

Se estima que la totalidad de los recursos hí-
dricos renovados anualmente se eleva a 2.5 mil 
millones de metros cúbicos, de los cuales 1.500 
millones de aguas profundas y 1.000 millones de 
metros cúbicos de aguas superficiales. Se evalúa 
que la cantidad de agua usada es de alrededor de 
3.400 millones de metros cúbicos, lo que significa 
que hay una brecha de alrededor de 900 millones 
de metros cúbicos entre lo que se ofrece y lo que 
se usa efectivamente. Se considera que el exceso 
de bombeo de las aguas profundas es uno de los 
factores de agotamiento, aunque con niveles dis-
tintos entres las cuencas acuíferas y que algunas 
están sometidas a un exceso de bombeo evaluado 
en alrededor de 250 a 400%. Hay unos 45 mil pozos 
particulares en el país y alrededor de 200 platafor-
mas de perforación. n

EL MINúSCULO LUGAR DE LA MUJER

Varios estudios indican que las yemenitas representan más del 50% de la totalidad de los habitantes 
del país, mientras que su tasa de trabajo no supera el 20%, la mitad en el sector de la agricultura, 
mientras que en el sector de la administración pública y los servicios, no supera el 0.9%. 

En los demás sectores la participación de la mujer es muy débil debido a factores varios, entre 
ellos las tradiciones sociales que siguen en cierta medida sin aceptar el trabajo de la mujer y una 
tasa muy importante de analfabetismo entre las mujeres, que alcanza un 79.2%, contra con 36% 
en los hombres.

La participación de la mujer en la docencia no supera el 17.3%, en comparación con el 82.7% 
de los varones en la educación primaria. En la educación secundaria, la mujer participa en la docen-
cia en un 22.8%, comparado a 77.2% de los varones. En el sector administrativo de la educación, 
las mujeres participan en una tasa que no supera los 11.5% de la totalidad de los funcionarios y 
educadores.

La tasa de participación de la mujer en el sector judicial no supera el 0.06%, mientras que en el 
sector de comunicación, en todos sus componentes, no supera el 16.7% de la totalidad del sector.
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De 2000 en adelante Zambia tuvo un vigoroso creci-
miento económico a una tasa promedio del 5% por 
año1. Los niveles de pobreza descendieron del 68% 
en 2004 al 64% en 2006, pero el 53% de la población 
permaneció en la pobreza extrema, que es más fre-
cuente en los hogares encabezados por mujeres. La 
población rural es predominantemente pobre, con 
una tasa general de pobreza del 78%2. Los niveles de 
pobreza extrema también son elevados en las zonas 
rurales (donde se encuentran las dos terceras partes 
de los que viven en la pobreza extrema) y en los ho-
gares con menos educación formal. De hecho, los 
hogares encabezados por personas sin educación 
formal tienen una incidencia de pobreza del 81% y el 
70% de ellos vive en la pobreza extrema3.

Todavía se le hace difícil al país que todos ten-
gan acceso a la educación, especialmente a nivel 
superior y terciario. En 2004 solo el 11% de la po-
blación logró completar la enseñanza secundaria 
superior. Este problema es más agudo en el caso 
de mujeres y niñas: en 2006 solo el 8,6% de las 
mujeres había completado la enseñanza secundaria 
superior4. Además, aunque la educación terciaria es 
fundamental para el desarrollo económico de largo 
plazo, así como para fortalecer la democracia y al-
canzar la cohesión social, solo el 2% de la población 
había terminado el bachillerato o un grado superior5.

A pesar de varias medidas y programas del Go-
bierno para mejorar la calidad de vida, la salud de la 
población - un factor esencial para el bienestar social 
y económico - enfrenta dificultades. Hay una alta 
prevalencia de enfermedades infecciosas, incluso 

1 Imani Development International Ltd, 2007 Update Survey 
of Non Tariff Barriers to Trade: Zambia, Regional Trade 
Facilitation Programme, (julio de 2007).

2 allAfrica.com, Zambia: Poverty Levels Go Down, (20 de 
noviembre de 2009), <allafrica.com/stories/200911200074.
html>.

3 Ibíd.

4 R. Siaciwena y F. Lubinda, The Role of Open and Distance 
Learning in the Implementation of the Right to Education 
in Zambia, The International Review of Research in Open 
and Distance Learning, (febrero de 2008), <www.irrodl.org/
index.php/irrodl/article/view/481/995>.

5 Ibíd.

una tasa de VIH del 13,5% entre los adultos, y la 
expectativa de vida al nacer es de 52,36 años6.

El desarrollo sustentable y los problemas 
ambientales
Desde 2006 el Gobierno ha tenido como objetivo 
el garantizar la sustentabilidad ambiental: revertir 
el daño al medio ambiente, conservar los procesos 
biológicos fundamentales y asegurar el uso susten-
table de los recursos naturales. Sin embargo una 
serie de factores limitan la posibilidad de alcanzar 
este objetivo, entre los cuales:

•	 Los problemas de coordinación.

•	 La falta de políticas integrales sobre los asuntos 
ambientales.

•	 La poca sensibilidad pública sobre los asuntos 
ambientales.

•	 Un marco legal inadecuado y la falta de aplica-
ción de la Ley de Bosques de 1999.

•	 Las asignaciones presupuestarias e inversiones 
insuficientes.

•	 La poca conservación de la diversidad biológica 
y la limitada participación regional.

•	 La inadecuada transversalización de las cues-
tiones del ambiente y el cambio climático en las 
políticas y programas de otros sectores.

•	 Las demoras en la aplicación de la Política Na-
cional sobre el Medio Ambiente para reducir los 
conflictos vinculados al uso de la tierra (incluso 
los que se dan entre humanos y animales).

6 CIA, The World Factbook, Zambia, (mayo de 2011), <www.cia.
gov/library/publications/the-world-factbook/geos/za.html>.

También debe abordarse el problema del cambio 
climático. Su principal indicador local es la modi-
ficación de los patrones de temperatura y precipi-
taciones. La constante tendencia a la suba de las 
temperaturas que puede verse en las marcas me-
dias para 1961-2000, por ejemplo, ha tenido varios 
efectos negativos, entre los cuales la disminución 
del rendimiento de los cultivos y el mayor riesgo de 
transmisión de malaria en altitudes más elevadas. 
Esto último es especialmente importante en Zambia, 
donde la malaria representa el 47% de la cifra anual 
de muertes7.

No es fácil evaluar el impacto de las tempera-
turas más altas sobre las precipitaciones, especial-
mente porque el país sufre periódicamente el fenó-
meno de El Niño, cuya complejidad escapa al alcance 
de los modelos climáticos actuales. Sin embargo, el 
Programa Nacional de Acción para la Adaptación 
(PNAA) informó que en el correr de los dos últimos 
decenios las sequías y las inundaciones se habían 
vuelto más frecuentes, más intensas y de mayor 
magnitud8.

En términos de biodiversidad, según las cifras 
del Centro Mundial de Vigilancia de la Conservación, 
Zambia tiene 1.234 especies conocidas de anfibios, 
aves, mamíferos y reptiles. De estas, el 1,5% son 

7 IRIN, “Zambia: Decreasing Cases Cause for Optimism”, en In 
Depth: Killer Number One – The Fight Against Malaria, (enero 
de 2006), <www.irinnews.org/InDepthMain.aspx?InDepthId
=10&ReportId=58010&Country=Yes,>.

8 Ministerio de Turismo, Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, “Formulation of the National Adaptation 
Programme of Action on Climate Change”, Gobierno de 
Zambia, UNDP Zambia y Global Environment Facility, 
(septiembre de 2007), <www.preventionweb.net/english/
policies/v.php?id=8581&cid=192>.

Deforestación y desarrollo sustentable
La economía del país está creciendo desde 2000, pero la pobreza sigue siendo un problema acuciante y la 
expectativa de vida permanece muy baja. Aunque el Gobierno ha demostrado cierta preocupación por los desafíos 
ambientales, los planes aplicados carecen de coordinación y no han logrado sensibilizar al público sobre la erosión 
del suelo, la pérdida de biomasa, el cambio climático y la deforestación. En los últimos 20 años el país ha perdido 
el 6,3% de sus bosques. Los altos niveles de pobreza y la falta de fuentes de sustento alternativas exacerban la 
degradación ambiental por la dependencia de los pobres de los recursos naturales. Ha llegado el momento de que 
el Gobierno adopte políticas más adecuadas y fortalezca la coordinación en el sector del medio ambiente.
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endémicas y el 1,9% se encuentran en peligro. El 
país también alberga por lo menos 4.747 especies 
de plantas vasculares, de las cuales el 4,4% son 
endémicas9.

La biomasa del país (encima y debajo del suelo) 
se calcula en 5,6 mil millones de toneladas, con unas 
434 millones toneladas más de biomasa de madera 
muerta, lo que da una estimación total de biomasa 
de 6 mil millones de toneladas. De esto, unas 2,8 
mil millones de toneladas de carbono están alma-
cenadas en los bosques. Por lo tanto los bosques 
contienen una cantidad importante (el 90%) de la 
biomasa aérea total del país.

La deforestación y sus impactos
En los últimos 40 años los bosques se han visto mer-
mados por el aumento de la población, los impera-
tivos económicos, la producción de carbón vegetal, 
la demanda de más tierras agrícolas y los incendios 
incontrolados. La tasa de deforestación que durante 
décadas se calculó era de unas 300.000 hectáreas 
por año llegó en 2008 a 800.000 hectáreas por año10. 
Entre 1990 y 2010 Zambia perdió aproximadamente 
el 6,3% de su cubierta forestal o unas 3.332.000 
hectáreas11.

La explotación comercial de las maderas autóc-
tonas comenzó durante la tercera década del siglo 
XX. El aumento de las actividades de minería y cons-
trucción también contribuye mucho a la deforesta-
ción. Para alimentar una población en crecimiento 
se ha generalizado la práctica de la agricultura de 
corta y quema. También está aumentando la explo-
tación forestal. Los bosques de madera dura de las 
praderas occidentales, que estaban razonablemente 
bien conservados, han sufrido mucha presión en los 
últimos años12.

Los hogares y las industrias son importantes 
consumidores de recursos forestales. El principal 
producto comercial de los bosques autóctonos es el 
carbón vegetal para cocinar: el 27% de los hogares 
de Zambia lo utiliza como su principal fuente de ener-
gía, en tanto el 56% usa leña. El 16% de los hogares 
usa electricidad para cocinar y el 19,3% la usa como 
su principal fuente de iluminación. La industria del 
carbón vegetal emplea unas 50.000 personas en 
zonas rurales y urbanas13.

Los bosques son una importante fuente de 
sustento para las comunidades rurales. En parti-
cular, los hogares más pobres muestran una mayor 

9 Mongabay.com, Zambia Forest Information and Data, 
(2010), <rainforests.mongabay.com/deforestation/2000/
Zambia.htm>.

10 Comisión Europea, “Governance Profile – Zambia”, (2008), 
<www.acp-programming.eu/wcm/dmdocuments/gover_08_
zambi_fi_en.pdf>.

11 Mongabay.com, op. cit.

12 Ibíd.

13 Banco Mundial, Delivering Modern Energy Services 
for Urban Africa - Status, Trends and Opportunities 
for Commercially Sustainable Interventions, (2003), 
<info.worldbank.org/etools/bspan/presentationView.
asp?EID=239&PID=501>. 

dependencia (del 44%) de la leña que los que tienen 
ingresos mayores. La demanda de leña aumenta en 
forma exponencial mientras que en algunas zonas la 
escasez es notoria. Los hogares más pobres también 
dependen más de las plantas silvestres para usos 
medicinales y alimentación. Los productos del bos-
que también sirven como pasturas y para materiales 
de construcción como postes y paja para techos. 
La mayoría de los bosques se gestionan según los 
modos tradicionales, sin planes formales: el 41% 
se gestiona de forma tradicional; el 36% no tiene un 
plan de gestión conocido; y solo el 23% tiene planes 
de gestión formales (parques nacionales y reservas 
forestales).

Tanto los hombres como las mujeres desempe-
ñan un papel decisivo en la gestión de los recursos 
naturales del país, pero la relación de las mujeres 
con el medio ambiente es fundamental para su vida 
cotidiana pues son las responsables de conseguir 
el agua para uso doméstico y el combustible para 
cocinar. Como recolectoras y usuarias de diversos 
productos del bosque, entre los cuales la paja para 
los techos, las mujeres tienen un papel fundamental 
en la gestión de los recursos forestales. Los altos 
niveles de pobreza y la falta de fuentes de sustento 
alternativas, especialmente en las zonas rurales, exa-
cerban la degradación ambiental por la dependencia 
de los pobres en los recursos naturales para poder 
subsistir.

La destrucción de los bosques está llevando 
a la erosión del suelo, la pérdida de biodiversidad y 
biomasa, la disminución de las provisiones de agua, 
la reducción de la productividad agrícola y la degra-
dación del medio ambiente. También hay efectos 
negativos generalizados sobre la seguridad alimen-
taria, la provisión de fuentes de energía y el bienestar 
social. Las tierras de las comunidades indígenas y 
administradas según sus costumbres están cada vez 
más degradadas y deforestadas porque son donde 
hay más presión para darles usos alternativos. El 
uso de carbón vegetal y leña no solo daña el medio 
ambiente sino que también es malo para la salud de 
las personas14.

El país no puede permitirse seguir perdiendo 
bosques al ritmo actual, entre otras razones por su 
importancia para la captación de carbono, que ayuda 
a mitigar el cambio climático.

Políticas y programas clave
En 1991 se creó el Ministerio del Medio Ambiente y 
Recursos Naturales como institución principal de la 
gestión ambiental. Posteriormente para enfrentar los 
desafíos del sector se adoptó la Estrategia Nacional 
de Conservación, la Política Nacional sobre el Medio 
Ambiente (2007), el Plan Nacional de Acción para 
el Medio Ambiente, el Plan Nacional de Acción de 
Zambia para la Biodiversidad, la Política Forestal de 
1998, el Plan de Acción Forestal de Zambia y la Ley 
Forestal de 1999.

14 Civil Society for Poverty Reduction (CSPR), The Path Away 
from Poverty: An Easy Look at Zambia’s Poverty Reduction 
Strategy Paper 2002–2004, <www.sarpn.org.za/documents/
d0000280/index.php>.

Para enfrentar la destrucción de la capa de ozo-
no, el Gobierno promulgó el Documento Legal n.º 
27 de 2001 y firmó y ratificó la Convención de las 
Naciones Unidas de Lucha contra la Desertificación, 
para preparar posteriormente un plan nacional de 
acción en 2002.

Entre 2006 y 2010 Zambia también implemen-
tó su Quinto Plan Nacional de Desarrollo (FNDP, 
por sus siglas en inglés), entre cuyos objetivos 
principales estaba la promoción de la gestión sus-
tentable de los bosques a través de la participación 
del sector privado y la sociedad civil en la gestión de 
los recursos forestales. En esa época se iniciaron 
varias actividades relacionadas con los asuntos 
forestales, pero en un análisis final fue difícil ob-
servar avances por falta de datos e información. 
El único indicador disponible - la tasa de defores-
tación - mostró que los objetivos del FNDP en ese 
tema no se lograron plenamente. De hecho, está 
claro que el ritmo de destrucción de los bosques 
se ha acelerado.

Además, resultan inadecuados los incentivos 
macroeconómicos para impulsar la gestión sus-
tentable de los recursos naturales y los desincenti-
vos para desestimular los patrones de consumo no 
sustentables.

Conclusiones y recomendaciones
El desarrollo no puede ser sostenido en un medio 
ambiente que se deteriora, y no se puede proteger 
el medio ambiente cuando el crecimiento econó-
mico no toma en cuenta el costo de la destrucción 
ambiental. Los altos niveles de pobreza, al acceso 
limitado a derechos fundamentales como la educa-
ción y la salud, y la persistente degradación de los 
bosques significan que el desarrollo sustentable 
está en peligro en Zambia a pesar del gran creci-
miento económico.

Por lo tanto, la Coalición Nacional de Social 
Watch en Zambia recomienda lo siguiente:

•	 Para garantizar una gestión sustentable de los 
bosques, la mitigación del cambio climático o 
la adaptación al mismo, Zambia debe recono-
cer la importancia de la tenencia y propiedad 
de la tierra, especialmente con respecto a las 
tierras ocupadas por las comunidades indíge-
nas, que representan casi los dos tercios de 
los bosques.

•	 El Gobierno debe aprobar cuanto antes la nueva 
redacción de la política forestal y la posterior 
enmienda de la Ley Forestal de 1999.

•	 Al revisar las políticas, leyes o programas 
existentes o al desarrollar los nuevos, se debe 
fortalecer la transversalización de género para 
garantizar que ni hombres ni mujeres se vean 
afectados negativamente y que se beneficien en 
forma equitativa.

•	 Es necesario fortalecer la coordinación del sec-
tor ambiental y transversalizar los asuntos am-
bientales en todos los sectores.

•	 El Gobierno y otros interesados clave deben 
lanzar campañas masivas de educación pública 
sobre el medio ambiente. n
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Social Watch es una red internacional de organizaciones ciudadanas que luchan para erradicar la pobreza y las causas de la pobreza, para poner fin a todas 
las formas de discriminación y de racismo, para asegurar una distribución equitativa de la riqueza y para la consecución de los derechos humanos. Nuestro 
compromiso es para con la paz, la justicia social, económica y de género, y ponemos el acento en el derecho de todas las personas a no ser pobres.
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nacionales, regionales e internacionales para erradicar la pobreza.

I  N  F  O  R  M  E   2  0  1  2

En todas partes, las crecientes desigualdades y la 
desregulación de las finanzas están despojando a la gente 
de  lo que por justicia le corresponde de los beneficios de 
la prosperidad mundial. Nuestros niños heredarán la carga 
de la deforestación, desertificación, pérdida de 
biodiversidad y del cambio climático. Para revertir esta 
tendencia la promesa de dignidad universal que comportan 
los derechos humanos tiene que ser puesta en práctica 
y los derechos de las futuras generaciones deben 
ser reconocidos y defendidos a carta cabal.

El derecho a un futuro

UN INFORME DE ORGANIZACIONES DE SOCIEDAD CIVIL EN 66 PAÍSES
Incluye las conclusiones sobre desarrollo sustentable del Civil Society Reflection Group.

 

UN INFORME SOBRE EL PROGRESO EN LA ERRADICACIÓN DE LA POBREZA  Y  EL  LOGRO DE  L A  EQUIDAD DE  GÉNERO EN  EL  MUNDO

ESTADOS UNIDOS: El país alberga al 5% de la población 
del planeta, pero consume el 25% de la energía producida 
globalmente y es responsable del 22% de las emisiones 
de CO2 de origen industrial.

MALASIA: La tasa de deforestación anual aumentó casi un 
86% entre 1990 y 2005, con una pérdida completa de co-
bertura forestal de 140.200 hectáreas por año desde 2000.

VIVIENDA: Unos 1.600 millones de personas viven ac-
tualmente en condiciones de infravivienda, 100 millones 
carecen de hogar, y se estima que una cuarta parte de la 
población mundial está sin tierra.

VIETNAM: Entre 1958 y 2007 la temperatura promedio 
de Vietnam aumentó unos 0,5-0,7 °C y el nivel del mar 
subió 20 cm. 

TAILANDIA: Casi 74.640 hectáreas de bosques de man-
glares han sido usadas para acuicultura, especialmente 
granjas de camarones.

TANZANIA: Se necesitan 63.501.000 kg de alimentos para 
que el distrito de Chamwino pueda cubrir sus necesidades 
básicas, pero la producción obtenida en 2008-2009 fue 
de solo 12.178.000 kg.

ESLOVENIA: Cerca del 25% de los jóvenes que no están en 
el sistema educativo formal, están desempleados.

PANAMá: La cobertura boscosa alcanzaba un 70% en 1970 
y se ha visto reducida a aproximadamente el 35% en 2011.

NIGERIA: Todos los años se pierden casi 350.000 hectá-
reas de tierras cultivables ante el avance del desierto.

ITALIA: Se encuentran en situación de riesgo el 68% de 
sus vertebrados terrestres, el 66% de sus aves, el 64% 
de sus mamíferos y el 88% de sus peces de agua dulce.

HONDURAS: En 2010, la tasa de asesinatos en Honduras 
fue de 77,5 cada 100.000 habitantes.

GUATEMALA: El ritmo de deforestación anual ronda las 82,000 
hectáreas, lo que significaría que para 2040, de continuar 
esta tendencia, habrían desaparecido todos los bosques.

ERITREA: La totalidad de los adultos, hombres y mujeres, 
hasta la edad de 45 años están sujetos a lo que equivale 
a la esclavitud.

ECUADOR: La explotación del yacimiento de cobre de Mi-
rador generará al menos 326 millones de toneladas de 
desechos, el equivalente a cuatro cerros como El Panecillo 
de Quito, y un volumen cercano a la recolección de basura 
de Guayaquil durante 405 años.

CANADá: Una de cada tres personas indígenas o que 
no integran la población blanca viven en la pobreza, 
del mismo modo que una de cada cuatro personas con 
discapacidades, inmigrantes y mujeres que encabezan 
familias monoparentales.

CAMBOYA: El 64% de las madres y niñas están reduciendo 
su ingesta de alimentos para que quede más para los otros 
miembros de la familia.

BIRMANIA / MYANMAR: Durante la construcción del 
gasoducto de Yadana, soldados del Gobierno y represen-
tantes de grupos militares proporcionaron seguridad obli-
gando a civiles a cortar árboles, a servir de porteadores, 
y a construir infraestructura militar. Los que se negaron 
fueron golpeados, violados, torturados y asesinados.

AZERBAIYáN: La industria petrolera de la época soviética 
creó enormes lagos de petróleo que literalmente destru-
yeron toda la biomasa circundante. 

ARGENTINA: Entre 1998 y 2006 desaparecieron 250.000 ha 
de bosque por año, lo que equivale a 1 ha cada dos minutos.

ICB: Con emisiones de dióxido de carbono de 3 toneladas 
per cápita por año, Costa Rica y Uruguay han logrado 
reducir su mortalidad infantil al mismo nivel que un país 
que emite veinte toneladas al año: Estados Unidos.

GÉNERO: La economía feminista ha revelado que más del 
50% de las horas de trabajo no son remuneradas.
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